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Queda hecho el depósito que previene la ley 11.723 
IMPRESO EN LA ARGENTINA 


PRÓLOGO A LA DECIMOSÉPTIMA EDICIÓN 


En el trigésimo aniversario de la publicación de la primera edi- 
ción de nuestros comentarios a la ley concursal, el derecho privado 
argentino se ve renovado sustancialmente con la entrada en vigor del 
Código Civil y Comercial de la Nación aprobado por ley 26.994 (ver 
Apéndice de este libro). 

El art. 4* de la ley 26.994 deroga el Código Civil, aprobado por 
la ley 340, y el Código de Comercio, aprobado por las leyes 15 y 
2637, excepto los arts. 891, 892, 907, 919, 926, 984 a 996, 999 a 
1003 y 1006 a 1017/5, que se incorporan como arts. 631 a 678 de la 
ley 20.094. 

La ley de concursos y quiebras 24.522, que se encontraba incor- 
porada como Libro IV al Código de Comercio (art. 293, LCQ), a 
partir de ahora mantiene su vigencia como ley que complementa al 
Código Civil y Comercial de la Nación (art. 5%, ley 26.994). Toda 
referencia al Código Civil o al Código de Comercio contenida en la 
legislación concursal vigente debe entenderse remitida al Código Ci- 
vil y Comercial de la Nación (art. 6”, ley 26.994). 

Las disposiciones del nuevo Código impactan en la LCQ de di- 
versa manera; a saber: 

a) Algunos artículos del Código Civil y Comercial de la Nación 
tienen redacción diferente de sus similares del Código Civil, pero no 
alteran sustancialmente el régimen concursal vigente. 

b) Otros artículos del Código Civil y Comercial de la Nación 
contemplan nuevas situaciones o regulan temas antes no especifica- 
dos en el Código Civil o en la LCQ. 

c) Finalmente, hay artículos o instituciones sustancialmente mo- 
dificadas en el Código Civil y Comercial de la Nación respecto del 
Código Civil o del Código de Comercio—, que también modifican 
el régimen de la LCQ por vía de integración o remisión. 


IL TLA, Concursos y quiebras, 


vI PRÓLOGO A LA DECIMOSÉPTIMA EDICIÓN 


En los comentarios a unos cincuenta artículos de la LCQ hace- 
mos ferencia a las disposiciones relacionadas del Código Civil y Co- 
mercial de la Nación, y brindamos nuestra opinión sobre la significa- 
ción de su impacto en el régimen concursal, con miras a ayudar al 
usuario en la interpretación armónica de las normas en juego. 
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INTRODUCCIÓN AL ESTUDIO 
DEL DERECHO CONCURSAL 


1. Tutela judicial de los derechos subjetivos. — La introduc- 
ción a una materia desconocida se facilita si partimos de conceptos 
sabidos de antemano. Comenzaremos, entonces, recordando ciertas 
nociones básicas del derecho de las obligaciones. 

Cuando entre dos sijetos existe una relación obligacional -una 
obligación en sentido jurídico patrimonial-, el sujeto pasivo es lla- 
mado deudor u obligado, y el sujeto activo, acreedor o titular del 
crédito. 

A partir de la existencia de esa relación obligacional, ¿qué com- 
portamiento espera el orden jurídico del deudor? 

Del análisis de las normas que regulan las obligaciones, surge 
una primera directriz sobre la conducta del deudor con relación al 
acreedor: satisfacer la prestación debida. La experiencia señala que, 
afortunadamente, la mayoría de las relaciones obligacionales o credi- 
ticias se resuelve conforme a esa directiva de cumplir en tiempo y 
forma los compromisos asumidos por los deudores. Sin embargo, 
un porcentaje de las obligaciones, más o menos importante según las 
épocas, los sectores de actividad y otras variables que no es del caso 
analizar aquí, no se resuelve según esa primera directiva. 

Cuando la prestación debida no se cumple en tiempo y forma, 
el deudor se convierte en incumplidor, y surge la segunda directriz 
del orden jurídico: resarcir el daño causado por el incumplimiento. 
Así, la satisfacción de la prestación debida, incumplida, se transfor- 
ma en la obligación de reparar el daño ocasionado por no haber he- 
cho honor al compromiso asumido. Esta reparación del daño asume 
diferentes formas. En principio, las normas jurídicas dan derecho 
al acreedor a procurar la satisfacción de la misma prestación origina- 
ria más otras que compensen los daños derivados del cumplimiento 
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tardío (p.ej., la misma cantidad de dinero prometida más los interé- 
ses moratorios, o el mismo objeto no dinerario más el dinero que sa- 
tisfaga los perjuicios ocasionados por el cumplimiento tardío). En 
otros casos, cuando la prestación originaria no se obtiene, el acree- 
dor tiene derecho a lograr una prestación sustitutiva equivalente más 
la reparación de los daños moratorios. La segunda directriz esta- 
blece lo que se denomina sanción primaria o inmediata del incum- 
plimiento, que el deudor puede efectuar voluntariamente, con su 
responsabilidad personal, a requerimiento del acreedor. De hecho, 
muchas de las obligaciones incumplidas según la primera directiva 
logran solución satisfactoria en virtud de esta segunda posibilidad. 
Pero siempre existe un porcentaje menor —aunque no por ello menos 
importante de obligaciones que tampoco resultan cumplidas, ni si- 
quiera tardíamente, de manera voluntaria. 


Cuando el deudor no repara voluntariamente el daño derivado 
de su incumplimiento (no responde personalmente), la tercera direc- 
tiva del orden jurídico señala al acreedor el derecho de satisfacción 
coactiva o forzada sobre el patrimonio del deudor. En este tercer 
momento, el más crítico para el acreedor, se pone en evidencia la 
importancia de la responsabilidad patrimonial del deudor y cobra su 
verdadera dimensión la tantas veces repetida frase del “patrimonio 
como garantía (o prenda) común de los acreedores”. Quiere resal- 
tarse así que cuando el deudor no satisface la prestación debida, 
cuando la responsabilidad personal de éste no es suficiente para que 
el acreedor cobre, la seguridad o garantía de cumplimiento de las 
acreencias radica en los bienes que integran el patrimonio del deudor 
(o de sus garantes, en caso de existir éstos). 


¿Cómo hace el acreedor para cobrarse con los bienes del deu- 
dor? En otras palabras, ¿cómo se hace efectiva la responsabilidad 
o garantía patrimonial? 

Es sabido que el orden jurídico actual no reconoce a los acree- 
dores el derecho de tomar los bienes (ni la persona) del deudor para 
cobrarse haciendo “justicia por mano propia”. Desde que la coac- 
ción o la fuerza sobre los bienes del deudor no puede ser ejercida de 
manera directa, el acreedor debe acudir a los órganos que el Estado 
establece para tutela de los derechos subjetivos: los Órganos jurisdic- 
cionales 0 judiciales, esto es, los jueces O tribunales competentes. 


La tutela jurisdiccional de los derechos reconocidos por la legis- 
lación sustancial es la materia propia del derecho procesal. Esa tu- 
tela o protección de los derechos subjetivos de los acreedores tiene 


a ÉÁ 


207) 


3 INTRODUCCIÓN AL ESTUDIO DEL DERECHO CONCURSAL 


—en lo que aquí nos interesa— dos formas. La que llamamos forma 
ordinaria o ejecución individual, y la que denominamos forma espe- 
cial o ejecución colectiva. 


2. Ejecución individual: sus reglas. Insatisfacción de sus res- 
puestas cuando existe concurrencia de acreedores y el activo del 
deudor es escaso. — Ante el incumplimiento del deudor, y la falta de 
efectividad de las reclamaciones tendientes al cumplimiento, aunque 
fuese tardío, el acreedor tiene el derecho (reconocido por la legisla- 
ción sustancial) de cobrarse con el producto de la venta de algún 
bien, de algunos o de todos los bienes de aquél. Para tal razón, la 
legislación procesal determina los trámites a seguir para la aprehen- 
sión de ese o esos bienes, su liquidación o venta (judicial o extraju- 
dicial) y la percepción de los fondos por el acreedor. En los casos 
en los que la legislación admite la ejecución extrajudicial de ciertos 
créditos, la aprehensión de los bienes a ejecutar normalmente requiere 
de la cooperación o aquiescencia del deudor; en defecto de ella, el 
acreedor debe acudir al auxilio de la autoridad investida del poder de 
proteger su derecho. 

La forma ordinaria como el acreedor requiere de los órganos ju- 
diciales la protección de sus derechos es mediante alguno de los 
procedimientos de ejecución o juicios ejecutivos individuales. El 
adjetivo “individual” responde a la circunstancia de que en esos jui- 
cios se enfrenta cada acreedor (o excepcionalmente varios en casos 
de acreencias con pluralidad de sujetos activos) con el deudor. 
Cada acreedor procura individualmente obtener el cobro de su cré- 
dito mediante la liquidación judicial de algún bien o de algunos bie- 
nes del deudor incumplidor. Puede ocurrir, y de hecho muchas 
veces ocurre, que el mismo deudor enfrente varios juicios ejecutivos 
individuales promovidos por diferentes acreedores. En general, y 
mientras los bienes ejecutados por los diferentes acreedores no sean 
los mismos, y existan bienes suficientes para que todos logren el co- 
bro forzado, las distintas ejecuciones individuales siguen por cami- 
nos separados y sin punto alguno de contacto. 


Sin embargo, otras veces ocurre que los bienes del deudor son 
insuficientes para afrontar, con el producto de su venta judicial, la 
totalidad de los créditos cuyos titulares han promovido ejecuciones 
individuales. Es posible, entonces, que luego de tramitarse separa- 
damente dichas ejecuciones, se produzca la convergencia de las pre- 
tensiones de esos acreedores sobre el producto de la venta del bien o 
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bienes liquidados en alguno de los juicios ejecutivos. Esta conver- 
gencia da lugar a la concurrencia de varios acreedores que compiten 
sobre un mismo producto. 


Aunque todavía no hay concurso en el sentido de nuestra asig- 
natura, sí hay (mejor dicho, puede haber) concurso en el sentido del 


fenómeno antes descripto como concurrencia de varios sujetos sobre 
un producto escaso, compitiendo para cobrarse sobre él. 


: ¿Cómo se resuelve esta competencia dentro de la forma ordina- 
ria de tutela procesal que estamos describiendo? En otras palabras. 
, 4 $ e mi e y 
¿cuál es la regla orientadora del reparto —cuando éste debe hacerse 
en la ejecución individual? 


a) En primer lugar, hay que atender a la jerarquía de los dife- 
rentes créditos, según los privilegios que pudie “an tener. La legisla- 
ción común (códigos Civil y Comercial, Aeronáutico, Jeyes laborales 
leyes impositivas, etc.) establece numerosos privilegios cuya operati. 
vidad se pone de manifiesto en los casos de concurrencia de los titu- 
lares de esos créditos preferentes con otros acreedores disputándose 
el producto de bienes del deudor común liquidados eN ejecuciones 
individuales. Aun en este tipo de ejecuciones no concursa 


E S, CUAN- 
existe concurrencia ba de atenderse, primero, al grado preferencial 
que eventualmente puedan exhíbir uno o varios de los acreedores 
concurrentes, según los privilegios del derecho común (uo concursal). 


b) Luego, agotado el orden de los eventuales privilegios, o en 
caso de inexistencia de éstos en cabeza de los acreedores Concurren- 
les, la regla del reparto en los casos de concurrencia dentro de las 
ejecuciones individuales se expresa con la fórmula prior in tempore 
potior in iure (primero en el tiempo, mejor en el derecho). Ello 
Quiere decir que entre los acreedores comunes, de igual rango, el 
producto escaso no se distribuye proporcionalmente o conforme a 
principios de igualdad, sino que se establece una prioridad derivada 
de cierta prelación temporal. 

¿¡Oulién es el “pri en el tie > i i A 
ES en el tiempo” a quien se asigna “mejor 

. No es el acreedor cuya acreencia es más vieja, ni el titular del 
crédito que se tornó exigible antes que el de los demás, ni el que 
primero inictó el juicio contra el deudor común, ni tampoco quien 
obtuvo antes sentencia de ejecución contra éste. Es el acreedor que 


cauteló (embargó) antes que los demás el bien o bienes cuyo produe- 
to escaso se disputa. 
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En las ejecuciones individuales, los acreedores que primero cau- 
telan los bienes obtienen sobre el producto de la liquidación de éstos 
una mejor situación de cobro respecto de los demás acreedores no 
privilegiados que cautelaron más tardíamente. Así ocurre que los 
más rápidos pueden llegar a cobrar la totalidad de sus acreencias, 
y los mús tardíos no cobrar porcentaje alguno de sus créditos, 
pese a ser todos acreedores de igual rango por carecer de privile- 
gios según la legislación sustancial; la preferencia, en estos casos; 
se establece ex post (después del nacimiento de la obligación) a 
raíz de la actividad cautelar del acreedor titular de un crédito in- 
cumplido. 

La mejor situación de ciertos acreedores frente a otros, cuando 
hay pluralidad de ejecuciones individuales, también puede resultar 
de la rapidez de actuación de los primeros respecto de los segundos. 
Cuando «aquéllos pueden ejecutar tempranamente y cobrar agotando 
los biengs del deudor, los restantes acreedores quedarán sin percibir 
sus créditos si llegan al final de sus ejecuciones cuando ya no que- 
dan bienes para realizar. Esta situación. en la que algunos cobran y 
otros no. dependiendo de la velocidad que puedan imprimir a la eje- 
cución. puede incluso alterar de facto el régimen de prioridades O 
privilegios del derecho común. 

En los casos en que los bienes del deudor (liquidados) no alcan- 
tan para satisfacer todas las obligaciones, la ejecución individual se 
muestra como un mecanismo insatisfactorio de tutela jurisdiccional 
de los acreedores. Esa insatisfacción no es sólo evidente desde el 
punto de vista del resultado inequitativo a que Heva la regla prior in 
tempore potior ín iure (algunos cobran y otros no, pese a ser teórica- 
mente acreedores de jgual rango). Hay otros aspectos insatisfacto- 
rios que pueden destacarse. 

Las ejecuciones individuales tienen como presupuesto ineludible 
de su iniciación el incumplimiento de la acreencia del ejecutante. 
Los acreedores cuya deuda no es todavía exigible no pueden promo- 
ver ejecución ni participar en el reparto del producto de los bienes 


que otros acreedores estén Hevando a cabo. 

Las ejecuciones individuales, por ser tales. son numerosas. dis- 
persas en diferentes tribunales, lo que dificulta el control recíproco 
entre las acreedores, imposibilita a veces la concurrencia por desco- 
nocimiento de la existencia de esos numerosos juicios, incrementa 
notablemente los gastos causídicos en detrimento del producto con 
el cual satisfacer a los acreedores y, eventualmente, perjudica al pro- 
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pio deudor por el agotamiento de su patrimonio en gastos de ejecu- 
ción muy elevados o inútilmente repetidos. 

También puede señalarse que las ejecuciones individuales están 
regidas procesalmente por el llamado principio dispositivo, en fun- 
ción del cual el acreedor ejecutante y el deudor demandado tienen 
amplias facultades de disposición del derecho de crédit y del proce- 
so en sí. Por lo tanto pueden producirse mayores desigualdades a 
raíz de la actitud que el deudor adopte en alguna o en varias de las 
ejecuciones si quiere favorecer a algunos acreedores en detrimento 
de otros, sin que el juez de cada una de esas ejecuciones pueda to- 
mar medidas para impedirlo (p.ej., si el deudor no se defiende en al- 
gún juicio, o se allana expresamente, mientras en otros adopta un ac- 
titud en exceso beligerante). 

Aunque un deudor enfrente varias ejecuciones individuales, y 
se cautelen sus bienes impidiéndosele disponer de ellos, no hay, en 
principio, inhabilitaciones generales de la persona de deudor ni 
desapoderamiento de su patrimonio. Las medidas cautelares y con- 
siguientes restricciones que se aplican en las ejecuciones individua- 
les no tienen el carácter de generalidad ni la extensión e intensidad 
propias de una separación total de la administración del patrimonio 
ni de una inhabilitación para desempeñarse en la actividad comer- 
cial, medidas éstas ajenas a las ejecuciones no concursales. 

Por fin, si el deudor transfirió todos o parte de sus bienes para elu- 
dir su responsabilidad frente a algunos o a todos sus acreedores, és- 
tos, para revertir la inexistencia o insuficiencia de bienes con los 
que cobrarse forzadamente en las ejecuciones individuales, ten- 
drán que acudir a las acciones de simulación y de fraude o pauliana 
de la legislación común. Estas acciones demandan trámites largos, 
y son complejas y de difícil prueba. 


3. La ejecución colectiva (o “quiebra”) como respuesta a las 
insatisfacciones de la ejecución individual. - Como puede concluir- 
se de lo desarrollado precedentemente, la ejecución individual, forma 
ordinaria de tutela jurisdiccional de los derechos subjetivos de crédi- 
tos incumplidos, resulta insatisfactoria (entra en crisi 5) cuando hay 
pluralidad de acreedores que concurren sobre bienes escasos. Es en- 
tonces cuando se muestra como más apropiada otra forma de tutela 
judicial de los créditos, a la que llamamos ejecución forzada colec- 
tiva, liquidación concursal o, simplemente, quiebra (como proceso). 

A diferencia de la ejecución individual, en la ejecución colecti- 
va el deudor debe enfrentarse con todos sus acreedores (salvo aque- 
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llos excepcionalmente excluidos de la concurrencia), los cuales per- 
siguen el cobro de sus créditos o del mayor porcentaje posible de 
ellos, liquidando todos los bienes (salvo los excepcionalmente ex- 
cluidos del desapoderamiento), dentro de un procedimiento univer- 
sal, de características muy distintas de las que hemos delineado como 
propias de las ejecuciones individuales. 
Es común a ambas formas de tutela jurisdiccional el propósito 
último de liquidar bienes para pagar créditos. Sin embargo, mien- 
tras en la ejecución individual se liquida sólo el bien o los bienes 
necesarios para pagar el crédito del acreedor ejecutante, en la quie- 
bra se liquidan todos los bienes del deudor (salvo los expresamente 
exceptuados por ley) para distribuir el producto de la venta ens to- 
dos los acreedores. Esto caracteriza a la universalidad del proceso 
de quiebra; se aprecia como el primer rasgo distintivo. Pero no es 
el único ni tampoco el principal. Veamos. 
La prioridad temporal que asigna mejor derecho en las ejecucio- 
nes individuales no se aplica en la ejecución forzada colectiva O pro- 
ceso de quiebra. Es más, las medidas cautelares obtenidas en las 
ejecuciones individuales no asignan prioridad alguna en el ed 
de quiebra, de manera que la velocidad o anticipación del acres or 
en embargar los bienes de su deudor no se traduce en ventaja alguna 
para aquél si después se declara la quiebra de éste (art. 145, Cód. 
Civil y Comercial; ver comentario que precede al art, 239, LCO). 
¿Cómo se resuelve entonces la concurrencia en la quiebra? 
¿Cuál es la regla orientadora del reparto en la ejecución colectiva? 
a) En primer lugar —y en esto no hay diferencia conceptual con 
la concurrencia en las ejecuciones individuales— ha de estarse a la 
jerarquía de los créditos derivada de la existencia de privile- 
gios. Pero en la quiebra, los privilegios se rigen por la legisla- 
ción concursal; sólo por excepción se reconocen los de la legislación 
común cuando la propia ley concursal remite a ellos (arts. 2579 y 
2580, Cód. Civil y Comercial; ver comentario que precede al art. 
239, LCQ). 
b) Luego, como no hay prelaciones derivadas de su premura en 
cautelar, en caso de insuficiencia de activo para satisfacer la totali- 
dad de las acreencias, el reparto del producto escaso se hace propor- 
cionalmente o a prorrata, dentro de cada una de las categorías de 
acreedores (salvo los privilegiados especiales, que tienen un régi- 
men de concurrencia, entre ellos, algo diferente; ver art. 243, ECO). 
Como regla, en la quiebra todos los acreedores iguales (pertenecien- 
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tes a la misma categoría) cobran igual porcentaje o, desde otro ángu- 
lo, todos soportan igual pérdida (ver comentario que precede al art. 
239, LCQ). 

Así, se hace efectivo un principio que es propio de la concursa- 
lidad y que es conocido como pars condicio creditorum (igualdad o 
paridad de tratamiento de los créditos). Ello no significa que todos 
los acreedores sean iguales —la existencia de privilegios es un ele- 
mento de desigualdad—, sino que a quienes son iguales —por hallarse 
dentro del mismo rango privilegiado o quirografario- se los trata de 
igual modo, compartiéndose las pérdidas de manera proporcional, 
de modo que al fin los iguales cobren porcentajes idénticos de sus 
respectivas acreencias. 

A diferencia del presupuesto de iniciación de la ejecución indi- 
vidual (el incumplimiento), el presupuesto objetivo de apertura de la 
quiebra es el estado de cesación de pagos o insolvencia del patri- 
monio del deudor. A grandes rasgos, podemos anticipar que se con- 
figura ese presupuesto cuando el patrimonio del deudor resulta im- 
potente para afrontar, con medios regulares de pago, las deudas o 
exigibilidades corrientes. Esa imposibilidad de pagar, que da lu- 
gar a la apertura del proceso de ejecución colectiva de los bienes 
para satisfacer a todos los acreedores existentes a la fecha de la de- 
claración de la quiebra, hace que aun los créditos todavía no incum- 
plidos o inexigibles a ese momento puedan concurrir para ser reco- 
nocidos y cobrar en la distribución falencial. Uno de los efectos 
propios de la quiebra es el vencimiento anticipado de las obligacio- 
nes con plazo pendiente a la fecha de la quiebra (art. 128, LCQ; res- 
pecto del concurso preventivo, ver art. 353, Cód. Civil y Comercial, 
y comentario al art. 32, LCQ). 

Frente a la cantidad, dispersión y reiteración de costos de las 
ejecuciones individuales, la ejecución o liquidación colectiva es un 
proceso único, signado por los principios de concentración, celeri- 
dad y economía. Dentro del territorio nacional no pueden coexistir, 
contemporáneamente y con relación al mismo patrimonio del mismo 
sujeto, dos quiebras. Sólo uno de esos procesos es posible. En él, 
los acreedores deben obtener verificación de sus créditos para poder 
cobrarlos y, como regla general, la posibilidad de realizar actos de 
ejecución forzada sobre los bienes del deudor en quiebra se sus- 
pende (ver arts. 126 y 132, LCQ). Esto redunda en un mejor con- 
trol de los acreedores entre sí y del deudor con respecto a las pre- 
tensiones de incorporación a su pasivo; también, en una mayor 
celeridad y economía de costos de ejecución de los bienes, lo que se 
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traduce (debería traducirse, al menos en teoría) en un incremento del 
porcentaje final de distribución. " Ñ 

Mientras que en las ejecuciones individuales de créditos sólo 
entran en juego los intereses privados de acreedor demandante y 
deudor demandado (lo que hace que el principio dispositivo rija en 
esos juicios), en la quiebra se ponen en juego intereses de mayor ge- 
neralidad. Por lo pronto, la generalidad de los acreedores resulta 
comprometida, abarcada y sujeta a los efectos de la apertura de la 
quiebra (ver art. 125, LCQ). Pero, además, y sobre todo cuando el 
patrimonio quebrado está afectado a actividades empresariales, re- 
sultan comprometidos intereses que exceden los del deudor y sus 
acreedores. Ello explica la restricción del principio dispositivo en 
la ejecución colectiva, y la vigencia de ciertos aspectos del principio 
inquisitivo, que se traduce en mayores poderes. del juez concursal y 
en algunas facultades del síndico, órgano propio y característico de 
estos juicios (ver arts. 274 y 275, LCQ). El concursado tiene da 
sas posibilidades, si cuenta con alguna, de discriminar o favorecer a 
algún acreedor o a un grupo de ellos, ya que el reconocimiento de 
deudas o el allanamiento a las pretensiones de ciertos acreedores Ca- 
recen de efectos vinculantes respecto del resto. 

La ejecución colectiva tiene mayor intensidad cautelar sobre la 
persona y sobre los bienes del deudor quebrado. Todos los bienes 
del patrimonio (salvo las excepciones legalmente determinadas) re- 
sultan incautados y entregados al síndico para su custodia y admi- 
nistración hasta la liquidación judicial (ver art. 77 y $S., LCO). El 
quebrado pierde las facultades de administración y disposición de 
sus bienes (desapoderamiento). Por un cierto período -variable-, el 
deudor quebrado es inhabilitado personalmente, lo cual le impone 
numerosas restricciones a sus actividades, sobre todo en la esfera co- 
mercial y empresarial (ver art. 107 y ss., LCQ). 

Por fin, en este esquema introductorio de diferencias entre la 
ejecución individual y la colectiva, puede señalarse que en ésta se 
facilita la recomposición del patrimonio del fallido cuando él ha 
realizado ciertos actos, o ha transferido bienes, de manera perjudi- 
cial para los acreedores. La legislación concursal instrumenta accio- 
nes de ineficacia concursal, más simples en sus presupuestos y ex- 
tremos probatorios que las acciones de simulación fart, 336 y SS., 
Cód. Civil y Comercial) y de fraude o pauliana (art. 338 y ss., Cód, 
Civil y Comercial) del derecho común (ver comentario al art. 120, 
LCQ). Las ineficacias concursales restringen o invalidan los efectos 
de ciertos actos llevados a cabo por el deudor después de la declara- 
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ción de quiebra o, antes de ésta, en un lapso inmediatamente prece- 
dente llamado período de sospecha (ver art. 115 y ss., LCQ). 

La ley también contempla otros mecanismos propios de la eje- 
cución colectiva falencial, tendientes a la recomposición del patrimo- 
nio del fallido y la mejora Eventual del producto repartible: la exten- 
sión de la quiebra (ver ar. 160 y ss., LCQ) y la responsabilidad 
patrimonial de terceros (ver art. 173 y ss., LCQ). 


4. Concursos: clases. Reorganización y liquidación. — Con- 
curso es una voz genérica que, en nuestro actual sistema jurídico po- 
sitivo, tiene dos especies: la quiebra (a veces también llamada falen- 
cia; de ahí la designación del quebrado como fallido), que es el 
proceso concursal enderezado a la liquidación; y el concurso preven- 
tivo, que es el proceso concursal de prevención o reorganización. 
La reorganización concursal se hace mediante un acuerdo preventivo 
(del deudor con todos o con parte de sus acreedores), que según la 
ley argentina en vigor puelle obtenerse luego de transitar todas las 
etapas del concurso preventivo tradicional o, también, de manera 
acelerada, utilizando el acuerdo preventivo extrajudicial (ver art. 69 
y ss., LCQ). Éste, en realidad, es un acuerdo preventivo no estrictá- 
mente extrajudicial puesto que requiere homologación de juez, prece- 
dida de un breve trámite procesal. Lo que caracteriza a esta moder- 
na forma de reorganización concursal expedita o abreviada es, por 
un lado, que la negociación y suscripción del acuerdo se hace antes 
de promover proceso alguno y, por otro lado, que el deudor puede 
echar mano a este remedio aun antes de hallarse en estado de ce- 
sación de pagos o insolvencia. Esta última circunstancia explica 
la mayor flexibilidad del acuerdo preventivo extrajudicial, al que 
con mayor rigor deberíamos llamar concurso preventivo abreviado. 


Históricamente, la quiebra es muy anterior al concurso preventivo, 
y nació como forma especial de tutela de los derechos de los acree- 
dores, ante los resultados insatisfactorios a que conducía la ejecución 
individual de activos insuficientes en el patrimonio del deudor, según 
ya hemos visto al tratar tal vía ejecutiva, La liquidación de los bie- 
nes del patrimonio del deudor insolvente es el propósito que alienta a 
este proceso que, como tal, es. un proceso de ejecución o liquidación. 

Con el correr de muchos siglos fueron elaborándose ciertos meca- 
nismos jurisdiccionales tendientes a dar solución a los conflictos del 
deudor insolvente con sus-acreedores, pero sin liquidar los bienes o, 
al menos, sin liquidarlos de manera forzada, masiva, y con todas las 
gravosas consecuencias personales que la quiebra siempre tuvo para 
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los fallidos. Estos procedimientos procuraban evitar la quiebra, po- 
ner fin a la insolvencia antes de llegar a esa etapa; o sea, prevenir 
la quiebra, y de ahí su identificación como procesos de prevención 
(en nuestro derecho actual, el concurso preventivo). En los últimos 
años, una difundida corriente doctrinal pone de resalto que estos 
mecanismos se instituyen legalmente como oportunidad para que el 
deudor insolvente reorganice la estructura financiera de su pasivo, y 
que, si tiene actividad empresarial, lo haga de modo que no sólo pre- 
venga la declaración de quiebra sino que también, y principalmente, 
solucione las verdaderas causas de la crisis empresaria o del estado 
de cesación de pagos, evitando la liquidación de la actividad y del 
patrimonio. Por eso, los que tradicionalmente fueron llamados pro- 
cesos concursales preventivos o de prevención, actualmente se los de- 
nomina procesos concursales de reorganización, en atención a sus ob- 
jetivos: reestructuración del pasivo y reorganización de la empresa, 
Nuestra ley concursal, sin embargo, sigue utilizando la más tradicio- 
nal nomenclatura de concurso preventivo. z 

Finalmente, puede señalarse que, junto a los procesos concursa- 
les clásicos (quiebra o proceso concursal de liquidación, y concurso 
preventivo o proceso concursal de reorganización), existen otros me- 
canismos más informales de solución de la insolvencia y de las 
crisis económicas o financieras de carácter general, denominados 
acuerdos preconcursales o paraconcursales. Esta forma simplifica- 
da, extrajudicial, voluntaria, permite celebrar acuerdos entre el deu- 
dor y todos (o parte de) los acreedores, que tiendan a dar fin a la 
crisis o a la cesación de pagos de manera rápida, económica y dis- 
creta. No son, estrictamente, concursos, síno métodos alternativos 
de prevención o de solución de las crisis económicas y financieras 
generales o del mismo estado de cesación de pagos. En principio, 
se rigen por la legislación común. De ahí que los acuerdos pre- 
concursales o paraconcursales puramente extrajudiciales, celebrados 
por el deudor con acreedores, son verdaderos contratos. Como tales, 
obligan sólo a las partes contratantes. Sin embargo, dichos acuet- 
dos pueden ser sometidos a un procedimiento concursal abreviado 
para convertirlos en acuerdos preventivos con fuerza obligatoria para 
toda una clase de acreedores, incluidos los acreedores (pertenecien- 
tes a dicha clase) que pudieran no haber prestado conformidad al 
acuerdo. Para que este efecto expansivo de obligatoriedad subjetiva 
(propio de los acuerdos preventivos y no de los contratos) se produz- 
ca, es menester reunir los presupuestos y transitar el procedimiento 
reglados a partir del art. 69 de la ley concursal. 
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5. Intereses afectados por la insolvencia. Principios recto- 
res de la legislación concursal y sujetos tutelados por ella. — La insol- 
vencia patrimonial es un fenómeno económico que afecta a múltiples 
sujetos. 


La impotencia patrimonial se traduce, de inmediato o en un pla- 
zo más o menos breve, en falta de pago de las obligaciones del titu- 
lar del patrimonio insolvente, con lo cual es evidente que, en primer 
lugar, resultan afectados los intereses de los acreedores del deudor 
insolvente. Históricamente, la primera forma de respuesta al pro- 
blema del deudor que dejaba de pagar (la quiebra) fue un medio ins- 
trumental de defensa de los acreedores. El interés de ellos fue el 
objetivo central, procurándose —ante la evidencia empírica de la in- 
suficiencia de activo como regla- que la satisfacción de las acreen- 
cias fuese lo más igualitaria posible. Ello explica el nacimiento del 
primero de los principios orientadores de la legislación concursal: 
pars condicio creditorum o principio de tratamiento igualitario de 
los acreedores. Relacionados con éste, y también con miras a satis- 
facer el interés de los acreedores, surgen otros principios de carácter 
más instrumental: el de eficiencia en la liquidación; el de simplifica- 
ción de los métodos de recomposición del patrimonio del fallido; el 
de economía de costos del proceso; el de celeridad y abreviación de 
los plazos procesales; entre otros. 

Durante el siglo xix se consolidó la idea de que los deudores 
podían caer en insolvencia sin dolo ni culpa, esto es, de manera ca- 
sual y de buena fe. Esta concepción permitió la consolidación y la 
difusión de los procesos concursales preventivos, y en la quiebra se 
introdujeron modificaciones que dieron trato más benévolo al fallido 
en comparación con las severas penas que históricamente se le ha- 
bían aplicado por el solo hecho de quebrar. Junto al hasta entonces 
excluyente interés de los acreedores, se puso al interés del deudor 
como posible centro de atención de la legislación concursal. Se 
consideró factible y hasta ventajoso que el deudor pudiese remontar 
la insolvencia y reintegrarse a la actividad comercial lo antes posible 
y con el menor deterioro patrimonial. Al contemplar la posibilidad 
de tutelar al deudor, fructificó otro principio que habría de orientar 
muchas disposiciones de las sucesivas leyes concursales: el principio 
de “salvaguarda de la integridad patrimonial del deudor”. De él de- 
rivan, no sólo los mecanismos preventivos o procesos concursales 
de reorganización, sino también, en la misma quiebra, institutos tan 
importantes para el fallido como la rehabilitación personal y patri- 
monial, los límites temporales al desapoderamiento y las exclusio- 
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nes de ciertos bienes a la acción de los acreedores, la economía de 
gastos, la devolución de los saldos al deudor, etcétera. 
g 


En el siglo xx hizo eclosión el fenómeno empresarial en el cam- 
po jurídico. La empresa se convirtió en p centro de atención del 
derecho comercial y desplazó el eje de atención del derecho concur- 
sal. Entonces se advirtió el peligro de deshparición de las empresas 
a raíz de la insolvencia, y se entendió que cuanto mayor fuera la em- 
presa comprometida, mayores serían los intereses afectados por su 
eventual cese. La suerte de las actividades empresariales pasó a ser 
la principal preocupación, viéndose en la insolvencia de las empre- 
sas (especialmente de las grandes) un problema que no era ya exclu- 
sivo de su titular y de los acreedores. La empresa es fuente de em- 
pleos y de ingresos tributarios, muchas veces generadora de asientos 
poblacionales y eslabón con otras empresas en el crédito O en los 
sistemas de producción y de comercialización. Al tomarse concien- 
cia de que la desaparición por quiebra de una empresa afecta muchos 
más intereses que los de los acreedores intnediatos, la preocupación 
por salvaguardar o rescatar las empresas en peligro dio nacimiento al 
llamado “principio de conservación de la empresa”, el cual fue ele- 
vado a categoría de principio inspirador de muchas disposiciones de 
legislaciones concursales a partir de mediados del siglo xx. Enal- 
gunos casos, legislativamente o por vía de interpretación de la doc- 
trina o de la jurisprudencia, se llegó a la exageración de este princi- 
pio inspirador, llevándoselo a la categoría de objetivo único de la 
concursalidad. Esa tendencia, a la que denominamos conservacio- 
nismo extremo, se halla en retroceso. 


La legislación concursal vigente en nuestro país tiene numerosas 
disposiciones que tienden a satisfacer los intereses del deudor concur- 
sado, de sus acreedores y de la empresa comprometida por la insol- 
vencia. 

Puede afirmarse que la defensa del crédito e igualdad de tra- 
to de los acreedores, la salvaguarda de la integridad patrimonial del 
deudor, y la preservación de la actividad empresarial útil, siguen ac- 
tuando como principios orientadores de diversas disposiciones del 
derecho positivo vigente. En algunas normas se manifiesta con más 
fuerza uno de esos principios orientadores, al paso que otro se pone 
de resalto con más intensidad en otras reglas. Con frecuencia, el 
operador concursal advierte la difícil situación planteada entre los 
distintos intereses en conflicto y la imposibilidad de satisfacer a to- 
dos a la vez. Es entonces cuando se aprecia la delicada tarea de re- 
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partir equitativamente en un contexto de escasez, en el cual es me- 
nester efectuar delicadamente una justicia distributiva. 

Los distintos intereses afectados por la insolvencia, las graves 
repercusiones de ésta y los plurales sujetos involucrados que aspiran 
a la tutela legal, la necesidad de realizar justicia de tipo distributivo 
ante la imposibilidad de llevar a cabo la justicia conmutativa, así 
como los principios orientadores elaborados a través de la historia a 
los que nos hemos referido, explican la existencia de una legislación 
diferenciada —la ley concursal- que da respuestas distintas de las 
del derecho común a los conflictos intersubjetivos que se plantean 
cuando hay estado de cesación de pagos o insolvencia patrimonial, 


6. Características de la legislación concursal. - La legislación 
concursal argentina tiene las características de ser excepcional, en 
gran medida imperativa, sustancial y procesal. 


a) Es excepcional porque se aplica sólo en situaciones de insol- 
vencia judicialmente declarada; o sea, cuando hay proceso concursal 
abierto. Por ser excepcional, cuando se aplica esta legislación sus 
reglas prevalecen sobre las del derecho común. 

b) Es, en gran medida, imperativa porque la mayoría de las re- 
glas concursales no puede ser dejada sin efecto, y prevalece sobre 
cualquier acuerdo en contrario de los particulares. 

c) Es sustancial, ya que muchas normas de la legislación con- 
cursal atienden a los derechos de fondo de los sujetos involucrados, 
modificando, en mayor o menor medida, las reglas del derecho co- 
mún (civil, comercial, laboral, etcétera). 

d) Es procesal, pues la legislación concursal organiza y regula 
los procedimientos judiciales de quiebra y de concurso preventivo, los 
cuales tienen características especiales a las que seguidamente nos 
referiremos. 


7. Características del proceso concursal. — La legislación ar- 
gentina regula el proceso concursal con rasgos que permiten afirmar 
que él es universal; único y parcialmente inquisitivo. 


a) Universalidad. La universalidad es, quizá, la nota más dis- 
tintiva de los procesos concursales. Aunque con menor frecuencia, 
también se la llama colectividad o pluralidad. Junto al proceso su- 
cesorio, los concursales han sido tradicionalmente considerados co- 
lectivos o universales, por oposición a los procesos singulares, bila- 
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terales o individuales. El criterio de clasificación se basa en que en 
los primeros convergen las pretensiones de todos los acreedores 
sobre la totalidad de un patrimonio, contrastando con los segundos, 
en los cuales se ventilan pretensiones individuales respecto de he- 
chos, cosas o relaciones jurídicas determinadas. 

El principio concursal de universalidad guarda paralelismo con 
la noción del patrimonio como universalidad jurídica. 

Cuando se considera al patrimonio como el conjunto de bienes 
y deudas (o cargas) de una persona, o también como el conjunto de 
sus derechos y obligaciones susceptibles de apreciación pecuniaria o 
valoración económica, los procesos que comprometen al patrimonio 
(en vez de comprometer algunos bienes singulares) tienden a sujetar 
todos los activos del deudor, y convocan a dirimir y hacer efectivos 
sus derechos sobre ellos a todos los titulares de acreencias contra 
ese deudor. 

Í Ello ha sido descripto como las dos caras de la universalidad 
concursal: objetiva y subjetiva. 

En su expresión o perfil objetivo, la universalidad se refiere a 
los bienes comprometidos en el proceso concursal (activo concursal). 
En su expresión o perfil subjetivo, llamado también colectividad, re- 
laciona a todos los sujetos involucrados como acreedores o titulares 
de pretensiones que pudieran afectar la integridad patrimonial del 
concursado (pasivo concursal). 

La universalidad se concreta en diferentes normas de la ley con- 
cursal, que constituyen así expresiones jurídico-positivas de ese prin- 
cipio general. 

En su perfil objetivo, la materialización más expresiva del prin- 
cipio concursal de universalidad es el art. 107 de la LCQ, que cons- 
tituye la norma genérica sobre bienes sujetos a desapoderamiento en 
la quiebra. 

En la faz subjetiva, son derivaciones de la concursalidad las re- 
glas que consagran la carga de verificar los créditos impuesta “a 
todos los acreedores”, ya sea por el carril de la llamada verificación 
“tempestiva” de créditos (arts. 32 y 126, LCQ), o por la vía de la ve- 
rificación no tempestiva establecida en el art. 56 de la LCQ. Tam- 
bién es reflejo de la concursalidad la prohibición de deducir o prose- 
guir juicios de ejecución contra el deudor en concurso preventivo 
(art. 21, LCQ) y contra el quebrado (art. 132, ECQ). 

Si bien la universalidad es una característica indiscutida de los 
procesos concursales, debe advertirse que es un principio general 
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pero no absoluto. El propio texto del art. 2” de la LCQ deja en 
claro de antemano que hay bienes excluidos; además, en otras dispo- 
siciones legales se hallan enunciaciones referidas a los acreedores 
exceptuados de la concurrencia. Con respecto a los bienes, en el 
proc 50 concursal más severo (la quiebra) se aprecia un doble orden 
de limjitaciones: numerosos bienes se excluyen del desapoderamien- 
to (art. 108, LCQ), y ningún bien adquirido por el fallido después 
de la rehabilitación es desapoderable (art. 107, LCQ). Otro tanto 
ocurre con los acreedores: los posteriores a la presentación del deu- 
dor en concurso preventivo quedan fuera de éste (arts. 16, 19, 32 y 
56, LCQ), igual que en la quiebra, se excluye a los acreedores poste- 
riores a su declaración (art. 104, parte 2*, LCQ); también hay exclu- 
siones comunes a ambas clases de procesos concursales (arts. 21 y 
132, LCQ). 


Bb) Unicidad. El principio concursal de unidad o unicidad es 
derivación lógica de la universalidad. Difícilmente podría ser uni- 
versal un proceso que no fuera único. 

La unicidad ha de entenderse como la imposibilidad lógica y 
jurídica de coexistencia de dos procesos concursales relativos a igual 
patrimonio del mismo sujeto. 

La característica de proceso único se complementa y concreta 
con la de juez único y con el fuero de atracción. 

El principio de unicidad no está expresado, como el de univer- 
salidad, en norma similar a la del art. 1%, párr. 2%, de la LCQ, pero 
jurídicamente se puede inferir de expresiones concretas en diversos 
textos legales (arts. 4%, 10, 21, 64, 77, inc. 1, 101, 104 y 132, LCQ). 

También este principio tiene sus excepciones. La unidad de 
proceso concursal es tal sólo en el ámbito territorial del país, pues- 
to que en el orden internacional sigue prevaleciendo el sistema de 
pluralidad de concursos. También el fuero de atracción tiene sus 
excepciones, hoy muy significativas (arts. 21, 132 y 133, LCQ). 


Cc) Inquisitoriedad. El proceso concursal no es, estrictamente, 
un proceso inquisitivo puro, ni tampoco un proceso inquisitivo acen- 
tuado al grado equivalente al de ciertos procesos criminales. Pero 
tampoco es un proceso regido exclusivamente por el principio dispo- 
sitivo propio de los procesos bilaterales civiles y comerciales en los 
que se debaten intereses privados. Por eso, a nuestro juicio y confor- 
me a la legislación vigente en el país, los procesos concursales pueden 
ser caracterizados como parcialmente inquisitivos o inquisitorios, 
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Por lo demás, es generalmente reconocido que no existen proce- 
sos regidos únicamente por el principio dispositivo ni por el princi- 
pio inquisitivo. 

Los que conocemos como procesos dispositivos son aquellos 
en los cuales las partes tienen los poderes de iniciativa, impulso del 
procedimiento, disposición de la pretensión y del proceso en sí, 
mientras que el juez asume el papel de guardián de las reglas de jue- 
go del debate y, agotado éste en los términos que las partes le han 
dado, pronuncia la sentencia que le pone fin. El principio dispositi- 
vo suele regir en los procesos en los que se dirimen cuestiones que 
afectan intereses privados, y por ende, disponibles. Así se explica 
que las partes puedan fijar los límites del debate a través de los he- 
chos y pretensiones expuestos en la demanda y en su contestación, 
circunscribir la prueba a los medios de demostración que en concre- 
to se ofrezcan y produzcan dentro del proceso, allanarse, transar sin 
otro límite que la no transgresión del orden jurídico, la moral y las 
buenas costumbres, desistir del proceso y de la pretensión misma, et- 
cétera. A la vez que grandes poderes. las partes tienen todas las 
cargas; de modo que si no las levantan se derivan importantes pérdi- 
das de derechos para quienes incumplen (p.ej., la falta de contesta- 
ción de la demanda puede ser tenida como reconocimiento de los he- 
chos expuestos por el adversario; el no ofrecimiento de prueba puede 
conducir a la imposibilidad de que se demuestren los hechos contro- 
vertidos; la falta de impulso procesal puede llevar a la extinción del 
proceso por perención o caducidad; etcétera). 


En los procesos que conocemos como inquisitivos, el rol del 
juez está notablemente acentuado, al paso que lucen proporcional- 
mente disminuidos los poderes y las cargas de los sujetos del pro- 
ceso. El principio inquisitivo es también denominado principio de 
oficiosidad (poniéndose de este modo el acento en el juez u oficio). 
Ejemplo paradigmático de proceso inquisitivo en nuestro país son 
ciertos juicios criminales que pueden ser iniciados, impulsados, deli- 
mitados y finalizados de manera oficiosa. En general, el principio 
inquisitivo rige en procesos en que están en juego intereses genera- 
les (o públicos) y, por ello, indisponibles. En tales casos, ni siquie- 
ra los sujetos afectados o interesados tienen todas las facultades ni 
los poderes ni las cargas, pues la sociedad considera que, al exceder- 
se la esfera de intereses de los particulares, la intromisión del Estado 
está justificada, concretándose ella en los mayores poderes conferi- 
dos a los jueces. La extrema inquisitividad impide a las partes res- 


2. TLA, Concursos y quiebras. 
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tringir los límites del debate, priva de relevancia jurídica al desisti- 
miento o al allanamiento, desconoce la extinción del proceso por 
perención de la instancia, no asigna restricciones a la tarea investi- 
gadora oficiosa del juez, etcétera. 


En el proceso concursal vigente es posible reconocer la influen- 
cia de ambos principios procesales descriptos (dispositivo e inqui- 
sitivo), así como la mayor vigencia de uno u otro según las diferen- 
tes etapas del concurso preventivo y de la quiebra que analicemos. 
Así, como ejemplo de dispositividad, señalamos que para la apertura 
de un proceso concursal preventivo o liquidativo es menester, en ge- 
neral, el impulso de parte; los acreedores deben pedir la verificación 
de sus créditos para acceder a la concurrencia; en los incidentes 
concursales, las partes o el síndico tienen la carga de impulso, pues 
en su defecto están expuestos a la perención de instancia. Como 
muestra de inquisitoriedad podemos destacar que, abierto un concur- 
so, el impulso del mismo puede hacerlo el juez o el síndico, y no 
está expuesto a la perención de instancia; en la determinación del 
pasivo concursal, el juez puede no reconocer los créditos que él esti- 
me improcedentes, aunque ellos no hubiesen sido cuestionados por 
el deudor, los acreedores ni el síndico; etcétera. Las amplias facul- 
tades del juez concursal en materia de impulso procesal y de iniciati- 
va probatoria están genéricamente enunciadas en el art. 274 de la 
LCQ, y en otras numerosas disposiciones del texto legal pueden ha- 
llarse facultades atribuidas a dicho magistrado que perfilan la inqui- 
sitoriedad señalada. 


8. Presupuesto objetivo de los concursos: el estado de cesa- 
ción de pagos. — La apertura de los procesos concursales (concurso 
preventivo o quiebra) exige la comprobación de que se den ciertos 
presupuestos. 

Es clásica la distinción entre el presupuesto objetivo, que refiere 
a las condiciones del patrimonio, y el presupuesto subjetivo, que re- 
fiere a la persona (sujeto) titular de aquél. 

Para abrir un concurso preventivo o para declarar una quiebra, 
los jueces deben verificar que el deudor es un sujeto pasible de con- 
curso o, en otras palabras, que no es uno de los sujetos expresamen- 
te excluidos por la ley. A la vez, deben comprobar que el patrimo- 
nio de ese sujeto está en la condición crítica económico-financiera 
que constituye la premisa de la apertura concursal; condición que 
técnica y legalmente se denomina estado de cesación de pagos. 
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El art. 1” de la ley concursal establece que es presupuesto para 
la apertura de los concursos el estado de cesación de pagos. Esa 
fórmula o noción técnico legal no es definida en el mismo artículo. 
Sin embargo, en el art. 79 hallamos algunos elementos para ensa- 
yar su concepto. De esta norma se infiere que, para nuestro siste- 
ma legislativo, está en cesación de pagos el deudor que se encuentra 
imposibilitado de cumplir regularmente sus obligaciones, cualquie- 
ra que sea el carácter de ellas y las causas que las generan. 

Esa aproximación al concepto del presupuesto objetivo de los 
concursos, es el resultado de la evolución doctrinal de casi un siglo. 
A la vez, la jurisprudencia y la doctrina de las últimas décadas han 
aportado mayores precisiones sobre los límites del presupuesto obje- 
tivo concursal, a las que haremos referencia más adelante. 

Históricamente, el primer significado de cesación de pagos fue 
el que emerge de su propio sentido literal: cesar de pagar es igual a 
incumplir, por lo cual cesación de pagos e incumplimiento eran tér- 
minos que no se diferenciaban desde el punto de vista de su signifi- 
cación jurídica en orden a provocar la bancarrota. Quien dejaba de 
pagar incumplía sus obligaciones, cesaba en sus pagos, era un que- 
brado en sentido económico y, por ende, pasible de ser declarado en 
quiebra. El incumplimiento entendido como sinónimo de cesación 
de pagos funcionaba así como presupuesto objetivo de la quiebra. 

En el siglo xx se llegó a la conclusión de que no debía declarar- 
se en quiebra al sujeto que simplemente había incumplido, sin antes 
analizar la significación de ese incumplimiento dentro del contex- 
to general de las deudas y medios de pago del titular del patrimo- 
nio; más adelante se entendió que incluso se podía, y debía, declarar 
la quiebra del titular de un patrimonio que aún no había incurrido 
en incumplimientos, si se demostraba por algún medio idóneo que 
dicho patrimonio se hallaba en un estado que justificara su trata- 
miento concursal. En realidad, lo que ocurrió fue una verdadera 
sustitución, en el tiempo, del presupuesto objetivo concursal: del in- 
cumplimiento, que es un hecho, a un verdadero estado del patrimo- 
vio. Pero a este estado no se le dio un nuevo nombre, sino que 
continuó denominándoselo estado de cesación de pagos. Pese a 
mantenerse el nombre, es de destacar que, en el nuevo contexto, 'ce- 
sación de pagos perdió su significación literal (dejar de pagar es 
igual a incumplimiento), para tomar un sentido nuevo (estado del pa- 
trimonio) que la doctrina y la jurisprudencia han ido afinando con el 
transcurso del tiempo. Sería ciertamente menos confuso y más pre- 
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ciso desde el punto de vista terminológico, sustituir legalmente el 
término “cesación de pagos” por “insolvencia”, y definir en la ley 
el concepto concursal de insolvencia. 


9. Las llamadas “tres teorías” sobre la cesación de pagos. — 
En su obra Fundamentos de lo quiebra, Reymundo Fernández siste- 
matizó las opiniones doctrinales que trataban de interpretar la fórmu- 
la cesación de pagos, agrupándolas en las que él llamó tres teorías. 
Ello se ha convertido en un clásico dentro de los estudios argentinos 
sobre esta materia, Aunque, a nuestro juicio, esas tres teorías han 
perdido actualidad, aún conservan popularidad en la enseñanza uni- 
versitaria y se mencionan todavía en algunos fallos. 


a) Teoría materialista. Identifica cesación de pagos con incum- 

plimiento. Para sus sostenedores, un solo incumplimiento, de cual- 
quier entidad, obliga a declarar la quiebra! salvo que el deudor opon- 
ga fundadas excepciones de buena fe (Vivante). No interesan las 
causas del incumplimiento, ni el estado patrimonial del deudor (Bo- 
aftio). En nuestra doctrina concursal, esta teoría fue seguida por 
os autores de fines del siglo xix y principios del sigla xx (Moreno, 
Segovia, Obarrio, Quesada, Armengol, Orione, etcétera). 
Esta interpretación del presupuesto objetivo concursal tiene la 
ventaja de su simplicidad, dado que no exige ahondar en el análisis 
patrimonial, hace más fácil y más previsible la labor del juez, y limi- 
a considerablemente las posibilidades de resistencia del deudor a la 
declaración de quiebra pedida por los acreedores. 

Las principales críticas que se le han hecho a esta teoría son 
as siguientes: 7) desconocer el origen histórico de la quiebra, que 
no sería el de un mero medio ejecutivo contra el solo incumplimiento, 
sino una verdadera defensa contra la insolvencia; 2) desconocer el 
'undamento económico-jurídico del instituto falencial, que no es el de 
provocar la liquidación de un patrimonio por la sola falta de pago 
de una obligación. y 3) que puede conducir a consecuencias injustas, 
y convertir a la quiebra en ua medio compulsivo de cobro de créditos. 


b) Teoría intermedia. Sostiene que no hay cesación de pagos 
sin incumplimiento, pero no siempre los incumplimientos importan 
cesación de pagos. 

La relación entre cesación de pagos e incumplimiento asume 
una dimensión menos automática que en la teoría anterior, donde se 
identificaban. Sin embargo, para la teoría intermedia, todavía la ce- 
sación de pagos se revela solamente por incumplimientos. 


21 INTRODUCCIÓN AL ESTUDIO DEL DERECHO CONCURSAL 


Esta corriente de opinión afirma que lo que interesa al comercio 


-es el cumplimiento de las obligaciones y, por ello, mientras el deu- 


dor cumple no puede decirse que exista insolvencia. También sos- 
tiene que el único medio inequívoco de apreciar si hay insolvencia 
es el incumplimiento; los demás medios de prueba son equívocos o 
no pueden verificarse con facil ad. Empero, destaca que como el 
incumplimiento puede obedecer a otras causas que no scan la insol- 
veacia. el juez debe apreciar, en cad caso, si hay o no hay cesación 
de pagos. 

La teoría intermedia aventaja a la teoría materialista con rela- 
ción a la mayor flexibilidad que reconoce al juez en la tarea de iden- 
tificar el presupuesto objetivo concursal. No obstante. también se 
le formulan las siguientes críticas: 1) el no admitir que hay otros he- 
chos que demuestran la insolvencia, igual o mejor, que el incumpli- 
miento: 2) puede demorar la declaración de quiebra cuando no hay 
aún incumplimiento, pero sí otros signos reveladores de solvencia 
distrazada. burlándose así el sentido cautelar del procedimiento con- 
cursal, y 3) complica la fijación de la fecha inicial del período de 
sospecha, el cual no podría retrotracrse más atrás del primer incum- 
plimiento. 


€) Teoría amplia. Considera a la cesación de pagos como un 
estado del patrimonio, que se revela por hechos exteriores cuya enu- 
meración taxativa es imposible, y que el juez valora como indicios 
de la impotencia de ese patrimonio. Entre ellos, el incumplimiento 
es sólo un hecho revelador más, 

El italiano Bonelli es considerado el padre de esta teoría: “la 
cesación de pagos no es un hecho (e) incumplimiento) --como la ex- 
presión literal sugeriría— sino un estado de todo el patrimonio (el es- 
tado de insolvencia)”. Ese estado se considera instalado en el patri- 
monio cuando éste es impotente para afrontar. de manera regular, las 
obligaciones exigibles, Se ha dicho que no es una solución tan 
simple como la de Vivante, pero es mejor para solucionar los casos 
prácticos (Viterbo). 


10. Concepción actual del estado de cesación de pagos en la 
doctrina nacional y en la jurisprudencia mayoritaria. - Los prime- 
ros seguidores de Bonelli, en nuestro país, fueron Yadarola y Fer- 
nández. en la década de 1930, El resultado de su prédica fue con- 
seguir que, luego de algunos años, la doctrina y la jurisprudencia 
nacionales se alinearan tras esa concepción sobre el estado de cesa- 
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ción de pagos, y que las ulteriores legislaciones concursales conside- 
raran ese estado como presupuesto objetivo de los concursos. 


Este estado patrimonial que es condición de la apertura concur- 
sal se puede definir como el estado de impotencia para satisfacer, 
con medios regulares (disponibilidades normales o activos corrien- 
tel), las obligaciones inmediatamente exigibles (exigibilidades o pa- 
sivos corrientes). 

No se debe confundir ese estado del patrimonio con el llamado 
desequilibrio aritmético o déficit de activo en términos absolutos, 
que ocurre cuando el pasivo es mayor que el activo, situación usual- 
mente llamada insolvencia en sentido contable o insolvencia según 
los estados contables. Esto último existe cuando el cotejo se hace 
entre activo y pasivo en términos nominales, sin atender a la dispo- 
nibilidad regular de los medios de pago que integran el primero, ni a 
la exigibilidad corriente del segundo. Así, el activo puede ser con- 
siderablemente superior al pasivo —y haber estado de cesación de pa- 
gdjs-- cuando aquél está integrado por bienes de lenta y difícil posibi- 
lidad de realización, al paso que éste concentra las exigibilidades en 
el corto plazo. A la inversa, puede no haber estado de cesación de 
pagos, pese a que el pasivo fuera superior -en términos absolutos— 
al activo, si el primero estuviese razonablemente espaciado en su 
exigibilidad temporal y el deudor dispusiera todavía de medios de 
pago o crédito regular para afrontarlo. 

Con agudeza se ha sostenido que las obligaciones se satisfacen 
regularmente cuando se cumplen de acuerdo con lo que es de regla 
en el tráfico negocial (Provinciali). Como el cumplimiento regu- 
lar es síntoma de solvencia (y, a la inversa, el cumplimiento irregular 
revela insolvencia), es importante identificar ciertos parámetros de la 
regularidad de los pagos que, a la vez, funcionan como indicios de 
su irregularidad cuando se transgreden: pagar al vencimiento, en la 
especie debida, con medios ordinarios (p.ej., dinero de caja, crédito 
normal, pero no crédito usurario o dinero proveniente de bienes mal- 
vendidos), a todos los acreedores (Maffía). 

El verdadero estado de cesación de pagos se caracteriza por las 
notas de generalidad y permanencia. La primera se refiere a la 
extensión patrimonial; no quiere caracterizar el número de incumpli- 
mientos, que es indiferente (puede haber cesación de pagos sin in- 
cumplimientos, o sólo con uno, y no haberla pese a la configuración 


de uno o de algunos incumplimientos), sino la afectación de toda - 


la situación económica del deudor como una verdadera impotencia 
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patrimonial. La segunda se refiere a la extensión temporal, puesto 
que si bien la cesación de pagos no es, necesariamente, un estado 
perpetuo del patrimonio, tampoco es una situación pasajera. La 
prolongación en el tiempo de la impotencia aludida permite distin- 
guir al verdadero estado de cesación de pagos de las situaciones de 
mera iliquidez, indisponibilidad circunstancial de fondos, desequili- 
brios o dificultades de índole financiera, temporales y transitorias, 
subsanables con rapidez y facilidad, que no justifican la apertura de 
un proceso concursal. 

En la concepción actual del presupuesto objetivo que habilita la 
apertura concursal, también se pone el acento en los medios con los 
cuales se hace posible el cumplimiento de las obligaciones exigibles. 
Para que no exista cesación de pagos, el cumplimiento debe ser 
factible con medios regulares de pago, noción ésta vinculada con 
la realizabilidad de los bienes y con la disponibilidad de crédito 
normal. En esta línea, la jurisprudencia ha afirmado la indiferencia, 
en orden a su habilidad para desacreditar la insolvencia, de tener 
bienes inmuebles u otros de difícil realización, por no ser ellos me- 
dios corrientes de pago. También se ha resaltado la importancia de 
disponer de crédito normal o regular, lo cual se ha vinculado con la 
onerosidad del crédito según las condiciones promedio del mercado 
financiero en cada época. * Así, sería irregular o anormal el crédito 
usurario, y podría llegar a ser estimado igualmente anormal el crédi- 
to que, en sus sucesivas refinanciaciones, va tomando características 
de mayor onerosidad o se hace más gravoso, por ejemplo, en sus 
garantías (el que originariamente quirografario es convertido, luego, 
en hipotecario o prendario). 

Para que funcione como presupuesto objetivo concursal, es indi- 
ferente la causa o los motivos que provocan la cesación de pagos 
(art. *, LCQ); esto es, la invocación de causas exógenas (ajenas a la 
esfera de control del deudor o no imputables a él) es inadmisible 
para resistir o para denegar una apertura concursal. Sin embargo, 
las verdaderas causas de la insolvencia patrimonial, su provocación, 
mantenimiento, agravación, etc., sí se analizan durante el curso del 
proceso concursal, y pueden incidir a la hora de la determinación de 
ciertas responsabilidades (extensión de la quiebra, responsabilidades 
de administradores y terceros, etcétera). 


11. Exteriorización del estado de cesación de pagos: hechos 
reveladores. Para funcionar como presupuesto de apertura concur- 
sal, es necesario que el estado de cesación de pagos se manifieste a 
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través de signos externos. Esto conduce al problema de los méto- 
dos para determinar la procedencia de la apertura concursal, tradi- 
cionaimente clasificados en sistema de los hechos de quiebra lo pre- 
sunciones absolutas e irrefutables —¡uris et de iure— de insolvencia) 
y sistema de los hechos reveladores (o presunciones relativas o reba- 
tibles —¡uris tantum-— del estado de cesación de pagos). 


a) El método de los hechos de quiebra consiste en una enume- 
ración legal taxativa de ciertos hechos que funcionan como presun- 
ciones iuris er de iure; comprobado un hecho de quiebra, el juez 
debe declararla sin admitir prueba en contrario. Tiene la ventaja de 
su simplicidad, al no obligar a ahondar en la interpretación del signi- 
ficado del hecho con relación al estado del patrimonio, pero se le se- 
ñala el inconveniente de conducir a erróneas conclusiones con relati- 
va frecuencia. 

b) Las legislaciones que adoptan el sistema de los hechos reve- 
ladores del estado de cesación de pagos suelen establecer, como pre- 
supuesto objetivo concursal, una fórmula general (la insolvencia, la 
cesación de pagos, la imposibilidad de pagar, etc.) y. luego, suelen 
también hacer una enumeración ejemplificativa de algunos hechos 
reveladores que funcionan como presunciones relativas o indicios de 
dicho presupuesto. Comprobados uno o varios hechos reveladores, 
quien niegue la existencia de la insolvencia debe probar que esos he- 
chos no son idóneos para demostrarla. Hay así una inversión de la 
carga de la prueba. Por su parte, el juez debe apreciar los hechos 
reveladores (valoración), según su experiencia y las reglas de la sana 
crítica para decidir si hay o no insolvencia, y declarar o no la apertu- 
ra concursal, La ventaja de este sistema radica en su mayor flexibi- 
lidad que permite al juez contemplar las circunstancias de cada caso. 
Su inconveniente es el mareen demasiado amplio de interpretación 
judicial, que puede conducir a discrecionalismos a veces caprichosos 
o arbitrarios contra los cuales es menester estar advertidos. 


Hay legislaciones que combinan ambos sistemas, y establecen 
algunas presunciones de insolvencia con valor absoluto y otras que 
admiten prueba en contrario. 

Así, Fernández ha clasificado los hechos reveladores del estado 
de cesación de pagos de la manera siguiente. 

1) Los hechos de manifestación directa, que son aquellos que 
importan reconocimiento, explícito o implícito, por el deudor de su 
impotencia patrimonial. Entre ellos se distinguen: a) la confesión 
expresa, que puede ser judicial (presentación del deudor que pide su 
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concurso preventivo o su propia quiebra) o extrajudicial (convo- 
catorias privadas, circulares, publicación de balances, eto.), y b) la 
confesión implícita, inferida de actos como la fuga u ocultación del 
deudor, la clausura del negocio, ocultación de mercaderías, distrac- 
ción de bienes, etcétera. 

2) Los hechos de manifestación indirecta que tienen lugar cuan- 
do el deudor evita revelarse abiertamente como insolvente y, tam- 
bién, cuando simula una solvencia artificiosa. Se destacan aquí los 
incumplimientos, y el acudir a recursos dilatorios (renovaciones per- 
manentes de deudas, constitución de hipotecas O prendas en garantía 
de deudas quirografarias preexistentes, daciones de bienes en pago, 
etc.), ruinosos, esto es, los que producen pérdida o disminución de 
activos (liquidación de bienes de capital, toma de préstamos usura- 
rios, la venta a precio irrisorio al contado de bienes adquiridos con 
crédito, etc.), y fraudulentos, los que ya constituyen delitos (apropia- 
ción de fondos retenidos que debían ser depositados, malversación 
de fondos y otras figuras penales, etcétera). 


12. Concepción legislativa argentina actual del estado de ce- 
sación de pagos. — Al igual que la ley 19.551, la ley de concursos 
24.522 se enrola dentro de la que ha sido llamada teoría amplia del 
estado de cesación de pagos, adoptando a éste como presupuesto 
objetivo de los concursos (art. 1, LCQ), y al sistema de los hechos 
reveladores como método de comprobación judicial de dicho estado 
(arts. 78 y 79). 

Empero, puede señalarse una actual inc inación hacia la teoría 
intermedia a partir de la ley 24.522, en la modificación introducida 
por ella al art. 80 de la LCO, que sólo habilita a pedir la quiebra al 
acreedor “cuyo crédito sea exigible”. De tal suerte, en la quiebra 
necesaria, el presupuesto objetivo de su declaración exige la existen- 
cia del incumplimiento de la acreencia del so icitante, con lo cual no 
podría haber declaración de quiebra a solicitud de acreedor sin in- 
cumplimiento, retrotrayéndonos así a la denominada por Fernández 
teoría intermedia del estado de cesación de pagos. 

En las restantes posibilidades de apertura concursal reventiva 
y falencial sigue prevaleciendo la teoría amplia, dado que no es me- 
nester acreditar la existencia de incumplimientos, pues el estado de 
cesación de pagos puede demostrarse por medio de cualquiera de los 
mencionados hechos: reveladores. 

Sin perjuicio de la precedente descripción sumaria del sistema 
legislativo vigente, conviene tener presente cómo funciona en la 
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práctica la acreditación del presupuesto objetivo de apertura concúr- 
sal. Así, en el concurso preventivo (que sólo puede ser solicitado 
por el deudor) y en la quiebra voluntaria (que es la peticionada por 
el propio deudor), la demanda o solicitud de iniciación de tales pro- 
cesos es jurisprudencialmente interpretada como confesión judicial 
del estado de cesación de pagos (o del estado de dificultades eco- 
nómicas o financieras de carácter general, en el concurso preven- 
tivo abreviado del art. 69 y ss., LCQ). Por consiguiente, la sola 
presentación del deudor requiriendo la apertura de su concurso pre- 
ventivo o quiebra, en la práctica judicial argentina, suele ser sufi- 
ciente demostración de la existencia del presupuesto de los concur- 
sos voluntariamente solicitados. Y en la quiebra necesaria, que es 
la peticionada por acreedores, éstos suelen limitarse a probar la fal- 
ta de pago por el deudor de una obligación —normalmente de carác- 
ter dinerario— a su vencimiento. Otros hechos reveladores del es- 
tado de cesación de pagos son raramente invocados y probados en 
el proceso previo a la declaración de quiebra necesaria. Con lo 
cual puede afirmarse que, en este último proceso concursal de li- 
quidación, el estado de cesación de pagos se infiere de un verdade- 
ro test de liquidez o iliquidez, disponibilidad o indisponibilidad de 
fondos para hacer frente a obligaciones dinerarias exigibles e in- 
cumplidas. 


13. Intentos de reemplazo o de ampliación del presupuesto 
objetivo concursal: el “estado de crisis”. — Es interesante tener en 
cuenta que, a partir de 1980, ha habido un debate doctrinal impor- 
tante acerca de la conveniencia de reemplazar —en los concursos 
empresariales— al presupuesto objetivo concursal clásico (estado de 
cesación de pagos) por la noción de estado de crisis. 

Ese debate se instaló en varios países, a raíz de la preocupación 
por hacer efectivos los medios preventivos de la liquidación de em- 
presas viables en crisis, sumado ello a la comprobación empírica de 
que la demora en la utilización de esos mecanismos era una de las 
principales causas de su escaso resultado. De ahí se llegó a la con- 
clusión de que los procedimientos de reorganización empresarial de- 
berían instrumentarse como preventivos, no ya sólo de la liquidación 
sino de la insolvencia misma, por lo cual sería aconsejable, y debe- 
ría ser posible, acudir a ellos antes de la instalación de la insolven- 
cia. Ergo, el presupuesto objetivo de la apertura concursal debería 
retrotraerse a los prolegómenos o estadios anteriores del estado de 
cesación de pagos, etapa a la cual se denomina “estado de crisis”, 
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“estado de preinsolvencia”, “estado de dificultades económicas o fi- 
nancieras de carácier general”, “insolvencia inminente”. 


Esa inquietud tuvo una primera recepción legislativa en nuestro 
país, en 1983, cuando la ley 22.917 modificó la legislación concur- 
sal entonces vigente (ley 19.551) regulando los acuerdos precon- 
cursales (arts. 125-1 y 125-2, ley 19.551). Para esos acuerdos pre- 
concursales se estableció como presupuesto, junto al clásico estado 
de cesación de pagos, a las dificultades económicas o financieras de 
carácter general, noción novedosa que hacía referencia a lo que la 
doctrina de la época trataba de perfilar como los estados de crisis 
o de preinsolvencia. Sin embargo, para los procedimientos judi- 
cial-concursales (concurso preventivo y quiebra), en 1983 se mantu- 
vo como presupuesto exclusivo al estado de cesación de pagos. La 
ley concursal 24.522, vigente desde 1995, particularmente luego de 
la reforma que introdujo la ley 25.589 a sus arts. 69 a 76 en 2002, 
y las prácticas y la jurisprudencia local a las que hicimos referencia 
en el punto anterior, permiten acthalmente situar al régimen argentino 
como un sistema mixto en este tema. A saber: 


a) Concurso preventivo abreviado (art. 69 y ss., LCQ): tanto 
los estados de crisis o de preinsolvencia (legalmente llamados difi- 
cultades económicas o financieras de carácter general) como el es- 
tado de cesación de pagos, constituyen en la legislación y en la 
práctica— presupuestos de ese proceso de reorganización acelerada y 
flexible. 


b) Concurso preventivo (art. 5% y ss., LCQ) y quiebra volunta- 
ria (arts. 77, inc. 3, 82 y concs., LCQ): aunque la legislación sólo 
contempla al estado de cesación de pagos como presupuesto de la 
apertura de esos procesos (art. 1%, LCQ), en la práctica los deudores 
pueden utilizarlos aunque aún se encuentren en los estadios de prein- 
solvencia o crisis. 

Ello así, pues usualmente el juez no indaga sobre la efectiva 
existencia del estado de cesación de pagos, debido a que la presenta- 
ción judicial del propio deudor pidiendo su concurso o quiebra se 
evalúa jurisprudencialmente como confesión --por ende, prueba sufi- 
ciente— de aquel estado. 


c) Quiebra necesaria (arts. 77, inc. 2, 83 y concs., LCQ): los 
acreedores sólo pueden lograr la declaración de quiebra del deu- 
dor si prueban hechos reveladores del estado de cesación de pagos 
de éste. 
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d) Casos atípicos: hay algunos supuestos legales en los cuales 
no se exige estrictamente la demostración clásica de hechos revela- 
dores del estado de cesación de pagos del sujeto al cual se declara 
en concurso o quiebra. Nos referimos al concurso en caso de agru- 
pamiento (art. 66, LCQ), la quiebra declarada con apoyo en senten- 
cia concursal extranjera (art, 4%, párr. 1%, LCQ) y la quiebra por ex- 
tensión (arts. 160 y 161, LCQ). 


14. Estado de cesación de pagos; insolvencia; quiebra (en 
sentido económico); falencia; bancarrota. — Como en otras áreas ju- 
rídicas, las imprecisiones terminológicas suelen dificultar la intro- 
ducción al conocimiento de la materia. Tratemos de esclarecer al- 
gunas de las palabras clave. 


Fuera del ámbito concursal se suele utilizar la voz insolvencia 
para designar la situación de pasivo superior a activo, sin otras pre- 
cisiones ni distinciones (insolvencia en sentido contable o según los 
estados contables). 


En cambio, en la Argentina es casi unánime el uso (indistinto) 
de insolvencia en sentido concursal como sinónimo de estado de ce- 
sación de pagos. 


La ley concursal utiliza estado de cesación de pagos (o, simple- 
mente, cesación de pagos) casi con exclusividad (arts. 1% 11, inc. 2; 
39, inc. 5; 66; 69; 78; 79; 83; 87; 96; 115 a 117; 119; 160; 169; 174, 
y 235). Pero cuando excepcionalmente emplea la voz insolvencia 
(art. 173) lo hace, a nuestro juicio, como sinónimo de estado de ce- 
sación de pagos. 

En atención a ello, y en homenaje a la simplicidad terminológi- 
ca, participamos de la corriente que en la literatura jurídica argentina 
usa de manera indistinta las expresiones cesación de pagos o estado 
de cesación de pagos, insolvencia o estado de insolvencia y quiebra, 
falencia o bancarrota, entendidas estas últimas en su sentido eco- 
nómico, como estado del patrimonio “quebrado o fallido”, y no 
como proceso de quiebra o cualesquiera otras de las acepciones jurí- 
dicas de esta palabra. Con miras a una reforma legislativa, decidi- 
damente postulamos eliminar de nuestro vocabulario legal al término 
“cesación de pagos” y utilizar sólo “insolvencia” (actual o inmínen- 
te) para identificar el presupuesto objetivo concursal. Y también, 
por cierto, continuar entendiendo a la insolvencia, ea sentido con- 
cursal, como la incapacidad de satisfacer, con medios regulares de 
pago, las deudas vencidas (insolvencia actual) o las deudas exigibles 
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en un período próximo (insolvencia inminentes); independientemente 
de la relación existente en términos absolutos entre el valor de los 
activos y los pasivos del deudor. Asimismo, sería conveniente que 
nuestra legislación definiera con claridad el llamado test de liquidez 
como prueba necesaria y suficiente del preshpuesto objetivo concur- 
sal (insolvencia). 


15. Presupuesto subjetivo de los concursos: sujetos concur- 
sables y sujetos excluidos. — El presupuesto subjetivo de los concur- 
sos es el sujeto (persona humana o jurídica) titular del patrimonio 
afectado por el estado de cesación de pagos. 

Si bien es certero que el patrimonio de cualquier sujeto de dere- 
cho puede quebrar en sentido económico -esto es, insolventarse O 
caer en estado de cesación de pagos-, la legislación concursal en vi- 
gencia excluye de los procedimientos congursales de quiebra o de 
concurso preventivo a algunas personas jurídicas. 

En líneas generales, puede afirmarse que, en el régimen concut- 
sal argentino, todas las personas humanas y la mayoría de las perso- 
nas jurídicas de carácter privado (art. 148, Cód. Civil y Comercial) 
pueden ser sujetos de los procedimientos concursales regulados por 
la ley 24.522. 

Sin embargo, las personas jurídicas de carácter público, enun- 
ciadas en el art. 146 del Cód. Civil y Comercial de la Nación, y algu- 
nas personas jurídicas de carácter privado, mencionadas en el art. 22 
de la ley 24.522 o en leyes especiales, están excluidas de la con- 
cursabilidad reglada por esta última ley (ver comentario al art. 22). 


LEY 24,522* 
DE LOS CONCURSOS 


TíruLo I 
| PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1” - Cesación de pagos. El estado de ce- 
sación de pagos, cualquiera sea su causa y la natura- 
leza de las obligaciones a las que afecte, es presu- 
puesto para la apertura de los concursos regulados en 
esta ley, sin perjuicio de lo dispuesto por los arts. 66 
y 69, 


Universalidad. El concurso produce sus efectos 
sobre la totalidad del patrimonio del deudor, salvo las 
exclusiones legalmente establecidas respecto de bienes 
determinados. 


En principio y como regla general, el “presupuesto objetivo” 
para la apertura concursal es el estado de cesación de pagos. Éste 
importa un desequilibrio entre los compromisos exigibles y los 
medios disponibles para enfrentarlos; cuando estos últimos se reve- 
lan insuficientes —de manera regular y con cierta permanencia— para 
atender a aquéllos, se configura la impotencia patrimonial técnica- 
mente llamada insolvencia o estado de cesación de pagos. 


* Sancionada, el 20/7/95; promulgada parcialmente el 7/8/95; publicada, BO, 
9/8/95. 
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La salvedad final del párr. 1? del art. 1? de la LCQ €“... sin per- 
juicio de lo dispuesto por los arts. 65 y 69”), refiere a casos en los 
cuales puede existir concurso sin estado de cesación de pagos del 
patrimonio del sujeto concursado. Se mencionan expresamente al 
concurso en caso de agrupamiento (art. 66, LCQ) y al acuerdo pre- 
ventivo extrajudicial (art. 69, LCQ). No son ellos, sin embargo, los 
únicos casos excepcionales de concurso sin insolvencia. A dichos 
casos puede agregarse otro par: la quiebra declarada con apoyo en 
sentencia concursal extranjera (art. 4%, párr. PP”, LCQ). y la quiebra 
por extensión (arts. 160 y 161, LCQ). Por lo demás, y a raíz de las 
prácticas y de la jurisprudencia mayoritarias, puede afirmarse que de 
hecho no se indaga la configuración del estado de cesación de pagos 
en los concursos preventivos ni en las peticiones de la propia quie- 
bra o quiebra “voluntaria”. Estos procesos concursales, entonces, de 
hecho pueden abrirse sin que exista, o sin que objetivamente se de- 
muestre, que hay estado de cesación de pagos, ya que la sola solici- 
tud del deudor es judicialmente evaluada como confesión —prueba 
suficiente, por ende— de dicho estado patrimonial (ver Introducción, 
puntos 8 a 13). 

La universalidad o generalidad es una de las características de 
los procesos concursales. Tiene dos expresiones, o concreciones: a) 
objetiva: refiere a los bienes comprometidos y se expresa en esta dis- 
posición del art. 1, que extiende los efectos del concurso sobre todo 
el patrimonio del deudor (arts. 242 y 743, Cód. Civil y Comercial), 
y b) subjetiva: refiere a los sujetos involucrados —todos los acreedo- 
res—, lo cual se expresa en otras disposiciones del texto legal, tales 
como las que imponen la carga de verificar a todos los titulares de 
créditos contra el concursado, la suspensión del curso de los intere- 
ses, la prohibición de deducir o continuar las ejecuciones contra el 
deudor en concurso, etcétera. Ambas expresiones del principio de 
universalidad no son absolutas; existen bienes del deudor, y acreedo- 
res de éste, exceptuados de los rigores del tratamiento concursal. 
Empero, como todas las excepciones a una norma básica del sistema, 
deben estar expresamente determinadas e interpretarse restrictiva- 
mente las exclusiones respectivas (ver art. 108, LCQ). 


Art. 2*- Sujetos comprendidos. Pueden ser de- 
claradas en concurso las personas de existencia visible, 
las de existencia ideal de carácter privado y aquellas 
sociedades en las que el Estado nacional, provincial o 
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municipal sea parte, cualquiera sea el porcentaje de su 
participación. 

Se consideran comprendidos: 

1) El patrimonio del fallecido, mientras se man- 
tenga separado del patrimonio de los sucesores. 


2) Los deudores domiciliados en el extranjero res- 
pecto de bienes existentes en el país. 


No son susceptibles de ser declaradas en con- 
curso, las personas reguladas por las leyes 20,091, 
20.321 y 24.241, así como las excluidas por leyes es- 
peciales. 


En 1859 fue sancionado el Código de Comercio para el Estado 
de Buenos Aires, convertido en Código de Ja Nación Argentina el 
año 1862. Desáe entonces, la bancarrota fue regulada por dicho 
Código de Comércio (1862), su reforma de 1889, la ley 4156 (año 
1902), la ley 11.719 (año 1933) y, desde 1972 hasta 1995, la ley 
19.551, cuya principal modificación tuvo lugar en 1983 (ley 22.917), 
A partir de 1995, los concursos y quiebras se rigen en el país por la 
ley 24.522. 

Durante el lapso 1859-1972, las leyes indicadas, de carácter ná- 
cional y aplicables en todo el país, regían la quiebra y sus remedios 
preventivos, pero sus disposiciones se aplicaban sólo a los comer- 
ciantes. En el mismo período, la insolvencia de los no comercian- 
tes tuvo un tratamiento dispar; ninguna ley nacional la regulaba, ha- 
biendo legislado las provincias -en sus códigos procesales civiles— el 
llamado “concurso civil”. 

En 1972, la ley 19.551 —de carácter nacional y ámbito de apli- 
cación en todo el país- legisla los concursos de comerciantes y no 
comerciantes, con lo que implícitamente deroga las disposiciones pro- 
vinciales mencionadas. Esta ley produce la unidad legislativa con- 
cursal -una sola ley para todo el país y todos los concursos=, pero 
no todavía la unidad de régimen jurídico desde el punto de vista 
subjetivo, ya que mantiene la distinción entre concursos de los co- 
merciantes y de los no comerciantes (a estos últimos reserva los 
“concursos civiles” —preventivo y liquidativo— regulados en un ar- 
tículo —el 310, luego derogado por ley 22.917- que marca las dife- 
rencias con el régimen de los concursos comerciales al cual remite 


" casi Íntegramente). 


3. TLA, Concursos y quiebras, 
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En 1983, la ley 22.917 eliminó toda diferencia entre concursos 
civiles y comerciales, al considerar sujetos de la quiebra y del con- 
curso preventivo a las personas de existencia visible y las de exis- 
tencia ideal de carácter privado, con prescindencia de que fueran o 
no comerciantes. Esa ley mantuvo como dos supuestos pins 
al patrimonio del fallecido y a los deudores domiciliados eh el ex- 
tranjero con bienes en el país. También conservó como exclusiones 
dela concursabilidad: a las sociedades de economía mixta (decr. ley 
15.349/46, ley 12.962), a las sociedades anónimas con participación 
estatal mayoritaria (ley 19.550, cap. Il, secc. VI). a las sociedades 
del Estado (ley 20.705), a las entidades aseguradoras (ley 20.091), a 
las asociaciones mutuales (ley 20.321) y a las demás personas ex- 
cluidas por leyes especiales. 

A partir de 1995, la vigente ley 24.522 (LCQ) mantiene la uni- 
ficación de los sujetos de los concursos. Su régimen se aplica a 
personas humanas y jurídicas, con las siguientes AGOBIO sn 


a) La regla general es que pueden ser declaradas en concurso 
las personas de existencia visible (personas humanas), las personas 
de existencia ideal de carácter privado (personas jurídicas privadas). 
El art. 148 del Cód. Civil y Comercial establece que son personas 
jurídicas privadas: 1) las sociedades; 2) las asociaciones civiles; 3) 
las simples asociaciones; 4) las fundaciones; 5) las iglesias, confe- 
siones, comunidades o entidades religiosas; 6) las mutuales; 7) las 
cooperativas; 8) el consorcio de propiedad horizontal, y 9) toda otra 
contemplada en disposiciones de este código o en otras leyes y cuyo 
carácter de tal se establece o resulta de su finalidad y normas de 
funcionamiento. 

De acuerdo con el art. 149 del Cód. Civil y Comercial, la parti- 
cipación del Estado en personas jurídicas privadas no modifica el ca- 
rácter de éstas. Sin embargo, la ley o el estatuto pueden prever de- 
rechos y obligaciones diferenciados, considerando el interés público 
comprometido en dicha participación. De toda suerte, la regla con- 
cursal específica establece la concursalidad de las sociedades en las 
que fuera socio el Estado (Nación, provincias o municipios) cual- 
quiera que fuese el porcentaje (total, mayoría o minoría) de su parti- 
cipación en estas sociedades (encabezamiento del art. 2”, LCQ). 


b) Puede declararse el concurso del patrimonio de una persona 
fallecida, mientras dicho patrimonio se mantenga separado del patri- 
monio de los sucesores (art. 2%, inc. 1, LCQ). Esta regla concuerda 
con las disposiciones de la ley civil. La indivisión hereditaria sólo 
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cesa con la partición. Si la partición incluye bienes registrables, es 
oponible a los terceros desde su inscripción en los registros respecti- 
vos (art. 2362, Cód. Civil y Comercial). El art. 2360 del Cód. Civil 
y Comercial prescribe que la masa indivisa insolvente puede some- 
terse a concurso preventivo o quiebra, a solicitud de los copropieta- 
rios de la masa o de los acreedores, y de acuerdo con las disposicio- 
nes de la ley concursal. El concurso preventivo de la masa indivisa 
insolvente se rige por el art. 8” de la LCQ, que legitima a cualquiera 
de los herederos a solicitarlo, sujetando la petición a ulterior Tátifi- 
cación de todos los coherederos. El pedido de quiebra de dicha 
masa pueden también formularlo los acreedores, conforme a las reglas 
generales aplicables a la legitimación para solicitar la quiebra (arts. 
80 a 82, LCQ). Al respecto, no rigen las exclusiones del art. 81 de 
la LCQ, pues este concurso carece de efectos personales. Sólo al- 
canza a la universalidad de los bienes. Así, si fuera una quiebra, 
ella no acarrearía inhabilitaciones personales. 


c) Puede declararse la quiebra de un bien o de un conjunto de 
bienes existentes en la Argentina y pertenecientes a un deudor domi- 
ciliado en el extranjero (art. 2%, inc. 2, LCQ). Esta regla atribuye 
jurisdicción internacional al juez argentino al solo efecto de que, 
mediante esta declaración de quiebra, liquide esos bienes y distribu- 
ya su producto, según las normas de reparto y prioridades o privile- 
gios propios de la quiebra. Es una excepción al principio general 
vigente, según el cual el domicilio del deudor determina la ley apli- 
cable y la competencia judicial en materia de concursos. 


d) Las entidades financieras no pueden ser sujetos del concurso 
preventivo, pero sí pueden ser declaradas en quiebra. Sin embargo, 
la quiebra de las entidades financieras tiene un régimen diferenciado 
(ley 21.526 y modificaciones posteriores), y la LCQ sólo se aplica 
en cuanto sea pertinente y en tanto sea compatible con las leyes es- 
peciales de la actividad financiera (ver Apéndice). 

e) Las entidades aseguradoras tampoco pueden ser sujetos de 
concurso preventivo. Cuando son insolventes pueden ser liquidadas 
judicialmente por medio de un procedimiento que no se denomina 
quiebra, pero que, en realidad, es la misma quiebra de la LCQ, sólo 
que con algunas ligeras modificaciones regladas por la ley 20.091 
(ver Apéndice). 

f) Los bienes fideicomitidos se consideran patrimonio separado 
de los patrimonios del fiduciario y del fiduciante. Conforme al art. 
1687 del Cód. Civil y Comercial, los bienes del fiduciario no res- 
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ponden por las obligaciones contraídas en la ejecución del fideico- 
miso, las que sólo son satisfechas con los bienes fideicomitidos. 
Tampoco responden por esas obligaciones el fiduciante, el beneficia- 
rio ni el fideicomisario, excepto. compromiso expreso de éstos. Lo 
dispuesto en este artículo. no impide la responsabilidad del fiduciario 
or aplicación de los principios generales, si así corresponde. La 
insolvencia (eufemísticamente llamada insuficiencia) de los bienes 
en fideicomiso no da lugar a su declaración de quiebra. En tal su- 
uesto y a falta de otros. recursos provistos por el fiduciante o el be- 
neficiario según previsiones contractuales, procede su liquidación, la 
que está a cargo del juez competente, quien debe fijar el procedi- 
miento sobre la base de las normas previstas para concursos y quie- 
bras, en lo que sea pertinente. 

2) Las entidades insolventes dedicadas a la actividad deportiva 
pueden ser declaradas en concurso preventivo o en quiebra, pero tie- 
nen la posibilidad de optar por un régimen especial de fideicomiso 
de administración con control judicial, consagrado por la ley 25,284, 
que modifica varias reglas del régimen concursal común. 


h) Las administradoras de fondos de jubilación y pensión (AFJP) 
fueron excluidas del régimen de la LCQ y su eventual liquidación 
por insolvencia debía regirse por la ley 24.241. Mientras estuvo en 
vigor el régimen previsional de capitalización instrumentado por 
esta ley no hubo ningún caso de liquidación por insolvencia de una 
AFJP. En 2008, la ley 26.425 dispuso la unificación del Sistema 
Integrado de Jubilaciones y Pensiones en un único régimen previsio- 
nal público que se denomina Sistema Integrado Previsional Argenti- 
no. (SIPA). En consecuencia, el régimen de capitalización previsio- 
nal que administraban las AFJP fue absorbido y sustituido por un 
régimen previsional de reparto. 

i) Las personas jurídicas de carácter público están completa- 
mente excluidas del régimen concursal de la ley 24.522. De acuer- 
do con el art. 146 del Cód. Civil y Comercial, son personas jurídicas 
públicas: 1) el Estado nacional, las provincias, la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, los municipios, las entidades autárquicas y las de- 
más organizaciones constituidas en la República a las que el ordena- 
miento jurídico atribuya ese carácter; 2) los Estados extranjeros, las 
organizaciones a las que el derecho internacional público reconozca 
personalidad jurídica y toda otra persona jurídica constituida en el 
extranjero cuyo carácter público resulte de su derecho aplicable, y 3) 
la Iglesia Católica. 
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j) Las asociaciones mutuales (regidas por ley 20.321) estaban 
excluidas del régimen concursal, según la redacción originaria del 
art. 37 de la ley 20.321 que establecía: “Las asociaciones mutualis- 
tas no podrán ser concursadas civilmente. . 

En caso de solicitarse su mala civil, los jueces deberán dar 
intervención al Instituto Nacional dé Acción Mutual, para que re- 
suelva, si así correspondiere, la intervención y/o liquidación social. 
En consecuencia no serán de aplicación a las entidades mutuales 
las disposiciones de la ley de concursos 19.551”. Bajo la vigencia 
de esa regla, en los hechos, frente a la liquidación de entidades mu- 
tuales insolventes, la jurisprudencia instrumentaba procedimientos de 
tipo concursal, aplicando varios de los institutos de la ley de concur- 
sos (suspensión de acciones individuales, verificación de los crédi- 
tos, liquidación y distribución al estilo falencial, etcétera). Esa ex- 
clusión reglada por la versión originaria del art. 37 de la ley 20.321, 
explica la mención del último párrafo del art. 2% de la ley 24.522 
(No son susceptibles de ser declaradas en concurso las personas 
reguladas por las leyes... 20.321”). Sin embargo, a partir del 2/1/01 
(fecha de publicación, BO, ley 25.374), “las mutuales quedan com- 
prendidas en el régimen de la ley 24.522”, conforme lo establece la 
actual redacción del art. 37 de la ley 20.321 (según art. 1%, inc. d, 
ley 25.374). En consecuencia, puede afirmarse que las asociaciones 
mutuales son sujetos de los concursos, al igual que las personas 
de existencia ideal de carácter privado en general, sin particulari- 
dades específicas en cuanto a las disposiciones de la ley 24.522 que 
les son aplicables. También ha de entenderse derogada la' men- 
ción del último párrafo del art. 2? de la ley 24.522 a las personas 
reguladas por la ley 20.321, las cuales, como se ha dicho, ahora son 
pasibles de ser declaradas en concurso preventivo o en quiebra (ver 
Apéndice). 


Art. 3"- Juez competente. Corresponde intervenir 
en los concursos al juez con competencia ordinaria, de 
acuerdo a las siguientes reglas: 

1) Si se trata de personas de existencia visible, al 
del hugar de la sede de la administración de sus nego- 
cios; a falta de éste, al del lugar del domicilio. 

2) Si el deudor tuviere varias administraciones es 
competente el juez del lugar de la sede de la admi- 
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nistración del establecimiento principal; si no pudie- 
re determinarse esta calidad, lo es el juez que hubiere 
prevenido. 


3) En caso de concurso de personas de existencia 
ideal de carácter privado regularmente constituidas, y 
las sociedades en que el Estado nacional, provincial o 
municipal sea parte —con las exclusiones previstas en 
el art.-2*- entiende el juez del lugar del domicilio. 


4) En caño de sociedades no constituidas regular- 
mente, entiende el juez del lugar de la sede; en su de- 
fecto, el del lugar del establecimiento o explotación 
principal. 

5) Tratándose de deudores domiciliados en el ex- 
terior, el juez del lugar de la administración en el 
país; a falta de éste, entiende el del lugar del esta- 
blecimiento, explotación o actividad principal, según 
el caso, 


Las principales normas sobre competencia concursal son las si- 
guientes: a) es principio general que la competencia del juez argen- 
tino sólo alcanza a las personas domiciliadas en su territorio, consti- 
tuyendo excepción a este principio el inc. 2 del art. 2% b) la ley 
atribuye el conocimiento en materia concursal a los jueces ordina- 
rios, excluyendo así a la justicia federal; pese a las dudas que sobre 
ello puede plantear la inteligencia de los arts. 75, inc. 12, y 116 de 
la Const. nacional, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, des- 
de antaño, se ha pronunciado sobre la constitucionalidad de tal asig- 
nación de competencia a los jueces ordinarios o locales; c) correspon- 
de a cada provincia (o a la legislación nacional, para Capital Federal) 
determinar a qué jueces locales se asigna competencia concursal, por 
“razón de la materia, y d) la competencia territorial se rige por las re- 
glas de los cinco incisos del art. 3%, 

En los concursos de personas humanas es de aplicación prima- 
ria la regla especial de la LCQ que determina la competencia judi- 
cial en función del lugar de la “sede de la administración” (art. 3%, 
incs. 1 y 2, LCQ). En su defecto, para establecer la competencia 
según el “lugar del domicilio” es preciso remitirse a las reglas civi- 
les que regulan el domicilio de la persona humana. En función de 
ellas, y salvo los casos de domicilio legal especial (art. 74, Cód. Ci- 
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vil y Comercial), la competencia judicial en el concurso de la perso- 
na humana se establece conforme a la siguiente regla; si “ejerce acti- 
vidad profesional o económica” (y no hay “sede de administración”), 
atendiendo al lugar donde ejerce esa actividad; en su defecto, por el 
lugar de la “residencia habitual” (art. 73, Cód. Civil y Comercial). 

El domicilio de la persona jurídica privada es el fijado en sus 
estatutos o en la autorización que se le dio para funcionar (art. 152, 
Cód. Civil y Comercial). 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


Iniciado el trámite de concurso preventivo, encontrándose pen- 
diente de resolución ante otro juzgado la solicitud de quiebra contra 
el mismo deudor, incoada por un tercero en fecha anterior, debe el 
concurso preventivo continuar su tramitación en su juzgado de ori- 
gen (CCivCom Rosario, en pleno, 15/4/82, “Celulosa Argentina SA”, 
JA, 1982-111-524). 


Art. 4”- Concursos declarados en el extranjero. 
La declaración de concurso en el extranjero es causal 
para la apertura del concurso en el país, a pedido del 
deudor o del acreedor cuyo crédito debe hacerse efec- 
tivo en la República Argentina. Sin perjuicio de lo 
dispuesto en los tratados internacionales, el concur- 
so en el extranjero, no puede ser invocado contra los 
acreedores cuyos créditos deban ser pagados en la Re- 
pública Argentina, para disputarles derechos que és- 
tos pretenden sobre los bienes existentes en el territo- 
rio ni para anular los actos que hayan celebrado con 
el concursado. 


Pluralidad de concursos. Declarada también la 
quiebra en el país, los acreedores pertenecientes al 
concurso formado en el extranjero actuarán sobre el 
saldo, una vez satisfechos los demás créditos verifica- 
dos en aquélla. 


Reciprocidad. La verificación del acreedor cuyo 
crédito es pagadero en el extranjero, y que no perte- 
nezca a un concurso abierto en el exterior, está con- 
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dicionada a que se demuestre que, recíprocamente, 
un acreedor cuyo crédito es pagadero en la República 
Argentina puede verificarse y cobrar —en iguales com- 
diciones- en un concurso abierto en el país en el cual 
aquel crédito es pagadero. 


Paridad en los dividendos. Los cobros de crédi- 
tos quirografarios con posterioridad a la apertura del 
concurso nacional, efectuados en el extranjero, serán 
imputados al dividendo correspondiente a sus benefi- 
ciarios por causa de créditos comunes. Quedan ex- 
ceptuados de acreditar la reciprocidad los titulares 
de créditos con garantía real. 


En este artículo se consagran diversas normas que guardan 
vinculación con el derecho internacional privado. Todas ellas rigen 
en los concursos con elementos extranjeros en los que no sean de 
aplicación tratados internacionales ratificados por la Argentina. A 
la fecha, estos últimos son: “Tratado de Derecho Comercial Inter- 
nacional”, celebrado en Montevideo en 1889, ratificado por Bolivia 
(1903), Paraguay (1889), Perú (1889) y Uruguay (1892), al cual 
adhirió Colombia (1933), y “Tratado de Montevideo de 1940”, de 
reformas al anterior, ratificado por Uruguay (1942) y Paraguay 
(1958). Ambos unifican normas de derecho internacional privado 
(ver Apéndice). 

Las normas que se infieren del art. 4? son las siguientes: 


a) Se reconoce limitada extraterritorialidad a la sentencia de aper- 
tura de concurso extranjero, al permitirse art. 4*, párr. 22, parte P- 
en base a ella que el acreedor pagadero en la Argentina obtenga la 
declaración de quiebra del deudor, sin necesidad de probar hecho 
alguno revelador del estado de cesación de pagos de éste. 


b) Basado en el principio de la territorialidad del concurso ex- 
tranjero, se establece la inoponibilidad del mismo —art. 4%, párr. 2%, 
parte 1'-, cuando en base a éste intentan disputarse a los acreedores 
locales los derechos que éstos pretendan sobre los bienes existen- 
tes en el territorio argentino, o si con apoyo en aquél pretenden anu- 
larse los actos celebrados por los acreedores locales con el deudor 
concursado en el extranjero. Acreedores locales son aquellos cu- 
yos créditos son exigibles en la Argentina, independientemente de la 
nacionalidad o el domicilio de los titulares. 
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c) Se establece la postergación de la posibilidad de actuar para 
el cobro, en la quiebra argentina, a los acreedores pertenecientes a 
concurso formado en el extranjero (art. 4%, párr. 29), que importa di- 
ferir la factibilidad de percepción de estos créditos a la eventual 
existencia de saldo. Es necesario efectuar algunas aclaraciones: 
el concepto de saldo emerge del art. 228 de la LCQ; el sistema de 
postergación exige pluralidad de concursos, es decir, un CONCUTSsO en 
el exterior y otro en la Argentina, aplicándose la preterición en este 
último; en la Argentina, el sistema sólo se aplica en la quiebra con- 
cluida por pago total (arts. 228 y 229, LCQ) -única quiebra en la 
que puede llegar a existir saldo—, no así en el concurso preventivo ni 
en las quiebras concluidas por avenimiento; el lugar de pago en el 
extranjero no es, per Se, definitorio de la preterición, ya que lo que 
determina ésta es la pertenencia a un concurso extranjero. 

d) Consagra una norma de reciprocidad —art. 4%, párr. 3”- que 
se aplica en cualquier tipo de quiebra y en el concurso preventivo, y 
rige aunque no haya pluralidad de concursos. La reciprocidad no 
determina una postergación sino la inadmisibilidad —lisa y llana 
del crédito al cual se aplica. Están exceptuados de acreditar el re- 
quisito de la reciprocidad, como recaudo de admisibilidad a la con- 
currencia, los acreedores pagaderos en el extranjero, y cuyo crédito 
no perteneciera a un concurso abierto en el exterior, asegurados con 
garantías reales. 

e) Si después de abierto el concurso argentino, un acreedor que 
ha verificado parte de su crédito cobra parcialmente en el extranje- 
ro, al mismo deudor se le debe disminuir su participación en el divi- 
dendo concursal argentino, en proporción al beneficio obtenido en el 
exterior (art. 4% párr. 4). 


TíruLo HI 


CONCURSO PREVENTIVO 


Caríruo 1 


REQUISITOS 


SECCIÓN I 


REQUISITOS SUSTANCIALES 


Art. 5”- Sujetos. Pueden solicitar la formación 
de su concurso preventivo las personas comprendidas 
en el art. 2”, incluidas las de existencia ideal en liqui- 
dación. 


Esta disposición es sobreabundante. Al respecto, remitimos al 
comentario del art. 2% 


Art. 6”- Personas de existencia ideal. Represen- 
tación y ratificación. Tratándose de personas de exis- 
tencia ideal, privadas o públicas, lo solicita el repre- 
sentante legal, previa resolución, en su caso, del órgano 
de administración. 

Dentro de los treinta días de la fecha de la pre- 

- sentación, deben acompañar constancia de la reso- 
lución de continuar el trámite, adoptada por la asam- 
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blea, reunión de socios u órgano de gobierno que 
corresponda, con las mayorías necesarias para resol- 
ver asuntos ordinarios. 

No acreditado este requisito, se produce de pleno 
derecho la cesación del procedimiento, con los efectos 
del desistimiento de la petición. 


En la solicitud de concurso preventivo de personas de existencia 
ideal deben atenderse las siguientes reglas: 

a) Decisión de pedir el concurso preventivo: corresponde al ór- 
gano de administración respectivo. 

b) Petición judicial de formación o apertura concursal: corres- 
ponde al representante legal de la persona de existencia ideal, o a un 
representante voluntario con facultad especial (art. 9, LCQ). Cual- 
quiera de ambos debe justificar, con la solicitud, el carácter que 
invoca y la previa decisión del órgano de administración referida 
precedentemente. Esto último sería innecesario cuando el represen- 
tante legal es, a la vez, el órgano de administración, o cuando todos 
los integrantes de éste suscriben la petición. 

c) Decisión de continuar el trámite: incumbe al órgano de go- 
bierno. La toma de tal decisión ha de justificarse judicialmente den- 
tro de los treinta días de la fecha de iniciación del trámite. El plazo 
es de días hábiles judiciales, y perentorio (art. 273, incs. 1 y 2, LCQ). 

En caso de incumplimiento de lo referido en a y b, se rechazará 
la petición. Si no se cumple la exigencia explicada en c, se produce 
de pleno derecho la cesación del procedimiento. Tanto el rechazo de 
una solicitud de concurso preventivo, cuanto el desistimiento, impiden 
formular una nueva petición dentro del año posterior si hay pendien- 
tes pedidos de quiebra contra el mismo sujeto (art. 31 in fine, LCQ). 


Art. 7*— Incapaces e inhabilitados. En casos de 
incapaces o inhabilitados, la solicitud debe ser efec- 
tuada por sus representantes legales y ratificada, en 
su caso, por el juez que corresponda, dentro de los 
treinta días contados desde la presentación. La falta 
de ratificación produce los efectos indicados en el úl- 
timo párrafo del artículo anterior. 


El patrimonio de las personas humanas incapaces o inhabilita- 
das puede ser sometido a concurso preventivo. La pertinente solici- 
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tud de apertura del proceso preventivo concursal, y la ulterior actua- 
ción en dicho juicio, corresponden al representante legal pertinente 
(padres, apoyo, tutor, curador). La decisión de solicitar el concurso 
incumbe a dicho representante legal, pero, en todo; caso, debe ser 
convalidada por la decisión confirmatoria del juez ad la tutela, cura- 
tela o, en su caso, el magistrado competente según lás leyes respec- 
tivas. La eventual decisión denegatoria impide continuar el trámite 
concursal, el cual cesa de pleno derecho con los efectos del desisti- 
miento (art. 31 in fine, LCQ). 

El régimen civil de incapacidades está regulado en el art. 22 y 
ss., del Cód. Civil y Comercial. Conforme al art. 100, los represen- 
tantes de los incapaces son: a) de las personas por nacer, Sus padres; 
b) de las personas menores de edad no emancipadas, sus padres o el 
tutor que se les designe; c) de las personas con capacidad restringida, 
el “apoyo” (si la sentencia les otorga representación), y d) de las 
personas absolutamente incapaces, el curador, 


Art. 8” - Personas fallecidas. Mientras se manten- 
ga la separación patrimonial, cualquiera de los here- 
deros puede solicitar el concurso preventivo en rela- 
ción al patrimonio del fallecido. La petición debe 
ser ratificada por los demás herederos, dentro de los 
treinta días. Omitida la ratificación, se aplica el últi- 
mo párrafo del art. 6”. 


La masa hereditaria insolvente puede ser declarada en concurso 
mientras se mantenga indivisa (ver art. 2%, LCQ). Quien solicita el 
concurso preventivo del patrimonio del fallecido, debe justificar 
-con su presentación- el carácter de heredero a través de la respecti- 
va declaratoria. Dentro de los siguientes treinta días debe acreditar 
la ratificación de todos los demás coherederos. 

La falta de justificación del carácter de heredero del peticionan- 
te determina el rechazo de su petición. La no acreditación de la 
ratificación hace aplicable la última parte del art. 6? (ver comentario 
a ese artículo). 


Art. 9”- Representación voluntaria, La apertu- 
ra del concurso preventivo puede ser solicitada, tam- 
bién por apoderado con facultad especial. 
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Tanto las personas físicas cuanto las de existencia ideal pueden 
solicitar su concurso preventivo a través de un representante con- 
vencional, pero confiriéndole —en el instrumento respectivo— faculta- 
des especiales al efecto. Los poderes generales de administración o 
“para pleitos” son insuficientes y justifican el rechazo de la solicitud 
formulada por un mandatario de este tipo. 


Art. 10.- Oportunidad de la presentación. El con- 
curso preventivo puede ser solicitado mientras la quie- 
bra no haya sido declarada. 


La disposición debe entendérsela en armonía con los arts. 31 in 
fine, 59 in fine, 84 y 90 de la LCQ. Así: 

a) El concurso preventivo puede solicitarse aunque existieran 
pendientes pedidos de quiebra, salvo que fuere aplicable la regla de 
inadmisibilidad del art, 31 in fine de la LCQ. 

La sola presentación del deudor por la que solicita formación de 
concurso preventivo produce la detención del procedimiento en las 
pendientes solicitudes de quiebra. Este efecto tiene lugar sin que 
sea menester esperar a la apertura del concurso preventivo. Re- 
cién después de desestimada definitivamente la susodicha apertura, 
se puede reanudar el trámite de las peticiones de quiebra. 

La demanda de concurso preventivo puede -idóneamente- pre- 
sentarse aun vencido el plazo concedido al deudor para su defensa 
en el art. 84 de la LCQ, mientras la sentencia de quiebra no se hu- 
biese dictado. 

b) Incluso después de dictada la quiebra, en ciertos casos con- 
templados por los arts. 90 a 93 de la LCQ puede lograrse la conver- 
sión de ella en concurso preventivo. 

c) No puede solicitarse concurso preventivo dentro del período 
de inhibición regulado por el art. 59 in fine de la LCQ. 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


Iniciado el trámite de concurso preventivo, encontrándose pen- 
diente de resolución ante otro juzgado la solicitud de quiebra contra 
el mismo deudor, incoada por un tercero en fecha anterior, debe el 
concurso preventivo continuar su tramitación en su juzgado de ori- 
gen (CCivCom Rosario, en pleno, 15/4/82, “Celulosa Argentina SA”, 
JA, 1982-111-524). 
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Art. 11. — Requisitos del pedido. Son requisitos for- 
males de la petición de concurso preventivo: 

1) Para los deudores matriculados y las personas 
de existencia ideal regularmente constituidas, acredi- 
tar la inscripción en los registros respectivos. Las 
últimasiacompañarán, además, el insirumento consti- 
tutivo y sus modificaciones y constancia de las ins- 
cripciones pertinentes. 

Para las demás personas de existencia ideal, 
acompañar, en su caso, los instrumentos constitutivos 
y sus modificaciones, aun cuando no estuvieran ins- 
criptos. 


2) Explicar las causas concretas de su situación 
patrimonial con expresión de la época en que se pro- 
dujo la ¿esación de pagos y de los hechos por los cua- 
les ésta ¡se hubiera manifestado. 

3) Acompañar un estado detallado y valorado del 
activo y pasivo actualizado a la fecha de presentación, 
con indicación precisa de su composición, las nor- 
mas seguidas para su valuación, la ubicación, estado 
y gravámenes de los bienes y demás datos necesarios 
para conocer debidamente el patrimonio. Este esta- 
do de situación patrimonial debe ser acompañado de 
dictamen suscripto por contador público nacional. 

4) Acompañar copia de los balances u otros esta- 
dos contables exigidos al deudor por las disposiciones 
legales que rijan su actividad, o bien los previstos en 
sus estatutos o realizados voluntariamente por el con- 
cursado, correspondientes a los tres últimos ejercicios. 
En su caso, se deben agregar las memorias y los infor- 
mes del órgano fiscalizador. 

3) Acompañar nómina de acreedores, con indica- 
ción de sus domicilios, montos de los créditos, cau- 
sas, vencimientos, codeudores, fiadores o terceros obli- 
gados o responsables y privilegios. Asimismo, debe 
acompañar un legajo por cada acreedor, en el cual 
conste copia de la documentación sustentatoria de la 
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deuda denunciada, con dictamen de contador público - 


sobre la correspondencia existente entre la denuncia 
del deudor y sus registros contables o documentación 
existente y la inexistencia de otros acreedores en sus 
registros o documentación existente. Debe agregar 
el detalle de los procesos judiciales o administrativos 
de carácter patrimonial en trámite o con condena no 
cumplida, precisando su radicación. 


6) Enumerar precisamente los libros de comercio 
y los de otra naturaleza que lleve el deudor, con ex- 
presión del último folio utilizado, en cada caso, y po- 
nerlos a disposición del juez, junto con la documenta- 
ción respectiva. 


7) Denunciar la existencia de un concurso ante- 
rior y justificar, en su caso, que no se encuentra den- 


tro del período de inhibición que establece el art. 59, 
o el desistimiento del concurso si lo hubiere habido. 


El escrito y la documentación agregada deben 
acompañarse con dos copias firmadas. 


Cuando se invoque causal debida y válidamente 
fundada, el juez debe conceder un plazo improrroga- 
ble de diez días, a partir de la fecha de la presenta- 
ción, para que el interesado dé cumplimiento total a 
las disposiciones del presente artículo. 


8) Acompañar nómina de empleados, con deta- 
lle de domicilio, categoría, antigiiedad y última re- 
muneración recibida. Deberá acompañarse también 
declaración sobre la existencia de deuda laboral y de 
deuda con los organismos de la seguridad social 
certificada por contador público. [Incorporado por ley 
26.684, inc. 1%] 
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El escrito de petición de concurso preventivo debe contener una 
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su administración patrimonial. La enunciación de requisitos forma- 
les es taxativa: no pueden agregarse otros por vía interpretativa, pero 
también ha de tenerse en cuenta que la omisión categórica de cual- 
quiera de ellos determina el ¡rechazo de la petición. 

No basta con pedir la Gjquicia de los diez días para completar 
los requisitos incumplidos al tiempo de la presentación; el pedido 
debe fundarse con expresión de causa que, a juicio del juez, sea sufi- 
ciente. Si así se considera, el plazo comienza a correr desde la 
fecha de la presentación -no desde el día en que se conceda-- y se 
cuenta por días hábiles judiciales. 

El régimen del Código de Comercio derogado, que establecía 
las obligaciones del comerciante en materia de libros de comercio, ha 
sido sustituido por las disposiciones del art. 320 y ss., del Cód. Civil 
y Comercial. Actualmente, están obligados a llevar contabilidad to- 
das las personas jurídicas privadas y quienes realizan una actividad 
económica organizada o soh titulares de una empresa O estableci- 
miento comercial, industrial! agropecuario o de servicios. Además, 
cualquier persona “puede” llevar contabilidad si solicita su inscrip- 
ción y la habilitación de sus registros o la rubricación de sus libros. 
Están excluidos de la obligación de llevar contabilidad: a) las per- 
sonas humanas que desarrollan profesiones liberales o actividades 
agropecuarias y COnexas no ejecutadas u organizadas en forma de 
empresa; b) las “actividades” que por el volumen de su giro resulte 
inconveniente sujetar a tales deberes según determine cada jurisdic- 
ción local. 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


No es subsanable en la alzada el incumplimiento en primera 
instancia de los requisitos de la presentación preventiva concursal 
(CCivCom Rosario, en pleno, 4/6/01, acuerdo 1/01, LLLitoral, 
2001-8477). 


Art. 12. - Domicilio procesal. El concursado y, 
en su caso, los administradores y los socios con res- 
ponsabilidad ilimitada, deben constituir domicilio pro- 


extensa serie de emunciaciones —acompañada de la documentación 
que las respalda, en su caso encaminadas a convencer al juez inter- 
viniente de la seriedad objetiva de la solicitud del deudor, mediante 
estas exigencias descriptivas de un manejo formalmente correcto de 


cesal en el lugar de tramitación del juicio. De no 
hacerlo en la primera presentación, se lo tendrá por 
constituido en los estrados del juzgado, para todos los 
efectos del concurso. 


4, TLA, Concursos y quiebras. 
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La omisión de constituir domicilio procesal en la primera pre- 
sentación torna operativo el apercibimiento de considerársele consti- 
tuido en los estrados del juzgado, pero no obsta a que, ulteriormente, 


se cumpla con la constitución de domicilio ad processum que, en tal , 


caso, surtirá efectos desde su constitución. 


CaríruLo H 


APERTURA 


SeEccióN Í 


RESOLUCIÓN JUDICIAL 


Art. 13.- Término. Presentado el pedido o, en 
su caso, vencido el plazo que acuerde el juez, éste se 
debe pronunciar dentro del término de cinco días. 


Rechazo. Debe rechazar la petición, cuando el 
deudor no sea sujeto susceptible de concurso preven- 
tivo, si no se ha dado cumplimiento al art. 11, si se 
encuentra dentro del período de inhibición que esta- 
blece el art. 59, o cuando la causa no sea de su com- 
petencia. La resolución es apelable. 


Para decidir la apertura del concurso preventivo o el rechazo de 
la petición respectiva, el análisis judicial se encuentra doblemente 
limitado. En lo temporal, por el breve plazo de cinco días dentro 
de los cuales el juez debe emitir el pronunciamiento; en lo mate- 
rial, por los elementos que sólo el deudor aporta, con su presenta- 
ción inicial o dentro del plazo que se le otorgue conforme al art. 11 
in fine. 

La. tarea judicial consiste en verificar el cumplimiento prima 
facie de los requisitos formales enumerados en el art. 11, al solo fin 
de obtener convencimiento sobre la admisibilidad formal de la aper- 
tura concursal peticionada. En caso de legítima duda sobre el cum- 
plimiento de alguno de dichos requisitos, la interpretación judicial 
debería ser a favor de la apertura concursal, 
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Los presupuestos sustanciales del concurso también pueden y 
deben ser analizados por el juez en orden a decidir la apertura o re- 
chazo de la petición. No obstante, la actual amplitud de sujetos que 
pueden legalmente solicitar concurso preventivo (ver arts. 2% y 5", 
LCQ) torna infrecuente la hipótesis de rechazo fundado en no ser el 
peticionario un sujeto susceptible de concurso preventivo, En cuan- 
to al presupuesto objetivo concursal, es de señalar que, en teoría, el 
juez estaría facultado para analizar el estado patrimonial del peticio- 
nario y, consecuentemente, proceder al rechazo de la petición si con- 
cluyese que no hay cesación de pagos. En la práctica judicial, no 
obstante, se interpreta a la demanda o solicitud de iniciación del 
concurso preventivo como confesión (en juicio) del estado de cesa- 
ción de pagos que, por ende, releva de mayor indagación para esti- 
mar acreditado dicho estado (ver Introducción, ptos. 8 a 13, y co- 
mentario al art, 1%, LCQ). 

Finalmente, si la solicitud de apertura concursal se propone ante 
un juez incompetente, resulta obvio que éste debe así declararse y no 
abrir el concurso. 


Art. 14.— Resolución de apertura. Contenido. 
Cumplidos en debido tiempo los requisitos legales, el 
juez debe dictar resolución que disponga: 

1) La declaración de apertura del concurso pre- 
ventivo, expresando el nombre del concursado y, en 
su caso, el de los socios con responsabilidad ilimi- 
tada. 

2) La designación de audiencia para el sorteo del 
síndico. 

3) La fijación de una fecha hasta la cual los 
acreedores deben presentar sus pedidos de verifica- 
ción al síndico, la que debe estar comprendida entre 
los quince y los veinte días, contados desde el día 
en que se estime concluirá la publicación de los edic- 
tos. 

4) La orden de publicar edictos en la forma pre- 
vista por los arts. 27 y 28, la designación de los dia- 
rios respectivos y, en su caso, la disposición de las ro- 
gatorias necesarias. 
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5) La determinación de un plazo no superior a 
los tres días, para que el deudor presente los libros 
que lleve referidos a su situación económica, en el lu- 
gar que el juez fije dentro de su jurisdicción, con el 
objeto de que el secretario coloque nota datada a con- 
tinuación del último asiento, y proceda a cerrar los 
espacios en blanco que existieran. 


6) La orden de anotar la apertura del concurso 
en el Registro de Concursos y en los demás que co- 
rresponda, requiriéndose informe sobre la existencia 
de otros anteriores. 


7) La inhibición general para disponer y gravar 
bienes registrables del deudor y, en su caso, los de los 
socios ilimitadamente responsables, debiendo ser ano- 
tadas en los registros pertinentes. 


8) La intimación al deudor para que deposite ju- 
dicialmente, dentro de los tres días de notificada la 
resolución, el importe que el juez estime necesario 
para abonar los gastos de correspondencia. 


9) Las fechas en que el síndico deberá presentar el 
informe individual de los créditos y el informe general. 


10) La fijación de una audiencia informativa que 
se realizará con cinco días de anticipación al venci- 
miento del plazo de exclusividad previsto en el art. 
43. Dicha audiencia deberá ser notificada a los tra- 
bajadores del deudor mediante su publicación por 
medios visibles en todos sus establecimientos. -[Modi- 
ficado por ley 26.684, art. 2%] 


11) Correr vista al síndico por el plazo de diez 
días, el que se computará a partir de la aceptación del 
cargo, a fin de que se pronuncie sobre: 

a) Los pasivos laborales denunciados por el deu- 
dor. 

b) Previa auditoría en la documentación legal y 
contable, informe sobre la existencia de otros créditos. 
laborales comprendidos en el pronto pago. 
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12) El síndico deberá emitir un informe mensual 
sobre la evolución de la empresa, si existen fondos lí- 
quidos disponibles y el cumplimiento de las normas 
legales y fiscales. [Inciso incorporado por ley 26.086, 
art. 2%] 


13) La constitución de un comité de control, inte- 
grado por los tres acreedores quirografarios de mayor 
monto, denunciados por el deudor y un representante 
de los trabajadores de la concursada, elegido por los 
trabajadores. [Incorporado por ley 26.684, inc, 4%] 


La apertura del concurso preventivo se resuelve por una verda- 
dera sentencia. Ésta debe contener todos los requisitos propios de 
una sentencia judicial, entre ellos (y principalmente) motivación su- 
ficiente (aunque breve, por la índole del pronunciamiento y por el 
escaso tiempo para decidirla). 

A partir del dictado de esta sentencia se abre el proceso univer- 
sal y se producen los efectos propios del concurso preventivo, con 
relación al deudor y a los acreedores. La sentencia de apertura es 
irrecurrible. . 

Desde la aceptación del cargo comienza a correr el plazo de 
diez días hábiles judiciales (art. 273, inc. 1) para que el síndico lleve 
a cabo la labor de auditoría del pasivo laboral y emita el correspon- 
diente dictamen, según lo establecen los puntos a y b del inc. 11. 
Al efecto, el síndico deberá compulsar la documentación “legal y 
contable” del deudor y comparará los resultados que de ella se ex- 
traigan, con la nómina y los montos de los créditos laborales denun- 
ciados por el deudor en oportunidad de su presentación en concurso 
preventivo (art. 11, inc. 5, LCQ). La ley exige que el síndico se 
“pronuncie”, lo que ha de entenderse en el sentido de “dictaminar” o 
emitir fundada opinión técnica, básicamente sobre lo siguiente: a) si 
los acreedores indicados por el deudor en oportunidad de la presen- 
tación en concurso se corresponden con la documentación auditada; 
b) si los créditos (montos, causas, vencimientos, privilegios, etc.) re- 
conocidos por el deudor (al presentarse en concurso) a los acteedo- 
res laborales por él denunciados, se corresponden con la documenta- 
ción auditada, y c) si existen otros acreedores laborales susceptibles 
de ser beneficiarios con el pronto pago (art. 16, párr. 2 y ss., LCQ), 
emergentes de la documentación auditada y no denunciados por el 
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deudor en oportunidad de la presentación en concurso. Esa fundada 
opinión técnica debe conducir a la elaboración de una lista depura- 
da de créditos laborales que el síndico considera susceptibles de ser 
satisfechos de inmediato, vía pronto pago, sin necesidad de solicitud 
expresa de los respectivos acreedores (árt. 16, párr. 2, in fine: “que 
surjan del informe mencionado en el inc. 11 del art. 14”). Esa lista 
puede incluir créditos no denunciados por el deudor al presentarse 
en concurso, o excluir, total o parcialmente, créditos que aquél hu- 
biera incluido, en su momento, en la nómina del art. 11, inc. 5. 

El inc. 12 ha de entenderse en el contexto de la reforma intro- 
ducida por la ley 26.086: el pronto pago, “si existen fondos líquidos 
disponibles” (art. 16, LCQ). En consecuencia, el informe mensual 
que el síndico debe producir apunta principalmente a identificar la 
existencia de esos fondos líquidos disponibles para, en caso de exis- 
tir, poder efectuar los prontos pagos pendientes. 

El inc. 13, introducido por la ley 26.684, repara el error de la 
ley 26.086 que suprimió la disposición original de la LCQ sobre el 
comité provisorio de acreedores, lo que dio lugar a discusiones sobre 
la subsistencia o no de dicho comité. Ahora está claro que, en la 
resolución de apertura, el juez debe declarar constituido un “comité 
de control” y designar como. miembros de él a los tres acreedores 
quirografarios de mayor monto, denunciados por el deudor, más 
un representante de los trabajadores elegido por éstos. Este comité 
permanece con esa integración hasta tanto sea reemplazado por un 
segundo comité que se constituirá en la oportunidad señalada por el 
art. 42, Este último ha de ser finalmente sustituido por el' comité 
definitivo que controlará el acuerdo preventivo, como lo establece el 
art. 45 (ver art. 260, LCQ). 


Sección HH 


EFECTOS DE LA APERTURA 


Art. 15. - Administración por el concursado. El 
concursado conserva la administración de su patrimo- 
nio bajo la vigilancia del síndico. 


A diferencia de la quiebra —cuyo efecto característico es el de- 
sapoderamiento- en el concurso preventivo el deudor queda al frente 
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de la administración de su patrimonio. Empero, ésta no prosigue 
como antes de la situación concursal, ya que sufre una serie de res- 
tricciones y también prohibiciones. Tres categorías de actos pue- 
den distinguirse: a) actos prohibidos (ver artículo siguiente); b) ac- 
tos sujetos a autorización judicial (ver artículo siguiente), y c) actos 
realizables libremente, aunque bajo la vigilancia del síndico; son és- 
tos los actos ordinarios de administración y los actos conservato- 
rjos; el deudor decide libremente su realización u omisión, sin que 
deba consultar al respecto con el síndico ni con el juez del concurso. 
Sin embargo, aquél —aunque no puede interferir en la administra- 
ción-— debe observar y denunciar al tribunal la realización de actos 
en perjuicio evidente para los acreedores o cualquier grave irregulari- 
dad que pueda llevar a la separación del deudor de la administración 
(art. 17, LCQ). 

El síndico puede requerir, y el juez ordenar, la exhibición gene- 
ral de registros o libros contables del deudor (art. 331, Cód. Civil y 
Comercial). 


Art. 16.- Actos prohibidos. El concursado no 
puede realizar actos a título gratuito o que importen 
alterar la situación de los acreedores por causa o títu- 
lo anterior a la presentación. 


Pronto pago de créditos laborales. Dentro del 
plazo de diez días de emitido el informe que establece 
el art. 14 inc. 11, el juez del concurso autorizará el 
pago de las remuneraciones debidas al trabajador, las 
indemnizaciones por accidentes de trabajo o enferme- 
dades laborales y las previstas en los arts. 132 bis, 
212, 232, 233 y 245 a 254, 178, 180 y 182 del régimen 
de contrato de trabajo aprobado por la ley 20.744; las 
indemnizaciones previstas en la ley 25.877, en los arts. 
f* y 2” de la ley 25.323; en los arts. 8*, 9, 10, 11 y 15 
de la ley 24.013; en el art. 44 y 45 de la ley 25,345; en 
el art. 52 de la ley 23.551; y las previstas en los esta- 
tutos especiales, convenios colectivos o contratos indi- 
viduales, que gocen de privilegio general o especial y 
que surjan del informe mencionado en el inc. 11 del 
art. 14, 
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Para que proceda el pronto pago de crédito no in- * 


clnido en el listado que establece el art. 14 inc. 11, no 
es necesaria la verificación del crédito en el concurso 
ni sentencia en juicio laboral previo. 


Previa vista al síndico y al concursado, el juez 
podrá denegar total o parcialmente el pedido de pron- 
to pago mediante resolución fundada, sólo cuando 
existiere duda sobre su origen o legitimidad, se encon- 
traren controvertidos o existiere sospecha de conni- 
vencia entre el peticionario y el concursado. 


En todos los casos la decisión será apelable. 


La resolución judicial que admite el pronto pago 
tendrá efectos de cosa juzgada material e importará la 
verificación del crédito en el pasivo concursal. 


La que lo deniegue, habilitará al acreedor para 
iniciar o continuar el juicio de conocimiento laboral 
ante el juez natural. 


No se impondrán costas al trabajador en la solici- 
tud de pronto pago, excepto en el caso de conniven- 
cia, temeridad o malicia. 


Los créditos serán abonados en su totalidad, si 
existieran fondos líquidos disponibies. En caso con- 
trario y hasta que se detecte la existencia de los mis- 
mos por parte del síndico se deberá afectar el 3% 
mensual del ingreso bruto de la concursada. 


El síndico efectuará un plan de pago proporcio- 
nal a los créditos y sus privilegios no pudiendo ex- 
ceder cada pago individual en cada distribución un 
monto equivalente a cuatro salarios mínimos vitales y 
móviles. 


Excepcionalmente el juez podrá autorizar, dentro 
del régimen de pronto pago, el pago de aquellos crédi- 
tos amparados por el beneficio y que, por su natura- 
leza o circunstancias particulares de sus titulares, 
deban ser afectados a cubrir contingencias de salud, 
alimentarias u otras que no admitieran demoras. 
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En el control e informe mensual que la sindicatu- 
ra deberá realizar, incluirá las modificaciones nece- 
sarias, si existen fondos líquidos disponibles, a los efec- 
tos de abonar la totalidad de los prontos pagos O 
modificar el plan presentado. 


Actos sujetos a autorización. Debe requerir pre- 
via autorización judicial para realizar cualquiera de 
los siguientes actos: los relacionados con bienes regis- 
trables; los de disposición o locación de fondos de 
comercio; los de emisión de debentures con garantía 
especial o flotante; los de emisión de obligaciones ne- 
gociables con garantía especial o flotante; los de cons- 
titución de prenda y los que excedan de la adminis- 
tración ordinaria de su giro comercial. 

La autorización se tramita con audiencia del sín- 
dico y del comité de control; para su otorgamiento el 
juez ha de ponderar la conveniencia para la conti- 
nuación de las actividades del concursado y la pro- 
tección de los intereses de los acreedores. [Modificado 
por ley 26.684, art. 5%] 


Actos prohibidos. En el concurso preventivo, son actos legal- 
mente prohibidos los siguientes. 

a) Actos a título gratuito, o sea, todos aquellos que importen 
una disposición de bienes sin contraprestación correlativa a favor del 
concursado. 

b) Actos que importen alterar la situación de los acreedores an- 
teriores a la presentación. La disposición legal tiende a hacer efec- 
tiva la pars condicio creditorum y por ello prohíbe que el deudor 
realice cualquier acto que altere la situación en que se hallaban los 
acreedores anteriores a la presentación en concurso, al tiempo en 
que su deudot solicitó la formación de éste (p.ej., la constitución de 
una garantía real a favor de un crédito quirografario anterior a la 
presentación; el pago a un acreedor anterior a la presentación; etcé- 
tera). Esta disposición es también demostrativa de que el concurso 
preventivo sólo incluye a los acreedores por causa O título anteriores 
a la presentación, no así a los créditos generados a posteriori de 
ésta, a los cuales no alcanzan los efectos concursales. 
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Pronto pago de créditos laborales. El acreedor laboral tiene 
distintas alternativas para el reconocimiento de su crédito, y para 
cobrarlo, en el concurso. La gama de posibilidades va desde la 
más sencilla de las vías —el pronto pago automático— hasta el proce- 
dimiento más complejo de la verificación de créditos. Pasamos a 
enunciar las alternativas posibles y sus recaudos. 


Pronto pago automático. El camino más sencillo para percibir 
un crédito laboral es lograr el pronto pago automático o sin instancia 
ni trámite, que establece el art. 16, párr. 2%. Para ello es preciso 
que el crédito laboral: a) sea uno de los enunciados en la detallada 
enumeración de dicho párr. 2% b) goce de privilegio general o 
especial (arts. 241, inc. 2, y 246, inc. 1); c) esté incluido en la lista 
que el síndico debe elaborar de acuerdo con el art. 14, inc. 11, y 
d) el juez haya autorizado el pago de los créditos incluidos en 
aquella lista. 

Si se reúnen esas condiciones, el crédito puede ser pagado di- 
rectamente por el empleador concursado al acreedor laboral, sin que 
sea necesaria actividad adicional alguna, en el proceso concursal ten- 
diente a obtener el reconocimiento de estos créditos. Así, el acree- 
dor laboral estará en condiciones de percibir un pago luego de trans- 
curridos diez días hábiles judiciales (art. 273, inc. 2) de emitido el 
informe del art. 14, inc. 11, de la LCQ, pues ése es el plazo máximo 
que el juez tiene para dictar la resolución de autorización de estos 
pagos laborales que no requieren instancia de parte. Si transcurrido 
ese plazo, la resolución judicial no se hubiera dictado, el acreedor 
laboral puede instar su dictado. La satisfacción concreta de estos 
créditos, sin embargo, está aún sujeta a las condiciones que se expli- 
can en los párrafos siguientes. 


Pronto pago a instancia de parte interesada. Cuando el crédi- 
to laboral reúne los recaudos enunciados en los puntos a y b del 
apartado anterior, pero no está incluido en la lista elaborada por 
el síndico o el juez no autoriza el pago, entonces, el acreedor laboral 
debe solicitarlo formalmente, por escrito, en el concurso. Para esto, 
no debe obtener previamente verificación del crédito en el concurso 
ni sentencia en juicio laboral. 

A la petición del acreedor se le da sustanciación mínima, que 
no llega a constituir un incidente concursal en sentido propio (art. 
280 y ss.. LCQ). Simplemente se corre vista al síndico y al concur- 
sado, por un plazo de cinco días hábiles judiciales (art. 273, incs. 1 
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y 2), luego de lo cual el juez estará en condiciones de resolver. 
Estimamos conveniente que esa vista se corra primero al concursado 
y luego, transcurrido el plazo de ley para que éste responda, al síndi- 
co por igual término. De este modo, se asegura que el síndico pue- 
da dar su opinión técnica con conocimiento de las posiciones y argu- 
mentos del acreedor y del deudor. 

El juez debe resolver con fundamentos, admitiendo o desesti- 
mando (total o parcialmente) la solicitud de pronto pago. La deses- 
timación, en todo o en parte, del pronto pago debe responder a al- 
gunas causales: a) que las constancias de los libros que estuviera 
obligado a llevar el concursado no permitan tener por cierta la exis- 
tencia (total o parcial) del crédito; b) que el origen o la legitimidad 
del crédito resulten dudosos; c) que el crédito se encuentre contro- 
vertido (ya sea que exista o no juicio pendiente), y d) que exista 
sospecha de connivencia entre el peticionario del pronto pago y el 
concursado (o el síndico, agregamos). 

En todos los casos, esto es, ya sea que se admita o que se recha- 
ce total o parcialmente— la solicitud de pronto pago, la resolución 
judicial es apelable. La apelación se justifica cuando la decisión judi- 
cial admite el pronto pago, dado que esa resolución, al quedar firme, 
producirá efecto de cosa juzgada material sobre la existencia del cré- 
dito respectivo, causando, así, gravamen irreparable. Cuando la deci- 
sión judicial desestima el pronto pago no hay gravamen irreparable, 
puesto que el peticionario podrá intentar el reconocimiento de su 
pretendida acreencia mediante juicio de conocimiento ante el juzgado 
laboral (art. 20, LCQ), luego de lo cual, de tener éxito, deberá solicitar 
verificación en el concurso, dentro de los seis meses posteriores a la 
obtención de sentencia laboral firme (art. 56, LCQ). Pese a la ine- 
xistencia de gravamen irreparable, la decisión judicial que desestima 
el pronto pago también es apelable, pues el art. 16 admite ese recurso 
“en todos los casos”, sin distinción. La apelación se concederá en 
todos los casos en relación y con efecto suspensivo (art. 273, inc. 4), 

El trabajador peticionario está exento de cargar con costas en el 
pronto pago con trámite, a menos que actuara con temeridad o mali- 
cia, o en connivencia con el concursado o el síndico. 


Verificación tempestiva del crédito. Si bien la verificación del 
crédito laboral no es una carga legal, pues el acreedor de esta natura- 
leza tiene caminos alternativos de reconocimiento de su acreencia, 
no hay obstáculo legal para que utilice voluntariamente el procedi- 
miento de verificación (art. 32 y ss., LCQ). 
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Juicio de conocimiento ante el fuero laboral. Ésta es otra vía 
para lograr el reconocimiento de un crédito laboral, regulada por el 
art, 21 de la LCQ. En algunos supuestos, el juicio de conocimiento 
es ineludible, como ocurre cuando el pronto pago ha sido desestima- 
do por decisión judicial firme. En otros casos, el juicio de conoci- 
miento es opcional, como puede suceder si el juez no autoriza el 
pronto pago de un acreedor a] emitir el pronunciamiento del art. 
16, párr. 2*, y el trabajador prefiere evitar el trámite del pronto pago, 
promoviendo directamente un juicio ante el fuero laboral. Así como 
la ley señala que no es necesario obtener sentencia en juicio laboral 
para promover el trámite de pronto pago, no hay base legal para exi- 
gir que deba transitarse por el pronto pago como condición previa a 
la promoción o continuación del juicio laboral. La ausencia de pre- 
judicialidad, para la promoción de uno u otro procedimiento, es recí- 
proca. En todos los casos, sin embargo, dentro de los seis meses 
posteriores a que la sentencia laboral adquiera firmeza, debe promo- 


verse verificación en el concurso conforrae al art. 56 de la LCQ. 


Verificación tardía del crédito. Como cualquier otro acreedor que 
ha perdido la posibilidad de utilizar otros mecanismos para lograr el 
reconocimiento de su crédito en el concurso, el acreedor laboral, en 
su caso, puede acudir a la verificación tardía reglada por el art. 56. 


Cumplimiento del pago prontamente reconocido. Los créditos 
laborales reconocidos para el pronto pago automático, o luego de fi- 
nalizado el respectivo trámite, en su caso, deben pagarse en su totali- 
dad con los fondos líquidos existentes. El pago lo debe hacer el con- 
cursado, quien conserva la administración de sus bienes (art. 15, 
LCOQ). El pago inmediato, sin embargo, está sujeto a doble condi- 
ción: la existencia de fondos líquidos y la suficiencia de ellos para 
afrontar el pago total de los créditos laborales pendientes de pronto 
cobro. 

Si el concursado niega la existencia o la suficiencia de esos fon- 
dos, corresponderá al juez ordenar que el síndico ratifique o rectifi- 
que la afirmación del concursado luego de efectuar la correspondien- 
te investigación. Si el síndico concluye que los fondos líquidos, 
pese a la negativa del deudor, existen y alcanzan para el pago total 
de todos los créditos pendientes de pronto cobro, al estar cumplidas 
las mencionadas condiciones, la pretensión de pago deviene ejecuto- 
ria. Si el deudor aún persiste en la negativa de pago voluntario, el 
juez puede ordenar la incautación de los fondos para pagar en el ex- 
pediente. 
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Si los fondos líquidos son insuficientes para cubrir la totalidad 
de los créditos pendientes de pronto pago, el síndico debe efectuar 
un proyecto de distribución de los fondos existentes, prorrateándo US 
según la cuantía y privilegios de los créditos respectivos. Teniendo 
en cuenta la similitud entre esta propuesta de pago proporcional y el 
proyecto de distribución que se hace en la quiebra, estimamos apli- 
cable por analogía, en tanto fuera necesario, el art. 218 de la LCQ. 

l concursado podrá pagar, en los términos del proyecto de distribu- 
ción, fuera del expediente, o podrá depositar los fondos líquidos a la 
orden del juzgado concursal para que los pagos se hagan judicial- 
mente. 

Sin perjuicio de la distribución prorrateada de los fondos líqui- 
dos habidos, cuando ellos son insuficientes o inexistentes, y hasta 
tanto se compruebe que existen fondos líquidos suficientes para otra 
distribución parcial o total, se deberá ir formando un fondo para sa- 
tisfacer los créditos laborales de pronto pago (total o parcialmente 
insatisfechos), mediante la afectación del 3% del ingreso mensual 
bruto de la concursada. El juez, al ordenar la constitución de este 
fondo, deberá indicar la manera de materializarlo. 

A su turno, el síndico deberá efectuar un “plan de pago propor- 
cional a los créditos y sus privilegios”, sobre la base proyectada de 
evolución del aludido fondo. En cada distribución, ningún pago in- 
dividual podrá exceder un monto equivalente a cuatro salarios mí- 
nimos, vitales y móviles. El plan de pagos se ajustará periódica- 
mente, teniendo en consideración los fondos efectivamente obtenidos 
por vía de la afectación del 3% de los ingresos mensuales brutos de 
la concursada o la existencia de otros fondos líquidos disponibles. La 
periodicidad es mensual y la oportunidad para hacer los ajustes es 
la presentación del informe del art. 14, inc. 12, 


Actos sujetos a autorización judicial. Se incluyen en esta catego- 
ría todos los actos no prohibidos que excedan la administración or- 
dinaria del giro del deudor. Éste es quien debe pedir la autoriza- 
ción. Luego de escuchado el consejo del síndico, el juez debe 
decidir concediendo o denegando la autorización. La resolución es 
inapelable. 


Art. 17.- Actos ineficaces. Los actos cumplidos 
en violación a lo dispuesto en el art. 16 son ineficaces 
de pleno derecho respecto de los acreedores. 
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Separación de la administración. Además, cuan- 
do el deudor contravenga lo establecido en los arts. 16 
y 25 o cuando oculte bienes, omita las informaciones 
que el juez o el síndico le requieran, incurra en false- 
dad en las que produzca o realice algún acto en perjui- 
cio evidente para los acreedores, el juez puede sepa- 
rarlo de la administración por auto fundado y designar 
reemplazante. Esta resolución es apelable al solo efec» 
to devolutivo, por el deudor. Si se deniega la medida 
puede apelar el síndico. 


El administrador debe obrar según lo dispuesto 
en los arts. 15 y 16. 


Limitación. De acuerdo con las circunstancias 
del caso, el juez puede limitar la medida a la desig- 
nación de un coadministrador, un veedor o un inter- 
ventor controlador, con las facultades que disponga. 
La providencia es apelable en las condiciones indica- 
das en el segundo párrafo. 

En todos los casos, el deudor conserva en for- 
ma exclusiva la legitimación para obrar, en los actos 
del juicio que, según esta ley, correspondan al con- 
cursado. 


Ineficacia. La realización de actos prohibidos o de actos suje- 
tos a autorización sin requerirla o después de denegada, acarrea como 
sanción Su ineficacia ¿ipso iure. El acto continúa siendo válido entre 
partes, pero es inoponible a los acreedores concurrentes. 


Separación de administración. Como sanción por la comisión 
de los actos previstos en esta parte del artículo, puede intervenirse 
judicialmente la administración del concursado, graduándose tal in- 
tervención desde la designación de un mero veedor hasta llegar a 
la separación del deudor con el nombramiento de un administrador 
judicial en reemplazo de aquél. 


Art. 18.- Socio con responsabilidad ilimitada. 
Efectos. Las disposiciones de los arts. 16 y 17 se 
aplican respecto del patrimonio de los socios con 
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responsabilidad ilimitada de las sociedades con- 
cursadas. 


El régimen de administración propio del concurso preventivo se 
aplica también a los socios ilimitadamente responsables de la socie- 
dad concursada —aunque ellos no estén en concurso, como medida 
cautelar ante la eventualidad de la quiebra indirecta de la sociedad 
que acarrearía la quiebra por extensión de sus socios ilimitadamente 
responsables (art. 160, LCQ). 


Art. 19.-— Intereses. La presentación del concur- 
so produce la suspensión de los intereses que deven- 
gue todo crédito de causa o título anterior a ella, que 
no esté garantizado con prenda o hipoteca. Los inte- 
reses de los créditos así garantizados, posteriores a 
la presentación, sólo pueden ser reclamados sobre las 
cantidades provenientes de los bienes afectados a la 
hipoteca o a la prenda. 


Deudas no dinerarias. Las deudas no dinerarias 
son convertidas, a todos los fines del concurso, a su 
valor en moneda de curso legal, al día de la presen- 
tación o al del vencimiento, si fuere anterior, a 0p- 
ción del acreedor. Las deudas en moneda extranjera 
se calculan en moneda de curso legal, a la fecha de 
la presentación del informe del síndico previsto en el 
art. 35, al solo efecto del cómputo del pasivo y de las 
mayorías. 


Quedan excluidos de la disposición precedente los 
créditos laborales correspondientes a la falta de pago 
de salarios y toda indemnización derivada de la re- 
lación laboral. [Párrafo incorporado por ley 26.684, 
art. 6%] 


Intereses. Las deudas del concursado, anteriores a su presenta- 
ción en concurso preventivo, “cristalizan” su importe a la fecha de la 
presentación, oportunidad a partir de la cual dejan de producir inte- 
reses. Se exceptúan de esta regla a los créditos con garantía pren- 
daria o hipotecaria. Éstos continúan generando réditos después del 
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concurso, pero los intereses posteriores a la presentación sólo” po- 
drían cobrarse si para ellos alcanzara el producto de la venta del 
bien gravado (sobre la manera de distribuir dicho producto, ver art. 
242, inc. 2 in fine, LCQ, aplicable analógicamente en el concurso 
preventivo). | 

El último párrafo del art. 19, incorporado —con discutible ubica- 
ción sistemática— por la ley 26.684, también exceptúa de la sus- 
pensión posconcursal de intereses a los créditos laborales correspon- 
dientes a la falta de pago de salarios y toda indemnización derivada 
de la relación laboral. Esta excepción, ahora de carácter legal, era 
reconocida por la jurisprudencia mayoritaria del país desde la vigen- 
cia de la anterior ley concursal 19.551. 


Deudas no dinerarias. La elección del momento en el cual debe 
hacerse la conversión incumbe al acreedor, quien ha de reclamarlo al 
pedir la verificación de su crédito. En defecto del ejercicio de la 
opción por el acreedor, el síndico hará la conversión en el informe 
individual de la manera más ventajosa para el concurso. 


Deudas en moneda extranjera. En el concurso preventivo, la 
conversión a moneda de curso legal (actualmente, pesos —$-) de las 
deudas en monedas extranjeras es al solo efecto de lograr una uni- 
dad de cuenta común que permita asignar un valor porcentual a cada 
crédito y al pasivo total, para así poder calcular las mayorías que se 
deben alcanzar para aprobar el acuerdo preventivo, 

Esto no importa una conversión forzosa y definitiva, a moneda 
local, de las deudas en moneda extranjera, puesto que es legalmente 
admisible que en el acuerdo preventivo se pacte el pago de estas 
deudas en su moneda de origen. 


El art. 765 del Cód. Civil y Comercial establece, ahora, que la 
obligación de dar moneda sin curso legal se considera como de dar 
cantidades de cosas “y el deudor puede liberarse dando el equivalen- 
te en moneda de curso legal”. A su vez, en lo que parecería ser una 
excepción a esa regla, el art. 1408 del mismo código prescribe que 
en el préstamo bancario de dinero, el prestatario se obliga a “su de- 
volución y al pago de los intereses en la moneda de la misma espe- 
cie, conforme con lo pactado”. Estas reglas han cambiado el régimen 
de cancelación de las deudas en moneda extranjera fuera del concur- 
so, al permitir la liberación del deudor que paga en moneda de curso 
legal (sin necesidad de justificar la imposibilidad de obtener la mo- 
neda extranjera). 
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En el concurso, el síndico ha de continuar haciendo la conver- 
sión en la fecha indicada en el art. 19 de la LCQ, y el monto resul- 
tante en moneda de curso legal servirá para calcular el pasivo y las 
mayorías. A los efectos del pago, habrá de estarse a lo que esta- 
blezca el acuerdo preventivo, que podría especificar el pago de cier- 
tas acreencias en moneda extranjera. Sin embargo, y acá quizá ra- 
dique el impacto de la nueva legislación civil, aun cuando el acuerdo 
preventivo estableciera prestaciones pagaderas en moneda extranjera, 
el deudor podría liberarse pagando en moneda local (art. 765, Cód. 
Civil y Comercial). En cuanto al acreedor por préstamo bancario, 
no podría invocar la excepción del art. 1408 del Cód. Civil y Comer- 
cial, si su crédito resulta incluido en el acuerdo, puesto que éste ha- 
bría novado la deuda originaria que tenía como causa a dicho présta- 
mo (art. 55, LCQ). 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


1. La suspensión de intereses, impuesta por el art. 20 de la ley 
19.551, no comprende las acreencias de naturaleza laboral y no libe- 
ra al deudor del pago del interés devengado en período posterior a 
la presentación en concurso preventivo (CNCom, en pleno, 2/11/89, 
“Seidman y Bonder SCA”, JA, 1989-1V-528). . 

2. Subsiste respecto de los casos regidos por la ley 24.522 la 
vigencia de la doctrina plenaria fijada por esta Cámara en “Seidman 
y Bonder SCA”, en virtud de la cual la suspensión de los intereses 
desde la presentación en concurso preventivo no rige respecto de las 
acreencias de origen laboral (CNCom, en pleno, 28/6/06, “Club Atlé- 
tico Excursionistas s/incidente de revisión promovido por Vitale, Oscar 
S, ED, 19/7/06). 


Art. 20. - Contratos con prestación recíproca pen- 
diente. El deudor puede continuar con el cumplimien- 
to de los contratos en curso de ejecución, cuando hu- 
biere prestaciones recíprocas pendientes. Para ello debe 
requerir autorización del juez, quien resuelve previa vista 
al síndico. La continuación del contrato autoriza al 
cocontratante a exigir el cumplimiento de las pres- 
taciones adeudadas a la fecha de presentación en con- 
curso bajo apercibimiento de resolución. 


5. TLA, Concursos y quiebras. 
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Las prestaciones que el tercero cumpla después 
de la presentación en concurso preventivo, y previo 
cumplimiento de lo dispuesto en este precepto, go- 
zan del privilegio previsto por el art. 240. La tra- 
dición simbólica anterior a la presentación, no impor- 
ta cumplimiento de la prestación a los fines de este 
artículo. 

Sin perjuicio de la aplicación del art. 753 del Cód. 
Civil, el tercero puede resolver el contrato cuando no 
se le hubiere comunicado la decisión de continuarlo, 
luego de los treinta días de abierto el concurso. Debe 
notificar al deudor y al síndico. 


Servicios públicos. No pueden suspenderse los 
servicios públicos que se presten al deudor por deu- 
das con origen en fecha anterior a la de la apertura del 
concurso. Los servicios prestados con posterioridad 
a la apertura del concurso deben abonarse a sus res- 
pectivos vencimientos y pueden suspenderse en caso 
de incumplimiento mediante el procedimiento pre- 
visto en las normas que rigen sus respectivas presta- 
ciones. 

En caso de liquidación en la quiebra, los créditos 
que se generen por las prestaciones mencionadas en el 
párrafo anterior gozan de la preferencia establecida 
por el art. 240. [Modificado por ley 26.684, art. 7] 


Contratos con prestación recíproca pendiente. Dentro de los 
treinta días hábiles judiciales que siguen a la sentencia de apertura, 
el deudor puede optar por cumplir el contrato con prestaciones recí- 
procas pendientes. Para ello, debe requerir —y obtener— la autoriza- 
ción del juez, quien se pronunciará tras haber dado vista al síndico, 
lo que no implica formar incidente, sino sólo escuchar la opinión 
técnica e imparcial del órgano del concurso, que debe ponderar la 
conveniencia (del cumplimiento contractual) para la continuación de 
las actividades del concursado y la protección de los acreedores. 

Autorizado el cumplimiento, se hará saber al cocontratante in 
bonis, quien puede aceptar sin más la continuación contractual o exi- 
gir, previamente, que se le cumplan las prestaciones adeudadas ante- 
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riores a la presentación en concurso. En este último caso, si el con- 
cursado no cumple esas prestaciones atrasadas se tendrá por resuelto 
el contrato. 

El art. 20 de la LCOQ remitía al hoy derogado art. 753 del Cód. 
Civil. Esta norma autorizaba al acreedor a exigir el pago antes del 
plazo, cuando el deudor se hiciese insolvente, formando concurso de 
acreedores. Por eso, pasados los primeros treinta días sin que el 
deudor hubiera optado por el cumplimiento, el tercero cocontratante 
podía optar por: 

a) Exigir el cumplimiento considerando a la obligación como 
de plazo vencido (art. 753, Cód. Civil), en cuyo caso el deudor —si 
desea cumplir— debería requerir autorización judicial previa igual que 
la explicada precedentemente. y 

b) Resolver el contrato, sin necesidad de requerir el previo 
cumplimiento, para lo cual debe notificar al concursado y al sín- 
dico. 

El Código Civil y Comercial de la Nación no contiene una nor- 
ma similar al derogado art. 753 del Cód. Civil, por lo cual la remi- 
sión del art. 20 de la LCQ no encuentra equivalente en la legislación 
civil actual. Por el contrario, el art. 353 del Cód. Civil y Comercial 
establece que el plazo de las obligaciones pendientes no caduca 
por efecto del concurso preventivo del deudor (ver el comentario al 
art. 32, LCQ). Actualmente, entonces, después de pasados los pri- 
meros treinta días sin que el deudor hubiera optado por el cumpli- 
miento, el tercero cocontratante cuya acreencia incumplida no estu- 
viera pendiente de plazo podrá: a) resolver el contrato sin necesidad 
de requerir el previo cumplimiento, para lo cual debe notificar al 
concursado y al síndico, o b) exigir el cumplimiento, en cuyo caso el 
deudor —-si desea cumplir— debe requerir autorización judicial previa, 
igual que la explicada precedentemente. Si el concursado no desea 
cumplir, no solicita o no obtiene autorización judicial, o en definiti- 
va no cumple, el contrato quedará resuelto. 


Servicios públicos. Si el concursado tuviese pendientes obliga- 
ciones en contraprestación de servicios públicos utilizados con ante- 
rioridad a la apertura concursal, los incumplimientos de pago no ha- 
bilitan a interrumpir la continuidad del servicio, que debe seguir 
prestándose, o rehabilitarse, si se hubiera interrumpido. La enti- 
dad prestadora del servicio público deberá solicitar el reconocimiento 
de su acreencia anterior al concurso, por las vías correspondientes 
(arts. 21 y 32, LCQ). 
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Después de abierto el concurso preventivo, la prestación de los 
servicios públicos, y su pago, se rigen por las normas extraconcursales. 
Por ello, si el concursado no paga, pueden aplicarse las reglas especí- 
ficas que habiliten a la entidad prestadora 2 interrumpir el servicio. 

Ver, en Apéndice, ley 11.672 (to. 1999), art. 42. 


Art. 21. — Juicios contra el concursado. La aper- 
tura del concurso produce, a partir de la publicación 
de edictos, la suspensión del trámite de los juicios de 
contenido patrimonial contra el concursado por causa 
o título anterior a su presentación, y su radicación en 
el juzgado del concurso. No podrán deducirse nue- 
vas acciones con fundamento en tales causas o títulos. 

Quedan excluidos de los efectos antes menciona- 
dos: 

1) Los procesos de expropiación, los que se fun- 
den en las relaciones de familia y las ejecuciones de 
garantías reales. 

2) Los procesos de conocimiento en trámite y los 
juicios laborales, salvo que el actor opte por suspen- 
der el procedimiento y verificar su crédito conforme 
lo dispuesto por los arts. 32 y concordantes. 

3) Los procesos en los que el concursado sea par- 
te de un litisconsorcio pasivo necesario. 

En estos casos los juicios proseguirán ante el tri- 
bunal de su radicación originaria o ante el que resulte 
competente si se trata de acciones laborales nuevas. 
El síndico será parte necesaria en tales juicios, excep- 
to en los que se funden en relaciones de familia, a 
cuyo efecto podrá otorgar poder a favor de abogados 
cuya regulación de honorarios estará a cargo del juez 
del concurso, cuando el concursado resultare conde- 
nado en costas, y se regirá por las pautas previstas en 
la presente ley. 


En los procesos indicados en los incs. 2 y 3 no 
procederá el dictado de medidas cautelares. Las que 
se hubieren ordenado, serán levantadas por el juez del 


$ 
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so, previa vista a los interesados. La sentencia 
Irá como título verifica- 


conti 
que se dicte en los xnismos val 
torio en el concurso. 


En las ¡jecuciones de garantías reales no se admi- 
tirá el remate de la cose gravada ni la adopción de 
medidas precautorias que impidan su uso por el deu- 
dor, si no se acredita haber presentado el pedido de 
verificación del crédito y su privilegio. [Texto según 
ley 26.086, art. 4%] 


Reglas generales. Este artículo regula ciertos efectos de la aper- 
tura concursal preventiva relacionados con los juicios contra el con- 
cursado. El texto en vigencia es el establecido por la ley 26.086, 
Este malhadado artículo sigue compuesto de una sintaxis laberíntica 
que poco contribiye a la claridad normativa. Esto no es nuevo, pues 
ha venido sucediendo al menos desde 1983, fecha en que la ley 
32.917 introdujo los primeros cambios al régimen originario de la 
ley 19.551. Lamentablemente, al legislarse en 2006 efectos dife- 
rentes en este aspecto del concurso preventivo, se ha perdido otra 
oportunidad de hacerlo con mejor redacción. —Tratemos, entonces, 
de poner algo de orden gramatical. mediante la interpretación de las 
reglas generales establecidas en los párrs. 1”, 2? y 5%, y de las excep- 
ciones dispersas en el resto del artículo, Advertimos que Ja significa- 
ción de las excepciones reduce el campo de aplicación de las reglas 
generales, casi con exclusividad, a los juicios de ejecución patrimonial, 
sin garantías reales, contra el concursado, ya que todos los procesos 
de conocimiento (expresión ésta suficientemente comprensiva de los 
ejemplos que, inútilmente, especifica el artículo, tales como los proce- 
sos de expropiación, los fundados en relaciones de familia y los juicios 
laborales) se excluyen de las reglas generales que pasamos a detallar, 


A nuestro juicio, las reglas generales emergentes de este artícu- 
lo son las siguientes: 

a) Suspensión del trámite de los juicios contra el concursado, 
en la medida en que la pretensión: )) tenga contenido patrimonial, y 
2) se sustente en causa o título anterior a la presentación en concur- 
so preventivo (art. 21, páre 19). 

b) Fuero de atracción del juez del concurso, que obliga a radi- 
car ante el respectivo juzgado concursal, todos los juicios suspendi- 
dos (art. 21, párr. 1 in fine). 
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c) Prohibición de deducir nuevas acciones contra el concutsa- 
do, en la medida en que la pretensión: 1) tenga contenido patrimo- 
nial, y 2) se sustente en causa o título anterior a la presentación en 
concurso preventivo (art. 21, párr. 29). 

Estas reglas o efectos (así los llama el art. 21) son densates y, 
en el actual régimen, tienen importantes excepciones. 


Campo de aplicación de las reglas generales. Los casos a los 
cuales se aplican las reglas generales, sin perjuicio de las excepcio- 
nes que luego analizamos, son los que enunciamos a continuación. 

En ptimer lugar, debe tratarse de juicios contra el concursado. 
Esto significa que, por definición, quedan excluidos del campo de 
aplicación de las reglas generales, tanto los procesos de jurisdicción 
voluntaria, como los juicios contenciosos en los que el concursado 
sea el actor. Los procesos de jurisdicción voluntaria no se incoan 
contra nadie. A su vez, si en un determinado proceso el concursa- 
do es el actor, el juicio no es contra él, a menos que el iemandado 
reconvenga, supuesto en que el concursado pasa a asumir tun rol acti- 
vo y pasivo, lo que haría encuadrar al caso dentro del concepto gene- 
ral. Sin embargo, al estar exceptuados de las reglas generales todos 
los procesos de conocimiento, la disquisición sobre el caso del con- 
cursado actor, reconvenido, ha pasado a ser más teórica que práctica, 


En segundo término, deben ser juicios de contenido patrimo- 
nial, La expresión legal que define la categoría de juicios sujetos a 
las reglas generales los que tuvieran contenido patrimonial- es de 
gran amplitud y, por ende, de no fácil delimitación. Esa expresión, 
sin embargo, no es nueva en la legislación concursal argentina. 
Interpretando anteriores versiones de ella, en general, la jurispruden- 
cia ha puesto el acento en el aspecto activo del patrimonio, señalan- 
do que ha de entenderse por juicio de contenido patrimonial todo 
aquel que pueda alterar la garantía común de los acreedores, con lo 
que quedan fuera de las reglas generales analizadas, los juicios en 
los que el patrimonio concursado, en su activo, no es agredido, A 
nuestro juicio, esa interpretación debe completarse con la referencia 
ineludible al pasivo patrimonial. Pensamos que, en este orden, tam- 
bién tienen contenido patrimonial los juicios cuyo propósito, es in- 
crementar el pasivo aunque, en lo inmediato, carecieran de intención 
agresiva sobre los bienes que componen el activo. Así, deben consi- 
derarse comprendidos en las reglas generales del artículo en análisis, 
todos los juicios a resultas de los cuales se pudiera llegar a incre- 
mentar el pasivo del deudor o a disminuir su activo. Consecuen- 
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temente, quedan excluidos de las reglas generales, por definición 
(insistimos, sin perjuicio de las demás exclusiones contempladas en 
las excepciones a las reglas generales, que más adelante estudia- 
mos), los procesos cuyo efecto económico final, cualquiera fuera el 
resultado del juicio, sería neutro sobre el patrimonio neto del con- 
cursado. 

Finalmente, debe tratarse de juicios por causa o título anterior 
a la presentación. Estrictamente, el concepto refiere a los juicios 
en los que se postulan pretensiones patrimoniales fundadas en causa 
o título anterior a la presentación del deudor en concurso preventivo, 
Todo el régimen del concurso preventivo está estructurado para pro- 
ducir efectos sólo con relación a los acreedores anteriores a la pre- 
sentación. De ahí que, por definición, los acreedores posteriores no 
resultan alcanzados por los efectos concursales y, por ende, tampoco 
por estas reglas generales. Por acreedor posterior debe entenderse 
aquel cuya causa y título fueran posteriores a la fecha de presenta- 
ción en concurso preventivo (la fecha de presentación judicial de la 
demanda de apertura concursal). Destacamos que hacemos uso ex- 
preso de la conjunción copulativa “y”, pues no basta, por ejemplo, 
con que solamente el título sea posterior, cuando la causa es anterior 
a la presentación. En tal caso, el acreedor es anterior y sujeto a los 
rigores concursales. Para quedar fuera de los efectos concursales, 
causa y título del crédito deben ser posteriores. El acreedor poste- 
rior, así entendido, puede accionar individualmente contra el concur- 
sado, sin restricciones de índole concursal, o puede pedir la quiebra 
del deudor en concurso. Esta solicitud de quiebra no es un pedido 
de quiebra indirecta (art. 77, inc. 1, LCQ), sino una solicitud de 
quiebra directa necesaria (art. 77, inc. 2), que dará origen a una ins- 
trucción prefalencial (arts. 80, 83 y ss.), donde el peticionante ha 
de probar los extremos propios de ésta. Si la quiebra a solicitud de 
acreedor posterior prospera, cesará el concurso preventivo y se debe- 
rán adecuar los trámites y créditos a la quiebra sobreviniente (arts. 
64 y 202). 


Desde cuándo rigen las reglas generales. Aunque las reglas 
generales se aplican a los acreedores anteriores a la presentación del 
deudor (fecha de interposición de la demanda de apertura concursal), 
ésta no produce efecto suspensivo alguno sobre los juicios contra el 
concursado ni sobre los actos de ejecución forzada de los bienes de 
él. El único efecto suspensivo que la presentación produce es sobre 
los pedidos de quiebra en trámite, según interpretación jurispru- 
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dencial del art. 10 de la LCQ. De acuerdo con la actual redacción 
del art. 21, los efectos previstos en las reglas generales rigen desde 
la publicación de edictos de la sentencia de apertura del concurso. 


Esos efectós son propios de la existencia de un proceso concursal ¡ 


(no de los trámites preliminares que se desarrollan entre la presenta- 
ción del deudor —arts. 10 y 11- y la decisión judicial de los arts. 13 
y 14), que sea conocido por los terceros a través de la publicación 
de los edictos (arts. 27 y 28). 

Desde la publicación de edictos cesa la competencia de los jue- 
ces que venían entendiendo en los juicios sujetos al fuero de atrac- 
ción, debiendo remitirse las actuaciones al juzgado concursal. Sin 
embargo, por desconocimiento o por cualquier otra razón, el juicio 
que debió ser atraído puede haber proseguido su tramitación ante el 
juzgado de radicación originaria. En tal supuesto, cabe preguntarse 
cuál es el efecto sobre los trámites cumplidos con posterioridad al 
momento en que comenzó a operar la regla (incumplida) del fuero 
de atracción. Si bien bajo la vigencia del Código Civil se registra- 
ron opiniones a favor de la nulidad de dichos trámites, con sustento 
en la norma de su art. 18, no hemos compartido esa tesitura puesto 
que pensamos que el problema debe resolverse con apoyo en princi- 
pios concursales, antes de acudir a otro cuerpo normativo. En tal 
sentido, nos parece apropiada la genérica regla concursal de inefica- 
cia de los actos irregulares, que limita la oponibilidad de los efectos 
de éstos con relación a los sujetos tutelados (los acreedores concu- 
rrentes en el proceso colectivo). Esta solución es más acorde al es- 
píritu de la normativa concursal y a los principios generales del de- 
recho y de la legislación falencial. También es más práctica. La 
nulidad dejaría sin efecto los trámites cumplidos, en tanto la inefica- 
cia sólo los hace inoponibles a quienes podrían ser perjudicados por 
ellos (los mencionados acreedores concurrentes), dejando subsistente 
la validez entre el actor y el concursado demandado. Ello se apre- 
cia como especialmente valioso y congruente con el principio de 
economía procesal, en ciertos casos en que la finalización del con- 
curso (p.ej., por desistimiento —art. 31-) hiciera posible que el actor 
continuase el juicio contra el ex concursado. 

Los edictos no se publican en una sola oportunidad o día (ver 
arts. 27 y 28), lo que lleva a preguntarse por la fecha precisa en que 
operan los efectos que establecen las reglas generales del artículo en 
comentario. Aunque la expresión de esta norma es de dudosa inte- 
ligencia, precisamente esa duda nos inclina a favor de una interpreta- 
ción que resguarde los derechos de los terceros. Por consiguiente, 
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pensamos que estos efectos se producen a partir de la última publi- 


cación del correspondiente edicto —según la jurisdicción de que se 
trate-, conforme al art. 27 o al 28, en su caso. En consecuencia, 
deben reputarse válidos los actos procesales cumplidos ante el juzga- 
do de origen, antes de la fecha de la última publicación de edictos 
apuntada. Esta interpretación, además, es la que mejor se acomoda 
al sistema de cálculo de los términos procesales en casos de notifica- 
ción por edictos que deben publicarse por más de un día. 


Hasta cuándo rigen las reglas generales. En principio, las re- 
glas generales del artículo en comentario rigen en tanto existe y sub- 
siste el concurso preventivo. Sin embargo, es preciso hacer algunas 
distinciones. 

Si el concurso preventivo termina por alguna de las causas de 
desistimiento (arts. 30 y 31, LCQ), los acreedores recuperan la posi- 
bilidad de seguir ejecutando los bienes del deudor y el fuero de 
atracción cesa de operar. 

Cuando fracasa el concurso preventivo por alguno de los su- 
puestos que imponen la declaración de quiebra indirecta (art. nm, 
inc. 1), el fuero de atracción continúa con similar alcance al del con- 
curso preventivo, por aplicación del art. 132. 

Si el concurso no tiene tropiezos y se homologa el acuerdo pre- 
ventivo, es preciso distinguir la situación de los acreedores compren- 
didos y los excluidos de dicho acuerdo: a) los acreedores privilegiados 
que no estuviesen alcanzados por los efectos de acuerdo preventivo 
alguno, pueden ejecutar la sentencia de verificación, sobre bienes del 
concursado y ante el juez que corresponda, después de homologado 
el o los acuerdos preventivos que no los comprenden (art. 57, LCQ), 
y b) los acreedores comprendidos en acuerdo preventivo homologa- 
do (arts. 56 y 57, LCQ) deben cobrar en los términos del concordato, 
pero si el deudor no cumple y no se declara la quiebra indirecta, 
aquéllos pueden ejecutar individualmente los bienes de éste. 

Después de homologado el acuerdo preventivo, el juez debe dar 
por finalizado el concurso (art. 59). Esta finalización no hace desa- 
parecer todos los efectos concursales, ya que hasta el cumplimiento 
definitivo del acuerdo puede llegar a declararse su nulidad o la quie- 
bra por incumplimiento y deben proseguirse ciertos trámites residua- 
les, como las pretensiones de reconocimiento de créditos, pendientes 
de resolución judicial (verificaciones de créditos tardías, recursos de 
revisión). De ahí que pueda sostenerse que si hubiera juicios de con- 
tenido patrimonial contra el concursado que ya estaban radicados y 
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proseguidos ante el juez del concurso, continuarían ante él des- 
pués de declarada la finalización del art. 59 de la LCQ. Pero 
los juicios de igual contenido, por causa o título anterior a la pre- 
sentación, que quisieran iniciarse recién después de finalizado el 
concurso preventivo (pora acción individual que corresponda 
—art. 56, párr. 5%), no estarán sujetos al fuero de atracción. Es 
que, finalizado el concurso preventivo, desaparece la razón de ser 
determinante de la excepcional atribución de competencia al juez 
concursal y se restauran las reglas comunes de competencia de los jue- 
ces naturales. 


Excepciones a las reglas generales. A continuación, el art. 21 
prescribe las excepciones a las reglas generales que el mismo artícu- 
lo viene de establecer con anterioridad. Esas excepciones se espe- 
cifican mediante la expresión “quedan excluidos de los efectos antes 
mencionados”. La exclusión es respecto de esos tres efectos, pues la 
enfática regla de exclusión! no distingue. Ergo, a las excepciones 
de los tres incisos que siguén no se les aplica ninguna de las tres re- 
glas generales que hemos explicado. 

Las pretensiones de contenido patrimonial que se sustentan en 
causa o título anterior a la presentación del deudor en concurso pre- 
ventivo, luego de la apertura y publicación de éste, pueden continuar 
ejerciéndose mediante la continuación de los trámites de los proce- 
sos de conocimiento existentes, o promoverse (deducirse) en juicios 
de conocimiento nuevos, sin que en ninguno de los casos opere el 
fuero de atracción del juzgado del concurso. 


Campo de aplicación de las excepciones. Esta excepción a las 
reglas generales tiene un campo de aplicación muy amplio, puesto 
que se aplica a todos los procesos de conocimiento, entre los cuales 
la ley ejemplifica (pues el género procesos de conocimiento los al- 
canza) varios Casos: 

a) Los procesos en que el Estado hace valer una pretensión de 
expropiación de un bien del concursado. 


b) Los procesos de contenido patrimonial contra el concursado 
en los cuales una relación familiar es conditio sine qua non del re- 
clamo. Por ejemplo, cualquier reclamo derivado del régimen de so- 
ciedad conyugal o la acción por división de ésta; los juicios funda- 
dos en la legítima sucesoria; el juicio de alimentos o litisexpensas; 
la rendición de cuentas exigida al padre usufructuario de los bienes 
de los hijos menores, etcétera. 
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e) Los procesos en los que se reclamen prestaciones de conteni- 
do patrimonial con sustento en normas de índole laboral, a raíz de 
una relación de dependencia, existente o pasada, entre el actor y el 
demandado en concurso (“juicios laborales”). 

La primera oración del párr. 6* del art, 21, además de confundir, 
sobreabunda. Si el acápite de las excepciones ya dice que ellas es- 
tán excluidas de los efectos antes mencionados, esto implica, por de- 
finición, que todas las excepciones (los tres incisos) están exentas de 
que se les apliquen todas las reglas generales “antes mencionadas” 
(en el párr. 1? del art. 21). De ahí que, respecto de esas excep- 
ciones, no hay suspensión de trámite, ni prohibición de promoción 
de nuevo juicio, ni fuero de atracción y, en consecuencia, los juicios 
exceptuados han de proseguir ante el tribunal de radicación origina- 
ria, o ante el que resulte competente, si se trata de juicios iniciados 
después de la apertura concursal y publicación de los respectivos 
edictos. 

Como se puede advertir, si todos los procesos de conocimiento 
de contenido patrimonial contra el concursado, más los procesos de 
ejecución de garantías reales (a los que posteriormente nos referimos 
con más detalle), están excluidos de las reglas generales del art, 21, 
el campo de aplicación de estas últimas estrecha sus límites casi 
con exclusividad a los procesos de ejecución (autónoma o para hacer 
efectivas las sentencias dictadas en procesos de conocimiento) en los 
que el actor no pretenda ejecutar una garantía real. 


El efecto principal de la norma actual. Ese campo de apli- 
cación de las reglas generales reduce su significado importante, por 
cierto- a lo que, curiosamente, la ley no dice: lo que no se puede 
hacer después de la publicación de edictos de la apertura concursal 
es ejecutar los bienes del concursado no afectados a garantías reales. 
Los procesos de conocimiento pueden proseguirse o iniciarse ante el 
juzgado originario, al igual que las ejecuciones de garantías reales. 
Las restantes ejecuciones, en cambio, por no estar dentro de las ex- 
cepciones, no pueden iniciarse ni proseguirse. Éste es el efecto fun- 
damental, diferencial, que el concurso produce sobre los aspectos de 
los derechos de los acreedores que regula el art. 21. 


Carga de verificar los créditos. La sentencia favorable a las 
pretensiones del actor constituye “título verificatorio en el concurso” 
(art. 21, párr. penúltimo). De ahí que cualquier acreedor que tenga 
un título ejecutivo deba verificar su crédito, aunque hubiera obtenido 
sentencia en juicio individual después de la apertura del concurso. 
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Esta sentencia no habilita el ingreso automático al pasivo concursal 
pues, aun contando con élla, ha de solicitarse verificación que, en la 
imayoría de los casos (si no en todos), ha de encarrilarse por el trá- 
mite establecido en el art. 56 de la LCQ. La posibilidad de que 
este acreedor pueda participar en la negociación del acuerdo preven- 
tivo —en el período de exclusividad o, en su caso, en el de salvataje— 
depende de que a la hora de quedar firme la respectiva sentencia es- 
tén aún abiertos los mencionados períodos. Si la demanda es recha- 
zada por sentencia firme, el actor queda definitivamente excluido de 
la posibilidad de participar en el concurso y de cobrar, sin que sea 
admisible ninguna otra vía posterior de reconocimiento concursal del 
crédito desestimado. 

Los acreedores con título ejecutivo que no sea una sentencia 
(pagaré, letra de cambio, cheque, etc.) o título ejecutorio (por sen- 
tencia obtenida antes de la apertura del concurso) deben también ve- 
rificar sus créditos, aunque, de ser diligentes, estos acreedores, en la 
mayoría de los casos, podrán hacer uso de la verificación tempestiva 
reglada en el art. 32 y ss. de la LCQ. 


Rol del síndico en los procesos de conocimiento de contenido 
patrimonial contra el concursado. En los juicios de conocimiento 
de contenido patrimonial, iniciados o proseguidos contra el concur- 
sado luego de la apertura del concurso, la ley establece la participa- 
ción necesaria del síndico. Esta participación no corresponde en 
los juicios que se funden en relaciones de familia. La ley no define 
qué rol incumbe al síndico en esos juicios, en los cuales el concursa- 
do sigue conservando la legitimación o capacidad procesal plena, a 
diferencia del quebrado, que la pierde como efecto del desapodera- 
miento (art. 110). 

En principio, tal intervención ha de ser igual a la prevista por el 
art. 56, párr. 9”, de la LCQ, para el supuesto de verificaciones tar- 
días en que se exige al síndico “emitir un informe una vez concluido 
el período de prueba”. En este informe, el síndico debe hacer un 
verdadero dictamen sobre la admisibilidad de las pretensiones del 
actor, su cuantía, privilegio, accesorios, etcétera. A tal fin, el síndi- 
co ha de ponderar los argumentos y las pruebas obrantes en el proce- 
so. A diferencia de la verificación tempestiva, donde el síndico 
tiene el deber de investigación reglado en el art. 33, en los juicios 
de conocimiento proseguidos el actor es quien tiene la carga proba- 
toria, según las reglas procesales ordinarias. Concluido el período 
de prueba --y producidos los alegatos de las partes, en su caso—, debe 
darse vista al síndico para la emisión del dictamen o informe sobre 
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el crédito. El juez puede fijar el plazo que estime adecuado; en de- 
fecto de determinación, se considera de cinco días hábiles judiciales 
(art. 273, inc. 1). 

El síndico puede otorgar poder a favor de abogados para actuar 
en esos juicios. La actuación por apoderado letrado no cambia el 
rol del síndico en estos procesos, ni el contenido del dictamen técni- 
co objetivo que debe producir. Al síndico no se lo llama a litigar 
en estas causas, sino a supervisarlas, al igual que todos los actos de 
administración ordinaria del concursado (art. 15). Si en estos pro- 
cesos continuados fuera del juzgado concursal, el síndico advierte 
que el concursado realiza o intenta realizar actos que excedan de la 
administración ordinaria de su giro comercial (art. 16, LCQ), deberá 
ponerlo en conocimiento del juez del concurso para que se tramite 
la respectiva autorización. Si el síndico nota que el deudor, a través 
de su actuación procesal en estos juicios, realiza o intenta realizar 
actos prohibidos (art. 16) o en perjuicio evidente para los acreedores, 
deberá solicitar al juez del concurso que separe al deudor de la ad- 
ministración de su patrimonio (art. 17). 


Participación eventual de los demás acreedores en los procesos 
de conocimiento proseguidos contra el concursado. En situación con- 
cursal del deudor, todos sus acreedores (o aspirantes a ser reconocidos 
como tales) tienen interés en controlar que la conformación del pasivo 
sea depurada y exacta, ya que en el eventual supuesto de transfor- 
mación del proceso preventivo en quiebra liquidativa, el porcentaje 
de distribución y cobro estará vinculado no sólo a la cuantía de los 
bienes liquidables (activo), sino también a la cantidad y monto de 
los acreedores concurrentes (pasivo). Ello justifica la existencia 
de mecanismos procesales de control recíproco entre los sujetos as- 
pirantes a la concurrencia, tales como las impugnaciones y observa- 
ciones previstas en los arts. 34 y 200, y las observaciones del art. 
218 de la LCQ. 


En el art. 21 no hay mención de esa posibilidad de control res- 
pecto de las actuaciones en los juicios de conocimiento proseguidos, 
por algunos acreedores, contra el concursado. Sin embargo, ese va- 
cío no puede llevar a la conclusión de que aquéllos están impedidos 
de dicha posibilidad de control, ya que son titulares del interés que 
determina la legitimación para obrar en tal sentido. El camino ri- 
tual para los que desean hacer uso de esa posibilidad de control está 
constituido por los mecanismos de intervención de terceros previstos 
en el respectivo código de rito del lugar del concurso. 
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Imposición de costas y regulación de honorarios en los proce- 
sos de conocimiento proseguidos contra el concursado. La imposi- 
ción de las costas a una u otra de las partes del juicio debe hacerse 
conforme al régimen procesal local. La regulación de los respecti- 
vos honorarios profesionales de los letrados que actúan en el proce- 
so, salvo el letrado del síndico, debe hacerla el juez del proceso de 
conocimiento, aplicando las normas arancelarias del lugar. 

Con relación a los honorarios, cabe advertir que, si el proceso 
no se inicia sino que se prosigue después de la apertura del concur- 
so preventivo, la causa de dichos honorarios es el trabajo desarrollado 
en juicio iniciado antes de la apertura del concurso. De esto se de- 
rivan dos consecuencias. Primero, que son créditos sujetos a los efec- 
tos del concurso (concurrentes), al ser de causa anterior a él, y, por 
tanto, estarán alcanzados por los términos del acuerdo preventivo. 
Segundo, que así como la sentencia dictada en el juicio de conoci- 
miento vale como título verificatorio de la pretensión del actor (si 
éste gana el juicio), la regulación de los honorarios devengados en 
ese proceso tiene igual efecto en orden al reconocimiento concursal 
del crédito de los profesionales titulares del estipendio; es necesario 
que ellos pidan —además y después— la verificación de dichos hono- 
rarios (art. 56). Estos honorarios no son gastos de administración y 
Justicia (art. 240), sino créditos contra el concursado, Asimismo, en 
principio y salvo previsión legal expresa en contrario (como sería el 
caso del art. 246, inc. 1 in fine), esos honorarios son créditos quiro- 
grafarios. 

La actuación del síndico dentro de los juicios de conocimiento 
proseguidos contra el concursado —emisión de informe o dictamen—, 
no se retribuye de manera autónoma ni segmentada de la regulación 
de honorarios general que le corresponde por la tarea global en el 
concurso preventivo. Es que dicho informe equivale y reemplaza al 
informe individual sobre los créditos del art. 35 (“el síndico deberá 
redactar un informe sobre cada solicitud de verificación en particu- 
lar, el que deberá ser presentado al juzgado”), que no tiene reconoci- 
da remuneración para cada una de las solicitudes dictaminadas. El 
informe producido dentro del proceso de conocimiento proseguido 
no importa mayor tarea sindical determinante de una remuneración 
separada, pues es evidente que si el informe se hace para el juicio 
continuado, no se hará en la oportunidad del art. 35 de la LCQ. 

En cuanto a los honorarios del letrado apoderado del síndico, 
deben ser a cargo de éste (art. 257), salvo que el juez del juicio de 
conocimiento los imponga al actor. Cuando esto último no ocurra, 
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la regulación de los honorarios de dicho letrado apoderado deberá 
hacerla el juez concursal, siguiendo los criterios generales de las re- 
gulaciones de honorarios en los concursos, establecidas en el art. 
265 y ss. de la LCQ. 


Ejecuciones de garantías reales. Los juicios de ejecución de 
garantías reales constituidas sobre bienes del concursado, están ex- 
cluidos de las reglas generales de suspensión del trámite, fuero de 
atracción y prohibición de promoción de juicios después de la aper- 
tura, notificada, del concurso preventivo, El acreedor titular de una 
garantía real sobre un bien del concursado puede iniciar la ejecu- 
ción, o proseguirla, ante el juez natural que corresponda, aun des- 
pués de abierto el concurso preventivo del otorgante de la garantía 
real. Los acreedores de esta clase son los únicos habilitados para 
llevar hasta la etapa final la ejecución de bienes de propiedad del 
deudor en situación de concurso preventivo. Esos acreedores pue- 
den, durante el concurso, agotar los trámites de la ejecución hasta la 
venta del bien gravado y la percepción del crédito sobre el producto 
obtenido. 

Ciertos aspectos de estas acciones de ejecución, sin embargo, 
pueden experimentar dos efectos suspensivos, uno automático y el 
otro por disposición judicial. 

El primero de esos efectos, que es automático, es la suspensión 
del remate del bien gravado —no del trámite del juicio de ejecución, 
y la inadmisibilidad de medidas precautorias que impidan al deudor 
usar dicho bien, hasta tanto el acreedor demuestre, en el trámite eje- 
cutivo, que ha presentado el pedido de verificación del crédito y su 
privilegio. Una vez que el actor en las ejecuciones de garantías 
reales cumpla su carga de solicitar verificación, no debe esperar a 
que ésta se resuelva para proseguir su juicio de ejecución y lograr 
el cumplimiento de las medidas cautelares respectivas, aunque éstas 
importen desposeer al concursado del bien gravado; basta, al efecto, 
justificar ante el juez de la ejecución que se presentó la solicitud de 
verificación al síndico (art. 32) o al juez del concurso (art. 56). 

El segundo efecto de suspensión de la subasta y las medidas 
cautelares que impidan al deudor el uso del bien gravado, a raíz de 
ejecuciones de garantías reales, no es automático, pues requiere or- 
den expresa del juez del concurso, por tiempo limitado y en las con- 
diciones establecidas por el art. 24 de la LCQ. 


Medidas cautelares. En los procesos de expropiación, en los 
fundados en relaciones de familia y en las ejecuciones de garantías 
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reales, pueden dictarse medidas cautelares sobre bienes del coricur- 
sado. En los demás juicios de conocimiento proseguidos contra 
éste, las medidas cautelares son improcedentes. Así lo establece el 
penúltimo párrafo del artículo en comentario, agregando que si se 
hubieran ordenado medidas cautelares en dichos procesos, el juez 
del concurso será el encargado de levantarlas, previa vista a los inte- 
resados. Los interesados en ese trámite de levantamiento son los 
que obtuvieron la medida cautelar, a quienes ha de ofrse a fin de re- 
solver lo que corresponda. Esta sustanciación imperativa de la so- 
licitud de levantamiento cautelar indica que el juez debe resolver 
según las circunstancias del caso y los argumentos que, al respon- 
der la vista, pudiera haber expuesto la persona que obtuvo la cautela. 
Cabe notar, sin embargo, que son pocos los argumentos conducentes 
para justificar una medida cautelar a favor de un acreedor que, de 
toda suerte, deberá percibir su crédito según las reglas concursales, 
El levantamiento de estas medidas cautelares halla fundamento en la 
circunstancia de que en el concurso los acreedores participan y co- 
bran según esas reglas y no según el criterio que orienta el reparto 
en la ejecución individual (prior in tempore, potior in dure; ver la 
“Introducción al estudio del derecho concursal”). Por consiguiente, 
puesto que en el concurso las medidas cautelares no otorgan situa- 
ción preferente alguna al acreedor que consiguió su despacho (art. 
745, párr. 2%, Cód. Civil y Comercial; ver comentario que precede al 
art. 139, LCQ) y, además, el patrimonio del deudor se halla bajo vi- 
gilancia del síndico (órgano de un proceso judicial) y sujeto a estric- 
tas limitaciones en cuanto a actos de administración y de disposición, 
es difícil concebir un argumento irrebatible que justifique, después 
de la apertura del concurso, mantener medidas cautelares trabadas a 
favor de estos acreedores. 


Liquidación del régimen patrimonial del matrimonio. El juez 
del proceso concursal es competente en la liquidación del régimen 
patrimonial del matrimonio si se ha declarado la quiebra O el con- 
curso de uno de los cónyuges (art. 717, párr. 2%, Cód. Civil y Co- 
mercial). 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


No corresponde regular honorarios al síndico ni a su letrado pa- 
trocinante por la labor desempeñada en la verificación tempestiva 
“de créditos, en la verificación tardía de créditos o en los juicios de 
conocimiento proseguidos a opción del actor conforme al art. 21, 
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inc. 1, segunda parte, de la ley 24.522, ni tampoco por las etapas re- 
cursivas de ninguno de esos trámites, ya fuera que las costas se im- 

usiesen o no al verificante (CCivCom Rosario, en pleno, 27/12/99, 
acuerdo 3/99, protocolo de Secretaría de Presidencia). 


Art. 22. - Estipulaciones nulas. Son nulas las 
estipulaciones contrarias a lo dispuesto en los arts. 
20 y 21. 


Las normas concursales prevalecen sobre las comunes. Tam- 
bién, por su carácter imperativo, tienen preeminencia sobre cualquier 
convención de partes que pudiera oponérseles. Este art. 22 es con- 
creción positiva de aquel principio concursal. 


Art. 23. - Ejecuciones por remate no judicial. Los 
acreedores titulares de créditos con garantía real que 
tengan derecho a ejecutar mediante remate no judi- 
cial bienes de la concursada o, en su caso, de los socios 
con responsabilidad ilimitada, deben rendir cuentas en 
el concurso acompañando los títulos de sus créditos y 
los comprobantes respectivos, dentro de los veinte días 
de haberse realizado el remate. El acreedor pierde a 
favor del concurso, el uno por ciento del monto de su 
crédito, por cada día de retardo, si ha mediado inti- 
mación judicial anterior. El remanente debe ser de- 
positado, una vez cubiertos los créditos, en el plazo 
que el juez fije. 

Si hubiere comenzado la publicación de los edic- 
tos que determina el art. 27, antes de la publicación 
de los avisos del remate no judicial, el acreedor debe 
presentarse al juez del concurso comunicando la fe- 
cha, lugar, día y hora fijados para el remate, y el bien 
a rematar, acompañando, además, el título de su cré- 
dito. La omisión de esta comunicación previa vicia 
de nulidad al remate. 

La rendición de cuentas debe sustanciarse por in- 
cidente, con intervención del concursado y del síndico. 


6. TLA, Concursos y quiebras. 
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Se refiere a los acreedores provistos con cualquier clase de ga- 
rantía real que, por disposición de las respectivas leyes que regulan 
esos créditos o garantías, pueden ejecutar el bien gravado sin necesi- 
dad de previo juicio. Así, por caso, el acreedor de una obligación 
con prenda común, no registrable, que puede ejecutar la cosa prenda- 
da de la manera regulada en el art. 2229 del Cód. Civil y Comer- 
cial, También pueden citarse ejemplificativamente otros supuestos 
que, sin requerir un juicio, exige algún tipo de actividad jurisdiccio- 
nal: el art. 39 de la ley de prenda registral, que establece la necesidad 
de orden judicial para obtener el secuestro, y el régimen especial de 
ejecución de hipotecas cuando se han emitido letras hipotecarias, 
previsto en el art. 52 y ss. de la ley 24,441. 


Art. 24. - Suspensión de remates y medidas pre- 
cautorias. En caso de necesidad y urgencia evidentes 
para el concurso, y con el criterio del art. 16, párr. fi- 
nal, el juez puede ordenar la suspensión temporaria 
de la subasta y de las medidas precautorias que impidan 
el uso por el deudor de la cosa gravada, en la ejecución 
de créditos con garantía prendaria o hipotecaria. Los 
servicios de intereses posteriores a la suspensión son 
pagados como los gastos del concurso, si resultare in- 
suficiente el producido del bien gravado. Esta sus- 
pensión no puede exceder de noventa días. 

La resolución es apelable al solo efecto devolutivo 
por el acreedor, el deudor y el síndico. 


El pedido de suspensión debe tramitarse ante el juez del concur- 
so y ser resuelto por éste, aunque los remates o medidas precautorias 
cuya suspensión se pretendan hayan sido ordenados por otros jueces; 
sólo el juez del concurso está en condiciones de apreciar la “conye- 
niencia para la continuación de las actividades del concursado y la 
protección de los intereses de los acreedores” (art. 16 in fine, LCQ). 

Los intereses devengados durante el lapso de la suspensión cons- 
tituyen un crédito del concurso, en el sentido del art. 240 de la LCQ. 


Art. 25, - Viaje al exterior. El concursado y, en 
su caso, los administradores y socios con responsabili- 
dad ilimitada de la sociedad concursada, no pueden 
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viajar al exterior sin previa comunicación al juez del 
concurso, haciendo saber el plazo de la ausencia, el 
que no podrá ser superior a cuarenta días corridos: 
En caso de ausencia por plazos mayores, deberá re- 
querir autorización judicial. 


Estas limitaciones se fundan en la necesidad de asegurar el buen 
desarrollo del proceso concursal; para ello, el deudor está obligado a 
brindar toda la información pertinente requerida por el juez o por el 
síndico (arts. 17, 274, inc. 1, y 275, inc 3, LCQ). 

El criterio para proveer favorablemente la autorización judicial, 
en caso de ausencia por plazo superior a cuarenta días, atenderá a la 
circunstancial y concreta innecesariedad de la presencia física del 
solicitante del permiso, a los fines informativos señalados. 

Por importar limitaciones a la garantía constitucional de entrar 
y salir libremente del país, estas reglas no son susceptibles de exten- 
sión analógica, y han de interpretarse con carácter restrictivo, 


CarítuLo MI 


TRÁMITE HASTA EL ACUERDO 


SeEccióN | 


NOTIFICACIONES 


Art. 26.- Regla general. Desde la presentación 
del pedido de formación de concurso preventivo, el 
deudor o sus representantes deben comparecer en se- 
cretaría los días de notificaciones. Todas las provi- 
dencias se consideran notificadas por ministerio de la 
ley, salvo que el compareciente deje constancia de su 
presencia y de no haber podido revisar el expediente, 
en el correspondiente libro de secretaría. 


Esta disposición resulta sobreabundante frente a la regla general 
establecida en el art. 273, inc. 5, de la LCQ. 


; 
; 
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Cuáles son los “días de notificaciones” y cómo funciona el “li- 
bro de secretaría” son cuestiones que se rigen por las leyes procesa- 
les del lugar del concurso (art. 278, LCQ). 


Art. 27.- Edictos. La resolución de apertura del 
concurso preventivo se hace conocer mediante edictos 
que deben publicarse durante cinco días en el diario 
de publicaciones legales de la jurisdicción del juzgado, 
y en otro diario de amplia circulación en el lugar del 
domicilio del deudor, que el juez designe. Los edic- 
tos deben contener los datos referentes a la identifi- 
cación del deudor y de los socios ilimitadamente res- 
ponsables; los del juicio y su radicación; el nombre y 
domicilio del síndico, la intimación a los acreedores 
para que formulen sus pedidos de verificación y el pla; 
zo y domicilio para hacerlo. | 


Esta publicación está a cargo del deudor y debe 
realizarse dentro de los cinco días de haberse notifica- 
do la resolución. 


La sentencia de apertura del concurso se notifica automática- 
mente al concursado, conforme al sistema del art. 26. A partir de 
entonces comienza a computarse el plazo de cinco días —hábiles ju- 
diciales— para que el deudor cumpla la carga de hacer publicar los 
edictos. Su incumplimiento apareja, como consecuencia, el desisti- 
miento prescripto en el art. 30 de la LCQ. 

La notificación por edictos de la sentencia de apertura concursal 
se impone por su efecto erga omnes. A su vez, la publicación de 
los edictos hace presumir el conocimiento erga omnes del concurso 
preventivo. 


Art. 28. - Establecimientos en otra jurisdicción. 
Cuando el deudor tuviere establecimientos en otra 
jurisdicción judicial, también se deben publicar edic- 
tos por cinco días, en el lugar de ubicación de cada 
uno de ellos y, en su caso, en el diario de publicacio- 
nes legales respectivo. El juez debe fijar el plazo para 
que el deudor efectúe estas publicaciones, el cual no 
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puede exceder de veinte días, desde la notificación del 
auto de apertura. 


Justificación. En todos los casos, el deudor debe 
justificar el cumplimiento de las publicaciones, median- 
te la presentación de los recibos, dentro de los plazos 
indicados; también debe probar la efectiva publicación 
úe los edictos, dentro del quinto día posterior a su 
primera aparición. 


Además de la publicidad de la sentencia de apertura concursal 
por los edictos que establece el art. 27 de la LCQ, la norma del art. 
28 contempla la posibilidad de que el concursado posea “estableci- 
mientos en otra jurisdicción judicial”. A ellos se refiere al imponer 
para el caso una publicación de edictos adicional. 

Técnicamente, la noción de “establecimiento” se corresponde 
con la de fondo de comercio o hacienda mercantil. En el caso que 
analizamos, sin embargo, refiere a una noción más amplia, coincidente 
con la de centro de operaciones (técnicas, industriales, comerciales, 
etc.) del concursado, de suficiente entidad como para haber generado 
alrededor (o a raíz) de ese “establecimiento”, acreedores en número o 
entidad que justifique una publicidad adicional de la apertura concursal, 

Tales “establecimientos” han de hallarse “en otra jurisdicción 
judicial”, es decir, en ámbito geográfico excluido de la competencia 
territorial del juez del concurso. Puede ocurrir que en esta jurisdic- 
ción el diario de publicaciones legales sea el mismo (por hallarse 
dentro de la misma provincia, por caso), y que también en él sea de 
amplia circulación el periódico ya designado para noticiar la apertu- 
ra concursal en el radio del juzgado del concurso. Ello haría inne- 
cesaria la duplicidad edictal pregonada por este art. 28. 

La exigencia del art. 28 cobra operatividad cuando no coinciden 
el diario de publicaciones legales de la jurisdicción del juzgado con- 
cursal (art. 27, LCQ) y el diario de publicaciones legales correspon- 
diente a la jurisdicción donde se hallan establecimientos del mismo 
concursado; y también, cuando el designado diario de amplia circu- 
lación en el primero de aquellos lugares no circulase O no tuviese 
circulación amplia en el segundo de ellos. 

Al igual que en el caso del art. 27 de la LCQ, es carga del deu- 
dor hacer publicar estos edictos complementarios de los regulados en 
aquella norma. Para eso, el concursado debe denunciar al tribunal 
la existencia de estos otros establecimientos ubicados en distinta ju- 
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risdicción, después de lo cual el juez ordenará las publicaciones, fi- 
jando plazo y diarios para cumplirlas. El plazo lo determina el juez 
concursal, y no puede exceder de veinte días (hábiles judiciales —art. 
273, inc. 2, LCQ-) “desde la notificación del auto de apertura”. 

La falta de cumplimiento de la carga de publicación acarrea el 
desistimiento del conculso preventivo (art. 30, LCQ). 


Art. 29. - Carta a los acreedores e integrantes del 
comité de control. Sin perjuicio de lo dispuesto en los 
arts. 27 y 28, el síndico debe enviar a cada acreedor de- 
nunciado y a los miembros del comité de control, carta 
certificada en la cual le haga conocer la apertura del 
concurso, incluyendo los datos sucintos de los requisi- 
tos establecidos en los incs. 1 y 3 del art. 14, su nombre 
y domicilio y las horas de atención, la designación del 
juzgado y secretatía actuantes y su ubicación y los de- 
más aspectos que estime de interés para los acreedores. 

La correspondencia debe ser remitida dentro de 
los cinco días de la primera publicación de edictos. 

La omisión en que incurra el síndico, respecto del 
envío de las cartas, no invalida el proceso. [Modifi- 
cado por ley 26.684, art. 8%] 


Es deber funcional del síndico la remisión de esta carta a las 
personas presuntamente acreedoras del concursado y a los miembros 
del comité de control designados en la sentencia de apertura del con- 
curso preventivo, según el art. 14, inc. 13, de la LCQ. Su omisión 
podrá hacer pasible al síndico de sanciones conforme al art. 255 de 
la LCQ, pero los acreedores o terceros no pueden prevalerse de esta 
falta de envío —o recepción, en su caso de la mentada carta para 
justificar su inacción o actuación tardía. 


SECCIÓN II 
DESISTIMIENTO 


Art. 30.- Sanción. En caso de que el deudor no 
cumpla lo dispuesto en los incs. 5 y 8 del art. 14 y en 
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los arts. 27 y 28 primer párrafo, se lo tiene por de- 
sistido. 


El artículo contempla los casos de frustración del concurso pre- 
ventivo, en las etapas liminares de este proceso, que no aparejan 
su conversión en quiebra indirecta, sino tan sólo el “desistimiento” 
como sanción por el incumplimiento de las cargas allí enunciadas. 

La consecuencia de este desistimiento se describe en el art. 31, 
párr. último, de la LCQ. 


Art. 31. - Desistimiento voluntario. El deudor 
puede desistir de su petición hasta la primera publi- 
cación de edictos, sin requerir conformidad de sus 
acreedores. 

Puede desistir, igualmente, hasta el día indicado 
para el comienzo del período de exclusividad previsto 
en el art. 43 si, con su petición, agrega constancia 
de la conformidad de la mayoría de los acreedores 
quirografarios que representen el 75% del capital qui- 
rografario. Para el cálculo de estas mayorías se tie- 
nen en cuenta, según el estado de la causa: a los acree- 
dores denunciados con más los presentados a verificar, 
si el desistimiento ocurre antes de la presentación del 
informe del art. 35; después de presentado dicho in- 
forme, se consideran los aconsejados a verificar por 
el síndico; una vez dictada la sentencia prevista en el 
art. 36, deberán reunirse las mayorías sobre los crédi- 
tos de los acreedores verificados o declarados admisi- 
bles por el juez. Si el juez desestima una petición de 
desistimiento por no contar con suficiente conformidad 
de acreedores, pero después ésta resultare reunida, sea 
por efecto de las decisiones sobre la verificación o 
por nuevas adhesiones, hará lugar al desistimiento, y 
declarará concluido el concurso preventivo. 


Inadmisibilidad. Rechazada, desistida o no rati- 
ficada una petición de concurso preventivo, las que se 
presenten dentro del año posterior no deben ser admi- 
tidas, si existen pedidos de quiebra pendientes. 
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Desistimiento “ad nutum”. Mientras no hubiera comenzado la 
publicación de los edictos de la apertura concursal preventiva, es 
admisible el desistimiento ad nutum. Consiste en la sola manifesta- 
ción del deudor de poner punto final a su concurso, formalmente ex- 
presada por escrito ante el juez concursal. No requiere explicacio- 
nes adicionales, ni acreditar que el estado de cesación de pagos ha 
desaparecido (o que nunca existió), ni justificar que se ha logrado 
conformidad alguna de acreedores. Es, así, un desistimiento sin 
aditamentos o desnudo. 


Acuerdos paraconcursales que posibilitan concluir el concurso 
preventivo. Aun después de abierto el concurso y publicados los 
edictos pertinentes, el concursado puede celebrar (extrajudicialmen- 
te) acuerdos con sus acreedores que, de ser aprobados por ciertas 
mayorías legalmente establecidas y acompañarse al juicio antes del 
comienzo del período de exclusividad (art. 43, LCQ), permiten poner 
fin al concurso con los efectos propios del desistimiento, 


La oportunidad de estos acuerdos comprende el primer tramo 
del proceso preventivo concursal y se cierra al iniciar su período de 
exclusividad. 

En cuanto a la forma, estos acuerdos se celebran extrajudicial- 
mente, por lo cual deben instrumentarse de manera que al ser presen- 
tados al juicio concursal no ofrezcan dudas sobre su autenticidad. 
En tal sentido, pensamos que deben aplicarse analógicamente las exi- 
gencias del art. 70 de la LCQ. 

El contenido de estos acuerdos es absolutamente libre. Es más, 
ni siquiera es preciso ponerlo de manifiesto al tribunal, bastando 
acreditar ante éste la “constancia de la conformidad de las mayorías” 
de acreedores (legalmente establecidas: art. 31, LCQ), conformidad 
que debe ser expresa para el levantamiento del estado concursal. 

Las mayorías para obtener el resultado de la conclusión del con- 
curso preventivo, mediante estos acuerdos paraconcursales, varían se- 
gún el momento o estadio procesal en que se los quiera hacer valer: 


a) Antes de la presentación del informe individual (art. 35, LCQ), 
se calcula teniendo en consideración a los acreedores denunciados 
(art. 11, inc. 5, LCQ) más los acreedores presentados a verificar 
(art. 32, LCQ). 


b) Después del informe individual y antes de la resolución judi- 
cial sobre las acreencias (art. 36, LCQ), el cálculo se hace sobre la 
base de los créditos aconsejados a verificar por el síndico. 
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c) Luego de dictada la resolución judicial del art. 36 de la LCQ, 
las mayorías deben reunirse sobre los créditos verificados y declara- 
dos admisibles. 

En cualquier oportunidad, la conformidad debe prestarla “la má- 
yoría de los acreedores quirografarios que representen el 75% del 
capital quirografario” (art. 31, LCO). No se exige mayoría absolutd, 
como en los casos de los arts. 45, 47, 48 y 73 de la LCQ. Síguese 
de ello que para estos acuerdos paraconcursales del art. 31 de la 
LCO, cualquier mayoría simple de personas es suficiente, en la me- 
dida que esté representado el 75% (tres cuartos) del capital quirogra- 
fario computable. 


Efectos de los acuerdos paraconcursales. En cuanto a los 
efectos de estos acuerdos, puede señalarse: 


a) Permiten concluir el concurso preventivo anticipadamente, 
bajo la forma de desistimiento voluntario. De ahí que no corres. 
ponda aplicar el período de inhibición regulado en el art. 59 in fins 
de la LCQ, sino la limitación ulterior menos severa del último párra- 
fo del art. 31 de la LCQ: inadmisibilidad de otra petición concursal 
preventiva en el año siguiente, si existieren pedidos de quiebra pen- 
dientes. Cabe destacar que aun declarada la quiebra de un sujeto 
que hubiera concluido un anterior concurso preventivo mediante es- 
tos acuerdos paraconcursales, dicha quiebra podría ser convertida 
en concurso preventivo, al no estar excluida dicha posibilidad en la 
norma pertinente (art. 90, LCQ). 

b) Lo acordado por el deudor con sus acreedores para lograr la 
conformidad de éstos a fin de desistir del concurso preventivo, sólo 
obliga a quienes han suscripto la respectiva conformidad. Para los 
terceros es res inter alios y, a diferencia del acuerdo preventivo (art. 
$6, LCQ), no se les aplica efecto alguno. 

c) No exigen respeto a la igualdad, ni siquiera entre acreedores 
de igual categoría o clase. 

d) El eventual incumplimiento de los términos de estos acuer- 
dos paraconcursales no provoca la quiebra indirecta. El concurso 
ha concluido y, en todo caso, el incumplimiento eventualmente habi- 
litará a solicitar la quiebra directa del deudor. 

e) Carecen per se del efecto novatorio “concursal” que el art. 
55 de la LCO asigna al acuerdo preventivo. 

f) En caso de ulterior quiebra del deudor, estos acuerdos para- 
concursales no tienen oponibilidad mejorada; la previsión del art. 
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121 de la LCQ no parecería aplicable a estos acuerdos paracon- 
cursales. 

2) Cuando estos acuerdos paraconcursales reúnen las exigencias 
formales y las mayorías propias de los acuerdos preventivos extra- 
judiciales (art. 69 y ss., LCQ). pueden someterse a homologación ju- 
dicial. Lograda ésta, se convierten en verdaderos acuerdos preventi- 
vos con los efectos establecidos por el art. 76 de la LCQ. 


Inadmisibilidad de concurso preventivo ulterior. En los casos 
de falta de ratificación de la solicitud de concurso (exigida en los 
arts. 6% a 8” de la LCQ), desistimiento en cualquiera de sus variantes 
(arts. 30 y 31, LCQ), o rechazo de la apertura concursal (art. 13, 
LCQ), cualquier solicitud ulterior de concurso preventivo del mismo 
sujeto, formulada durante el año siguiente, debe ser liminarmente 
desestimada si existieran pedidos de quiebra pendientes. 

Los pedidos de quiebra pendientes pueden haber sido iniciados 
antes o después de la solicitud del primer concurso fracasado o de su 
conclusión. Lo determinante es que dichas solicitudes de quiebra 
estuvieran pendientes de resolución al tiempo de solicitarse un nuevo 
concurso preventivo dentro del año posterior al fracaso del anterior. 

El plazo del año posterior se cuenta desde que quedó firme la 
resolución judicial que tuvo por rechazada, desistida o no ratificada 
la petición del concurso preventivo anterior (ver arts. 6% a 8% 13; 14, 
incs. 5 y 8; 27; 28; 30 y 31, LCQ). 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


La locución “pedidos de quiebra pendientes” contenida en el 
art. 31 in fine de la ley 24.522 alude exclusivamente a los presenta- 
dos antes de la primera petición de concursamiento (CNCom, en ple- 
no, 22/12/97, “Farmacia Gala SCS”, JA, 1998-1-108). 


Sección HI 


PROCESO DE VERIFICACIÓN 


Art..32.- Solicitud de verificación. Todos los 
acreedores por causa o título anterior a la presenta- 
ción y sus garantes, deben formular al síndico el pedi- 
do de verificación de sus créditos, indicando monto, 
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causa y privilegios. La petición debe hacerse por es- 
crito, en duplicado, acompañando los títulos justifica- 
tivos, con dos copias firmadas y debe expresar el do- 
micilio que mati as a todos los efectos del juicio, 
El síndico devuelve los títulos originales, dejando en 
ellos constancia del pedido de verificación y su fecha. 
Puede requerir la presentación de los originales, cuan- 
do lo estime conveniente. La omisión de presentarlos 
obsta a la verificación. 


Efectos. El pedido de verificación produce los 
efectos de la demanda judicial, interrumpe la prescrip- 
ción e impide la caducidad del derecho y de la ins- 
tancia. 


Arancel. Por! cada solicitud de verificación de 
crédito que se presente, el acreedor, sea tempestivo, 
incidental o tardío, pagará al síndico un arancel equi- 
valente al 10% del salario mínimo vital y móvil que se 
sumará a dicho crédito. El síndico afectará la suma 
recibida a los gastos que le demande el proceso de ve- 
rificación y confección de los informes, con cargo de 
oportuna rendición de cuentas al juzgado, quedando 
el remanente como suma a cuenta de honorarios a re- 
gularse por su actuación. Exclúyase del arancel a los 
créditos de causa laboral, y a los equivalentes a me- 
nos de tres salarios mínimos vitales y móviles, sin ne- 
cesidad de declaración judicial. [Modificado por ley 
27.170, art. 19) 


Finalidad y caracteres. El Mdamado proceso de verificación tie- 
ne por finalidad obtener el reconocimiento de la legitimidad de las 
acreencias, así como la graduación de ellas (quirografaria o privile- 
giada). Los titulares de créditos contra el concursado persiguen el 
propósito de ser considerados acreedores concurrentes, esto €s, 
acreedores habilitados para participar en el concurso, decidir sobre 
la propuesta de acuerdo y. en última instancia, cobrar, 


Es éste un trámite propio de los procesos concursales, típico de 
ellos, en principio igual para todos los acreedores, cualquiera fuese 


pr 
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la naturaleza de sus créditos o de los títulos en que estuviesen ins- 
trumentados. 


Créditos sujetos a verificación. Todo acreedor que quiere in- 
gresar al concurso debe necesariamente —como regla— acudir a la ve- 
rificación de créditos. Dicha regla tiene, como casi todas, sus excep- 
ciones, la principal de las cuales se halla en el art. 16 (pronto pago 
de créditos laborales). 

Sólo deben (en el sentido jurídico de carga) concurrir a verifi- 
car sus créditos los acreedores del concursado cuyas acreencias 
fueran de causa anterior a la presentación de éste en concurso pre- 
ventivo (aunque el título de la obligación exprese una fecha pos- 
terior). 


Créditos eventuales, También pueden solicitar verificación even- 
tual o preventiva, los garantes de las deudas del concursado que tu- 
vieran la posibilidad de repetir contra él en caso de tener que afron- 
tar el pago al tercero. El art. 2028 del Cód. Civil establecía que si 
el deudor quebrase antes de pagar la deuda afianzada, el fiador tenía 
derecho a ser admitido preventivamente en el pasivo de la masa con- 
cursada. Esa regla parecería no estar reproducida de manera idénti- 
ca en ningún artículo del Código Civil y Comercial. Tal omisión, 
sin embargo, no cambia la regla concursal que impone a los garan- 
tes la verificación de sus créditos eventuales contra el deudor (en 
concurso o quiebra) por quien prestaron la garantía. Aunque, con- 
forme al art. 1586, el concurso o la quiebra del deudor principal no 
haga inmediatamente exigible la obligación del fiador (salvo pacto 
en contrario), éste puede verificar el crédito que eventualmente 
tendría contra el concursado, en caso de hacerse efectiva la garan- 
tía y pagar al acreedor. Esta solución es congruente con la pérdi- 
da de la posibilidad del fiador de invocar el beneficio de excusión 
si el deudor principal se ha presentado en concurso preventivo o 
ha sido declarada su quiebra (art. 1584, inc. a, Cód. Civil y Co- 
mercial). 

La verificación del crédito eventual del garante sólo tiene en 
mira la posibilidad de que dicho crédito se convierta en actual —por 
pago del garante al tercer acreedor durante el concurso, en cuyo 
caso el garante sustituye al tercer acreedor en el ejercicio de los de- 
rechos partinentes (según fuera el tipo de garantía, la cuantía del 
pago efectuado por el garante y el estado procesal del concurso pre- 
ventivo a la hora en que el garante pase a ocupar la posición de 
acreedor actual frente al concursado). 
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Créditos pendientes de plazo. El art. 353 del Cód. Civil y Co- 
mercial establece que la apertura del concurso (preventivo) del obli- 
gado al pago no hace caducar el plazo de la obligación, sin perjuicio 
del derecho del acreedor a verificar su DA me y a todas las conse- 
cuencias previstas en la legislación concursal. 

Esta norma despeja la anterior duda qle existía sobre la acele- 
ración de las obligaciones en el concurso preventivo, que la ley 
concursal establece expresamente sólo para el caso de quiebra del 
deudor (art. 128, LCQ). Ahora, conforme al art. 353 del Cód. Civil 
y Comercial, el plazo de las obligaciones pendientes no caduca por 
efecto del concurso preventivo, pero esas obligaciones quedan suje- 
tas a todas las consecuencias previstas en la legislación concursal 
(v.gr., suspensión de intereses, novación por efecto del acuerdo). El 
acreedor de una obligación aún no exigible participa del concurso 
preventivo, para lo cual la ley reconoce que tiene “derecho” (rectins, 
“carga”) a verificar el crédito pendiente dé plazo. Si el crédito es 
verificado o admitido, se computa a los efedtos del cálculo del pasivo 
y de las mayorías, y el titular de la acreencia a plazo puede votar el 
acuerdo. Aunque no se solicite la verificación de un crédito cuyo 
plazo estuviera pendiente, quedará sujeto a todos los efectos del 
acuerdo homologado (art. 56, LCQ), incluido el efecto novatorio que 
estipula el art. 55 de la LCQ. 

Si el concurso se tiene por desistido (art. 31, LCQ), la subsis- 
tencia del plazo determina que la obligación no puede exigirse hasta 
el vencimiento. 

Tampoco podría exigirse, después de la homologación del acuer- 
do preventivo, un crédito privilegiado pendiente de plazo y no in- 
cluido en el acuerdo, pues tal acreencia no resulta novada por efec- 
tos del art. 55 de la LCQ. Pero si hay quiebra indirecta, todos los 
créditos, incluidos los privilegiados con plazo pendiente, se aceleran 
por efecto del art. 128 de la LCQ, y del art. 353, parte 1", del Cód. 
Civil y Comercial. 

La subsistencia del plazo de la obligación a cargo del concursa- 
do tiene también relevancia en el régimen de los contratos con pres- 
taciones recíprocas pendientes, donde ya no rige la solución del art. 
753 del Cód. Civil (ver comentario al art. 20, LCQ). 


Créditos posteriores al concurso. Los acreedores posteriores a 
la presentación están excluidos de la carga de verificar y del concur- 
so en sí, porque a ellos no les alcanzan los efectos de la apertura 
concursal. Por consiguiente, pueden iniciar o proseguir sus juicios 
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individuales contra el concursado, e incluso pedir la quiebra dirécta 
necesaria de éste, sin que su accionar pueda suspenderse por el con- 
curso anterior (ver arts. 16 y 21, inc. 3, LCQ). 


Gastos de conservación y justicia. Tampoco deben verificarse 
los créditos por gastos de conservación y de justicia, cuyo pago debe 
hacerse cuando resulten exigibles (art. 240, LCQ). Si el pago fuese 
rehusado e hiciera falta algún debate sobre su procedencia, exten- 
sión, etc., el juez del concurso instrumentará el carril procesal ade- 
cuado al efecto. 


Verificación tempestiva y verificación tardía de créditos, A par- 
tir de este art. 32 de la LCQ se regula la verificación tempestiva, O 
sea, la solicitada dentro del plazo fijado en la sentencia de apertura 
concursal. Vencido ese término, la verificación es considerada tar- 
día y se rige por el art. 56 de la LCQ. 

Solicitar verificación es, técnicamente, una carga procesal. De 
su incumplimiento se derivan varias consecuencias desfavorables 
para quien no levantó la carga: el riesgo de que prescriba el derecho 
del acreedor no concurrente o de que caduque la instancia del proce- 
so pendiente contra el concursado; la posible caducidad del derecho, 
cuando su subsistencia depende de ciertos actos no factibles de ser 
cumplidos en estado concursal del deudor; la imposibilidad de acce- 
der al concurso para participar plenamente de él, decidir sobre la 
propuesta, cobrar. 

Si bien la falta de concurrencia no extingue per se el crédito, 
debe tenerse muy en consideración el acortamiento de la prescrip- 
ción de las acciones del acreedor producido por el concursamiento 
de su deudor (art. 56, LCQ), lo cual, en los hechos, puede equivaler 
muchas veces a la extinción creditoria por falta de verificación tem- 
pestiva, o tardía, en el plazo señalado en dicho artículo. 


La imposición de expresar y probar la causa del crédito, aun 
cuando la verificación se sustentara en títulos abstractos (como el 
cheque, el pagaré, la letra de cambio o la factura conformada), muy 
extendida en doctrina judicial a partir de la jurisprudencia plenaria 
capitalina, viene experimentando ciertos recortes y renovadas inter- 
pretaciones más flexibles en la exigencia probatoria, con el propósito 
de evitar el dejar fuera del pasivo a muchos acreedores verdaderos, 
pero escasamente documentados. 


Las solicitudes tempestivas de verificación se presentan al sín- 
dico, en su oficina, Este es el lugar donde, además, deben concu- 
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trrir a informarse el concursado y todos los solicitantes de verificación 
acerca de las restantes solicitudes, a fin de ejercer —eventualmente— 
control sobre ellas. Prácticamente toda la tramitación de la verifi- 
cación tempestiva de créditos se desenvuelve fuera del ámbito tri- 
bunalicio, ya que la presentación del informe individual se hace 
después de haberse formulado observaciones e impugnaciones entre 
el concursado y los cosolicitantes de verificación tempestiva. Ello 
explica el arancel que debe abonar cada peticionario de verificación 
=salvo los excluidos en la parte última del artículo-- a cuenta de gastos 
y honorarios de la sindicatura. También determina que el síndico 
(durante este período y hasta que hubiera presentado el informe del 
art. 35, LCQ) debe tener oficina abierta al público en los horarios 
que determine la reglamentación que al efecto dictará la cámara de 
apelaciones respectiva (art. 275, inc. 7, LCQ). Igualmente, es lo 
que justifica las facultades y deberes del síndico, mencionados en el 
art4275, inc. 8, de la LCQ, y en los arts. 33 y 34 de la misma ley. 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


1. El solicitante de verificación en concurso, con fundamento 
en pagarés con firma atribuida al fallido, debe declarar y probar la 
causa, entendiéndose por tal las circunstancias determinantes del 
acto cambiario del concursado, si el portador fuese su beneficiario 
inmediato, o las determinantes de la adquisición del título por ese 
portador, de no existir tal inmediatez (CNCom, en pleno, 26/12/79, 
“Translínea SA c/Electrodinie SA”, JA, 1980-1-594; LL, 1980-A-332, 
y ED, 85-520). 

2. El solicitante de verificación en un concurso, con funda- 
mento en un cheque, debe declarar y probar la causa, entendiéndose 
por tal las circunstancias determinantes del libramiento por el con- 
cursado, si el portador fuese su beneficiario inmediato, o las determi- 
nantes de la adquisición del título por ese portador, de no existir tal 
inmediatez (CNCom, en pleno, 19/6/80, “Difry SRL”, JA, 1980-IU- 
169; LL, 1980-C-78, y ED, 88-583). 


Art. 32 bis. - Verificación por fiduciarios y otros 
sujetos legitimados. La verificación de los créditos 
puede ser solicitada por el fiduciario designado en 
emisiones de debentures, bonos convertibles, obliga- 
ciones negociables u otros títulos emitidos en serie; y 
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por aquel a quien se haya investido de la legitimación” 
o de poder de representación para actuar por una co- 
lectividad de acreedores. La extensión de las atribu- 
ciones del fiduciario, del legitimado o del representan- 
te se juzgará conforme a los contratos o documentos 
en función de los cuales haya sido investido de la cali- 
dad de fiduciario, legitimado o representante. No se 
exigirá ratificación ni presentación de otros poderes. 

[Incorporado por ley 25.589, art. 14] 


Este artículo, introducido en la legislación concursal por la ley 
25.589, llena el vacío legislativo que se creó en el sistema normati- 
vo argentino cuando la ley 24,522 fue sancionada sin regular el 
problema de la concurrencia de los acreedores debenturistas (como 
lo hacía la ley 19.551), titulares de obligaciones negociables o tene- 
dores de bonos u otros títulos emitidos en serie. 

La regla contempla con amplitud la legitimación activa para la 
verificación de los créditos de los acreedores mencionados más arri- 
ba. No sólo el fiduciario, sino también cualquier sujeto investido 
de legitimación o poder de representación por sus respectivos repre- 
sentados o por la colectividad de acreedores respectiva, pueden soli- 
citar la verificación de las pertinentes acreencias. 

Se otorga al juez gran amplitud de admisibilidad de la legitima- 
ción activa del solicitante, ya que no cabe requerir a éste ni ratifi- 
cación de su carácter ni presentación de otros poderes más allá de la 
documentación que exhiba y justifique su calidad de fiduciario, le- 
gitimado o representante de la colectividad de acreedores respectiva. 
Por fin, sobre la base de las constancias emergentes de tal documen- 
tación ha de juzgarse la extensión de las atribuciones de aquél. 


Art. 33.- Facultades de información. El síndi- 
co debe realizar todas las compulsas necesarias en los 
libros y documentos del concursado y, en cuanto co- 
rresponda, en los del acreedor. Puede, asimismo, va- 
lerse de todos los elementos de juicio que estime útiles 
y, en caso de negativa a suministrarlos, solicitar del 
juez de la causa las medidas pertinentes. 

Debe conservar el legajo por acreedor presentado 
por el concursado, incorporando la solicitud de verifi- 
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cación y documentación acompañada por el acreedor, 
y formar y conservar los legajos correspondientes a 
los acreedores no denunciados que soliciten la verifi- 
cación de sus créditos. En dichos legajos el síndico 
deberá dejar ón de las medidas realizadas. 


Í 

El síndico debe agotar los medios de investigación idóneos para 
formarse una opinión cabal y fundada de cada crédito, a fín de vol- 
carla luego como dictamen en el informe individual (art. 35, LCQ). 

Para cada crédito ha de formarse un legajo o expediente separa- 
do. Éste se inicia con el legajo que debió presentar el deudor res- 
pecto de cada acreedor denunciado (art. 11, inc. 5, LCQ) o, en su 
defecto, con la solicitud de verificación de cada acreedor no denun- 
ciado por el deudor en su presentación, 


Art. 34, r Período de observación de créditos. Du- 
rante los diez días siguientes al vencimiento del plazo 
para solicitar la verificación, el deudor y los acreedo- 
res que lo hubieren hecho podrán concurrir al domici- 
lio del síndico, a efectos de revisar los legajos y for- 
mular por escrito las impugnaciones y observaciones 
respecto de las solicitudes formuladas. Dichas im- 
pugnaciones deberán ser acompañadas de dos copias 
y se agregarán al legajo correspondiente, entregando 
el síndico al interesado constancia que acredite la re- 
cepción, indicando día y hora de la presentación. 

Dentro de las cuarenta y ocho horas de vencido 
el plazo previsto en el párrafo anterior, el síndico pre- 
sentará al juzgado un juego de copias de las impugna- 
ciones recibidas para su incorporación al legajo pre- 
visto en el art. 279. 

Los trabajadores de la concursada que no tuvie- 
ren el carácter de acreedores tendrán derecho a revi- 
sar los legajos y ser informados por el síndico acer- 
ca de los créditos insinuados. [Párrafo incorporado por 
ley 26.684, art. 99] 


Después de vencido el plazo para solicitar verificación, fijado 
en la sentencia de apertura concursal (art. 14, inc. 3, LCOQ), se abre 
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un período de diez días —hábiles judiciales: art. 273, inc. 2-, dentro 
del cual pueden formularse observaciones e impugnaciones a las pre- 
tensiones de verificación de créditos. 

Están legitimados para formular dichas observaciones e impug- 
naciones el concursado y todos quienes hubieran solicitado velifica- 
ción tempestiva de créditos. Ello constituye la expresión del, con- 
trol multidireccional propio de la concursalidad, donde no sólo se 
enfrentan —potencialmente— cada acreedor con su deudor, sino tam- 
bién cada acreedor con los demás aspirantes a la concurrencia. En 
estas contiendas, el síndico tiene un ro! imparcial, propio de un ór- 
gano técnico auxiliar de la magistratura. De ahí que debe facilitar 
los legajos para su revisación por el deudor y por los solicitantes de 
verificación, recibir las observaciones e impugnaciones que se pre- 
sentasen, dar constancia de ello al interesado, presentar al tribunal 
copias de éstas, y tener en cuenta las argumentaciones de los impug- 
nantes u observantes como un dato más sumado a los fundamentos 
de la solicitud de verificación, a los detalles del legajo del art. 14, 
inc. 5, de la LCQ, y a la información recogida por el propio síndico, 
a fin de elaborar el informe del art. 35 de la LCQ. 

El período de observación e impugnaciones tiene por sentido es- 
timular el control recíproco entre concursado y cosolicitantes de ve- 
rificación, y procura atraer la mayor cantidad de información posible 
para la determinación depurada del pasivo concursal. De ahí que 
estas “impugnaciones y observaciones” no generan carga (ni acreen- 
cia) alguna de costas a quienes las formulan, cualquiera que fuese el 
resultado (en el informe individual —art. 35, LCQ-, o en la resolu- 
ción judicial art. 36, LCQ-) que ellas pudieran obtener. 

Los trabajadores que no tengan carácter de acreedores ni hubte- 
ran solicitado ser reconocidos como tales tendrán derecho a ser in- 
formados por el síndico, cuando así lo requieran, sobre los créditos 
insinuados. También podrán revisar los respectivos legajos de cré- 
ditos. El citado derecho de información y revisión, incorporado por 
la ley 26.684, no incluye, sin embargo, el derecho de formular ob- 
servaciones O impugnaciones, las que quedan reservadas exclusiva- 
mente al deudor y a quienes hubieran solicitado verificación de sus 
créditos. 


Art. 35, — Informe individual. Vencido el plazo pa- 
ra la formulación de observaciones por parte del deu- 
dor y los acreedores, en el plazo de veinte días, el síndi- 
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co deberá redactar un informe sobre cada solicitud de 
verificación en particular, el que deberá ser presenta- 
do al juzgado. 


Se debe consignar el nombre completo de cada 
acreedor, su domicilio real y el constituido, monto y 
causa del crédito, privilegio y garantías invocados; ade- 
más, debe reseñar la información obtenida, las obser- 
vaciones que hubieran recibido las solicitudes, por 
parte del deudor y de los acreedores, y expresar res- 
pecto de cada crédito, opinión fundada sobre la pro- 
cedencia de la verificación del crédito y el privilegio. 


También debe acompañar una copia, que se glosa 
al legajo a que se refiere el art. 279, la cual debe que- 
dar a disposición permanente de los interesados para 
su examen, y copia de los legajos. 


Después de vencido el plazo señalado en el artículo anterior 
para que el deudor y los cosolicitantes de verificación puedan formu- 
lar observaciones e impugnaciones a las pretensiones de ingreso a la 
concurrencia, otórgase al síndico un término (máximo) de veinte días 
—hábiles judiciales: art. 273, inc. 2, LCQ- para elaborar y presentar, 
en el juzgado concursal, el informe individual sobre las solicitudes 
de verificación. 

La parte medular de este informe es la expresión de opinión 
fundada del síndico sobre la procedencia [o improcedencia) de la 
verificación del crédito y su graduación (privilegio, carácter quiro- 
grafario, subordinación). 

Constituye, así, un verdadero dictamen —técnico e imparcial, por 
ende— que debe estar suficientemente respaldado en los antecedentes 
obrantes en cada legajo, y en la información obtenida por el propio 
síndico al ejercer la labor instructoria encomendada por el art. 33 de 
la LCQ. 

No es suficiente que el síndico dé su consejo favorable o desfa- 
vorable, a secas. Además, él debe dar explicación al juez de las ra- 
zones que lo motivan a opinar en uno u otro sentido. Si se aconseja 
la verificación, total o parcial, debe detallar la cantidad líquida del 
crédito. Cuando se dictamina la graduación de una acreencia como 
privilegiada, o como subordinada (menos que quirografaria), han de 


Sr 


Art. 36 RÉGIMEN DE CONCURSOS Y QUIEBRAS 100 


encuadrarse el privilegio o la subordinación respectivos en las”nor- 
mas legales pertinentes. 


Árt. 36. — Resolución judicial. Dentro de los diez 
días de presentado el informe por parte del síndico, el 
juez decidirá sobre la procedencia y alcances de las 
solicitudes formuladas por los acreedores. El crédito 
o privilegio no observados por el síndico, el deudor o 
los acreedores es declarado verificado, si el juez lo es- 
tima procedente. 


Cuando existan observaciones, el juez debe deci- 
dir declarando admisible o inadmisible el crédito o el 
privilegio. 

Estas resoluciones son definitivas a los fines del 
cómputo en la evaluación de mayorías y base del acuer- 
do, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo si- 
guiente. 


Después de presentado el informe individual (art. 35, LCQ), el 
juez concursal (dentro de los diez días hábiles judiciales siguientes 
-art, 273, inc. 2, LCQ-—) debe dictar la sentencia sobre verificación y 
graduación de los créditos. En ella resuelve sobre todas las solici- 
tudes formuladas al síndico tempestivamente. La decisión judicial 
debe ser fundada, como toda sentencia. 

El dictamen del síndico no obliga al juez; ni siquiera en caso de 
ausencia de impugnaciones u observaciones a la respectiva solici- 
tud de verificación. Como expresión de máxima inquisitoriedad, el 
juez del concurso —al estar autorizado a verificar si lo estima proce- 
dente- puede desestimar un crédito o privilegio aconsejados favora- 
blemente, como puede admitir uno u otro desfavorablemente dicta- 
minados. 

Sobre cada solicitud de verificación de un crédito o privilegio, 
pueden dictarse las siguientes resoluciones: 


a) Si no hubieron impugnaciones u observaciones: 


1) Declaración de verificación: Tiene el máximo de efectos fa- 
vorables para su titular, dado que le habilita a decidir sobre la pro- 
puesta de acuerdo (este crédito integra —salvo excepciones: art. 45, 
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LCO- la base de cálculo de las mayorías), y es irrecurrible (excepto 
en caso de dolo; arts. 37 y 38, LCQ). 

2 Declaración de “no verificación”: Aunque no puede partici- 
par en la toma de decisión sobre la propuesta de acuerdo, es recurri- 
ble por revisión (interpretación a fortiori del art. 37, LCQ). 


b) Si hubieron impugnaciones u observaciones, o el síndico dic- 
taminó desfavorablemente en el informe individual: 


1) Declaración de admisibilidad (por desestimación de las im- 
pugnaciones u observaciones 0 del dictamen sindical desfavorable): 
Habilita a su titular a participar en la decisión sobre la propuesta de 
acuerdo (este crédito integra —salvo excepciones: art, 45, LCQ- la 
base de cálculo de las mayorías); pero es susceptible de recurso de 
revisión conforme al art. 37 de la LCQ. : 


2) Declaración de inadmisibilidad (por recepción de las impug- 
naciones, observaciones o dictamen sindical desfavorable): Su titu- 
lar no puede participar en la toma de decisión sobre la propuesta de 
acuerdo, pero puede recurrir esta resolución adversa mediante el re- 
curso de revisión del art. 37 de la LCQ. 

Ninguna de estas resoluciones es apelable directamente. La re- 
curribilidad, en los casos en que se admite, debe transitar por la vía 
del recurso de revisión (art. 37, LCQ). 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


1. Es inapelable la resolución de impugnación al informe indi- 
vidual del síndico (CCivCom Rosario, en pleno, 17/12/91, “Banco 
Provincial de Santa Fe en la quiebra de Acopiadores de Cereales 
Argentinos SA”). 

2. La etapa extrajudicial de la verificación tempestiva de cré- 
ditos (arts. 32 a 36, ley 24.522) carece de previsión normativa en la 
ley concursal acerca de la regulación de honorarios que pudiera co- 
rresponder a los letrados intervinientes; de tal suerte, la procedencia 
o improcedencia de esta regulación, así como, en su caso, la cuantifi- 
cación del estipendio, están regidas por el derecho común, y particu- 
larmente por las disposiciones legales arancelarias que rigen las tareas 
extrajudiciales, en defecto de convención expresa de las partes. 

No corresponde regular honorarios al síndico ni a su letrado pa- 
trocinante por la labor desempeñada en la verificación tempestiva de 
créditos, en la verificación tardía de créditos ce en los juicios de co- 
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nocimiento proseguidos a opción del actor conforme al art. 21, inc! 1, 
segunda parte, de la ley 24.522, ni tampoco por las etapas recursivas 
de ninguno de esos trámites, ya fuera que las costas se impusiesen O 
no al verificante (CCivCom Rosario, en pleno, 27/12/99, acuerdo 
3/99, protocolo de Secretaría de Presidencia). 


Art. 37.- Efectos de la resolución. La resolución 
que declara verificado el crédito y, en su caso, el pri- 
vilegio, produce los efectos de la cosa juzgada, salvo 
dolo. 


La que lo declara admisible o inadmisible puede 
ser revisada a petición del interesado, formulada den- 
tro de los veinte días siguientes a la fecha de la reso- 
lución prevista en el art. 36. Vencido este plazo, sin 
haber sido cuestionada, queda firme y produce tam- 
bién los efectos de la cosa juzgada, salvo dolo. 


El recurso de revisión se interpone ante el mismo juez del con- 
curso; él lo tramita y resuelve. Recién después de resuelto el recur- 
so de revisión, y cualquiera que fuere el resultado, se abre la instan- 
cia de alzada vía la apelación contemplada en el art. 285 de la LCQ. 

Las resoluciones sobre los créditos y su graduación, suscepti- 
bles de este recurso de revisión, han sido señaladas en el comentario 
al artículo precedente. Sólo queda excluida del remedio la que tie- 
ne por verificado un crédito o su graduación. 

Contra las demás (“no verificación”, admisibilidad, inadmisibi- 
lidad) puede interponerse este recurso, dentro de los veinte días —há- 
biles judiciales: art. 273, inc. 2, LCQ- posteriores a la fecha de la 
resolución respectiva. La interpretación literal del texto lleva a 
la conclusión de la notificación automática, sin excepciones, de esa 
resolución, el día mismo de su dictado; sin embargo, alguna juris- 
prudencia ba juzgado aplicable a ella la regla de la notificación “por 
nota” (conf. art. 273, inc. 5 in fine, LCQ) 

Cabe aclarar que el trámite aplicable al recurso es el de los inci- 
dentes (art. 280 y ss., LCQ). 

La legitimación activa para recurrir incumbe al interesado. Éste 
será, según el caso, el concursado (o fallido), el acreedor no verifica- 
do o no admitido, o cualquier otro solicitante de verificación. La 
legitimación activa del síndico concursal —para recurrir por revisión 
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es tema sobre el cual, con un texto legal idéntico en este aspecto, no 
hubo acuerdo doctrinal ni jurisprudencial durante la vigencia de la 
ley 19.551. 

Para regulación de honorarios en el recurso de revisión, ver art. 
287 de la LCQ. 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


1. No es menester la impugnación prevista por el art. 36 de la 
ley 19.551, para gozar de legitimación para promover el recurso de 
revisión regulado por el art. 38 de la misma ley (CCivCom Rosario, 
en pleno, 27/12/91, “Méndez SA c/Raúl Álvarez SRL s/quiebra”). 


2. Es procedente el recurso de apelación interpuesto contra la 
resolución que pone fin a la revisión prevista por el art. 38 de la ley 
19.551 (CCivCom Rosario, en pleno, 22/3/83, “Bertrán s/quiebra”, 
JA, 1984-11-153). ! 


1 

3. Da) Para obtener la dcilación de honorarios del recurso 
de revisión (arts. 37 y 200 in fine, ley 24.522) y de la verificación 
tardía de créditos (art. 56, párr. 5%, y ss., ley 24.522), sobre el monto 
del crédito insinuado y verificado se aplica la pertinente alícuota del 
art. 6” de la ley arancelaria local 6767, luego de lo cual, conforme 
al art. 287 de la ley 24.522, el resultado se reduce al 30% (art. 15, 
ley 6767). El monto a tener en cuenta, como base, para regular es- 
tos honorarios, si hay divergencia entre el crédito insinuado y el 
importe verificado, ha de ser este último, salvo cuando él fuese infe- 
rior a la mitad del monto insinuado, caso en que ha de tomarse como 
quantum para aplicación de la escala arancelaria a dicha mitad. 


b) La etapa extrajudicial de la verificación tempestiva de crédi- 
tos (arts. 32 a 36, ley 24.522) carece de previsión normativa en la 
ley concursal acerca de la regulación de honorarios que pudiera co- 
rresponder a los letrados intervinientes; de tal suerte, la procedencia 
o improcedencia de esta regulación, así como, en su caso, la cuanti- 
ficación del estipendio, están regidas por el derecho común, y par- 
ticularmente por las disposiciones legales arancelarias que rigen 
las tareas extrajudiciales, en defecto de convención expresa de las 
partes. 


ID No corresponde regular bonorarios al síndico ni a su letrado 
patrocinante por la labor desempeñada en la verificación tempestiva 
de créditos, en la verificación tardía de créditos o en los juicios de 
conocimiento proseguidos a opción del actor conforme al art. 21, 


| 
E 
| 
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inc. 1, segunda parte, de la ley 24.522, ni tampoco por las etapas re- 
cursivas de ninguno de esos trámites, ya fuera que las costas se im- 
pusiesen o no al verificante (CCivCom Rosario, en pleno, 27/12/99, 
acuerdo 3/99, protocolo de Secretaría de Presidencia). 


4. a) El inicio del plazo previsto en el art. 37, párr. 2%, de la 
ley 24.522 no se encuentra subordinado a la notificación de la reso- 
lución del art. 36 de esta ley, cuando esa resolución se dictó al déci- 
mo día —o al término del plazo diferente que expresamente haya sido 
aplicado en la causa— de presentado el informe individual, o al déci- 
mo día a contar de la fecha en que, previsiblemente y según lo indi- 
cado en el auto de apertura del concurso preventivo o en la sentencia 
de quiebra o en alguna decisión judicial expresa modificatoria de la 
fecha inicial, ese informe debía ser presentado. 

b) Si la citada resolución hubiese sido dictada con anterioridad 
al tiempo en que previsiblemente debió ser producida, el plazo para 
interponer revisión se contará desde ese previsible momento. 


c) El inicio del plazo previsto en el art. 37, párr. 2”, de la ley 
24,522, se encuentra subordinado a la notificación por ministerio de 
la ley de la resolución del art. 36, cuando dicha resolución fue dicta- 
da con posterioridad al momento en que, previsiblemente, hubo de 
ser emitida (CNCom, en pleno, 28/2/06, “Rafiki SA s/quiebra”, JA, 
5/4/06). 


Art. 38. - Invocación de dolo. Efectos. Las ac- 
ciones por dolo a que se refiere el artículo precedente 
tramitan por vía ordinaria, ante el juzgado del concur- 
so, y caducan a los noventa días de la fecha en que se 
dictó la resolución judicial prevista en el art. 36. La 
deducción de esta acción no impide el derecho del 
acreedor a obtener el cumplimiento del acuerdo, sin 
perjuicio de las medidas precautorias que puedan dic- 
tarse. 


El artículo consagra, con escasas particularidades concursales, 
la institución conocida en el derecho procesal como revocación de la 
cosa juzgada fraudulenta. 

El trámite incidental (art. 280 y ss., LCQ) es inaplicable, dado 
que esta pretensión debe encarrilarse por la vía ordinaria del código 
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de rito del lugar del concurso (art. 278, LCQ). Se asigna compe- 
tencia al juez del concurso. 

El plazo para ejercer la acción es breve —noventa días- y se 
cuenta de la misma manera que el término para interponer el recurso 
de revisión (ver artículo anterior). El planteo de la revisión no sus- 
pende el término de la acción por dolo. (Es éste un plazo de caduci- 
dad, no de prescripción; por esa razón no necesita ser invocado por 
su beneficiario y el juez lo debe hacer valer oficiosamente, desesti- 
mando liminarmente la pretensión revocatoria por dolo tardíamente 


postulada. 


Sección IV 


INFORME GENERAL DEL SÍNDICO 


Art. 39. — Oportunidad y contenido. Treinta días 
después de presentado el informe individual de los cré- 
ditos, el síndico debe presentar un informe general, el 
que contiene: 

1) El análisis de las causas del desequilibrio eco- 
nómico del deudor. 

2) La composición actualizada detallada del acti- 
vo, con la estimación de los valores probables de reali- 
zación de cada rubro, incluyendo intangibles, 

3) La composición del pasivo, que incluye tam- 
bién, como previsión, detalle de los créditos que el deu- 
dor denunciara en su presentación y que no se hu- 
bieren presentado a verificar, así como los demás que 
resulten de la contabilidad o de otros elementos de 
juicio verosímiles. 

4) Enumeración de los libros de contabilidad, con 
dictamen sobre la regularidad, las deficiencias que se 
hubieran observado, y el cumplimiento de los arts. 43, 
44 y 51 del Cód. de Comercio. 

5) La referencia sobre las inscripciones del deudor 
en los registros correspondientes y, en caso de socie- 


Art. 39 RÉGIMEN DE CONCURSOS Y QUIEBRAS 


dades, sobre las del contrato social y sus modifica- 
ciones, indicando el nombre y domicilio de los adminis- 
tradores y socios con responsabilidad ilimitada. 


6) La expresión de la época en que se produjo la 
cesación de pagos, hechos y circunstancias que funda- 
menten el dictamen. 


7) En caso de sociedades, debe informar si los so- 
cios realizaron regularmente sus aportes, y si existe 
responsabilidad patrimonial que se les pueda imputar 
por su actuación en tal carácter. 


8) La enumeración concreta de los actos que se 
consideren susceptibles de ser revocados, según lo dis- 
ponen los arts. 118 y 119. 


9) Opinión fundada respecto del agrupamiento y 
clasificación que el deudor hubiere efectuado respecto 
de los acreedores. 

10) Deberá informar, si el deudor resulta pasible 
del trámite legal prevenido por el Capítulo III de la 
ley 25.156, por encontrarse comprendido en el art. 8* 
de dicha norma. [Modificado por ley 25.589, art. 15] 
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El síndico debe presentar este informe general, treinta días —há- 
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diera derivar en la quiebra indirecta del deudor (art. 39, incs. 6 y 8, 
LCO). 
El Código de Comercio ha sido derogado por la ley 26.994 
(art. 4%). En consecuencia, la indicación del inc. 4 del art. 39 de la 
CQ al incumplimiento de los arts. 43, 44 y 51 del Cód. de Comer- 
jo debe ahora entenderse que refiere y remite a los arts. 320, 322 
y concs., del Cód. Civil y Comercial. 


Art. 40. - Observaciones al informe. Dentro de 
los diez días de presentado el informe previsto en el 
artículo anterior, el deudor y quienes hayan solicitado 
verificación pueden presentar observaciones al infor- 
me; son agregadas sin sustanciación y quedan a dispo- 
sición de los interesados para su consulta. 


Las observaciones habilitadas tienden a aumentar el caudal in- 
formativo, que se pone a disposición de los acreedores para la toma 
de decisión acerca de la aprobación o desaprobación de la propues- 
ta de acuerdo. 

El juez no debe dictar resolución sobre las observaciones. Una 
vez producidas, sólo se manda agregarlas y ponerlas de manifiesto 
para conocimiento de los interesados en consultarlas. 


biles judiciales: art. 273, inc. 2, LCQ- después de haber presentado 
efectivamente el informe individual del art. 35 de la LCO. 

El contenido del informe general guarda cierto paralelismo con 
los datos exigidos al concursado como requisitos formales de la pre- 
sentación (art. 11, LCQ). 

La versión del síndico sobre la actividad del deudor y el estado 
del patrimonio de éste, volcada en el informe general después de una 
exhaustiva labor de investigación, debe ser objetiva, técnica e impar- 
cial; puede o no coincidir con los datos brindados por el deudor en 
su presentación concursal. 

El informe general es de singular importancia a fin de que los 
acreedores cuenten con elementos de discernimiento para la toma de 
decisión (aprobatoria o desaprobatoria) sobre la propuesta de acuer- 
do. Algunos de los datos que el síndico debe informar son exi- 
gidos en miras al eventual fracaso del concurso preventivo que pu- 


CaríruLo IV 


PROPUESTA, PERÍODO DE EXCLUSIVIDAD 
Y REGIMEN DEL ACUERDO PREVENTIVO 


Art. 41. - Clasificación y agrupamiento de acreedo- 
res en categorías. Dentro de los diez días contados a 
partir de la fecha en que debe ser dictada la resolución 
prevista en el art. 36, el deudor debe presentar a la 
sindicatura y al juzgado una propuesta fundada de 
agrupamiento y clasificación en categorías de los acree- 
dores verificados y declarados admisibles, teniendo en 
cuenta montos verificados o declarados admisibles, la 
naturaleza de las prestaciones correspondientes a 
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los créditos, el carácter de privilegiados o quirografa- 
rios, e cualquier otro elemento que razonablemente, 
pueda determinar su agrupamiento o categorización, a 
efectos de poder ofrecerles propuestas diferenciadas de 
acuerdo preventivo. 


La categorización deberá contener, como mínimo, 
el agrupamiento de los acreedores en tres categorías: 
quirografarios, quirografarios laborales -si existieren— 
y privilegiados, pudiendo —incluso- contemplar cate- 
gorías dentro de estos últimos. 


Créditos subordinados. Los acreedores verifica- 
dos que hubiesen convenido con el deudor la poster- 
gación de sus derechos respecto de otras deudas, inte- 
grarán en relación con dichos créditos una categoría. 


Prosecución del concurso preventivo. ¿Cómo sigue el trámite 
del concurso preventivo, a partir de la resolución judicial sobre los 
créditos (art. 36, LCQ)? 


a) Dentro de diez días (hábiles judiciales: art. 273, inc. 2, 
LCQ), contados desde que debe ser dictada la resolución judicial so- 
bre los créditos (art. 36, LCQ), el concursado que quiera optar por 
ofrecer propuestas diferenciadas de acuerdo preventivo, debe presen- 
tar <a la sindicatura y al juzgado una proposición fundada de agru- 
pamiento y clasificación de los acreedores verificados y admitidos. 
El síndico debe expresar opinión fundada respecto del agrupamiento 
y clasificación, dentro del informe general (art. 39, inc. 8, LCQ), 
que se presenta veinte días (hábiles judiciales) después de la resolu- 
ción judicial sobre los créditos: en realidad, lo que es igual si dicha 
resolución se dicta en término, treinta días después del informe indi- 
vidual (art. 39, encabezamiento, LCQ), o diez días después de pre- 
sentada la propuesta de clasificación y agrupamiento de acreedo- 
res. Los acreedores o quienes hubiesen solicitado verificación tienen 
oportunidad de ser oídos sobre la propuesta de clasificación, formu- 
lando observaciones al informe general del síndico (en conereto, a su 
opinión expresada conforme el inc. 8, art. 39, LCQ), para lo cual 
cuentan con diez días (hábiles judiciales) posteriores a la presenta- 
ción del mentado informe general (art. 40, LCQ). Finalmente, den- 
tro de los diez días (hábiles judiciales) posteriores al cierre del pe- 
ríodo de observaciones al informe general, el juez debe dictar la 
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resolución sobre la clasificación de los acreedores (art. 42, LCQ). 
En total, sumando los diversos plazos premencionados, son cuarenta 
días hábiles judiciales, desde la resolución judicial sobre los crédi- 
tos (art. 36, LCD) hasta la resolución judicial sobre la clasificación 
de los acreedores (art. 42, LCQ). 

b) En los nbventa días (hábiles judiciales) siguientes a la reso- 
lución judicial de clasificación, transcurre el período de exclusividad 
(ampliable hasta un máximo total de ciento veinte días hábiles judicia- 
les: art. 43, LCQ). Durante este período, el concursado debe (y sólo 
él puede) ofrecer propuestas de acuerdo preventivo, en su caso por 
categorías, y obtener las conformidades de las mayorías de acreedores 
estipuladas en el art. 45 de la LCQ. 


e) Fracasado el período anterior para lograr acuerdo a pro- 
puesta del concursado, sólo en los concursos preventivos de ciertas 
personas jurídicás, que, a la vez, no fueran pequeños concursos (art. 
288, LCQ), se dbre el llamado período de salvataje, durante el cual 
los acreedores y terceros interesados pueden formular propuestas de 
acuerdo preventivo (ver art. 48, LCQ, y su comentario). 


Clasificación de los acreedores. El agrupamiento de los acree- 
dores en clases es exigido para poder efectuar propuestas de acuerdo 
preventivo diferentes según dichas clases. 

La noción de clase (de acreedores), en este contexto legal, no 
alude a la graduación de los respectivos créditos solamente, Tam- 
bién se pueden considerar, a los efectos clasificatorios: los montos 
de verificación o admisibilidad (créditos inferiores o superiores a tal 
o cual cifra); la naturaleza de las prestaciones correspondientes (cré- 
ditos dinerarios o no dinerarios en su origen, ya que estos últimos 
se convierten en el concurso, conforme al art. 19, LCQ: o, también, 
créditos en moneda de curso legal o en moneda extranjera, etc.), 
y cualquier otro elemento razonable de agrupación (créditos de ori- 
gen financiero y créditos de origen comercial; créditos corrientes a 
la fecha de presentación concursal y créditos que a igual fecha hu- 
bieran sido exigibles a largo plazo, etcétera). 

La propuesta de clasificación la debe hacer el concursado y 
tiende a facilitar la solución preventiva, adecuando el arreglo con los 
acreedores a las necesidades y posibilidades de las diferentes clases 
de éstos. 

No pueden mezclarse, dentro de la misma clase, acreedores de 
diferente graduación (algunos quirografarios con algunos privilegia- 
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dos, en una clase, y otros quirografarios con diferentes privilegiados, 
en otra). Sí es posible, en cambio, la agrupación de diferentes qui- 
rografarios conforme a un criterio de clasificación homogéneo para 
formar las respectivas —y diferenciadas— clases de quirografarios. 
También es posible agrupar diferentes categorías y clages de privile- 
giados, conforme a su naturaleza u origen común, puesto que esto 
sería perfectamente razonable (una clase de acreedores "privilegiados 
especiales laborales, otra clase de acreedores privilegiados generales 
fiscales, otra clase integrada por acreedores con derechos reales de 
garantía sobre ciertos bienes del concursado, etcétera). 

Las tres categorías como mínimo —y que éstas sean las mencio- 
nadas en el art. 41, párr. 2”, LCQ- deben entenderse exigibles sólo 
en caso de existencia de propuestas diferenciadas, y cuando hubie- 
ran, además, propuestas que comprendan a acreedores privilegiados. 
No debe olvidarse que en nuestro sistema legal la propuesta para 
acreedores privilegiados sigue siendo opcional (art. 441 LCQ), y que 
la clasificación es un beneficio ofrecido al deudor en pro de facili- 
tarle la solución preventiva. Nada obstaría, entonces, a que si no 
existen créditos quirografarios laborales y el concursado no propone 
acuerdo a los acreedores privilegiados, se formule una sola propues- 
ta de acuerdo preventivo idéntica para todos los acreedores comunes, 
lo que haría innecesaria la clasificación de éstos. 


Créditos subordinados. La norma legal refiere a una categoría 
aun inferior a la quirografaria. Son aquellos acreedores que hubie- 
ran convenido oportunamente postergar sus derechos hasta el pago 
total o parcial de otras deudas presentes o futuras del deudor (ver 
art, 250, LCQ). 


Art. 42. - Resolución de categorización. Dentro 
de los diez días siguientes a la finalización del plazo 
fijado en el art. 40, el juez dictará resolución fijan- 
do definitivamente las categorías y los acreedores com- 
prendidos en ellas. 


Constitución del comité de control. En dicha re- 
solución el juez designará a los nuevos integrantes del 
comité de control, el cual quedará conformado como 
mínimo por un acreedor por cada categoría de las es- 
tablecidas, debiendo integrar el mismo necesariamente 
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el acreedor de mayor monto dentro de la categoría y 
por dos nuevos representantes de los trabajadores de 
la concursada, elegidos por los trabajadores, que se 
incorporarán al ya electo conforme el art. 14, inc. 13. 

* El juez podrá reducir la cantidad de representantes de 
los trabajadores cuando la nómina de empleados así lo 
justifique. Á partir de esemomento cesarán las fun- 
ciones de los anteriores integrantes del comité que re- 
presentan a los acreedores. [Modificado por ley 26.684, 
art. 10] 


Resolución de categorización y nueva integración del comité de 
control. El juez debe pronunciarse sobre las clases propuestas y 
cuáles acreedores quedan comprendidos en cada una de ellas. El 
criterio para la aprobación de la clasificación propuesta por el deu- 
dor finca en la razonabilidad del denominador común de cada grupo. 
Esto es, que no fuera evidente que la clasificación sólo tiende a neu- 
tralizar el poder de decisión de ciertos acreedores, agrupándolos irra- 
zonablemente con otros respecto de los cuales no hay comunes ele- 
mentos de afinidad que justificarían la necesidad o conveniencia de 
propuesta de acuerdo diferenciada (“manipulación de clases”). Un 
parámetro adecuado para apreciar la razonabilidad de la agrupación 
consiste en evaluar si los créditos incluidos dentro de una clase son 
o no sustancialmente similares (como lo exige la legislación nortea- 
mericana). 

En la misma resolución se designan los nuevos acreedores inte- 
grantes del comité de control, que reemplazan a los que venían ac- 
tuando conforme al art. 14, inc. 13, de la LCQ, y que proseguirán 
haciéndolo hasta la conformación del comité definitivo de control 
del acuerdo preventivo (arts. 45, párr. 4%, y 260, LCQ). En cuanto a 
los representantes de Jos trabajadores en el comité de control, el ya 
designado en oportunidad del art. 14, inc. 13, continúa en funciones; 
a él se le agregarán dos nuevos representantes también elegidos por 
los trabajadores, aunque el juez podrá reducir la cantidad de tres re- 
presentantes laborales a un número menor si la nómina de emplea- 
dos lo justificare. 


Art. 43. — Período de exclusividad. Propuestas de 
acuerdo. Dentro de los noventa días desde que quede 


Art. 43 RÉGIMEN DE CONCURSOS Y QUIEBRAS 


notificada por ministerio de la ley la resolución previs- 
ta en el artículo anterior, o dentro del mayor plazo 
que el juez determine en función al número de acree- 
dores o categorías, el que no podrá exceder los treinta 
días del plazo ordinario, el deudor gozará de un pe- 
ríodo de exclusividad para formular propuestas de acuer- 
do preventivo por categorías a sus acreedores y obte- 
ner de éstos la conformidad según el régimen previsto 
en el art. 45. 

Las propuestas pueden consistir en quita, espera 
o ambas; entrega de bienes a los acreedores; constitu- 
ción de sociedad con los acreedores quirografarios, en 
la que éstos tengan calidad de socios; reorganización 
de la sociedad deudora; administración de todos o 
parte de los bienes en interés de los acreedores; emi- 
sión de obligaciones negociables o debentures; emisión 
de bonos convertibles en acciones; constitución de ga- 
rantías sobre bienes de terceros; cesión de acciones de 
otras sociedades; capitalización de créditos, inclusive 
de acreedores laborales, en acciones o en un progra- 
ma de propiedad participada, o en cualquier otro acuer- 
do que se obtenga con conformidad suficiente dentro 
de cada categoría, y en relación con el total de los 
acreedores a los cuales se les formulará propuesta. 

Las propuestas deben contener cláusulas iguales 
para los acreedores dentro de cada categoría, pudien- 
do diferir entre ellas. 

El deudor puede efectuar más de una propuesta 
respecto de cada categoría, entre las que podrán optar 
los acreedores comprendidos en ellas. 

El acreedor deberá optar en el momento de dar 
su adhesión a la propuesta. 

La propuesta no puede consistir en prestación que 
dependa de la voluntad del deudor. 

Cuando no consiste en una quita o espera, debe 
expresar la forma y tiempo en que serán definitiva- 
mente calculadas las deudas en moneda extranjera que 
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EN 


existiesen, con relación a las prestaciones que se esti- 
pulen. 

Los acreedores privilegiados que renuncien expre- 
samente al privilegio, deben quedar comprendidos den- 
tro de alguna categoría de acreedores quirografarios. 

La renuncia no puede ser inferior al 30% de su 
crédito. 

A estos efectos, el privilegio que proviene de la 
relación laboral es renunciable, debiendo ser ratifica- 
da en audiencia ante el juez del concurso, con cita- 
ción a la asociación gremial legitimada. Si el traba- 
jador no se encontrare alcanzado por el régimen de 
convenio colectivo, no será necesaria la citación de la 
asociación gremial. La renuncia del privilegio la- 
boral no podrá ser inferior al 20% del crédito, y los 
acreedores laborales que hubieran renunciado a su 
privilegio se incorporarán a la categoría de quiro- 
grafarios laborales por el monto del crédito a cuyo 
privilegio hubieran renunciado. El privilegio a que 
hubiere renunciado el trabajador que hubiere votado 
favorablemente el acuerdo renace en caso de quiebra 
posterior con origen en la falta de existencia de acuer- 
do preventivo, o en el caso de no homologarse el 
acuerdo. é 

El deudor deberá hacer pública su propuesta pre- 
sentando la misma en el expediente con una anticipa- 
ción no menor a veinte días del vencimiento del plazo 
de exclusividad. Si no lo hiciere será declarado en 
quiebra, excepto en el caso de los supuestos especiales 
contemplados en el art. 48. 

El deudor podrá presentar modificaciones a su 
propuesta original hasta el momento de celebrarse la 
junta informativa prevista en el art. 45, penúltimo pá- 
rrafo. [Texto según ley 25.589, art. 1%] 


Período de exclusividad. Dentro de este período, el deudor (y 
sólo él) puede (o “debe”, en el sentido de “carga” y no de obliga- 


TLA, Concursos y quiebras. 
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ción) ofrecer propuesta de acuerdo preventivo y lograr su aprobación 
por los acreedores. 

La denominación período de exclusividad es por oposición al 
período de negociación en concurrencia (también conocido como 
salvataje o “cramdown argentino”), regulado en el art. 48. En este 
segundo período, ulterior y eventual, se hace posible un nuevo in- 
tento de negociación de acuerdo preventivo con la particularidad de 
que, durante él, son terceros quienes pueden negociar propuestas 
de acuerdo con los acreedores de la concursada, aunque ella también 
puede competir con su propia propuesta. Así, en el tramo reglado 
por el art. 48 hay posibilidad de concurrencia de oferentes, contra- 
riamente a la exclusividad que el deudor tiene para negociar acuerdo 
preventivo en el primer período regulado a partir del art. 43. En los 
concursos en los que el mecanismo del art. 48 no es admisible, el 
período de exclusividad es el único tramo en el cual puede intentarse 
la solución preventiva, y sólo a instancia de la propuesta del deudor. 

Este período dura noventa días hábiles judiciales (art. 273, inc. 
2, LCQ) o el plazo mayor que expresamente fijare el juez concursal 
hasta el tope máximo de ciento veinte días hábiles judiciales. El 
período de exclusividad se abre desde que quede notificada por mi- 
nisterio de la ley la resolución de categorización que contempla el 
art. 42 de la LCQ. La notificación por ministerio de la ley se pro- 
duce el primer día hábil de notificaciones, en la secretaría del juzga- 
do concursal (según las leyes procesales del lugar de radicación del 
proceso: art. 278, LCQ), que sigue a la fecha del dictado de la reso- 
lución de categorización. El día “uno” del período de exclusividad 
es, en consecuencia, el día hábil judicial siguiente a aquel día de no- 
tificaciones. Por ejemplo, si la resolución de categorización fue 
dictada el jueves 23 de abril y según las leyes de rito locales las no- 
tificaciones en secretaría se llevan a cabo los martes y viernes, si el 
24 de abril (viernes) es día hábil judicial en él queda notificada 
aquella resolución, y el lunes 27 de abril -si es día hábil judicial- es 
el primero de los noventa (ampliables hasta ciento veinte) días hábi- 
les judiciales que dura el período de exclusividad. 

La propuesta debe hacerse conocer públicamente, presentándola 
en el expediente concursal, por lo menos veinte días hábiles judicia- 
les antes del vencimiento del período de exclusividad. La omisión 
causa la quiebra indirecta, salvo la posibilidad del art. 48 de la LCQ. 

No hay restricciones ni condicionamientos a la posibilidad de 
modificar la propuesta de acuerdo, salvo el límite temporal señalado 
en el último párrafo del art. 43 de la LCQ. 
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Propuestas admisibles. La propuesta de acuerdo es la fórmula 
que el concursado ofrece a sus acreedores para solucionar las deu- 
das. Su contenido puede variar y, por ello, la mención de varios ti- 
pos de propuestas en el texto legal ha de entenderse como meramen- 
te ejemplificativa, dado que —en definitiva se admite “cul iquier 
otro acuerdo que se obtenga con conformidad suficiente de tro de 
cada categoría, y en relación con el tota] de los acreedores a los cua- 
les se les formulara propuesta”. 

Toda propuesta, cualquiera que fuese la naturaleza de las presta- 
ciones ofrecidas, debe integrarse con un régimen de administración y 
limitaciones a actos de disposición, aplicable en la etapa de cumpli- 
miento. También debe proponerse la conformación de un comité 
integrado por acreedores que representen la mayoría del capital y 
por los representantes ya designados de los trabajadores, que actuará 
como controlador del acuerdo (art. 45, párr. 4%, LCQ). | 


Límites. La primera limitación, implícita, es la licitud de la 
propuesta de acuerdo. La amplia libertad de contenido del deuerdo 
preventivo tiene como límite las reglas del derecho común, relativas 
al objeto del acto jurídico y de la obligación. Así, el objeto del 
acto jurídico no debe ser un hecho imposible o prohibido por la ley, 
contrario a la moral, a las buenas costumbres, al orden público o le- 
sivo de los derechos ajenos o de la dignidad humana. Tampoco 
puede ser un bien que por un motivo especial se haya prohibido que 
lo sea (art. 279, Cód. Civil y Comercial). A su vez, la prestación 
que constituye el objeto de la obligación debe ser material y jurídi- 
camente posible, lícita, determinada o determinable, susceptible de 
valoración económica y debe corresponder a un interés patrimonial o 
extrapatrimonial del acreedor (art. 725). 

Otras limitaciones explícitas se consagran en este artículo: 


a) A cada clase de acreedores pueden ofrecerse diferentes pro- 
puestas. Á su vez, a la misma clase puede formularse oferta de 
propuestas alternativas (menú de propuestas) para que cada acreedor 
incluido dentro de la clase elija la que quiera. De tal manera, acree- 
dores iguales, clasificados en el mismo grupo, pueden obtener trata- 
miento diferente por medio de este sistema de pluralidad de pro- 
puestas aun dentro de cada clase. En tal caso, conviene que el 
concursado señale cuál ha de considerarse la variante residual para 
incluir en ella al acreedor que prestare conformidad sin individuali- 
zar expresamente la pertinente opción del menú, o para aplicarla a 
los acreedores que no pudieron decidir sobre la propuesta por haber 
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sido inadmisibles (luego admitidos vía revisión) o tardíos. Si no se 
hubiera formulado tal precisión por el concursado, corresponderá al 
juez determinar dónde y cómo incluir a estos últimos acreedores. 


b) La inadmisibilidad de la propuesta que contenga “prestación 
que dependa de la voluntad del deudor” implica la prohibición de 
que éste pudiera asumir obligaciones condicionales puramente potes- 
tativas. Los actos jurídicos no pueden cometerse a un hecho que 
depende exclusivamente de la voluntad del obligado (art. 344, Cód. 
Civil y Comercial). 

c) Las propuestas que no consistieran en quita o espera deben 
expresar la forma y tiempo en que serán definitivamente calculadas 
las deudas en moneda extranjera en relación a las prestaciones con- 
cordatarias. 


Renuncia al privilegio no laboral. Es admisible la renuncia al 
privilegio, aun parcialmente. En este caso, el acreedor privilegiado 
debe renunciar al privilegio del 30%, por lo menos, del monto de su 
acreencia, La renuncia debe ser expresa. El privilegio puede re- 
nunciarse hasta el momento de presar adhesión a la propuesta de 
acuerdo preventivo. El privilegio renunciado es irrecuperable, salvo 
en caso de nulidad del acuerdo (art. 62, inc. 4, LCQ). El crédito 
cuyo privilegio ha sido renunciado pasa a integrar la clase de los 
quirografarios; si hubiera varias, la que resulte más afín de acuerdo 
a los criterios de agrupamiento seguidos para conformar las distintas 
clases de acreedores quirografarios. 


Renuncia al privilegio laboral. Es admisible la renuncia a los 
privilegios laborales, pero ella tiene un régimen diferenciado, deta- 
lladamente reglado en este art. 43. En cuanto a la irrenunciabilidad 
del privilegio laboral establecida en el art. 2575 del Cód. Civil y Co- 
mercial, ver comentario que precede al art. 239 de la LCQ. 


Art. 44. - Acreedores privilegiados. El deudor 
puede ofrecer propuesta de acuerdo que comprenda 
a los acreedores privilegiados o a alguna categoría de 
éstos. 

Este último acuerdo requiere las mayorías previs- 
tas en el art. 46*, pero debe contar con la aprobación 


* Debería decir “art. 45”. 
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de la totalidad de los acreedores con privilegio espe- 
cial a los que alcance. 


La propuesta de acuerdo para acreedores privilegiados puede ser 
única e igual para todos ellos; única también, pero sólo para una ca- 
tegoría de acreedores privilegiados; o puede haber varias propuestas 
de acuerdo para diferentes categorías de acreedores con privilegio. 

Puede haber concurso preventivo sin propuesta de acuerdo para 
acreedores privilegiados. La única propuesta imperativamente ine- 
ludible es la dirigida a los acreedores quirografarios. Por ello, es 
válido (y ha sido lo más frecuente en el pasado) el concurso en el 
cual el deudor ofrece y concierta acuerdo preventivo sólo con sus 
acreedores quirografarios (en bloque o, a partir de ahora también, 
por clases). 

En el último supuesto, ¿cuándo cobran los acreedores privilegia- 
dos? 

La respuesta no es igual para todos ellos. Así tenemos las si- 
guientes posibilidades. 

a) Los acreedores hipotecarios y prendarios pueden proseguir 
sus ejecuciones después de haber presentado la demanda de verifica- 
ción (art. 21, inc. 2, LCQ). 

b) Los acreedores por créditos laborales enumerados en el art. 
16 de la LCQ, pueden solicitar el pronto pago. En caso de obtener- 
se el reconocimiento del derecho a pronto pago y no efectuarse éste, 
hemos explicado las alternativas de cobro en el comentario al art. 16 
de la LCQ, al cual remitimos. En caso de no obtenerse el pronun- 
ciamiento judicial favorable al pronto pago, o ser éste improcedente, 
el acreedor laboral ha de acudir al mecanismo de verificación de cré- 
ditos, tempestiva o tardía; lograda la verificación, el cobro de estos 
créditos con privilegio se rige por lo que explicamos en el comenta- 
rio precitado y en el párrafo que sigue. 

c) Los acreedores privilegiados, una vez obtenida la sentencia 
de verificación de sus créditos, pueden cobrar en los términos con- 
cordatarios cuando hay acuerdo preventivo para su clase. En defec- 
to de pago de la acreencia concordataria (novada: art. 55, LCQ), 
pueden acudir a los mecanismos procesales comunes de ejecución 
de sentencia y agredir los bienes del concursado, o pedir la quiebra 
indirecta de éste (arts. 63, 77, inc. 1, y 80, párr. 2%, LCQ). Si no 
hubiese acuerdo preventivo que les comprendiera, pueden ejecutar la 
sentencia de verificación, ante el juez que corresponda (art. 57, 
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LCQ), una vez homologado el acuerdo preventivo de los acreedores 
quirografarios. 

Las propuestas dirigidas a acreedores privilegiados especiales 
(art. 241, LCQ) requieren aprobación unánime. Las propuestas 
para los demás acreedores privilegiados, exigen mayoría absoluta de 
acreedores (mitad más uno) que representen las dos terceras partes 
del capital computable (la totalidad del monto de los créditos privile- 
giados verificados y admitidos, incluidos en la categoría a la que se 
ofrece acuerdo, o sea, afectados por la propuesta en cuestión). Los 
efectos de la desaprobación de la propuesta de acuerdo para acreedo- 
res privilegiados están regulados en el art. 47 de la LCQ. 


Art. 45.- Plazo y mayorías para la obtención del 
acuerdo para acreedores quirografarios. Para obtener 
la aprobación de la propuesta de acuerdo preventivo, 
el deudor deberá acompañar al juzgado, hasta el día 
del vencimiento del período de exclusividad, el tex- 
to de la propuesta con la conformidad acreditada por 
declaración escrita con firma certificada por ante es- 
cribano público, autoridad judicial, o administrati- 
va en el caso de entes públicos nacionales, provinciales 
o municipales, de la mayoría absoluta de los acree- 
dores dentro de todas y cada una de las categorías, que 
representen las dos terceras partes del capital com- 

* putable dentro de cada categoría. Sólo resultarán vá- 
lidas y computables las conformidades que lleven fecha 
posterior a la última propuesta o su última modifica- 
ción presentada por el deudor en el expediente. 

La mayoría de capital dentro de cada categoría se 
computa teniendo en consideración la suma total de 
los siguientes créditos: 

a) Quirografarios verificados y declarados admi- 
sibles comprendidos en la categoría. 

b) Privilegiados cuyos titulares hayan renunciado 
al privilegio y que se hayan incorporado a esa catego- 
ría de quirografarios. 

c) El acreedor admitido como quirografario, por 
habérsele rechazado el privilegio invocado, será exclui- 
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do de integrar la categoría, a los efectos del cómputo, 
si hubiese promovido incidente de revisión, en los tér- 
minos del art. 37. 

Se excluye del cómputo al cónyuge, los parientes 
del deudor dentro del cuatto grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o adoptivos, y sus cesionarios 
dentro del año anterior a la presentación*. Tratán- 
dose de sociedades no se computan los socios, admi- 
nistradores y acreedores que se encuentren respecto 
de ellos en la situación del párrafo anterior, la prohi- 
bición no se aplica a los acreedores que sean accionis- 
tas de la concursada, salvo que se trate de controlantes 
de la misma. 

El deudor deberá acompañar, asimismo, como par- 
te integrante de la pronta, un régimen de adminis- 
tración y de limitacionesia actos de disposición apli- 
cable a la etapa de cumplimiento, y la conformación 
de un comité de control que actuará como controlador 
del acuerdo, que sustituirá al comité constituido por 
el art. 42, segundo párrafo. La integración del comi- 
té deberá estar conformada por acreedores que repre- 
senten la mayoría del capital y permanecerán en su 
cargo los representantes de los trabajadores de la con- 
cursada. 

Con cinco días de anticipación al vencimiento del 
plazo del período de exclusividad, se llevará a cabo la 
audiencia informativa con la presencia del juez, el se- 
cretario, el deudor, el comité provisorio de control y los 
acreedores que deseen concurrir. En dicha audiencia 
el deudor dará explicaciones respecto de la negocia- 
ción que lleva a cabo con sus acreedores, y los asisten- 
tes podrán formular preguntas sobre las propuestas. 


* El art. 529 del Cód. Civil y Comercial reemplaza al parentesco “por consan- 
guinidad” por el parentesco “en razón de la naturaleza”, y agrega como parentesco al 
vínculo existente entre personas en razón de las técnicas de reproducción humana. 
Este último tiene los mismos efectos que el parentesco “por naturaleza” (arts. 530 y 
558, Cód. Civil y Comercial), por lo que debe considerarse incluido en la regla del 
art. 45 de la LCQ. 


As 
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Si con anterioridad a la fecha señalada para la” 
audiencia informativa, el deudor hubiera obtenido las 
conformidades previstas por el art. 45, y hubiera co- 
municado dicha circunstancia al juzgado, acompañan- 
do las constancias; la audiencia no se llevará a.cabo. 
[Modificado por ley 26.684, art. 11] 


Plazo y forma. El acuerdo del deudor con sus acreedores, O 
con las diversas clases a las cuales hubiera formulado propuestas, no 
se logra en un acto deliberativo único al estilo de la junta de acree- 
dores establecida en las anteriores leyes concursales argentinas. 


La aprobación de la propuesta debe gestionarla el concursado 
-extrajudicialmente— ante cada uno de quienes tienen poder de deci- 
sión sobre ésta (los acreedores involucrados). 


Dichas aprobaciones deben instrumentarse por escrito, en instru- 
mento privado cuyas firrnas estén certificadas por escribano público, 
autoridad judicial (funcionario judicial con facultades fedatarias), 
o -en caso de entes públicos- autoridad administrativa (también 
con facultades fedatarias). A fortiori, es admisible el instrumento 
público. 

Las conformidades suficientes para formar las mayorías, de per- 
sonas y de capital, necesarias a fin de tener por aprobada la propues- 
ta, deben justificarse ante el juzgado del concurso dentro del período 
de exclusividad; esto es, en cualquier momento anterior al venci- 
miento de dicho período (en principio, treinta días, aunque puede fi- 
jarse hasta un máximo de sesenta días; art. 43, LCQ). 


Audiencia informativa. Si las conformidades suficientes se ob- 
tuvieran y comunicaran al tribunal cuando faltasen más de cinco días 
hábiles judiciales para el fin del período de exclusividad, no se lleva- 
rá a cabo la audiencia informativa que, de lo contrario, debe cele- 
brarse cinco días antes del vencimiento del período señalado. 

La audiencia informativa se celebra para que el deudor dé ex- 
plicaciones sobre la negociación en trámite y los asistentes formulen 
preguntas acerca de las propuestas. En realidad, es una oportunidad 
in extremis, dentro del formal marco tribunalicio, para que el deudor 
pueda cerrar O reencauzar una negociación cuyo plazo está por ago- 
tarse. Empero, de la no celebración de la audiencia informativa (o 
de su frustración, p.ej., por inasistencia del deudor o de acreedores) 
no se deriva consecuencia jurídica alguna. El único efecto relevan- 
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te es que el acto de la audiencia informativa es la última oportuni- 
dad para modificar la propuesta de acuerdo (art. 43 in fine, LCQ). 


Cómputo de mayorías. Para que la propuesta dirigida a los qui- 
rografarios resulte aprobada, se exige la concurrencia de un doble ré- 
gimen de mayorías -de créditos y de acreedores- (en cada clase, si 
hay propuestas diferenciadas por agrupamiento de distintos acreedo- 
res quirografarios en clases). 


a) De capital computable. Es la suma de los créditos (com- 
prendidos en la clase a la que se dirige la propuesta, en su caso) qui- 
rografarios verificados y admitidos (ver art. 36, LCQ); más los crédi- 
tos privilegiados cuyo privilegio hubiera sido renunciado, por el total 
de su importe o por la porción renunciada; menos los créditos de 
quienes tienen prohibido prestar conformidad o disconformidad a la 
propuesta (cónyuge, ciertos parientes, etc.; art. 45, párr. 3, LCQ) y 
los créditos cuya verificación fue solicitada como privilegiada, pero 
fueron admitidos como quirografarios, si su titular hubiese promovi- 
do recurso de revisión por ese motivo (si no lo promoviese, o desis- 
tiera de hacerlo, el crédito se consolida como quirografario y, enton- 
ces, no se resta del capital computable). Esta base de cálculo se 
expresa con un número o cantidad de moneda de curso legal (pesos). 


b) De personas. Dentro de todas y cada una de las clases a las 
que se formularen propuestas, la suma de los titulares de cada crédi- 
to comprendido en ellas y que forman su capital computable, confi- 
guran una segunda base de cálculo (un número de personas, no una 
cantidad de pesos) sobre la que se cuentan las conformidades nece- 
sarias para lograr la otra mayoría imprescindible: la mayoría absolu- 
ta de acreedores. 

Para obtener acuerdo preventivo con los acreedores quirografa- 
rios, es menester lograr mayoría absoluta de acreedores y (que re- 
presenten) dos tercios del capital computable, ambas mayorías den- 
tro de cada una de las clases en que se las hubiesen agrupado. 

No es admisible compensar el déficit de la mayoría de acreedo- 
res con el excedente de la mayoría de capital; ni, tampoco, los déficit 
en una u otra mayoría dentro de una clase, con los excedentes logra- 
dos en otra clase salvo las excepcionales hipótesis de los arts. 67 y 52. 


Art. 45 bis. - Régimen de voto en el caso de títulos 
emitidos en serie. Los titulares de debentures, bonos 


Art. 45 bis 
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convertibles, obligaciones negociables u otros títulos 
emitidos en serie que representen créditos contra el 
concursado, participarán de la obtención de conformi- 
dades con el siguiente régimen: 


1) Se reunirán en asamblea convocada por el fi- 
duciario o por el juez en su caso. 


2) En ella los participantes expresarán su confor- 
midad o rechazo de la propuesta de acuerdo preventi- 
vo que les corresponda; y manifestarán a qué alterna- 
tiva adhieren para el caso que la propuesta fuere 
aprobada. 


3) La conformidad se computará por el capital 
que representen todos los que hayan dado su acepta- 
ción a la propuesta, y como si fuera otorgada por una 
sola persona; las negativas también serán computadas 
como una sola persona. 


4) La conformidad será exteriorizada por el fidu- 
ciario o por quien haya designado la asamblea, sir- 
viendo el acta de la asamblea como instrumento sufi- 
ciente a todos los efectos. 


5) Podrá prescindirse de la asamblea cuando el 
fideicomiso o las normas aplicables a él prevean otro 
método de obtención de aceptaciones de los titulares 
de créditos que el juez estime suficiente. 


6) En los casos en que sea el fiduciario quien 
haya resultado verificado o declarado admisible como 
titular de los créditos, de conformidad a lo previsto en 
el art, 32 bis, podrá desdoblar su voto; se computará 
como aceptación por el capital de los beneficiarios que 
hayan expresado su conformidad con la propuesta de 
acuerdo al método previsto en el fideicomiso o en la 
ley que le resulte aplicable; y como rechazo por el res- 
to. Se computará en la mayoría de personas como 
una aceptación y una negativa. 


7) En el caso de legitimados o representantes co- 
lectivos verificados o declarados admisibles en los tér- 
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minos del art. 32 bis, en el régimen de voto se aplica- 
rá el inc. 6. 


8) En todos los casos el juez podrá disponer las 
medidas pertinentes para asegurar la participación 
de los acreedores y la regularidad de la obtención de 
las conformidades o rechazos. [Incorporado por ley 
25.589, art. 16] 


Incorporado por la ley 25.589, este artículo regula el procedi- 
miento (interno) de determinación de las conformidades o disiden- 
cias al acuerdo preventivo cuando existan acreedores titulares de 
debentures, bonos convertibles, obligaciones negociables u otros tí- 
tulos en serie, a quienes se ofrezca propuesta concordataria. También 
se regula cómo se presta luego, según el resultado del procedimiento 
interno previo, la respectiva conformidad al acuerdo, por parte del fi- 
duciario, representante colectivo o sujeto que resultara legitimado en 
la verificación de estas acreencias (ver art. 32 bis). 

Si se plantearan situaciones no previstas o de difícil o dudosa 
interpretación legal, el texto da amplias facultades al juez para dis- 
poner, a pedido de parte o de oficio, las medidas que fueran perti- 
nentes con miras a asegurar la participación de estos acreedores y la 
regularidad de la obtención de sus conformidades o rechazos a la res- 
pectiva propuesta de acuerdo preventivo. 


Art. 46.- No obtención de la conformidad. Si el 
deudor no presentara en el expediente, en el plazo 
previsto, las conformidades de los acreedores quiro- 
grafarios bajo el régimen de categorías y mayorías 
previstos en el artículo anterior, será declarado en 
quiebra, con excepción de lo previsto en el art. 48 
para determinados sujetos. 


No obtención de la conformidad. Las conformidades de los 
acreedores quirografarios a la propuesta de acuerdo preventivo, o a 
las plurales ofertas por clases o categorías de quirografarios, deben 
obtenerse y acompañarse al expediente concursal antes del venci- 
miento del período de exclusividad. 

El cómputo para determinar si las mayorías de acreedores y de 
capital computable han sido alcanzadas para reputar aprobado el 
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acuerdo preventivo, se hace teniendo en consideración, al venci- 
miento del período de exclusividad, las conformidades en legal for- 
ma, existentes en el expediente, acompañadas antes del vencimiento 
de aquel período, y prestadas en relación a la última propuesta o a la 
última de sus modificaciones presentadas en el pelle (ver arts. 
43 y 45, LCQ). 

El vencimiento del período de exclusividad obra como plazo 
tope para presentar en el expediente las conformidades al acuerdo. 
Si eventualmente se hubiesen obtenido conformidades con anteriori- 
dad a dicho vencimiento y se las presentase después, no se computa- 
rán para la determinación de las mayorías. 

Quiebra indirecta. Efectuado el cómputo descripto precedente- 
mente, el resultado puede arrojar que el acuerdo resulta aprobado o 
desaprobado por los acreedores. 

El acuerdo preventivo no resulta aprobado pox los acreedores 
cuando no se logran las mayorías —de acreedores y dé capital- exigi- 
das en el art. 45 de la LCQ. j 

Cuando el acuerdo ha obtenido las mayorías suficientes para 
considerarlo aprobado, dentro de los tres días hábiles judiciales si- 
guientes al vencimiento del período de exclusividad, el juez debe 
dictar resolución haciendo saber la existencia de acuerdo preven- 
tivo (art. 49, LCQ). Esta resolución es inapelable (art. 273, inc. 
3, LCQ), y abre el período regulado en el art. 50 y ss. de la LCQ, 
dentro del cual pueden formularse impugnaciones al acuerdo que 
ha sido declarado aprobado pero que aún no está homologado por 
el juez. 

Cuando no se han logrado las mayorías del art. 45 de la LCQ, y 
el acuerdo entonces resulta desaprobado por los acreedores, el juez 
también debe dictar resolución: 

a) En los concursos preventivos con período de salvataje (art. 
48, LCQ), la resolución del juez abre dicho período. El contenido 
del pronunciamiento judicial está reglado en el art. 48, inc. 1, de la 
LCO. Esta resolución debe dictarse dentro de las cuarenta y ocho 
horas del vencimiento del período de exclusividad. Es inapelable 
(art. 273, inc. 3, LCQ). 

by) En los concursos preventivos en los que el período de salva- 
taje no es admisible (todos los pequeños concursos, y los grandes 
concursos de personas físicas o de personas jurídicas que no sean las 
mencionadas en el art. 48, LCQ), la resolución del juez declara la 
quiebra del concursado (arts. 46 y 77, inc. 1, LCQ). La legislación 
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concursal no establece dentro de qué término ha de dictarse esta sen- 
tencia de quiebra, aunque parece lógico sostener que debe ser igual 
al establecido para la decisión que hace saber la existencia de acuer- 
do preventivo cuando éste es aprobado (art. 49, LCQ: tres días desde 
el vencimiento del período de exclusividad). 

La declaración de quiebra por no obtención de las mayorías ne- 
cesarias para aprobar el acuerdo es inapelable. Ella atañe a la se- 
cuencia procedimental del concurso y no tiene prevista expresamente 
la apelabilidad, por lo que resulta comprendida dentro del art. 273, 
inc. 3, de la LCQ. 


Art. 47.- Acuerdo para acreedores privilegiados. 
Si el deudor hubiere formulado propuesta para acree- 
dores privilegiados o para alguna categoría de éstos y 
no hubiere obtenido, antes del vencimiento del perío- 
do de exclusividad, la conformidad de la mayoría ab- 
soluta de acreedores y las dos terceras partes del ca- 
pital computable y la unanimidad de los acreedores 
privilegiados con privilegio especial a los que alcance 
la propuesta, sólo será declarado en quiebra si hubiese 
manifestado en el expediente, en algún momento, que 
condicionaba la propuesta a acreedores quirografarios 
a la aprobación de las propuestas formuladas a acree- 
dores privilegiados. 


La formulación de propuesta a los acreedores privilegiados es 
optativa (ver comentario al art. 44, LCQ). El concurso preventivo 
puede hacerse sólo con los acreedores quirografarios. De hecho, en 
el pasado han sido poco frecuentes las propuestas de acuerdo pre- 
ventivo ofrecidas a los acreedores privilegiados. Si el deudor las 
formulare, puede hacerlo con dos modalidades diferentes, que aca- 
rrean distintos efectos sobre la suerte del concurso preventivo: 


a) Condicionamiento de la propuesta de los quirografarios a 
la aprobación de la propuesta de los privilegiados. Esto es, O se 
aprueban todas las propuestas o se entiende no aprobada ninguna 
de ellas. En tal caso, la falta de aprobación de la propuesta condi- 
cionante (la de los privilegiados) determina el fracaso del concurso 
preventivo y su conversión en quiebra indirecta, aunque se hubiesen 
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logrado las mayorías suficientes en la propuesta condicionada (lá de 
los quirografarios). 

b) Si el condicionamiento precedentemente analizado no exis- 
tiera, la falta de aprobación de la propuesta para privilegiados no 
produce la frustración del concurso preventivo; éste prosigue siem- 
pre y cuandó, obviamente, se aprobara la propuesta para quirogra- 
farios. 


Art. 48. - Supuestos especiales. En el caso de so- 
ciedades de responsabilidad limitada, sociedades por 
acciones, sociedades cooperativas, y aquellas socieda- 
des en que el Estado nacional, provincial o munici- 
pal sea parte, con exclusión de las personas reguladas 
por las leyes 20.091, 20.321, 24.241 y las excluidas por 
leyes especiales, vencido el período de exclusividad 
sin que el deudor hubiera obtenido las conformidades 
previstas para el acuerdo preventivo, no se declarará 
la quiebra, sino que: 

D Apertura de un registro. Dentro de los dos 
días el juez dispondrá la apertura de un registro en el 
expediente para que dentro del plazo de cinco días se 
inscriban los acreedores, la cooperativa de trabajo con- 
formada por trabajadores de la misma empresa —in- 
cluida la cooperativa en formación- y otros terceros 
interesados en la adquisición de las acciones o cuotas 
representativas del capital social de la concursada, a 
efectos de formular propuesta de acuerdo preventivo. 
Al disponer la apertura del registro el juez determinará 
un importe para afrontar el pago de los edictos. Al 
inscribirse en el registro, dicho importe deberá ser de- 
positado por los interesados en formular propuestas 
de acuerdo. [Inciso sustituido por ley 26.684, art. 12] 


2) Inexistencia de inscriptos. Si transcurrido el 
plazo previsto en el inciso anterior no hubiera ningún 
inscripto el juez declarará la quiebra. 


3) Valuación de las cuotas o acciones sociales. Si 
hubiera inscriptos en el registro previsto en el primer 
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inciso de este artículo, el juez designará el evaluador 
a que refiere el art. 262, quien deberá aceptar el cargo 
ante el actuario. La valuación deberá presentarse en 
el expediente dentro de los treinta días siguientes. 

La valuación establecerá el real valor de merca- 
do, a cuyo efecto, y sin perjuicio de otros elementos 
que se consideren apropiados, ponderará: 

a) El informe del art. 39, incs. 2 y 3, sin que esto 
resulte vinculante para el evaluador. 

b) Altas, bajas y modificaciones sustanciales de 
los activos. 

C) Incidencia de los pasivos posconcursales. 

La valuación puede ser observada en el plazo de 
cinco días, sin que ello dé lugar a sustanciación al- 
guna. 

Teniendo en cuenta la valuación, sus eventuales 
observaciones, y un pasivo adicional estimado para gas- 
tos del concurso equivalente al 4% del activo, el juez 
fijará el valor de las cuotas o acciones representativas 
del capital social de la concursada. La resolución ju- 
dicial es inapelable. 


4) Negociación y presentación de propuestas de 
acuerdo preventivo. Si dentro del plazo previsto en 
el primer inciso se inscribieran interesados, éstos que- 
darán habilitados para presentar propuestas de acuer- 
do a los acreedores, a cuyo efecto podrán mantener o 
modificar la clasificación del período de exclusividad. 
El deudor recobra la posibilidad de procurar adhesio- 
nes a su anterior propuesta o a las nuevas que formu- 
lase, en los mismos plazos y compitiendo sin ninguna 
preferencia con el resto de los interesados oferentes. 

Todos los interesados, incluido el deudor, tienen 
como plazo máximo para obtener las necesarias con- 
formidades de los acreedores el de veinte días poste- 
riores a la fijación judicial del valor de las cuotas o 
acciones representativas del capital social de la con- 
cursada. Los acreedores verificados y declarados ad- 
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misibles podrán otorgar conformidad a la propuesta” 
de más de un interesado y/o a la del deudor. Rigen 
iguales mayorías y requisitos de forma que para el 
acuerdo nt y del período de exclusividad. 


5) Audiencia tinformativa. Cinco días antes del 
vencimiento del plazo para presentar propuestas, se 
llevará a cabo una audiencia informativa, cuya fecha, 
hora y lugar de realización serán fijados por el juez al 
dictar la resolución que fija el valor de las cuotas O 
acciones representativas del capital social de la concur- 
sada. La audiencia informativa constituye la última 
oportunidad para exteriorizar la propuesta de acuerdo 
a los acreedores, la que no podrá modificarse a partir 
de entonces. | 


6) Comunicatión de la existencia de conformida- 
des suficientes. Quien hubiera obtenido las conformi- 
dades suficientes para la aprobación del acuerdo, debe 
hacerlo saber en el expediente antes del vencimiento 
del plazo legal previsto en el inc. 4. Si el primero 
que obtuviera esas conformidades fuese el deudor, se 
aplican las reglas previstas para el acuerdo preventivo 
obtenido en el período de exclusividad. Si el primero 
que obtuviera esas conformidades fuese un tercero, se 
procederá de acuerdo al inc. 7. 


7) Acuerdo obtenido por un tercero. Si el prime- 
ro en obtener y comunicar las conformidades de los 
acreedores fuera un tercero: 

a) Cuando como resultado de la valuación el juez 
hubiera determinado la inexistencia de valor positivo 
de las cuotas o acciones representativas del capital 
social, el tercero adquiere el derecho a que se le trans- 
fiera la titularidad de ellas junto con la homolega- 
ción del acuerdo y sin otro trámite, pago o exigencia 
adicionales. 

b) En caso de valuación positiva de las cuotas O 
acciones representativas del capital social, el importe 
judicialmente determinado se reducirá en la misma 
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proporción en que el juez estime —previo dictamen del 
evaluador— que se reduce el pasivo quirografario a va- 
lor presente y como consecuencia del acuerdo alcan- 
zado por el tercero. A fin de determinar el referido 
valor presente, se tomará en consideración la tasa de 
interés contractual de los créditos, la tasa de interés 
vigente en el mercado argentino y en el mercado in- 
ternacional si correspondiera, y la posición relativa de 
riesgo de la empresa concursada teniendo en cuenta 
su situación específica. La estimación judicial resul- 
tante es irrecurrible. 

c) Una vez determinado judicialmente el valor in- 
dicado en el precedente párrafo, el tercero puede: 

¿) manifestar que pagará el importe respectivo a 
los socios, depositando en esa oportunidad el 25% con 
carácter de garantía y a cuenta del saldo que deberá 
efectivizar mediante depósito judicial, dentro de los diez 
días posteriores a la homologación judicial del acuerdo, 
oportunidad ésta en la cual se practicará la transfe- 
rencia definitiva de la titularidad del capital social; o, 


ii) dentro de los veinte días siguientes, acordar la 
adquisición de la participación societaria por un valor 
inferior al determinado por el juez, a cuyo efecto de- 
berá obtener la conformidad de socios o accionistas 
que representen las dos terceras partes del capital so- 
cial de la concursada. Obtenidas esas conformidades, 
el tercero deberá comunicarlo al juzgado y, en su 
caso, efectuar depósito judicial y/o ulterior pago del 
saldo que pudiera resultar, de la manera y en las opor- 
tunidades indicadas en el precedente párrafo (1), cum- 
plido lo cual adquirirá definitivamente la titularidad de 
la totalidad del capital social. 


8) Quiebra. Cuando en esta etapa no se obtu- 
viera acuerdo preventivo, por tercero o por el deudor, 
o el acuerdo no fuese judicialmente homologado, el 
juez declarará la quiebra sin más trámite. [Texto se- 
gún ley 25.589, art. 13] 


9. TLA, Concursos y quiebras. 


Art. 48 
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El período de concurrencia (o de negociación potencialmente 
concurrente, también llamado “salvataje” o “cramdown argentino”). 
En algunos supuestos de fracaso del acuerdo preventivo de ciertas 
personas jurídicas, antes de declarar su quiebra, es posible aún inten- 
tar una solución no liquidativa. A ello apunta este segundo período 
de negociación de acuerdo preventivo que se abre después de agota- 
do el período de exclusividad (art. 43 y ss.) o luego de admitida 
judicialmente una impugnación al acuerdo aprobado por los acreedo- 
res durante dicho período (art. 51). 

A diferencia del período de exclusividad, durante el cual sólo la 
concursada puede negociar propuestas de acuerdo preventivo con sus 
acreedores, el tramo reglado por el art. 48 se abre para que terceros 
(acreedores o no de la concursada y/o la cooperativa de trabajo con- 
formada por trabajadores de la misma empresa —incluida la coopera- 
tiva en formación-) puedan ofrecer, negociar y acordar propuestas de 
acuerdo preventivo con los acreedores y, eventualmente, también con 
los socios de la deudora. El instituto regulado en este art. 48 se 
inspira más en la protección del interés de la empresa y de su orga- 
nización jurídica (sociedad) que en la tutela del interés de los socios 
de la concursada. 

Como a partir de la reforma introducida al art. 48 por la ley 
25.589 se habilita a la misma deudora a seguir negociando propues- 
tas de acuerdo preventivo durante ese período (siempre y cuando hu- 
biera al menos algún acreedor o tercero interesado y/o la cooperativa 
de trabajo conformada por trabajadores de la misma empresa -in- 
cluida la cooperativa en formación— que se hubiese registrado: ver 
incs. 1, 2 y 4), en todo caso existe la-potencialidad de la competen- 
cia O concurrencia entre los oferentes de propuestas concordata- 
rias, Dicha concurrencia no es esencial, pues basta con que se ins- 
criba sólo un tercero en los términos del inc. 1, y la deudora se 
abstenga de competir. La susodicha concurrencia es potencial (y ca- 
racteriza a esta etapa del proceso preventivo, por oposición a la 
exclusividad de la etapa del art. 43 y ss.), dado que puede darse en- 
tre el (único) tercero inscripto y la deudora (inc. 4), entre varios 
terceros inscriptos (incluida la cooperativa de trabajo conformada 
por trabajadores de la misma empresa, aún en formación), o entre 
ellos y también la deudora. 

Por lo expuesto, preferimos llamar período de negociación po- 
tencialmente concurrente, o simplemente período de concurrencia, a 
este tramo opcional de algunos concursos, para poner el acento en 
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los dos matices que principalmente lo diferencian del período de ex- 
clusividad: a) no hay exclusividad reconocida a un solo oferente de 
propuestas de acuerdo, sino que la legitimación para ofertar se plura- 
liza, y b) hay posibilidad de negociar incluso con los socios de la 
concursada, y no exclusivamente con sus acreedores. 

Rasgos generales. Esta segunda etapa de negociación es admi- 
sible en concursos preventivos de ciertas personas jurídicas, con mi- 
ras a extremar la asignación de oportunidades a la reorganización 
empresaria y evitar así la quiebra liquidativa, 

A ese fin, se hace legalmente factible que otras personas distin- 
tas de la concursada adquieran, por vía de negociación o por efecto 
legal irresistible, el capital social: aunque para ello debe el tercero 
haber logrado antes inexcusablemente una solución concordataria 
con los acreedores de la persona jurídica concursada. 


Antes de la reforma introducida al art. 48 por la ley 25.589, se 
discutía en doctrina si los socios o accionistas de la concursada 
(individualmente, en grupo, o juntamente con acreedores u otros su- 
jetos) podían ser considerados “terceros interesados en la adquisi- 
ción de la empresa en marcha” (expresión empleada por el anterior 
texto del art. 48 y que ahora es reemplazada por “terceros interesa- 
dos en la adquisición de las acciones o cuotas representativas del ca- 
pital social de la concursada”); y, en consecuencia, si debía admitírse- 
los como oferentes de acuerdo en este período. La nueva regulación 
del art. 48 parecería determinante (ahora) de una respuesta negativa: 

a) Ya no se utiliza la expresión “adquisición de la empresa en 
marcha”, sino “adquisición de las acciones o cuotas representativas 
del capital social de la concursada”, del cual —en todo o en parte— ya 
son titulares los socios o accionistas que quisieran inscribirse en el 
registro del inc. 1, 

b) A diferencia del originario régimen de la ley 24.522, actual- 
mente, la concursada puede seguir compitiendo con el resto de los 
terceros oferentes para obtener aprobación de la anterior o de una 
hueva propuesta de acuerdo (inc. 4). Resulta, así, difícil aceptar 
que un socio de la concursada pueda concurrir a formar la voluntad 
social de ésta en orden a la formulación y/o negociación de una pro- 
puesta de acuerdo y, a la vez, él mismo negociar propuesta diferente 
por su cuenta. 

Bajo el sistema anterior nos habíamos pronunciado a favor de 
que los socios pudieran ser considerados terceros a los fines de ofer- 
tar propuestas durante este período, pero sobre la base de que en 
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aquel régimen la sociedad concursada estaba absolutamente excluida 
de igual posibilidad una vez agotado el período de exclusividad, lo 
cual, como se ha visto, ahora no ocurre (inc. 4). 

Sujetos. El período de concurrencia es posible sólo en el con- 
curso preventivo de las sociedades de responsabilidad limitada, de 
las sociedades por acciones, de las sociedades cooperativas y de las 
sociedades en que el Estado nacional, provincial o municipal sea 
parte. 

Este período no es admisible en los concursos preventivos de: 

a) Personas físicas, aunque desarrollasen actividad empresarial. 

b) Otras personas de existencia ideal que no sean las expresa- 
mente habilitadas por el art. 48 y a las que se hace referencia en el 
precedente párrafo de este comentario. 

c) Personas jurídicas que no pueden ser sujetos del concurso 
preventivo, cualquiera que fuese su forma o tipo social (p.ej., asegu- 
radores o entidades financieras). 

d) Personas jurídicas nacionales que exploten medios de comu- 
nicación. La ley 25.750 (ver Apéndice), en su art. 5” establece que 
“el procedimiento y las disposiciones reguladas por el art. 48 de 
la ley 24.522 en la redacción establecida por el art. 13 de la ley 
25.589, no regirán para los medios de comunicación enumerados en 
el art. 3% de la presente ley en tanto éstos sean de propiedad nacio- 
nal, tanto como se define en el art. 2* de la presente. En caso de no 
alcanzarse acuerdo en los procedimientos concursales, a solicitud 
de la concursada la propuesta de participación directa o indirecta de 
empresas extranjeras en la propiedad de los medios de comunicación 
de empresas nacionales, deberá ser previamente autorizada por el 
Poder Ejecutivo nacional”. A los fines de la ley 25.750 se conside- 
ra “nacional” a las personas jurídicas “constituidas en el país o en el 
exterior, controladas directa o indirectamente por personas físicas de 
nacionalidad argentina y domiciliadas en el país” (art. 1%. A los 
efectos de la misma ley citada, son considerados medios de comuni- 
cación los siguientes: 1) diarios, revistas, periódicos y empresas edi- 
toriales en general; 2) servicios de radiodifusión y servicios com- 
plementarios de radiodifusión comprendidos en la ley 22.285; 3) 
productoras de contenidos audiovisuales y digitales: 4) proveedoras 
de acceso a Internet, y 5) empresas de difusión en vía pública. 

e) Cualquier clase de personas —aun las mencionadas en el 
encabezamiento del art. 48— cuando fueran pequeños concursos 
(art. 289). 
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Oportunidad. La posibilidad de tramitar las eventuales pro- 
puestas de terceros se abre en los siguientes casos: 

a) Vencido el período de exclusividad dentro del cual la con- 
cursada no obtuvo éxito en lograr acuerdo con sus acreedores, cual- 
quiera que fuese la causa del fracaso. 

b) Cuando el juez admitiese una impugnación formulada al 
acuerdo cuya previa conformidad había logrado la concursada 
(art. 51). 


Inicio del período de concurrencia. En cualquiera de las dos 
oportunidades señaladas en el precedente párrafo, cuando se estuvie- 
ra en presencia de un concurso preventivo de uno de los sujetos co- 
rrespondientes, el juez no debe declarar la quiebra sino que dentro 
de los dos días (hábiles judiciales: art. 273, inc. 2) ha de dictar una 
resolución de apertura de esta segunda etapa de negociación, en la 
cual dispone: 

a) Abrir un registro en el expediente para que dentro de cinco 
días (hábiles judiciales: art. 273, inc. 2) se inscriban los acreedores, 
la cooperativa de trabajo conformada por trabajadores de la misma 
empresa —incluida la cooperativa en formación y otros terceros in- 
teresados en la adquisición de las acciones o cuotas representativas 
del capital social de la concursada, a efectos de formular propues- 
«tas de acuerdo preventivo. La propia concursada no debe inscribir- 
se en dicho registro, aunque decidiera competir con el o los interesa- 
dos oferentes (art. 48, inc. 4). 

b) Determinar un importe para afrontar el pago de los edictos, 
el cual deberá ser depositado por los interesados al inscribirse en el 
registro. El depósito de dicho importe por parte de los terceros 
interesados es recaudo de admisibilidad de su inscripción en el 
registro, por lo cual ésta puede ser denegada por el juez si no se 
demuestra la realización de dicho depósito contemporáneamente con 
la solicitud de inscripción, o dentro del plazo que el juez determine al 
efecto. 

Este artículo no especifica qué edictos deben publicarse. Co- 
rresponde al juez, en cada caso, determinar sí es necesario 0 conve- 
niente publicar edictos, así como la oportunidad, contenido, lugar y 
frecuencia de su publicación. La conveniencia de la publicación de 
edictos ha de hacerse valorando debidamente las circunstancias del 
caso y ciertas reglas concursales. Entre ellas: a) que sea indispen- 
sable noticiar esta convocatoria a terceros interesados que podrían no 
estar advertidos y fuesen potenciales candidatos a contribuir al salva- 
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taje empresarial; b) que quede claro cómo se cuentan los plazos res- 
pectivos, y c) que no se altere injustificadamente la directriz del pá- 
rrafo final del art. 273. 

En defecto de decisión judicial que imponga notificación por edic- 
tos, la resolución judicial de apertura del período del art. 48 se noti- 
fica automáticamente el primer día posterior de notificaciones estable- 
cido por la legislación ritual del lugar del concurso (art. 273, inc. 5). 


Tnexistencia de inscriptos. Una vez transcurrido el plazo fijado 
para inscribirse en el registro, puede ocurrir que nadie se hubiera 
inscripto o que lo hubiese hecho uno o más interesados. En el pri- 
mer supuesto (ausencia de tercero inscripto), el juez debe declarar la 
quiebra sin más trámite. En la segunda hipótesis, o sea, cuando hu- 
biese inscripción de uno o varios terceros interesados y/o la coopera- 
tiva de trabajo conformada por trabajadores de la misma empresa 
(incluida la cooperativa en formación), el período de concurrencia 
para llegar a un eventual acuerdo preventivo puede proseguirse. Si 
hay varios inscriptos, competirán entre sí y con la deudora (si ésta 
desea seguir negociando). Si hay sólo un inscripto, éste competirá 
con la deudora en el caso de que ella deseara proseguir proponiendo 
acuerdo a sus acreedores. La deudora siempre puede abstenerse de 
tal concurrencia, en cuyo caso sólo el o los terceros negociarán con 
los acreedores. Si la falta de inscripción de tercero interesado obli- 
ga a declarar la quiebra, resulta obvio que la deudora no tiene la po- 
sibilidad de que se abra este período del art. 48 para que ella sola 
tenga una segunda oportunidad de negociación. Lo que el inc. 4 le 
permite es recobrar la posibilidad de procurar adhesiones a su ante- 
rior propuesta (la del período de exclusividad), O formular otras nue- 
vas, siempre y cuando así compita con otro u otros interesados. 


Valuación de las cuotas o acciones sociales. La existencia de 
terceros (uno o varios) inscriptos en el registro de oferentes posibili- 
ta la prosecución del período de concurrencia. Asimismo, obliga a 
determinar el valor de las cuotas o acciones de los socios o accionis- 
tas de la concursada, sobre la base del cual el tercero puede tener 
idea aproximada de cuál será el precio máximo al que pueden aspi- 
rar aquéllos, o en función del cual podrá negociar con ellos luego de 
obtener la aprobación a la propuesta de acuerdo formulada por el 
tercero a los acreedores (si es que la concursada no obtuviera —ella— 
antes un acuerdo preventivo). 

El juez, vencido el plazo para inscripción en el registro (art. 48, 
inc. 1) y comprobada la existencia de al menos un tercero inscripto, 
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debe de inmediato designar el evaluador a que refiere el art, 262 y 
también sin más trámite notificarle para que acepte el cargo ante el 
secretario del juzgado. La notificación ha de hacerse por cualquier 
medio que asegure la puesta en conocimiento del sujeto designado 
como evaluador. Aceptado el cargo, corre para el evaluador el pla- 
zo de treinta días (hábiles judiciales: art. 273, inc. 2) para presentar 
la valuación, por escrito, en. el expediente concursal. 

La valuación debe establecer el real valor de mercado de las 
cuotas o acciones sociales de la concursada. Por cierto, hay en ello 
algo de ficción. Estrictamente, el valor real de mercado es el que 
el mercado paga (determinable ex post una venta) y no el que su- 
puestamente pagaría. Determinado ex ante, tal valor siempre es un 
pronóstico más o menos aproximado, cuya posibilidad de fijación 
está atada a numerosas variables (el tipo de empresa, las condiciones 
del mercado en el momento, etc.) y que contiene una alta dosis de 
volatilidad. Lo que el actual criterio de valuación [(establecido por 
la ley 25.589) en realidad quiere enfatizar es que ño ha de estarse 
al anterior parámetro de la originaria versión del árt. 48 de la ley 
24.522 que partía del valor contable (o patrimonio neto según li- 
bros), sino a una valuación que guarde mayor correspondencia (en 
más o en menos) con lo que valdrían las cuotas o acciones sociales 
de la concursada en caso de vendérselas en las condiciones vigentes 
en el mercado en un tiempo y lugar determinados a tener en cuenta 
por el evaluador. 

El evaluador tiene que determinar, en esta instancia, cuál es el 
valor de los activos y el de los pasivos de la concursada. De su di- 
ferencia resultará el valor neto (positivo o negativo) de las cuotas o 
acciones sociales. A tal efecto, “sin perjuicio de otros elementos 
que se consideren apropiados”, ha de ponderar: 

a) En los activos, el informe general del síndico (art. 39, inc. 
2), lo que lleva a tener en consideración también a los activos intan- 
gibles. Por cierto, el evaluador no tiene por qué adoptar como pro- 
pio al valor probable de realización de cada rubro estimado por la 
sindicatura en aquel informe. También ha de ponderar las “altas, ba- 
jas y modificaciones sustanciales de los activos” (art. 48, inc. 3, b) 
que se hubieran producido con posterioridad al informe general del 
síndico (activos incorporados, activos no subsistentes O activos mo- 
dificados en su cuantía, valor o significación). 

b) En los pasivos, el informe general del síndico (art. 39, inc. 
3) del cual surge cuáles fueron los créditos reportados en el informe 
individual (aquetios cuyos titulares solicitaron verificación tempesti- 
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va) más los créditos denunciados por el deudor y los resultantes de 
la contabilidad o de otros elementos de juicio verosímiles (aunque 
sus titulares no hubieran pedido la susodicha verificación). Es 0b- 
vio que también ha de tener en cuenta las altas, bajas y modifica- 
ciones sustanciales de los pasivos concurrentes que éstuviesen ya 
determinadas por resolución judicial firme sobre las respectivas pre- 
tensiones verificatorias. Finalmente, también debe ponderar la inci- 
dencia de los pasivos posconcursales, o sea, las obligaciones (aun 
las contingentes) de causa o título posterior a la presentación de la 
deudora en concurso preventivo (art. 48, inc. 3, c). Es fundamen- 
tal, además, para poder llevar a cabo la labor que luego impone el 
inc. 7, b, que se discrimine el valor del pasivo quirografario. 


Además, cuando se ha inscripto para competir una cooperativa 
de trabajo, el evaluador deberá tener en consideración el pasivo labo- 
ral contingente que establece el art. 48 bis (introducido por la ley 
26.684): todos los eventuales créditos que, según liquidación a prac- 
ticar por el síndico, corresponderían a los trabajadores “inscriptos” 
(esto es, “asociados” a la cooperativa, aunque ella estuviera aún en 
formación) por las eventuales indemnizaciones, legales o convencio- 
nales, que a esos trabajadores corresponderían en caso de disolución 
de sus respectivos contratos de trabajo. Si una cooperativa de tra- 
bajadores tuviera éxito en obtener acuerdo preventivo con los acree- 
dores de la concursada, podrá entonces “hacer valer” ese pasivo con- 
tingente o eventual de la sociedad para determinar el valor referencial 
a asignar a las cuotas o acciones de los socios de la concursada, a 
efectos de la negociación con los socios o para determinar el valor 
a pagarles en caso de falta de acuerdo con ellos (siempre y cuando el 
valor de las cuotas o acciones de éstos fuera positivo). 

Dentro de los cinco días (hábiles judiciales: art. 273, inc. 2) 
transcurridos con posterioridad al vencimiento del plazo máximo de 
treinta días que tenía el evaluador para cumplir su cometido, cual- 
quier interesado (la concursada, el o los terceros inscriptos en el re- 
gistro de oferentes, los acreedores, los socios o accionistas de la 
concursada) puede formular observaciones a la valuación, sín que 
ello dé lugar a sustanciación alguna. No es admisible, entonces, 
que el juez dé vista ni traslado ni forme incidencia alguna al respecto. 

Vencido el plazo para formular observaciones a la valuación, el 
juez debe dictar resolución fijando el valor de las cuotas o acciones 
representativas del capital social de la concursada. Esa resolución 
ha de tener en cuenta la valuación dictaminada por el evaluador y 
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las observaciones que pudieran habérsele formulado. También ha 
de computar la incidencia de un pasivo adicional equivalente al 4% 
del activo, estimado para gastos del concurso, Así, por ejemplo, si 
los activos suman $ 1.000 y los pasivos $ 800, a éstos hay que adi- 
cionarles $ 40 (4% de $ 1.000), lográndose una fijación del valor de 
las cuctas o acciones de $ 160 [$ 1.000 — ($ 800 + $ 40) = $ 160]. 

En Ja misma resolución judicial debe fijarse fecha, hora y lugar 
de realización de la audiencia informativa a que refiere el art. 48, 
inc. 3. 


La resolución judicial es inapelable. 


Negociación y aprobación de las propuestas de acuerdo preven- 
tivo. Deniro de los veinte días (hábiles judiciales: art. 273, inc. 2) 
posteriores a la resolución judicial que fija el valor de las cuotas o 
acciones representativas del capital social de la concursada, el o los 
terceros (incluida la cooperativa de trabajo) inscriptos en el registro 
(art. 48, inc. 1), y también la concursada, si desea hacerlo, deben ne- 
gociar con los acreedores de esta última (manteniendo o modifican- 
do la clasificación establecida en el período de exclusividad: arts. 41 
y 42) a fin de obtener las conformidades necesarias para la aproba- 
ción de un acuerdo preventivo (art. 48, inc. 4). Al efecto, rigen 
iguales mayorías y requisitos de forma que los vigentes durante el 
período de exclusividad (arts. 43 a 45 y 47). 

La negociación entre plurales sujetos (oferentes y acreedores 
destinatarios de la propuesta) es simultánea. Si hay pluralidad de 
oferentes (terceros o la concursada), ellos compiten contemporánea- 
mente dentro del mismo plazo de los referidos veinte días. A su 
vez, los acreedores destinatarios de la o las propuestas pueden pres- 
tar su conformidad a una, a varias o a todas ellas. 

Está prevista la celebración de una audiencia informativa (art. 
48, inc. 5) cinco días (hábiles judiciales: art. 273, inc. 2) antes de 
vencido el plazo para negociar las propuestas de acuerdo. La fecha, 
hora y lugar de realización de dicha audiencia debió fijarse en la re- 
solución judicial que estableció el valor de las cuotas o acciones de 
la concursada. La única significación jurídica trascendente de esta 
audiencia es que ella constituye la última oportunidad para exteriori- 
zar la propuesta de acuerdo a los acreedores, la que no podrá modifi- 
carse a partir de entonces. Si existieran varios oferentes en compe- 
tencia a la hora de celebrarse la susodicha audiencia, todos deben 
concurrir a fin de exteriorizar su última propuesta de acuerdo, 
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Antes del vencimiento del plazo de veinte días de negociación 
del acuerdo es menester hacer saber —por escrito incorporado al ex- 
pediente concursal— la existencia de conformidades suficientes para 
la aprobación de un acuerdo preventivo (art. 48, inc. 6). En su de- 
fecto, vencido lel referido plazo sin que se hubiera demostrado la 
existencia de esas conformidades, el juez debe declarar la quiebra 
sin más trámite (art. 48, inc. 8). 

Se considera aprobado el acuerdo preventivo propuesto por cual- 
quiera (tercero, cooperativa de trabajo o concursada) que temporal- 
mente primero obtuviese y demostrase (por escrito presentado al juz- 
gado) las conformidades o mayorías de ley. 

Si en la competencia de oferentes ganara la concursada (por Jo- 
grar y demostrar ella primero las mayorías suficientes para conside- 
rar aprobada su propuesta de acuerdo preventivo), se aplican las re- 
elas previstas para el acuerdo preventivo obtenido en el período de 
exclusividad. Mientras que, si el primero que obtuviera y demostra- 
se haber logrado las mayorías necesarias para aprobación de su pro- 
puesta fuera un tercero (incluida la cooperativa de trabajo), todavía 
restará transitar la etapa del destino que a los socios de la concursa- 
da espera a raíz de dicho triunfo de un tercero en la competencia del 
período de concurrencia, lo cual se regula en el inc. 7 que pasamos 
a comentar. 


Acuerdo preventivo obtenido por un tercero. Cuando el prime- 
ro en obtener y comunicar las conformidades necesarias para alcan- 
zar acuerdo preventivo fuera un tercero, la primera distinción que la 
ley impone radica en el valor positivo o negativo que el juez hubiera 
fijado a las cuotas o acciones representativas del capital social, al 
dictar la resolución del inc. 3, párr. final. 

A raíz de lo que establece el art. 48 bis, es preciso tener en 
cuenta que cuando el tercero que obtuvo el acuerdo con los acreedo- 
res es una cooperativa de trabajo, el valor inicial de las cuotas o ac- 
ciones de la sociedad concursada, fijado judicialmente según inc. 3, 
deberá ajustarse (reducirse) ponderando la incidencia del pasivo con- 
tingente laboral representado por las eventuales indemnizaciones la- 
borales que, por disolución del contrato de trabajo, corresponderían 
a los trabajadores asociados a la respectiva cooperativa. Ese pasivo 
contingente de naturaleza laboral, calculado por el síndico, debió ser 
tenido en consideración en su momento por el evaluador (ver nuestro 
comentario uf supra) y ha de ser tomado en cuenta por el juez. Es 
posible, aunque no inexorable, que un valor de las cuotas o acciones 
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sociales que habría sido aritméticamente positivo —si un tercero co- 
mún hubiese alcanzado el acuerdo con los acreedores de la concursa- 
da— resulte en cambio negativo si el acuerdo preventivo lo lograse 
una cooperativa de trabajo, por la incidencia que el pasivo laboral 
aludido pudiera tener en la determinación del patrimonio neto de la 
sociedad concursada (y, por ende, en el valor de las cuotas o accio- 
nes sociales). 

Si el patrimonio neto fuera negativo, las cuotas o acciones so- 
ciales nada valen. En consecuencia, el tercero que acordó con los 
acreedores de la concursada nada debe pagar a, ni negociar con, 
los socios de ella. Por haber obtenido el acuerdo preventivo con los 
acreedores de la concursada, el tercero adquiere el derecho a que se 
le transfiera la titularidad de todas las cuotas o acciones representa- 
tivas del capital social de la concursada, una vez homologado el 
acuerdo preventivo, sin tener que pagar suma alguna ni poder impo- 
nérsele otro trámite o exigencia adicionales. 

Distinta es la situación si el valor fijado judicialmente a las cuo- 
tas o acciones sociales es positivo. O sea, si ellas algo (no importa 
cuánto) valen. 

En esa hipótesis, hay que proceder a una nueva valuación ten- 
diente a reducir el valor fijado en la resolución judicial del inc. 7, b, 
a cuyo efecto hay que esclarecer a cuánto (o en qué proporción) se 
reduce el pasivo quirografario a valor presente y como consecuencia 
del acuerdo alcanzado por el tercero. Esto exige un nuevo dicta- 
men del evaluador que tenga en consideración la tasa de interés 
contractual de los créditos, la tasa de interés vigente en el mercado 
argentino y en el mercado internacional, si correspondiera, y la posi- 
ción relativa de riesgo de la empresa concursada teniendo en cuenta 
su situación específica. Ese valor presente del pasivo quirografario 
debe cotejarse con el valor atribuido a igual pasivo en la oportunidad 
señalada en el inc. 3. De dicha comparación surgirá Ja proporción 
(normalmente inferior) que el primero representa respecto del segun- 
do, y en igual proporción se debe reducir el valor de las cuotas o ac- 
ciones representativas del capital social de la concursada, lo cual se 
establece por resolución judicial irrecurrible. 


Adviértase que, según las reglas contables ordinarias, la reduc- 
ción del pasivo conduce a un incremento del patrimonio neto y, así, 
al consiguiente aumento de valor de las cuotas o acciones de los so- 
cios. Esa consecuencia, de aplicarse en este procedimiento, Hevaría 
a la consagración de una doble injusticia. Por un lado, el esfuerzo 
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hecho por el tercero para alcanzar acuerdo preventivo terminaría be- 
neficiando a los titulares del capital social de la concursada, quienes, 
precisamente, fallaron en la obtención de un acuerdo con los acree- 
dores de ella. Por otto, el sacrificio de los acreedores quirografa- 
rios redundaría en un beneficio para los socios, quienes jerárqui- 
camente tienen menor irango que aquéllos, pues en una liquidación 
serían pagados después de haberse satisfecho integramente todos los 
créditos. Para evitar esa situación de manifiesta injusticia, la ley 
impone una solución distinta de la que derivaría de la aplicación de 
las reglas contables. Esa solución consiste en imponer a los socios 
(como mínimo) igual sacrificio que el que experimentan (en prome- 
dio) los acreedores quirografarios, lo cual se obtiene reduciendo el 
valor de las cuotas o acciones en la misma proporción en que se re- 
duce el pasivo quirografario (a valor presente y como consecuencia 
del acuerdo alcanzado por el tercero). De tal suerte, los socios 
podrían seguir estando en mejor situación que en una liquidación, 
dado que en ésta expetimentarían mayor sacrificio que todo el resto 
de los acreedores (incluso que los subordinados); pero, al menos, no 
se benefician en detrimento de los acreedores quirografarios. En 
definitiva, el mayor valor que en realidad adquiere el capital social 
(quizá fuera más exacto decir el patrimonio neto), como consecuen- 
cia de un acuerdo preventivo que disminuye (al menos) el pasivo 
quirografario, es una ventaja que aprovecha al tercero cuyo éxito en 
lograr el acuerdo preventivo ha terminado salvando a la empresa de 
la quiebra. 

Ejemplificando: 

a) Valor inicial de las cuotas o acciones, fijado judicialmente 
según inc. 3 = $ 140. 


b) Valor del pasivo quirografario determinado también en opor- 
tunidad del inc. 3 = $ 400. 

e) Valor presente del pasivo quirografario, como consecuencia 
del acuerdo preventivo alcanzado por el tercero = $ 200. 

d) Proporción que representa c ($ 200) respecto de » (5 400) = 
50%. 

e) Valor apretado o reducido de las cuotas o acciones, a fijar 
por el juez según inc. 7, b, en función del porcentual d, equivale al 
50% de a = $ 70. 

Una vez esclarecido cuál es el valor definitivamente asignado 
por resolución judicial a las cuotas o acciones representativas del ca- 
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pital social, según lo explicado anteriormente, el tercero puede optar 
por pagarlo a los socios o convocar a éstos a una negociación. Ello 
es lo que regula el inc. 7, c. 

A tales efectos se abre una nueva ronda de veinte días (hábiles 
judiciales: art. 273, inc. 2), durante los cuales el tercero puede acor- 
dar con los socios el pago de un valor inferior al resultante de la re- 
solución judicial del inc. 7, b. Para ello debe obtener la conformi- 
dad de socios o accionistas que, independientemente de su número o 
poder de voto, representen las dos terceras partes del capital social 
de la concursada. En cualquier momento, antes del vencimiento de 
esos veinte días, puede el tercero manifestar que pagará a los socios 
el importe fijado en la resolución judicial del inc. 7, b. 

Si el tercero no llega a un acuerdo con los socios, ni manifies- 
ta expresamente su intención de pagarles la totalidad del valor fijado 
en la resolución judicial del inc. 7, bh, el juez debe declarar la 
quiebra. 

Por otro lado, si el tercero opta por pagar a los socios la totali- 
dad del valor fijado en la resolución judicial del inc. 7, h, y así lo 
pone de manifiesto expresamente en la causa concursal antes del 
vencimiento de los veinte dias en cuestión, debe depositar (contem- 
poráneamente con la susodicha expresión de voluntad) el 25% como 
garantía y a cuenta del saldo que deberá efectuar mediante depósito 
judicial dentro de los diez días (hábiles judiciales: art. 273, inc. 2) 
posteriores a la homologación judicial del acuerdo. Entonces se le 
transfiere definitivamente la titularidad de todo el capital social. La 
cooperativa de trabajadores queda exceptuada de efectuar el señalado 
depósito del 25% (art. 48 bis). 

Finalmente, si el tercero opta por negociar el valor de la adqui- 
sición del capital social, obtenidas las conformidades necesarias den- 
tro del plazo de ley debe comunicarlo al juzgado. Los pagos que 
eventualmente correspondiera efectuar han de hacerse de igual modo 
y en igual tiempo que los explicados en el precedente párrafo. Ello 
cumplido, el tercero adquiere definitivamente la titularidad de la to- 
talidad del capital social (ver el comentario al art. 53 acerca de la in- 
congruencia existente entre los plazos para el pago del saldo por el 
tercero regulados allí y también en este art. 48, inc. 7, c, y nuestra 
interpretación al respecto). 


Quiebra indirecta. El fracaso del intento de acuerdo preventi- 
vo durante este período de concurrencia produce la quiebra indirecta 
de la concursada. El juez debe así declararla sin más trámite. 


Art. 48 bis 


REGIMEN DE CONCURSOS Y QUIEBRAS 


Art. 48 bis. - En caso que, conforme el inc. 1 del 
artículo anterior, se inscriba la cooperativa de trabajo 
-incluida la cooperativa en formación—, el juez orde- 
nará al síndico que practique liquidación de todos los 
créditos que corresponderían a los trabajadores ims- 
criptos por las indemnizaciones previstas en los arts. 
232, 233 y 245 del régimen de contrato de trabajo 
aprobado por ley 20.744, los estatutos especiales, con- 
venios colectivos o la que hayan acordado las partes. 
Los créditos así calculados podrán hacerse valer para 
intervenir en el procedimiento previsto en el artículo 
anterior. 

Homologado el acuerdo correspondiente, se pro- 
ducirá la disolución del contrato de trabajo de los traba- 
jadores inscriptos y los créditos laborales se transferi- 
rán a favor de la cooperativa de trabajo convirtiéndose 
en cuotas de capital social de la misma. El juez fijará 
el plazo para la inscripción definitiva de la cooperati- 
va bajo apercibimiento de no proceder a la homologa- 
ción. La cooperativa asumirá todas las obligaciones 
que surjan de las conformidades presentadas. 

El Banco de la Nación Argentina y la Adminis- 
tración Federal de Ingresos Públicos, cuando fueren 
acreedores de la concursada, deberán otorgar las res- 
pectivas conformidades a las cooperativas, y las facili- 
dades de refinanciación de deudas en las condiciones 
más favorables vigentes en sus respectivas carteras. 

Queda exceptuada la cooperativa de trabajadores 
de efectuar el depósito del 25% del valor de la oferta 
prevista en el punto i, inc. 7 del art. 48 y, por el pla- 
zo que determine la autoridad de aplicación de la ley 
20.337, del depósito del 5% del capital suscripto pre- 
visto en el art. 90 de la ley 20.337. En el trámite de 
constitución de la cooperativa la autoridad de apli- 
cación encargada de su inscripción acordará primera 
prioridad al trámite de la misma debiéndose concluir 
dentro de los diez días hábiles. [Incorporado por ley 
26.684, inc. 13] 
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Reglas particulares para el procedimiento de salvataje cuando 
se inscribe una cooperativa de trabajadores. El art. 48 bis, incor- 
porado por la ley 26.684, establece algunas reglas especiales aplica- 
bles en el procedimiento de salvataje por terceros (en el período de 
concurrencia) cuando una o varias cooperativas de trabajo se inscri- 
ben conforme al inc. 1, art. 48, para tratar de obtener un acuerdo 
preventivo con los acreedores de la sociedad concursada, en cuyo 
caso la cooperativa también podrá resultar adjudicataria de las accio- 
nes o cuotas representativas del capital social de la sociedad concur- 
sada. Esto se obtiene de modo directo, si el patrimonio neto de la 
concursada es negativo O, si éste es positivo, luego de negociar y 
acordar con los socios de la sociedad concursada, o de pagar a éstos 
el valor de sus cuotas o acciones determinado por el juez del concur- 
so según al procedimiento establecido en el art. 48. 

La disposición legal a nuestro juicio más importante que consa- 
gra el art. 48 bis se relaciona con esa última parte del procedimiento 
del salvataje: la determinación y regulación de la relación entre el 
tercero que obtuvo acuerdo preventivo y los socios o accionistas de 
la sociedad concursada. Al efecto, el art. 48 bis establece que la 
cooperativa podrá “hacer valer” un pasivo contingente laboral repre- 
sentado por las eventuales indemnizaciones laborales, de fuente legal 
o convencional, que corresponderían a los trabajadores asociados a 
dicha cooperativa, en caso de disolución de sus respectivos contratos 
de trabajo con la sociedad concursada. Al comentar el art. 48 he- 
mos explicado cómo se “hace valer” ese pasivo contingente laboral, 
y cuál es la incidencia que él puede tener en la determinación del 
valor del patrimonio neto de la sociedad concursada y, en conse- 
cuencia, en la relación de negociación entre la cooperativa (que Ob- 
tuvo acuerdo preventivo) y los socios de la sociedad concursada, O 
en el eventual pago de las cuotas o acciones sociales por parte de la 
cooperativa a los socios de aquélla (ver comentario al art. 48, LCQ, 
donde también nos referimos al rol del síndico en la liquidación de 
las eventuales indemnizaciones laborales y el del evaluador en su 
consideración respectiva). 

Si el acuerdo preventivo de la sociedad concursada ha sido exi- 
tosamente obtenido por una cooperativa de trabajadores, homologa- 
do aquél, se produce la disolución del contrato de trabajo de los tra- 
bajadores asociados a la cooperativa. Este efecto legal tiene como 
causa el haberse asociado voluntariamente a la cooperativa los res- 
pectivos trabajadores, cuyos derechos indemnizatorios resultarán sa- 
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tisfechos, también por efecto de la ley, con la adjudicación (a elios) 
de cuotas sociales en la cooperativa. Éste parece ser el sentido de 
la expresión legal “los créditos laborales se transferirán a favor de la 
cooperativa de trabajo convirtiéndose en cuotas de capital social de 
la misma”. 

El art. 48 bis, al establecer que “la cooperativa asumirá todas 
las obligaciones que surjan de las conformidades presentadas”, con- 
sagra una garantía personal principal (no subsidiaria), de fuente le- 
gal, de cumplimiento del acuerdo preventivo. En principio, el cumpli- 
miento del acuerdo preventivo es obligación principal de la sociedad 
concursada que continúa en existencia y actividad. Sin embargo, 
la cooperativa, que por efecto del salvataje pasará a ser titular de las 
acciones o cuotas sociales de la sociedad concursada, asume también, 
por efecto de la disposición legal en comentario, las obligaciones 
que surjan de “las conformidades prestadas” (rectius: del acuerdo 
preventivo al cual los acreedores de Ja concursada prestaron confor- 
midad). Esta disposición legal convierte a la cooperativa en codeu- 
dora de las prestaciones que constituyen el contenido y objeto del 
acuerdo preventivo; no así de las restantes obligaciones de la socie- 
dad concursada, anteriores o posteriores al concurso, que continua- 
rán a cargo exclusivo de la concursada (salvo, claro está, que la coo- 
perativa tambien asuma el rol de garante de esas manera expresa y 
voluntaria). 

La cooperativa de trabajadores está exceptuada de depositar 
el 25% del valor de la oferta que establece el punto ¡ del inc. 7 del 
art. 48, 

Las restantes disposiciones del art. 48 bis son directrices de tipo 
más bien administrativo que estrictamente concursal. 


Caríruo V 


IMPUGNACIÓN, HOMOLOGACIÓN, 
CUMPLIMIENTO Y NULIDAD DEL ACUERDO 


Sección I 


Art. 49. - Existencia de acuerdo. Dentro de los 
tres días de presentadas las conformidades correspon- 


: 
¿E 
: 
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dientes, el juez dictará resolución haciendo saber la 
existencia de acuerdo preventivo. [Texto según ley 
25.589, art. 29] 


Esta resolución judicial no importa aprobación ni homologación 
del acuerdo por parte del juez (en su caso, la homologación se hace 
en la oportunidad que señala el art. 52, LCQ). Para dictarla, el juez 
debe verificar -con o sin previa consulta al síndico o al comité de 
acreedores— que se hayan reunido las mayorías necesarias para la 
aprobación de la propuesta; y ello es todo lo que debe hacer saber 
(mejor que la existencia de acuerdo preventivo, es proclamar la exis- 
tencia de conformidades suficientes para entender aprobada la pro- 
puesta de acuerdo preventivo). Esta resolución no obsta a la even- 
tual impugnación reglada en el art. 50 de la LCQ. 


Art. 50.- Impugnación. Los acreedores con de- 
recho a voto, y quienes hubieren deducido incidente, 
por no haberse presentado en término, o por no ha- 
ber sido admitidos sus créditos quirografarios, pueden 
impugnar el acuerdo, dentro del plazo de cinco días 
siguientes a que quede notificada por ministerio de la 
ley la resolución del art. 49, 


Causales. La impugnación solamente puede fun- 
darse en: 
1) Error en cómputo de la mayoría necesaria. 


2) Falta de representación de acreedores que con- 
curran a formar mayoría en las categorías. 


3) Exageración fraudulenta del pasivo. 


4) Ocultación o exageración fraudulenta del ac- 
tivo. 

5) Inobservancia de formas esenciales para la ce- 
lebración del acuerdo. 

Esta causal sólo puede invecarse por parte de 
acreedores que no hubieren presentado conformidad a 
las propuestas del deudor, de los acreedores o de ter- 
ceros. [Texto según ley 25.589, art. 3%] 


10. TLA, Concursos y quiebras. 


/ 
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Pueden impugnar el acuerdo, cuya aprobación hubiera sido 
proclamada en la resolución judicial prevista en el artículo pre- 
cedente, haciéndolo dentro del plazo de cinco días hábiles judi- 
ciales: 

a) Los acreedores “con derecho a voto”; debe entenderse por 
tales a los acreedores verificados y admitidos, comprendidos dentro 
de la clase o categoría correspondiente a la propuesta objeto de im- 
pugnación. No obsta a la legitimación para impugnar el que hubie- 
ran prestado conformidad a la propuesta, salvo respecto de la causal 
del inc. 5, que sólo pueden articularla quienes no prestaron dicha 
conformidad. 

b) Los acreedores que hubieran promovido incidente de verifi- 
cación tardía (art. 36, párr. 5? y ss.), aunque éste no estuviese toda- 
vía resuelto, 

c) Los solicitantes de verificación tempestiva, inadmitidos o no 
verificados (ver art. 36), que hubieran promovido recurso de revisión 
(art. 37). 


Art. 51.- Resolución. Tramitada la impugna- 
ción, si el juez la estima procedente, en la resolución 
que dicte debe declarar la quiebra. Si se tratara de 
sociedad de responsabilidad limitada, sociedades por 
acciones y aquellas en que tenga participación el 
Estado nacional, provincial o municipal, se aplicará 
el procedimiento previsto en el art. 48, salvo que la 
impugnación se hubiere deducido contra una propues- 
ta hecha por aplicación de este procedimiento. 

Si la juzga improcedente, debe proceder a la ho- 
mologación del acuerdo. . 

Ambas decisiones son apelables, al solo efecto de- 
volutivo; en el primer caso, por el concursado y en el 
segundo por el acreedor impugnante. [Texto según ley 
25.589, art. 4] 


La tramitación de la impugnación carece de trámite específico, 
por lo que debe sustanciarse conforme a las reglas del art. 280 y ss. 
de la LCQ. 

La resolución que admite la impugnación declara la quiebra o, 
si correspondiera, abre el supuesto especial de salvataje regulado en 
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el art. 48 de la LCQ, caso éste en que debe contener las distintas 
medidas señaladas en el art. 48, inc. 1, de la LCQ. 

La resolución que desestima la impugnación debe pronunciarse 
sobre la homologación del acuerdo. En esta tarea, el juez sólo hace 
una labor de control formal extrínseco, sin que deba (ni pueda) valo- 
rar el mérito del acuerdo ni su oportunidad, conveniencia o mereci- 
miento por el concursado. 

La apelabilidad de las precedentes resoluciones se rige por las 
previsiones específicas del último párrafo de este art, 51 (y no por el 
art. 285, LCQ). 


SECCIÓN 1H 


HOMOLOGACIÓN 


Art. 52. - Homologación. No deducidas impug- 
naciones en término, o al rechazar las interpuestas, el 
juez debe pronunciarse sobre la homologación del 
acuerdo. 


1) Si considerara una propuesta única, aprobada 
por las mayorías de ley, debe homologarla. 


2) Si considera un acuerdo en el cual hubo cate- 
gorización de acreedores quirografarios y consiguiente 
pluralidad de propuestas a las respectivas categorías: 


a) Debe homologar el acuerdo cuando se hubie- 
ran obtenido las mayorías del art. 45 o, en su caso, las 
del art. 67. 


b) Si no se hubieran logrado las mayorías necesa- 
rias en todas las categorías, el juez puede homologar 
el acuerdo, e imponerlo a la totalidad de los acreedo- 
res quirografarios, siempre que resulte reunida la to- 
talidad de los siguientes requisitos: 


1) Aprobación por al menos una de las categorías 
de acreedores quirografarios. 


ii) Conformidad de por lo menos las tres cuartas 
partes del capital quirografario. 
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¡i2) No discriminación en contra de la categoría o * 
categorías disidentes. Entiéndese como discriminación 
el impedir que los acreedores comprendidos en dicha 
categoría o categorías disidentes puedan elegir —des- 
pués de la imposición judicial del acuerdo— cualquiera 
de las propuestas, únicas o alternativas, acordadas 
con la categoría o categorías que las aprobaron expre- 
samente. En defecto de elección expresa, los disiden- 
tes nunca recibirán un pago o un valor inferior al mejor 
que se hubiera acordado con la categoría o con cual- 
quiera de las categorías que prestaron expresa confor- 
midad a la propuesta. 


iv) Que el pago resultante del acuerdo impuesto 
equivalga a un dividendo no menor al que obtendrían 
en la quiebra los acreedores disidentes. 


3) El acuerdo no puede ser impuesto a los acree- 
dores con privilegio especial que no lo hubieran acep- 
tado. 

4) En ningún caso el juez homologará una pro- 
puesta abusiva o en fraude a la ley. [Modificado por 
ley 25.589, art. 17] 


Homologación judicial del acuerdo preventivo. La homologa- 
ción es la aprobación que el juez otorga al acuerdo aprobado por 
los acreedores. Esa aprobación judicial es condición sine qua non 
de la validez y exigibilidad del acuerdo preventivo. Sin prestarse 
esa homologación al acuerdo obtenido en el período de exclusivi- 
dad o en el período del art. 48, aquél no obliga ni siquiera a sus 
firmantes y el concurso preventivo fracasa debiendo declararse la 
quiebra de la concursada. 

Bajo el régimen concursal vigente, el juez no tiene la facub 
tad-deber de analizar el mérito del acuerdo. Esa potestad era atri- 
buida al magistrado concursal antes de 1995, lo cual importaba que 
a la hora de decidir sobre la homologación debía analizar aspectos 
intrínsecos del acuerdo sobre la base de criterios tales como su con- 
gruencia con las finalidades de los concursos y con la preservación 
de la actividad empresarial, su posibilidad de ser cumplido y otros 
aspectos relacionados con la conducta de la concursada o de sus ad- 
ministradores. 


149 LEY 24.522 Art. 52 


El sistema actual asigna al juez del concurso una tarea diferente 
al tiempo de tener que decidir acerca de la homologación. El juicio 
de valor sobre los aspectos empresariales del acuerdo (el antes lla- 
mado mérito intrínseco de él) queda exclusivamente librado a la de- 
cisión consensuada entre el deudor y la mayoría legalmente exigida, 
o unanimidad, en su caso, de los acreedores. Las conductas de la 
concursada o las de sus administradores son, en principio, irrele- 
vantes para decidir sobre la homologación, consagrándose así la se- 
paración entre la suerte de la empresa y el comportamiento del em- 
presario. 

El juez debe, entonces, analizar formal y extrínsecamente el 
acuerdo a fin de controlar que estén cumplidas las formas sustancia- 
les previstas en la ley para su negociación, aprobación e instrumen- 
tación. 

También —por aplicación de las reglas del derecho común- tiene 
la implícita facultad de control de la licitud de las prestaciones con- 
venidas, a fin de denegar homologación a un acuerdo que contuviera 
prestaciones contrarias a derecho, al orden público, la moral o las 
buenas costumbres. 


A partir de la reforma introducida por la ley 25.589, el inc. 4 de 
este art. 52 señala al juez que en ningún caso homologará una pro- 
puesta abusiva o que fuera en fraude a la ley. 

La noción de “fraude a la ley” es bastante familiar en ios 
ramas del derecho y de la interpretación jurisprudencial. Genérica- 
mente, ella se refiere a cualquier acto o actividad enderezados a sos- 
layar, contradecir o de cualquier modo burlar disposiciones legales 
imperativas. 


También la noción de “abuso” es conocida y utilizada por el 
derecho y la jurisprudencia argentinos, aunque resulta bastante más 
difícil precisar sus límites. Se trata, por cierto, de un estándar de 
gran latitud cuya utilización en el campo concursal tendrá que ser 
usada por los jueces con prudencia y al sólo efecto de excepcio- 
nalmente desestimar la aprobación de ciertos acuerdos que -sin ser 
fraudulentos— de modo manifiesto y sin justificación impongan sacri- 
ficios desmedidos y fuera de toda razonabilidad a acreedores disi- 
dentes que de otra suerte resultarían afectados por el acuerdo abust- 
vo aprobado por mayorías. 

Uno de los criterios más importantes —posiblemente, el princi- 
pal— a tener en consideración para juzgar abusivo un acuerdo, finca 
en la consideración del trato que dicho acuerdo otorga a los acreedo- 
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res disidentes, o sea, a quienes expresamente no prestaron conformi- 
dad y, sin embargo, resultarían obligados por la voluntad de la ma- 
yoría. Así, la noción de abuso no convalidable judicialmente es 
útil para proteger a esos acreedores disidentes, de manera que sus 
derechos no sean afectados dej modo injusto. De manera escueta e 
implícita, la ley quiere put e que los acreedores que no prestan 
conformidad al acuerdo no serán afectados más allá de ciertos lími- 
tes. Traspasados éstos, el acuerdo —aun aprobado por mayorías y 
exento de connotaciones fraudulentas— deviene abusivo y no debe 
homologarse. ¿Cuáles son esos límites? La respuesta no es fácil 
en abstracto. Sin embargo, puede ensayarse un parámetro de deli- 
mitación sobre la base de lo dispuesto en el art. 52, inc. 2, subinc. 
iv. Es que al haber desaparecido de la ley concursal en vigor el lí- 
mite que las leyes concursales derogadas imponían a las quitas (se- 
gún las cuales la quita nunca podía ser superior al 60% del crédito 
o, en otras palabras, en ningún! acuerdo preventivo se admitía que el 
acreedor recibiera menos del 40% de su acreencia), algún umbral de 
satisfacción de los créditos de 'quienes no prestan conformidad debe 
existir a fin de que, no respetado dicho mínimo, el acuerdo por 
abusivo- no sea judicialmente homologable. Y ese mínimo no es 
otro que el monto que estos acreedores habrían de recibir como divi 
dendo de distribución en caso de liquidación por quiebra. Ésta es 
la salvaguarda a aplicar para, por un lado, proteger a los acreedores 
disidentes de un daño excesivo e injusto a sus derechos y, por otro 
lado, preservar el prestigio de los procedimientos concursales de 
reorganización evitando que, de otro modo, se afecte el crédito en 
general como resultado de abusos perjudiciales a los intereses de los 
acreedores que no prestan su consentimiento a condonaciones que 
exceden el valor probable de recupero del crédito en una distribu- 
ción falencial. 


Homologación del acuerdo con pluralidad de propuestas a dife- 
rentes clases. Cuando el deudor ha clasificado a sus acreedores a 
fin de ofrecerles propuestas diferenciadas (art. 41), la regla en mate- 
ria de aprobación de dicho acuerdo es que deben obtenerse las ma- 
yorías de ley en todas y cada una de las clases (art. 45). Si esas 
mayorías no se obtienen en todas y cada una de las clases, en princi- 
pio se debe considerar fracasado el concurso preventivo (en el perío- 
do de exclusividad o, en su caso, en el período del art. 48) y el juez 
ha de declarar la quiebra sin más trámite. 

Una excepción a esa regla se halla en el art. 67, que establece el 
primer caso de compensación de conformidades y disidencias entre 
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diferentes categorías, cuando no se hubiera alcanzado la mayoría en 
todas éstas. En concursos en caso de agrupamiento con propuestas 
que traten unificadamente el pasivo y, a su vez, categoricen a los 
acreedores, esa regla permite compensar los excedentes de conformi- 
dades logradas en ciertas categorías con los déficit de aprobaciones 
en otras de ellas, calculándose los porcentajes respectivos sabre ca- 
pital computable exclusivamente (y no sobre el número de perso- 
nas). Así, aunque el acuerdo resultara desaprobado en alguna de 
las categorías, se considerará aprobado sien ninguna de ellas se hu- 
biese obtenido menos del 50% de aprobaciones del capital de la cla- 
se, y la suma (promiscua, no por clases) de todas las conformidades 
representase el 75% del total del capital computable. Éste es un 
caso de compensación puramente matemático. 

Otro caso de compensación entre clases disidentes y una o va- 
rias clases en las que se hubieran alcanzado las mayorías de ley, ha 
sido introducido por la ley 25.589 en el inc. 2 del art. 52, Este no 
es un supuesto puramente matemático de compensación, dado que, 
además de cierta proporción numérica, deben también reunirse (to- 
das) las condiciones siguientes: 

a) Aprobación por al menos una de las categorías en que se hu- 
biese clasificado a los acreedores quirografarios, computándose las 
mayorías, dentro de esa clase, de la manera ordinaria: más de la mi- 
tad de los acreedores con derecho de voto dentro de la clase que, a 
su vez, representen los dos tercios del capital computable en ella 
(art. 45). 


b) Conformidad por al menos las tres cuartas partes del capital 
quirografario total, resultante de la suma promiscua de todos los pa- 
sivos con derecho a voto computables en las diversas clases en que 
el deudor hubiera categorizado a sus acreedores quirografarios. 


c) No discriminación en contra de la categoría o categorías di- 
sidentes. La ley se encarga de describir qué ha de entenderse 
como discriminación a estos efectos. En ese aspecto, para que 
Ja compensación en análisis prospere es menester que los acreedo- 
res comprendidos en las clases en las cuales no se obtuvieron las 
mayorías comunes (clases disidentes), en caso de homologarse el 
acuerdo puedan (no deban) elegir cualquiera de las propuestas, úni- 
cas o alternativas, acordadas con la categoría o categorías en donde 
sí se obtuvieron las mayorías del art. 45. Ello así, aquellos acree- 
dores pueden elegir las prestaciones ofrecidas a su clase (disidente) 
o las acordadas dentro de la clase o clases (ajenas a aquéllos) en las 
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que se obtuvieron mayorías comunes. Por fin, en defecto de elec- 
ción expresa los disidentes nunca recibirán un pago o valor inferior 
al mejor que se hubiera acordado en la clase o clases mayoritaria- 
mente conformes. 


d) Que el pago resultante del E homologado equivalga, 
respecto de los acreedores disidentes, a ún dividendo no menor al 
que obtendrían ellos en una liquidación falencial. Esto supone una 
tarea de apreciación judicial de valores prospectivos —lo que se ob- 
tendría en una liquidación del activo en la quiebra y la ratio de dis- 
tribución que en ella correspondería a los acreedores quirografarios— 
que en muchos supuestos puede resultar compleja y con alta dosis de 
incertidumbre. A la vez, aun esclarecido ese término de la compa- 
ración, todavía faltará determinar el “valor presente” (a la fecha en 
la cual probablemente se percibiría el dividendo falencial) de la 
mejor prestación concordataria a que tendría derecho el acreedor o 
acreedores disidentes. En épocas de alta inestabilidad económica y 
volatilidad de mercados, esa tarea judicial tesultará, ciertamente, muy 
ardua. De todos modos, el elemento que puede facilitar la compa- 
ración en pro de favorecer el llenado de este recaudo de la com- 
pensación en análisis es la circunstancia reiterada e históricamente 
comprobada de los exiguos, cuando no inexistentes, porcentuales 
de recupero de las acreencias quirografarias en las quiebras liquida- 
tivas. 

Cuando todas esas circunstancias estuvieran reunidas, el juez 
puede tener por operada la compensación entre el déficit de mayo- 
rías de una o varias clases con el excedente logrado en otra u otras 
y, así, homologar el acuerdo preventivo que, en las condiciones expli- 
cadas, resultará obligatorio para todos los acreedores quirografarios. 

La susodicha compensación no es aplicable jamás en caso de 
propuesta de acuerdo a acreedores con privilegio especial. Esta 
clase de propuesta requiere unanimidad (art. 44) y nunca puede im- 
ponerse a un acreedor de ese rango que expresamente no la hubiera 
aceptado. 


Art. 53. - Medidas para la ejecución. La resolu- 
ción que homologue el acuerdo debe disponer las me- 
didas judiciales necesarias para su cumplimiento. 


Si consistiese en la reorganización de la sociedad 
deudora o en la constitución de sociedad con los acree- 
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dores, o con alguno de ellos, el juez debe disponer las 
medidas conducentes a su formalización y fijar plazo 
para su ejecución, salvo lo dispuesto en el acuerdo. 


En el caso previsto en el art. 48, inc. 4, la resolu- 
ción homologatoria dispondrá la transferencia de las 
participaciones societarias o accionarias de la socie- 
dad deudora al ofertante, debiendo éste depositar judi- 
cialmente a la orden del juzgado interviniente el precio 
de la adquisición, dentro de los tres días de notificada 
la homologación por ministerio de la ley. A tal efec- 
to, la suma depositada en garantía en los términos del 
art. 48, inc. 4, se computará como suma integrante 
del precio. Dicho depósito quedará a disposición de 
los socios o accionistas, quienes deberán solicitar la 
emisión de cheque por parte del juzgado. 


Si el acreedor o tercero no depositare el precio de 
la adquisición en el plazo previsto, el juez declarará la 
quiebra, perdiendo el acreedor o tercero el depósito 
efectuado, el cual se afectará como parte integrante del 
activo del concurso. [Texto según ley 25.589, art. 5%] 


Ver arts. 48 y 59 de la LCQ y sus respectivos comentarios. 

La actual versión del art. 48, después de la reforma introducida 
por la ley 25.589, ha ocasionado una incongruencia entre el párr. 3% 
de este art. 53 y el inc. 7, c, del mencionado art. 48. En ambas 
normas se regula de manera diferente el plazo para que el tercero pa- 
gue el importe correspondiente al valor de la participación de los so- 
cios de la concursada: a) “dentro de los tres días de notificada la 
homologación por ministerio de la ley”, conforme al art. 53, y b) 
“dentro de los diez días posteriores a la homologación judicial del 
acuerdo”, según el art. 48, inc. 7, e, l. 

Sin perjuicio de que esta anomalía debiera corregirse por vía de 
reforma legislativa, en tanto ella subsista es a todas luces convenien- 
te que el juez del caso esclarezca cuál es el respectivo plazo para el 
susodicho depósito, y desde cuándo ha de contarse el término perti- 
nente. Ello a fín de aventar conflictos que, a más de infructíferos, 
pueden poner en peligro el salvataje empresarial tan empeñosamente 
buscado por la ley y tan difícil de lograr en la práctica cotidiana. 
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A todo evento, y para el supuesto en que el juez de la causa no 
esclareciera cuál es el plazo en cuestión o cómo contarlo, la regla 
de preservación de los actos jurídicos valiosos (procesales, contrac- 
titales, etc.) impone estar al plazo más largo que correspondiera 
aplicar. 


Art. 54, - Honorarios. Los honorarios a cargo del 
deudor son exigibles a los noventa días contados a 
partir de la homologación, o simultáneamente con el 
pago de la primera cuota a alguna de las categorías 
de acreedores que venciere antes de ese plazo. 

La falta de pago habilita a solicitar la declaración 
en quiebra. 


Al homologar el acuerdo, el juez regula los honorarios corres- 
pondientes, según pautas del art. 266 de la LCQ. La falta de pago 
de dichos honorarios legitima a los acreedores de tales estipendios 
para solicitar la quiebra, una vez que las regulaciones quedaren fir- 
mes y fueren exigibles (esto último conforme a los lineamientos del 
art. 54, LCQ). 

A falta de un procedimiento específico, corresponde imprimir a 
esta solicitud de quiebra indirecta, el trámite incidental previsto en 
el art. 280 y ss. de la LCOQ. 


Sección UI 


EFECTOS DEL ACUERDO HOMOLOGADO 


Art. 55, - Novación. En todos los casos, el acuer- 
do homologado importa la novación de todas las obli- 
gaciones con origen o causa anterior al concurso. Es- 
ta novación no causa la extinción de las obligaciones 
del fiador ni de los codeudores solidarios. [Texto se- 
gún ley 25.589, art. 6% 


Novación. El acuerdo homologado produce la novación de las 
obligaciones de causa anterior a la presentación del deudor en con- 
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curso preventivo. Este efecto se aplica a las obligaciones del deu- 
dor que, por resultar incluidas en la o las propuestas de acuerdo 
aprobadas y homologadas, se consideran reemplazadas (con efecto 
extintivo o novatorio) por las prestaciones concordatarias respecti- 
vas. No hay novación de las obligaciones anteriores al concurso 
que no resultaren alcanzadas por los efectos del acuerdo homologa- 
do; por ejemplo, acreencias privilegiadas, cuando no hay acuerdo 
destinado a ellas. Puesto que el acuerdo para acreedores quirogra- 
farios es ineludible para que exista concurso preventivo exitoso, to- 
das las deudas quirografarias del concursado, anteriores a la presen- 
tación, resultan novadas por efecto (legal) de la homologación del 
acuerdo preventivo. 

El efecto novatorio es irreversible, en principio. Únicamente 
no subsiste en algunos casos de nulidad del acuerdo homologado 
(ver art. 62, LCQ); se mantiene, en cambio, en el supuesto de su in- 
cumplimiento. Ello incide en orden a la eventual concurrencia en 
la quiebra ulterior: el acreedor anterior a la presentación en concurso 
preventivo, cuya acreencia resultó novada y tampoco ésta fue sa- 
tisfecha—, concurre en la quiebra posterior con la acreencia (nueva) 
originada en dicho acuerdo (no recupera los derechos que tenía an- 
tes del concurso preventivo, salvo los aludidos supuestos de nulidad 
contemplados en el art. 62, inc. 2, LCQ). 


Garantes. La segunda frase del art. 55 de la LCQ establece 
que, a pesar de la extinción por novación- de las deudas del con- 
cursado que fueran anteriores a la presentación y estuvieran inclui- 
das en el acuerdo homologado, subsisten las obligaciones asumidas 
en garantía de aquéllas (antes del concurso) por fiadores y codeudo- 
res solidarios. Esta norma evita que la novación, al producir la ex- 
tinción de la obligación originaria, acarree también la extinción de 
sus accesorios, entre los que se incluyen las garantías (art. 940, Cód. 
Civil y Comercial). Fuera del ámbito concursal, el acreedor tam- 
bién puede impedir la extinción de las garantías personales o reales 
del antiguo crédito mediante reserva. En tal caso, sin embargo, las 
garantías pasan a la nueva obligación sólo si quien las constituyó 
participó en el acuerdo novatorio (art. 940). En materia concursal, 
en cambio, rige el art. 55 de la LCQ, para solucionar los alcances 
de la novación legal del acuerdo respecto de todas las obligacio- 
nes con origen o causa anterior al concurso. El art. 1597, párr. 2%, 
del Cód. Civil y Comercial ratifica y aclara la disposición de la LCQ. 
Las garantías personales no se extinguen por la novación produci- 


Art. 56 RÉGIMEN DE CONCURSOS Y QUIEBRAS 156 


da por el acuerdo preventivo homologado del deudor, aun cuando no 
se haya hecho reserva de las acciones o derechos contra el fiador, 
Las disposiciones de la ley civil se aplican supletoriamente cuando 
la novación se produce por diposición de la ley (art. 941, Cód. Ci- 
vil y Comercial). Las obligaciones novadas por efecto del acuerdo 
prescriben a los cinco años (art. 2560, Cód. Civil y Comercial), con- 
tados desde que es exigible la prestación establecida en el acuerdo 
(art. 2554). 

Con respecto a las garantías reales del antiguo crédito, es me- 
nester tener en consideración que, si bien el acreedor puede impedir 
su extinción mediante reserva, tales garantías pasan a la nueva obli- 
gación sólo si quien las constituyó participó en el acuerdo novatorio 
(art. 940, Cód. Civil y Comercial). 

Las garantías reales constituidas sobre bienes del concursado di- 
fícilmente resulten afectadas por el efecto novatorio, puesto que es 
poco frecuente el acuerdo preventivo para acreedores que cuenten 
con privilegio especial. Si lo hubiera, pueden (deben), no obstante, 
reservarse expresamente las garantías reales para que subsistan (art. 
940, Cód. Civil y Comercial). El concursante otorgante de la ga- 
rantía real participa en el acuerdo novatorio (el acuerdo preventivo), 
por definición. 

Más peligroso es el caso de las garantías reales constituidas so- 
bre bienes de terceros, porque en el concurso preventivo del deu- 
dor, la acreencia garantizada con bienes de terceros es quirografa- 
ria. Así, la obligación resultaría ciertamente novada con efecto 
extintivo de la garantía real, porque ésta, constituida sobre bien de 
tercero, no puede reservarse si el otorgante de la garantía del antiguo 
crédito no participa en el acuerdo preventivo (art. 940, Cód. Civil y 
Comercial). Además, el tercero otorgante de la garantía real, de or- 
dinario, no participa en el acuerdo novatorio (el acuerdo preventivo). 
No obstante, podría preservarse anticipadamente la garantía real si, 
en el instrumento de constitución, el otorgante de la garantía prestara 
expresa conformidad para que ésta no se extinga como resultado de 
la eventual novación de la deuda garantizada en caso de concurso 
del obligado, 


Art. 56. - Aplicación a todos los acreedores. El 
acuerdo homologado produce efectos respecto de to- 
dos los acreedores quirografarios cuyos créditos se 
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hayan originado por causa anterior a la presenta- 
ción, aunque no hayan participado en el procedi- 
miento. 

También produce iguales efectos respecto de los 
acreedores privilegiados verificados, en la medida en 
que hayan renunciado al privilegio. 

Son absolutamente nulos los beneficios otorgados 
a los acreedores que excedan de lo establecido en el 
acuerdo para cada categoría. 


Socios solidarios. El acuerdo se extiende a los 
socios ilimitadamente responsables, salvo que, como 
condición del mismo, se estableciera mantener su res- 
ponsabilidad en forma más amplia respecto de todos 
los acreedores comprendidos en él, 


Verificación tardía. Los efectos del acuerdo ho- 
mologado se aplican también a los acreedores que no 
hubieran solicitado verificación, una vez que hayan 
sido verificados. 

El pedido de verificación tardía debe deducirse 
por incidentes mientras tramite el concurso o, conclui- 
do éste, por la acción individual que corresponda, 
dentro de los dos años de la presentación en concurso. 

Si el título verificatorio fuera una sentencia de un 
juicio tramitado ante un tribunal distinto que el del 
concurso, por tratarse de una de las excepciones pre- 
vistas en el art. 21, el pedido de verificación no se 
considerará tardío, si, no obstante haberse excedido 
el plazo de dos años previsto en el párrafo anterior, 
aquél se dedujere dentro de los seis meses de haber 
quedado firme la sentencia. 

Vencidos esos plazos prescriben las acciones del 
acreedor, tanto respecto de los otros acreedores como 
del concursado, o terceros vinculados al acuerdo, sal- 
vo que el plazo de prescripción sea menor. 

Cuando la verificación tardía tramite como inci- 
dente durante el trámite del concurso, serán parte en 
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dicho incidente el acreedor y el deudor, debiendo el” 
síndico emitir un informe una vez concluido el perío- 
do de prueba. 

Los acreedores verificados tardíamente no pue- 
den reclamar de sus coacreedores lo que hubieren per- 
cibido con arreglo al acuerdo, y el juez fijará la forma 
en que se aplicarán los efectos ya ocurridos, tenien- 
do en cuenta la naturaleza de las prestaciones. [Tex- 
to según ley 26.086, art. 5% 


Aplicación a todos los acreedores. El acuerdo preventivo para 
acreedores quirografarios alcanza, en sus efectos, a todos los acree- 
dores anteriores a la presentación, de rango común o quirografario: 
por su origen, por haber renunciado al privilegio que les asistiera o, 
si lo han perdido, por inexistencia del bien afectado al privilegio o 
por haberse agotado el producto de su realización sin haberse satis- 
fecho la totalidad del crédito privilegiado. 

Los términos del acuerdo se aplican aunque los susodichos 
acreedores no hubiesen participado en el procedimiento para llegar 
al acuerdo preventivo, ya sea que verifiquen tardíamente o que recla- 
men contra el deudor después de concluido el concurso. 

Si el acuerdo contemplara diferentes condiciones para distintas 
clases de acreedores, a cada acreedor tardío se le aplicarán las que 
correspondieran a la clase integrada por quienes fueran más afines. 


Socios solidarios. Cuando la concursada es una sociedad con 
socios ilimitada y solidariamente responsables, éstos —en principio— 
se benefician igual que aquélla por el logro del acuerdo preventivo 
social. O sea, la responsabilidad de los socios se extiende, respecto 
del pasivo preconcursal de la sociedad, hasta el importe novado por 
efecto del acuerdo; salvo que, como condición expresa de éste, se 
hubieran estipulado responsabilidades más gravosas para los socios. 


Verificación tardía. La verificación intentada después de ven- 
cido el plazo fijado en la sentencia de apertura concursal (para las 
verificaciones tempestivas: art. 14, inc. 3, LCQ), se considera tardía. 

Las pretensiones tardías de reconocimiento de créditos precon- 
cursales contra un deudor que está o estuvo en concurso preventivo, 
se inician: a) por vía incidental (art. 280 y ss., LCQ), si el coneurso 
no hubiera concluido aún (art. 59, LCQ), y bh) por el juicio —acción 
individual- que correspondiera, si el concurso hubiese concluido. 
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En cualquier caso, debe tenerse en cuenta la abreviación que 
el concurso produce en los plazos de prescripción de las deudas 
del concursado: todos los plazos de prescripción liberatoria que no 
se hubieren cumplido a los dos años de la presentación en concur- 
so, se tienen por vencidos al cabo de ese lapso. l 

El trámite de la verificación tardía se sustancia con kl concursa- 
do preventivo, como natural y potencial contradictor del acreedor in- 
sinuante; en la quiebra, en cambio, la participación del fallido en los 
incidentes de verificación tardía parecería ser posible pero no nece- 
saria (ver art. 110, LCQ). El síndico tiene el mismo rol de técnico 
imparcial que se le asigna en la verificación tempestiva; una vez 
concluido el período de prueba en el incidente, se le da vista para 
que emita un informe o dictamen que aconseje admitir o rechazar, 
total o parcialmente, el crédito o el privilegio reclamados. Este rol 
claramente excluye: la posibilidad de cargar costas al síndico (cual- 
quiera fuere el destino o resultado de su dictamen en lg sentencia); 
la regulación —a él o a su letrado de honorarios “incidentales”, y la 
legitimación activa del síndico para apelar la sentencia que se dictare 
en el incidente (cualquiera fuere el sentido de ella). 

Ha sido tradicional regla judicial consolidada, bajo la vigencia 
de anteriores leyes que tampoco la consagraban, la de imposición de 
costas al verificante tardío. Sin embargo, la jurisprudencia de los 
últimos años también ha reconocido —de modo creciente— diversas 
excepciones a la regla. 


Prescripción liberatoria. El efecto de abreviación de la prescrip- 
ción liberatoria lo produce el concurso preventivo exitoso, esto es, el 
que no se frustra terminando por desistimiento o quiebra indirecta. 

El arranque del curso de los dos años de la prescripción abre- 
viada -fecha de presentación en concurso— es peligroso en los casos 
en los cuales hubiera transcurrido un lapso considerable entre dicha 
fecha y la efectiva apertura y publicidad del concurso (cuando la so- 
licitud es rechazada y se sustancia recurso de apelación, exitoso, pero 
que insume un largo tiempo), ya que se puede abreviar excesivamen- 
te el tiempo para verificar, considerado desde que los acreedores to- 
man noticia del estado concursal por los edictos. Aunque no será 
frecuente, no cabe excluir la posibilidad de agotamiento de los dos 
años en el lapso presentación-apertura, supuesto en el cual no po- 
dría sostenerse razonablemente que los créditos prescribieron antes 
de la propia apertura concursal o de que los acreedores se enteraran 
de ella, debiendo los jueces en tal supuesto adaptar esta regla a tan 
peculiar circunstancia evitando interpretaciones confiscatorias. 
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Verificación no tempestiva de créditos reconocidos por senten- 
cia posterior al concurso. Todos los procesos de conocimiento (in- 
cluso los de índole laboral) contra el concursado pueden proseguirse 
o iniciarse aun después de la apertura del concurso preventivo. Esta 
excepción a las reglas de suspensión, atracción y prohibición de 
deducir nuevas acciones contra el concursado, ha sido explicada al 
analizar el art. 21. La ley 26.086 introdujo un nuevo párr. 7* al art. 
56, del que se extraen las conclusiones que a continuación detallamos. 

Si bien la sentencia obtenida en procesos de conocimiento, ini- 
ciados o proseguidos después de la apertura del concurso, ante el 
juez natural, vale “como título verificatorio en el concurso” (art. 21), 
esto no exime al acreedor que cuenta con esa decisión judicial a su 
favor, de tener que pedir verificación de su crédito. Permite arribar 
a esa conclusión el hecho de que el art. 56, párr. 7” (incorporado 
por ley 26.086), regule las particularidades de esa verificación, a la 
que no considera “tardía” pese a encarrilarse por el trámite inciden- 
tal y no a través del mecanismo de la verificación “tempestiva” del 
art. 32 y ss. de la LCQ. Es cierto que, en cualquier caso, si se está a 
tiempo, todo acreedor puede encarrilar su pretensión de reconoci- 
miento del crédito a través de este último mecanismo. Sin embar- 
go, es difícil imaginar que un acreedor que ha tramitado un proceso 
de conocimiento después de la apertura del concurso preventivo pueda 
llegar a obtener en aquél sentencia firme como para llegar a tiempo a 
la verificación del art. 32. Aunque esta hipótesis no es imposible, se 
puede afirmar que será infrecuente. De modo que la mayoría de los 
casos de verificación de créditos, por parte de acreedores que esgri- 
men una sentencia lograda fuera del concurso, después de la apertura 
de éste, han de utilizar el procedimiento del art. 56 de la LCQ. 

Si el pedido de verificación en cuestión se promueve “dentro de 
los seis meses de haber quedado firme la sentencia” dictada en el 
proceso de conocimiento posterior al concurso, dicho pedido “no se 
considerará tardío”, lo cual tiene dos consecuencias. 

La primera, expresamente establecida en el artículo en análisis, 
es el no acaecimiento de la prescripción abreviada concursal, aunque 
entre la presentación en concurso y el pedido de verificación trascu- 
rrieran más de dos años. Esta solución es congruente con la posibi- 
lidad que la propia ley concursal ahora reconoce a los actores de 
procesos de conocimiento, para proseguirlos o iniciarlos aunque el 
concurso preventivo esté abierto. La promoción de esos procesos 
tiene el efecto de interrupción de la prescripción, acorde con el que 
la ley civil asigna a toda petición del titular del derecho ante auto- 
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ridad judicial que traduce la intención de no abandonarlo, contra el 
deudor, aunque sea defectuosa, realizada por persona incapaz, ante 
tribunal incompetente, o en el plazo de gracia previsto en el orde- 
namiento procesal aplicable (art. 2546, Cód. Civil y Comercial). 
Igual efecto atribuye la ley concursal a la solicitud de verificación 
tempestiva de créditos (art. 32, párr. 2%). La nueva regla del párr. 
7* del art. 56, con defectuosa e insuficiente expresión técnica (“él 
pedido de verificación no se considerará tardío”), en realidad quiere 
decir que el crédito cuya prescripción se interrumpió mediante de- 
manda en juicio, proseguido contra un concursado, después de la 
apertura del concurso, no prescribe si después de obtenida sentencia 
firme en dicho juicio se solicita verificación dentro de los seis meses 
posteriores a esa sentencia. ; 

La segunda consecuencia, no mencionada en la ley pero que se 
deriva por consistencia lógica, es que al no considerarse “tardío” el 
pedido de verificación en el supuesto analizado, tampoco se le apli- 
cará la regla creada por la jurisprudencia, de aplicación de las costas 
del incidente de verificación tardía al incidentista, por el solo hecho 
de su tardanza. ; . 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


l. a) Para obtener la regulación de honorarios del recurso de 
revisión (arts. 37 y 200 in fine, ley 24.522) y de la verificación tar- 
día de créditos (art. 56, párt. 5? y ss., ley 24,522), sobre el monto 
del crédito insinuado y verificado se aplica la pertinente alícuota del 
art. 6” de la ley arancelaria local 6767, luego de lo cual, conforme 
al art. 287 de la ley 24.522, el resultado se reduce al 30% (art. 15, 
ley 6767). El monto a tener en cuenta, como base, para regular es- 
tos honorarios, si hay divergencia entre el crédito insinuado y el im- 
porte verificado, ha de ser este último, salvo cuando él fuese inferior 
a la mitad del monto insinuado, caso en el que ha de tomarse como 
quantum para aplicación de la escala arancelaria a dicha mitad. 


b) La etapa extrajudicial de la verificación tempestiva de crédi- 
tos (arts. 32 a 36, ley 24.522) carece de previsión normativa en la ley 
concursal acerca de la regulación de honorarios que pudiera corres- 
ponder a los letrados intervinientes; de tal suerte, la procedencia o 
improcedencia de esta regulación, así como, en su caso, la cuantifi- 
cación del estipendio, están regidas por el derecho común, y particu- 
larmente por las disposiciones legales arancelarias que rigen las 
tareas extrajudiciales, en defecto de convención expresa de las partes. 


13. TLA, Concursos y quiet 
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2. No corresponde regular honorarios al síndico ni a su letrado 
patrocinante por la labor desempeñada en la verificación tempestiva 
de créditos, en la verificación tardía de créditos o en los juicios de 
conocimiento proseguidos a opción del actor conforme al art. 21, 
inc. 1, segunda parte, de la ley 24.522, ni tampoco por las etapas re- 
cursivas de ninguno de esos trámites, ya fuera que las costas se im- 
pusiesen o no al verificante (CCivCom Rosario, en pleno, 27/12/99, 
acuerdo 3/99, protocolo de Secretaría de Presidencia). 


Art. 37.- Acuerdos para acreedores privilegia- 
dos. Los efectos de las cláusulas que comprenden a 
los acreedores privilegiados se producen, únicamen- 
te, si el acuerdo resulta homologado. Los acreedores 
privilegiados que no estuviesen comprendidos en el 
acuerdo preventivo podrán ejecutar la sentencia de 
verificación ante el juez que corresponda, de acuerdo 
con la naturaleza de sus créditos. También podrán 
pedir la quiebra del deudor de conformidad a lo pre- 
visto en el art. 80, segundo párrafo. 


Aunque un acreedor privilegiado prestara conformidad a una 
propuesta de acuerdo, las prestaciones resultantes son inexigibles si 
el acuerdo respectivo no es homologado. La homologación judicial 
del acuerdo preventivo para acreedores quirografarios no determina 
que produzcan efectos las cláusulas que comprenden a acreedores 
privilegiados, si el acuerdo con éstos no resulta, a su vez, aprobado 
y homologado. 

La posibilidad de cobro de los créditos privilegiados no es igual 
para todos ellos (remitimos al comentario al art. 44, LCQ), y también 
depende de la existencia (o no) de acuerdo preventivo para acreedo- 
res privilegiados o para alguna o varias clases de ellos. En caso 
de no existir acuerdo preventivo que comprendiera a un determinado 
acreedor privilegiado (o a una categoría de ellos), éste puede ejecutar la 
sentencia de verificación de su crédito ante el juez que correspon- 
diera, de acuerdo con la naturaleza de dicho crédito. La posibilidad 
de ejecución está condicionada a que se hubiese ya homologado el 
acuerdo preventivo de los acreedores quirografarios. Esto deriva de 
la ubicación sistemática de la norma dentro de la sección III, “Efec- 
tos del acuerdo homologado”, y es acorde a la jurisprudencia unifor- 
me elaborada bajo la vigencia de la anterior ley 19.551. 
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La última frase del art. 57 de la LCQ quiere destacar que la 
quiebra pedida por un acreedor titular de crédito privilegiado concu- 
rrente al concurso preventivo, pero no comprendido en los términos 
del acuerdo, se rige por las reglas de la quiebra directa necesaria. 
No es, entonces, un caso de quiebra indirecta en los cuales basta con 
acreditar el incumplimiento de la acreencia prometida en el concor- 
dato, sino que es menester demostrar los extremos de toda petición 
de quiebra directa necesaria (art. 80, LCQ). Es competente el juez 
que intervino en el concurso preventivo y actúa el mismo síndico, 
según lo reglado por el art. 64 in fine de la LCOQ. 

Ver, asimismo, el art. 47 de la LCQ y su comentario. 


Art. 58.- Reclamación contra créditos admiti- 
dos: efectos. La reclamación contra la declaración 
de admisibilidad de un crédito o privilegio no impide 
el cumplimiento del acuerdo u obligación respectiva, 
debiendo el concursado poner a disposición del juzga- 
do la prestación a que tenga derecho el acreedor, si 
éste lo solicita. 

El juez puede ordenar la entrega al acreedor o 
disponer la forma de conservación del bien que el con- 
cursado deba entregar. En el primer caso, fijará una 
caución que el acreedor deberá constituir antes de 
procederse a la entrega. En el segundo, determinará 
si el bien debe permanecer en poder del deudor o ser 
depositado en el lugar y forma que disponga. La re- 
solución que se dicte sobre lo regulado por el aparta- 
do precedente es apelable. 


Se contempla la situación —en orden al cumplimiento de las 
prestaciones concordatarias- del acreedor que hubiera sido admitido 
(art. 36, LCQ), pero contra cuya declaración de admisibilidad se hu- 
biera interpuesto (por el concursado o por un coacreedor) recurso 
de revisión (art. 37, LCQ), pendiente de decisión aún a la fecha de 
exigibilidad de aquellas prestaciones. 


Art. 39. - Conclusión del concurso. Una vez ho- 
mologado el acuerdo, y tomadas y ejecutadas las me- 
didas tendientes a su cumplimiento, el juez debe de- 
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clarar finalizado el concurso, dando por concluida la 
intervención del síndico. 

Con carácter previo a la declaración de conclu- 
sión del concurso, se constituirán las garantías perti- 
nentes, y se dispondrá mantener la inhibición general 
de bienes respecto del deudor por el plazo de cum- 
plimiento del acuerdo, salvo conformidad expresa de 
los acreedores, las previsiones que el acuerdo previe- 
ra al respecto, o las facultades que se hubieren 
otorgado al comité de acreedores como controlador 
del acuerdo. 

El juez, a pedido del deudor y con vista a los 
controladores del acuerdo, podrá autorizar la realiza- 
ción de actos que importen exceder las limitaciones 
impuestas por la inhibición general. 

Con la conclusión del concurso cesan respecto del 
deudor las limitaciones previstas en los arts. 15 y 
16, con excepción de lo dispuesto en el presente ar- 
tículo. 

La resolución debe publicarse por un día, en el 
diario de publicaciones legales y un diario de amplia 
circulación; siendo la misma apelable. 


Declaración de cumplimiento del acuerdo. Inhibi- 
ción para nuevo concurso. El cumplimiento del acuer- 
do será declarado por resolución judicial emanada del 
juez que hubiese intervenido en el concurso, a instan- 
cias del deudor, y previa vista a los controladores del 
cumplimiento del acuerdo. 

El deudor no podrá presentar una nueva petición 
de concurso preventivo hasta después de transcurrido 
el plazo de un año contado a partir de la fecha de la 
declaración judicial de cumplimiento del acuerdo pre- 
ventivo, ni podrá convertir la declaración de quiebra 
en concurso preventivo. 


Conclusión del concurso. Después de homologado el acuerdo 
preventivo, “el juez debe declarar finalizado el concurso”, lo cual ha 
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de entenderse con las siguientes particularidades (algunas expresas 
en el texto legal, otras implícitas): 


a) Previamente y en el siguiente orden: 7) deben constituirse 
las garantías que pudieran haberse prometido para asegurar el cum- 
plimiento del acuerdo preventivo; 2) deben tomarse y ejecutarse las 
medidas tendientes all cumplimiento del acuerdo (art. 53, LCOQ), y 3) 
debe renovarse la inbibición general de bienes de la concursada, 
por el plazo prometido de cumplimiento del acuerdo, salvo que en éste 
los acreedores hubiesen prestado conformidad expresa para el levan- 
tamiento de dicha cautela. 


b) Después de dictada la resolución que da por concluido el 
concurso, y aun antes del cumplimiento del acuerdo, cesa la inter- 
vención del síndico y dejan de aplicarse las restricciones a la admi- 
nistración de la concursada, contempladas en los arts. 15 y 16 de la 
LCQ. Sin embargo, hay que tener presente: /) la administración 
del patrimonio o de la empresa de la concursada, durante el lapso de 
cumplimiento del acuerdo, se rige por los términos estipulados al 
efecto en el propio acuerdo preventivo (“régimen de administración 
ad hoc” del art. 45, párr. 4%, LCQ); 2) el comité definitivo de acree- 
dores actúa como controlador del acuerdo, y puede solicitar la de- 
claración de quiebra —ante el mismo juez del concurso por incum- 
plimiento (arts, 45, párr. 4%, 63 y 260, LCQ); 3) las pretensiones 
creditorias pendientes de resolución judicial (verificaciones tardías 
-art. 56, LCQ-—, recursos contra resoluciones dictadas respecto de 
verificaciones tempestivas —arts. 36, 37 y concs., LCQ-) deben con- 
tinuar su tramitación ante el juzgado concursal (o su pertinente tribu- 
nal de alzada), con la intervención del síndico cuando fuere menes- 
ter, como trámites residuales ineludibles, y 4) cualquier solicitud del 
deudor, durante la etapa de cumplimiento, enderezada a autorizar la 
realización de actos que excederían las limitaciones impuestas por 
la inhibición general, debe tramitarse ante el juez del concurso, con 
intervención del comité de controladores del acuerdo. 


Declaración de cumplimiento del acuerdo. A instancia de la con- 
cursada, mediante solicitud formulada al juez del concurso, éste decla- 
ra -si corresponde— el cumplimiento del acuerdo, previa vista dada a 
sus controladores (art. 260, LCQ). Durante el año inmediato si- 
guiente a la fecha de dicha resolución, rige un período de inhibi- 
ción, dentro del cual no puede peticionarse otro concurso preventi- 
vo, ni convertirse en tal a la eventual declaración de quiebra del ex 
concursado. 
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SEcciÓN IV 
A NULIDAD 


A 


Art. 60.- Sujetos y término. El acuerdo homo* 
logado puede ser declarado nulo, a pedido de cual- 
quier acreedor comprendido en él, dentro del plazo de 
caducidad de seis meses, contados a partir del auto 
que dispone la homologación del acuerdo. 


Causal. La nulidad sólo puede fundarse en el 
dolo empleado para exagerar el pasivo, reconocer O 
aparentar privilegios inexistentes o constituidos ilíci- 
tamente, y ocultar o exagerar el activo, descubiertos 
después de vencido el plazo del art. 50. 


La pretensión de anular un acuerdo homologado equivale a ac- 
cionar contra una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada. 
Por ello, sólo causales dolosas (enunciadas en el párr. 2” de este ar- 
tículo) pueden hacer procedente esta nulidad; no así los errores, ne- 
gligencias u otros motivos sin entidad dolosa. 

Únicamente están legitimados activamente los acreedores com- 

- prendidos en el acuerdo; esto es, aquellos a quienes alcanzan los 
efectos concordatarios. 


Art. 61, — Sentencia: quiebra. La sentencia que de- 
crete la nulidad del acuerdo debe contener la declara- 
ción de quiebra del deudor y las medidas del art. 177. 
Es apelable, sin perjuicio del inmediato cumplimiento 
de las medidas de los arts. 177 a 199. 


La apelación se concede en relación y con efecto suspensivo 
(art. 273, inc. 4, LCQ). Sin embargo, el efecto del recurso es sólo 
parcialmente suspensivo, pues en este caso: a) es suspensivo del ini- 
cio de la liquidación general de los bienes del activo falencial, y b) 
no es suspensivo de la incautación de los bienes y demás medidas 
previstas en los arts. 177 a 199 de la LCQ; entre ellas, la posibilidad 
de liquidar de inmediato ciertos bienes, conforme al art. 184. 
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Art. 62.- Otros efectos. La nulidad del acuerdo 
produce, además, los siguientes efectos: 


1) Libera al fiador que garantizó su cumpli- 
miento. 


2) Los acreedores recuperan los derechos que te- 
nían antes de la apertura del concurso. Si hubieren 
recibido pagos a cuenta del cumplimiento del acuer- 
do, tienen derecho a cobrar en proporción igual a la 
parte no cumplida. El acreedor que haya recibido el 
pago total de lo estipulado en el acuerdo queda ex- 
cluido de la quiebra. 


3) Son nulas las demás medidas adoptadas en cum- 
plimiento del acuerdo, en cuanto satisfagan los crédi- 
tos comprendidos en él, 


4) Los acreedores recuperan el privilegio al que 
han renunciado para votar el acuerdo. 


5) Los acreedores cuyos créditos fueron dolosa- 
mente exagerados, quedan excluidos. 


6) Abre un nuevo período de información, corres- 
pondiendo aplicar los arts. 200 a 202. 


7) Los bienes deben ser realizados, sin más trá- 
mite. 


La fianza, o cualquier otra garantía, otorgadas para asegurar el 
cumplimiento del acuerdo preventivo, quedan sin efecto en caso de 
declararse la nulidad de éste; no así, obviamente, cuando el acuerdo 
es incumplido (art. 64, LCQ), oportunidad en que adquieren relevan- 
cia dichas garantías para hacer efectivo el cobro sobre ellas, 

Los acreedores anteriores a la presentación del deudor en con- 
curso preventivo, en caso de nulidad de éste, pueden encontrarse en 
alguna de las siguientes situaciones: 


a) El acreedor que nada cobró de las prestaciones prometidas 
en el acuerdo anulado recupera íntegramente los derechos que te- 
nía antes del concurso; por ende, la novación (art. 55, LCQ) queda 
sin efecto, y concurre a la quiebra ulterior por el monto total de la 
acreencia verificada, más sus intereses hasta la fecha de la senten- 
cia de quiebra (art. 129, LCQ). 
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b) El acreedor que cobró íntegramente la prestación prometida 
en el acuerdo queda excluido de la posibilidad de concurrir en la 
quiebra, por considerárselo desinteresado totalmente, aunque hubie- 
ra experimentado alguna quita o perjuicio en comparación con la 
acreencia originaria preconcursal; ésta no se recupera. 

e) El acreedor que cobró parcialmente la prestación concordata- 
ria participa en la quiebra ulterior “en proporción igual a la parte no 
cumplida”, calculada sobre los derechos que tenía antes de la apertu- 
ra del concurso, recuperados. 

Esto importa, también, la resolución del efecto novatorio del 
art. 55 de la LCQ. Por ejemplo: acuerdo consistente en el pago 
del 80% del crédito en dos cuotas iguales, percibida una de ellas 
(40%), en la quiebra ulterior a la anulación de dicho acuerdo; el que 
cobró esa cuota concurre al proceso falencial por la mitad no perci- 
bida del total del crédito verificado en el concurso preventivo (50%), 
más sus intereses hasta la apertura de la quiebra (art. 129, LCQ). 

Los privilegios renunciados para decidir sobre la propuesta de 
acuerdo formulada a los quirografarios (art. 43, LCQ) sólo se recu- 
peran en caso de nulidad del concordato homologado. Los privile- 
gios laborales renunciados tienen un tratamiento más benévolo en 
orden a su eventual recuperación (ver art. 43, LCQ). 


Succión V 


INCUMPLIMIENTO 


Art. 63. — Pedido y trámite. Cuando el deudor no 
cumpla el acuerdo total o parcialmente, incluso en 
cuanto a las garantías, el juez debe declarar la quie- 
bra a instancia de acreedor interesado, o de los con- 
troladores del acuerdo. Debe darse vista al deudor y 
a los controladores del acuerdo. La quiebra debe de- 
clararse también, sin necesidad de petición, cuando el 
deudor manifieste en el juicio su imposibilidad de 
cumplir el acuerdo, en lo futuro. 

La resolución es apelable; pero el recurso no sus- 
pende el cumplimiento de las medidas impuestas por 
los arts. 177 a 199, 
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La quiebra indirecta por falta de cumplimiento, total o parcial, 
del acuerdo homologado, se declara: 

a) A instancia de acreedor interesado. Esto debe entenderse 
referido a acreedor comprendido en el acuerdo, con interés subsis- 
tente (por restarle aún cobrar todo o parte de su crédito), y personal- 
mente afectado por el incumplimiento (lo que excluye lá posibilidad 
de que un acreedor pida la quiebra, por falta de cumplimiento, a 
uno de sus coacreedores). 

b) A instancia del comité definitivo de acreedores que actúa 
como controlador del acuerdo (arts. 45, párr. 3%”, y 260, LCQ). 

c) A instancia del deudor, por petición expresa de él, o cuan- 
do simplemente manifestare en el juicio que no podrá cumplir el 
acuerdo. 

En cuanto a la apelación, sólo es apelable la sentencia que de- 
clara la quiebra (a ella refiere, exclusivamente, el art. 63, párr. últi- 
mo, LCQ), con los efectos explicados en el comentario [al art. 61 de 
la LCQ. 

La resolución que desestima la pretensión de quiebra por in- 
cumplimiento es inapelable, conforme la regla genérica del art. 273, 
inc. 3, de la LCQ, no excepcionada para el caso. No es aplicable la 
apelabilidad contemplada en el art. 285 de la LCQ, ya que la pre- 
tensión de quiebra indirecta pot incumplimiento no se tramita como 
incidente concursal (art. 280 y ss., LCQ), al tener prevista específi- 
camente como única sustanciación la vista al deudor y a los contro- 
ladores del acuerdo (art. 63, párr. 1, LCQ). 


Art. 64. - Quiebra pendiente de cumplimiento del 
acuerdo. En todos los casos en que se declare la 
quiebra, estando pendiente de cumplimiento un acuer- 
do preventivo, se aplican los incs. 6 y 7 del art. 62. 
Es competente el juez que intervino en el concurso 
preventivo y actúa el mismo síndico. 


En la quiebra declarada mientras estuviera pendiente de cumpli- 
miento un acuerdo preventivo, ya fuera por incumplimiento de éste 
(indirecta) o de cualquier otro modo (directa necesaria o voluntaria, 
o por extensión), ocurre lo siguiente: 

a) Se abre un período informativo, regido por el art. 200 o por 
el 202 de la LCOQ, según fuere el caso. 
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b) La liquidación del activo falencial es inmediata, como en fo- 
das las quiebras (art. 88, inc. 9, LCO), salvo la existencia de recur- 
sos pendientes contra la sentencia de quiebra (arts. 61, 63, 97 y 203, 
LCO). 

La actuación del mismo síndico a que se refiere la última frase 
de este art. 64, parecería contradecir la regla de los arts. 59, parte 1%, 
y 253, inc. 7, de la LCQ. La única interpretación que se nos ocurre 
para conciliar ambas normas es la siguiente. En la quiebra indirec- 
ta, por incumplimiento del acuerdo preventivo, se aplica el inc. 7 del 
art. 253 de la LCQ, y debe designarse un nuevo síndico. En la 
quiebra directa que pudiera declararse, estando pendiente de cumpli- 
miento un acuerdo preventivo, también debe designarse nuevo síndi- 
co si se trata de concurso o quiebra no pequeño (art. 288, LCQ), 
pues el síndico del concurso preventivo concluyó su actuación al 
homologarse el acuerdo (art. 59, LCQ). Sólo en la quiebra direc- 
ta, pequeña, que se declarase estando pendiente el cumplimiento de 
un acuerdo preventivo, podría continuar actuando el mismo síndico 
del concurso preventivo (art. 64 in fine, LCQ), cuya intervención no 
cesa después de la homologación del concordato (art. 289, LCQ), si 
la falencia se declara en el mismo juzgado de radicación del anterior 
concurso preventivo, o si el síndico en cuestión integra la lista de 
nombramientos del juez de la quiebra. 


CarírtuLo VI 


CONCURSO EN CASO DE AGRUPAMIENTO 


Art. 65.- Petición. Cuando dos o más personas 
físicas o jurídicas integren en forma permanente un 
conjunto económico, pueden solicitar en conjunto 
su concurso preventivo exponiendo los hechos en que 
fundan la existencia del agrupamiento y su exteriori- 
zación. 

La solicitud debe comprender a todos los integran- 
tes del agrupamiento sin exclusiones. El juez podrá 
desestimar la petición si estimara que no ha sido acre- 
ditada la existencia del agrupamiento. La resolución 
es apelable, 
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Hasta la sanción de esta ley de concursos, no había texto le- 
gal en la Argentina que contemplase particularidades específicas del 
concurso preventivo de varias personas integrantes de un conjunto 
económico. Sólo se tuvo en consideración este fenómeno de la or- 
ganización empresarial, a partir de 1983 (la ley 22.917 reformó el 
art. 165 e incorporó varios artículos, en especial, el art. 165-11 a 
la ley 19.551), para ciertos supuestos de extensión de quiebra. La 
nueva regulación contempla ahora estos “agrupamientos”, para seña- 
lar algunos aspectos en que debería asegurarse unidad de tratamiento 
en dichos concursos preventivos. Así, establece regímenes diferen- 
ciados: presupuesto objetivo concursal (art. 66, LCQ), competencia 
judicial concursal, sindicatura, trámite, propuestas de acuerdo, crédi- 
tos entre concursados (art. 67, LCQ). 

La legislación concursal actual se refiere en forma indistinta a 
agrupamiento, conjunto económico O grupo económico, para regular 
la presentación concursal preventiva simultánea y vinculada, ante el 
mismo juez, de una pluralidad de sujetos (personas físicas o jurídi- 
cas). Esta pluralidad de sujetos puede o no constituir un grupo socie- 
tario, de ordinario será así, pero ello no es necesario ni suficiente, 
Lo determinante para la concursabilidad conjunta es una pluralidad 
de sujetos que estén empresarialmente integrados, ya que es la exis- 
tencia de empresa común llevada a cabo por varios titulares (sin 
constituir sociedad entre éstos) lo que justifica el tratamiento con- 
cursal diferenciado. 

Si no existe integración empresarial de sus componentes, la exis- 
tencia de grupo societario es insuficiente para aplicar las reglas del 
art. 65 y ss. de la LCQ; a su vez, si dicha integración empresarial 
se configura, esas reglas se pueden aplicar aunque no existiera 
grupo societario entre la pluralidad de sujetos aspirantes a la con- 
cursabilidad conjunta (Otaegui, “Derecho y Empresa”, 1995, n* 4, 
p. 189). 

La conceptualización de agrupamiento, conjunto económico o 
grupo económico, en el sentido del art. 65 y ss. de la LCQ, resul- 
ta difícil debido a la regulación escueta y algo imprecisa. A los 
efectos de la presentación preventiva concursal conjunta, sólo se ex- 
presan legalmente algunos de los caracteres que debe acreditar el 


grupo. 
Permanencia. La integración empresarial debe ser permanente, 


debido a que lo que tiende a preservarse es la empresa como acti- 
vidad. 
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Exteriorización. Es indispensable que la relación de agrupá- 
miento esté suficiente e indubitablemente exteriorizada, en protec- 
ción de los acreedores y de los socios externos (del grupo de 
control), de la sociedad in bonis integrante del agrupamiento. ¡La 
exteriorización puede o debe surgir de los estados contables Cepo 
normas de la ley societaria), de la inscripción registral (caso dé la 
unión transitoria de empresa) o de la publicidad ad hoc. 

Cuando se elige la presentación concursal preventiva grupal, no 
puede haber exclusiones. Dicha presentación conjunta no es impe- 
rativa; es una opción que se confiere en las situaciones grupales des- 
criptas. El grupo podría presentar en concurso preventivo a sus 
integrantes aisladamente; pero si lo hace utilizando la posibilidad 
de concurso agrupado, ningún miembro del grupo puede ser dejado 
fuera de la presentación. Si se comprobara la violación de esta di- 
rectiva legal, el juez debe desestimar la presentación conjunta (“o to- 
dos en conjunto, o todos aisladamente”). 

En la presentación concursal conjunta deben expresarse y justi- 
ficarse, prima facie, sus presupuestos (permanencia, exteriorización, 
inexistencia de exclusiones, cesación de pagos fraccionada con las 
exigencias del art. 66, LCQ, y competencia del juez único según 
las pautas del art. 67, LCQ), para persuadir al magistrado de la ad- 
misibilidad de la declaración de concurso preventivo grupal. 


Art. 66. - Cesación de pagos. Para la apertura de 
concurso resultará suficiente con que uno de los inte- 
grantes del agrupamiento se encuentre en estado de 
cesación de pagos, con la condición de que dicho esta- 
do pueda afectar a los demás integrantes del grupo 
económico. 


Una de las particularidades de la presentación preventiva con- 
cursal conjunta del agrupamiento empresarial es la innecesariedad 
de configuración del presupuesto objetivo concursal —estado de cesa- 
ción de pagos— en todos y cada uno de los sujetos concursados con- 
juntamente. Se consagra, así, una de las excepciones a la regla de 
que no hay concurso sin insolvencia (ver art. 1%, LCOQ). 

Sin embargo, uno, al menos, de los integrantes del grupo con- 
cursable debe estar en cesación de pagos; y. además, esa insolven- 
cia debe tener potencialidad para afectar a todos los demás inte- 
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grantes del agrupamiento. Es éste otro elemento que corrobora la 
necesidad de que el grupo se caracterice por la nota de integración 
empresarial, sólo ésta explica la posibilidad de que la insolvencia de 
uno pueda afectar a los demás. 


Art, 67. - Competencia. Es competente el juez al 
que correspondiera entender en el concurso de la per- 
sona con activo más importante según los valores que 
surjan del último balance. 


Sindicatura. La sindicatura es única para todo 
el agrupamiento, sin perjuicio de que el juez pueda 
designar una sindicatura plural en los términos del 
art. 253, último párrafo. 


Trámite. Existirá un proceso por cada persona 
física o jurídica concursada. El informe general será 
único y se complementará con un estado de activos y 
pasivos consolidado del agrupamiento. 

Los acreedores de cualquiera de los concursados 
podrán formular impugnaciones y observaciones a las 
solicitudes de verificación formuladas por los acreedo- 
res en los demás. 


Propuesta unificada. Los concursados podrán pro- 
poner categorías de acreedores y ofrecer propuestas 
tratando unificadamente su pasivo. 

La aprobación de estas propuestas requiere las ma- 
yorías del art, 45. Sin embargo, también se conside- 
rarán aprobadas si las hubieran votado favorablemen- 
te no menos del 75% del total del capital con derecho 
a voto computado sobre todos los concursados, y no 
menos del 50% del capital dentro de cada una de las 
categorías. 

La falta de obtención de las mayorías importará 
la declaración en quiebra de todos los concursados. 
El mismo efecto produce la declaración de quiebra de 
uno de los concursados durante la etapa de cumpli- 
miento del acuerdo preventivo. 
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Propuestas individuales. Si las propuestas se re- 
fieren a cada concursado individualmente, la aproba- 
ción requiere la mayoría del art. 45 en cada concurso. 
No se aplica a este caso lo previsto en el último párra- 
fo del apartado es 


Créditos entre concursados. Los créditos entre in- 
tegrantes del agrupamiento o sus cesionarios dentro 
de los dos años anteriores a la presentación no ten- 
drán derecho a voto. El acuerdo puede prever la ex- 
tinción total o parcial de estos créditos, su subordina- 
ción u otra forma de tratamiento particular. 


Este artículo regula detalladamente los elementos a tener en cuenta 
en el concurso Li grupal. 


Juez único. Se determina aplicando las reglas de la competen- 
cia concursal en razón del territorio (art. 3”, LCQ), respecto de la 
persona con activo más importante según el último balance, entre to- 
dos los sujetos presentados conjuntamente. 


Sindicatura única. Aunque, eventualménte y por razones de con- 
veniencia administrativa, puede ser plural (art. 253, párr. último, 
LCQ). 


Procesos separados. En la práctica implica la formación de 
expedientes individuales, uno para cada concursado conjuntamente 
presentado. 


Informe general único y estado de activos y pasivos consolida- 
do. Este informe es comprensivo de todos los miembros del con- 
cursamiento conjunto. Una copia de ellos se agregará en cada ex- 
pediente Hevado individualmente. 


Control entre acreedores de los distintos concursados. Las so- 
licitudes de verificación creditoria formuladas respecto de uno de los 
sujetos conjuntamente concursados, pueden ser observadas e impug- 
nadas por los solicitantes de verificación de cualesquiera de los con- 
cursos agrupados. 


Propuestas de acuerdo preventivo. A elección de los concursa- 
dos conjuntamente, las propuestas de acuerdo preventivo pueden ser 
separadas o unificadas. En consecuencia, las propuestas (única o 
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por categorías o clases) en las que se trata unificadamente el pasivo 
de todos los integrantes del grupo, tienen la ventaja de permitir la 
compensación de excedentes de conformidades logradas en ciertas 
categorías con los déficits de aprobaciones en otras, y de calcularse 
los porcentajes respectivos sólo sobre capital y no sobre personas; 
empero, la desventaja finca en que el fracaso del concurso preventi- 
vo de uno de los integrantes del grupo acarrea la quiebra de todos 
los demás concursados conjuntamente presentados (es un caso de ex- 
tensión de quiebra indirecta que altera la regla del art. 172, LCO). 
Las propuestas de acuerdo individuales o separadas, en cambio, se 
rigen por el sistema común de mayorías (arts. 45 y 47, LCQ), sin 
posibilidades de compensación de déficits y excedentes entre clases; 
pero, a su vez, no hay arrastre falencial en el supuesto de fracaso de 
alguno de los concursos preventivos agrupados. 


Créditos entre concursados. No- habilitan a votar (rectins: de- 
cidir) las propuestas de acuerdo dentro del concurso agrupado; pue- 
de preverse —en el acuerdo- su extinción total o parcial, la subordi- 
nación u otra forma de trato particular. 


Art. 68.- Garantes. Quienes por cualquier acto 
jurídico garantizasen las obligaciones de un concursa- 
do, exista o no agrupamiento pueden solicitar su con- 
curso preventivo para que tramite en conjunto con el 
de su garantizado. La petición debe ser formulada 
dentro de los treinta días contados a partir de la últi- 
ma publicación de edictos, por ante la sede del mismo 
juzgado. 

Se aplican las demás disposiciones de esta sección: . 


La aplicación de las disposiciones del concurso preventivo con- 
junto de sujetos empresarialmente integrados, al caso de garante y 
garantizado, no parece fácil, salvo que hubiera conformidad de este 
último a la presentación concursal adhesiva de su garante. 

Si hubiera conformidad del garantizado para la concursabilidad 
conjunta con el garante, la ventaja fincaría en la posibilidad de abrir 
el concurso preventivo a éste, aun sin estar en cesación de pagos, 
siempre y cuando la insolvencia de aquél pudiera afectarle (art. 66, 
LCQ). Luego de abierto el concurso del garante agrupado con su 
garantizado, las particularidades del art. 67 de la LCQ podrían faci- 
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litar la solución de las dificultades del primero. De toda suerte, la 
permanencia, la exteriorización y la presentación sin exclusiones, 
exigidas en el art. 65 de la LCQ, no parecen exigencias aplicables al 
concurso conjunto de garante y garantizado. 

Si no existiese conformidad del concursado garantizado para la 
pretensión de concursamiento agrupado del garante, o —peor aún- st 
aquél formulase expresa oposición a esta posibilidad, el juez deberá 
resolver atendiendo a la razonabilidad o irrazonabilidad de las res- 
pectivas posiciones, ya que nada indica en el art. 68 de la LCQ que 
este concursamiento conjunto fuera inexorable, 

Por lo demás, al ser ésta una posibilidad excepcional que altera 
numerosas reglas concursales, en la duda debiera rechazarse el con- 
curso agrupado de garante y garantizado. 


CarírtuLo VU 


ACUERDO PREVENTIVO EXTRAJUDICIAL 


La reorganización de la empresa en crisis, en dificultades o, 
en su caso, en estado de cesación de pagos, puede intentarse y lo- 
grarse a través de diversos métodos y echando mano a diferentes 
mecanismos. Éstos pueden agruparse, básicamente, en dos gran- 
des categorías. 

a) Mecanismos de reorganización formales, que en nuestro país 
son los concursos preventivos. 

b) Mecanismos de reorganización informales. en los cuales el 
deudor y algunos de sus acreedores (o todos, aunque no sea frecuen- 
te) negocian y acuerdan sobre sus respectivas obligaciones y créditos 
para procurar una salida a la situación crítica. El común denomina- 
dor de estos acuerdos informales es ser obligatorios exclusivamente 
para quienes los suscriben. No tienen obligatoriedad más allá de 
las partes pues, en definitiva, son contratos regidos por la legislación 
común (no concursal). La práctica empresarial los conoció mucho 
antes de su consagración legislativa. En nuestro país se han utiliza- 
do distintos nombres para identificarlos, de los cuales. quizás, el que 
más ha perdurado es el de acuerdos preconcursales. 

La naturaleza de estos acuerdos es contractual. Son verdaderos 
contratos, celebrados por el deudor con todos o parte de los acreedo- 
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res (no requieren unanimidad ni mayorías predeterminadas legalmen- 
te), pudiendo convenirse las prestaciones más variadas (quitas, espe- 
ras, reorganización de la empresa, redimensionamiento de ella, etc.), 
tendientes a superar dificultades económicas o financieras del deu- 
dor de carácter general o su cesación de pagos. 1 

No se exige que estos acuerdos respeten igualdad de trato bn- 
tre acreedores —ni siquiera dentro de la misma categoría o clase, 
siendo lícito acordar condiciones diferentes con cada uno de los par- 
tícipes. 

Las ventajas prácticas de estos medios no judiciales de solución 
de las dificultades empresariales son la informalidad, rapidez, econo- 
mía y discreción, frente a la mayor lentitud, formalismo, repercusión 
pública y onerosidad de los procedimientos judiciales. Carecen, sin 
embargo, de los efectos generales que afectan a los acreedores cuan- 
do se abre un concurso preventivo, tales como la suspensión de ¡las 
acciones individuales contra el deudor y la interrupción del cursoj de 
los intereses de sus deudas; salvo que dichos efectos se pacten en el 
acuerdo preconcursal, caso en que sólo operan respecto de las partes 
contratantes. Por otro lado, el incumplimiento de estos acuerdos se 
rige igualmente por la legislación contractual y, en consecuencia, no 
da lugar a la automática declaración de quiebra (indirecta) del deu- 
dor. En su caso, el acreedor o acreedores a quienes se incumple 
podrán requerir el cumplimiento, pedir la resolución del contrato y, 
eventualmente, peticionar judicialmente la declaración de quiebra 
(directa, necesaria) del deudor, conforme a las pautas del art. 83 y 
concs. de la LCQ. 

Nada impide que el deudor en dificultades financieras O econó- 
micas, o en estado de cesación de pagos, celebre con todos'o parte 
de los acreedores acuerdos preconcursales. - Ello es lícito y posible 
mientras la quiebra no se hubiera declarado. La Constitución na- 
cional permite hacer lo que no está legalmente prohibido, el princi- 
pio de autonomía de la voluntad en materia negocial es regla en el 
derecho privado, y en la ley concursal ya no existen plazos para soli- 
citar el propio concurso o quiebra, ni hay sanciones a la demora en 
hacerlo. Si estos acuerdos preconcursales consiguen éxito en la su- 
peración de la crisis o de la insolvencia, habrán cumplido su función 
de instrumentos de reorganización informal, para dar solución a las 
dificultades empresarias o al mismo estado de cesación de pagos, 
económica, rápida y discretamente. Es de advertir que si fallan y se 
declara la quiebra del deudor, los actos otorgados como consecuen- 
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cia de esta clase de acuerdos preconcursales serán apreciados con las 
normas comunes de la ineficacia falencial y —eventualmente— podrán 
ser declarados inoponibles en la quiebra. 

Estos intentos negociales privados, extrajudiciales, de solucionar 
las dificultades económico-financieras o la misma insolvencia, tuvie- 
ron bastante difusión en nuestro país durante las grandes crisis de 
1890, 1930 y 1980, siempre al amparo de la legislación común (no 
concursal). 

En 1983, la ley 22.917 introdujo en la ley concursal entonces 
vigente (ley 19.551) la primera regulación normativa diferenciada de 
estos acuerdos. Allí, entre otros aspectos, se asignó a ciertos acuer- 
dos preconcursales un efecto con relevancia concursal, no previsto 
por la legislación común: protección mayor a la que tendría cual- 
quier otro contrato frente a las acciones concursales de ineficacia en 
caso de quiebra ulterior del deudor. 

La ley 24.522, en 1995, bajo el nombre acuerdo preventivo 
extrajudicial, en realidad legisló igual efecto para cierta clase de 
acuerdo preconcursal, judicialmente homologado, que recibió aquel 
nombre. 

Bajo esa denominación, la ley 24.522 originaria (antes de la re- 
forma introducida por la ley 25.589 en 2002) regulaba una clase de 
acuerdo preconcursal: el acuerdo preconcursal “regulado” o “formal” 
homologado judicialmente. A esta clase de acuerdo otorgaba opo- 
nibilidad mejorada en caso de quiebra ulterior del deudor. Por 
cierto, bajo la vigencia de aquel régimen también podían celebrarse 
-de hecho, se celebraron acuerdos preconcursales “desregulados” o 
“informales” regidos por la legislación contractual (no concursal). 
Respecto de estos últimos no era menester cumplir los requisitos for- 
males de instrumentación y de presentación, mayorías, publicidad, 
etc., establecidos por la ley concursal en su art. 69 y siguientes. 
Pero sólo el acuerdo preventivo extrajudicial (el cual, repetimos, era 
un acuerdo preconcursal homologado) tenía legalmente mejorada la 
oponibilidad de los actos otorgados como consecuencia de éste, fren- 
te a los acreedores no participantes, en caso de ulterior quiebra del 
deudor (art. 76 —anterior a 2002—, LCQ). 

De todos modos, la naturaleza de los acuerdos preconcursa- 
les de la ley 22,917, de los acuerdos preconcursales “desregulados” o 
“informales” celebrados a partir de 1995, o del acuerdo preventi- 
vo extrajudicial de la ley 24.522 (según texto de 1995), siguió siendo 
contractual. Ninguno de esos acuerdos obligaba a quien no hubie- 
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ra sido parte. La obligatoriedad subjetiva de los efectos de dichos 
acuerdos quedaba circunscripta al deudor y los acreedores que los 
habían celebrado. Para los acreedores no participantes eran res 
inter alios. 

Con respecto al concurso preventivo abreviado, a partir de 2002 
la ley 25.589 produce luna significativa variación. La reforma que 
dicha ley introdujo al art. 69 y ss. de la LCQ, permite sostener 
que el todavía llamado acuerdo preventivo extrajudicial es en reali- 
dad una institución muy diferente de la que, bajo igual nombre, rigió 
desde 1995 hasta 2002. Actualmente, el acuerdo homologado judi- 
cialmente, luego de seguir el trámite establecido por el mencionado 
art. 69 y ss. de la LCQ, no es ya un contrato obligatorio para las 
partes con la única singularidad de su oponibilidad mejorada en la 
ulterior quiebra (como lo era hasta 2002). Conforme al nuevo régi- 
men del art. 76, dicho acuerdo homologado es obligatorio no sólo 
para quienes son partes en él por haber prestado conformidad, sino 
que también obliga a lás minorías de acreedores disidentes, pertene- 
cientes a la clase o clases cuyas mayorías lo aprobaron. Además, 
surte los efectos propios del acuerdo preventivo obtenido en concur- 
so preventivo. 

Aunque el instituto acuerdo preventivo extrajudicial— conserva 
en la ley el mismo nombre, inexacto y equívoco ya que dicho acuerdo 
existe como tal luego de haber pasado por un trámite judicial y de 
haber conseguido la homologación también judicial, es certero que 
ya no son iguales su naturaleza y efectos, ni es tampoco apropiado 
seguir ubicándolo dentro de los mecanismos de reorganización infor- 
mal propiamente dichos (contractuales) o acuerdos preconcursales. 

Hoy, pese a su forma algo rudimentaria y con sensibles déficits 
reguladores, el art. 69 y ss. establecen un nuevo mecanismo de reor- 
ganización formal al que bien valdría llamar, para denominarlo en 
función de su verdadera naturaleza y efectos, concurso preventivo 
abreviado. Lo denominamos así para subrayar que este mecanismo 
legal novedoso y flexible permite obtener un verdadero —ahora sí- 
acuerdo preventivo con efectos sobre las minorías de acreedores 
(no un contrato de limitada obligatoriedad subjetiva a sus firmantes). 
Ello es un resultado similar al que se persigue a través del concurso 
preventivo (tradicional, “largo” o “a secas”), sólo que ahora, cum- 
pliendo los pasos y exigencias del art. 69 y ss., es posible lograrlo 
de manera abreviada. Esto es, con doble brevedad: menos trámites 
y en menor tiempo. 
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En consecuencia y en síntesis, bajo el régimen legal argentino 
actual la reorganización empresarial a que venimos haciendo referen- 
cia puede intentarse y lograrse por dos vías: a) informalmente, me- 
diante los acuerdos preconcursales (simples, no homologables o no 
homologados) regidos por la legislación ordinaria o contractual (con 
los alcances y efectos arriba explicados), y b) formalmente, a través 
del concurso preventivo regulado por el art. 5% y ss., o del concurso 
preventivo abreviado reglado por el art. 69 y ss. de la LCQ. 


Art. 69. - Legitimado. El deudor que se encon- 
trare en cesación de pagos o en dificultades económi- 
cas O financieras de carácter general, puede celebrar 
un acuerdo con sus acreedores y someterlo a homolo- 
gación judicial. [Modificado por ley 25.589, art. 18] 


Presupuesto objetivo. Presupuestos de este proceso de reorga- 
nización acelerada y flexible son tanto los estados de crisis o prein- 
solvencia —legalmente llamados dificultades económicas o financie- 
ras de carácter general- como el estado de cesación de pagos (ver 
Introducción, puntos 8 a 13). 


Presupuesto subjetivo. Cualquier persona física o jurídica pue- 
de celebrar acuerdo preconcursal simple o no homologable. Si, en 
cambio, se trata de obtener un acuerdo preventivo extrajudicial con 
los efectos del art. 76, cabe concluir que sólo pueden utilizar este 
concurso preventivo abreviado las personas (físicas o jurídicas, co- 
merciantes o no comerciantes) que lleven alguna clase de registra- 
ción contable que haga posible dictamen o certificación de contador 
sobre sus activos y pasivos (art. 72, LCQ). 


Porción de acreedores. La unanimidad de acreedores no es im- 
perativa en ningún supuesto. El acuerdo preconcursal simple o no 
homologable se lo puede celebrar con parte de los acreedores que 
representen cualquier proporción del pasivo. Por lo contrario, el 
«acuerdo preventivo extrajudicial exige la conformidad de un mínimo 
de acreedores, regulada en el art. 73 de la LCQ. 


Art. 70.- Forma. El acuerdo puede ser otorga- 
do en instrumento privado, debiendo la firma de las 
partes y las representaciones invocadas estar certifica- 
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das por escribano público. Los documentos habili- 
tantes de los firmantes, o copia autenticada de ellos, 
deberán agregarse al instrumento. No es necesario 
que la firma de los acreedores sea puésta el mismo 
día. [Modificado por ley 25.589, art. 181 


En todos los casos se exige certificación notarial de firmas y de 
las representaciones invocadas por los otorgantes, así como la agre- 
gación de los documentos habilitantes respectivos o de sus copias 
autenticadas. Esta regulación de las formas instrumentales apunta a 
garantizar que se han obtenido las mayorías requeridas para que el 
acuerdo sea judicialmente homologable y, así, produzca los impor- 
tantes efectos asignados por él. 


Art. 71. - Libertad de contenido. Las! partes pueden 
dar al acuerdo el contenido que considereh conveniente 
a sus intereses y es obligatorio para ellas aun cuando 
no obtenga homologación judicial, salvo convención ex- 
presa en contrario. [Modificado por ley 25.589, art. 18] 


Esta regla sobre libertad de contenido de los acuerdos les otorga 
gran flexibilidad. Al combinarse aquélla con la supresión de la exi- 
gencia —contenida en la ley 19.551, modif. por ley 22.917-- sobre la 
finalidad superadora de la crisis, se han remontado las objeciones 
a los acuerdos de liquidación. Estaría, así, abierto el camino para 
cualquier contenido acordado por las partes como conveniente a sus 
intereses, sin otros límites que los genéricos de licitud, posibilidad y 
prohibición de fraude a los restantes acreedores (esto último de es- 
pecial relevancia en situaciones de insolvencia). 


Art. 72. - Requisitos para la homologación. Para 
la homologación del acuerdo deben presentarse al juez 
competente, conforme lo dispuesto en el art. 3”, junto 
con dicho acuerdo, los siguientes documentos debi- 
damente certificados por contador público nacional: 

1) Un estado de activo y pasivo actualizado a la 
fecha, del instrumento con indicación precisa de las 
normas seguidas para su valuación. 
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2) Un listado de acreedores con mención de sus 
domicilios, montos de los créditos, causas, vencimien- 
tos, codeudores, fiadores o terceros obligados y res- 
ponsables; la certificación del contador debe expresar 
que no existen otros acreedores registrados y detallar 
el respaldo contable y documental de su afirmación. 

3) Un listado de juicios o procesos administrati- 
vos en trámite o con condena no cumplida, precisan- 
do su radicación. 

4) Enumerar precisamente los libros de comercio 
y de otra naturaleza que lleve el deudor, con expresión 
del último folio utilizado a la fecha del instrumento. 


5) El monto de capital que representan los acree- 
dores que han firmado el acuerdo, y el porcentaje 
que representan respecto de la totalidad de los acree- 
dores registrados del deudor. 

Ordenada la publicación de los edictos del art. 74, 
quedan suspendidas todas las acciones de contenido 
patrimonial contra el deudor, con las exclusiones dis- 
puestas por el art. 21. [Texto según ley 26.086, art. 6] 


Los requisitos de homologación (sin la cual no hay acuerdo pre- 
ventivo extrajudicial) enumerados en los cinco incisos de este art. 
72 de la LCQ, indican claramente que el sujeto deudor que no lleve 
alguna clase de registración contable, que posibilite el dictamen o 
certificación de contador sobre activos y pasivos (allí mencionados), 
no puede acceder a esta clase de acuerdo preconcursal homologable. 

No es menester que el deudor lleve libros “en legal forma”, 
pero sí que tenga registraciones contables (aunque rudimentarias) su- 
ficientes para que un contador pueda cumplir los recaudos del art. 72 
de la LCQ dictaminando con obligación de “detallar el respaldo con- 
table y documental de su afirmación” (art. 72, inc. 2 in fine, LCQ). 

La certificación contable permite determinar la proporción de 
acreedores otorgantes del acuerdo (sobre el total del pasivo), de otra 
manera imposible de esclarecer ante la inexistencia de verificación 
de créditos en este trámite concursal preventivo abreviado. 


Efectos de la presentación. El último párrafo de este artículo 
- incorporado por la Jey 25.589. asigna a la presentación del acuerdo 
extrajudicial (presentación al juez competente, para procurar la ho- 
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mologación) un efecto automático de suspensión de “todas las ac- 
ciones de contenido patrimonial contra el deudor”, luego de lo cual 
aclara —en términos incorporados por la ley 26.086- “con las exclu- 
siones dispuestas por el art. 21”. Remitimos al comentario a este 
último ajtículo, en el cual concluimos que, dado que todos los proce- 
sos de cpnocimiento contra el concursado pueden proseguirse o ini- 
ciarse después de la apertura del concurso preventivo, en realidad, el 
efecto significativo de la apertura concursal sobre los juicios de con- 
tenido patrimonial contra el concursado, se limita a la suspensión de 
los juicios ejecutivos que no sean ejecuciones de garantías reales. 
En el caso del acuerdo preventivo extrajudicial, la aplicación de la 
misma solución tiene igual alcance: los procesos de conocimiento y 
las ejecuciones de garantías reales pueden proseguirse aun después 
de ordenada la publicación de los edictos del art. 74; sólo quedan 
suspendidos los restantes juicios de naturaleza ejecutiva. 


i 


i 

Art. 73.— Mayorías. Para que se dé homologación 
judicial al acuerdo es necesario que hayan prestado su 
conformidad la mayoría absoluta de acreedores quiro- 
grafarios que representen las dos terceras partes del 
pasivo quirografario total, excluyéndose del cómputo 
a los acreedores comprendidos en las previsiones del 
art. 45. [Modificado por ley 25.589, art. 18] 


Esta disposición legal determina cuál es la mayoría exigible para 
convertir un acuerdo negociado y obtenido extrajudicialmente —ho- 
mologación mediante— en un acuerdo preventivo con los efectos de 
éste establecido en el art. 76. A tales fines, debe reunirse la confor- 
midad de más de la mitad de los acreedores quirografarios que, a la 
vez, representen dos terceras partes del pasivo quirografario total. 
Los acreedores que tienen prohibido decidir sobre el acuerdo preven- 
tivo (art. 45) tampoco pueden prestar conformidad a un acuerdo ex- 
trajudicial. Por ende, no se les computa en las bases de cálculo ni 
para el logro de las mayorías de ley. 

El acuerdo preconcursal simple o no homologable puede cele- 
brarse con cualquier número de acreedores (art. 69). 


Art. 74.-— Publicidad. La presentación del acuer- 
do para su homologación debe ser hecha conocer 
mediante edictos que se publican por cinco días en el 
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diario de publicaciones legales de la jurisdicción del - 
tribunal y un diario de gran circulación del lugar. Si 

el deudor tuviere establecimientos en otra jurisdicción 
judicial debe publicar los edictos por el mismo plazo 
en el lugar de ubicación de cada uno de ellos y en su 
caso en el diario de publicaciones oficiales respectivo. 
[Modificado por ley 25.589, art. 18] 


Las exigencias publicitarias de la solicitud de homologación de 
un acuerdo que aspira a convertirse en acuerdo preventivo extrajudi- 
cial, apuntan a garantizar la seriedad de éstos y a favorecer el conoci- 
miento y la eventual oposición de los acreedores no otorgantes. El 
incumplimiento de la publicidad por edictos o los defectos esenciales 
de su cumplimiento imponen la desestimación de la homologación. 


Art. 75,- Oposición. Podrán oponerse al acuer- 
do los acreedores denunciados y aquellos que demues- 
tren sumariamente haber sido omitidos en el listado 
previsto en el inc. 2 del art. 72. La oposición deberá 
presentarse dentro de los diez días posteriores a la úl- 
tima publicación de edictos, y podrá fundarse sola- 
mente en omisiones o exageraciones del activo o pasi- 
vo 0 la inexistencia de la mayoría exigida por el art. 
73. De ser necesario se abrirá a prueba por diez días 
y el juez resolverá dentro de los diez días posteriores 
a la finalización del período probatorio. 

Si estuvieren cumplidos los requisitos legales y no 
mediaran oposiciones, el juez homologará el acuerdo. 

La regulación de honorarios, en caso de existir 
impugnaciones, será efectuada por el juez teniendo en 
cuenta exclusivamente la magnitud y entidad de los 
trabajos realizados por los profesionales en el expe- 
diente, sin tomar en cuenta el valor económico o com- 
prometido en el acuerdo, ni el monto del crédito del 
impugnante. [Modificado por ley 25.589, art. 18] 


Oposición. El breve trámite concursal previo a la homologa- 
ción (o no homologación) de estos acuerdos se limita a admitir 
disputas sobre mayorías, y sobre omisiones o exageraciones de acti- 
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yo o de pasivo. No es necesario el análisis de la idoneidad del plan 
para la superación de las dificultades económicas o financieras; tam- 
poco es menester dictamen del síndico —no se nombra síndico en este 
procedimiento- ni pronunciamiento judicial al respecto. El juicio 
y decisión sobre los aspectos empresariales del acuerdo preventivo 
extrajudicial, quedan librados al criterio de los acreedores otorgantes 
de dicho acuerdo. 


Honorarios. La directiva legal sobre regulación de honorarios 
rige en caso de existir impugnaciones. El obligado al pago será de- 
terminado por el juez en función de las reglas comunes que rigen la 
carga de las costas. 


Art. 76. - Efectos de la homologación. El acuer- 
do homologado conforme a las disposiciones de esta 
sección produce los efectos previstos en el art. 56, y 
queda sometido a las previsiones de las secciones 1II, 
IV y V del Capítulo V del Título II de esta ley. [Mo- 
dificado por ley 25.589, art. 18] 


Esta redacción del art. 76 —incorporada por la ley 25.589- asig- 
na al acuerdo extrajudicial homologado los efectos del acuerdo pre- 
ventivo regulados en las secciones 1, IV y V del Capítulo V del Tí- 
tulo II de la ley concursal. Teniendo en cuenta que el art. 56 está 
dentro de la mencionada Sección MI, resulta difícil entender el sentido 
de la mención expresa de dicho artículo. O ella es sobreabundante, 
pues el acuerdo “queda sometido a las previsiones de las secciones 
III, IV y V”, y entre esas previsiones se halla dicho art. 56, o se 
quiere marcar alguna diferencia de efectos entre el acuerdo preventi- 
vo extrajudicial y el acuerdo preventivo stricto sensu. Al resaltar el 
art. 76 que aquél produce los efectos del art. 56, podría interpretar- 
se a contrario sensu que no produce otros efectos propios del acuerdo 
preventivo estricto como, por caso, el reglado en el art. 55. 

De todas maneras, el sometimiento del acuerdo preventivo ex- 
trajudicial a las previsiones de las secciones MH, IV y V del Capítulo 
V del Título Il posibilita preelaborar un acuerdo preventivo y ho- 
mologarlo de manera acelerada, sin necesidad de promover y transi- 
tar todos los pasos de un concurso preventivo “largo” o “tradicio- 
nal”. Este nuevo concurso preventivo abreviado permite en la 
práctica lograr casi los mismos efectos, con economía de tiempo y 
de costos. 


TíruLo UH 
QUIEBRA 


CarítuLO I 


DeraacióN 


SeEccIiÓN 1 


CASOS Y PRESUPUESTOS 


Art. 77.- Casos. La quiebra debe ser declarada: 


1) En los casos previstos por los arts. 46, 47, 48, 
incs. 2 y 5, 51, 54, 61 y 63. 


2) A pedido del acreedor. 
3) A pedido del deudor. 


El primero de los incisos contempla casos de quiebra indirecta; 
esto es, conversión del concurso preventivo en liquidativo, en cier- 
tos supuestos en que éste fracasa. Sólo en los casos expresamente 
mencionados por la LCQ, no por este inciso solamente, cuya enume- 
ración no es completa (ver art. 43, párr. penúltimo, LCQ), puede 
convertirse el fracaso del concurso preventivo en quiebra indirecta: 
A] respecto, no pueden crearse analógicamente casos de conversión 
del proceso concursal preventivo en liquidativo. 

El segundo inciso enuncia el caso de la quiebra directa necesa- 
ria, o sea, la que se declara a petición del acreedor. 
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El último inciso menciona la quiebra directa voluntaria, que és 
la pronunciada a solicitud del propio deudor. 

Además de dichos modos o vías para proceder a la declaración 
de una quiebra, ésta también puede declararse por extensión, en di- 
versos casos regulados por los arts. 160 y 161 de la LCQ. 


Art. 78.- Prueba de la cesación de pagos. El es- 
tado de cesación de pagos debe ser demostrado por 
cualquier hecho que exteriorice que el deudor se encuen- 
tra imposibilitado de cumplir regularmente sus obliga- 
ciones, cualquiera sea el carácter de ellas y las causas 
que lo generan. 


Pluralidad de acreedores. No es necesaria la plu- 
ralidad de acreedores. 


Existe acuerdo en la doctrina y jurisprudencia nacionales en 
conceptualizar al estado de cesación de pagos como un fenómeno de 
impotencia patrimonial -con características de generalidad y perma- 
nencia-- por el cual no se puede hacer frente, con medios regulares, a 
las obligaciones inmediatamente exigibles (ver comentario al art. 19. 
La posibilidad de acreditar tal estado patrimonial por cualquier he- 
cho que exteriorice esa impotencia, enrola a nuestra ley dentro de la 
llamada “teoría amplia” en cuanto a la determinación de la insolven- 
cia. Ello surge, sin duda, de este art. 78 y, también, del art. 79 que 
contiene una enumeración meramente enunciativa de los hechos re- 
veladores del estado de cesación de pagos (ver la Introducción al 
estudio del derecho concursal al inicio de esta obra). 

La inexigibilidad de pluralidad de acreedores importa admitir la 
quiebra con acreedor único. 


Art. 79. - Hechos reveladores. Pueden ser consi- 
derados hechos reveladores del estado de cesación de 
pagos, entre otros: 

1) Reconocimiento judicial o extrajudicial del mis- 
mo, efectuado por el deudor. 

2) Mora en el cumplimiento de una obligación. 

3) Ocultación o ausencia del deudor o de los ad- 
ministradores de la sociedad, en su caso, sin dejar re- 
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presentante con facultades y medios suficientes para 
cumplir sus obligaciones. 

4) Clausura de la sede de la administración o del 
establecimiento donde el deudor desarrolle su actividad. 


- 5) Venta a precio vil, ocultación o entrega de bie- 
nes en pago. 
6) Revocación judicial de actos realizados en frau- 
de de los acreedores. 


7) Cualquier medio ruinoso o fraudulento emplea- 
do para obtener recursos. 


La enumeración de hechos reveladores del estado de cesación 
de pagos que efectúa este artículo es meramente ejemplificativa, El 
juez puede deducir el estado de cesación de pagos de otros hechos 
reveladores no enunciados o, también, concluir que no hay insol- 
vencia aun en presencia de los enumerados en el texto legal (ver 
la Introducción al estudio del derecho concursal al inicio de esta 
obra). 


Art. 80. — Petición del acreedor. Todo acreedor 
cuyo crédito sea exigible, cualquiera sea su naturaleza 
y privilegio, puede pedir la quiebra. 

Si, según las disposiciones de esta ley, su crédito 
tiene privilegio especial, debe demostrar sumariamen- 
te que los bienes afectados son insuficientes para cu- 
brirlo. Esta prueba no será necesaria, si se tratare de 
un crédito de causa laboral. 


La expresión “todo acreedor” permite afirmar la legitimación 
activa —en orden a la solicitud de quiebra— de los titulares de acreen- 
cias contra el deudor, cualquiera fuere su monto, naturaleza de la 
obligación, título de instrumentación, y rango o categoría. 

Hay, sin embargo, algunas limitaciones y exclusiones: 

a) No es admisible la solicitud de quiebra formulada por acree- 
dor cuyo crédito fuera inexigible. 

b) No pueden solicitar la quiebra —en tanto acreedores— el cón- 
yuge del deudor, ni los parientes mencionados en el art. 81 de 
la LCQ. 
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c) Los acreedores con privilegio especial, si bien están legiti- 
mados para peticionar la quiebra de su deudor, están constreñidos a 
levantar una carga probatoria más severa que los restantes acreedo- 
res; además de los presupuestos enunciados en el art. 83 de la LCQ, 
deben demostrar prima facie— la insuficiencia de los bienes afecta- 
dos al privilegio para cubrir el monto de la deuda. Esta mayor exi- 
gencia probatoria no es aplicable al peticionario de la quiebra con 
privilegio especial laboral. 


Art. 81. - Acreedores excluidos. No pueden soli- 
citar la quiebra el cónyuge, los ascendientes o descen- 
dientes del deudor, ni los cesionarios de sus créditos. 


El artículo en análisis no distingue la clase del parentesco, por 
lo que deben considerarse “ascendientes o descendientes” a los que lo 
fueran en razón de la naturaleza, por técnicas de reproducción hu- 
mana asistida, adopción o afinidad (art. 529, Cód. Civil y Comer- 
cial). En el caso de la adopción simple, debe tenerse en conside- 
ración que ella sólo crea vínculo de parentesco entre el adoptante y 
el adoptado (art. 535, párr. 29). 

Los cesionarios a que se refiere el artículo son los adquirentes, 
por cesión, de los créditos que hubieran tenido el cónyuge, los as- 
cendientes o descendientes del deudor contra éste. 


Art. 82. — Petición del deudor. La solicitud del deu- 
dor de su propia quiebra prevalece sobre el pedido de 
los acreedores, cualquiera sea su estado, mientras no 
haya sido declarada. 

En caso de personas de existencia ideal, se aplica 
lo dispuesto por el art. 6”. Tratándose de incapaces 
se debe acreditar la previa autorización judicial. 


Cuando existieran pedidos de quiebra formulados por acreedo- 
res, y antes de que se hubiese dictado sentencia a raíz de dichas soli- 
citudes, la petición que el deudor formulare de su propia quiebra 
prevalece sobre aquellos pedidos. 

Ello quiere decir que, en esas circunstancias, la petición del 
deudor determina que la quiebra debe declararse independientemente 
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del estado en que pudieran encontrarse los procedimientos prefalen- 
ciales iniciados a instancia del acreedor. 

Respecto de la solicitud de quiebra de personas incapaces, ver 
comentario al art. 7 de la LCQ. En cuanto q la petición de quiebra 
de la masa hereditaria indivisa, ver titaale a los arts. 8? y 2? de 
la LCQ. 


Sección Il 


TRÁMITE 


Art. 83.-— Pedido de acreedores. Si la quiebra es 
pedida por acreedor, debe probar sumariamente su 
crédito, los hechos reveladores de la! cesación de pa- 
gos, y que el deudor está comprendido en el art. 2*. 

El juez puede disponer de oficio las medidas su- 
marias que estime pertinentes para tales fines y, tra- 
tándose de sociedad, para determinar si está registrada 
y, en su caso, quiénes son sus socios ilimitadamente 
responsables. 


A instancia de acreedor, puede ponerse en movimiento el meca- 
nismo jurisdiccional para comprobar si están reunidos los presu- 
puestos de la declaración de quiebra. La declaración de quiebra 
requiere una investigación previa sobre la existencia de sus presu- 
puestos, investigación que exige, a su vez, un trámite. Este trámite 
es el que, someramente y con grandes lagunas, regula el art. 83 y si- 
guientes. 

El solicitante de la quiebra debe probar: 


a) El crédito. O sea, que es acreedor de la persona cuya quie- 
bra pide (“presupuesto de legitimación activa”). 

b) Algún hecho revelador del estado de cesación de pagos. Sea 
o no de los enumerados en el art. 79 de la LCQ, el peticionante de 
la quiebra debe acreditar algún hecho que pueda ser indicativo del 
estado de insolvencia del deudor (“presupuesto objetivo”). 

c) Que el deudor está comprendido en el art. 2” de la LCQO. Des- 
de el año 1983, cuando la ley 22.917 suprimió los concursos civiles 
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y consolidó la unificación subjetiva concursal (ver comentario al árt. 
22, LCQ), la acreditación de este presupuesto para declarar la quie- 
bra a solicitud del acreedor perdió el potencial conflictivo que tenía 
hasta entonces. Sin duda, desde 1983 la quiebra es el proceso con- 
cursal liquidativo común a todas las personas de existencia física O 
de existencia ideal, de carácter privado, salvo las expresamente ex- 
ceptuadas por el art. 2% o por leyes especiales: todas las controver- 
sias que solía suscitar la comercialidad o no del sujeto cuya quiebra 
se solicitaba, dejaron de plantearse. Más todavía: al ser la quie- 
bra un proceso común a todos los sujetos mencionados, la prueba 
de hallarse incurso en alguna de las excepciones a la concursabili- 
dad incumbe a quien sostenga encontrarse exceptuado, no al acreedor 
peticionante, pues, de exigírsele a él tal acreditación, se le estaría 
imponiendo la prueba de un hecho negativo (este tercer extremo se 
conoció tradicionalmente como “presupuesto de legitimación pasiva” 
o “presupuesto subjetivo” de la falencia). 

Aunque la prueba de los extremos premencionados es carga del 
acreedor, se reconocen también al juez amplias facultades de investi- 
gación que perfilan una característica inquisitorial del trámite prefa- 
lencial. 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


La tasa judicial en los expedientes sobre pedidos de quiebra 
debe abonarse en oportunidad de iniciarse el juicio (CNCom, en ple- 
no, 9/12/71, “Carrocerías Serra SA”, JA, 13-1972-197, y LL, 154-129). 


Art. 84. - Citación al deudor. Acreditados dichos 
extremos, el juez debe emplazar al deudor para que, 
dentro del quinto día de notificado, invoque y pruebe 
cuanto estime conveniente a su derecho. 

Vencido el plazo y oído el acreedor, el juez resuel- 
ve sin más trámite, admitiendo o rechazando el pedi- 
do de quiebra. 


No existe juicio de antequiebra. 


Antes de oír al deudor, el juez debe tener por acreditados prima 
facie los extremos exigidos por el artículo anterior. Ello surgirá de 
la actividad probatoria del acreedor y, ensu caso, de la investigación 
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oficiosa dispuesta. Esa acreditación de los presupuestos referidos 
es a los efectos de la procedencia o continuación del trámite. Sino 
se han demostrado, la petición puede rechazarse in limine, sin au- 
diencia de la persona cuya quiebra se pide. Si, en cambio, el juez 
considera acreditados tales extremos, debe despachar Ñ emplaza- 
miento previsto en este artículo. | 

El emplazamiento debe notificarse por cédula (art. 273, inc. 5, 
LCQ). 

En su defensa, el deudor puede articular cuestiones procesales 
tales como la incompetencia del juez, o argumentar —y probar cir- 
cunstancias impeditivas del progreso de la petición de quiebra (p.ej., 
que ha solicitado su concurso preventivo, que es un sujeto no sus- 
ceptible de quebrar, que el peticionante no es acreedor, que el hecho 
revelador es falso o que, en realidad, no responde a la existencia del 
estado de cesación de pagos atribuido, etcétera). Emperd, bueno es 
tener en cuenta que el debate es brevísimo y las posibilidádes proba- 
torias restringidas, de donde, muchas veces, el medio más seguro y 
eficaz de demostrar que se está in bonis lo constituye el depósito 
-en pago o a embargo— de los fondos suficientes para cubrir el cré- 
dito invocado como hecho revelador de la insolvencia. 

El ejercicio efectivo por la persona cuya quiebra se pide, de su 
derecho de defensa, impone que se vuelva a oír al acreedor solicitan- 
te antes de la resolución judicial. 

El juez, antes de resolver, puede dictar nuevas medidas de in- 
vestigación (art. 274, LCQ). Si rechaza la solicitud de quiebra, tal 
resolución no causa estado y, por ende, no impide reiterar el pedido. 
La jurisprudencia nacional está dividida sobre la apelabilidad de la 
decisión judicial desestimatoria de la petición de quiebra formulada 
por acreedor, así como sobre la distribución de las costas y la recu- 
rribilidad del pronunciamiento acerca de éstas. 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


l. A los efectos de que aquel a quien se ha pedido la quiebra 
demuestre hallarse en fondos, corresponde establecer la oportunidad 
en que incurrió en mora, para ponderar la cuantía del débito reajus- 
tado o de los intereses que le acceden (CNCom, en pleno, 30/5/86, 
“Zadicoff, Víctor”, JA, 1986-111-640, y LL, 1986-C-276). 

2. No corresponde imponer las costas al actor cuando el de- 
mandado, citado a dar explicaciones, consigna en pago el importe 
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del crédito cuyo incumplimiento es invocado como evidencia de la 
cesación de pagos, motivándose así el rechazo del pedido de quiebra 
(CNCora, en pleno, 29/6/82, “Pombo, Manuel”, JA, 1982-111-406; 
LL, 1982-C-459, y ED, 99-621). 

3. Es apelable la sentencia desestimatoria de la solicitud de 
quiebra formulada por acreedor (CCivCom Rosario, en pleno, 27/3/ 
87, “Cereales Fighiera SRL”, RDCO, 1987-1019). 

4. El auto que deniega la declaración de quiebra solicitada por 
un acreedor es apelable (CCivCom Mar del Plata, en pleno, 30/4/96, 
“García, Carlos A. y otra s/quiebra”, LLBA, 1996-719). 


Art. 85. - Medidas precautorias. En cualquier es- 
tado de los trámites anteriores a la declaración de quie- 
bra, a pedido y bajo la responsabilidad del acreedor, el 
juez puede decretar medidas precautorias de protec- 
ción de la integridad del patrimonio del deudor, cuan- 
do considere acreditado prima facie lo invocado por 
el acreedor y se demuestre peligro en la demora. 

Las medidas pueden consistir en la inhibición ge- 
neral de bienes del deudor, intervención controlada de 
sus negocios, u otra adecuada a los fines perseguidos. 


Las medidas precautorias previstas son aquellas que tienden a 
proteger la integridad del patrimonio del deudor, o sea, cualquier 
cautela idónea para asegurar los bienes que pueden llegar a consti- 
tuir el activo concursal en caso de falencia. 

Para el despacho favorable de estas cautelas, a solicitud del 
acreedor peticionante de la quiebra, deben reunirse los presupuestos 
propios de todo proceso cautelar: a) verosimilitud de lo invocado por 
el solicitante (fmus boni iuris), b) peligro de que el transcurso del 
tiempo pueda frustrar las expectativas cuya realización se pretende 
en el proceso (periculum in mora), y c) contracautela: sobre esta 
exigencia de garantía para responder por los eventuales daños que 
puedan derivarse de la traba indebida de las medidas precautorias, 
nada dice el texto legal, discrepando la doctrina y jurisprudencia 
acerca de su exigibilidad. 


Art. 86. - Pedido del deudor. Requisitos. La so- 
licitud de quiebra por el deudor se debe acompañar 


¿ 
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con los requisitos indicados en el art. 11 incs. 2, 3, 4 y 
5 y> en su caso, los previstos en los ines. 1, 6 y 7 del 
mismo, sin que su omisión obste a la declaración de 
quiebra. 


El deu lor queda obligado a poner todos sus bie- 
nes a disposición del juzgado en forma apta para que 
los funcionarios del concurso puedan tomar inmediata 
y segura posesión de los mismos. 


En caso de sociedades, las disposiciones de este 
artículo se aplican a los socios ilimitadamente respon- 
sables que hayan decidido o suscriban la petición, sin 
perjuicio de que el juez intime a los restantes su cum- 
plimiento, luego de decretada la quiebra. 


Cuando el propio deudor pide su quiebra, el trámite que precede 
a la declaración résulta notablemente simplificado si lo comparamos 
con la instrucción previa a la falencia solicitada por acreedor. Casi 
puede sostenerse que no hay trámite previo a la declaración de quiebra 
directa voluntaria. Los aspectos fundamentales a tener en cuenta son: 


a) La misma presentación del deudor peticionando su propia 
quiebra implica confesión judicial del estado de cesación de pagos, 
revistiendo por ello- la máxima eficacia probatoria acerca de la 
existencia de la insolvencia, lo que releva al juez de todo análisis so- 
bre el presupuesto objetivo de la quiebra. ] 


b) La omisión de los recaudos formales señalados en el art. 86, 
que remite al art. 11, no obstan a que la quiebra deba, jgualmente, 
declararse. 


c) No hay vestigio alguno de contradictorio, ni puede admitirse 
la eventual oposición de alguien que, pretendiéndose acreedor, qui- 
siera resistir la posibilidad de que el deudor sea declarado fallido. 

d) La apreciación judicial anterior a la sentencia ha de versar 
sobre competencia para entender en la causa, personería del solici- 
tante y calidad de sujeto pasible de quebrar en el deudor. El juez 
puede dictar oficiosamente las medidas de investigación que estime 
necesarias para favorecer su convicción sobre esos puntos. 


Art. 87.- Desistimiento del acreedor. El acree- 
dor que pide la quiebra puede desistir de su solicitud 
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mientras no se haya hecho efectiva la citación previs- 
ta en el art, 84, 

Los pagos hechos por el deudor o por un tercero 
al acreedor peticionante de la quiebra estarán someti- 
dos a lo dispuesto en el art. 122. 


Desistimiento del deudor. Ei deudor que peticio- 
ne su quiebra no puede desistir de su pedido, salvo 
que demuestre, antes de la primera publicación de 
edictos, que ha desaparecido su estado de cesación 
de pagos. 


Desistimiento del acreedor. Es admisible hasta el cumplimien- 
to efectivo de la notificación del pedido de quiebra; no así después 


de dicha notificación. El desistimiento del acreedor peticionario de ¡ 


una quiebra responde, de ordinario, a pagos percibidos del deudor o 
de terceros a efectos de evitar la declaración falencial. No obstante 
el logro de dicho resultado -evitar la quiebra en algunas peticiones, 
si finalmente el deudor es declarado en quiebra, aquellos pagos pue- 
den encuadrar en el régimen de ineficacia regulado por el art. 122 de 
la LCQ (ver su comentario). 


Desistimiento del deudor. Está vedado el desistimiento liso y 
lHano (ad nutum). Sin embargo, la retractación de la solicitud de 
propia quiebra es admisible sujeta a dos circunstancias: a) plantea- 
miento anterior a la toma de estado público de la falencia (“antes de 
la primera publicación de edictos”: art. 89, LCQ), y b) demostración 
de que el estado de cesación de pagos “ha desaparecido”, o —a for- 
tiori- que el mismo nunca existió y la petición de quiebra obedeció 
a un error del peticionario. 


Sección HI 


SENTENCIA 


Art. 88.- Contenido. La sentencia que declare la 
quiebra debe contener: 

1) Individualización del fallido y, en caso de so-. 
ciedad, la de los socios ilimitadamente responsables. 
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2) Orden de anotar la quiebra y la inhibición ge- 
neral de bienes en los registros correspondientes. 

3) Orden al fallido y a terceros para que entre- 
guen al síndico los bienes de aquél. 

4) Intimación al deudor para que cumpla los re- 
quisitos a los que se refiere el art. 86 si no lo hubiera 
efectuado hasta entonces y para que entregue al sín- 
dico dentro de las veinticuatro horas los libros de co- 
mercio y demás documentación relacionada con la 
contabilidad. 

5) La prohibición de hacer pagos al fallido, los 
que serán ineficaces. 

6) Orden de interceptar la correspondencia y de 
entregarla al síndico. 

7) Intimación al fallido o administradores de la 
sociedad concursada, para que dentro de las cuarenta 
y ocho horas constituyan domicilio procesal en el lu- 
gar de tramitación del juicio, con apercibimiento de 
tenerlo por constituido en los estrados del juzgado. 

8) Orden de efectuar las comunicaciones necesa- 
rias para asegurar el cumplimiento del art. 103. 

9) Orden de realización de los bienes del deu- 
dor y la designación de quien efectuará las enajena- 
ciones. 


10) Designación de un funcionario que realice el 
inventario correspondiente en el término de treinta días, 
el cual comprenderá sólo rubros generales. 

11) La designación de audiencia para el sorteo del 
síndico. 


Supuestos especiales. En caso de quiebra directa 
o cuando se la declare como consecuencia del incum- 
plimiento del acuerdo o la nulidad, la sentencia debe 
fijar la fecha hasta la cual se pueden presentar las s0- 
licitudes de verificación de los créditos ante el síndi- 
co, la que será establecida dentro de los veinte días 
contados desde la fecha en que se estime concluida la 
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publicación de los edictos, y para la presentación de 
los informes individual y general, respectivamente, 


Aunque la ley utiliza, a veces, la expresión “auto de quiebra”, la 
decisión judicial respectiva ós una verdadera “sentencia”. Por ello, 
formalmente, debe respetar las exigencias de las leyes de rito y, lo 
que es más importante, debe ser fundada, so pena de descalificárse- 
la constitucionalmente. La motivación, empero, puede ser concisa, 
atento a las razones de urgencia que inspiran el procedimiento pre- 
vio también brevísimo- y la provisoriedad de la decisión, sujeta 
al ulterior recurso de reposición (cuando la quiebra fue pedida por 
acreedor). 

Este art. 88 determina el contenido específico de la parte resolu- 
tiva de la sentencia de quiebra. 


Supuestos especiales. Las fechas para verificación de créditos 
ante el síndico, y para la presentación de los informes individual y 
general, se establecen en la 'sentencia de quiebra directa. 

La mención que el último párrafo del art. 88 de la LCQ hace a 
igual recaudo (también) para la sentencia de quiebra indirecta que se 
declare “como consecuencia del incumplimiento del acuerdo o la nu- 
lidad”, debe correlacionarse con el art. 202 de la LCQ, que regula la 
verificación de los créditos en las quiebras indirectas. En la 6* edi- 
ción de este libro sostuvimos que esas normas eran contradictorias, 
frutos de la inadecuación del art. 88 (proveniente de la ley 19.551) 
al nuevo régimen establecido por el actual art. 202; postulábamos, 
en consecuencia, aplicar éste e ignorar la regla de aquél. Un re- 
planteo del análisis nos lleva a cambiar de opinión. Más allá de la 
explicación histórica de la aparente contradicción que, efectivamen- 
te, podría hallarse en la gestación de la reforma concursal, ahora 
creemos que ambas normas pueden compatibilizarse y aplicarse en 
supuestos distintos y, como resultado, obtener una solución aun me- 
jor, preservando la aplicabilidad de los dos artículos en cuestión, 

A tales fines, pensamos que la regla general en materia de veri- 
ficación de créditos en las quiebras indirectas es la establecida en el 
art. 202 de la LCQ. Pero ésta no impone como norma inexorable la 
verificación por vía incidental, a los acreedores posteriores, como 
único carril de ingreso a la falencia que deriva del fracaso del con- 
curso preventivo. Lo único que establece esa regla es la posibilidad 
(“pueden requerir la verificación por vía incidental...”) de que el juez 
de la quiebra indirecta no abra un período informativo normal (arts. 
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32 y ss., y 200, LCQ) y, así, el ingreso de los acreedores posteriores 
al concurso preventivo quede librado a la utilización del incidente, 
para cuyo supuesto se estatuye la dispensa de costas (salvo pedido u 
oposición manifiestamente improcedentes). 

Esa posibilidad genérica en las quiebras indirectas reconoce dos 
excepciones, que son las regladas por el último párrafo del art. 88 de 
la LCQ. En la quiebra indirecta por incumplimiento del acuerdo 
preventivo (art. 63, LCQ), y en la quiebra indirecta por nulidad del 
acuerdo preventivo (art. 61, LCQ), el juez debe abrir un período in- 
formativo común (arts. 32 y ss., y 200, LCQ), fijando la fecha hasta 
la cual los acreedores (posteriores a la presentación del concurso 
preventivo fracasado) pueden presentar las solicitudes de verificación 
de sus créditos al síndico, y establecer asimismo las fechas de pre- 
sentación del informe individual y del informe general. 

En síntesis: 


a) En las quiebras indirectas por incumplimiento o por nulidad 
del acuerdo preventivo, la verificación de créditos discurre por los 
mismos carriles que en las quiebras directas, y la verificación inci- 
dental tiene el mismo régimen de costas que en éstas, 


b) En las quiebras indirectas declaradas por fracasos del con- 
curso preventivo que no fueran el incumplimiento o la nulidad del 
acuerdo preventivo, para los acreedores posteriores a la presentación 
de dicho concurso preventivo, el juez puede abrir un período infor- 
mativo igual al de las quiebras directas, con las mismas consecuen- 
cias de éstas en caso de verificación incidental, o también puede no 
abrir ese mecanismo de verificación de créditos y, en su lugar, dejar 
librado el ingreso de los acreedores (posteriores al concurso preven- 
tivo) a la vía incidental, caso éste en el cual rige la dispensa de cos- 
tas reglada en el párr. 1” del art. 202 de la LCQ, con las excepciones 
allí previstas. 

Si bien en el último de los casos (no apertura de un período in- 
formativo común) resulta innecesaria la presentación del informe 
individual sobre los créditos, pensamos que el informe general (art. 
39, LCQ) siempre debe exigirse. Incluso en las quiebras indirectas 
en las que se permite el acceso de los acreedores posteriores al con- 
curso preventivo por vía incidental, el informe general, o -si se quie- 
re— la actualización del presentado en oportunidad del art. 39 de la 
LCQ, es inexorable a fin de poder saber la composición actual del 
pasivo a través del recálculo de los créditos que el síndico debe 
efectuar (art. 202 in fine, LCQ), y para posibilitar la formulación de 


Art. 89 RÉGIMEN DE CONCURSOS Y QUIEBRAS 200 


observaciones a la fecha inicial del estado de cesación de pagos a 
los “interesados” (art. 117, LCQ) que no estaban legitimados para 
hacerlo en la oportunidad señalada por el art. 40 de la LCQ. Por 
ello, sostenemos que la fecha para presentación del informe general 
es inexorable en toda sentencia de quiebra, cualquiera fuese el méto- 
do de ingreso al pasivo que, para los acreedores posteriores a un an- 
terior concurso preventivo fracasado, determinase el juez. 


Art. 89. — Publicidad. Dentro de las veinticuatro 
horas de dictado el auto, el secretario del juzgado 
debe proceder a hacer publicar edictos durante cin- 
co días en el diario de publicaciones legales, por los 
que haga conocer el estado de quiebra y las disposi- 
ciones del art. 88, incs. 1, 3, 4, 5 y 7, parte final, en su 
caso, y nombre y domicilio del síndico. 

Igual publicación se ordena en cada jurisdicción 
en la que el fallido tenga establecimiento o en la que 
se domicilie un socio solidario. Los exhortos perti- 
nentes se deben diligenciar de oficio y ser librados 
dentro de las veinticuatro horas de la sentencia de 
quiebra. 

La publicación es realizada sin necesidad de pre- 
vio pago y sin perjuicio de asignarse los fondos cuan- 
do los hubiere, 

Si al momento de la quiebra existieren fondos su- 
ficientes en el expediente, el juez puede ordenar las 
publicaciones de edictos similares en otros diarios de 
amplia circulación que designe, a lo que se debe dar 
cumplimiento en la forma y términos dispuestos. 


La sentencia de quiebra produce efectos erga omnes desde el 
momento mismo de su declaración, no siendo necesaria su notifica- 
ción para que la misma adquiera eficacia. Sin embargo, debe ha- 
cerse conocer para permitir el ejercicio de las posibilidades recursi- 
vas y para que los terceros resulten advertidos del estado de falencia 
del deudor y sepan a qué atenerse en cuanto a las relaciones jurídi- 
cas habidas con él o a punto de concretar. La publicación de estos 
edictos cumple la finalidad de hacer público el estado de falencia del 
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deudor, e importa la notificación a los acreedores y terceros que no 
podrán —en adelante— alegar ignorancia de tal estado. 


SeccióN IV 


CONVERSIÓN 


Art. 90.- Conversión a pedido del deudor. El 
deudor que se encuentre en las condiciones del art. 5% 
puede solicitar la conversión del trámite en concurso 
preventivo, dentro de los diez días contados a partir 
de la última publicación de los edictos a que se refiere 
el art. 89. 


Deudores comprendidos. Este derecho correspon- 
de también a los socios cuya quiebra se decrete con- 
forme al art. 160. 


Deudor excluido. No puede solicitar la conver- 
sión el deudor cuya quiebra se hubiere decretado por 
incumplimiento de un acuerdo preventivo o estando en 
trámite un concurso preventivo, o quien se encuentre 
en el período de inhibición establecido en el art. 59, 


En este artículo se introduce una institución novedosa frente a 
nuestra tradición: la posibilidad de que el fallido, en ciertos supues- 
tos, pueda lograr —aun después de la quiebra— la apertura de su con- 
curso preventivo y, así, convertir el proceso liquidativo en preven- 
tivo. Antes de esta ley, la declaración de quiebra hacía precluir 
cualquier intento ulterior de acudir al concurso preventivo, compen- 
sándose tal rigidez con la posibilidad —en ciertos casos— de la solu- 
ción concordataria de la falencia por el acuerdo resolutorio. Este 
último ha sido eliminado de la actual legislación que otorga, a cier- 
tos fallidos, la chance concordataría, pero en el marco de un concur- 
so preventivo por conversión. Con la ventaja, frente al anterior 
sistema, de Ja eliminación del desapoderamiento ab initio, y la con- 
secuente permanencia del concursado al frente de la administración 
de su patrimonio desde el principio, sin esperar la homologación del 


“acuerdo. La desventaja comparativa —para el deudor— radica en las 
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mayores exigencias del sistema de la conversión frente al sistema 
del acuerdo resolutorio: a éste podía acceder cualquier fallido (en las 
quiebras directas) sin que fuese menester haber cumplido previamen- 
te requisito formal alguno: a la conversión pueden aspirar los falli- 
dos (en las quiebras directas también, pero con la limitación del pe- 
ríodo de inhibición del art. 539, LCQ), siempre y cuando cumplan 
todos los recaudos formales de la presentación concursal preventiva 
(art. 11, ECQ). 

La conversión pueden postularla los mismos deudores que pue- 
den ser sujetos del concurso preventivo; e, inclusive, los socios ili- 
mitadamente responsables a quienes se hubiese declarado en quiebra 
por extensión de la quiebra societaria (art. 160, LCQ). Están ex- 
cluidos de esta posibilidad: 

a) A la inversa de lo dispuesto en el art. 90, párr. 2%, de la 
LCQ, los fallidos declarados tales por extensión de los supuestos del 
art. 161, 

b) Las personas que no pueden ser sujetos del concurso preven- 
tivo, por ejemplo, las entidades financieras (ver arts. 2? y 5%, LCQ). 

c) Quienes se encontraren en el período de inhibición de un 
concurso preventivo exitoso anterior (art. 59, LCQ). 

d) Quienes pretendieren convertir una quiebra —directa O indi- 
recta— que se hubiese declarado “estando en trámite un concurso pre- 
ventivo” (art. 90, párr. 3%, LCQ). 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


El fallido que solicitó su propia quiebra puede acceder a la 
conversión de ésta en concurso preventivo, según el art. 90 de la ley 
24.522 (CNCom, en pleno, 30/3/02, “Pujol, Juan C. s/propia quie- 
bra”). 


Art. 91. - Efectos del pedido de conversión. Pre- 
sentado el pedido de conversión el deudor no podrá 
interponer recurso de reposición contra la sentencia 
de quiebra; si ya lo hubiese interpuesto, se lo tiene 
por desistido, sin necesidad de declaración judicial. 

El pedido de conversión no impide la continua- 
ción del planteo de incompetencia formulado confor- 
me a los arts. 100 y 101. 
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El pedido de conversión impide (o implica, en su caso) desistir 
el recurso de reposición contra la sentencia de quiebra (art. 94 y ss,, 
LCQ). 

Los eventuales planteos de incompetencia, en cambio, pueden 
proseguirse (arts. 100 y 101, LCQ), puesto que, liquidativo o preven- 
tivo (por conversión), el concurso continuará ante el juez compe- 
tente. La secuencia de las decisiones de ambos planteos —ante la 
coexistencia de incompetencia y conversión— no es clara, Parecería 
más lógica la previa resolución de la incompetencia. Empero, si se 
advierte que durante su tramitación “en ningún caso cesa la aplica- 
ción de los efectos de la quiebra” (art. 101, LCQ), dicho criterio po- 
dría resultar frustrante del propósito fundamental de la conversión 
que es poner fin de inmediato al estado de fallido y a los efectos de 
la quiebra (el desapoderamiento, como efecto principal) para lograr 
el régimen de efectos del concurso preventivo. 

Por ello, tal vez, parece más aconsejable reconocer al fallido la 
posibilidad de solicitar decisión sobre la conversión -de modo inme- 
diato a su postulación— al juez de la quiebra, aunque su competencia 
estuviese sometida a cuestionamiento. 

El solo planteo del pedido de conversión carece de efecto sus- 
pensivo del inicio de la liquidación falencial. Dicho efecto no se 
establece expresamente en este art. 91 como uno de los “efectos del 
pedido de conversión” y, a la vez, parecería estar implícitamente ex- 
cluido según los términos del art. 203 in fine de la LCQ. 


Art. 92.-— Requisitos. El deudor debe cumplir los 
requisitos previstos en el art. 11 al hacer su pedido de 
conversión o dentro del plazo que el juez fije confor- 
me a lo previsto en el art. 11, último párrafo, 


La solicitud de conversión debe cumplir los mismos recaudos 
que la demanda de concurso preventivo (art. 11, LCQ). 


Art. 93.- Efectos del cumplimiento de los requisi- 
tos. Vencido el plazo fijado según el artículo ante- 
rior, el juez deja sin efecto la sentencia de quiebra y 
dicta sentencia conforme lo dispuesto en los arts. 13 
y 14. Sólo puede rechazar la conversión en concurso 


Art. 9 RÉGIMEN DE CONCURSOS Y QUIEBRAS 204 


preventivo por no haberse cumplido los requisitos del 
art. 11. 


La admisión del pedido de conversión se hace por sentencia; 
ésta abre el concurso preventivo y deja sin efecto la quiebra. Tam- 
bién produce el cese de la disolución por quiebra de la persona jurí- 
dica (ver art. 237, LCQ). 

La desestimación de la solicitud de conversión, por incumpli- 
miento de los requisitos del art. 11 u, obviamente, por postularla un 
sujeto excluido (ver art. 90, LCQ), importa la consolidación de la 
quiebra. El rechazo de la conversión es apelable, atento a la remi- 
sión al art. 13 de la LCQ. 


Sección V 


RECURSOS 


Art. 94. — Reposición. El fallido puede interpo- 
ner recurso de reposición cuando la quiebra sea decla- 
rada como consecuencia de pedido de acreedor. De 
igual derecho puede hacer uso el socio ilimitadamente 
responsable, incluso cuando la quiebra de la sociedad 
de la que forma parte hubiera sido solicitada por ésta 
sin su conformidad. 

El recurso debe deducirse dentro de los cinco días 
de conocida la sentencia de quiebra o, en defecto de 
ese conocimiento anterior, hasta el quinto día poste- 
rior a la última publicación de edictos en el diario ofi- 
cial que corresponda a la jurisdicción del juzgado. 

Se entiende conocimiento del fallido, el acto de 
clausura o el de incautación de sus bienes. 


A la declaración de quiebra —en el caso de petición formulada 
por acreedor— le ha precedido una fase instructoria breve, con reta- 
ceo en las posibilidades de defensa y prueba. De allí que respecto 
de la sentencia de falencia no se concedan los recursos que de ordi- 
nario prevén los códigos procesales para impugnar cualquier senten- 
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cia (apelación, nulidad), sino que se establezca un sistema recursivo 
peculiar, diferente de los establecidos por las leyes de rito, encargán- 
dose al mismo juez que dictó el fallo la tarea de conocer y decidir 
sobre la revisión de legalidad y justicia del mismo. Sobre esta con- 
cepción se ha elaborado el sistema de impugnación de la sentencia 
de quiebra, dictada en el trámite abierto a instancia de acreedor, en 
el art. 94 y siguientes. 

Sólo el fallido está legitimado para interponer el recurso de re- 
posición (el “socio ilimitadamente responsable” que menciona el art. 
94 también es fallido, por extensión: art. 160, LCQ). 

La reposición ha de deducirse ante el juez que dictó la quiebra, 
debiendo sustanciarse ante él y resolverse por el mismo magistrado. 


Art. 95. - Causal. El recurso sólo puede fundar- 
se en la inexistencia de los presupuestos sustanciales 
para la formación del concurso. 


Partes. Al resolver, el juez debe valorar todas las 
circunstancias de la causa principal y sus incidentes. 


Son parte en el trámite de reposición el fallido, el 
síndico y el acreedor peticionante. El juez dictará 
resolución en un plazo máximo de diez días desde que 
el incidente se encontrare en condiciones de resolver. 


El recurso debe fundarse al tiempo de su interposición debien- 
do, además, ofrecerse simultáneamente toda la prueba y agregarse 
la documental, pues el trámite que se imprime es el incidental (art. 
280 y ss., LCQ). 

En apoyo de la reposición puede aducirse la inexistencia del 
presupuesto objetivo de la quiebra —el estado de cesación de pagos- 
o del presupuesto subjetivo de aquélla —deudor exceptuado de la po- 
sibilidad de quebrar—, no así cuestionar la legitimidad del crédito del 
peticionante. 

El eventual allanamiento del acreedor peticionante al recurso 
de reposición es totalmente irrelevante para el resultado del recur- 
so. Es que no rige aquí el principio dispositivo y. además, admitir 
la eficacia de este allanamiento importaría una incongruencia con la 
prohibición implícita del desistimiento posterior a la notificación del 
pedido de quiebra, consagrada por el art. 87, parte 1%, de la LCQ. 
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Al resolver, el juez debe verificar si los presupuestos de la fá- 
lencia existían al tiempo de la sentencia de quiebra, en orden a su 
confirmación o rechazo. 

La resolución que recae en el recurso de reposición —con trámi- 
te incidental- es apelable, cualquiera que sea el resultado de la mis- 
ma (art. 285, LCQ). 


Art. 96. - Levantamiento sin trámite. El juez pue- 
de revocar la declaración de quiebra sin sustanciar el in- 
cidente si el recurso de reposición se interpone por el 
fallido con depósito en pago, o a embargo, del impor- 
te de los créditos con cuyo cumplimiento* se acreditó 
la cesación de pagos y sus accesorios. 


Pedidos en trámite. Debe depositar también los 
importes suficientes para atender a los restantes cré- 
ditos invocados en pedidos de quiebra en trámite a la 
fecha de la declaración, con sus accesorios, salvo que 
respecto de ellos se demuestre prima facie, a criterio 
del juez, la ilegitimidad del reclamo y sin perjuicio de 
los derechos del acreedor cuyo crédito no fue impedi- 
mento para revocar la quiebra. 


Depósito de gastos. La resolución se supedita en 
su ejecución al depósito por el deudor, dentro de los 
cinco días, de la suma que se fije para responder a 
los gastos causídicos. 


Apelación. La resolución que deniegue la revo- 
cación inmediata es apelable únicamente por el deu- 
dor al solo efecto devolutivo y se debe resolver por la 
alzada sin sustanciación. 


Ésta es una variante del recurso de reposición que consiste en la 
interposición del mismo pretendiendo que se revoque la quiebra sin 
sustanciar incidente alguno. Para ello debe acreditarse in limine la 
inexistencia de la cesación de pagos mediante el depósito -en pago O 
a embargo, y simultáneamente con la deducción del recurso— del im- 
porte del crédito incumplido del cual se infirió la insolvencia, más 


+ Debería decir “incumplimiento”. 
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sus accesorios, Dado que la ley sigue la teoría amplia en el tema 
de cesación de pagos (arts, 1%, 78, 79, etc., LCQ), este recurso sólo 
puede prosperar si, en el caso, la insolvencia se ha inferido exclusi- 
vamente de incumplimientos, y se satisfacen por el deudor (no por 
un tercero) tales créditos insatisfechos. Pero si la cesación de pa- 
gos resultase de otros hechos reveladores, el depósito -en pago o a 
embargo- del crédito del peticionante devendría ¡hoperante para des- 
truir la presunción de insolvencia emergente de esos otros hechos re- 
veladores no desvirtuados. En tal supuesto, y a pesar del depósito 
el recurso no debería prosperar. La resolución que hace lugar al le- 
vantamiento sin trámite de la quiebra es inapelable (art. 296, inc, 3 
LCQ); en tanto es apelable —por el deudor y de la manera señalada 
en este artículo— la denegatoria del levantamiento sin trámite. 


Art. 97.- Efectos de la interposición. La inter- 
posición del recurso no impide la proseclción del pro- 
ceso, salvo en cuanto importe disposición de bienes y 
sin perjuicio de la aplicación del art. 184. 


La interposición del recurso de reposición, en cualquiera de sus 
dos variantes (con o sin trámite), impide comenzar la liquidación fa- 
lencial (art. 203, LCQ). 

Empero, la interposición de dicho recurso carece de efectos sus- 
pensivos sobre el resto de los trámites del proceso de quiebra: 

a) Igual cobran operatividad todos los efectos previstos 
arts. 102 a 159 de la LCQ. edad 

b) Deben aplicarse las medidas de incautación, conservación y 
administración de los bienes (arts. 177 a 188, LCQ); entre ellas, la posi- 
bilidad de liquidar —excepcionalmente— algunos bienes (art. 184, LCQ). 

e c) Puede disponerse la aplicación de las reglas de la continua- 
ción de la actividad de la empresa (art. 189 y ss., LCQ). 

d) Se abre y sustancia la verificación de créditos (arts. 121 
PEO s (arts. 126, 200 


Art. 98. - Efecto de la revocación. La revocación 
de la sentencia de quiebra hace cesar los efectos del 
Concurso. 

No obstante, los actos legalmente realizados por 
el síndico y la resolución producida de los contratos 
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en curso de ejecución son oponibles al deudor, aun 
cuando los primeros consistieren en disposiciones de 
bienes en las condiciones del art. 184. 


La teoctida de la sentencia de falencia es un modo de conclu- 
sión de la quiebta, aunque no previsto entre los enumerados en el 
capitulo VII del título MI. Ocurre que en este caso se parte de la 
idea de que, revocándose la sentencia, es como si la quiebra no hu- 
biese existido nunca. Ello determina que se procure la restitución 
integral al ex fallido, aspecto imposible de cumplir acabadamente, 
pues, careciendo la interposición del recurso de efectos suspensivos 
plenos durante el lapso transcurrido entre la sentencia y su revoca- 
ción, aquélla ha producido una serie de efectos, algunos de los cua- 
les podrán borrarse, pero otros no. Sobre lo que no puede dudarse 
es que a partir de la revocación se extingue el proceso concursal, 
el estado de falencia y todos sus efectos. 


Art. 99.- Daños y perjuicios contra el peticiona- 
rio. Revocada la sentencia de quiebra, quien la peti- 
cionó con dolo o culpa grave es responsable por los 
daños y perjuicios causados al recurrente. La acción 
tramita por ante el juez del concurso. 


El texto legal contempla un supuesto de responsabilidad por da- 
ños que pudieran haberse ocasionado a la persona cuya quiebra fue 
solicitada por acreedor, declarada y ulteriormente revocada; la norma 
no regula el supuesto de daños eventualmente derivados de la sola 
petición de quiebra que no llega a declararse. 

Es presupuesto de la responsabilidad atribuida al peticionario, la 
actuación de éste calificable como dolosa o con culpa grave. 

Se atribuye competencia al juez que entendía en la quiebra re- 
vocada, desplazándose de tal suerte las normas comunes de compe- 
tencia material, territorial, por valor, etcétera. 

La acción prescribe a los tres años (art. 2561, 2” párr., Cód. Ci- 
vil y Comercial), computables a partir del momento en que quedare 
firme la sentencia revocatoria de la quiebra. 


Art. 100. — Incompetencia. En igual término que 
el indicado en el art. 94, el deudor y cualquier acree- 
dor, excepto el que pidió la quiebra, pueden solicitar 
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se declare la incompetencia del juzgado para entender 
en la causa. 

Son parte los indicados en el art. 95 y, en su caso, 
el acreedor que planteó la incompetencia. 


Antes de la sentencia de quiebra solicitada por acreedor, el deu- 
dor puede hacer el planteo de incompetencia del tribunal, al ser cita- 
do conforme al art. 84 de la LCQ. También el juez, en esa etapa 
prefalencial, puede y debe-- declarar su falta de competencia, si lo 
advierte. Declarada la quiebra, y aunque no se hubiese argiiido an- 
tes, pueden pedir que se declare la incompetencia: el deudor y cual- 
quier acreedor, salvo el que solicitó la quiebra. 

Cabe hacer algunas aclararaciones: 

a) La objeción puede referir a cualquier tipo de incompetencia 
(por materia, territorio, etcétera). 

b) La expresión cualquier acreedor debe entenderse en el sen- 
tido de cualquier persona que invoque calidad de acreedor y lo justi- 
fique prima facie —por analogía del art. 83 de la LCQ-, ya que 
acreedor en sentido estricto no hay hasta que se resuelva sobre las 
verificaciones de créditos. 

c) La cuestión debe sustanciarse por el trámite incidental (art. 
280 y ss., LCQ). 

d) La competencia concursal, por cualquier causa que fuere e 
inclusive la territorial, ha sido invariablemente considerada por la ju- 
risprudencia como de orden público e improrrogable. 


Art. 101. - Petición y admisión: efectos. Esta pe- 
tición no suspende el trámite del concurso si el deudor 
está inscripto en el Registro Público de Comercio de 
la jurisdicción del juzgado. En ningún caso cesa la 
aplicación de los efectos de la quiebra. 

La resolución que admite la incompetencia del juz- 
gado ordena el pase del expediente al que corresponda, 
siendo válidas las actuaciones que se hubieren cumpli- 
do hasta entonces. 


Efectos del planteo de la cuestión de competencia. Es preciso 
diferenciarlos. 


14. TLA, Concursos y quiebras. 
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a) Los efectos patrimoniales y personales de la quiebra no “se 
suspenden por la mera interposición de la incompetencia; ellos con- 
tinúan operando mientras ésta se decide. 

b) El trámite procedimental de la quiebra: 1) no se suspende si 
el fallido está inscripto en el Registro Público de Comercio de igual 
jurisdicción a la del juez donde estuviese radicada originariamente 
la quiebra (cuya competencia se cuestiona); pero, 2) sí se suspende 
cuando el fallido estuviese inscripto en otro Registro Público de Co- 
mercio que no fuese aquél. Ésta parece la interpretación más razo- 
nable, dentro de otras posibles, utilizando el argumento a contrario, 
Si el trámite no se suspende —pese al planteo de incompetencia— res- 
pecto del fallido inscripto en el Registro Público de Comercio de la 
jurisdicción del juez de la quiebra, es debido a que se considera di- 
cha circunstancia como una presunción contraria a la solicitud de in- 
competencia (ergo, se mantiene el curso del proceso falencial hasta la 
destrucción de la susodicha presunción). En igual línea de razona- 
miento, sólo la inscripción efectiva en otro Registro Público de Comer- 
cio, distinto del de la jurisdicción del juez de la quiebra, podría operar 
como presunción inversa y determinar la suspensión del trámite fa- 
lencial durante la sustanciación de la cuestión de competencia, 


Efectos de la admisión de la incompetencia. La admisión de la 
incompetencia por el juez que declaró la quiebra, no acarrea la revo- 
cación del fallo ni la nulidad de lo actuado. Los trámites cumplidos 
conservan validez y la causa debe remitirse al juzgado (competente) 
que correspondiera, 


CaríruLo Il 


EFECTOS DE LA QUIEBRA 


SEccióN I 


EFECTOS PERSONALES RESPECTO 
DEL FALLIDO 


Art. 102. - Cooperación del fallido. El fallido y 
sus representantes y los administradores de la sociedad, 
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en su caso, están obligados a prestar toda colaboración 
que el juez o el síndico le requieran para el esclareci- 
miento de la situación patrimonial y la determinación 
de los créditos. 


Deben comparecer cada vez que el juez los cite 
para dar explicaciones y puede ordenarse su con- 
currencia por la fuerza pública si mediare inasis- 
tencia. 


Son congruentes con esta norma, las facultades del juez y del 
síndico, reguladas, respectivamente en los arts. 274, inc. 1, y 275, 
inc. 3, de la LCQ. 


Art. 103.- Autorización para viajar al exterior. 
Hasta la presentación del informe general, el fallido y 
sus administradores no pueden ausentarse del país sin 
autorización judicial concedida en cada caso, la que 
deberá ser otorgada cuando su presencia no sea re- 
querida a los efectos del art. 102, o en casos de necesi- 
dad y urgencia evidentes. Esa autorización no impi- 
de la prosecución del juicio y subsisten los efectos del 
domicilio procesal. 


Por resolución fundada el juez puede extender la 
interdicción de salida del país respecto de personas 
determinadas, por un plazo que no puede exceder de 
seis meses contados a partir de la fecha fijada para 
la presentación del informe. La resolución es apela- 
ble en efecto devolutivo por las personas a quienes 
afecte. 


La interdicción de viaje al exterior, sin previa y especial autori- 
zación judicial, tiende a asegurar la presencia del fallido y sus admi- 
nistradores a fin de hacer posible el deber de colaboración impuesto 
en el artículo anterior. Para que el juez conceda la autorización de 
salida, el solicitante debe fundar y justificar prima facie su urgente y 
justificada necesidad o, al menos, debe surgir de las constancias 
del juicio que su presencia no será necesaria para el desarrollo del 
proceso mientras dure la ausencia del país. 
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Art. 104. - Desempeño de empleo, profesión y ofi- 
cio. El fallido conserva la facultad de desempeñar 
tareas artesanales, profesionales o en relación de de- 
pendencia, sin perjuicio de lo dispuesto por los arts. 
107 y 108, inc. o 


Deudas posteriores. Las deudas contraídas mien- 
tras no esté rehabilitado pueden dar lugar a nuevo 
concurso, que sólo comprenderá los bienes remanen- 
tes una vez liquidada la quiebra y cumplida la distri- 
bución y los adquiridos luego de la rehabilitación. 


Facultad de desempeñar tareas. La norma debe correlacionar- 
se con el art. 238 de la LCQ, siendo esta última, regla general. De 
lo que se sigue que ell desempeño en relación de dependencia resulta 
admisible siempre y cuando no se trate de algún cargo gerencial o 
de administración de los previstos en el apuntado art. 238. Los in- 
gresos obtenidos por el fallido en estas actividades quedan sujetos a 
desapoderamiento, con los límites —temporales y cualitativos— regu- 
lados por los arts. 107 y 108 de la LCQ. 


Deudas posteriores. El pasivo falencial está integrado por las 
deudas del fallido anteriores a la fecha de la sentencia de quiebra, 
más los gastos de conservación y de justicia (art. 240, LCQ). Las 
deudas del fallido posteriores a la fecha de la sentencia de quiebra 
(cualquiera fuese su fuente: legal, contractual o extracontractual), no 
integran dicho pasivo y, por ende, no pueden ser verificadas en la 
quiebra ni ser admitidas a la concurrencia —dentro de dicho juicio 
para aspirar a cobrar sobre el activo falencial. Dichas deudas pos- 
teriores sólo pueden ejecutarse —individual o colectivamente— sobre 
los bienes adquiridos después de la rehabilitación o, en su caso, 
sobre el eventual saldo de la liquidación falencial anterior (art. 228 
in fine, LCQ). 

El pasivo falencial concurre en la quiebra para cobrarse sobre el 
producto de la liquidación del activo falencial. Éste está integrado 
por los bienes del fallido, sujetos a desapoderamiento (ver comenta- 
rio al art. 107, LCQ). 


Art. 105. - Muerte o incapacidad del fallido. La 
muerte del fallido no afecta el trámite ni los efectos 
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del concurso. Los herederos sustituyen al causante, 
debiendo unificar personería. 

En el juicio sucesorio no se realiza trámite alguno 
sobre los bienes objeto de desapoderamiento y se deci- 
de sobre la persona que represente a los herederos en 
la quiebra. 

La incapacidad o inhabilitación del fallido, aun 
sobreviniente, tampoco afecta el trámite ni los efectos 
de la quiebra. Su representante necesario lo sustitu- 
ye en el concurso*, 


El juicio sucesorio y la quiebra son, ambos, procesos universa- 
les, no habiendo fuero de atracción entre ellos. 

Empero, como en ambos procesos podrían disponerse medidas 
sobre los mismos bienes, el art. 105 establece la prioridad, en ese as- 
pecto, del juicio concursal. 

Si bien la muerte del fallido no pone fin a la quiebra, ésta prosi- 
gue sólo con relación al patrimonio del causante; los efectos perso- 
nales propios de la falencia cesan con el fallecimiento del quebrado 
(ver comentario a los arts. 2 y 8, LCQ). 


Sección II 


DESAPODERAMIENTO 


Art. 106. - Fecha de aplicación. La sentencia de 
quiebra importa la aplicación inmediata de las medi- 
das contenidas en esta sección. 


La sentencia de quiebra cobra ejecutoriedad inmediata a su dic- 
tado, no siendo necesario que se notifique, ni que esté “firme”, para 
que produzca —desde el momento mismo de la declaración muchas 
de sus consecuencias más típicas: desapoderamiento, fuero de atrac- 
ción, etcétera. 


* Respecto del régimen civil de incapacidades y representantes de los incapa- 
ces, ver el comentario al art. 7? de la LCQ. 
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Art. 107. - Concepto y extensión. El fallido que- 
da desapoderado de pleno derecho de sus bienes exis- 
tentes a la fecha de la declaración de la quiebra y 
de los que adquiriera hasta su rehabilitación. El de- 
sapoderamiento impide que ejercite los derechos de 
disposición y administración. 


En nuestro sistema, la quiebra no produce una transferencia de 
propiedad de los bienes del fallido a sus acreedores. Por el con- 
trario, la liquidación coactiva concursal, si llega a realizarse, se hace 
con los bienes en el patrimonio del fallido. Empero, a los fines con- 
servatorios y para asegurar la garantía común de los acreedores, a 
partir de la declaración de quiebra se desapodera al fallido. Esto 
implica que, desde el momento, y como efecto jurídico propio de la 
declaración falencial, el deudor pierde la posibilidad de ejercer los 
derechos de administración y disposición de sus bienes (salvo los ex- 
cluidos del desapoderamiento; ver art. 108). 


El desapoderamiento es un efecto típico de la quiebra y no debe 
confundirse con la desposesión o incautación de bienes preceptuada 
por el art. 177 y siguientes. Esta incautación es un acto material 
para entregar al síndico los bienes y papeles del fallido, y es conse- 
cuencia del desapoderamiento. Pero éste existe desde la fecha de 
la sentencia de quiebra, en tanto la incautación de bienes exige la 
realización de las diligencias señaladas en el citado art. 177 y si- 
guientes. 


- Concepto. El desapoderamiento se extiende a todos los bienes 
actuales presentes en el patrimonio del fallido a la fecha de la sen- 
tencia de quiebra; más todos los bienes futuros, que ingresaren a di- 
cho patrimonio, por cualquier título de adquisición (oneroso, gratui- 
ta, mortis causa, etc.), antes de la rehabilitación (art. 236, LCQ); 
más todos los bienes salidos del patrimonio del fallido, que reingre- 
saren aun después de la rehabilitación con motivo de las acciones 
de recomposición patrimonial del derecho común (acción de simula- 
ción y acción de fraude o pauliana) o de alguna de las ineficacias 
falenciales (arts. 109, 118, 119, etc., LCQ). 


Extensión. El desapoderamiento no se extiende a todos los bie- 
nes excluidos según elenco del art. 108 de la LCQ; ni a los bienes 
adquiridos ex novo después de la rehabilitación, que no constituyan 
reingreso de bienes indebidamente salidos con anterioridad. 
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Personas unidas en matrimonio y convivientes. El régimen pa- 
trimonial del matrimonio (art. 446 y ss.. Cód. Civil y Comercial) y 
de las uniones convivenciales (art. 509 y ss.) debe tenerse en consi- 
deración para determinar la extensión del desapoderamiento y la 
conformación de las masas activa y pasiva en la quiebra de personas 
humanas unidas en matrimonio o convivientes. Las principales re- 
glas a considerar son las siguientes. 

Si el matrimonio es con régimen de comunidad de ganancias 
(art. 463 y ss., Cód. Civil y Comercial), el activo en la quiebra de un 
cónyuge estará integrado por los bienes con los que éste responde 
frente a sus acreedores: todos sus bienes propios y los gananciales 
por él adquridos (art. 467). La vivienda familiar no puede ser eje- 
cutada por deudas contraídas después de la celebración del matrimo- 
nio, excepto que lo hayan sido por ambos cónyuges conjuntamente o 
por uno de ellos con el asentimiento del otro (art, 456, párr. 2%). El 
pasivo lo integran los créditos que están a cargo del cónyuge fallido 
según la ley civil; cada cónyuge responde frente a sus acreedores 
(art. 467); y ninguno de los cónyuges responde por las obligaciones 
del otro (art, 461, párr. 29), excepto disposición en contrario del régi- 
men matrimonial, o respecto de las obligaciones contraídas por uno 
de ellos para solventar las necesidades ordinarias del hogar o el sos- 
tenimiento y la educación de los hijos comunes o de los hijos meno- 
res de edad, con capacidad restringida, o con discapacidad de uno de 
los cónyuges que conviven con ellos (arts. 461, párr. 1%, y 455, 
párr. 1%). Respecto de esas deudas, los cónyuges responden solida- 
riamente. Además, por los gastos de conservación y reparación de 
los bienes gananciales, responde también el cónyuge que no contrajo 
la deuda, pero sólo con sus bienes gananciales (art. 467, párr. 2%). 
Cabe por fin recordar que, si se declara el concurso preventivo o la 
quiebra de un cónyuge. el otro puede solicitar la separación judicial 
de bienes (art. 477, inc. b), la cual no puede ser promovida por los 
acreedores del cónyuge fallido por vía de subrogación (art. 478). 
La separación judicial de bienes extingue la comunidad (art. 480). 

En el matrimonio con régimen de separación de bienes (art. 505 
y ss., LCQ), el activo se compone de los bienes personales del cón- 
yuge fallido, y el pasivo lo conforman las deudas contraídas por el 
cónyuge fallido. Sin embargo, hay también responsabilidad solida- 
ria respecto de las obligaciones contraídas por uno de ellos para 
solventar las necesidades ordinarias del hogar o el sostenimiento y 
la educación de los hijos comunes o de los hijos menores de edad, 
con capacidad restringida o con discapacidad de uno de los cónyu- 
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ges que conviven con ellos (arts. 461, párr. 1% 455, párr. 1%, y 505, 
párr. 2*, Cód. Civil y Comercial). 

En las uniones convivenciales (art. 509 y ss., Cód. Civil y Co- 
mercial), las relaciones económicas entre los integrantes de la unión 
se rigen pot lo estipulado en el pacto de convivencia (art. 518). A 
falta de pieto, hay libertad de administración y disposición de 
los bienes por el titular de cada uno, salvo la vivienda familiar y los 
muebles indispensables que se encuentren en ella (art. 518), para 
cuya disposición la ley exige asentimiento del otro conviviente (art. 
522). Los pactos de convivencia son oponibles a los terceros desde 
la inscripción en el registro civil y en los registros que correspondan 
a los bienes incluidos en esos pactos (art. 517). Los convivientes 
son solidariamente responsables por las deudas que uno de ellos hu- 
biera contraído con terceros de conformidad con lo dispuesto en el 
art. 461 de 521). La vivienda familiar no puede ser ejecutada por 
deudas contraídas después de la inscripción de la unión conviven- 
cial, excepto que hayan sido contraídas por ambos convivientes o 
por uno de ellos con el asentimiento del otro (art. 522, párr. 3%. 


Art. 108. - Bienes excluidos. Quedan excluidos de 
lo dispuesto en el artículo anterior: 

1) Los derechos no patrimoniales. 

2) Los bienes inembargables. 

3) El usufructo de los bienes de los hijos menores 
del fallido, pero los frutos que le correspondan caen 
en desapoderamiento una vez atendidas las cargas. 

4) La administración de los bienes propios del cón- 
yuge. 

5) La facultad de actuar en justicia en defensa de 
bienes y derechos que no caen en el desapoderamien- 
to, y en cuanto por esta ley se admite su intervención 
particular. 

6) Las indemnizaciones que correspondan al fa- 
llido por daños materiales o morales a su persona. 

7) Los demás bienes excluidos por otras leyes. 


Regla general sobre desapoderamiento. El art. 1”, párr. 2%, de 
la LCQ (ver su comentario) consagra el principio de universalidad 
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objetiva: “el concurso produce sus efectos sobre la totalidad del pa- 
trimonio del deudor”. En este art. 108 se determinan las excep- 
ciones de ese principio, enumerándose los bienes excluidos del de- 
sapoderamiento. La interpretación de estas exclusiones del art. 108 
debe ser restrictiva. En primer lugar, por ser excepciones a una 
norma básica concursal: la universalidad objetiva del juicio de quie- 
bra. Ver comentario al art. 1%, LCQ, y la Introducción al estudio 
del derecho concursal al inicio de este libro. En segundo término, 
por ser también excepciones al principio general del derecho privado 
consistente en reconocer al patrimonio del deudor como la garan- 
tía común de sus acreedores (arts, 242 y 743, Cód. Civil y Comercial). 

Respecto de los bienes objeto de fideicomiso, ver comentario al 
art. 2” de la LCQ. 


Bienes excluidos del desapoderamiento. Algunas disposiciones 
del Código Civil y Comercial de la Nación modifican el régimen 
concursal en lo relativo a los bienes excluidos del desapoderamiento 
en la quiebra de la persona humana. Por ejemplo, el usufructo de 
los bienes de los hijos menores (art. 108, inc. 3, LCQ) ya no existe 
en el régimen del citado código, que sólo establece la administración 
de esos bienes, a cargo de los padres (art. 685, Cód. Civil y Comer- 
cial); las rentas de esos bienes corresponden a los hijos y los proge- 
nitores están obligados a preservarlas cuidando que no se confundan 
con sus propios bienes (art. 697). 

Hoy. los bienes excluidos del desapoderamiento son los si- 
guientes. 

a) Los derechos no patrimoniales (LCQ, art. 108, inc. 1). 

b) Los bienes inembargables (LCQ, art. 108, inc. 2), que son 
los establecidos como tales por la legislación procesal y leyes espe- 
ciales. 

c) Los “bienes excluidos de la garantía de los acreedores” espe- 
cificados en el art. 744, Cód. Civil y Comercial. Algunos de ellos 
coinciden —mutatis mutandi—- con los bienes declarados inembarga- 
bles por otros cuerpos legales (por ejemplo, los enunciados en los 
incs. a a c de esa norma civil suelen estar contemplados en las leyes 
procesales locales). Las indemnizaciones del inc. f coinciden con 
lo establecido en el inc. 6 del art. 108 de la LCQ. Los bienes iden- 
tificados en los incs. d y g del art. 744 del Cód. Civil y Comercial, 
están ahora también excluidos del desapoderamiento en la quiebra. 
El inc. h del artículo citado reproduce las disposiciones de los incs. 
2 y 7 del art. 108 de la LCQ. Finalmente, el inc. e y los allí cita- 
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dos arts. 2144, 2157 y 2178 del Cód. Civil y Comercial, establecen 
regímenes particulares para la ejecución de los derechos de usufructo, 
uso y habitación, así como de las servidumbres prediales. En fun- 
ción de esos artículos: 1) el derecho de usufructo no está excluido 
del desapoderamiento en la quiebra del usufructuario, pero, si se eje- 
cuta el usufructo, el adquierente debe dar garantía suficiente al nudo 
propietario de la conservación y restitución de los bienes; 2) los fru- 
tos obtenidos por el derecho de uso no pueden ser embargados en la 
medida en que éstos cubran las necesidades del usuario y su familia, 
por lo que, en esa medida, estarán excluidos del desapoderamiento en 
la quiebra del usuario, y 3) las servidumbres podrían ejecutarse pero 
nunca independientemente del fundo dominante, por lo que puede 
sostenerse que la servidumbre aislada de dicho fundo no puede de- 
sapoderarse ni ejecutarse en la quiebra del titular de aquélla. 


d) La administración de los bienes propios del cónyuge (LCQ, 
art. 108, inc. 4). 


e) La facultad de actuar en justicia, en defensa de bienes y de- 
rechos que no caen en el desapoderamiento, y en cuanto por la LCQ 
se admite su intervención particular (LCQ, art. 108, inc. 5). 


Protección de la vivienda. El Código Civil y Comercial de la 
Nación establece un nuevo régimen de protección de un inmueble 
destinado a vivienda, por su totalidad o hasta una parte de su valor, 
mediante su afectación e inscripción registral (art. 244 y ss., Cód. 
Civil y Comercial). La afectación debe inscribirse en el registro de 
la propiedad inmueble. La vivienda afectada no es susceptible 
de ejecución por deudas posteriores a la inscripción, excepto: a) 
obligaciones por expensas comunes y por impuestos, tasas y contri- 
buciones que gravan directamente al inmueble; b) obligaciones con 
garantía real sobre el inmueble, constituida con la conformidad del 
cónyuge o conviviente; c) obligaciones que tienen origen en cons- 
trucciones o mejoras realizadas en la vivienda, y d) obligaciones ali- 
mentarias a cargo del titular de la vivienda afectada y a favor de sus 
hijos menores de edad, incapaces, o con capacidad restringida. La 
afectación es inoponible a los acreedores de causa anterior a la afec- 
tación. Los acreedores sin derecho a requerir la ejecución no pue- 
den cobrar sus créditos sobre el inmueble afectado, ni sobre los 
importes que lo sustituyen en concepto de indemnización o precio, 
aunque sea obtenido en subasta judicial, sea ésta ordenada en una 
ejecución individual o colectiva. Si el inmueble se subasta y queda 
remanente, éste se entrega al propietario del inmueble. En el proce- 
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so concursal, la ejecución de la vivienda sólo puede ser solicitada 
por los acreedores con derecho de ejecución (art. 249). 

El régimen del Código Civil y Comercial de la Nación reempla- 
za al que anteriormente se denominaba “bien de familia” regulado 
por ley 14.394 que ha sido derogada por el art. 3”. inc. a, de la ley 
26.994. La protección establecida para el inmueble afectado no 
excluye otra protección que pudiera ser concedida por otras disposi- 
ciones legales (art. 244, Cód. Civil y Comercial). El mismo Código 
establece protección adicional a la vivienda familiar —con obvia inci- 
dencia en la inclusión o exclusión de ella en la quiebra del cónyuge 
o del conviviente propietario de dicha vivienda— en los arts. 456, 
párr. 2%, y 522, párr. 3” (ver comentario al art. 107, LCQ, sobre desa- 
poderamiento en caso de personas unidas en matrimonio o convi- 
vientes). 


Art. 109. - Administración y disposición de los 
bienes. El síndico tiene la administración de los bie- 
nes y participa de su disposición en la medida fijada 
en esta ley. 


Los actos realizados por el fallido sobre los bienes 
desapoderados, así como los pagos que hiciere o reci- 
biere, son ineficaces. La declaración de ineficacia es 
declarada de conformidad a lo dispuesto en el art. 119, 
penúltimo párrafo. 


El desapoderamiento, conceptualizado como efecto jurídico de 
la declaración falencial en el art, 107 de la LCQ, encuentra aquí re- 
gulada la consecuencia de la eventual actuación del fallido —luego de 
su declaración como tal sobre los bienes desapoderados: todos esos 
actos, posteriores a la declaración de quiebra, son ineficaces (o sea, 
inoponibles) respecto de los acreedores. 

A su vez, la privación de la posibilidad de administrar y dispo- 
ner de sus bienes impuesta al fallido tiene como reverso la asigna- 
ción de la administración al síndico (arts. 177, 254 y 275) y, en su 
caso, la disposición por el mismo órgano concursal (arts. 184, 203 
y ss., LCQ). Para que el síndico pueda cumplir con sus funciones 
de administración y eventual liquidación, el deudor y los terce- 
ros deben entregarle los bienes de aquél (arts. 82, 88, inc. 3, y 177 y 
ss., LCQ). 
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Art. 110. — Legitimación procesal del fallido. El ” 
fallido pierde la legitimación procesal en todo litigio 
referido a los bienes desapoderados, debiendo actuar 
en ellos el síndico. Puede, sin embargo, solicitar me- 
didas conservatorias judiciales hasta tanto el síndico 
se apersone, y realizar las extrajudiciales en omisión 
del síndico. 

Puede también formular observaciones en los tér- 
minos del art. 35 respecto de los créditos que pre- 
tendan verificarse, hacerse parte en los incidentes 
de revisión y de verificación tardía, y hacer presenta- 
ciones relativas a la actuación de los órganos del con- 
curso, 


A partir de la declaración de quiebra, y como efecto de ésta, el 
fallido es sustituido por el síndico en toda actuación judicial relacio- 
nada con los bienes sujetos a desapoderamiento. Esta sustitución 
implica que el fallido pierde toda posibilidad de actuación, por sí o 
por apoderado convencional, en esa categoría de juicios; no pue- 
de, por ende, intervenir conjunta o promiscuamente con el síndico, 
quien lo reemplaza totalmente en este aspecto. La actuación judi- 
cial del síndico frente a terceros está contemplada en los arts. 119, 
132, 133, 142, 163, 175, 176, 182 y 275 de la LCQ. 

El fallido conserva la legitimación para actuar: 

a) Extrajudicial y judicialmente, requiriendo medidas conserva- 
torias, en omisión del síndico o hasta tanto éste tome intervención. 
Comprende todas las medidas para evitar prescripciones, caducida- 
des procesales o de derechos; la enderezada a evitar perjuicios oO si- 
tuaciones desfavorables en el futuro; las dirigidas a prevenir situa- 
ciones de indefensión, etcétera. 


b) Judicialmente, en todos los pleitos relativos a bienes no suje- 
tos a desapoderamiento. 


c) En el proceso concursal, en todos los casos en que la ley le 
reconoce esta posibilidad: arts. 34, 35, 94, 96, 117, 218, etcétera. 


Art. 111. - Herencia y legados: aceptación o repu- 
diación. El fallido puede aceptar o repudiar herencia 
o legados. 
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En caso de aceptación, los acreedores del causan- 
te sólo pueden proceder sobre los bienes desapodera- 
dos, después de pagados los del fallido y los gastos 
del concurso. 


La repudiación sólo produce sus efectos en lo que 
exceda del interés de los acreedores y los gastos Ínte- 
gros del concurso. En todos los casos actúa el síndi- 
co en los trámites del sucesorio en que esté compro- 
metido el interés del concurso. 


Fallido heredero. En relación con la no aceptación de la he- 
rencia o legados, el Código Civil y Comercial utiliza el término “re- 
nunciar”, no ya el de “repudiar” que era propio del anterior régimen 
sucesorio. Por ello, cuando la ley de concursos y quiebras regula 
los efectos concursales de la “repudiación” o de “repudiar herencia o 
legados”, ha de entenderse ahora que refiere a la renuncia o a la fa- 
cultad de renunciar herencia o legados. 

El art. 2287 del Cód. Civil y Comercial establece la libertad de 
aceptar o renunciar la herencia: todo heredero puede aceptar la he- 
rencia que le es deferida o renunciarla, pero no puede hacerlo por 
una parte de la herencia ni sujetar su opción a modalidades. La 
aceptación parcial implica la del todo; la aceptación bajo modalida- 
des se tiene por no hecha. Conforme con el art, 2293, la aceptación 
de la herencia puede ser expresa o tácita. Es expresa cuando el he- 
redero toma la calidad de tal en un acto otorgado por instrumento 
público o privado; es tácita si otorga un acto que supone necesaria- 
mente su intención de aceptar y que no puede haber realizado sino 
en calidad de heredero. 

El art. 2298 y ss. del Cód. Civil y Comercial regulan la facultad 
de renunciar a la herencia. El heredero puede renunciar a la heren- 
cia en tanto no haya mediado acto de aceptación. La renuncia de la 
herencia debe ser expresada en escritura pública, también puede ser 
hecha en acta judicial incorporada al expediente judicial, siempre 
que el sistema informático asegure la inalterabilidad del instrumento. 
El heredero renunciante es considerado como si nunca hubiese sido 
llamado a la herencia, sin perjuicio de la apertura del derecho de re- 
presentación en los casos establecidos por el Cód. Civil y Comercial. 

Según las reglas que rigen la conformación del activo en la 
quiebra (ver art. 107, LCQ), todos los bienes que pudiesen ingresar 
al patrimonio del fallido —antes de su rehabilitación— están sujetos a 
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desapoderamiento, con miras a su liquidación para satisfacer el pasi- 
vo en la quiebra. Por eso, si el fallido no rehabilitado hereda, el 
eventual beneficio económico derivado de la adquisición mortis cau- 
sa de bienes, tiene como destinatarios a los acreedores en primer lu- 
gar. De ahí que, si bien el fallido puede aceptar o renunciar (repu- 
diar) herencia O legados, ello tiene como límite el interés de Jos 
acreedores concurrentes en la quiebra. Si la renuncia (repudiación) 
perjudicase ese interés, ella sería de ningún efecto e inoponible a los 
acreedores. 


Acreedores del causante versus acreedores del fallido (y del con- 
curso). El párr. 2* del art. 111 de la LCO reitera el anterior párrafo 
de igual ubicación en el art. 115 de la ley 19.551, sobre el cual exis- 
tieron interpretaciones doctrinarias contradictorias, a raíz de la redac- 
ción poco clara y su difícil armonización con las reglas sucesorias 
del Código Civil. El Código Civil y Comercial contempla más cla- 
ramente la responsabilidad de los herederos y legatarios y el dere- 
cho al cobro de los acreedores por deudás del causante y por cargas 
de la sucesión, según las reglas que a renglón seguido se enuncian. 

Desde la muerte del causante, los herederos tienen todos los de- 
rechos y acciones de aquél de manera indivisa, con excepción de los 
que no son transmisibles por sucesión, y continúan en la posesión de 
lo que el causante era poseedor. El Código Civil y Comercial eli- 
mina la distinción existente bajo el anterior régimen sucesorio entre 
aceptación de la herencia lisa y llana y la aceptación con beneficio 
de inventario. Bajo el régimen actual, en principio los herederos 
responden por las deudas del causante con los bienes que reciben, o 
con su valor en caso de haber sido enajenados (art. 2280). Confor- 
me al art. 2317, el heredero queda obligado por las deudas y legados 
de la sucesión sólo hasta la concurrencia del valor de los bienes he- 
reditarios recibidos. En caso de pluralidad de herederos, éstos res- 
ponden con la masa hereditaria indivisa. A su vez, el art. 2316 es- 
tablece que los acreedores por deudas del causante y por cargas de 
la sucesión, y los legatarios tienen derecho al cobro de sus créditos 
y legados sobre los bienes de la herencia, con preferencia sobre 
los acreedores de los herederos. Respecto de los legatarios, el art. 
2319 otorga acción a los acreedores del causante contra los legata- 
rios hasta el valor de lo que éstos reciben; esta acción caduca al año 
contado desde el día en que cobran sus legados. 

El art. 2321 del Cód. Civil y Comercial establece los casos ex- 
cepcionales en los que el heredero responde con sus propios bienes 
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por las deudas del causante y cargas de la herencia. Esa responsa- 
bilidad se impone al heredero que: a) no hace el inventario en el 
plazo de tres meses desde que los acreedores o legatarios lo inti- 
man judicialmente a su realización; b) oculta fraudulentamente los 
bienes de la sucesión omitiendo su inclusión en el inventario; c) exa- 
gera dolosamente el pasivo sucesorio, y d) enajena bienes de la suce- 
sión, excepto que el acto sea conveniente y el precio obtenido ingre- 
se a la masa. 

A su vez, el art. 2322 del Cód. Civil y Comercial establece la 
prioridad de los acreedores del heredero sobre los bienes del herede- 
ro en los siguientes términos; en los casos previstos en el art. 2321, 
sobre los bienes del heredero, los acreedores cobran según el si- 
guiente rango. 

a) Por los créditos originados antes de la apertura de la suce- 
sión, con preferencia respecto de los acreedores del causante y de 
los legatarios. 

b) Por créditos originados después de la apertura de la sucesión 
concurren a prorrata con los acreedores del causante. 

De acuerdo con esas normas sucesorias y con lo que establece 
el art. 111 de la LCQ, pensamos que cuando el heredero está en 
quiebra se aplican las siguientes reglas: 

a) Los acreedores del fallido y los gastos de conservación y de 
justicia de su quiebra sólo pueden aspirar a ver incrementado el acti- 
vo liquidable (sobre cuyo producto han de cobrar), con el importe o 
la cantidad de bienes del causante que quedase después de atendi- 
das las deudas del causante y las cargas de la sucesión. 

b) En principio, sobre los bienes del causante no se establece 
una concurrencia entre sus acreedores y los del heredero fallido. 
En el juicio sucesorio, se atienden las deudas del causante y las car- 
gas de la sucesión; luego, si sobran bienes o dinero, ese remanente 
queda sujeto a desapoderamiento en la quiebra del heredero no reha- 
bilitado, a la cual ingresa para engrosar el producto sobre el cual 
concurren los acreedores del fallido y los gastos de conservación y 
de justicia de su quiebra. 

c) Excepcionalmente, sin embargo, los acreedores del causante 
y las cargas de la herencia pueden concurrir como acreedores en la 
quiebra del heredero fallido, en los casos contemplados en el art. 
3221 del Cód. Civil y Comercial que establecen la responsabilidad 
del heredero con sus propios bienes frente a aquellas deudas. En 
esa concurrencia, los acreedores del heredero fallido o los créditos 
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por gastos de conservación y de justicia de la quiebra, si se Otigi- 
naron antes de la apertura de la sucesión, cobran con preferencia 
respecto de los acreedores del causante y de los legatarios; pero si 
aquéllos fueron originados después de la apertura de la sucesión, 
concurren a prorrata con los acreedores del causante. 


Legitimación del síndico de la quiebra. En cuanto pudiera es- 
tar comprometido el interés de los acreedores del fallido heredero, el 
síndico de su quiebra tiene legitimación procesal para intervenir en 
el juicio sucesorio del causante del quebrado. 


Art. 112. — Legados y donaciones: condiciones. La 
condición de que los bienes legados o donados no 
queden comprendidos en el desapoderamiento es ine- 
ficaz respecto de los acreedores, sin perjuicio de la 
subsistencia de la donación o legado, de las otras car- 
gas o condiciones y de la aplicación del artículo an- 
terior. 


Legados o donaciones sujetos a condición. Cualquier cláusula 
incluida en una donación o en un legado, por la cual el donante o 
causante condicionasen la efectividad de aquéllos a que no existiera 
quiebra del donatario o legatario, o pretendiese —bajo cualquier fór- 
mula-- excluir del desapoderamiento al objeto de la liberalidad, re- 
sulta inoponible a los acreedores del fallido (donatario o legatario). 
La donación o el legado no resultan invalidados por ese tipo de cláu- 
sulas o condicionamientos; son éstos, únicamente, los que resultan 
ineficaces en la medida que afecten el interés de los acreedores con- 
currentes en la quiebra. 


Art. 113. - Donación posterior a la quiebra. Los 
bienes donados al fallido con posterioridad a la de- 
claración en quiebra y hasta su rehabilitación, ingre- 
san al concurso y quedan sometidos al desapodera- 
miento. 

Si la donación fuera con cargo, el síndico puede 
rechazar la donación; si la admite debe cumplir el car- 
go por cuenta del concurso. En ambos casos debe re- 
querir previa autorización judicial, 
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Si el síndico rechaza la donación, el fallido puede 
aceptarla para sí mismo, en cuyo caso el donante no 
tiene derecho alguno respecto del concurso. 


Donación a un fallido. Las reglas del desapoderamiento relati- 
vas a la composición del activo falencial (ver art. 107, LCQ) en- 
cuentran Otra expresión en este artículo que analizamos. Los bie- 
nes adquiridos por el fallido, después de la quiebra y antes de su 
rehabilitación, son desapoderables con miras a su liquidación a fin 
de satisfacer el pasivo falencial (arts. 104, párr. 2%, y 107, LCQ). 
Entre esos bienes cabe computar los adquiridos por donación (al 
igual que los de adquisición mortis causa, a los que refieren los arts. 
111 y 112 del régimen). 

Las particularidades relacionadas con la donación se regulan en 
los párrs. 2? y 3” de este art. 113 de la LCQ; ambos tienen en común 
un mismo principio inspirador consistente en que la donación tiene 
que favorecer, y no perjudicar, a los acreedores concurrentes. 

a) Si la donación es con cargo, el síndico debe evaluar la inci- 
dencia económica de cumplir éste a fin de decidir la conveniencia (o 
no) de la aceptación de aquélla. Cualquiera que fuese la opinión 
del síndico (en pro de aceptar o rechazar la donación con cargo), 
debe pedir autorización judicial. De la solicitud del síndico y la 
resolución judicial respectiva —coincidente o no con la opinión del 
funcionario concursal- puede resultar: 7) el rechazo de la donación, 
cuando se estimase que el beneficio es inferior al costo de cumplir 
el cargo; o, en el supuesto inverso, 2) la aceptación de la donación, 
en cuyo caso el cumplimiento del cargo se convierte en una obli- 
gación con rango de gasto de conservación y de justicia (art. 240, 
LCQ). 

b) Si la donación con cargo es rechazada por el síndico, el falli- 
do igualmente podría aceptarla, pero el cumplimiento del cargo es 
por cuenta de éste. El donante carece de derecho creditorio alguno 
en el concurso, bien cómo acreedor del fallido (por ser obligaciones 
posteriores a la quiebra; ver art. 104, parte 2*%, LCQ), o como acree- 
dor del concurso (al haber el síndico rechazado la donación). 


Art. 114. - Correspondencia. La correspondencia 
y las comunicaciones dirigidas al fallido deben ser 
entregadas al síndico. Éste debe abrirlas en presen- 
cia del concursado o en la del juez en su defecto, 
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entregándose al interesado la que fuere estrictamente 
personal. 


La constitucionalidad de la norma, idéntica a la contenida en el 
art. 118 de la ley 19.551, fue puestajen duda por algunos autores, 
aunque no hubo pronunciamientos judiciales relevantes sobre el pun- 
to. Ello se debe a la cada vez más irrelevante utilidad de la regla, 
ante la proliferación de medios privados de distribución de corres- 
pondencia, el difundido uso de la comunicación facsimilar (fax), y 
las nuevas tecnologías de comunicación por computadoras. 


Sección HI 


PERÍODO DE SOSPECHA Y EFECTOS 
SOBRE LOS ACTOS PERJUDICIALES 
A LOS ACREEDORES 


Art, 115. - Fecha de cesación de pagos: efectos. 
La fecha que se determine por resolución firme como 
de iniciación de la cesación de pagos, hace cosa juzga- 
da respecto del fallido, de los acreedores y de los ter- 
ceros que intervinieron en el trámite para su determi- 
nación y es presunción que admite prueba contraria 
respecto de los terceros que no intervinieron. 

Cuando la quiebra se declare por alguna de las 
causales del art. 77, inc. 1, o estando pendiente el cum- 
plimiento de un acuerdo preventivo, la fecha a deter- 
minar es la que corresponda a la iniciación de la cesa- 
ción de pagos, anterior a la presentación indicada en 
el art. 11. 


La quiebra produce efectos jurídicos desde su declaración por 
medio de la sentencia específica que resuelve la apertura del proceso 
universal liquidativo. Sin embargo, al estado de cesación de pagos 
preexistente a la declaración judicial de quiebra se le asigna la vir- 
tualidad de incidir con relevancia jurídica— sobre ciertas relaciones 
contraídas durante un lapso inmediatamente anterior a la sentencia 
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de falencia. Este lapso es el llamado período de sospecha, cuya 
importancia principal reside en el juego, durante el mismo, de las 
acciones de recomposición del patrimonio del fallido o acciones de 
ineficacia concursal. Estas suponen exigencias menores, para rein- 
tegrar al patrimonio del quebrado los bienes indebidamente egresa- 
dos durante el período de sospecha, que las acciones de simulación y 
de fraude del derecho común. 

El período de sospecha, en nuestra ley vigente, es el lapso in- 
cluido entre la fecha que se fija judicialmente como inicio del estado 
de cesación de pagos y la fecha de la sentencia de quiebra, Resul- 
ta, pues, fundamental, la determinación del arranque para el cómputo 
del período de sospecha. Para ello, el síndico debe dictaminar ex- 
presamente en qué época se produjo la cesación de pagos, preci- 
sando hechos y circunstancias que fundamenten el dictamen en el 
informe general dispuesto por el art. 39, inc. 5, de la LCQ. Asimis- 
mo, quienes hubieran solicitado verificación de créditos, el deudor y 
cualquier interesado, pueden formular observaciones referidas al dic- 
tamen sobre la fecha inicial del estado de cesación de pagos, dentro 
de los diez días de presentado el informe general (art. 40, LCQ) o 
dentro de los treinta días de la misma presentación (art. 117, LCO); 
obviamente, al tener el mismo arranque para su cómputo, este último 
plazo más largo incluye al primero, haciendo que el total sea de 
treinta días. 

De todas las observaciones formuladas se da traslado al síndico, 
quien debe emitir nuevo dictamen; puede ordenarse la producción de 
prueba, luego de lo cual el juez dicta resolución determinando la fe- 
cha que ha de computarse como arranque del período de sospecha. 
Esta no puede retrotraerse más de dos años contados desde la sen- 
tencia de quiebra (en caso de quiebra directa) o desde la presenta- 
ción en concurso preventivo (en caso de quiebra indirecta), a los 
efectos previstos en esta sección y aunque la fecha inicial del estado 
de cesación de pagos fuese, efectivamente, más antigua. 

La resolución judicial es recurrible por apelación, que se conce- 
de en relación y con efecto suspensivo. Pueden apelar “quienes 
hayan intervenido en la articulación”, esto es, el síndico (necesaria- 
mente) y los acreedores o solicitantes de verificación aún no resuel- 
ta, así como cualquier interesado, en la medida -todos ellos-- en que 
formulen observaciones a la fecha dictaminada por el síndico; tam- 
bién puede apelar -siempre— el fallido (aunque no hubiera formulado 
observaciones al informe del síndico). 
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El trámite previsto para determinar el arranque del período de 
sospecha permite la participación múltiple de sujetos —aun terceros, 
no acreedores concurrentes- a fin de posibilitar el mayor acopio de 
información para que el juez resuelva de la manera más precisa un 
tema tan importante como dificultoso en su esclarecimiento. Por 
ello, pueden formularse plurales observaciones que sostengan dife- 
rentes fechas como inicios del estado de cesación de pagos, en base 
a múltiples circunstancias reveladoras y, cualquiera que sea la que el 
juez tome como cierta para iniciar el período de sospecha, no puede 
considerarse que medien vencimientos en la cuestión para justificar 
que se impongan costas a aquellos cuya opinión sobre la fecha en 
averiguación no coincida, finalmente, con la fijada por el juez. No 
corresponde, a nuestro juicio, la imposición de costas en este trámite 
tendiente a determinar el arranque del período de sospecha. 

Una vez firme la resolución que fija la fecha inicial de la cesa- 
ción de pagos, produce efecto de cosa juzgada respecto del fallido y 
de los acreedores concurrentes (aunque ni el primero ni los segundos 
hubiesen intervenido en el trámite para su determinación por no ha- 
ber observado el dictamen del síndico) y respecto de los terceros 
cuando éstos sí hubieran formulado observaciones a la fecha aconse- 
jada por el síndico. Para los terceros que hubiesen permanecido al 
margen del trámite previo a la fijación de la fecha inicial de la cesa- 
ción de pagos, la resolución sólo constituye una presunción iuris 
tantum. 


Art. 116. - Fecha de cesación de pagos: retroac- 
ción. La fijación de la fecha de iniciación de la ce- 
sación de pagos no puede retrotraerse a los efectos 
previstos por esta sección, más allá de los dos años 
de la fecha del auto de quiebra o de presentación en 
concurso preventivo. 


Período de sospecha. Denomínase período de 
sospecha al que transcurre entre la fecha que se de- 
termine como iniciación de la cesación de pagos y la 
sentencia de quiebra. 


La fecha inicial del estado de cesación de pagos debe ser deter- 
minada por resolución judicial. Ésta ha de fijar la fecha en la que, 
a criterio del juez, tuvo inicio la situación de insolvencia del fallido 
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ininterrumpidamente mantenida hasta la declaración de quiebra. Si 
tal fecha se ubica más atrás de los dos años contados desde la sen- 
tencia de quiebra o, en caso de quiebra indirecta, desde la pre- 
sentación en el (fracasado) concurso preventivo, igual debe deter- 
minarse (el inicio de la insolvencia) con precisión en la sentencia 
judicial respectiva. Ello así, dado que la retroacción máxima de 
dos años es al solo efecto de la operatividad de las ineficacias fa- 
lenciales de ciertos actos celebrados en dicho período (“a los efectos 
previstos por esta sección”); pero para otros efectos de la quiebra es 
imprescindible saber cuándo comenzó efectivamente el estado de ce- 
sación de pagos, cualquiera que fuese su antigtiedad y aun más allá 
de los susodichos dos años (arts. 149, 160, 174, 235 y 236, LCQ). 


Art. 117. - Cesación de pagos: determinación de 
su fecha inicial. Dentro de los treinta días posterio- 
res a la presentación del informe general, los interesa- 
dos pueden observar la fecha inicial del estado de ce- 
sación de pagos propuesta por el síndico. 

Los escritos se presentan por triplicado y de ellos 
se da traslado al síndico, junto con los que sobre el 
particular se hubieren presentado de acuerdo con 
el art. 40. 

El juez puede ordenar la prueba que estime nece- 
saria. 

La resolución que fija la fecha de iniciación de la 
cesación de pagos es apelable por quienes hayan inter- 
venido en la articulación y por el fallido. 


Los treinta días (hábiles judiciales: art. 273, inc. 2, LCQ) para 
formular observaciones se cuentan desde la presentación en la quie- 
bra del informe general (ver art. 88, párr. último, LCQ, y su comen- 
tario). 

Los interesados en formular observaciones son aquellos a quie- 
nes podría afectar la fecha inicial del estado de cesación de pagos 
aconsejada por el síndico. En la quiebra, no sólo resultan interesa- 
dos en formular observaciones “el deudor y quienes hayan solicitado 
verificación” (art. 40, LCQ), sino también y en especial aquellos que 
pudiesen resultar destinatarios de una acción de ineficacia falencial 
(arts. 115, 116, 118 y ss., LCQ), el socio recedente a quien se le 
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puede exigir el reintegro de lo percibido (art. 149, LCQ), los even- 
tuales legitimados pasivos de una extensión de quiebra (art. 160 y 
ss., LCQ) o de una responsabilidad de terceros (art. 173 y ss., 
LCQ), y los afectados por las inhabilitaciones falenciales (art. 234 y 
ss.. LOQ). 

En los casos de quiebra indirecta puede ocurrir que existiesen 
observaciones a la fecha inicial del estado de cesación de pagos, for- 
muladas durante el concurso preventivo, en la oportunidad señalada 
por el art. 40 de la LCQ, y por alguno de los sujetos legitimados al 
efecto, Durante el proceso preventivo concursal esas observaciones 
no se sustancian (sólo en la quiebra liquidativa tiene relevancia la 
fecha inicial de la insolvencia), ni se ordena actividad probatoria so- 
bre ellas, ya que no se dicta resolución judicial sobre el inicio del 
estado de cesación de pagos. Pero al fracasar, aquellas observacio- 
nes se agregan a las formuladas al informe general de la quiebra, y 
todas se sustancian dándose traslado (recrius: “vista”) al síndico (ver 
art. 115, LCQ). 


Art. 118. - Actos ineficaces de pleno derecho. Son 
ineficaces respecto de los acreedores los actos reali- 
zados por el deudor en el período de sospecha, que 
consistan en: 

1) Actos a título gratuito. 

2) Pago anticipado de deudas cuyo vencimiento 
según el título debía producirse en el día de la quiebra 
o con posterioridad. 

3) Constitución de hipoteca o prenda o cualquier 
otra preferencia, respecto de obligación no vencida 
que originariamente no tenía esa garantía. 

La declaración de ineficacia se pronuncia sin ne- 
cesidad de acción o petición expresa y sin tramita- 
ción. La resolución es apelable y recurrible por vía 
incidental. 


En este artículo se prevén ciertos actos que, realizados en el pe- 
ríodo de sospecha por el fallido, resultan inoponibles a los acreedo- 
res comprendidos en la quiebra. La ineficacia importa, precisamen- 
te, inoponibilidad a los acreedores y no nulidad del acto en sí. Por 
el contrario, el acto debe existir y tener validez para poder ser repu- 
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tado inoponible a los sujetos tutelados por la declaración de inefica- 
cia. Para que funcione la institución prevista en el artículo debe te- 
nerse en cuenta: 


a) El acto cuestionado debe haberse realizado en el período de 
sospecha, por lo cual ha de haberse fjafo previamente —y por reso- 
lución firme— la fecha inicial del estadq de cesación de pagos (ver 
art. 115, LCO). 


b) El juez debe contar con elementos de juicio suficientes —a 
cuyo efecto puede despachar las medidas de investigación que juz- 
gue pertinentes— para reputar acreditada la existencia de alguno de 
los actos susceptibles de ser declarados ineficaces, y su encuadre 
dentro del listado del art. 118. 


c) La ineficacia tiende a proteger a los acreedores —no al deu- 
dor— por lo que el acto se declara inoponible en interés de aquéllos. 
De ahí que la existencia de acreedores¡en el concurso y la subsis- 
tencia de su interés, sean recaudos indispensables para considerar la 
declaración de ineficacia. Si, por ejemplo, se ha celebrado un ave- 
nimiento, cesa la posibilidad de declaración de ineficacia. Las ine- 
ficacias previstas en esta sección de la ley 24.522 se aplican sólo en 
la quiebra liquidativa, porque son medios de recomposición del acti- 
vo falencial liquidable con miras al incremento del producto reparti- 
ble. Ello explica su no aplicabilidad en el concurso preventivo, ni 
en la quiebra cuando ésta concluye de modo no liquidativo. 


d) La enumeración de actos ineficaces de pleno derecho del art. 
118 es taxativa y de interpretación restringida. Actos a título gra- 
tuito son aquellos a través de los cuales el fallido ha otorgado a un 
tercero una ventaja o beneficio con valor económico, sin contrapres- 
tación susceptible de apreciación económica (ver art. 118, Cód. Civil 
y Comercial). Las normas del ordenamiento en estudio que regulan 
la donación (art. 1542 y ss.) se aplican subsidiariamente a los demás 
actos jurídicos a título gratuito (art. 1543). El pago anticipado de 
deudas, cuyo vencimiento era posterior a la quiebra, permite al 
acreedor beneficiado eludir el pago en moneda de quiebra, importan- 
do así otorgar una preferencia indebida en violación del principio de 
igualdad de trato debido a los acreedores. La constitución de hipo- 
teca, prenda o cualquier otra preferencia dentro del período de sos- 
pecha, es ineficaz de pleno derecho cuando se otorga respecto de 
obligación no vencida que originariamente no tenía esa garantía O 
preferencia. Si la obligación estaba vencida al otorgarse la garantía 
o preferencia durante el período de sospecha, el acto no será ineficaz 
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de pleno derecho, pero podría, en su caso, encuadrarse en la inefi- 
cacia contemplada en el art. 119 de la LCQ. La expresión “pre- 
ferencia” que utiliza el art. 118, no sólo comprende a una garantía 
(personal o real) en sentido técnico legal, sino que también abarca a 
cualquier otra ventaja con valor económico que el fallido concedie- 
ra en el período de sospecha, en beneficio de una obligación vencida 
que originariamente carecía de tal ventaja. 

e) El agraviado por la decisión sobre ineficacia puede recurrir 
ante el mismo juez del concurso por vía incidental (que luego le 
posibilitaría acudir a la alzada, según el art. 285, LCQ), o directa- 
mente apelar ante el superior sin interponer recurso de reposición 
previa. 

Ver, en Apéndice, ley 11.672 (Lo. 1999), art. 42. 


Art. 119.- Actos ineficaces por conocimiento de 
la cesación de pagos. Los demás actos perjudiciales 
para los acreedores, otorgados en el período de sospe- 
cha pueden ser declarados ineficaces respecto de los 
acreedores, si quien celebró el acto con el fallido tenía 
conocimiento del estado de cesación de pagos del deu- 
dor. El tercero debe probar que el acto no causó per- 
juicio, 

Esta declaración debe reclamarse por acción que 
se deduce ante el juez de la quiebra y tramita por vía 
ordinaria, salvo que por acuerdo de partes se opte por 
hacerlo por incidente. 

La acción es ejercida por el síndico; está sujeta a 
autorización previa de la mayoría simple del capital 
quirografario verificado y declarado admisible y no 
está sometida a tributo previo, sin perjuicio de su 
pago por quien resulte vencido; en su caso el crédito 
por la tasa de justicia tendrá la preferencia del art. 
240. La acción perime a los seis meses. 


Los actos a título oneroso realizados por el fallido en el perío- 
do de sospecha también pueden ser declarados ineficaces. En este 
caso, se aplican las consideraciones efectuadas en el comentario al 
art. 118, puntos a y c, y además: 
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a) Debe tratarse de actos a título oneroso no enumerados en el 
artículo anterior. 

b) Debe acreditarse que el tercero tenía conocimiento del esta- 
do de cesación de pagos del actual quebrado, prueba que —ordinaria- 
mente— selobtendrá por presunciones o indicios graves, precisos y 
concordantes. 

c) El perjuicio para los acreedores, a cuya reparación se tiende 
con la declaración de ineficacia, es recaudo para la procedencia de la 
acción. Si no hay perjuicio no hay interés tutelable. Pero el pet- 
juicio se presume y es el tercero quien debe probar su inexistencia. 


d) Deben ser partes en el juicio: el síndico, como órgano de la 
quiebra, y, como demandados, el tercero cocontratante del fallido y 
los eventuales subadquirentes de aquél. 

e) La acción tramita por vía ordinaria. Empero, por acuerdo 
de partes, [puede usarse la vía incidental del art. 280 y siguientes. 
En cualquier caso, la resolución que recaiga es apelable: 1) si trami- 
tó por vía'incidental, por aplicación del art. 285 de la LCQ, y 2) si 
tramitó por vía ordinaria, por aplicación de las normas procesales 
propias del lugar del juicio que prevén la apelabilidad de las senten- 
cias definitivas recaídas en juicios ordinarios; no se aplica la ina- 
pelabilidad señalada en el art. 273, inc. 3, de la LCQ, porque no se 
trata de resolución recaída en el concurso sino en una acción autó- 
noma y, aunque se considerara resolución concursal, por consagrarse 
la apelabilidad en el art. 118, lo que a fortiori obligaría a admitirla 
en este caso. 

f) Se atribuye competencia especial al juez del concurso, la 
cual prevalece sobre cualquier otra norma atributiva de competencia 
a magistrado diferente. 

2) Es recaudo de admisibilidad formal de la demanda de inefi- 
cacia postulada por el síndico, la justificación de haber obtenido 
previamente la autorización de mayoría simple del capital (no de 
personas titulares de acreencias) quirografario verificado y admitido. 
Cualquiera fuese la vía procesal utilizada —juicio ordinario O inci- 
dente—, es susceptible de caducidad, la cual se produce en el término 
de seis meses. 

h) La ley concursal no regula la situación de los subadquirentes 
de bienes cuya primera enajenación hubiese estado afectada de inefica- 
cia falencial. El vacío puede suplir mediante aplicación analógi- 
ca de las reglas civiles relativas a los efectos de las acciones de fraude 
y simulación frente a terceros (ver comentarios al art. 120, LCQ). 
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JURISPRUDENCIA PLENARIA 


No es procedente el arraigo en los juicios seguidos contra un 
tercero por el síndico del concurso (CCivCom Rosario, en pleno, 
24/6/83, “Manto Negro SA y otros - quiebra c/Banch de las Comuni- 
dades s/acción revocatoria concursal”, LE, sta reiterado por 
el mismo tribunal, 23/2/95, “Marcolini, José - quiebra c/Collel, Mi- 
guel y otro s/cumplimiento de contrato”, ac. n” 3/95, protocolo de la 
Sala ID. 


Art. 120.- Acción por los acreedores. Sin per- 
juicio de la responsabilidad del síndico, cualquier 
acreedor interesado puede deducir a su costa esta ac- 
ción, después de transcurridos treinta días desde que 
haya intimado judicialmente a aquél para que la 
inicie. 

El acreedor que promueve esta acción no puede 
requerir beneficio de litigar sin gastos y, a pedido 
de parte y en cualquier estado del juicio, el juez 
puede ordenar que el tercero afiance las eventuales 
costas del proceso a cuyo efecto las estimará provisio- 
nalmente. No prestada la caución, el juicio se tiene 
por desistido con costas al accionante. 


Revocatoria ordinaria. La acción regulada por 
los arts. 961 a 972 del Cód. Civil, sólo puede ser in- 
tentada o continuada por los acreedores después de 
haber intimado al síndico para que la inicie o prosiga, 
sustituyendo al actor, en el término de treinta días. 


Efectos. En ambos casos si se declara la inefica- 
cia, el acreedor tiene derecho al resarcimiento de sus 
gastos y a una preferencia especial sobre los bienes re- 
cuperados, que determina el juez entre la tercera y la 
décima parte del producido de éstos, con límite en el 
monto de su crédito. 


Acción por los acreedores. La acción de ineficacia por conoci- 
miento de la cesación de pagos (art. 119, LCQ) puede ser ejercida 
por los acreedores, pero solamente en defecto de su ejercicio por el 
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síndico y después de haber transcurrido el tiempo legalmente esta- 
blecido desde la intimación judicial respectiva. 

Para desalentar acciones de ineficacia poco serias, se establecen 
dos cortapisas al acreedor demandante: a) la imposibilidad de ac- 
ceder al beneficio de pobreza para litigar sin gastos, y hb) la posibili- 
dad de ser objeto del planteo de arraigo a fin de que afiancen las 
eventuales costas del proceso, so pena de tenérsele por desistido. 
Estas trabas no son aplicables a la acción de ineficacia promovida 
por el síndico del concurso (art. 119, LCQ). 

Revocatoria ordinaria. La segunda parte contempla la posibili- 
dad de ejercicio de la acción de fraude (o pauliana) del derecho co- 
mún. La remisión del art. 120 de la LCQ a “los arts. 961 a 972 del 
Cód. Civil” debe entenderse que ahora refiere a los arts. 338 a 342 
del Cód. Civil y Comercial. Éstos contemplan actualmente la ac- 
ción de fraude. Todo acreedor puede solicitar la declaración de ino- 
ponibilidad de los actos celebrados por su deudor en fraude de sus 
derechos, y de las renuncias al ejercicio de derechos o facultades 
con los que hubiese podido mejorar o evitado empeorar su estado de 
fortuna (art. 338). Conforme al art. 339, los requisitos de proce- 
dencia de la acción civil de declaración de inoponibilidad son los si- 
guientes. 


a) Que el crédito sea de causa anterior al acto impugnado, ex- 
cepto que el deudor haya actuado con el propósito de defraudar a fu- 
turos acreedores. 

b) Que el acto haya causado o agravado la insolvencia del 
deudor. 


c) Que quien contrató con el deudor a título oneroso haya co- 
nocido o debido conocer que el acto provocaba o agravaba la insol- 
vencia. 

La ley civil regula en detalle los efectos frente a terceros y el 
deber de indemnizar en el art. 340 del Cód. Civil y Comercial, que 
establece que el fraude no puede oponerse a los acreedores del ad- 
quirente que de buena fe hayan ejecutado los bienes comprendidos 
en el acto. La acción del acreedor contra el subadquirente de los 
derechos obtenidos por el acto impugado sólo procede si adquirió 
por título gratuito, o si es cómplice en el fraude; la complicidad se 
presume si, al momento de contratar, conocía el estado de insolven- 
cia. El subadquirente de mala fe y quien contrató de mala fe con el 
deudor responden solidariamente por los daños causados al acreedor 
que ejerció la acción, si los derechos se transmitieron a un adquiren- 
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te de buena fe y a título oneroso, o de otro modo se perdieron para el 
acreedor. El que contrató de buena fe y a título gratuito con el deu- 
dor responde en la medida de su enriquecimiento. Conforme al art. 
341, cesa la acción de los acreedores si el adquirente de los bienes 
transmitidos por el deudor los desinteresa o da garantía suficiente. 

Fuera del ámbito concursal, la ley civil establece que la declara- 
ción de inoponibilidad se pronuncia exclusivamente en interés de los 
acreedores que la promueven, y hasta el importe de sus respectivos 
créditos (art. 342, Cód. Civil y Comercial). Esta regla resulta mo- 
dificada por el párrafo final del art. 120 de la LCQ. Cuando se 
ejerce la acción de fraude en una quiebra, el resultado exitoso de di- 
cha acción favorece a todos los acreedores por el ingreso del bien o 
los valores que lo sustituyen al activo liquidable, cuyo producto se 
reparte entre todos los acreedores. De modo que aun cuando esta 
acción la promueva o prosiga un acreedor, por inacción del síndico 
luego de habérsele intimado a hacerlo en el término de treinta días, 
los bienes o valores que se recuperen se sumarán al activo concursal. 
No obstante, al acreedor que obtiene el reintegro la LCQ le reconoce 
un privilegio especial sobre los bienes recuperados, cuya extensión 
determinará el juez entre la tercera y la décima parte del producto de 
la liquidación de esos bienes. Esa preferencia puede alcanzar has- 
ta el monto total del crédito del acreedor que obtuvo el reintegro. 

La acción de fraude prescribe a los dos años (art. 2562, inc. f 
Cód. Civil y Comercial), que se cuentan desde que se conoció o 
pudo conocer el vicio del acto (art. 2563, inc. f, Cód. Civil y Co- 
mercial). 


Acción de simulación. También puede deducirse la acción de 
simulación, conjunta o separadamente con la acción pauliana del 
derecho común. La acción de simulación se rige por el art. .333 y 
ss., del Cód. Civil y Comercial. 

Según el art. 333 del Cód. Civil y Comercial, la simulación tie- 
ne lugar cuando se encubre el carácter jurídico de un acto bajo la 
apariencia de otro, o cuando el acto contiene cláusulas que no son 
sinceras, o fechas que no son verdaderas, o cuando por él se cons- 
tituyen o transmiten derechos a personas interpuestas, que no son 
aquellas para quienes en realidad se constituyen o transmiten. La 
simulación puede ser lícita o lícita (art. 334). La simulación ilícita 
o que perjudica a un tercero provoca la nulidad del acto ostensible. 
Si el acto simulado encubre otro real, éste es plenamente eficaz si 
concurren los requisitos propios de su categoría y no es ilícito ni 
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perjudica a un tercero. Las mismas disposiciones rigen en el caso 
de cláusulas simuladas. De acuerdo con el art. 335, los que otorgan 
un acto simulado ilícito o que perjudica a terceros no pueden ejercer 
acción alguna el uno contra el otro sobre la simulación, excepto que 
las partes no puedan obtener beneficio alguno de las resultas del 
ejercicio de la acción de simulación. La simulación alegada por las 
partes debe probarse mediante el respectivo contradocumento. Pue- 
de prescindirse de él, cuando la parte justifica las razones por las 
cuales no existe o no puede ser presentado y median circunstancias 
que hacen inequívoca la simulación. 

El art. 336 del Cód. Civil y Comercial consagra la acción de si- 
mulación ejercida por terceros. Los terceros cuyos derechos o inte- 
reses legítimos son afectados por el acto simulado pueden demandar 
su nulidad. Pueden acreditar la simulación por cualquier medio de 
prueba. En caso de quiebra, están legitimados para ejercer esta ac- 
ción el síndico y cualquier acreedor que no fuera parte en el acto si- 
mulado. El art. 337 del Cód. Civil y Comercial especifica los efec- 
tos frente a terceros y el deber de indemnizar. A tal fin, establece 
que la simulación no puede oponerse a los acreedores del adquirente 
simulado que de buena fe hayan ejecutado los bienes comprendidos 
en el acto. La acción del acreedor contra el subadquirente de los de- 
rechos obtenidos por el acto impugnado sólo procede si adquirió por 
título gratuito, o si es cómplice en la simulación. El subadquirente 
de mala fe y quien contrató de mala fe con el deudor responden soli- 
dariamente por los daños causados al acreedor que ejerció la acción, 
si los derechos se transfirieron a un adquirente de buena fe y a título 
oneroso, o de otro modo se perdieron para el acreedor. El que con- 
trató de buena fe y a título gratuito con el deudor responde en la me- 
dida de su enriquecimiento. 

La acción de simulación ejercida por terceros prescribe a los 
dos años (art. 2562, inc. a, Cód. Civil y Comercial), contados desde 
que el accionante conoció o pudo conocer el vicio del acto (art. 
2563, inc. c). 


Art. 121.- Actos otorgados durante un concurso 
preventivo. El primer párrafo del art. 119 no es apli- 
cable respecto de los actos de administración ordina- 
ria otorgados durante la existencia de un concurso 
preventivo, ni respecto de los actos de administración 
que excedan el giro ordinario o de disposición otorga- 
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dos en el mismo período, o durante la etapa de cumpli- 
miento del acuerdo con autorización judicial conferida 
en los términos de los arts. 16 ó 59 tercer párrafo. 


La norma prevé el supuesto de quiebra a la que ha precedido un 
concurso preventivo, durante cuyo transcurso (o en el período poste- 
rior mientras se cumple el acuerdo) el concursado ha realizado una 
serie de actos respecto de los cuales —obviamente- el tercero cocon- 
tratante no podría alegar ignorancia del estado de cesación de pagos 
del concursado (ulteriormente, fallido). Si rigiera la regla del párr. 
PP del art. 119 de la LCQ, nadie contrataría con un concursado; esa 
es la razón de la excepción consagrada por este artículo. 

Los actos del art. 121 de la LCQ —regularmente cumplidos— pue- 
den eventualmente cuestionarse en la quiebra ulterior, pero no con las 
reglas de la ineficacia por conocimiento del estado de cesación de 
pago (art. 119, LCQ), sino con institutos del derecho común, tales 
como la acción de fraude o pauliana, la acción de simulación, la in- 
vocación del vicio de lesión, etcétera. 

Si los actos enunciados en el art. 121 se hubiesen llevado a 
cabo con irregularidades (marginamiento de la autorización judicial) 
serían ineficaces de pleno derecho en la quiebra (art. 17, párr. 1, 
LCQ). 


Art. 122.- Pago al acreedor peticionante de quie- 
bra: presunción. Cuando el acreedor peticionante, 
luego de promovida la petición de quiebra, recibiere 
cualquier bien en pago o dación en pago de un tercero 
para aplicar al crédito hecho valer en el expediente, 
se presume que se han entregado y recibido en favor 
de la generalidad de los acreedores, siendo inoponi- 
bles a ellos el otro carácter. 


Reintegro. El acreedor debe reintegrar al con- 
curso lo recibido, pudiendo compelérsele con intereses 
hasta la tasa fijada en el art. 565 del Cód. de Comer- 
cio, en caso de resistencia injustificada. 


Esta disposición refiere a la quiebra declarada con posterioridad 
auna anterior petición de acreedor rechazada por haber éste recibido 
el pago de un tercero. Para que esta ineficacia opere, deben reunir- 
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se los siguientes extremos: a) una quiebra peticionada por acreedor, 
no declarada, en la cual éste recibió un pago, en dinero o en especie, 
de un tercero —no del deudor—, para aplicar a la obligación (del últi- 
mo) hecha valer por el peticionario de la quiebra, y b) una posterior 
quiebra del mismo deudor, ésta sí abierta, dentro de cúyo período de 
sospecha encuadra temporalmente el pago antes descripto, y en la 
cual se declara la analizada ineficacia. , 

Los fundamentos de esta ineficacia se hallan en la presunción 
de que el acreedor que pidió la quiebra conocía la cesación de pa- 
gos del deudor, por cuanto afirmó la existencia de ella, y en que di- 
cho estado de insolvencia —pese al rechazo de la petición de quie- 
bra—- no resultó desacreditado, debido a que el pago fue efectuado 
por un tercero. 

La consecuencia legal de la declaración de esta ineficacia es la 
obligación del ex peticionario de quiebra de reintegrar lo que hubie- 
se percibido en oportunidad de la solicitud de quiebra rechazada. 
Al haber, ahora, una quiebra declarada, aquel pago jes legalmente 
considerado como violatorio de la pars condicio creditorum y, por 
tanto, es inoponible al resto de los acreedores en cualquier otro ca- 
rácter que no sea el de hecho (según presunción legal iuris et de 
iure) “en favor de la generalidad de los acreedores”. 

El propósito de este tratamiento al pago de terceros dentro de 
una petición de quiebra rechazada, es desalentar al acreedor que de- 
manda la quiebra a percibir este tipo de cobros, pues ellos sólo 
demoran la declaración de apertura falencial, agravando la insolven- 
cia y perjudicando al resto de los acreedores. 

No hay acuerdo en la doctrina acerca del trámite que ha de dar- 
se a la pretensión de reintegro de este pago ineficaz. Se han ex- 
presado algunas opiniones en favor de la declaración oficiosa de 
pleno derecho, mientras otras se han manifiestado en pro de la trami- 
tación previa por vía incidental (art. 280 y ss., LCQ). 


Art. 123.- Inoponibilidad y acreedores de rango 
posterior. Si en virtud de lo dispuesto por los arts. 
118, 119 y 120 resulta inoponible una hipoteca o una 
prenda, los acreedores hipotecarios o prendarios de 
rango posterior sólo tienen prioridad sobre las sumas 
que reconocerían ese privilegio si los actos inoponi- 
bles hubieran producido todos sus efectos. Ingresan 
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al concurso las cantidades que hubieran correspondi- 
do percibir al acreedor por los actos inoponibles, sin 
perjuicio de las restantes preferencias reconocidas. 


La declaración de ineficacia de un crédito hipotecario o prenda- 
rio, o de estas garantías reales, no mejora específicamente la situa- 
ción de los acreedores con igual preferencia pero en grado posterior, 
sino que beneficia al resto de los acreedores concurrentes. Así, por 
ejemplo, si sobre un mismo inmueble pesan dos hipotecas, en primer 
y segundo grado, por mil pesos cada una, y es declarada ineficaz la 
primera de ellas, al repartirse el producto de la venta del bien grava- 
do, el acreedor hipotecario de segundo grado cobrará siguiendo el 
orden del art. 242, inc. 2, de la LCQ, después de que los importes 
que hubieran correspondido al acreedor hipotecario de primer grado 
(cuya inoponibilidad fue declarada) se descuenten para sumarlos al 
activo general repartible. 


Art. 124. - Plazos de ejercicio. La declaración 
prevista en el art. 118, la intimación del art. 122 y la 
interposición de la acción en los casos de los arts. 119 
y 120 caducan a los tres años contados desde la fecha 
de la sentencia de quiebra. 


Extensión del desapoderamiento. Los bienes que 
ingresen al concurso en virtud de lo dispuesto por los 
arts. 118 al 123 quedan sujetos al desapoderamiento. 


Plazo de ejercicio. El plazo es de caducidad —no de prescrip- 
ción-, por lo que puede hacerse valer oficiosamente para desestimar 
liminarmente un planteo intempestivo (por tardío). Comienza a co- 
rrer desde el dictado de la sentencia de quiebra, esto es, desde la fe- 
cha del fallo de apertura falencial, y no desde que éste hubiera que- 
dado firme. 

La inexorabilidad del plazo de caducidad hace aconsejable pro- 
mover las acciones respectivas antes del cumplimiento de aquél, 
aunque no estuviera fijado o firme el período de sospecha, a fin de 
evitar la pérdida de las ineficacias falenciales. En tal caso, sin em- 
bargo, no podría dictarse sentencia en la pretensión de ineficacia 
hasta tanto no quedara firme la determinación judicial del período de 
sospecha. 
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Extensión del desapoderamiento. Los bienes objeto de inefica- 
cia falencial —exitosa— resultan liquidables en la quiebra. A tales 
efectos no es menester un reingreso formal a nombre del fallido (por 
caso, no es necesario cambiar la titularidad registral de un inmueble 
vendido por eli fallido a un tercero, cuando se hubiese declarado la 
ineficacia de la compraventa). 

Pueden ejecutarse aunque permaneciesen a nombre de terceros 
y, desde allí, transferirse al adquirente en la liquidación concursal. 
Firme la declaración de ineficacia, hasta tanto se concrete la liquida- 
ción, el síndico tiene la posesión y la administración de esos bienes. 


Sección IV 


EFECTOS GENERALES SOBRE RELACIONES 
JURIDICAS PREEXISTENTES 


y 


Art. 125. -— Principio general. Declarada la quie- 
bra, todos los acreedores quedan sometidos a las dis- 
posiciones de esta ley y sólo pueden ejercitar sus de- 
rechos sobre los bienes desapoderados en la forma 
prevista en la misma. 

Quedan comprendidos los acreedores condicio- 
nales, incluso aquellos cuya acción respecto del falli- 
do queda expedita luego de excusión o cualquier otro 
acto previo contra el deudor principal. 


El párr. 1* concreta la expresión subjetiva del principio concur- 
sal de universalidad (o generalidad), propio de estos procesos (ver 
art. 1”, LCQ). 

El párr. 2” se refiere a todos los acreedores eventuales. Ellos 
son los que tienen alguna condición pendiente o circunstancia aún 
no cumplida que impiden el ejercicio actual de su derecho (p.ej., los 
créditos sometidos a condición suspensiva; los que dependen de un 
pronunciamiento judicial previo, como la prejudicialidad penal del 
art. 1775 del Cód. Civil y Comercial, los fiadores o garantes del fa- 
llido. con derecho de repetición contra éste, pero que aún no han pa- 
gado al acreedor del quebrado, etcétera). Con las particularidades 
de esa eventualidad, estos acreedores pueden ingresar en el concur- 
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so, pero el ejercicio de los derechos de acreedor concurrente está 
condicionado a la desaparición de la circunstancia determinante de 
la eventualidad, o sea, a la consolidación definitiva de la acreencia. 


Art. 126. — Verificación: obligatoriedad. Todos los 
acreedores deben solicitar la verificación de sus crédi- 
tos y preferencias en la forma prevista por el art. 200, 
salvo disposición expresa de esta ley. 


Créditos prendarios o hipotecarios. Sin perjuicio 
del cumplimiento oportuno de esa carga, los acreedo- 
res con hipoteca, prenda o garantizados con warrant, 
pueden reclamar en cualquier tiempo el pago median- 
te la realización de la cosa sobre la que recae el privi- 
legio, previa comprobación de sus títulos en la fgrma 
indicada por el art. 209 y fianza de acreedor de or 
derecho. 

Los síndicos pueden requerir autorización al juez 
para pagar íntegramente el crédito prendario o hipo- 
tecario ejecutado por el acreedor con fondos líqui- 
dos existentes en el expediente, cuando la conserva- 
ción del bien importe un beneficio evidente para los 
acreedores. A tales fines puede autorizársele a cons- 
tituir otra garantía o disponer la venta de otros 
bienes. 


Con respecto a la primera parte del artículo, ver comentario al 
art. 32 de la LCQ, que establece igual obligatoriedad en el concurso 
preventivo y cuyas consideraciones son igualmente aplicables en la 
quiebra. : 

Los acreedores hipotecarios o prendarios pueden esperar la li- 
quidación general de bienes para obtener el cobro de su acreencia 
(con preferencia sobre el producido de la realización del bien grava- 
do), en cuyo caso deben haber obtenido, previamente, resolución so- 
bre verificación y graduación de su crédito. 

También pueden anticipar el cobro -preferencia temporal- acu- 
diendo al trámite del concurso especial, previsto en el art. 209 de la 
LCO. En el trámite del concurso especial sólo se realiza un control 
externo, formal, de la regularidad del instrumento constitutivo de la 


ue 
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garantía real, por lo que el pronunciamiento allí logrado adquiere va- 
lor de cosa juzgada formal. De ahí que el acreedor no quede dis- 
pensado de solicitar —aunque fuera con posterioridad— la verificación 
de su acreencia privilegiada, y que la resolución en el trámite verifi- 
catorio prevalezca sobre la anterior (caso de discordancia) por su au- 
toridad de cosa juzgada material. 


Art. 127. - Prestaciones no dinerarias. Los acree- 
dores de prestaciones no dinerarias, de las contraídas 
en moneda extranjera o aquellos cuyo crédito en di- 
nero deba calcularse con relación a otros bienes, con- 
curren a la quiebra por el valor de sus créditos en 
moneda de curso legal en la República Argentina, cal- 
culado a la fecha de la declaración o, a opción del 
acreedor, a la del vencimiento, si éste fuere anterior. 


Deudas no dinerarias y dinerarias ajustables. Rige para ellas 
el principio concursal de conversión —similar al del concurso preven- 
tivo: art. 19, LCQ-, correspondiendo al acreedor, en oportunidad de 
solicitar la verificación de su crédito, hacer la opción relativa a la fe- 
cha de cálculo en moneda de curso legal en la República, fecha de la 
declaración de la quiebra del deudor, o fecha del vencimiento de 
la obligación (siempre que ésta fuera anterior a aquélla, pues si fue- 
se posterior, no hay opción posible y la conversión se haría a la 
fecha de la sentencia falencial). 


Los acreedores cuyo crédito en dinero deba calcularse con rela- 
ción a otros bienes, son todos aquellos que deben satisfacerse en di- 
nero (su prestación es dineraria), pero tienen algún módulo determi- 
nativo de la cantidad de moneda, que refiere al valor de otro bien o 
bienes (comprende a las obligaciones ajustables por el precio de al- 
gún producto o de índices de variación de precios, costos, salarios, 
moneda extranjera, etcétera). El art. 772 del Cód. Civil y Comer- 
cial establece que si la deuda consiste en cierto valor, el monto re- 
sultante debe referirse al valor real al momento que corresponda 
tomar en cuenta para la evaluación de la deuda. Ella puede ser ex- 
presada en una moneda sin curso legal que sea usada habitualmente 
en el tráfico. Una vez que el valor es cuantificado en dinero se 
aplican las disposiciones que regulan las obligaciones de dar dinero. 
En caso de quiebra, la cuantificación en dinero se hace consideran- 
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do el valor de referencia a la fecha de la declaración de la quiebra o, 
a opción del acreedor, a la del vencimiento de la deuda, si éste fuera 
anterior. 


Deudas en moneda extranjera. A diferencia del concurso pre- 
ventivo, donde la conversión de la moneda extranjera es al solo fin 
del cálculo del pasivo y del cómputo de las mayorías (art. 19, LCQ), 
en la quiebra, tal conversión es definitiva; en el proyecto de distribu- 
ción y para el pago del dividendo (arts. 218 y 221, LCQ), estos 
acreedores participan y cobran en moneda convertida (no en la mo- 
neda extranjera de origen). Esta solución se aplica incluso al prés- 
tamo bancario de dinero, en el cual el art. 1408 del Cód. Civil y Co- 
mercial establece que el prestatario se obliga a “su devolución y al 
pago de los intereses en la moneda de la misma especie, conforme 
con lo pactado”. Esa regla de la legislación civil, en situación con- 
cursal, debe ceder frente a la solución que impone el art. 127 de la 
LCQ debido a la especificidad de la legislación concursal, que pre- 
valece sobre la legislación común, y por las particularidades de la li- 
quidación falencial que exigen una moneda de quiebra única. 


Art. 128. - Vencimiento de plazos. Las obligacio- 
nes del fallido pendientes de plazo se consideran ven- 
cidas de pleno derecho en la fecha de la sentencia de 
quiebra. 


Descuentos de intereses. Si el crédito que no de- 
venga intereses es pagado total o parcialmente antes 
del plazo fijado según el título, deben deducirse los 
intereses legales por el lapso que anticipa* su pago. 


La sentencia de quiebra acarrea la caducidad de los plazos pen- 
dientes de las obligaciones en las que el fallido sea deudor, debiendo 
los respectivos acreedores acudir a verificar sus créditos tempestiva- 
mente aunque el plazo de exigibilidad convenido estuviera pendien- 
te, de no haber mediado la quiebra del deudor. Esta regla de la ley 
concursal es congruente con el art. 353 del Cód. Civil y Comercial, 
que establece que el obligado a cumplir no puede invocar la penden- 
cia del plazo si se ha declarado su quiebra. 


% Debería decir “en que se anticipa”. 
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La segunda parte del artículo contempla un supuesto poco fre- 
cuente: que el acreedor cobre en la quiebra antes del plazo original 
emergente del título o causa obligacionales, Si así ocurriera, deben 
descontarse intereses legales —a tasa bancaria oficial- por el tiempo 
en que se ha adelantado el pago. 


rt. 129. - Suspensión de intereses. La declara- 
ción de quiebra suspende el curso de intereses de todo 
tipo. Sin embargo, los compensatorios devengados 
con posterioridad que correspondan a créditos ampa- 
rados con garantías reales pueden ser percibidos hasta 
el límite del producido del bien gravado después de 
pagadas las costas, los intereses preferidos anteriores 
a la quiebra y el capital. Asimismo, tampoco se sus- 
penden los intereses compensatorios devengados con 
posterioridad que correspondan a créditos laborales. 
[Sustituido por ley 26.684, art. 14] 


Cristalización del pasivo en la quiebra. Las deudas del fallido 
cristalizan su importe a la fecha de la sentencia de quiebra, a partir 
de la cual dejan de producir réditos o intereses. 

Ésa es la regla general, que reconoce como primera excepción a 
los créditos con garantías reales. Sobre el producto de la venta del 
bien afectado a una de esas garantías, el acreedor así privilegiado 
cobra su crédito siguiendo el orden que indica este artículo in fine y 
el art. 242, inc. 2, de la LCQ. De tal suerte, si el monto de la reali- 
zación del bien lo permite, este acreedor puede obtener intereses 
posteriores a la sentencia de quiebra. Estos intereses sólo pueden 
ser compensatorios. 

Según su función económico-jurídica, cabe distinguir entre los 
intereses que compensan y los intereses que sancionan. 

Así, bajo la denominación “compensatorios”, en sentido amplio, 
se ubican tanto los intereses compensatorios stricto sensu como los 
intereses moratorios. Los intereses compensatorios stricto sensu se 
devengan antes de que la obligación principal a cargo del deudor 
se torne exigible y resulte incumplida, y compensan el uso del capi- 
tal ajeno, durante el período convenido al efecto. Estos intereses 
están contemplados en el art. 767 del Cód. Civil y Comercial, que es- 
tablece que la obligación puede llevar intereses y son válidos los que 
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se han convenido entre el deudor y el acreedor, como también la 


tasa fijada para su liquidación. Si no fue acordada por las partes, ni 
por las leyes, ni resulta de los usos, la tasa de interés compensatorio 
puede ser fijada por los jueces. Los intereses moratorios se de- 
vengan después de que el deudor ha incumplido con el pago de 
su obligación y compensan al apreedor la falta de percepción de su 
acreencia en término. El art. 768 del Cód. Civil y Comercial dice 
que a partir de su mora el deudor debe los intereses correspondien- 
tes, cuya tasa se determina: a) por lo que acuerden las partes; b) por 
lo que dispongan las leyes especiales, y c) en subsidio, por tasas que 
se fijen según las reglamentaciones del Banco Central. 

Bajo el nombre intereses “sancionatorios”, en sentido amplio, se 
ubican tanto los intereses punitorios como los intereses sancionato- 
rios stricto sensu. Los intereses punitorios constituyen verdaderas 
cláusulas penales (que pueden asumir la forma de un interés cuando, 
por ejemplo, se calculan como Iporcentuales del capital o, incluso, 
como incremento de los restantes intereses) que sancionan al deudor 
por el incumplimiento oportuno" de su obligación. La cláusula pe- 
nal es aquella por la cual una persona, para asegurar el cumpli- 
miento de una obligación, se sujeta a una pena o multa en caso de 
retardar o de no ejecutar una obligación (art. 790, Cód. Civil y 
Comercial). La pena o multa suple la indemnización de los daños 
cuando el deudor se constituyó en mora; y el acreedor no tiene de- 
recho a otra indemnización, aunque pruebe que la pena no es repa- 
ración suficiente (art. 793). Los jueces pueden reducir las penas 
cuando su monto, desproporcionado con la gravedad de la falta que 
sancionan, habida cuenta del valor de las prestaciones y demás cir- 
cunstancias del caso, configura un abusivo aprovechamiento de la si- 
tuación del deudor (art. 794, Cód. Civil y Comercial). Los intereses 
punitorios convencionales se rigen por las normas que regulan la 
cláusula penal (arts. 769). Los intereses sancionatorios stricto sensu 
son los que pueden imponer los jueces para sancionar al litigante 
malicioso según lo establecido en la legislación procesal del lugar 
del juicio. 

Después de la apertura de la quiebra, el acreedor con garantía 
hipotecaria o prendaria tiene derecho a percibir —hasta el límite del 
producto del bien afectado a la garantía real- intereses compensato- 
rios en sentido amplio. La expresión legal sólo excluye a los inte- 
reses punitorios y a los sancionatorios stricto sensu, pero no excluye 
a todos los réditos que compensan el incumplimiento tempestivo de 
la obligación o la privación de uso del capital (antes o después de la 


247 LEY 24,522 Art. 130 


exigibilidad de éste), lo cual comprende también a los llamados “in- 
tereses moratorios”. Estos últimos también compensan al acreedor 
(ahora, el daño moratorio), y se aplican después de vencido el perío- 
do convenido de uso del capital, 

La ley 26.684 ha agregado a los créditos laborales como otra 
excepción a la regla de cristalización de los créditos o suspensión 
del curso de los intereses por quiebra. El texto legal actual estable- 
ce que, por efecto de la apertura de la quiebra, no se suspenden los 
intereses compensatorios de los créditos laborales, posteriores a la 
declaración de la quiebra. Si bien los créditos laborales no deven- 
gan intereses compensatorios stricto sensu (pues éstos presuponen el 
uso de un capital ajeno, prestación ajena al contrato de trabajo), sí 
en cambio devengan intereses moratorios que compensan al traba- 
jador dependiente por la falta de cumplimiento en término de las 
obligaciones laborales de carácter dinerario, a cargo del empleador. 
Estos últimos son también intereses compensatorios en sentido am- 
plio, y a ellos refiere la ley al establecer la segunda excepción a la 
regla de cristalización del pasivo posterior a la quiebra. En razón 
de esa excepción, la posibilidad de cobro posterior a la quiebra com- 
prende a los intereses que compensen la falta de satisfacción en tér- 
mino del crédito laboral desde su devengamiento hasta el pago-, no 
así a los intereses punitorios ni a los sancionatorios que pudieren 
haberse impuesto o que correspondería aplicar y percibir en situa- 
ción extraconcursal. 

Respecto de los demás acreedores, los intereses posteriores a la 
quiebra podrán ser, eventualmente, percibidos por cualquier acreedor 
concurrente: a) si la quiebra termina por avenimiento o por pago vo- 
luntario a los acreedores (arts. 225 y 229, LCQ), cuando fueran par- 
te del acuerdo o pago convenidos, y b) sí la quiebra es liquidativa, 
cuando existiera remanente, conforme al art. 228 de la LCQ. 


Art. 130. -— Compensación. La compensación sólo 
se produce cuando se ha operado antes de la declara» 
ción de la quiebra. 


La compensación es un medio de extinción de las obligaciones 
que tiene lugar cuando dos personas, por derecho propio, reúnen la 
calidad de acreedor y deudor recíprocamente, cualesquiera que 
sean las causas de una y otra deuda. La compensación extingue 
con fuerza de pago las dos deudas, hasta el monto de la menor, des- 
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de el tiempo en que ambas obligaciones comenzaron a coexistir en 
condiciones de ser compensables (art. 921, Cód. Civil y Comercial). 
La compensación puede ser legal, convencional, facultativa o judi- 
tal (art. 922, Cód. Civil y Comercial). Para que haya compensa- 
Cón legal: a) ambas partes deben ser deudoras de prestaciones de 
dar, b) los objetos comprendidos en las prestaciones deben ser ho- 
mogénos entre sí; c) los créditos deben ser exigibles y disponibles li- 
bremente, sin que resulte afectado el derecho de terceros (art. 923). 
Una vez opuesta, la compensación legal produce sus efectos a partir 
del momento en que ambas deudas recíprocas coexisten en condicio- 
nes de ser compensadas, aunque el crédito no sea líquido o sea im- 
pugnado por el deudor (art. 924). La compensación facultativa 
actúa por la voluntad de una sola de las partes cuando ella renuncia 
a un requisito faltante para la compensación legal que juega a fa- 
vor suyo. La compensación facultativa produce sus efectos desde 
e! momento en que es comunicada a la otra parte (art. 927). En 
fuanto a la compensación judicial, el art. 928 establece que culquie- 
ra de las partes tiene derecho a requerir a un juez la declaración de 
la compensación que se ha producido. La pretensión puede ser de- 
ducida simultáneamente con las defensas relativas al crédito de la 
otra parte o, subsidiariamente, para el caso de que esas defensas no 
prosperen. Finalmente, la ley civil establece que, entre otros casos 
contemplados en el art. 930, no son compensables los créditos y las 
deudas en el concurso y quiebra, excepto en los alcances en que lo 
prevé la ley especial (art. 930, inc. f). 
Para el caso de quiebra de uno o de ambos sujetos con derecho 
a invocar compensación (acreedor y deudor recíprocos), el art. 130 
de la LCQ distingue entre la compensación operada antes de la de- 
claración de quiebra y la que podría haber operado después. Esa 
norma reconoce validez a la primera y, desde que “sólo” a ella reco- 
noce operatividad, implícitamente niega que después de la declara- 
ción de quiebra puedan seguir produciéndose compensaciones entre 
deudas y créditos del fallido. En otras palabras, la quiebra produce 
la suspensión del derecho a compensar, o a invocar compensación 
como medio de extinción de obligaciones del fallido a menos que se 
trate de compensaciones cumplidas antes de la declaración de quie- 
bra. En este úlitmo caso, el tercero a quien pretendiera cobrarse un 
crédito del fallido podría, válidamente, oponer la compensación con 
una deuda de éste a favor de aquél. 
Para que la compensación sea válida en la quiebra, conforme a 
las reglas del derecho civil y a la norma del art. 130 de la LCQ, 
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debe tratarse de obligaciones recíprocas que, antes de la quiebra, ya 
fueran exigibles y compensables. Estas circunstancias deben estar 
reunidas antes de la declaración de quiebra, aunque la compensación 
sea declarada con posterioridad, por lo que si, por ejemplo, alguno 
de los créditos fuera de vencimiento posterior a la quiebra, la com- 
pensación no será procedente. En tal caso, el tercero in bonis debe- 
rá cumplir su obligación y verificar su crédito en la quiebra, 

El art. 211 de la LCQ, contempla una excepción a la regla del 
art. 130, a favor de acreedor con garantía real que adquiere, en la li- 
quidación falencial, el bien gravado. En este caso, el acreedor ad- 
quirente puede invocar la compeusación —después de pagados los 
gastos y costas de la ejecución— entre el precio de adquisición y el 
crédito garantizado, hasta el límite de esta acreencia. 


Art. 131.-— Derecho de retención. La quiebra sus- 
pende el ejercicio del derecho de retención sobre bie- 
nes susceptibles de desapoderamiento, los que deben 
entregarse al síndico, sin perjuicio del privilegio dis- 
puesto por el art. 241, inc. 5. 

Cesada la quiebra antes de la enajenación del bien 
continúa el ejercicio del derecho de retención, debién- 
dose restituir los bienes al acreedor, a costa del deudor. 


El derecho de retención es la facultad que corresponde al tene- 
dor de cosa ajena para conservarla hasta el pago de lo que se le debe 
por razón de la cosa misma (casos del depositario, locador de obra, 
etcétera). 

El art. 2587 del Cód. Civil y Comercial establece que todo acree- 
dor de una obligación cierta y exigible puede conservar en su poder 
la cosa que debe restituir al deudor, hasta el pago de lo que éste le 
adeude en razón de la cosa. Tiene esa facultad sólo quien obtiene 
la detentación de la cosa por medios que no sean ilícitos. Carece 
de ella quien la recibe en virtud de una relación contractual a títilo 
gratuito, excepto que sea en el interés del otro contratante. Confor- 
me al art. 2588 del Cód. Civil y Comercial, toda cosa que esté en el 
comercio puede ser retenida, siempre que deba restituirse y sea em- 
bargable según la legislación pertinente. 

En caso de concurso o quiebra del acreedor de la retitución, la 
retención queda sujeta a la legislación pertinente (art. 2592, inc. f, 
Cód. Civil y Comercial). 
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Las reglas concursales sobre el tema pueden sintetizarse así: 4) 
el retenedor es acreedor con privilegio especial (art. 241, inc. S, 
LCO); b) la quiebra suspende el ejercicio del derecho de retención, 
por lo que la cosa retenida debe entregarse al síndico, y c) cesada la 
quiebra, si el bien subsiste —-y el retenedor no fue pagado- debe res- 
tituirse la cosa, a costa del ex fallido. 

La suspensión legal del ejericio del derecho de retención opera 
sólo en la quiebra, pues en el concurso preventivo no se aplica el art. 
131 de la LCQ. Desafortunadamente, el Código Civil y Comercial 
no reproduce textualmente la regla del art. 3943, párr. 2%, del Cód, 
Civil, que autorizaba al juez a sustituir el derecho de retención por 
una garantía suficiente. Esa norma podía utilizarse en el concurso 
preventivo para recuperar cosas retenidas por terceros cuyo uso fuera 
necesario para continuar la actividad del concursado. No obstante, 
el art. 2582, inc. d, del Cód. Civil y Comercial implícitamente acep- 
ta que puedan depositarse sumas o constituirse seguridades para libe- 
rar la cosa retenida. Por ello, pensamos que el concursado pre- 
ventivo, con autorización judicial (art. 16, LCQ) puede ofrecer y 
constituir caución o garantía suficiente a fin de que se le entregue la 
cosa retenida. En caso de oposición del retenedor, el juez deberá 
decidir si la garantía cubriría el eventual crédito —sujeto a verifica- 
ción en el concurso— y, de considerarla suficiente, ordenará la devo- 
lución de la cosa retenida pues, de lo contrario, se convalidaría el 
ejercicio abusivo de un derecho, que no puede contar con amparo le- 
gal (art. 10, Cód. Civil y Comercial). 


Art. 132.- Fuero de atracción. La declaración 
de quiebra atrae al juzgado en el que ella tramita, to- 
das las acciones judiciales iniciadas contra el fallido 
por las que se reclamen derechos patrimoniales. Sal- 
vo las ejecuciones de créditos con garantías reales, 
quedan exceptuados de este principio los casos indi- 
cados en el art. 21 incs. 1 a 3 bajo el régimen allí pre- 
visto. 

El trámite de los juicios atraídos se suspende 
cuando la sentencia de quiebra del demandado se ha- 
lle firme; hasta entonces se prosigue con el síndico, 
sin que puedan realizarse actos de ejecución forzada. 
[Texto según ley 26.086, art. 77] 
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Fuero de atracción y suspensión de juicios. A partir del dicta- 
do de la sentencia de quiebra, todos los juicios de contenido patri- 
monial, seguidos contra el fallido, deben radicarse ante el juez de 
la quiebra. Cuando dicha sentencia estuviese sujeta a recursos, la 
atracción opera igual, pero no se suspenden las causas atraídas, sino 
tan sólo los actos de ejecución forzada sobre bienes del patrimonio 
del quebrado. Después de que la sentencia de quiebra quede firme, 
el efecto suspensivo alcanza, además de a los actos de ejecución for- 
zada, al trámite de los juicios atraídos. Éstas son las reglas genera- 
les en caso de quiebra, las cuales, a partir de la incorporación a este 
art. 132 de la segunda parte del párr. 1%, por ley 26.086, reducen su 
campo de aplicación a los procesos de ejecución, ya que el art. 21, 
incs. 1 a 3, ahora aplicable a la quiebra, permite la continuación o la 
promoción de nuevos juicios de conocimiento de contenido patrimo- 
nial contra el deudor, ante el juez natural, aun después de la apertura 
concursal (ver comentario al art. 21). 

En consecuencia, el régimen actual en la quiebra, en materia de 
juicios contra el fallido, puede esquematizarse así: 


a) Los juicios de conocimiento de contenido patrimonial contra 
el fallido, entre los cuales se comprenden de manera no excluyente 
los procesos de expropiación, los fundados en relaciones de familia 
y los juicios laborales, después de la declaración de quiebra pueden 
proseguirse ante el juez de origen o iniciarse y continuarse ante el 
juez que corresponda. 

En estos procesos, el síndico es “parte necesaria” aunque, a di- 
ferencia del concurso preventivo, en la quiebra, a raíz de la pérdida 
de la capacidad procesal del fallido (art. 110), el síndico pasa a ac- 
tuar como sustituto procesal de la parte demandada en esas causas. 
Después de obtenida sentencia firme, el crédito debe verificarse por 
vía incidental (art. 56). 

Sin embargo, el juez del proceso concursal es competente en la 
liquidación del régimen patrimonial del matrimonio si se ha declara- 
do la quiebra o el concurso de uno de los cónyuges (art. 717, párr. 
2%, Cód. Civil y Comercial. 

b) Los juicios de ejecución contra el fallido deben radicarse 
ante el juez de la quiebra a partir de la declaración de ésta, aunque 
existieran recursos pendientes contra la sentencia de apertura. Si 
hay recursos pendientes, los trámites de las ejecuciones pueden 
continuarse, actuando el síndico como contraparte del actor, en 
sustitución del fallido desapoderado (art. 110). Una vez firme la 
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sentencia de quiebra, todos los trámites de las ejecuciones se sus- 
penden. 

c) Los actos de ejecución forzada contra bienes del fallido no 
pueden realizarse, en ningún supuesto, después de la declaración de 
quiebra, se encuentre ella firme o no, con excepción de las ejecucio- 
nes de garantías reales que utilicen el mecanismo del art. 209 y las 
ejecuciones “no judiciales” del art. 210. 

Las ejecuciones judiciales de garantías reales que graven bienes 
del fallido no pueden proseguir ante el juez de origen. Los acree- 
dores respectivos tienen, conforme a lo establecido en los arts. 126, 
párr. 2”, y 209, la posibilidad de ejecutar los bienes gravados y co- 
brar sobre el producto obtenido, separadamente de la liquidación ge- 
neral y distribución en la quiebra. 

Los acreedores (del fallido) posteriores a la declaración de quie- 
bra no pueden ingresar al proceso de falencia ni aspirar a la concu- 
rrencia para cobrar en dicho proceso; tampoco pueden intentar el 
cobro forzado de sus acreencias sobre bienes desapoderados. Sólo 
pueden intentar la ejecución sobre los bienes adquiridos después de 
la rehabilitación (en la quiebra de personas físicas), o el eventual 
saldo que pudiese quedar en la quiebra liquidativa (art. 228, párr. 
3%), o los bienes del ex fallido cuando la quiebra finalizara de modo 
no liquidativo (arts. 225 a 227 y 229). 

Cabe aclarar que no hay obstáculo a la promoción o prosecu- 
ción de juicios (ante Jos jueces naturales) en los que se ejerzan pre- 
tensiones contra el quebrado, aun anteriores a la declaración de 
quiebra, pero sin contenido patrimonial. En estos juicios, el fallido 
puede actuar, por sí o por apoderado, ya que su capacidad procesal 
no se ve afectada para la defensa de bienes o intereses no sujetos a 
desapoderamiento (art. 108, inc. 5). 


Art. 133. — Fallido codemandado. Cuando el fa- 
llido sea codemandado, el actor puede optar por con- 
tinuar el juicio ante el tribunal de su radicación origi- 
naria, desistiendo de la demanda contra aquél sin que 
quede obligado por costas y sin perjuicio de solicitar 
la verificación de su crédito. 

Existiendo un litisconsorcio pasivo necesario en el 
que el fallido sea demandado, el juicio debe proseguir 
ante el tribunal originario, continuando el trámite con 
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intervención del síndico a cuyo efecto podrá extender 
poder a letrados que lo representen y cuya remune- 
ración se regirá por lo establecido en el art. 21. El 
acreedor fiebe requerir verificación después de obteni- 
da sentencia. 

Si una entidad aseguradora hubiera sido citada 
en garantía y se hubiera dispuesto su liquidación de 
conformidad a lo establecido en la ley 20.091, el proce- 
so continuará ante el tribunal originario, con inter- 
vención del liquidador de la entidad o de un apodera- 
do designado al efecto. La sentencia podrá ejecutarse 
contra las otras partes intervinientes en el proceso 
que resultaren condenadas a su cumplimiento, sin 
perjuicio de solicitarse la verificación del crédito ante 
el juez que intervenga en el proceso de liquidación. 
[Texto según ley 26.086, art. 8%] 


Fallido codemandado. Cuando el fallido es demandado junta- 
mente con otras personas, cabe distinguir dos situaciones según el 
carácter del litisconsorcio pasivo. 


Litisconsorcio pasivo voluntario. Si el litisconsorcio pasivo no 
es necesario, se da la opción al actor de someterse al fuero de atrac- 
ción o de evitarlo, desistiendo del juicio contra el fallido. Ésta re- 
gla se aplica si el litisconsorcio se configura en un proceso alcanza- 
do por el fuero de atracción en la quiebra, pero no si el juicio en 
cuestión está excluido de dicho fuero (ver art. 132). El desistimien- 
to no acarrea imposición de costas a quien lo formula, ni impide que 
éste solicite la verificación de su crédito. A la vez, el pleito origi- 
nario puede continuar contra los codemandados no fallidos ante el 
tribunal de radicación primigenia. 


Litisconsorcio pasivo necesario. Si el litisconsorcio que inte- 
gra el fallido demandado es necesario, el juicio en cuestión debe 
continuar radicado ante el tribunal de origen. No hay, en ningún 
caso de litisconsorcio pasivo necesario integrado por un fallido, fue- 
ro de atracción de la quiebra. Debido a que el fallido pierde capa- 
cidad procesal, como efecto de la quiebra (art. 110), el síndico actúa 
en sustitución procesal del quebrado. En este sentido, la actuación 
procesal del síndico, en los procesos continuados contra un quebra- 
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do, es plena, a diferencia de lo que ocurre en el caso de juicios pro- 
seguidos contra un concursado preventivo, en los que éste conserva 
la capacidad procesal (ver arts. 21 y 132, LCQ). Como toda parte 
en un proceso, el síndico puede otorgar poder a uno o varios letra- 
dos para que lo representen. El régimen de distribución! de costas, 
en el proceso proseguido, se regirá por las reglas procesáles del lu- 
gar del juicio. El juez del proceso proseguido será quien deba de- 
terminar cómo se soportan las costas. También la regulación de los 
honorarios, en principio, se efectúa conforme a las leyes locales, y 
corresponde al juez del proceso proseguido fijar el estipendio profe- 
sional. Sin embargo, por remisión del art. 133 al art. 21, si las cos- 
tas se hubieran impuesto (por el juez del proceso proseguido) al 
fallido, la regulación de honorarios del letrado —apoderado o patro- 
cinante— del síndico deberá hacerla el juez del concurso. Al efecto, 
este juez ha de tener en consideración los criterios de determinación 
de honorarios propios de la quiebra (art. 265 y ss.) y tvitará, en 
todos los casos, que la suma de las regulaciones de honórarios que 
deban ser pagados con el producto de la liquidación excedan los 
porcentuales máximos sobre el activo realizado, establecidos en el 
art. 267 y concordantes. 

Una vez obtenida sentencia firme, favorable al actor, en el pro- 
ceso seguido contra el fallido integrante de un litisconsorcio pasivo 
necesario, el acreedor debe requerir verificación de su crédito, utili- 
zando dicha sentencia como “título verificatorio”, Se aplican las 
reglas de los arts, 56 y 132. 


Juicios donde se ha citado en garantía a una aseguradora en li- 
quidación judicial. La liquidación judicial de una entidad asegura- 
dora, según su régimen específico (ley-20.091), equivale a la quiebra 
en múltiples aspectos y efectos; entre ellos, el fuero de atracción de 
los juicios de contenido patrimonial seguidos contra la compañía 
de seguros (como demandada). Empero. para el caso de que esta 
última no fuese demandada sino citada en garantía —por cualquiera 
de las partes— en juicio seguido contra un asegurado de aquélla, no 
opera el fuero de atracción de la liquidación judicial de la compa- 
ñía. El proceso donde se citó en garantía puede continuar ante el 
juez natural, pero: 


a) Debe darse intervención a la liquidadora -Superintendencia 
de Seguros de la Nación—, la que podrá delegar o apoderar al efecto. 

b) La sentencia es ejecutable, sin modificaciones, contra los con- 
denados no fallidos. 
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€) Si se desea hacer efectiva la condena.contra la citada en ga= 
rantía en liquidación judicial, debe verificarse el crédito en este últi- 
mo proceso concursal. 


Art. 134. - Cláusula compromisoria. La declara- 
ción de quiebra produce la inaplicabilidad de las cláu- 
sulas compromisorias pactadas con el deudor, salvo 
que antes de dictada la sentencia se hubiere constitui- 
do el tribunal de árbitros o arbitradores. 


El juez puede autorizar al síndico para que en 
casos particulares pacte la cláusula compromisoria o 
admita la formación de tribunal de árbitros o arbitra- 
dores. 


Compromiso arbitral asumido por el deudor estando “in bo- 
nis”. Si luego sobreviene la quiebra, las cláusulas compromiso- 
rias para someter a arbitraje un diferendo entre el fallido y el tercero, 
en relación a bienes sometidos a desapoderamiento, son ineficaces. 
Por excepción, mantienen su eficacia u operatividad si antes del 
dictado de la sentencia de quiebra ya estuviese constituido, por deci- 
sión firme, el tribunal arbitral. 


Compromiso arbitral asumido por el síndico. En casos excep- 
cionales, por decisión fundada en ventajas manifiestas del juicio ar- 
bitral, el juez de la quiebra puede autorizar al síndico a que se s0- 
meta a ese mecanismo alternativo de solución, conflictos relativos 
a bienes desapoderados o cuestiones litigiosas en las que el funcio- 
nario concursal ha sustituido la legitimación procesal (perdida) del 
fallido. 


Art. 135.- Obligados solidarios. El acreedor de 
varios obligados solidarios puede concurrir a la quie- 
bra de los que estén fallidos, figurando en cada una 
por el valor nominal de sus títulos hasta el íntegro 
pago. 

El coobligado o garante no fallido que paga des- 
pués de la quiebra queda subrogado en los derechos 
del acreedor, hasta el monto del crédito cancelado y 
accesorios derivados del derecho de repetición. 
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Participación del acreedor en los concursos de los codeudores 
solidarios. El párr. 1% regula la participación del acreedor en los 
(plurales) concursos de los coobligados solidarios. Conforme a lo 
que establece el Código Civil y Comercial, hay solidaridad en las 
obligaciones con pluralidad de sujetos y originadas en una causa 
única cuando, en razón del título constitutivo o de la ley, su cumpli- 
miento total puede exigirse a cualquiera de los deudores, por cual- 
quiera de los acreedores (art. 827). La solidaridad no se presume y 
debe surgir inequívocamente de la ley o del título constitutivo de la 
obligación (art. 828). El acreedor tiene derecho a requerir el pago a 
uno, a varios o a todos los codeudores, simultánea o sucesivamente 
(art. 833), En caso de insolvencia de uno o varios codeudores, la 
cuota correspondiente a los codeudores insolventes es cubierta por 
todos los obligados (art. 842). 


La regla prescribe que el acreedor puede concurrir a cada con- 
curso, con (por) el monto total de su crédito. La expresión valor 
nominal no es excluyente de los accesorios (o indexación, cuando 
correspondía), sino que debe tomarse como equivalente a valor total 
-sin deducciones— de acuerdo a los títulos. El dividendo eventual- 
mente percibido en un concurso no se deduce para participar en el 
otro (si el monto total percibido en los plurales concursos excede 
el valor total de la acreencia, la solución está contemplada en el art. 
136, LCQ). 


Subrogación del codeudor o garante pagador. El párr, 2? prevé 
el pago por un coobligado o garante no fallido, después de la quie- 
bra del coobligado. 

En caso de la fianza (art. 1574 y ss., Cód. Civil y Comercial), 
cabe recordar que no puede exigirse el pago al fiador antes del ven- 
cimiento del plazo otorgado al deudor principal, aun cuando éste se 
haya presentado en concurso preventivo o haya sido declarada su 
quiebra, excepto pacto en contrario (art. 1586). Pero cuando puede 
legalmente exigirse el pago al fiador, éste no puede invocar el bene- 
ficio de excusión si el deudor principal se ha presentado en concurso 
preventivo o ha sido declarada su quiebra (art. 1584, inc. a, Cód. Ci- 
vil y Comercial). La responsabilidad del fiador es solidaria con la 
del deudor, cuando así se convenga expresamente o cuando el fiador 
renuncia al beneficio de excusión (art. 1590) y quien se obliga como 
principal pagador, aunque sea con la denominación de fiador, es con- 
siderado deudor solidario y su obligación se rige por las disposicio- 
nes aplicables a las obligaciones solidarias (art. 1591). 
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La regla del art. 135, párr. 2%, de la LCQ, indica que el que 
pagó después de la quiebra del coobligado o deudor garantizado se 
subroga en los derechos del acreedor satisfecho, hasta el monto del 
crédito cancelado y accesorios por los cuales tenga derecho de repe- 
tición contra el confurso del coobligado fallido. Con respecto a la 
extensión del derecho de repetición en la finaza, el art. 1592 del 
Cód. Civil y Comercial establece que el fiador que cumple con su 
prestación queda subrogado en los derechos del acreedor y puede 
exigir el reembolso de lo que ha pagado, con sus intereses desde el 
día del pago y los daños que haya sufrido como consecuencia de la 
fianza. 


Art. 136.-— Repetición entre concursos. No exis- 
te acción entre los concursos de los coobligados soli- 
darios por los dividendos pagados al acreedor, salvo si 
el monto total pagado excede del crédito. 

El acreedor debe restituir el excedente en la quie- 
bra del que hubiere sido garantizado por los otros o 
conforme con la regla del art. 689 del Cód. Civil en 
los demás supuestos. 


En las obligaciones con pluralidad de obligados solidarios, el 
acreedor tiene derecho a requerir el pago a uno, a varios o a todos 
los codeudores, simultánea o sucesivamente (art. 833, Cód. Civil y 
Comercial). Las relaciones internas entre deudores conjuntos (soli- 
darios o no), actualmente se rigen -en situaciones no concursales 
por los arts. 840 a 842. La regla del art. 689 del Cód. Civil a la 
cual remite el art. 136 de la LCQ debe entenderse reemplazada 
por la disposición del art. 841 del Cód. Civil y Comercial. De ella 
se deriva la extensión de la repetición entre coobligados solidarios 
(cuando existe derecho de repetición entre éstos). De acuerdo con 
la legislación común, el deudor que efectúa el pago puede repetirlo 
de los demás codeudores según la participación que cada uno tiene 
en la deuda (art. 840, párr. 1%, Cód. Civil y Comercial). Ésa parti- 
cipación o cuota de contribución de cada obligado solidario, se de- 
termina sucesivamente de acuerdo con: a) lo pactado; b) la fuente y 
la finalidad de la obligación o, en su caso, la causa de la responsa- 
bilidad; c) las relaciones de los interesados entre sí; «) las demás 
circunstancias. Si por aplicación de esos criterios no es posible de- 
terminar las cuotas de contribución, se entiende que participan en 
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partes iguales (art. 841). En caso de insolvencia de uno O varios 
obligados solidarios, la cuota correspondiente a los codeudores in- 
solventes es cubierta por (es decir, se soportará repartida entre) to- 
dos los obligados (art. 842). b 

Este art. 136 de la LCQ consagra dos reglas concursales que ¡ho- 
difican los principios del derecho común, sucintamente recordadd 

a) Si el total que percibió el acreedor (concurrente en los con- 
cursos de los coobligados solidarios, sumados los importes cobrados 
en todos estos procesos) no excede el importe total de su acreencia, 
no hay derecho de repetición entre concursos de coobligados solida- 
rios (cualquiera fuese la porción por la que cada uno estaba obligado 
en sus relaciones internas y cualquiera fuese el porcentaje afronta- 
do por cada concurso). 

b) Si la repetición es procedente, porque el acreedor sumando 
lo percibido en los distintos concursos cobró más que el importe 
total de su crédito, aquélla se límita al excedente efectivamente per- 
cibido. Dicho excedente debe restituirlo el acreedor en la quiébra 
de quien tenía -según el derecho común- derecho de repetición con- 
tra sus coobligados, o según el convenio (expreso O tácito) que regía 
las relaciones internas de la solidaridad, o debe ser dividido por 
igual (art. 841, Cód. Civil y Comercial). 


Art. 137. - Coobligado o fiador garantido. El co- 
obligado o fiador del fallido garantizado con pren- 
da e* hipoteca sobre bienes de éste, para asegurar su 
derecho de repetir, concurre a la quiebra por la suma 
pagada antes de su declaración o por la que tuviese 
privilegio, si ésta fuere mayor. 

Del producto del bien y hasta el monto del privi- 
legio se satisface en primer lugar al acreedor del falli- 
do y del coobligado o fiador; después al que ejerce 
la repetición, por la suma de su pago. En todos los 
casos se deben respetar las preferencias que Corres- 
pondan. 


Es la reiteración del art. 141 de la ley 19.551, poco utilizado 
durante la vigencia de ésta. Regula una situación de escasa fre- 


* Debería decir “o”. 
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cuencia: la de los garantes del fallido que, en oportunidad de pres- 
tarle su garantía, se aseguraron el derecho de reembolso (contra el 
garantizado, para el supuesto de tener que honrar la garantía pagan- 
do al acreedor) constituyendo prenda o hipoteca sobre bienes del 
deudor principal (Juego, fallido). 


Art. 138. - Bienes de terceros. Cuando existan en 
poder del fallido bienes que le hubieren sido entrega- 
dos por título no destinado a transferirle el dominio, 
los terceros que tuvieren derecho a la restitución pue- 
den solicitarla, previa acreditación de su derecho con- 
forme con el art. 138. Se incluyen en esta norma los 
bienes obtenidos de la transformación de productos 
elaborados por los sistemas denominados “a maqui- 
la”, cuando la contratación conste en registros públi- 
cos. [Parte segunda agregada por ley 25.113, art. 89] 

El reclamante puede requerir medidas de conser- 
vación del bien a su costa y el juez puede disponer en- 
tregárselo en depósito mientras tramita su pedido. 


El derecho a que se refiere este artículo no puede 
ejercitarse si de acuerdo con el título de transmisión, 
el fallido conservaría la facultad de mantener el bien 
en su poder y el juez decide, a pedido del síndico o de 
oficio, continuar en esa relación a cargo del concurso. 


En la quiebra es fundamental esclarecer la real composición del 
activo eventualmente sujeto a la liquidación. Para ello, existen ac- 
ciones de recomposición de la masa patrimonial, como las regula- 
das en el art. 118 y ss. de la LCQ, enderezadas a reintegrar al activo 
liquidable los bienes indebidamente salidos del patrimonio fallido. 
Pero, por contraste, existen también acciones de separación de cier- 
tos bienes que aparentemente están en el patrimonio del fallido y 
que, sin embargo, no deben integrar el activo liquidable. 

Los arts. 138 a 140 de la LCQ prevén dos acciones de separa- 
ción (otra de las cuales podría ser la de escrituración del boleto de 
inmueble, prevista en el art. 1171, Cód. Civil y Comercial). Se tra- 
ta de pretensiones ejercidas por terceros que no quieren ingresar 
al concurso (ni ser tenidos por acreedores concurrentes), sino que al 
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contrario- buscan sustraerse del concurso y escapar de los rigores * 


de la paridad falencial, llevándose algunos bienes. 

Este art. 138 contempla el caso en que un tercero ha entregado 
la tenencia o posesión de bienesí de su propiedad al fallido, sin que 
tal entrega sea consecuencia de ún acto jurídico destinado a transmi- 
tir, a su vez, la propiedad del bien en cuestión. El art. 138 regula el 
derecho reivindicatorio del tercero y remite al art. 188, que establece 
su forma de ejercicio. 

En la última parte del artículo se contempla el supuesto en que 
puede resolverse —de oficio o a pedido del síndico— que el concurso 
continúe la relación preexistente en virtud del cual el fallido entró a 
tener el bien, en cuyo case la contraprestación será un crédito del 
concurso (art. 240, LCQ). 


Contrato de maquila. Conforme al art. 1* de la ley 25.113 (ver 
Apéndice), hay contrato de maquila o de depósito de maquila “cuan- 
do el productor agropecuario sefobligue a suministrar al procesador 
o industrial materia prima con él derecho de participar, en las pro- 
porciones que convengan, sobre el o los productos finales resultan- 
tes, los que deberán ser de idénticas calidades a los que el indus- 
trial o procesador retenga para sí”. Por caso, el productor entrega 
el producto primario “uva” para que el fabricante lo transforme en el 
resultado elaborado “vino”. La norma precitada establece que “el pro- 
ductor agropecuario mantiene en todo el proceso de transformación 
la propiedad sobre la materia prima y luego sobre la porción de pro- 
ducto final que le corresponde”. De ahí que en caso de quiebra del 
fabricante, si el bien elaborado (el “vino” del ejemplo) existe, se 
permite readquirirlo, lo que constituye un verdadero derecho de se- 
paración. La falencia del fabricante no produce la conversión del 
derecho del productor en una acreencia concurrente común. 


Art. 139. — Readquisición de la posesión. El ena- 
jenante puede recobrar la posesión de los bienes remi- . 
tidos al fallido por título destinado a transferir el do- 
minio, cuando concurran las siguientes circunstancias: 


1) Que el fallido o sus representantes no hayan 
tomado posesión efectiva de los bienes antes de la 
sentencia de quiebra. 

2) Que el fallido no haya cumplido íntegramente 
con su prestación. 
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3) Que un tercero no haya adquirido derechos 
reales sobre las cosas de la quiebra, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el art. 141. 


A diferencia del artículo anterior —en el cual se contemplaban 
los bienes cuya posesión ostenta el fallido por título no destinado a 
transferirle el dominio— en este texto se regula la situación de 
aquellos bienes de cuya posesión se ha desprendido un tercero por 
habérselos enajenado al fallido. En tal caso, sin embargo, ese ter- 
cero puede —todavía— readquirir su posesión, cuando concurren las 
tres circunstancias previstas en los tres incisos respectivos. La dis- 
posición legal es la consagración de la vieja institución de la deten- 
ción, en tránsito, de la mercadería enajenada a los fallidos. Sus con- 
diciones actuales de ejercicio están detalladamente contempladas en 
el artículo siguiente. Los presupuestos de esta readquisición de la 
posesión pueden sintetizarse así: 

a) Enajenación —a título oneroso- de cosas muebles (venta, su- 
ministro, permuta, etc.); la regla no se aplica a los inmuebles (“bie- 
nes remitidos”, según el párr. 1%). 

b) Enajenante acreedor, porque el fallido no ha cumplido aún 
su prestación, o no lo ha hecho íntegramente. 

c) Fallido, o representantes de él, que no han tomado posesión 
efectiva antes de la sentencia de quiebra (la tradición simbólica no 
es obstáculo). 

d) Inexistencia de tercero que adquiera derechos reales sobre la 
cosa (sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 141, LCQ). 


Art. 140. — Presupuesto de ejercicio del derecho del 
remitente. El derecho acordado en el artículo ante- 
rior se aplica aunque hubiere tradición simbólica y su 
ejercicio se sujeta a la siguiente regulación: 

1) El enajenante debe hacer la petición en el jui- 
cio de quiebra dentro de los treinta días siguientes 
a la última publicación de edictos en la jurisdicción 
donde debieran entregarse los bienes o de la última 
publicación en la sede del juzgado si aquéllos no co- 
rrespondieren. 


2) El síndico puede optar por cumplir la contra- 
prestación y mantener los bienes en el activo del con- 
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curso. Esta opción debe manifestarse dentro de los 
quince días de notificada la petición del enajenante y 
requiere autorización judicial. 

3) Para recobrar los efectos, el enajenante debe 
desinteresar al acreedor prendario de buena fe, que se 
hubiere constituido antes de la quiebra. 


4) El enajenante que pretenda recobrar la pose- 
sión de los bienes debe hacerla efectiva dentro de los 
treinta días posteriores a la notificación de la admi- 
sión de su pedido y debe satisfacer previamente todos 
los gastos originados por los bienes, incluso los de 
transporte, seguros, impuestos, guarda y conservación 
y depositar a la orden del juzgado la contrapresta- 
ción que hubiere recibido del fallido. No cumplidos 
en término tales requisitos y los del inc. 1, o en el 
caso del inc. 2, los bienes quedan definitivamente en 
el activo del concurso. 

5) El enajenante carece de derecho a reclamar da- 
ños o intereses. 


Procedimiento para la recuperación del bien. La demanda del 
enajenante debe interponerse ante el juez de la quiebra, y tiene un 
plazo de caducidad de treinta días hábiles judiciales- computa- 
bles a partir de la última publicación de los edictos que indica el 
texto legal. De la petición de readquirir la posesión se da traslado 
al síndico. 

El síndico tiene quince días —hábiles judiciales— para optar en- 
tre: a) manifestar que quiere cumplir la prestación pendiente a fin 
de mantener los bienes en el activo falencial, para lo cual el juez de- 
berá autorizarlo (el plazo es para ejercer la opción, no para lograr la 
autorización que, necesariamente, ha de ser posterior); b) oponer- 
se a la pretensión del enajenante, por considerar que no están 
reunidos los presupuestos del ejercicio de su derecho, y c) acceder 
expresamente (allanarse) a la pretensión del enajenante o, simple- 
mente, dejar transcurrir el plazo sin contestar el traslado. 

En todos los casos, el juez debe decidir: a) si el síndico optó 
por la conservación de los bienes, el magistrado otorgará la autoriza- 
ción o la denegará; es asimismo conveniente fijar un plazo para que 
el síndico cumpla y dejar aclarada la operatividad automática de la 
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consecuencia —que el tercero recobre los efectos— en caso de incum- 
plimiento por el funcionario concursal; b) en el segundo supuesto, 
resolverá la contienda en favor del enajenante o del síndico; sólo en 
este caso corresponde la imposición de costas (al enajenante o al 
concurso —art. 240, LCQ—), siguiendo las reglas del vencimiento pro- 
cesal, y c) en el tercer caso, ni el allanamiento ni la falta de contes- 
tación de la demanda son vinculantes para el juez concursal; pese a 
tales situaciones procesales, igual debe decidir si accede o no a la 
pretensión del enajenante y si corresponde sancionar al síndico (por 
negligencia: art. 254, LCQ), cuando éste no contestó el traslado. 

Siempre que la pretensión del enajenante resulte admitida, éste 
(dentro de los treinta días hábiles judiciales siguientes a la notifi- 
cación de la admisión —firme— de su pretensión) debe desinteresar al 
acreedor prendario de buena fe anterior a la quiebra; pagar los gas- 
tos originados por los bienes (entre otros, transporte, seguros, im- 
puestos, guarda y conservación); depositar a la orden del juez 
concursal la contraprestación parcial percibida del fallido; tomar 
posesión de la cosa. 

En caso de incumplimiento, los bienes quedan incorporados al 
activo falencial. 

Cuando los bienes o efectos cuya readquisición se pretende han 
perecido, desaparecido o fueron transferidos a terceros, la regulación 
de tales situaciones se hace en el siguiente art. 141 de la LCQ. 


Art. 141. - Transferencia a terceros: cesión o pri- 
vilegio Si un tercero ha adquirido derecho real sobre 
los bienes enajenados, mediando las circunstancias del 
art. 139, incs. 1 y 2, y adeuda su contraprestación, el 
enajenante puede requerir la cesión del crédito, siem- 
pre que sea de igual naturaleza que el suyo. 

Si es de distinta naturaleza, tiene privilegio espe- 
cial sobre la contraprestación pendiente hasta la con- 
currencia de su crédito. 


Indemnizaciones. Igual derecho asiste al enaje- 
nante sobre la indemnización debida por el asegura- 
dor o por cualquier otro tercero responsable, cuando 
los objetos hubieren desaparecido o perecido total o 
parcialmente encontrándose en las condiciones del pá- 
rrafo precedente o en las de los arts. 139 y 140. 
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Cuando los bienes cuya readquisición pretende el enajenante 
(arts. 139 y 140, LCQ): a) han perecido o desaparecido, el derecho 
del enajenante se traslada a la indemnización que pudiera adeudarse 
(por el responsable de la pérdida o desaparecido, o por la asegurado- 
ra correspondiente), y b) han sido transferidos a un tercero, el dere- 
cho del enajenante se traslada sobre la prestación que ese tercero pu- 
diera adeudar al fallido —hasta la concurrencia del crédito de éste, y 
puede requerir la cesión del crédito cuando es de igual naturaleza 
que el suyo originario, o adquiere privilegio especial sobre la contra- 
prestación pendiente cuando ella es de distinta naturaleza. 


Art. 142. — Legitimación de los síndicos. A los 
efectos previstos en esta sección el síndico está legiti- 
mado para el ejercicio de los derechos emergentes de 
las relaciones jurídicas patrimoniales establecidas por 
el deudor, antes de su quiebra. 

Son nulos los pactos por los cuales se impida al 
síndico el ejercicio de los derechos patrimoniales de 
los fallidos. 

La quiebra no da derecho a los terceros al resarci- 
miento de daños por aplicación de esta ley. 


La legitimación procesal asignada al síndico es consecuencia de 
la pérdida de aquélla por el fallido como efecto del desapoderamien- 
to (ver art. 110 y los demás allí citados). 

La última parte del artículo sienta, como principio, que el in- 
cumplimiento originado en la declaración de quiebra no da derecho al 
tercero a reclamar daños y perjuicios. Pero ello no importa prohibir 
al acreedor reclamar daños y perjuicios originados antes de la decla- 
ración de la quiebra. 


SeccióN V 


EFECTOS SOBRE CIERTAS RELACIONES 
JURÍDICAS EN PARTICULAR 


Art. 143. - Contratos en curso de ejecución. En 
los contratos en los que al tiempo de la sentencia de 
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quiebra no se encuentran cumplidas íntegramente las 
prestaciones de las partes, se aplican las normas si- 
guientes: 

1) Si está totalmente cumplida la prestación a car- 
go del fallido, el otro contratante debe cumplir la suya. 


2) Si está íntegramente cumplida la prestación a 
cargo del contratante no fallido, éste debe requerir la 
verificación en el concurso por la prestación que le es 
debida. 


3) Si hubiere prestaciones recíprocamente pendien- 
tes, el contratante no fallido tiene derecho a requerir 
la resolución del contrato. 


A grandes rasgos, pueden clasificarse en tres grupos los contra- 
tos en los cuales el fallido es parte, cuando sobreviene su quiebra: a) 
contratos que quedan resueltos (arts. 147, 148, 153 y 158, LCQ); 
b) contratos que continúan (arts. 157, inc. 1, y 154, LCQ), y c) con- 
tratos que quedan suspendidos, a la espera de que se decida si serán 
resueltos o continuados mediante su “asunción” por el síndico (arts. 
143, inc. 3, y 144, LCQ). 

Para todos los supuestos no contemplados, se cuenta con la re- 
gla residual del art. 159 de la LCQ. 

A los contratos en curso de ejecución —carentes de prescripcio- 
nes legales específicas en la LCQ- se aplican las reglas de los tres 
incisos de este artículo, el tercero de los cuales es el que ofrece ma- 
yor interés, desarrollándose su régimen en el art. 144 siguiente. 

El contrato de leasing tiene reglas específicas para los casos de 
quiebra del dador y del tomador. Ver arts. 11 y 26 de la ley 25.248 
en el Apéndice. 

El art. 143 regula la situación de aquellos contratos cuyas pres- 
taciones no están íntegramente cumplidas al tiempo de declararse la 
quiebra: 

a) Cuando el fallido haya cumplido la totalidad de las presta- 
ciones a su cargo, el cocontratante deberá cumplir las suyas; en de- 
fecto de cumplimiento por éste, corresponde al síndico promover las 
acciones judiciales pertinentes. Estas últimas se deducen ante las 
juzgados correspondientes —no se incluyen dentro del fuero de atrac- 
ción de la quiebra— siguiendo las normas generales sobre compe- 
tencia y adjudicación de causas (arts. 110, 142, 182, ete., LCQ). 
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b) Cuando el que cumplió íntegramente sus prestaciones fue el 
cocontratante in bonis y está pendiente alguna prestación a cargo del 
fallido, aquél debe hacer valer su derecho mediante la verificación 
del crédito correspondiente. 

c) Cuando hay prestaciones pendientes de ambas partes —recí- 
procas— la situación encuentra una solución especial, cuyas reglas 
establece el art. 144 (es conveniente cotejar este último artículo con 
el art. 20 de la LCO, que establece un sistema parecido, pero con di- 
ferencias, para el concurso preventivo). 
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medio fehaciente dentro de los diez días siguientes al 
pedido. 


6) En casos excepcionales, cuando las circunstan- 
cias del caso exijan mayor premura, el juez puede 
pronunciarse sobre la continuación o la resolución 
de los contratos antes de las oportunidades fijadas en 
los incisos precedentes, previa vista al síndico y al 
tercero contratante, fijando a tal fin los plazos que es- 


Art. 144, - Prestaciones recíprocas pendientes: re- 
glas. El supuesto previsto por el inc. 3 del artículo 
anterior queda sometido a las siguientes reglas: 


I) Dentro de los veinte días corridos de la publi- 
cación de edictos en su domicilio o en sede del juzga- 
do si aquéllos no corresponden, el tercero contratante 
debe presentarse haciendo saber la existencia del con- 
trato pendiente y su intención de continuarlo o resol- 
verlo. En igual término, cualquier acreedor o inte- 
resado puede hacer conocer la existencia del contrato 
y, en su caso, su opinión sobre la conveniencia de su 
continuación o resolución. 


2) Al presentar el informe del art. 190, el síndico 
enuncia los contratos con prestaciones recíprocas pen- 
dientes y su opinión sobre su continuación o resolu- 
ción. 

3) El juez decide, al resolver acerca de la conti- 
nuación de la explotación, sobre la resolución o con- 
tinuación de los contratos. En los casos de los arts. 
147, 153 y 154 se aplica lo normado por ellos. 


4) Si no ha mediado continuación inmediata de 
la explotación, el contrato queda suspendido en sus 
efectos hasta la decisión judicial. 


5) Pasados sesenta días desde la publicación de 
edictos sin haberse dictado pronunciamiento, el terce- 
ro puede requerirlo, en dicho caso el contrato queda 
resuelto si no se le comunica su continuación por 


time pertinentes. 
7) La decisión de continuación: 


a) Puede disponer la constitución de garantías 
para el tercero, si éste lo hubiere pedido o se hubiere 
opuesto a la continuación, en la medida que no estime 
suficiente la preferencia estáblecida por el art. 240. 


b) Es apelable únicamente por el tercero, cuando 
se hubiere opuesto a la continuación; quien también 
puede optar por recurrir ante el mismo juez, demos- 
trando sumariamente que la continuación le causa 
perjuicio, por no ser suficiente para cubrirlo la garan- 
tía acordada en su caso. La nueva decisión del juez 
es apelable al solo efecto devolutivo por el tercero. 


Prestaciones contractuales recíprocamente pendientes «al sobre- 
venir la quiebra de un contratante. Este art. 144 de la LCQ consa- 
gra disposiciones muy diferentes de las que traía el anterior art. 148 
de la ley 19.551. Entre otras diferencias se destaca la relacionada 
con los roles de los sujetos intervinientes en la sustanciación de la 
cuestión previa a la decisión judicial sobre continuación o resolución 
del respectivo contrato. Así, ahora se abre la posibilidad de opinar 
sobre el tema a los acreedores o terceros interesados, y se límita la 
actuación del síndico a la enunciación de la existencia de tales con- 
tratos y a la expresión de su opinión sobre la conveniencia de conti- 
nuarlos o resolverlos. El fallido carece de legitimación para inter- 
venir en esta cuestión. La terminología legal actual, por otra parte, 
parece excluir la idea de controversia incidental en el tema; está cla- 
ro, en todo caso, que el síndico asume en la especie un rol técnico 
imparcial, dictaminando sobre la que considere mejor opción para el 
concurso, sin asumir el papel de pretensor o contradictor. El juez 
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puede seguir la opinión de la sindicatura o apartarse de ésta, sin que 
ello importe convertirse en vencedora o vencida, 


Aplicación. Estas reglas se aplican a los contratos en los cua- 
les, al sobrevenir la quiebra de uno (al menos) de los contratantes, 
existieran prestaciones pendientes de ambas partes, siempre y cuan- 
do no se tratare de alguno de los casos específicamente reglados por 
los arts. 147, 153 y 154 de la LCQ. Tampoco se aplican a los con- 
tratos que tuviesen previstas reglas especiales, como el caso de lea- 
sing (arts. 11 y 26, ley 25.248). 


Trámite. Puede esquematizarse de la manera siguiente. 


a) El tercero contratante in bonis o cualquier acreedor o tercero 
interesado (no contratantes; esto es, que no fueran partes en el con- 
trato en cuestión) pueden presentarse al juez del concurso haciendo 
saber la existencia del contrato con prestaciones recíprocas pendien- 
tes y, en el caso del cocontratante, la intención de continuarlo O re- 
solverlo, en tanto el acreedor o tercero expresarán su opinión sobre 
esas alternativas. La intervención del acreedor o del tercero intere- 
sado es independiente de la existencia o no de previa manifestación 
del contratante in bonis acerca de la intención de éste sobre la suer- 
te del contrato. El plazo para oír al contratante in bonis, y a cual- 
quier acreedor o tercero interesado, es de veinte días corridos desde 
la publicación de edictos (de la sentencia de quiebra; art. 89, LCQ) 
hecha en el domicilio de quien formulare la presentación; si en dicho 
domicilio no se hubiesen publicado edictos —por no corresponder=, 
se tendrá en consideración su publicación en la sede del juzgado 
concursal. Para un plazo típicamente procesal como éste, es inex- 
plicable establecer que los días son corridos en lugar de hábiles judi- 
ciales (art. 273, inc. 2, LCQ). Ello puede generar inconvenientes y 
dificultades cuando el vencimiento se produjere en ferias judiciales, 
sin que se adviertan las ventajas de la excepción consagrada en este 
inc. | del art. 144 de la LCQ. 


b) El síndico, por su parte, debe hacer saber la existencia de 
los contratos con prestaciones pendientes (de los que hubiese to- 
mado conocimiento, obviamente) y, a la vez, expresar opinión técni- 
camente fundada acerca de la conveniencia de continuarlos o resol- 
verlos. Tal información y opinión deben ser vertidas en el informe 
prescripto por el art. 190 de la LCQ, independientemente de cuál 
fuera el consejo que el síndico diere acerca de la continuación em- 
presarial. 
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c) El juez concursal decide la continuación o resolución de cada 
contrato con prestaciones recíprocas pendientes, al resolver la conti- 
nuación de la explotación de la empresa del fallido (en esta misma 
resolución) o, en, defecto de continuación inmediata de la explota- 
ción, por una resblución específica. En cualquier supuesto, si hu- 
bieran transcurrido sesenta días (hábiles judiciales) desde la publica- 
ción de edictos de la sentencia de quiebra sin haberse dictado el 
pronunciamiento judicial sobre los contratos con prestaciones recí- 
procas pendientes (o sobre alguno de ellos), el contratante in bonis 
puede exigir dicha decisión judicial. Formulado el requerimiento 
ante el juez concursal, si el contratante in bonis no es notificado 
fehacientemente dentro de los diez días siguientes (hábiles judicia- 
les) sobre la decisión judicial, el contrato queda resuelto. Es un 
curioso caso en que, en realidad, se dispensa al juez de resolver 
fundadamente, ya que su mera inacción se asimila a una decisión ju- 
dicial en pro de l2 resolución contractual. 

d) La oportunidad y plazos de la decisión judicial sobre un con- 
trato con prestaciones recíprocas pendientes, pueden alterarse —para 
su adelanto- en supuestos de excepción que exijan mayor premura. 
Corresponde al juez concursal apreciar la existencia de estas circuns- 
tancias excepcionales y, para el caso de abreviar los plazos, hacerlo 
saber fijando términos expresos dentro de los cuales correrá vista a 
fin de oír al síndico y al contratante in bonis. 


Garantías. En el supuesto de decidirse la continuación del con- 
trato, si el contratante in bonis hubiese manifestado su intención de 
resolución, o expresamente hubiera estimado insuficiente como se- 
guridad para el cumplimiento de las prestaciones a su cargo el co- 
rrespectivo rango de gasto de conservación y justicia de las pres- 
taciones a cargo del concurso (art. 240, LCQ), demandando por 
ello— garantías específicas para la continuación, el juez puede dis- 
poner la constitución de éstas. En tal caso, en la sentencia que 
decide la continuación del contrato, las garantías ordenadas debieran 
ser individualizadas, fijarse un plazo perentorio para otorgarlas, y 
entenderse implícito (si no estuviese expreso) el apercibimiento de 
que el contrato ha de quedar resuelto en defecto de constitución en 
tiempo de dichas garantías. 

Recursos. En esta materia es preciso contemplar distintos su- 
puestos. 

a) La decisión judicial que dispone la resolución contractual es, 
en principio. inapelable (art. 273, inc. 3, LCQ). 
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b) La decisión judicial que dispone la continuación contrac- 
tual solamente puede ser recurrida por el contratante in bonis. Es 
requisito de la admisibilidad de su recurso que (previo a la decisión 
judicial) se hubiese opuesto a la continuación contractual (rectius: 
hubiese hecho saber “su intención de resolver” el contrato icon pres- 
taciones recíprocas pendientes; inc. 1). El agravio puede versar 
sobre la continuación en sí o sobre la eventual insuficiencia de la 
garantía judicialmente dispuesta. Las vías recursivas —a opción del 
recurrente— son: un recurso de reposición ante el mismo juez con- 
cursal, cuya decisión favorable es inapelable y cuya decisión des- 
favorable es sólo apelable por el contratante in bonis al solo efecto 
devolutivo, y un recurso de apelación (sin previa reposición) en rela- 
ción y con efecto suspensivo (art. 273, inc. 4, LCO). 

Ver, en Apéndice, ley 11.672 (t.o. 1999), art. 42. 


Art. 145. - Resolución por incumplimiento: inbppil 
cabilidad. La sentencia de quiebra hace inaplicables 
las normas legales o contractuales que autoricen la 
resolución por incumplimiento, cuando esa resolución 
no se produjo efectivamente o demandó judicialmente 
antes de dicha sentencia. 


Las cláusulas resolutorias, contractuales o legales son inoperan- 
tes en caso de quiebra de uno de los contratantes. 

Los contratos se rigen por las disposiciones específicas de la 
LCQ y, salvo cuando ésta lo dispone así, no se resuelven por la quie- 
bra ni por el incumplimiento (pacto comisorio) del fallido, a menos 
que antes de la quiebra el cocontratante in bonis hubiera hecho 
uso de la facultad de dar por resuelto el contrato, y no hubiese habi- 
do controversia sobre el ejercicio de tal facultad, la que está ya 
consolidada al sobrevenir la falencia (“se produjo efectivamente”), y 
demandado judicialmente la resolución, juicio que habrá de continuar 
—pese a la apertura falencial- para determinar, si la demanda prospe- 
ra, la resolución del contrato, y si es rechazada, la aplicatoriedad de 
las reglas sobre contratos en curso de ejecución (art. 143, LCQ). 

Ver, en Apéndice, ley 11.672 (t.o. 1999), art. 42. 


Art. 146. - Promesas de contrato. Las promesas 
de contrato o los contratos celebrados sin la forma re- 
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querida por la ley no son exigibles al concurso, salvo 
cuando el contrato puede continuarse por éste y me- 
día autorización judicial, ante expreso pedido del 
síndico y del tercero, manifestada dentro de los trein- 
ta días de la publicación de la quiebra en la jurisdic- 
ción del juzgado. 

Los boletos de compraventa de inmuebles otorga- 
dos a favor de adquirentes de buena fe, serán oponi- 
bles al concurso o quiebra si el comprador hubiera 
abonado el 25% del precio. El juez deberá disponer 
en estos casos, cualquiera sea el destino del inmue- 
ble, que se otorgue al comprador la escritura trasla- 
tiva de dominio contra el cumplimiento de la pres- 
tación correspondiente al adquirente. El comprador 
podrá cumplir sus obligaciones en el plazo conveni- 
do. En caso de que la prestación a cargo del com- 
prador fuere a plazo deberá constituirse hipoteca en 
primer grado sobre el bien, en garantía del saldo 
de precio. 


Se contempla la posibilidad de continuación de un contrato 
originariamente concertado por el fallido— por nuevo acuerdo entre 
el síndico y el tercer contratante in bonis, y otorgada que fuere la 
autorización judicial. El plazo indicado en el texto legal es to- 
talmente irrelevante, puesto que no hay sanción alguna por st no 
cumplimiento y, por lo demás, nada impide que al nuevo acuerdo 
que presupone la situación prevista en la norma se arribe después del 
término indicado en ella. 


La segunda parte del art. 146 de la LCQ estableció que los bo- 
letos de compraventa de inmuebles a favor de adquirentes de buena 
fe, que hubieran abonado el 25% del precio, son oponibles al con- 
curso o quiebra, cualquiera fuese el destino del inmueble (vivienda, 
oficina, campo, etcétera). El art. 1171 del Cód. Civil y Comercial 
también regula la oponibilidad del boleto de compraventa de inmue- 
bles en el concurso o quiebra del vendedor, de manera casi igual a lo 
que estableció la segunda parte del art. 146 de la LCQ, aunque agre- 
gando ahora el requisito de la fecha cierta para que el boleto sea 
oponible. La mencionada norma del Código Civil y Comercial es 
una regla especial concursal que, por ser posterior a la LCQ, modifi- 
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ca el contenido del art. 146 de ésta en el sentido indicado. A partir 
de la entrada en vigor del Código Civil y Comercial, la oponibili- 
dad del boleto de compraventa de inmuebles en el concurso o quie- 
bra del vendedor, además de la buena fe del adquirente y el pago del 
25% (como mínimo) del precio, requerirá que el boleto tenga fecha 
cierta anterior a la declaración del concurso o la quiebra. 

El comprador puede lograr la escritura de dominio a su favor, 
cumpliendo la prestación pendiente a su cargo o, si ésta fuera a pla- 
zo, constituyendo hipoteca en primer grado sobre el bien, en garantía 
del saldo de precio. Sin embargo, si el boleto fue otorgado den- 
tro del período de sospecha, puede ser atacado con la acción de ine- 
ficacia por conocimiento del estado de cesación de pagos (arts. 119 
y 120, LCQ). 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


El pago del 25% del precio a que alude el art. 1185 bis del Cód. 
Civil, debe haber sido efectuado por el comprador antes de la falen- 
cia del vendedor, haya mediado o no por parte del ahora fallido la 
entrega de la posesión del inmueble vendido a aquél (CNCom, en 
pleno, 8/7/81, “Arturo de Zaguir, María c/Concepción Arenal SCA”, 
JA, 1981-111-194; LL, 1981-C-465, y ED, 94-648). 


Art. 147. - Contratos con prestación personal del 
fallido, de ejecución continuada y normativos. Los con- 
tratos en los cuales la prestación pendiente del fallido 
fuere personal e irreemplazable por cualquiera que pue- 
dan ofrecer los síndicos en su lugar, así como aquellos 
de ejecución continuada y los normativos, quedan re- 
sueltos por la quiebra. Los contratos de mandato, cuen- 
ta corriente, agencia y concesión o distribución, que- 
dan comprendidos en esta disposición. 


El efecto genérico previsto para los contratos comprendidos en 
este artículo es su irremediable resolución. 

La prestación personal e irremplazable del fallido es aquella 
que no puede ser cumplida después de la quiebra o, al menos, no 
puede serlo con igual nivel de calidad. 

Los contratos de ejecución continuada son aquellos en los que 
el cumplimiento de la prestación no se agota en determinado mo- 
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mento o en determinados momentos, sino que se prolonga durante 
toda la duración del contrato (como en los contratos de distribución: 
agencia, concesión, franquicia), o se repite periódicamente en fun- 
ción de¡ una necesidad en cierto modo permanente (como en el 
contrato] de suministro). Sin embargo, el contrato de trabajo (art. 
196, LC) y la locación de inmuebles (art. 157, ines. 1 y 2, LCQ) se 
rigen por sus reglas específicas y no quedan, siempre e irremisible- 
mente, resueltos. 

Conforme al art. 380, inc. g, del Cód. Civil y Comercial, el po- 
der se extingue por la quiebra del representante o representado. El 
art. 1441, inc. a, exige el cierre de la cuenta corriente por quiebra de 
cualquiera de las partes. Igual solución se aplica en la cuenta co- 
rriente bancaria en caso de quiebra del cuentacorrentista (art. 1404, 
inc. b, Código Civil y Comercial). El contrato de agencia y el de 
conexión se resuelven por quiebra firme de cualquiera de las partes 
(arts. 1494, inc. c, y 1509). El Código Civil y Comercial no esta- 
blece uña norma similar para el contrato de franquicia (ver art. 
1522), pero éste igual debe entenderse resuelto por la quiebra en 
función de la regla del art. 147 de la LCQ, aplicable a todos los con- 
tratos de ejecución continuada. 

Los contratos normativos no tienen una función autónoma, sino 
que regulan, en todo o en parte, eventuales relaciones jurídicas futu- 
ras a las que sirven de marco (como la cuenta corriente mercantil, la 
cuenta corriente bancaria, etcétera). 


Art. 148. - Comisión. Sin perjuicio de lo dispues- 
to en el artículo precedente, en el contrato de comi- 
sión de compraventa, se producen además los siguien- 
tes efectos: 

1) Si el deudor ha vendido bienes por el comiten- 
te, éste puede reclamar el precio impago directamente 
del comprador, hasta la concurrencia de lo que se le 
debiere por la misma operación, previa vista al síndi- 
co y autorización del juez. 


2) Si el deudor ha comprado bienes por el comi- 
tente, el tercero vendedor tiene facultad para cobrar 
directamente del comitente la suma adeudada al fa- 
llido, hasta la concurrencia del precio impago, previa 
vista al síndico y autorización del juez. 


18, TL, Concursos y quiebras 
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El derogado Código de Comercio llamaba “comisión o consig- * 


nación” al contrato que el Código Civil y Comercial ahora denomina 
simplemente “consignación”. Hay contrato de consignación cuando 
el mandato es sin representación para la venta de cosas muebles (art. 
1335, Cód. Civil y Comercial). El art. 148 de la LÉQ debe enten- 
derse entonces referido al contrato de consignación regulado en los 
arts. 1335 a 1344 del Cód. Civil y Comercial, al cual se aplican su- 
pletoriamente las reglas del mandato (art. 1335). 

La regla general es que todos los contratos de consignación que- 
dan resueltos por la quiebra del consignante O del consignatario. 
Este artículo solamente establece dos específicas regulaciones para 
la quiebra del consignatario en la consignación de compraventa: 

a) Consignante que encargó vender bienes al consignatario (lue- 
go) fallido, si la operación fue concretada por el consignatario cuan- 
do estaba in bonis, después de la quiebra de éste, el precio puede 
ser exigido al comprador y percibido directamente; por el consig- 
nante, hasta la concurrencia de lo que se le debiere por la misma 
operación. 

b) Consignante que encargó comprar bienes al consignatario 
(luego) fallido, si la operación fue concretada cuando estaba in bonis 
el consignatario, después de la quiebra de éste, el tercero vendedor 
puede cobrar directamente al consignante la suma que le adeudare al 
consignatario fallido, hasta la concurrencia del precio impago. 

En ambos casos es menester la autorización del juez de la quie- 
bra, quien, previo a disponerla (o denegarla), debe dar vista al síndi- 
co de la pretensión formulada por el consignante (supuesto a) o por 
el vendedor (supuesto b). 


Art. 149. - Sociedad. Derecho de receso. Si el re- 
ceso se ejercita estando la sociedad en cesación de pa- 
gos, los recedentes deben reintegrar al concurso todo 
lo que han percibido por ese motivo. El reintegro 
puede requerirse en la forma y condiciones estableci- 
das por el artículo siguiente, párrafo segundo. 


El art. 153, párr. 1, de la ley 19.551 decía: “Producida la quie- 
bra de la sociedad, cesa la facultad de los socios de ejercitar O ha- 
cer efectivo su derecho de receso”, que —así- no ha venido a ser re- 
producido literalmente por su equivalente en la ley actual: art. 149. 
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De toda suerte, el principio sigue siendo idéntico como efecto 
propio del desapoderamiento de la sociedad fallida (art. 106 y ss 
LCQ). ú 

Si el receso se hubiera ejercido, antes de la declaración de quie- 
bra, cuando la sociedad (ahora fallida) estaba ya en cesación de pa- 
“gos, el socio recedente debe reintegrar lo que en su momento hubie- 
se percibido en concepto de reembolso del valor de sus acciones. 
El importe devuelto pasará a integrar el activo falencial, distribuible 
entre los acreedores de la fallida. Al efecto señalado, la fecha de 
inicio del estado de cesación de pagos es la efectivamente fijada por 
la pertinente resolución judicial, sin que corresponda limitarla al lap- 
so máximo de retroacción de dos años, sólo computable para las ine- 
ficacias falenciales del art. 118 y ss. (ver art. 116, LCQ). 


Art. 150. - Sociedad: aportes. La quiebra de la 
sociedad hace exigibles los aportes no integrados 
por los socios, hasta la concurrencia del interés de los 
acreedores y de los gastos del concurso. 


La reclamación puede efectuarse en el mismo jui- 
cio por vía incidental y el juez puede decretar de in- 
mediato las medidas cautelares necesarias para ase- 
gurar el cobro de los aportes, cuando no se trate de 
socios ilimitadamente responsables. 


] Concurso de socios. El concurso de los socios 
ilimitadamente responsables no puede reclamar lo 
adeudado a éstos por la sociedad fallida, cualquiera 
fuera su causa. 


: Aportes no integrados. La declaración de quiebra social hace 
exigible el cumplimiento de todos los aportes no integrados por los 
socios, con miras a su inclusión en el activo falencial liquidable y 
distribuible entre los acreedores de la fallida. De ahí que es inexigi- 
ble la integración de aquellos aportes cuando los acreedores resultasen 
satisfechos por conclusión no liquidativa de la quiebra (avenimiento 
pago total). o cuando el activo existente (sin los mencionados apor- 
tes no integrados pendientes) alcanzare para pagar íntegramente a los 
acreedores de la fallida más los gastos de conservación y justicia 
(art. 240, LCQ). 
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Juez competente. La pretensión de cumplimiento de aportes no Ñ 


integrados por socios de la sociedad fallida tiene finalidad recom- 
ponedora del activo liquidable, al igual que las acciones de los arts. 
119, 162 y 173 a 176 de la LCQ, por lo que la ley sigue el mismo 
criterio en orden a atribución de la competencia, asignándosela al 
juez del concurso. No es un supuesto de competencia del juez del 
concurso derivado del fuero de atracción sino de principios de co- 
nexidad. 

La doblemente negativa expresión de la última parte del segun- 
do párrafo del art. 150 (“cuando no se trate de socios ilimitada- 
mente responsables”) puede, ciertamente, simplificarse sustituyén- 
dosela por “cuando se trate de socios limitadamente responsables”. 
En estos casos, cuando se enderece la reclamación por aportes no 
integrados a la fallida, contra sus socios limitadamente responsa- 
bles, es cuando “puede efectuarse en el mismo juicio por vía inci- 
dental”. 

También, claro está, la sindicatura puede escoger el tribunal na- 
tural y la vía procesal ordinaria si lo estimase más conveniente, pero 
ello no empece a que es el juez de la quiebra quien debe entender si 
se echa mano a la opción incidental reconocida en el art. 150, Si, 
en cambio, se tratase de socios ilimitadamente responsables, ellos 
estarían en quiebra por extensión (art. 160, LCQ) y, en consecuen 
cia, sólo resultaría aplicable el art. 170 de la LCQ para el supuesto 
que fuese procedente la reclamación de créditos entre fallidos vincu- 
lados por extensión, lo que tornaría manifiestamente inadmisible la 
aplicación del segundo párrafo del art. 150. 


Concurso de socios. En caso de quiebra de sociedad con so- 
cios ilimitadamente responsables, éstos comparten el destino falen- 
cial de aquélla (art. 160, LCQ). La regla es la conformación de 
masas separadas: una para la sociedad fallida y otra para cada uno 
de los socios ilimitadamente responsables. Los activos y pasivos de 
una y otras masas se componen de la manera que explicamos en el 
comentario al art. 160 de la LCO.- No obstante el principio de se- 
paración de masas apuntado (párr. último, art. 150, LCQ) se consa- 
gra una norma de excepción al prohibirse la concurrencia de los so- 
cios (ilimitadamente responsables) en la masa pasiva de la sociedad 
fallida, por los créditos que aquéllos tuviesen contra ésta. De este 
modo, en caso de quiebra, la deuda de la sociedad para con el socio 
no integra el pasivo de aquélla; y tampoco integra el activo de éste 
el crédito que él tuviera contra la sociedad. 
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Art. 151.- Sociedad accidental. La declaración 
de quiebra del socio gestor produce la disolución de la 
sociedad accidental o en participación. 


Los demás socios no tienen derecho sobre los bie- 
nes sujetos a desapoderamiento, sino después qué se 
haya pagado totalmente a los acreedores y los gastos 
del concurso. 


La sociedad accidental o en participación en el texto anterior 
de la ley 19.550. La ley 19.550 (t.o. 1984), en sus ahora derogados 
arts. 361 a 366, contemplaba a la sociedad accidental o en participa- 
ción. Esta sociedad no era sujeto de derecho (art. 361, ley 19.550, 
Lo. 1984), razón por la cual los terceros sólo adquirían derechos res- 
pecto del socio gestor (art. 362, ley 19.550, t.o. 1984). Al no ser 
estas sociedades sujetos de quiebra, el art. 151 de la LCQ estableció 
que ésta, en su caso, se declara sólo respecto del socio gebtor. La 
declaración de quiebra del socio gestor —cualquiera que fuera la cau- 
sa de la insolvencia o el incumplimiento obligacional que pudiera in- 
vocarse para la apertura falencial— traía aparejada la disolución de la 
sociedad accidental o en participación (art. 151, párr. 19). 

El art. 151, párr. 2%, de la LCQ reguló la situación de los socios 
no gestores, quienes no pueden reclamar derecho alguno sobre los 
bienes desapoderados (en la quiebra del socio gestor), hasta tanto no 
hubiesen sido desinteresados íntegramente los acreedores y los gas- 
tos de conservación y justicia (art. 240). Los eventuales créditos de 
los socios no gestores contra el gestor son, de este modo, subordina- 
dos, postergándoselos a rango menos que quirografario respecto del 
resto de los acreedores en la quiebra del socio gestor. 

En cuanto a la responsabilidad de los socios no gestores, cabe 
destacar que sólo estaba comprometida al aporte (art. 365, ley 19.550, 
to. 1984). Empero, cuando el socio gestor hacía conocer los nom- 
bres de los socios -con consentimiento de éstos--, ellos quedaban 
obligados ilimitada y solidariamente hacia los terceros (art. 363). 
No era pacífica la opinión acerca de si, en este último supuesto, la 
quiebra del socio gestor se extendía (o no) a los demás socios cuyos 
nombres fueron hechos públicos con su consentimiento. La duda 
provenía de la circunstancia de que, al no existir una sociedad, tam- 
poco había una quiebra principal (presupuesto básico de la extensión 
de quiebra). En su momento sostuvimos que esa duda impondría 
descartar la procedencia de la extensión de quiebra, en razón del cri- 
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terio restrictivo que impera en ese instituto (ver comentario que pre- * 


cede al art. 160, LCO). 


El negocio en participación como contrato asociativo en el Códi- 
go Civil y Comercial de la Nación. El art. 3%, inc. b, de la ley 
26.994, dispuso la derogación de la Sección 1X del Capítulo H —arts. 
361 a 366- de la ley 19.550, Lo. 1984. A su vez, los arts. 1448 a 
1452 del Cód. Civil y Comercial regulan el negocio en participación 
como una especie de contrato asociativo (arts. 1442 a 1447). Las 
reglas civiles actuales del negocio en participación reproducen muta- 
tis mutandi el régimen derogado de la sociedad accidental. Así, se 
establece que el negocio en participación tiene por objeto la realiza- 
ción de una o más operaciones determinadas a cumplirse mediante 
aportaciones comunes y a nombre personal del gestor; no tiene deno- 
minación, no está sometido a requisitos de forma, ni se inscribe en 
el Registro Público (art. 1448). Tampoco se le aplican las normas 
sobre la sociedad, ni por medio de tales negocios se constituyen per- 
sonas jurídicas, sociedades ni sujetos de derecho (art. 1442, párr. 
2%). Los terceros adquieren derechos y asumen obligaciones sólo 
respecto del gestor. La responsabilidad de éste es ilimitada. Si actúa 
más de un gestor, son solidariamente responsables (art. 1449). La 
parte del negocio que no actúa frente a los terceros se denomina partí- 
cipe. El tercero que contrata con el gestor no tiene acción contra los 
partícipes ni éstos contra aquél, en tanto no se exteriorice la aparien- 
cia de una actuación común (art. 1450). El partícipe tiene derecho a 
que el gestor le brinde información y acceso a la documentación rela- 
tiva al negocio. También tiene derecho a la rendición de cuentas de 
la gestión en la forma y en el tiempo pactados; y en defecto de pac- 
to, anualmente y al concluir la negociación (art. 1451). Finalmente, 
el partícipe limita su responsabilidad al aporte: las pérdidas que afec- 
ten al partícipe no pueden superar el valor de su aporte (art. 1452). 


Aplicabilidad del art. 151 de la LCO al negocio en participa- 
ción. Al ser el hoy llamado negocio en participación igual en lo 
sustancial a la derogada sociedad accidental o en participación, 
pensamos que las reglas del art. 151 deben aplicarse también a 
aquél. Sólo será preciso tener en cuenta el cambio de terminología. 
Donde la ley concursal dice “sociedad accidental o en participa- 
ción”, “socio gestor” y “socios” ha de leerse “negocio en partici- 
pación”, “gestor” y “partícipes”. 


Efectos de la quiebra respecto de otros contratos asociativos. 
La ley 26.994 también ha derogado los artículos de la ley 19.550, 
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t.o. 1984, que regulaban los llamados contratos de colaboración em- 
presaria, a saber: las agrupaciones de colaboración (arts. 367 a 376) 
y las uniones transitorias de empresas (arts. 377 a 383). Ambos 
institutos, sin embargo, se conservan prácticamente idénticos en el 
Código Civil y Coj ercial de la Nación, como contratos asociativos 
y bajo los nombres de agrupaciones de colaboración (arts. 1453 a 
1462) y uniones transitorias (arts. 1463 a 1469). Los efectos de la 
quiebra, en el nuevo régimen, son idénticos a los que tenían vigen- 
cia en el anterior articulado de la ley 19.550. El contrato de agru- 
pación se extingue, entre otras causas, por la quiebra de un partici- 
pante, a menos que el contrato prevea su continuación o que los 
demás participantes lo decidan por unanimidad (art. 1461, inc. d, Cód. 
Civil y Comercial). En cambio, la quiebra de cualquiera de los par- 
ticipantes no produce la extinción del contrato de unión transitoria, 
el que continúa con los restantes si acuerdan la manera de hacerse 
cargo de las prestaciones ante los terceros (art. 1469). 

Otra forma de contrato asociativo es el consorcio de coopera- 
ción, que existe cuando las partes establecen una organización co- 
mún para facilitar, desarrollar, incrementar o concretar operaciones 
relacionadas con la actividad económica de sus miembros a fin de 
mejorar O acrecentar sus resultados (art. 1470 y ss., Cód. Civil y 
Comercial). El art. 1478 establece que el concurso preventivo, ce- 
sación de pagos o quiebra de alguno de los miembros del consorcio 
no exitingue el contrato, que continúa con los restantes, excepto que 
ello resulte imposible fáctica o jurídicamente. 


Art. 152, — Debentures y obligaciones negociables. 
En caso de que la fallida haya emitido debentures u 
obligaciones negociables que se encuentren impagos, 
rigen las siguientes reglas particulares: 


1) Si tienen garantía especial, se aplican las dis- 
posiciones que regulan Jos derechos de los acreedores 
hipotecarios o prendarios en el juicio de quiebra. 


2) Si se trata de debentures y obligaciones ne- 
gociables con garantía flotante o común, el fiduciario 
actúa como liquidador coadyuvante del síndico. Si 
los debenturistas u obligacionistas no han designado 
representante una asamblea reunida al efecto podrá 
designarlo a los fines de este inciso. 


Art. 153 RÉGIMEN DE CONCURSOS Y QUIEBRAS 280 


Cuando en la quiebra verificaran créditos acreedores debenturis- * 


tas u obligacionistas, se establecen dos reglas particulares relaciona- 
das con la liquidación de los bienes. 

a) Si tienen garantía especial, pueden hacerse valer los dere- 
chos propios de los acreedores hipotecarios o prendarios, no siendo 
entonces necesario esperar a la liquidación general del activo al ser 
posible requerir concurso especial (ver arts. 126 y 209, LCQ). 

b) Si tienen garantía flotante o común, la única particularidad 
radica en la posibilidad de coadyuvar en la liquidación de los res- 
pectivos bienes, por medio del fiduciario o representante de los de- 
benturistas y obligacionistas que actuará como liquidador coadyu- 
vante del síndico. 


Art. 153.- Contrato a término. La quiebra de 
una de las partes de un contrato a término, producida 
antes de su vencimiento, acuerda derecho a la otra a re- 
querir la verificación de su crédito por la diferencia a 
su favor que exista a la fecha de la sentencia de quiebra. 

Si a esa época existe diferencia a favor del con- 
curso, el contratante no fallido sólo está obligado si a 
la fecha del vencimiento del contrato existe diferencia 
en su contra, En este caso debe ingresar el monto de 
la diferencia menor, optando entre la ocurrida al tér- 
mino de la quiebra o al término contractual. 

Si no existen diferencias al momento de la quie- 
bra, el contrato se resuelve de pleno derecho sin adeu- 
darse prestaciones. 


En los contratos a término no se aplican las reglas de los con- 
tratos con prestaciones recíprocas pendientes (art. 144, LCQ), sino 
las establecidas específicamente en el art. 153 de la LCQ, cuyas al- 
ternativas pueden resumirse de la manera siguiente. 

a) Sia la fecha de la declaración de quiebra (anterior al venci- 
miento del contrato) no existen diferencias a favor de ninguno de los 
contratantes —ni del fallido ni del tercero in bonis—, el contrato se re- 
suelve (anticipadamente) de pleno derecho sin que quede adeudándo- 
se prestación alguna, cualquiera que fuere el eventual resultado dife- 
rencial que pudiere producirse en el (futuro) término originalmente 
acordado. 
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b) Si a la fecha de la declaración de quiebra (anterior al venci- 
miento del contrato), la liquidación arrojara diferencia favorable al 
contratante in bonis, éste no debe esperar al término convenido y tie- 
ne derecho a verificar la diferencia a su favor existente a la fecha de 
la señtencia de quiebra. 

dé) Sia la fecha de la declaración de quiebra (anterior al venci- 
miento del contrato) la liquidación arrojara diferencia favorable al 
concurso (rectius: al contratante fallido, aunque ahora desapodera- 
do), el contratante in bonis tiene derecho a que se respete el término 
originario del contrato. Ocurrido el vencimiento de éste, el contra- 
tante in bonis no podría pretender derecho alguno si —ahora— la li- 
quidación de la diferencia jugara a su favor; pero si esa diferencia 
sigue siendo favorable a la quiebra, el contratante in bonis sólo está 
obligado a ingresar a ella (al activo falencial) la diferencia menor 
(comparando dos: la ocurrida al término contractual y la calculada a 
la fegha de la sentencia de quiebra). 

Por su parte, el art. 1429 del Cód. Civil y Comercial establece 
que los contratos en una bolsa o mercado de comercio, de valores o 
de productos, en tanto éstos sean autorizados y operen bajo contralor 
estatal, se rigen por las normas dictadas por sus autoridades y apro- 
badas por el organismo de control. Estas normas pueden prever la 
liquidación del contrato por diferencia; regular las operaciones y 
contratos derivados; fijar garantías, márgenes y otras seguridades; 
establecer la determinación diaria o periódica de las posiciones de 
las partes y su liquidación ante eventos como el concurso, la quiebra 
o la muerte de una de ellas, la compensación y el establecimiento de 
un saldo neto de las operaciones entre las mismas partes y los demás 
aspectos necesarios para su operatividad. 


Art. 154.- Seguros. La quiebra del asegurado no 
resuelve el contrato de seguro de daños patrimoniales, 
siendo nulo el pacto en contrario. 

Continuando el contrato después de la declara- 
ción de quiebra, el asegurador es acreedor del concur- 
so por la totalidad de la prima impaga. 


Se regula uno de los pocos casos de continuación forzada o im- 
puesta del contrato posquiebra de uno de los contratantes; aun contra 
las estipulaciones contractuales en contrario. 
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Aquí el fallido es el asegurado (rectius: o el tomador, pues cuan- 
do éste no coincide con el asegurado, a aquél es a quien incumbe pa- 
gar la prima). El contrato continúa y la cobertura se mantiene, pese 
a la quiebra, convirtiéndose a la aseguradora en acreedora del con- 
curso (art. 240, LCQ) por la prima impaga. Ésta ha de ser satisfe- 
cha por el síndico. 


Art. 155.- Protesto de títulos. En los casos en 
que la declaración de quiebra exime de la obligación 
de realizar el protesto de títulos, el cese posterior del 
concurso, cualquiera fuere su causa, no altera los 
efectos de la dispensa producida. 


La ineficacia y consecuente restitución de lo pa- 
gado respecto de estos documentos, en las condiciones 
de los arts. 118 a 122, produce los efectos del protesto 
a los fines de las acciones contra los demás obligados. 


Prolongación de la dispensa de protesto establecida en la ley 
cambiaria. La formalización del protesto es esencial en la letra 
de cambio y el pagaré, a fin de conservar las acciones de regreso. 
Sin embargo, la generalización del uso de la “cláusula sin protesto” 
(la cual, precisamente, exime de la carga de protestar), ha relativiza- 
do al mínimo el número de títulos en los cuales el protesto es impe- 
rativo para que no se perjudiquen las acciones regresivas. De todas 
maneras, aun cuando la carga de protestar no esté dispensada por la 
respectiva cláusula, ella se torna igualmente innecesaria en caso de 
“concurso del girado, haya o no aceptado, lo mismo que en el caso 
de concurso del librador de una letra no aceptable”, supuestos en los 
cuales basta, para ejercitar las acciones de regreso, con la “presenta- 
ción de la sentencia declaratoria del concurso” (art. 48, párr. último, 
decr, ley 5965/63). Igual norma se aplica en caso de concurso del 
suscriptor del pagaré (art. 103, decr. ley 5965/63). 

La regla del art. 155, párr. 1”, de la LCQ sólo mantiene las refe- 
ridas dispensas del protesto, extendiendo sus efectos aun para el 
caso de cese del concurso, cualquiera que fuere su causa. Pese ala 
ubicación sistemática del art. 155, y a la promiscua utilización de 
la terminología (“declaración de quiebra... cese posterior del concur- 
so...”), aquél debe entenderse aplicable también al concurso preventi- 
vo. Con lo cual, la prolongación de los efectos de la dispensa ope- 
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ra en caso de desistimiento del concurso preventivo o en supuestos 
de conclusión no liquidativa de la quiebra. 


Dispensa (de protesto) especificamente falencial. El párr. 2* 
del art. 155 de la LCQ contempla el caso en el cual el acreedor cam- 
biario percibió su acreencia del obligado directo o principal, razón 
por la cual no formuló protesto del título. Si ulteriormente el obli- 
gado principal es declarado fallido y en dicha quiebra se declara ine- 
ficaz el pago hecho al acreedor cambiario, éste puede ejercer las ac- 
ciones regresivas contra los obligados cambiarios de regreso -de un 
título no protestado en su momento-, justificando la ineficacia y la 
consecuente restitución de lo que cobró (en su momento, al obligado 
principal), en la quiebra de éste y en cumplimiento de la resolución 
de ineficacia. 


Art. 156.- Alimentos. Sólo corresponde recla- 
mar en el concurso el crédito por alimentos adeuda- 
dos por el fallido antes de la sentencia de quiebra. 


El art. 537 del Cód. Civil y Comercial establece que se deben 
alimentos, en el siguiente orden: a) los ascendientes y descendientes, 
estando, entre ellos, obligados preferentemente los más próximos en 
grado, y b) los hermanos bilaterales y unilaterales. En cualquiera 
de los supuestos, los alimentos son debidos por los que están en me- 
jores condiciones de proporcionarlos. Si dos o más de ellos están 
en condiciones de hacerlo, están obligados en partes iguales, pero el 
juez puede fijar cuotas diferentes, según la cuantía de los bienes y 
cargas familiares de cada obligado. Entre los parientes por afini- 
dad, únicamente se deben alimentos los que están vinculados en lí- 
nea recta en primer grado (art. 538). 

El acreedor de obligación alimentaria, a cargo del fallido, sola- 
mente puede verificar (y cobrar) en la quiebra los importes corres- 
pondientes a períodos anteriores a la declaración de falencia (alimen- 
tos devengados y no percibidos). Los que se devengaren después 
son créditos posteriores, cuyo pago puede hacer el quebrado con 
fondos que obtuviera del desempeño de empleo, profesión u oficio, 
pero están sujetos al régimen del art. 104 de la LCQ, si no fuesen 
satisfechos. Las deudas del fallido posteriores a su quiebra no pue- 
den concurrir en ella, y los créditos alimentarios no son excepción a 
esa regla. 
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Art. 157. —- Locación de inmuebles. Respecto del 
contrato de locación de inmuebles rigen las siguientes 
normas: 

1) Si el fallido es locador, la locación continúa 
produciendo todos sus efectos legales. 

2) Si es locatario y utiliza lo arrendado para ex- 
plotación comercial, rigen las normas de los arts. 144 
ó 197* según el caso. 


3) Si es locatario y utiliza lo locado exclusivamen- 
te para su vivienda y la de su familia, el contrato es 
ajeno al concurso. No pueden reclamarse en éste los 
alquileres adeudados antes o después de la quiebra. 


4) Si el quebrado es locatario y utiliza lo locado 
para explotación comercial y vivienda al mismo tiem- 
po, se debe decidir atendiendo a las demás circuns- 
tancias del contrato, especialmente lo pactado con el 
locador, el destino principal del inmueble y de la loca- 
ción y la divisibilidad material del bien sin necesidad 
de reformas que no sean de detalle, 

En caso de duda se debe estar por la indivisi- 
bilidad del contrato y se aplica lo dispuesto en el 
inc. 2. 

Si se decide la divisibilidad del contrato, se fija la 
suma que por alquiler corresponde aportar en lo suce- 
sivo al fallido por la parte destinada a vivienda, que 
queda sujeta a lo dispuesto en el inc. 3. 


El texto legal contempla varios supuestos diferentes relativos al 
contrato de locación de bienes inmuebles: 


Quiebra del locador. Carece de influencia sobre el contrato de 
locación en curso; el locatario habrá de tener, simplemente, la pre- 
caución de pagar los cánones locativos al síndico después de la sen- 
tencia de quiebra (arts. 107 y 109, LCQ). 


Quiebra del locatario en caso de inmueble para explotación co- 
mercial. No se aplican las reglas de los contratos de ejecución conti- 


* Debería decir “art. 193”. 
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nuada y normativos, con prestación personal del fallido (art. 147, 
LCO), sino lo regulado para los contratos con prestaciones recípro- 
cas pendientes (art. 144, LCQ). 

Pero si se qe dispuesto la continuación de la explotación 
de la empresa quebrada (art. 189 y ss., LCQ), no se aplica el citado 
art. 144 de la LGO, sino los arts. 193 y 194, que vedan el ejercicio 
inicial de la opción resolutoria al contratante in bonis, y confieren 
al síndico la apertura opcional sobre cumplimiento-resolución 
contractual. 


Quiebra del locatario en caso de inmueble para “vivienda”. 
El principio general consiste en que el contrato es ajeno al concurso: 
éste no influye sobre la relación contractual, que se seguirá rigiendo 
por el derecho común (el locatario deberá seguir pagando -si puede— 
o se verá sometido al desalojo en caso de falta de pago; no rige el 
fuero de atracción ni la suspensión del ejercicio de la acción de de- 
salojo, etcétera).| 


Quiebra del locatario en caso de inmueble con destino “mixto” 
(explotación comercial y vivienda). Se deberá determinar, primero, 
si el contrato es divisible. En caso afirmativo, se aplican las reglas 
de los ines. 2 y 3 a cada parte, luego de haberse determinado el ca- 
non proporcional. 

Si no hay divisibilidad posible, habrá que esclarecer qué es lo 
principal vivienda o negocio, y aplicar las reglas de los incs. 2 Ó 
3, consecuentemente. 

En caso de duda, se considerará locación indivisible y comer- 
cial, aplicándosele el inc. 2. 


Art. 158.- Renta vitalicia. La declaración de 
quiebra del deudor del contrato oneroso de renta vita- 
licia, produce su resolución; el acreedor debe pedir la 
verificación de su crédito por lo adeudado, según lo 
establecido en el art. 2087 del Cód. Civil. 

Si la renta es prometida gratuitamente, el contra- 
to queda resuelto, sin indemnización y obligación al- 
guna respecto del concurso para lo futuro. 


El contrato oneroso de venta vitalicia es aquel por el cual al- 
guien, a cambio de un capital o de otra prestación mensurable en di- 
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nero, se obliga a pagar una renta en forma periódica a otro, durante” 
la vida de una o más personas humanas ya existentes, designadas en 
el contrato (art. 1599, del Cód. Civil y Comercial). 

La renta vitalicia constituida a título oneroso queda resuelta en 
caso de quiebra del obligado. El beneficiario o rentista ion] el de- 
recho de verificar y concurrir en la quiebra, por las prestaciones pen- 
dientes (devengadas y no percibidas) que se adeuden a la fecha de 
la sentencia de quiebra, y por la restitución del capital o de la pres- 
tación mensurable en dinero que constituyó el “precio de la renta”. 
El art. 2087 del Cód. Civil no tiene ya vigencia, pero a igual solu- 
ción se arriba por aplicación del art. 158 de la LCQ, en concor- 
dancia con el art. 1604 del Cód. Civil y Comercial, que establece 
que quien entrega el capital, o sus herederos, pueden demandar la 
resolución del contrato (en el caso de quiebra, la resolución se pro- 
duce como efecto legal) y la restitución del capital. 

Esto último ha de equivaler al valor necesario para constitkir otra 
renta vitalicia similar atendiendo a la edad actual del beneficiario. 

Si la renta vitalicia fue constituida a título gratuito, el contrato 
también queda resuelto por la quiebra del obligado. El derecho del 
beneficiario o rentista, en cambio, se limita a la verificación y cobro 
de las prestaciones adeudadas a la fecha de la sentencia de quiebra, 
sin otra indemnización ni obligación alguna a cargo del concurso —ni 
del fallido, agregamos- para el futuro. 


Art. 159,- Casos no contemplados: reglas. En 
las relaciones patrimoniales no contempladas expresa- 
mente, el juez debe decidir aplicando las normas de 
las que sean análogas, atendiendo a la debida protec- 
ción del crédito, la integridad del patrimonio del deu- 
dor y de su empresa, el estado de concurso y el inte- 
rés general. 


Casos no contemplados. La norma estipula la manera de deci- 
dir judicialmente los conflictos concursal-patrimoniales para los cua- 
les no existiesen previsiones específicas en la ley concursal o en 
otras leyes. 

a) Primero ha de acudirse a la analogía. 

b) Luego, y en defecto de norma jurídico-positiva análoga, a 
los principios generales inspiradores de la legislación concursal men- 
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cionados en el art. 159 de la LCQ (protección del crédito, protección 
de la integridad del patrimonio del deudor, protección de la empresa, 
protección del interés general). Lamentablemente, con frecuencia 
es imposible proteger simultáneamente todos esos intereses, contra- 
dictorios entre sí en muchas ocasiones, por lo que el juez debe optar, 
dando preferencia a alguno de ellos en detrimento de otros, según 
las particulares circunstancias del caso a resolver. 


Casos contemplados en otras leyes. Entre los principales casos 
en los que otras leyes contemplan los efectos del concurso o la quie- 
bra, cabe mencionar los siguientes: 


Cesión de derechos. El contrato de cesión por el cual una de 
las partes transfiere a otra un derecho está regulado en el art. 1614 y 
ss., del Cód. Civil y Comercial. En caso de concurso o quiebra del 
cedente, la cesión no tiene efecto respecto de los acreedores si es 
notificada después de la presentación en concurso o de la sentencia 
declarativa de la quiebra (art. 1623). Por efecto de esta regla, la ce- 
sión hasta antes de la presentación en concurso o declaración en 
quiebras del cedente -que de toda suerte podría llegar a subsumirse 
en las ineficacias de los arts. 118 6 199 de la LCQ- será siempre 
inoponible a los acreedores del cedente si la notificación al deudor 
cedido se lleva a cabo después de la presentación en concurso pre- 
ventivo o de la sentencia declarativa de la quiebra. Por su parte, la 
cesión efectuada después de la declaración de quiebra resulta alcan- 
zada por la ineficacia del art. 109, párr. 2%, 

El art. 1630 del Cód. Civil y Comercial contempla otro efecto 
concursal relacionado con el contrato de cesión de derechos. Si el 
cedente garantiza la solvencia del deudor cedido, se aplican las re- 
glas de la fianza, con sujeción a lo que las partes hayan convenido. 
El cesionario sólo puede recurrir contra el cedente después de haber 
excutido los bienes del deudor, excepto que éste se halle concursado 
o quebrado. 


Leasing. Antes de la entrada en vigencia del Código Civil y 
Comercial de la Nación, el contrato de leasing estaba regido por la 
ley 25.248. La ley 26.994, art. 3%, inc. f, derogó casi totalmente a 
la ley de leasing. Este contrato ahora está regulado en el art. 1227 
y ss., del Cód. Civil y Comercial. El art. 1237 establece, al igual 
que la legislación anterior, que el contrato de leasing debidamente 
inscripto es oponible a los acreedores de las partes, y que los acree- 
dores del tomador pueden subrogarse en los derechos de éste para 
ejercer la opción de compra. Los efectos del concurso o quiebra de 
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las partes de un contrato de leasing continúan regulados por el art. 
11, párrs. 2% y 3%, ley 25.248, por expresa disposición del art. 3%, ine. 
f, de la ley 26,994. 

En caso de concurso o quiebra del dador, el contrato continúa 
por el plazo convenido, pudiendo el tomador ejercer la opción de 
compra en el tiempo previsto. 

En caso de quiebra del tomador, dentro de los sesenta días de 
decretada, el síndico puede optar entre continuar el contrato en las 
condiciones pactadas o resolverlo. En el concurso preventivo, el deu- 
dor puede optar por continuar el contrato o resolverlo, en los plazos 
y mediante los trámites previstos en el art. 20 de la ley 24.522,  Pa- 
sados esos plazos sin que haya ejercido la opción, el contrato se 
considera resuelto de pleno derecho, debiéndose restituir inmedia- 
tamente el bien al dador, por el juez del concurso o de la quiebra, a 
simple petición del dador, con la sola exhibición del contrato inscripto 
y sin necesidad de trámite o verificación previa. Sin perjuicio de 
ello, el dador puede reclamar en el concurso o en la quiebra el canon 
devengado hasta la devolución del bien, en el concurso preventivo o 
hasta la sentencia declarativa de la quiebra, y los demás créditos que 
resulten del contrato. 


CaríruLo HI 


EXTENSIÓN DE LA QUIEBRA. 
GRUPOS ECONÓMICOS. 
RESPONSABILIDAD DE TERCEROS 


SECCIÓN Í 


EXTENSIÓN DE LA QUIEBRA 


La extensión de quiebra es otro medio de incrementar el activo 
liquidable para su reparto entre los acreedores, generalmente insatis- 
fechos a raíz de la insolvencia de su deudor. 

En estos casos, la ley contempla bajo el rubro común de exten- 
sión de quiebra, a diversos supuestos en los cuales una quiebra pree- 
xistente -llamada quiebra “principal'— se propaga o extiende a otro 
sujeto, a quien se declara en quiebra “refleja” o “por extensión”. 
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El interés legalmente tutelado es, obviamente, el de los acreedo- 
res de la quebrada principal, quienes ven incrementada su esperan- 
za de cobro total (o de un porcentaje importante, al menos) de sus 
acreencias, al sumarse bienes liquidables sobre los cuales concurrirán, 
de manera directa o subsidiaria (según el régimen de masas —Única O 
separadas— que se aplique). 

Es un instituto que funciona, por ende, sólo en las quiebras . 
“Iiquidativas”. Inaplicable cuando la quiebra principal concluye de 
modo no liquidativo. Inaplicable, asimismo, si no hay daño para 
los acreedores de la quebrada principal (cuando el activo de ésta al- 
canza para cubrir todo su pasivo). Por supuesto, tampoco rige en el 
concurso preventivo. 

El ámbito de aplicación más frecuente e importante de la exten- 
sión de quiebra es el campo de las falencias societarias. Aunque 
no es excluyente —pues pueden extenderse, a veces, las quiebras de 
personas físicas-, es indudable que la institución ha sido fructífera 
en el terreno de las quiebras de personas jurídicas. 

La extensión de quiebra es, también, un modo de declarar la quie- 
bra (al sujeto de la quiebra refleja o extendida), que se caracteriza 
porque sus presupuestos son diferentes de los demás casos (quiebra 
directa necesaria o voluntaria, quiebra indirecta). La principal —y pa- 
radójica— distinción radica en la indiferencia del estado de cesación 
de pagos del patrimonio del sujeto a quien se declara en quiebra por 
extensión. Ni es menester que esté en insolvencia, ni se analiza 
ella como presupuesto de la apertura falencial, ni podría argumentar- 
se la solvencia para resistir la quiebra por extensión. El tradicional 
presupuesto objetivo concursal (ver art. 1”, LCQ) está ausente aquí. 

Los presupuestos de la quiebra por extensión son: la existencia 
de una quiebra principal y la configuración, entre el quebrado prin- 
cipal y el sujeto a quien se pretende extender esa quiebra, de una re- 
lación tipificada legalmente como caso de extensión. Esto es lo que 
hay que acreditar en el procedimiento para la declaración de quiebra 
por extensión. 

Al ser una excepción al principio general concursal de que no 
hay quiebra sin insolvencia, en este sentido, campea en la institu- 
ción la interpretación restrictiva. 


Art. 160. — Socios con responsabilidad ilimitada. 
La quiebra de la sociedad importa la quiebra de sus 
socios con responsabilidad ilimitada. También impli- 
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ca la de los socios con igual responsabilidad que se 
hubiesen retirado o hubieren sido excluidos después 
de producida la cesación de pagos, por las deudas exis- 
tentes a la fecha en la que el retiro fuera inscripto en el 
Registro Público de Comercio, justificadas en el con- 
Curso. 

Cada vez que la ley se refiere al fallido o deudor, 
se entiende que la disposición se aplica también a los 
socios indicados en este artículo. 


Es el caso más tradicional y antiguo de extensión de quiebra, en 
nuestra legislación, viene desde el viejo Código de Comercio del si- 
glo xix. 

El sentido de la extensión es desde la quiebra de la sociedad ha- 
cia los socios ilimitadamente responsables; no a la inversa (la quiebra 
del socio ilimitadamente responsable no se extiende —al menos, no 
por este artículo— a la sociedad in bonis de la que forma parte). 

Presupuestos de este caso de extensión son: la quiebra de una 
sociedad (quiebra principal), y la existencia de socios de ella con 
responsabilidad ilimitada. 

La noción de ¡limitación de la responsabilidad de los socios hay 
que buscarla en la legislación societaria pertinente. La doctrina dis- 
crepa sobre el alcance de este caso de extensión, en cuanto a si com- 
prende sólo a los socios con responsabilidad ilimitada contractual u 
originaria (p.ej., el socio de la sociedad comercial colectiva) —tesis 
restrictiva, o también a los socios con responsabilidad ¡limitada de- 
rivativa o sancionatoria (p.ej., el caso del art. 274, ley 19.550) —tesis 
amplia-; o, cualquiera fuese el origen de la ilimitación de responsa- 
bilidad (derivativa u originaria), sólo a los que tienen ilimitación de 
responsabilidad stricto sensu, esto es, quienes responden con todo su 
patrimonio por todo el pasivo social (y no sólo por algunas deudas o 
algunas consecuencias de determinados actos) —tesis intermedia—. 

El socio con responsabilidad ilimitada retirado o excluido antes 
de la quiebra social, pero después de la iniciación del estado de ce- 
sación de pagos de la fallida principal, también puede ser declarado 
en quiebra por extensión (pese a que, en rigor, es un ex socio). En 
este caso, no rige el plazo máximo de retroacción de dos años que 
prevé el art. 116 de la LCQ, a fin de establecer si fue excluido o re- 
tirado “después de producida la cesación de pagos”. Si se declara 
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la quiebra por extensión, empero, este ex socio es responsable sola- 
mente por la parte del pasivo social anterior a la inscripción registral 
del retiro o exclusión. 

En la extensión de quiebra por aplicación de este artículo, no 
está definido con claridad cuál sistema de majas se aplica. 

La regla es la conformación de masas separadas: masa única 
sólo corresponde cuando hay confusión patrimonial inescindible (si 
ésta fue la causa de la extensión inc. 3, art. 161, LCQ-, como 
cuando habiéndose declarado la extensión por otra causa, luego se 
descubre confusión patrimonial entre el quebrado principal y el suje- 
to de la quiebra extendida). 

En consecuencia, en la extensión de quiebra al socio ilimita- 
damente responsable de la sociedad fallida principal, se formarán 
como regla masas separadas. Una masa integrada por activo y 
pasivo de la sociedad, y tantas masas como socios ¡limitadamente 
responsables fueran declarados quebrados por! extensión. En estas 
últimas, sobre el activo personal de cada soció concurren sus acree- 
dores particulares más los acreedores de la sociedad que, así, repiten 
su concurrencia en todas las masas (si hay algún socio retirado O ex- 
cluido antes de la quiebra principal, al que luego se le extiende di- 
cha quiebra, los acreedores sociales que concurren en su masa son 
sólo los anteriores a la registración del retiro o exclusión). 

Los acreedores sociales concurren a todas las masas por el valor 
íntegro de su acreencia —no deben ir descontando lo percibido para, 
recién luego, ingresar a otra masa-, correspondiendo aplicar las re- 
glas de los arts. 135 y 136 de la LCQ. 

Nunca se forma masa residual o de remanentes. 

Si sobrase activo en la quiebra de algún socio es porque -al 
menos allí— también fueron desinteresados íntegramente los acreedo- 
res sociales, con lo cual el activo remanente debe devolverse al socio 
en cuestión, ya que los insolutos acreedores particulares de los con- 
socios no pueden pretender cobrarse sobre bienes excedentes del so- 
cio con saldo favorable, 


Si sobrasen bienes en la quiebra social (supuesto mucho menos 
frecuente), es porque también fueron totalmente desinteresados los 
acreedores de la fallida principal, con lo cual ese activo remanente, 
vía cuota de liquidación societaria, ingresará proporcionalmente a 
cada uno de los activos liquidables de los socios quebrados por ex- 
tensión, destinándose a satisfacer los saldos impagos de los acreedo- 
res particulares de ellos. 
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Art. 161. - Actuación en interés personal. Con- 
trolantes. Confusión patrimonial. La quiebra se ex- 
tiende: 


DA loda persona que, bajo la apariencia de la 
actuación de la fallida, ha efectuado los actos en su 
interés personal y dispuesto de los bienes como si fue- 
ran propios, en fraude a sus acreedores. 


2) A toda persona controlante de la sociedad fa- 
llida, cuando ha desviado indebidamente el interés 
social de la controlada, sometiéndola a una dirección 
unificada en interés de la controlante o del grupo eco- 
nómico del que forma parte. 


A los fines de esta sección, se entiende por perso- 
na controlante: 


a) Aqlella que en forma directa o por intermedio 
de una sociedad a su vez controlada, posee participa- 
ción, por cualquier título, que otorgue los votos nece- 
sarios para formar la voluntad social. 


b) Cada una de las personas que, actuando con- 
juntamente, poseen participación en la proporción indi- 
cada en el párr. a precedente y sean responsables de la 
conducta descripta en el primer párrafo de este inciso. 


3) A toda persona respecto de la cual existe con- 
fusión patrimonial inescindible, que impida la clara 
delimitación de sus activos y pasivos o de la mayor 
parte de ellos. 


El texto legal contempla tres supuestos de extensión falencial: 


1) Actuación en interés personal. Son presupuestos de este caso 
de extensión: a) quiebra principal de una persona física o jurídica, 
aunque lo corriente será que se trate de una persona de esta última 
índole, y b) otra persona —física o jurídica- que ha inducido la ac- 
tuación de la fallida, y lo ha hecho de determinada manera legal- 
mente tipificada por la realización de actos de disposición de bienes 
(el crédito de la fallida incluido), en interés personal de la persona 
que indujo la actuación relacionada (lo que no necesariamente debe 
haberse traducido en un engrosamiento patrimonial para él; basía 
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el desvío del resultado del acto de disposición) y en fraude de los 
acreedores (de la quebrada principal). Aunque el texto legal no lo 
señala, tal conducta reprochable que funciona como detonante de la 
extensión falencial al sujeto que la lleva a cabo, debe haber tenido 
relación de causalidad con la insolvencia de la quebrada principal 
(con su producción, mantenimiento, agravación o prolongación in- 
debida). 


2) Control abusivo. Los presupuestos de este caso de exten- 
sión son: a) quiebra principal de una sociedad controlada; b) control 
de tipo interno, de hecho o de derecho, en el sentido del art. 33 de la 
ley 19.550, aproximadamente coincidente con la descripción de per- 
sona controlante, hecha en los dos subincisos de este art. 161 de la 
LCQ, estando excluido el control externo; c) la persona controlante 
puede ser física o jurídica; d) la mera existencia del control es insu- 
ficiente, ya que él debe haberse ejercitado abusivamente; tal abuso 
se configura por el desvío indebido del interés social de la sociedad 
controlada; e) el control abusivo debe haberse ejercitado sometién- 
dola —a la quebrada principal- a una dirección unificada en interés de 
la controlante o del grupo económico del que ella forma parte, y f) la 
actuación abusiva reprochada debe guardar relación de causalidad 
con la insolvencia de la sociedad controlada (con su producción, 
mantenimiento, prolongación indebida o agravación). 


3) Confusión patrimonial inescindible. En este caso existe una 
quiebra principal en la cual se descubre que el patrimonio de la falli- 
da se confunde con otros patrimonios aparentemente pertenecientes a 
sujetos diferenciados. En la realidad económica y más allá de las 
formas jurídicas, se comprueba la existencia de una sola unidad pa- 
trimonial que, por lucir atribuida a distintos titulares, exige la decla- 
ración en quiebra —por extensión de éstos, para reunir en una sola 
masa los diversos segmentos del patrimonio insolvente, El presu- 
puesto revelador por excelencia de este caso de extensión suele ser 
la promiscuidad de administración muy acentuada de los bienes de 
los —presuntamente— diferenciados titulares. 


Art. 162. - Competencia. El juez que interviene 
en el juicio de quiebra es competente para decidir su 
extensión. 

Una vez declarada la extensión, conoce en todos 
los concursos el juez competente respecto de aquel que 


Art. 163 RÉGIMEN DE CONCURSOS Y QUIEBRAS 294 


prima facie posea activo más importante. En caso de 
duda, entiende el juez que previno. 


Idénticas reglas se aplican para el caso de exten- 
sión respecto de personas cuyo concurso preventivo o 
quiebra se encuentren abiertos, con conocimiento del 
juez que entiende en tales procesos. 


La primera parte del artículo atribuye competencia al juez de la 
quiebra principal para conocer en el trámite previo a la declaración 
de quiebra por extensión, Pero, una vez declarada ésta, puede re- 
sultar desplazado el conocimiento de las quiebras vinculadas (la 
principal y la refleja). En efecto, por aplicación de la segunda par- 
te del mismo artículo, una vez declarada la extensión resultará com- 
petente el juez que, conforme las directivas del art. 3? de la LCQ, 
fuera competente para conocer en el concurso de la persona que 
prima facie poseyera el activo más importante. Por ejemplo, si en 
la ciudad de Córdoba se declaró la quiebra de una persona allí domi- 
ciliada, el juez de ésta es el competente para resolver la extensión a 
cualquier otra persona, prescindiendo del domicilio de ésta; pero si 
se extiende la quiebra a esta segunda persona domiciliada, por ejem- 
plo, en Rosario, y el activo de esta segunda persona es, a su vez, 
más importante prima facie que el del primer fallido domiciliado en 
Córdoba, ambas quiebras deben remitirse al juez de Rosario para 
que continúe entendiendo. Tal es la conclusión que se extrae de 
este artículo, la que resulta criticable; en primer lugar, se presta a 
conflictos de competencia que en nada benefician la celeridad proce- 
sal; en segundo término, puede obligar a cambiar de síndico cuando 
la primera quiebra esté, muchas veces, muy avanzada en su tramita- 
ción, y en tercer lugar, obliga a los acreedores a multiplicar gastos y 
esfuerzos cuando se producen estos desplazamientos. 


Art. 163. — Petición de extensión. La extensión de 
la quiebra puede pedirse por el síndico o por cual- 
quier acreedor. 

La petición puede efectuarse en cualquier tiempo 
después de la declaración de la quiebra y hasta los 
seis meses posteriores a la fecha en que se presentó el 
informe general del síndico. 


Este plazo de caducidad se extiende: 
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I) En caso de haberse producido votación negati- 
va de un acuerdo preventivo hasta seis meses después 
del vencimiento del período de exclusividad previsto 
en el art. 43 o del vencimiento del plazo previsto en el 
art. 48, inc. 4 según sea el caso. 


2) En caso de no homologación, incumplimiento 
o nulidad de un acuerdo preventivo o resolutorio, has- 
ta los seis meses posteriores a la fecha en que quedó 
firme la sentencia respectiva. 


Legitimados para demandar la extensión de quiebra. Son el 
síndico de la quebrada principal y cualesquiera de los acreedores 
concurrentes en ésta. No es menester que se trate de acreedores ya 
verificados —decisión que se logra, muchas veces, después de consu- 
mado el plazo para demandar la extensión—, bastando a los fines de 
la legitimación activa que demuestren su interés en incorporarse a la 
quiebra principal (al haber solicitado la verificación o justificando 
prima facie su acreencia). Tampoco es necesario que los acreedores 
intimen previamente al síndico, para quedar ellos —sólo luego de 
la inacción del síndico— legitimados; la legitimación de los acreedo- 
res es aquí, a diferencia del caso del art. 120 de la LCQ, por ejem- 
plo, principal y no subsidiaria. 

El fallido principal, por la pérdida de su capacidad procesal 
-art. 110, LCQ- no puede demandar la extensión de su propia quie- 
bra a un tercero; pero puede y debe hacer saber al síndico las cir- 
cunstancias y pruebas que pudieran determinar una extensión falen- 
cial, así como solicitar medidas conservatorias. 


Plazo para demandar la extensión. Como la manera de compu- 
tar el plazo legalmente estatuido reconoce distintos puntos de arran- 
que, en realidad ello se traduce en la existencia de varios plazos di- 
ferentes. 

No es un plazo procesal, sino que se trata de un plazo de cadu- 
cidad establecido a los efectos de ejercer la pretensión. Por ello, y 
—además— al estar fijado en meses, se cuenta de la manera reglada 
por el art. 6” del Cód. Civil y Comercial, esto es, de fecha a fecha. 

El plazo de seis meses se cuenta: 


a) En principio, desde la fecha en que se presentó el informe 
general del síndico (art. 88 in fine, LCQ). 
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b) En la quiebra indirecta por falta de aprobación del acuerdo 
preventivo, desde e vencimiento del período de exclusividad (art. 
43, LCQ), o -en su caso— desde el vencimiento del período de salva- 
taje (art. 48, LCQ). 

c) En la quiebra indirecta por no homologación, incumplimiento 
o nulidad de acuerdo preventivo, desde que quedara firme la sen- 
tencia de quiebra respectiva (la mención al acuerdo resolutorio es 
intrascendente, puesto que esta forma de conclusión de la quiebra 
no existe ya bajo la vigente ley 24.522). 

Aun vencidos los plazos referidos, nada obsta a que declarada 
una quiebra directa posterior a otra quiebra preexistente, en la más 
nueva pueda resolverse la vinculación con la anterior y se aplique a 
ambas el régimen de las quiebras extendidas. 


Art. 164. - Trámite. Medidas precautorias. La 
petición de extensión tramita por las reglas del juicio 
ordinario con participación del síndico y de todas las 
personas a las cuales se pretenda extender la quiebra. 
Si alguna de éstas se encuentra en concurso preventi- 
vo o quiebra, es también parte el síndico de ese proce- 
so. La instancia perime a los seis meses. 

El juez puede dictar las medidas del art. 85 res- 
pecto de los imputados, bajo la responsabilidad del 
Concurso. 


La pretensión de extensión de quiebra asincrónica no declara- 
da simultáneamente con la sentencia de quiebra principal- se enca- 
rrila procesalmente como juicio ordinario. Éste tramitará de acuer- 
do con las normas de los códigos de rito del lugar de la quiebra 
principal (art. 278, LCQ). 

Las partes en el procedimiento para la extensión serán: actora, 
el síndico de la quebrada principal o el acreedor de ella que promo- 
viese la demanda de extensión; demandada, el sujeto a quien se pre- 
tende extender la quiebra o el síndico de su concurso en su caso. 

La posibilidad de dictar medidas precautorias bajo la responsa- 
bilidad del concurso se limita al caso en que quien las peticiona es 
el síndico de la quebrada principal (arts. 182 y 240, LCQ), no así 
cuando las solicita el acreedor demandante, quien sólo compromete 
su propia responsabilidad y no la del concurso. 
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Art. 165. - Coexistencia con otros trámites con- 
cursales. Los recursos contra la sentencia de quiebra 
no obstan al trámite de extensión. La sentencia sólo 
puede dictarse cuando se desestimen los recursos. 


Efectos de la existencia de recursos pendientes contra la sen- 
tencia de quiebra principal. Si la sentencia de quiebra principal es- 
tuviese sujeta a recursos, mientras éstos no estén definitivamente 
desestimados no puede dictarse sentencia en el procedimiento de ex- 
tensión de quiebra. Sin embargo, este trámite no se suspende, con- 
tinuándose hasta la conclusión de la causa para sentencia (la cual 
recién se dictará después de rechazados los recursos contra la quie- 
bra principal, puesto que si ellos prosperaran, al revocarse la quiebra 
principal, quedaría definitivamente frustrada toda posibilidad de ex- 
tensión). 

La; existencia de recursos pendientes contra la sentencia de 
quiebra principal, tampoco suspende el plazo de caducidad para in- 
terponer la demanda de extensión (art. 163, LCQ). 


Sentencias en el juicio de extensión de quiebra. Recursos. El 
trámite abierto (juicio ordinario; art. 164, LCQ) para decidir la ex- 
tensión de quiebra, puede concluir de manera favorable o desfavora- 
ble a las pretensiones del actor. 


a) La sentencia que admite la pretensión de extensión es una 
verdadera sentencia de quiebra y, como tal, ha de ajustarse a las pre- 
visiones del art. 88 de la LCQ. Su recurribilidad se rige por las 
normas del lugar del juicio que estipulen los recursos admisibles (su 
modo y efecto) contra una sentencia de mérito dictada en juicio ordi- 
nario (al ser éste el trámite impuesto a la cuestión por el art. 164, 
LCQ). En general, dichas reglas rituales establecen la admisibili- 
dad del recurso de apelación, con efecto suspensivo. Este efecto no 
es incongruente con el carácter señalado de sentencia de quiebra (ni 
con la norma del art. 97, LCQ), dado que la extensión de quiebra 
no tiene por presupuesto la existencia de estado de cesación de pa- 
gos (del patrimonio del sujeto quebrado reflejamente), que es lo que 
explica el peculiar efecto de la interposición recursiva contra la 
sentencia de quiebra, reglado en el art. 97 de la LCQ. 

b) La sentencia que desestima la extensión de quiebra es recu- 
rrible por igual recurso (apelación) y con el mismo efecto (suspen- 
sivo) que la sentencia declarativa de quiebra por extensión. La 
imposición de costas, en la sentencia que rechaza la extensión, se 
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decide de acuerdo al régimen procesal común. En caso de imponer- 
se a la parte actora, si demandó el síndico, las costas serán a cargo 
del concurso (art. 240, LCQ), en tanto que si demandó algún acree- 
dor, él cargará con las respectivas costas. | 


Art. 166. - Coordinación de procedimientos. lin. 
dicatura. Al decretar la extensión, el juez debe dispo- 
ner las medidas de coordinación de procedimientos de 
todas las falencias. 

El síndico ya designado interviene en los concur- 
sos de las personas alcanzadas por la extensión, sin 
perjuicio de la aplicación del art. 253, parte final. 


La primera parte supone que el juez que decreta la extensión no 
se declara incompetente por aplicación del párr. 2* del arf. 162. Si 
el juez que declara la extensión se considera incompetente, allí cesa 
toda actividad ulterior, que corresponderá al juez competente en las 
falencias vinculadas. También la decisión sobre la sindicatura en 
las quiebras vinculadas (única o plural; por el mismo síndico o por 
otro en caso de imposibilidad de desempeño del originario cuando el 
expediente se desplaza a una jurisdicción donde no está habilitado 
para actuar, etc.) corresponde tomarla al juez que en definitiva resul- 
tare competente. 


Art. 167.— Masa única. La sentencia que decre- 
te la extensión fundada en el art. 161, inc. 3, dispon- 
drá la formación de masa única. 

También se forma masa única cuando la exten- 
sión ha sido declarada por aplicación del art. 161, incs. 
1 y 2 y se comprueba que existe confusión patrimonial 
inescindible. En este caso, la formación de masa úni- 
ca puede requerirla el síndico o cualquiera de los sín- 
dicos al presentar el informe indicado en el art. 41%. 
Son parte en la articulación los fallidos y síndicos ex- 
clusivamente. 


* Debería decir “art. 39”, 
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El crédito a cargo de más de uno de los fallidos 
concurrirá una sola vez por el importe mayor verifi- 
cado. 


La masa única O sistema de unidad de masa sólo se utiliza 
cuando hay confusión patrimonial inescindible entre la fallida princi- 
pal y los quebrados por extensión. 

Si dicha confusión patrimonial ha sido la causa determinante 
de la extensión de quiebra (art. 161, inc. 3, LCQ), la formación de 
masa única se ordena ab initio, en la misma sentencia de extensión 
de quiebra. 

Si, en cambio, la extensión de quiebra fue decidida por alguna 
otra causal que no fuera la del inc. 3, citado, y después se descubre 
la existencia de confusión patrimonial entre Jos sujetos de las quie- 
bras vinculadas, la pretensión de formación de masa única puede ser 
articulada por el síndico al presentar el informe general (art, 39, 
LCQ) en cualquiera de las quiebras extendidas. La articulación se 
sustancia con los síndicos y los fallidos involucrados. 

Ordenada la conformación de masa única, se suman todos los 
bienes de los distintos quebrados vinculados para integrar un solo 
activo liquidable, sobre el cual concurren promiscuamente (de acuer- 
do a las graduaciones respectivas) todos los acreedores de los dife- 
rentes quebrados (quienquiera fuese el obligado de cada acreedor y 
aunque se hubiera verificado la acreencia en uno solo de los concur- 
sos). Es como si todos los acreedores tuvieran un solo deudor con 
un -incrementado— patrimonio único liquidable. 

Cuando un acreedor tuviera como obligados a más de uno de 
los sujetos quebrados por extensión y se forma masa única, no se apli- 
ca la regla del art. 135 de la LCQ, sino el párr. último de este art. 167. 

Si existen créditos entre fallidos vinculados por extensión de 
sus quiebras donde se ha formado masa única, tales créditos no 
son considerados integrantes de dicha masa; se produce, respecto 
de ellos, una suerte de extinción -falencial, no de derecho común— 
por confusión (art. 170, párr. último, LCQ). 


Art. 168. - Masas separadas. Remanentes. En 
los casos no previstos en el artículo anterior, se consi- 
deran separadamente los bienes y créditos pertene- 
cientes a cada fallido. 
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Los remanentes de cada masa separada, consti- 
tuyen un fondo común, para ser distribuido entre los 
acreedores no satisfechos por la liquidación de la 
masa en la que participaron, sin atender a privile- 
gios. i 
Sin embargo, los créditos de quien ha actuado en 
su interés personal, en el caso del art. 161, inc. 1 o de 
la persona controlante en el caso del art. 161, inc. 2 no 
participan en la distribución del mencionado fondo 
común. 


El sistema de pluralidad de masas o masas separadas con fon- 
do común, residual, o remanente, se forma en los casos de extensión 
de quiebra contemplados en los incs. 1 y 2 del art. 161 de la LCQ, 
siempre y cuando no existiera —además— confusión patrimonial ines- 
cindible entre los quebrados vinculados (circunstancia ésta que de- 
terminaría la operatividad del art. 167, LCQ). 

Importa la formación de masas activas y pasivas (bienes y deu- 
das) para cada una de las quiebras por separado —como si no hubiera 
extensión y fuesen concursos autónomos—, hasta la distribución del 
activo liquidado en todas, oportunidad a partir de la cual se aprecia 
si se forma la masa remanente. Esta última constituye la verdadera 
particularidad del sistema. 

Las masas activas están constituidas, una para cada quiebra, con 
los bienes de cada fallido correspondiente. 

Las masas pasivas están integradas, una para cada quiebra, con 
los acreedores de cada fallido correspondiente. El art. 135 de la 
LCQ es aplicable, en su caso. 

Si queda remanente activo en la quiebra principal y saldos de 
pasivos insolutos en las quebradas por extensión, éstos no pueden 
concurrir sobre aquél (art. 168, párr. último, LCQ). 

Si queda remanente activo en algunas quebradas por extensión 
y saldos insolutos de pasivo en la quebrada principal, aquél confor- 
ma la masa residual, fondo común o de remanente que se aplica a sa- 
tisfacer los créditos insatisfechos como si éstos fuesen todos qui- 
rografarios. 

Además, los créditos entre fallidos vinculados por extensión, 
cuando se conforman masas plurales, no participan del fondo co- 
mún (art. 170, párr. 2%, LCQ). 
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Art. 169. - Cesación de pagos. En caso de masa 
única, la fecha de iniciación del estado de cesación de 
pagos que se determine a los efectos de los arts. 118 y 
ss., es la misma respecto de todos los fallidos. Se la 
determina al decretarse la formación de masa única o 
posteriormente. 


Cuando existan masas separadas, se determina la 
fecha de iniciación de la cesación de pagos respecto 
de cada fallido. 


Como el patrimonio del sujeto cuya quiebra se declara por ex- 
tensión puede no ser insolvente (ver comentario que precede al art. 
160, LCQ), es obvio que respecto del fallido por extensión, o de al- 
guno de ellos, podría no haber fecha de iniciación de la cesación 
de pagos. Si es un caso de masa única, ello es indiferente, porque 
la fecha de inicio de la insolvencia del quebrado principal rige para 
todos los fallidos. Pero si fuese un caso de masas separadas, el 
último párrafo del art. 169 de la LCQ ha de entenderse aplicable 
siempre y cuando cada fallido por extensión hubiese sido declarado 
en quiebra refleja estando —efectivamente-- en cesación de pagos. 


Art. 170. - Créditos entre fallidos. Los créditos 
entre fallidos se verifican mediante informe del sín- 
dico, o en su caso mediante un informe conjunto de 
los síndicos actuantes en las diversas quiebras, en la 
oportunidad prevista en el art. 35, sin necesidad de 
pedido de verificación. 

Dichos créditos no participan del fondo común pre- 
visto en el art. 168. 

No son considerados los créditos entre los falli- 
dos, comprendidos entre la masa única. 


Verificación de créditos entre fallidos vinculados por extensión. 
Dado que los fallidos carecen de legitimación o capacidad procesal 
en relación a bienes desapoderados (art. 110, LCQ), no pueden de- 
mandar verificación de sus créditos en la quiebra de un deudor de 
ellos, también fallido. El ejercicio de ese tipo de pretensión credi- 
toria corresponde al síndico de la quiebra del fallido acreedor. En 
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los casos de quiebras vinculadas por extensión, la sindicatura és 
—por regla— común (única o plural; art. 166, párr. 2”, LCQ). Por 
eso, no es adecuado el ejercicio de la pretensión verificatoria, por el 
síndico de un quebrado por extensión, en la quiebra de otro sujeto 
vinculado por quiebra a ella, puesto que en ambas se trata del mismo 
síndico o de sindicatura plural, pero reglada por las normas de coor- 
dinación del art. 253, párr. último, de la LCQ. De ahí que el artículo 
que comentamos resuelve la cuestión liberando a los síndicos de 
demandar la verificación del crédito de un fallido por extensión, en 
la vinculada quiebra de otro de los fallidos extendidos, e imponiendo 
el mecanismo sustitutivo de la verificación (rectius: consejo, opinión 
o dictamen), mediante el informe del síndico o, en su caso, el informe 
conjunto de los síndicos actuantes en las diversas quiebras (art. 35, 
LCQ). 

Concurrencia de los créditos de un fallido en la quiebra de otro 
fallido vinculados por extensión. En este supuesto es preciso dis- 
tinguir lo dispuesto en los arts. 167 y 168 de la LCQ. 

a) Si se trata de extensión de quiebra sujeta al sistema de plura- 
lidad de masas o masas separadas con fondo común, residual o re- 
manente (art. 168, LCQ), los créditos de los fallidos acreedores de 
otro de los fallidos vinculados por extensión, concurren en el pasivo 
de la correspondiente masa separada. Pero en caso de no cancelar- 
se íntegramente ese crédito en la respectiva masa, el saldo impago 
no puede concurrir en la masa remanente. 


b) Si se trata de extensión de quiebra con masa única o sistema 
de unidad de masa (art. 167, LCQ), los créditos entre fallidos vincu- 
lados por extensión no pueden concurrir en la masa única. 


Art. 171. - Efectos de la sentencia de extensión. 
Los efectos de la quiebra declarada por extensión se 
producen a partir de la sentencia que la decrete. 


Cuando la sentencia de quiebra por extensión se dicta a poste- 
riori de la sentencia de quiebra principal, el texto legal soluciona el 
problema del curso de los efectos de aquélla, estableciendo su opera- 
tividad ex nunc, esto es, para el futuro y sin retroactividad a la fecha 
de la sentencia de quiebra principal. Nada tiene que ver esto con el 
efecto de la interposición de recursos contra la sentencia de exten- 
sión de quiebra (ver art. 165, LCQ). 
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Sección HI 


GRUPOS ECONÓMICOS 


Art. 172.- Supuestos. Cuando dos o más perso- 
nas formen grupos económicos, aun manifestados 
por relaciones de control pero sin las características 
previstas en el art. 161, la quiebra de una de ellas no 
se extiende a las restantes. 


La existencia de agrupamiento societario, grupo económico o 
conjunto económico, no importa per se la extensión de la quiebra 
de uno de los miembros del grupo a los restantes. La extensión de 
quiebra entre miembros del agrupamiento sólo tiene lugar: 


a) Si se configura alguno de los supuestos del art. 161 de la 
LCQ. 

b) Cuando se declara la quiebra indirecta de alguno de los inte- 
grantes del agrupamiento, siempre y cuando se hubiera hecho uso 
del concurso preventivo agrupado (art. 65, LCQ), y dentro de éste se 
hubiese optado por la propuesta unificada de acuerdo preventivo (art. 
67, LCQ). 


SeEccióN UI 
RESPONSABILIDAD DE TERCEROS 


Responsabilidades por y en la quiebra. La quiebra genera nu- 
merosas responsabilidades al fallido y a ciertos terceros. Trataremos, 
a renglón seguido, de esquematizarlas, advirtiendo que su trata- 
miento legal está disperso en diferentes disposiciones de la legisla- 
ción concursal y en otras leyes no concursales. 


Fallido. Éste es quien tiene definidas responsabilidades, tanto 
en el ámbito concursal como en otros ordenamientos legales. 

a) La quiebra sujeta a la casi totalidad de los bienes del fallido 
(activo falencial, art. 107, LCQ) a un destino liquidativo, para satis- 
facer las deudas anteriores a la declaración de quiebra y las deu- 
das generadas por el proceso concursal (pasivo falencial, art. 104, 
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LCO), según un complejo sistema de distribución signado por reglas 
de prioridades propias de la liquidación colectiva (privilegios, art. 
239 y ss., LCQ). De esa manera se hace efectiva la responsabili- 
dad patrimonial del fallido. | 

b) El fallido también experimenta ciertas restriccione$ para ac- 
tuar en determinadas áreas (ejercicio del comercio, desempéño de al- 
gunos cargos, etc.), como consecuencia de la quiebra en sí (inhabili- 
taciones, art. 234 y ss., LCQ), y cuya duración depende de ciertos 
factores relacionados con su conducta. Así, se hacen efectivas limi- 
taciones propias de la llamada responsabilidad personal del fallido. 


c) Por fin, la conducta del fallido puede encuadrar en la órbita 
del derecho penal (delitos de quiebra, Código Penal), y dar lugar a 
sanciones de índole criminal. Si correspondiera, es la manera de 
hacer efectiva la responsabilidad penal del fallido. 


Terceros. Cuando hablamos de terceros, nos reteri Ls a una 
pluralidad de sujetos que no son el fallido o la fallida, y ale pueden 
tener mayor o menor proximidad (en sentido jurídico) con los falli- 
dos, o, mejor, con el patrimonio en quiebra. Es tercero (próximo), 
por ejemplo, el administrador de los bienes de la persona jurídica en 
quiebra; pero también es tercero (más lejano), por caso, un cómplice 
(del fallido) en la realización de actos fraudulentos hacia los acree- 
dores del quebrado. La responsabilidad de los terceros se puede 
ver, también, desde el triple ángulo de mira utilizado para la respon- 
sabilidad del fallido. 

a) Los terceros pueden incurrir en ciertos delitos que tienen re- 
lación directa con una quiebra (administración societaria fraudulenta, 
insolvencia fraudulenta, etc.), incurriendo así en responsabilidad pe- 
nal de terceros. 


b) También ciertos terceros —los administradores o integrantes 
del órgano de administración de la fallida son sometidos a iguales 
inhabilitaciones que los fallidos, como consecuencia de la quiebra de 
su administrada (arts. 235 y 236, LCQ). Es ésta una responsabili- 
dad personal de terceros, que afecta temporalmente su habilidad para 
el desempeño de algunos roles (art. 238, LCQ, y disposiciones de 
otras leyes nacionales y provinciales). 

e) Por último, tenemos la (eventual) responsabilidad patrimo- 
nial de terceros en caso de quiebra. Si bien la quiebra, en princi- 
pio, sólo somete a liquidación los bienes del fallido, en algunos su- 
puestos se impone a determinados terceros el deber de aportar bienes 
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o valores con miras a incrementar el producto repartible entre los 
acreedores de la fallida. Ello tiene lugar en la quiebra liquidativa, 
donde se paga con el producto de la liquidación del activo falencial, 
usualmente escaso para cubrir la totalidad del pasivo: pero, además, 
es menester que se configuren ciertas conductas (legalmente previs- 
tas) en el actuar de determinados terceros para que, posteriormente 
al ejercicio de las acciones enderezadas a su comprobación, se esta- 
blezca el deber de reparar que torne efectiva la responsabilidad pa- 
trimonial de terceros. 

¿Por qué la quiebra plantea el problema de las eventuales respon- 
sabilidades patrimoniales de algunos terceros y la cuestión no queda 
en la órbita de la responsabilidad (patrimonial) del fallido, con sus bie- 
nes, frente a sus acreedores? ¿Por qué estos últimos pueden aspirar a 
cobrarse sobre bienes de otros que no son su deudor— y que en condi- 
ciones de solvencia de éste difícilmente se verían responsabilizados? 

La quiebra produce, de ordinario, daño a los acreedores del fa- 
llido, consistente en la insatisfacción, total o parcial, de los créditos. 
Por ello, diferentes disposiciones legales estatuyen que quienes han 
contribuido -según ciertos factores de atribución— a causar el daño, 
deben contribuir a su reparación. Las acciones de responsabilidad pa- 
trimonial de terceros por quiebra se justifican y explican: 1) si hay 
daño, que provisoriamente podemos conceptualizar como insatisfac- 
ción total o parcial de los acreedores del fallido o, más técnicamente, 
“insuficiencia de activo (liquidado) para satisfacer íntegramente el 
pasivo falencial”, y 2) si hay sujetos dañados quienes, en principio, 
son los acreedores insatisfechos en la distribución del activo liqui- 
dado, o no desinteresados por otros medios conclusivos de la quiebra. 

Síguese de lo expuesto que las acciones de responsabilidad pa- 
trimonial de terceros carecen de razón de ser y no pueden promover- 
se, deben juzgarse extinguidas o, en su caso, rechazarse si no hay 
insuficiencia de activo en la quiebra liquidativa, si no hay acreedo- 
res, si éstos no están insatisfechos o si han sido desinteresados por 
algún modo de conclusión no liquidativa de la quiebra (avenimien- 
to, pago total). Queda así centrado el campo de operatividad de 
los mecanismos tendientes a la mejora del —asualmente insuficiente 
activo repartible: la quiebra liquidativa sin pago total de un sujeto 
fallido persona física o persona jurídica. 


Mecanismos jurídico-concursales de responsabilización patrimo- 
nial de terceros en caso de quiebra. Como premisa, cabe advertir 
que la legislación concursal no efectúa un prolijo tratamiento siste- 
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mático y sobre lineamientos o premisas comunes de los instrumentos 


de recomposición y mejora del activo liquidable y repartible. Ello 
explica la existencia de notables asimetrías. Los cuatro principales 
mecanismos concursales de responsabilidad patrimonial de terceros 
en caso de atra con miras a la mejora del activo repartible, son: 
a) las ineficatias falenciales del art. 118 y ss. de la LCQ; b) las ex- 
tensiones de quiebra del art. 160 y ss., de la LCQ; c) la llamada res- 
ponsabilidad de representantes (art. 173), y d) la responsabilidad de 
otros terceros “representantes o no” (genérica e imprecisamente lla- 
mada “responsabilidad de terceros” en el párr. 2", art. 173). 


A 
ceros en caso de quiebra. Fuera de la ley concursal, en Otras nor- 
mas jurídico-positivas (la ley de sociedades, el Código Civil, etc.) 
existen acciones de responsabilidad patrimonial contra terceros cuyo 
sujeto activoles la persona ahora fallida. Los presupuestos de ejer- 
cicio de dichas acciones, la extensión del resarcimiento, los plazos 
de prescripción, etc., se rigen por sus leyes específicas. Los arts, 
175 y 176 de la LCQ, sin embargo, establecen algunas disposiciones 
particulares aplicables a las mencionadas acciones cuando sobrevie- 
ne la quiebra de quien —de no haber falencia—- hubiera sido su sujeto 
activo. 


€ 


eciones no concursales de responsabilidad patrimonial de ter- 


Art. 173.- Responsabilidad de representantes. 
Los representantes, administradores, mandatarios O 
gestores de negocios del fallido que dolosamente hu- 
bieren producido, facilitado, permitido o agravado la 
situación patrimonial del deudor o su insolvencia, de- 
ben indemnizar los perjuicios causados. 


Responsabilidad de terceros. Quienes de cual- 
quier forma participen dolosamente en actos tendien- 
tes a la disminución del activo o exageración del pa- 
sivo, antes o después de la declaración de quiebra, 
deben reintegrar los bienes que aún tengan en su po- 
der e indemnizar los daños causados, no pudiendo 
tampoco reclamar ningún derecho en el concurso. 


Responsabilidad de representantes. El art. 173, párr. 1, de la 
LCQ contempla una acción específicamente concursal de responsabi- 
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lidad patrimonial de ciertos representantes de una persona —física 
o jurídica— en quiebra. La acción aquí regulada no excluye lá 
existencia, operatividad y eventual promoción de otras acciones de 
responsabilidad patrimonial de agentes o representantes de un sujeto 
quebrado, emergentes de (y reguladas por) disposiciones jurídi- 
co-positivas no concursales. Las características de esta acción con- 
cursa] de responsabilidad patrimonial de representantes del fallido 
son esquemáticamente las siguientes. 


a) Sujetos responsables pueden ser los representantes, adminis- 
tradores, mandatarios o gestores de negocios de la persona fallida. 
No están incluidos entre los sujetos pasivos de esta acción, los síndi- 
cos o miembros del órgano de vigilancia o fiscalización societarios. 

b) La conducta legalmente reprochada qué origina la responsa- 
bilidad patrimonial de los terceros consiste en haber: 1) producido; 
2) facilitado; 3) permitido, o 4) agravado la insolvencia del patri- 
monio del fallido, o la disminución de su responsabilidad patrimo- 
nial. 


c) La actuación del tercero subsumible en alguno de los supues- 
tos descriptos precedentemente tiene que estar signada por el dolo 
del autor. Éste —el dolo- es el único factor de atribución de la ac- 
ción concursal de responsabilidad contemplada en el párr. 1” del art. 
173 de la LCQ. La existencia de un obrar culposo determinante de 
insolvencia puede, en su caso, hacer operativas otras acciones no 
concursales de responsabilidad de terceros, en la medida en que fue- 
ren aplicables disposiciones del derecho común. El dolo ha de en- 
tenderse -en defecto de previsión concursal específica en el sentido 
del derecho civil. Esto es, el dolo en la conducta reprochada en 
el art. 173 de la LCQ, se configura por la produeción de un daño 
de manera intencional o con manifiesta indiferencia por los intere- 
ses ajenos (art. 1724, Cód. Civil y Comercial). La valoración de la 
conducta del agente productor del daño, la relación dé causalidad 
entre el hecho y el daño, la prueba de los factores de atribución y de 
las eximentes, así como las facultades judiciales al respecto, y las 
demás circunstancias y consecuencias de la acción dolosa se juzga- 
rán conforme a lo establecido en el art. 1716 y ss., del Cód. Civil y 
Comercial. 

d) La conducta antijurídica dolosamente ejecutada por alguho 
de los sujetos pasivos de la acción debe tener relación de causalidad 
con el estado de cesación de pagos o con la disminución de la res- 
ponsabilidad patrimonial del fallido. 
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e) Debe existir daño. a cuya reparación apunta la acción en col 
mentario, Con respecto al daño, cabe distinguir entre el daño que 
causó la actuación antijurídica del sujeto y el daño que debe existir a 
la hora de decidir la procedencia o no de la reparación, consistente 
(aquél) en la insuficiencia del activo liquidado para satisfacer Ínte- 
gramente a los acreedores en la quiebra. Si el acto analizado no 
ocasionó daño al tiempo de la realización de aquél (o cuando pese a 
haberlo ocasionado originariamente, no se configura insuficiencia de 
activo a la hora de decidir sobre la acción de responsabilidad por ser 
mayor el activo falencial liquidado que el pasivo a satisfacer, o por 
haber sido desinteresados los acreedores, mediante algún modo de 
conclusión no liquidativo de la falencia como el avenimiento o el 
pago total), la acción no puede prosperar. 

f) La consecuencia, o deber de reparar, en caso de progreso de 
la acción, se extiende a indemnizar los perjuicios causados. La re- 
gla impone su integración con las normas del derecho común. La 
violación del deber de no dañar a otro, o el incumplimiento de una 
obligación, da lugar a la reparación del daño causado (art. 1716, 
Cód. Civil y Comercial). El art. 275 del Cód. Civil y Comercial 
prescribe que el autor del dolo esencial o inicidental debe reparar 
el daño causado; y responde solidariamente la parte que al tiempo 
de la celebración del acto tuvo conocimiento del dolo del tercero. 
La omisión dolosa causa los mismos efectos que la acción dolosa, 
cuando el acto no se había realizado sin la reticencia u ocultación 
(art. 271). En cuanto la extensión del resarcimiento en la actua- 
ción dolosa, el art, 1740 establece que la reparación del daño debe 
ser plena: consiste en la restitución de la situación del damnificado 
(en materia concursal, la persona fallida) al estado anterior al he- 
cho dañoso, sea por el pago en dinero o en especie. 


Responsabilidad de terceros en general (“representantes o no”). 
El párr. 2? del art. 173 de la LCQ regula la responsabilidad pa- 
trimonial de cualquier tercero, autor, cómplice o partícipe, en actos 
dolosos tendientes a la disminución del activo o a la exageración 
del pasivo, llevados a cabo antes o después de la declaración de 
quiebra. 

Las características de esta otra acción concursal de responsabili- 
dad patrimonial de terceros en quiebra son, esquemáticamente, las 
que a continuación indicamos. 


a) Sujeto pasivo de la acción puede ser cualquier tercero; esto 
es, cualquier persona que no sea el propio fallido, ya fuera represen- 
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tante o no de él, su síndico societario, el síndico concursal, un acree- 
dor, etcétera. 

b) La conducta legalmente reprochada es la participación en ac- 
tos (lo cual excluiría la conducta omisiva) tendientes a la disminu- 
ción del activo o la exageración del pasivo, en ambos casos referidos 
al patrimonio falencial. La noción de participación es -aquí- muy 
amplia, y abarca tanto la autoría como la complicidad y otras situa- 
ciones de menor intensidad que corresponderá perfilar a la doctrina 
y jurisprudencia concursales. 

e) Siempre la conducta reprochada debe estar signada por el 
dolo. Éste es el único factor de atribución posible, y debe ser en- 
tendido como lo explicamos en párrafos precedentes. 

d) La existencia de daño y la relación de causalidad analizadas 
más arriba, respecto del art. 173, párr. 1%, de la LCQ son idénticas 
para esta acción regulada en el párr. 2? del mismo artículo. 

e) La consecuencia, o deber de reparar, en caso de progreso de 
esta acción, es mayor que en el supuesto previsto en el art. 173, 
párr. 1%, de la LCQ. Al deber de indemnizar los daños causados tal 
cual le caben las consideraciones hechas en comentario de la acción 
de responsabilidad de representantes) se agregan el deber de reinte- 
grar los bienes (del fallido) que aún tuviera en su poder el tercero, y 
la pérdida (para el tercero) de cualquier derecho que quisiera recla- 
mar en el concurso. 


Art. 174. - Extensión, trámite y prescripción. La 
responsabilidad prevista en el artículo anterior se ex- 
tiende a los actos practicados hasta un año antes de 
la fecha inicial de la cesación de pagos y se declara y 
determina en proceso que corresponde deducir al sín- 
dico. La acción tramitará por las reglas del juicio or- 
dinario, prescribe a los dos años contados desde la fe- 
cha de sentencia de quiebra y la instancia perime a 
los seis meses. A los efectos de la promoción de la 
acción rige el régimen de autorización previa del art. 
119 tercer párrafo. 


Extensión. Las acciones de responsabilidad previstas en los dos 
párrafos del art. 173 de la LCQ pueden promoverse en relación a ac- 
tos llevados a cabo “hasta un año antes de la fecha inicial de la cesa- 
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ción de pagos”. Dicha fecha se fija de acuerdo a lo establecido por 
el art. 116 de la ley concursal. A los fines de la responsabilidad de 
representantes y de terceros (art. 173, LCQ) no rige el plazo máximo 
de retroacción (dos años anteriores a la sentencia de quiebra o a la 
fecha de presentación preventiva concursal si la quiebra es indirecta) 
contemplado en el art. 116 de la LCO, sólo para las acciones de ine- 
ficacia falencial del art. 118 y siguientes. De este modo, los actos 
que generan la responsabilidad patrimonial de terceros y represen- 
tantes en caso de quiebra (art. 173, LCQ) pueden haber sido efectua- 
dos mucho tiempo atrás de la declaración judicial de la respectiva 
falencia. 


Prescripción. Las acciones del art. 173 de LCQ tienen un pla- 
zo de prescripción (no de caducidad como las de los arts. 124 6 163, 
LCQ) de dos años. Tal plazo arranca desde la fecha del dictado de 
la sentencia de quiebra, independientemente de que mediaran o no 
recursos contra ella. No es necesario que la sentencia de quiebra 
esté firme para que el susodicho plazo de prescripción comience a 
correr. Mientras no está fijada la fecha inicial del estado de cesa- 
ción de pagos, es discutido el efecto que ello produce sobre la pro- 
moción de la acción de responsabilidad y, eventualmente, sobre su 
prescripción. Una interpretación sostiene que ello opera como im- 
pedimento de promoción de la acción de responsabilidad y, por eso, 
corresponde aplicar la dispensa judicial de la prescripción que esta- 
blecía el art. 3980 del Cód. Civil (“Cuando por razón de dificultades 
o imposibilidad de hecho, se hubiere impedido temporalmente el ejer- 
cicio de una acción, los jueces están autorizados a liberar al acree- 
dor... de las consecuencias de la prescripción cumplida durante el 
impedimento, si después de su cesación el acreedor... hubiese hecho 
valer sus derechos en el término de tres meses”). Norma repetida 
mutatis mutandis en el actualmente vigente art. 2250 del Cód. Ci- 
vil y Comercial que extiende el anterior plazo de tres a seis meses. 
Otra corriente de análisis considera que no hay impedimento para 
promover la acción de responsabilidad —con lo cual el plazo de pres- 
cripción corre siempre desde la sentencia de quiebra—, aunque no po- 
dría dictarse sentencia en la acción de responsabilidad hasta tanto no 
quedase firme la resolución judicial que fija la fecha inicial del esta- 
do de cesación de pagos. 


Trámite. En función de las previsiones del art. 174 de la LCQ 
y de la aplicación de normas comunes —en lo previsto- se las puede 
resaltar esquemáticamente. 
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a) La legitimación activa corresponde, en principio, al síndico 
de la quiebra; en defecto de la actuación de éste, puede accionar 
cualquier acreedor interesado, de la manera indicada por el art. 120 
de la LCO (ver art. 176 in fine). Antes de promover una de estas 
acciones, el síndico debe requerir y obtener autorización de acree- 
dores que signifiquen mayoría simple del capital qrgr|ai ve- 
rificado y admitido (ver art. 119, LCQ). Ello es recaudo de admi- 
sibilidad formal de la demanda de responsabilidad fundada en 
cualquiera de los párrafos del art. 173 de la LCQ, razón por la cual 
el defecto de la señalada autorización, justifica la desestimación li- 
minar de la demanda. 

b) La acción de responsabilidad se sustancia y dilucida dentro 
de un proceso regido por las reglas del juicio ordinario previstas en 
el ordenamiento ritual del lugar donde radica la quiebra (arts, 174 y 
278, LCQ). La instancia perime a los seis meses. La sentencia 
gue se dictare —cualquiera fuere su sentido- es recurrible de la ma- 
nera (modo y efecto) reglada por el código procesal aplicable al jui- 
cio ordinario adoptado para la tramitación (es mayoritaria lla previ- 
sión, en las distintas jurisdicciones, del recurso de apelación con 
efecto suspensivo). 

c) La competencia para entender en estas acciones es exclusiva 
y excluyente del juez de la quiebra (art. 176 in fine, LCQ). 

d) En cuanto a la carga de la prueba, según las reglas ordinarias 
de su asignación, en principio incumbirá a la parte actora probar los 
extremos de procedencia de estas acciones y la extensión del daño 
reparable. 


Solidaridad. No hay directivas legales específicas sobre soli- 
daridad entre los sujetos contra los cuales progresaren acciones con- 
cursales de responsabilidad patrimonial por quiebra, por lo que pare- 
ce razonable sostener que tal solidaridad rija sólo entre copartícipes 
o corresponsables del mismo acto. 


Art. 175.- Socios y otros responsables. El ejer- 
cicio de las acciones de responsabilidad contra socios 
limitadamente responsables, administradores, síndicos 
y liquidadores, corresponde al síndico. 


Acciones en trámite. Si existen acciones de res- 
ponsabilidad iniciadas con anterioridad, continúan 
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por ante el juzgado del concurso. El síndico puede 
optar entre hacerse parte coadyuvante en los procesos 
en el estado en que se encuentren o bien mantenerse 
fuera de ellos y deducir las acciones que corresponden 
al concurso por separado. | 


Este artículo no crea acciones específicamente concursales de 
responsabilidad patrimonial de terceros por quiebra. Solamente mo- 
difica algunos aspectos de las llamadas acciones sociales de respon- 
sabilidad contempladas por el ordenamiento societario. La norma 
refiere, así, a cualquier acción social de responsabilidad que en au- 
sencia de quiebra de la sociedad hubiera correspondido promover —a 
la sociedad o al socio— en beneficio de (para reparar perjuicios oca- 
sionados) la sociedad (ahora fallida). 

La mención que hace el art. 175 de la LCQ de los sujetos pasi- 
vos (socios limitadamente responsables, administradores, síndicos y 
liquidadores) es, a nuestro juicio, ejemplificativa y no limitativa. No 
cabe excluir a ninguna acción social de responsabilidad contra cual- 
quier otro sujeto aun no mencionado en la lista señalada; por caso, 
los controlantes de la fallida, o los administradores de la controlante 
de la quebrada, a quienes se pueden promover acciones de responsa- 
bilidad (sin perjuicio de la eventual aplicación de las reglas de la ex- 
tensión de quiebra al controlante abusivo; art. 161, inc. 2, LCQ). 

Los presupuestos de ejercicio y de procedencia de estas ac- 


ciones sociales de responsabilidad, su prescripción, trámite, efectos, 
consecuencias y alcance del deber de reparar, etc., se rigen por las 
disposiciones del ordenamiento jurídico-positivo societario, aun en 
caso de quiebra de la sociedad. Las únicas particularidades que di- 


cha declaración de quiebra acarrea son las siguientes. 


a) El rol de parte actora en las acciones en trámite puede con- 
servarlo el socio que hubiese promovido una acción social de res- 
ponsabilidad antes de la declaración de quiebra social. En este 
supuesto, el síndico concursal puede optar entre hacerse parte coad- 
yuvante en el proceso preexistente, o deducir por separado las accio- 
nes “que corresponden al concurso”. 


bh) Si la acción social en trámite había sido promovida (antes de 
la quiebra) por la sociedad ahora fallida, sólo puede ser continua- 
da por el síndico atento al desapoderamiento de aquélla (art. 110, 
LCO). 
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c) La promoción de una acción social de responsabilidad des- 
pués de la quiebra corresponde al síndico. 

d) Siempre que se trate del síndico, para iniciar una acción de 
éstas o para continuarla, necesita la autorización reglada en el art. 
119 (art. 176 in fine, LCOOQ). 

e) En cualquier caso de inacción del síndico (en la promo- 
ción de una de estas acciones o en la prosecución de alguna de 
ellas en trámite), cualquier acreedor interesado (noción dentro de la 
cual cabe, en estos casos, el socio de la fallida) puede accionar en 
los términos y con los recaudos del art. 120 (art. 176 in fine, 
LCQ). 

f) En todos los supuestos (promoción o continuación de estas 
acciones, por cualesquiera de los sujetos legitimados activos) la 
competencia se desplaza hacia el juez del concurso (arts. 175 y 176 
in fine, LCQ). 


Art. 176.- Medidas precautorias. En los casos 
de los artículos precedentes, bajo la responsabilidad 
del concurso y a pedido del síndico, el juez puede 
adoptar las medidas precautorias por el monto que 
determine, aun antes de iniciada la acción. 


Para disponerlo se requiere que sumaria y ve- 
rosímiimente se acredite la responsabilidad que se 
imputa. 

Las acciones reguladas en esta sección se trami- 
tan por ante el juez del concurso y son aplicables los 
arts. 119 y 120, en lo pertinente. 


La posibilidad de dictar medidas precautorias bajo la responsa- 
bilidad del concurso se limita a Jos casos en los que quien acciona 
-y solicita aquéllas— es el síndico de la quiebra; no así cuando lo 
hace otro demandante (socio, acreedor interesado), quien sólo com- 
promete su propia responsabilidad y no la del concurso. Esto últi- 
mo —comprometer la responsabilidad del concurso— quiere decir que, 
en caso de que hubiera que afrontar costos (honorarios, gastos, repa- 
ración de perjuicios, etc.) originados en las acciones de los arts. 173 
y 175 de la LCQ, ellos serían considerados gastos de conservación y 
justicia (art. 240). 


Art. 177 
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El art. 176, párr. 2%, de la LCQ hace referencia a un presupuesto” 


siempre exigido para el despacho cautelar: el fimus bonis iuris. 


El último párrafo ha sido explicado al comentar los artículos 


precedentes. 


CarfruLo 1V 


INCAUTACIÓN, CONSERVACIÓN 
Y ADMINISTRACIÓN DE LOS BIENES 


SECCIÓN 1 


MEDIDAS COMUNES 


Art. 177.— Incautación: formas. Inmediatamen- 
te de dictada la sentencia de quiebra se procede a la 
incautación de los bienes y papeles del fallido, a cuyo 
fin el juez designa al funcionario que estime pertinen- 
te, que puede ser un notario. 

La incautación debe realizarse en la forma más 
conveniente, de acuerdo con la naturaleza de los bie- 
nes y puede consistir en: 

1) La clausura del establecimiento del deudor, de 
sus oficinas y demás lugares en que se hallen sus bie- 
nes y documentos. 

2) La entrega directa de los bienes al síndico, 
previa la descripción e inventario que se efectuará en 
tres ejemplares de los cuales uno se agrega a los au- 
tos, otro al legajo del art. 279 y el restante se entrega 
al síndico. 

3) La incautación de los bienes del deudor en po- 
der de terceros, quienes pueden ser designados deposi- 
tarios si fueran personas de notoria responsabilidad. 

Las diligencias indicadas se extienden a los bie- 
nes de los socios ilimitadamente responsables. 
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Respecto de los bienes fuera de la jurisdicción se 
cumplen mediante rogatoria, que debe ser librada den- 
tro de las veinticuatro horas y diligenciada sin necesi- 
dad de instancia de parte. | 


Los bienes imprescindibles pará la subsistencia 
del fallido y su familia deben ser entregados al den- 
dor bajo recibo, previo inventario de los mismos. 


La sentencia de quiebra produce, como su efecto jurídico típico, 
la imposibilidad para el fallido de administrar y disponer de sus bie- 
nes. Este efecto sobre el patrimonio del quebrado se denomina de- 
sapoderamiento (ver comentario al art. 107 y ss.) y opera desde el 
momento mismo de la declaración de la quiebra, acarreando la inefi- 
cacia de todos los actos celebrados por el fallido a posteriori de 
aquélla, siendo, al efecto, indiferente que los bienes hubieran podido 
continuar —de hecho- en posesión del quebrado por algún tiempo 
posterior a la fecha de la sentencia de quiebra. Empero, para ase- 
gurar la efectiva operatividad del desapoderamiento y la preserva- 
ción de la integridad patrimonial del quebrado —en orden a satisfacer 
de la mejor manera posible a sus acreedores— se legisla en este ar- 
tículo sobre la incautación de los bienes y papeles del fallido, que 
debe hacerse “inmediatamente de dictada la sentencia de quiebra”. 

Interesa, sin embargo, insistir en que la incautación no es el de- 
sapoderamiento, sino una consecuencia o materialización de éste. 
Asimismo, que el desapoderamiento emergente de la quiebra deter- 
mina la ineficacia de los actos celebrados por el fallido después de 
la sentencia de quiebra, mediare o no incautación efectiva de sus 
bienes y papeles. 

En ausencia de síndico —ordinariamente por no habérselo desig- 
nado todavía—, el juez puede nombrar un funcionario incautador 
ad hoc (oficial de justicia, actuario, notario, etcétera). 

El diligenciamiento de la rogatoria a extraña jurisdicción, para 
incautar los bienes ubicados fuera de la sede del juez concursal, pue- 
de comisionarse al agente fiscal de la jurisdicción donde esos bienes 
estuvieren localizados (art. 258, LCQ). 

La última parte del artículo (“bienes imprescindibles para la 
subsistencia”) debe correlacionarse con el art. 108 de la LCQ, que 
enumera los bienes inembargables y demás excluidos del desapode- 
ramiento, los cuales tampoco pueden ser objeto de incautación, pues 
el fallido conserva la libre administración y disponibilidad de éstos. 
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Art. 178.- Ausencia de síndico. Si el síndico no 
hubiere aceptado el cargo, se realizan igualmente las 
diligencias previstas y se debe ordenar la vigilancia 
policial necesafia para la custodia. 

E 
En la misma sentencia de quiebra se designa un funcionario in- 
ventariador (art. 88, inc. 10, LCQ), a quien también pueden otorgar- 
se las funciones de incautador (art. 177, LCQ), para que realice las 
diligencias propias de tales cargos, de inmediato, sin que tenga que 
esperarse a la puesta en función del síndico. 


Art. 179.- Conservación y administración por el 
síndico. El síndico debe adoptar y realizar las medi- 
das necesarias para la conservación y administración 
de los bienes a su cargo. 

Toma posesión de ellos bajo inventario con los re- 
quisitos del art. 177, inc. 2, pudiendo hacerlo por un 
tercero que lo represente. 


El síndico en la quiebra tiene legalmente facultades para ejercer 
actos conservatorios y actos de administración de los bienes sujetos 
a desapoderamiento. A la vez, es un deber funcional del síndico 
realizar los actos de esa índole que fuesen necesarios. 

En general, la realización de actos conservatorios y de actos de 
administración signados por urgencia no requieren previa autoriza- 
ción judicial. 

El inventario a que refiere el art. 179, párr. 2%, de LCQ puede 
haber sido hecho ya, por el funcionario mencionado en el art. 88, 
inc. 10. De toda suerte, con dicho inventario (controlado) o confec- 
cionando uno ad hoc, el síndico toma posesión de los bienes desapo- 
derados, asumiendo las responsabilidades consiguientes. 


Art. 180. — Incautación de los libros y documentos. 
En las oportunidades mencionadas, el síndico debe in- 
cautarse de los libros de comercio y papeles del deu- 
dor, cerrando los blancos que hubiere y colocando, 
después de la última atestación, nota que exprese las 
hojas escritas que tenga, que debe firmar junto con el 
funcionario o notario interviniente. 
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Se trata de una medida de seguridad tendiente a evitar alteracio- 
nes de las registraciones contables, las cuales deberían quedar tal 
como se hallaban al tiempo de la declaración de quiebra. En reali- 
dad, esta intervención de los libros, para mayor efectividad, corres- 
pondería asignársela al funcionario inventariador (art. 88, inc. 10) e 
incautador (art. 177). 


Art. 181. - Medidas urgentes de seguridad. Cuan- 
do los bienes se encuentren en locales que no ofrezcan 
seguridad para la conservación y custodia, el síndico 
debe peticionar todas las medidas necesarias para lo- 
grar esos fines y practicar directamente las que sean 
más urgentes para evitar sustracciones, pérdidas o de- 
terioros, comunicándolas de inmediato al juez. 


Se regula, en especial, el ejercicio de las facultades o deberes 
del síndico para la conservación de los bienes a su cargo (ver art, 
179, LCQ). 

La urgencia dispensa de pedir la previa autorización judicial, y 
faculta u obliga a practicar directamente las medidas necesarias, co- 
municándolas luego al juez de la quiebra. 


Art. 182.- Cobro de los créditos del fallido. El 
síndico debe procurar el cobro de los créditos adeudados 
al fallido, pudiendo otorgar los recibos pertinentes. 
Debe iniciar los juicios necesarios para su percep- 
ción y para la defensa de los intereses del concurso. 
También debe requerir todas las medidas conservato- 
rias judiciales y practicar las extrajudiciales. 

Para los actos mencionados no necesita autoriza- 
ción especial. Se requiere autorización del juez para 
transigir, otorgar quitas, esperas, novaciones o com- 
prometer en árbitros. 

Las demandas podrán deducirse y proseguirse sin 
necesidad de previo pago de impuestos o tasa de justi- 
cia, sellado o cualquier otro gravamen, sin perjuicio 
de su pago con el producido de la liquidación, con la 
preferencia del art. 240. 
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Esta facultad-deber del síndico es consecuencia de la pérdida de” 


la legitimación procesal del fallido que sigue al desapoderamiento 
(ver arts. 107 a 110, LCQ, en especial este último). Importa, asi- 
mismo, el desplazamiento del fallido o de sus apoderados de los pro- 
cesos en trámite relativos a mieles sujetos a desapoderamiento— a 
partir del dictado de la sentencia dde quiebra. Para promover las de- 
mandas previstas, el síndico debe'contar con asistencia o patrocinio 
letrado si así lo exigen las disposiciones del lugar del juicio para la 
actuación de quienes no sean profesionales del derecho. 

La legislación común exige que el poder contenga facultades 
expresas para renunciar, transar, someter a juicio arbitral derechos 
u obligaciones, sin perjuicio de las reglas aplicables en materia de 
concursos y quiebras (art. 375, inc. 1%, Cód. Civil y Comercial). 
Una de estas reglas especialmente aplicables en la quiebra es la 
contemplada en este art. 182, que requiere autorización especial del 
juez para que el síndico pueda celebrar una transacción (art. 1641 y 
5$.), otorgar quitas (art. 944 y si.) O esperas, aceptar novación de 
obligaciones (art. 933 y ss.) o comprometer en árbitros (art. 1649 y 
siguientes). 


Art. 183.- Fondos del concurso. Las sumas de 
dinero que se perciban deben ser depositadas a la or- 
den del juez en el banco de depósitos judiciales co- 
rrespondiente, dentro de los tres días. 

Las deudas comprendidas en los arts. 241, inc. 4%, 
y 246, inc. 1, se pagarán de inmediato con los prime- 
ros fondos que se recauden o con el producido de los 
bienes sobre los cuales recae el privilegio especial, 
con reserva de las sumas para atender créditos pre- 
ferentes. Se aplican las normas del art. 16, segundo 
párrafo. 

El juez puede autorizar al síndico para que con- 
serve en su poder los fondos que sean necesarios para 
los gastos ordinarios o extraordinarios que autorice. 

También puede disponer el depósito de los fondos 
en cuentas que puedan devengar intereses en bancos o 


* Debería decir “inc. 2”. 
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instituciones de crédito oficiales o privadas de prime- 
ra línea. Puede autorizarse el depósito de documen- 
tos al cobro, en bancos oficiales o privados de primera 
línea. 


El artículo regula el destino de los fondos que se van percibien- 
do durante el juicio de quiebra, ya por cobro de créditos del fallido, 
ya por liquidación de los bienes de éste. 

Resulta interesante destacar dos aspectos: 

a) La consagración del derecho de pronto pago para ciertas 
acreencias de origen laboral. Con lo cual, a la preferencia en el or- 
den de cobro de éstas determinado por su carácter privilegiado, se 
agrega una preferencia en el tiempo durante el cual pueden satisfa- 
cerse, dado que en este artículo se posibilita un adelanto del pago de 
estos créditos, los cuales no deben, necesariamente, esperar hasta la 
distribución común al resto de las acreencias. 

b) La posibilidad de inversión rentable de los fondos concursa- 
les, en bancos o instituciones de crédito oficiales o en entidades fi- 
nancieras de primera línea. 


Art. 184.- Bienes perecederos. En cualquier es- 
tado de la causa, el síndico debe pedir la venta inme- 
diata de los bienes perecederos, de los que estén ex- 
puestos a una grave disminución del precio y de los 
que sean de conservación dispendiosa. 


La enajenación se debe hacer por cualquiera de 
las formas previstas en la sección 1 del capítulo VI 
de este título, pero si la urgencia del caso lo requiere el 
juez puede autorizar al síndico la venta de los bienes 
perecederos en la forma más conveniente al concurso. 


También se aplican estas disposiciones respecto 
de los bienes que sea necesario realizar para poder 
afrontar los gastos que demanden el trámite del juicio 
y las demás medidas previstas en esta ley. 


La enajenación o realización de los bienes del activo falencial 
debe hacerse en la oportunidad señalada por el art. 203 de la LCQ. 
Sin embargo, en este art. 184 se contempla la posibilidad de realiza- 
ción anticipada de bienes en los siguientes casos: 
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a) Bienes perecederos (p.ej., productos alimenticios no dura 


bles, o expuestos a serio riesgo de deterioro si se espera la liquida- 
ción concursal general). 


b) Bienes expuestos a una grave disminución del precio (merca- 
derías cuyo valor depende, en gran medida, de modas o costumbres 
muy fluctuantes; maguinaria de rápida obsolescencia, etcétera). 


c) Bienes de conservación dispendiosa (los que requieren muy 
elevados costos de mantenimiento o de depósito, no compensables 
con el precio que pudiera obtenerse si se espera la liquidación gene- 
ral, etcétera). 

d) Inexistencia de fondos suficientes para afrontar gastos del 
juicio concursal u otros gastos que el síndico deba atender en cum- 
plimiento de las funciones asignadas por la ley. En este caso, la 
liquidación anticipada debe limitarse a los bienes cuyo producido 
prima facie alcanzare para ir cubriendo las necesidades más inme- 
diatas, sin perjuicio de realizarse otras liquidaciones ulteriores si 
fuere menester. 


Art. 185. - Facultades para conservación y admi- 
nistración de bienes. El síndico puede realizar los 
contratos que resulten necesarios, incluso los de segu- 
ro, para la conservación y administración de los bie- 
nes, previa autorización judicial. Para otorgársela 
debe tenerse en cuenta la economía de los gastos y el 
valor corriente de esos servicios, 


Si la urgencia lo hiciere imprescindible puede dis- 
poner directamente la contratación, poniendo inmedia- 
tamente el hecho en conocimiento del juez. 


Es otra expresión que ejemplifica las facultades y deberes del 
síndico enunciadas en el art. 179 de la LCQ; ahora se especifica que 
las llamadas medidas necesarias para la conservación y administra- 


ción de los bienes a su cargo, también comprenden a contratos. 

El síndico puede celebrar contratos para la conservación y ad- 
ministración de los bienes desapoderados, con autorización judicial 
transitoriamente obviable si hubiera urgencia. En este último caso, 
la contratación directa por el síndico no exime de la inmediata pues- 
ta en conocimiento del juez, quien ratificará o no lo actuado por el 
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síndico según los parámetros de la segunda frase del párr. 1? del art. 
185 de la LCQ. 


Art. 186. - Facultades sobre bienes desapoderados. 
Con el fin de obtener frutos, el síndico puede convenir 
locación o cualquier otro contrato sobre bienes, siem- 
pre que no importen su disposición total o parcial, ni 
exceder los plazos previstos en el art. 205, sin perjui- 
cio de lo dispuesto en los arts. 192 a 199, Se requiere 
previa autorización del juez. 


El régimen específico concursal prevalece sobre las normas de 
derecho común. De ahí que si el síndico celebra un contrato de lo- 
cación sobre bienes desapoderados -conforme con la directiva de 
este artículo= aquél no está sujeto a los plazo; mínimos determína- 
dos por la ley civil. 

A diferencia de los contratos que contempla el art. 185, siempre 
es indispensable requerir la autorización del juez en los que regula el 
art. 186. 


Art. 187. - Propuesta y condiciones del contrato. 
De acuerdo con las circunstancias el juez puede re- 
querir que se presenten diversas propuestas mediante 
el procedimiento que estime más seguro y eficiente y 
que se ofrezcan garantías. , 

La cooperativa de trabajo de trabajadores del 
mismo establecimiento podrá proponer contrato. En 
este caso se admitirá que garantice el contrato en todo 
o en parte con los créditos laborales de sus asociados 
pendientes de cobro en la quiebra que éstos volunta- 
riamente afecten a tal propósito, con consentimiento 
prestado en audiencia ante el juez de la quiebra y con 
intervención de la asociación sindical legitimada. 

La sindicatura fiscalizará el cumplimiento de las 
obligaciones contratuales. A estos fines, está autori- 
zada para ingresar al establecimiento para controlar 
la conservación de los bienes y fiscalizar la contabili- 
dad en lo pertinente al interés del concurso. 


21. TLA, Concursos y quiebras. 
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Los términos en que el tercero deba efectuar sus 
prestaciones se consideran esenciales, y el incumpli- 
miento produce de pleno derecho la resolución del 
contrato. 


Al vencer el plazo o resolverse el contrato, el juez 
debe disponer la inmediata restitución del bien sin 
trámite ni recurso alguno. [Sustituido por ley 26.684, 
art. 15] 


Las disposiciones de este art. 187 son específicamente concursa- 
les y se explican por la transitoriedad y precariedad de todo con- 
trato de explotación de bienes que están destinados a su liquida- 
ción. Estas disposiciones legales tienen así carácter imperativo y 
por ello prevalecen sobre cualquier otra previsión (contractual o legal) 
en contrario. 

Estos contratos transitorios, orientados a percibir frutos en los 
términos del art. 186, puede celebrarlos el síndico —si el juez lo au- 
toriza— con la cooperativa que al efecto pudieran formar los trabaja- 
dores del establecimiento (de la fallida) al cual estén afectados los 
bienes objeto del contrato en cuestión. 

En garantía del cumplimiento del contrato, los trabajadores (al- 
gunos o todos) que estén asociados a la cooperativa podrán afectar 
voluntaiamente sus créditos laborales pendientes de cobro en la 
quiebra. El otorgamiento de esta garantía exige que el consenti- 
miento de los garantes a la eventual subordinación de sus créditos se 
preste en audiencia ante el juez de la quiebra y con intervención de 
la asociación sindical legitimada. Esta garantía es autoejecutable; 
en caso de incumplimiento contractual, la ejecución de la garantía 
consistirá simplemente en la efectiva subordinación del crédito de 
os garantes con respecto al resto de los créditos reconocidos en la 
quiebra. De este modo, los garantes dejarán de competir con el res- 
to de los acreedores y, así, éstos se verán proporcionalmente bene- 
iciados por el aumento del dividendo que habrá de resultar de la 
disminución del pasivo concurrente (representado por los créditos 
aborales otorgados en garantía). En otros términos, la ejecución 
de la garantía implicará la pérdida del derecho al cobro del crédito la- 
boral de los garantes, en la quiebra, a menos que todos los restantes 
acreedores resultaren íntegramente pagados, incluidos los intere- 
ses suspendidos, con el producto de la liquidación y distribución de 
los bienes (art. 228, LCQ). 
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La finalización del contrato, cualquiera que sea su causa (venci- 
miento de los plazos, resolución del acuerdo, incumplimiento, etc.), 
obliga a restituir inmediatamente el bien objeto del contrato. A tal 
fin, el juez de la quiebra debe exigir y hacer cumplir la inmediata 
restitución, sin trámite y sia posibilidad de recurso algund. 


| 


Art. 188. - Trámite de restitución de bienes de ter- 
ceros. Después de declarada la quiebra y antes de 
haberse producido la enajenación del bien, los intere- 
sados pueden requerir la restitución a que se refiere el 
art. 138. 


Debe correrse vista al síndico y al fallido que se 
encontraba en posesión del bien al tiempo de la quie- 
bra, en el caso de que éste hubiese interpuesto recurso 
de reposición que se halle en trámite. ] 

n de 


Si no ha concluido el proceso de verificáci 
créditos el juez puede exigir, de acuerdo con las 
circunstancias, que el peticionario preste caución su- 
ficiente. 


Ver art. 138 de la LCQ, referido a los bienes de terceros, y el 
comentario que allí desarrollamos. 


Sección 1 
CONTINUACIÓN DE LA EXPLOTACIÓN DE LA EMPRESA 


La quiebra es el proceso concursal liquidativo. -Su propósito es 
la enajenación de los bienes del deudor, para distribuir el producto 
entre los acreedores. 

En el esquema concursal de la ley 24.522, los mecanismos de 
reorganización de la empresa (preventivos de su liquidación) se ad- 
miten en diversos estadios anteriores a la consolidación de la quie- 
bra: acuerdos preconcursales, acuerdos preventivos extrajudiciales, 
acuerdos preventivos a propuesta de la deudora (en el período de ex- 
clusividad) o de terceros (en los casos de salvataje o cramdown), y 
hasta es posible convertir la quiebra —ya declarada— en concurso pre- 
ventivo. Pero una vez agotadas esas posibilidades, firme y consoli- 
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dada la quiebra, la liquidación es inexorable para poder satisfacer * 
los créditos del deudor fallido y debe hacerse en plazo breve (art. 
217, LCQ). 

Caben, sin embargo. dos observaciones: 

a) Excepcionalmente, la quiebra puede concluir sin liquidación 
en casos de avenimiento (art. 225 y ss., LCQ) y de cartas de pago O 
inexistencia de acreedores (art, 229, LCQ); supuestos difíciles de po- 
der concretar en quiebras empresariales. 

b) La continuación de la actividad empresarial de la persona 
quebrada —regulada a partir del art. 189, LCQ- no tiene por finalidad 
reorganizar la empresa, ni impedir o demorar la liquidación, sino po- 
sibilitar que ésta se lleve a cabo como empresa en marcha, siempre 
y cuando ello fuera conveniente de acuerdo con los estrictos paráme- 
tros del art. 190, 


Art. 189. - Continuación inmediata. El síndico 
puede continuar de inmediato con la explotación de 
la empresa o alguno de sus establecimientos, si de la 
interrupción pudiera resultar con evidencia un daño 
grave al interés de los acreedores y a la conservación 
del patrimonio, si se interrumpiera un ciclo de pro- 
ducción que puede concluirse o entiende que el em- 
prendimiento resulta económicamente viable. Tam- 
bién la conservación de la fuente de trabajo habilita la 
continuación inmediata de la explotación de la empre- 
sa o de alguno de sus establecimientos, si las dos ter- 
ceras partes del personal en actividad o de los acree- 
dores laborales, organizados en cooperativa, incluso 
en formación, la soliciten al síndico o al juez, si aquél 
todavía no se hubiera hecho cargo, a partir de la sen- 
tencia de quiebra y hasta cinco días luego de la úl- 
tima publicación de edictos en el diario oficial que co- 
rresponda a la jurisdicción del establecimiento. El 
síndico debe ponerlo en conocimiento del juez dentro 
de las veinticuatro horas. El juez puede adoptar las 
medidas que estime pertinentes, incluso la cesación de 
la explotación, con reserva de lo expuesto en los pá- 
rrafos siguientes. Para el caso que la solicitud a que 
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refiere el segundo párrafo del presente, sea una coo- 
perativa en formación, la misma deberá regularizar su 
situación en un plazo de cuarenta días, plazo que 
podría extenderse si existiesen razones acreditadas de 
origen ajeno a su esfera de responsabilidad que impi- 
dan tal cometidó. [Párrafo sustituido por ley 26,684, 
art. 16] 


Empresas que prestan servicios públicos. Las 
disposiciones del párrafo precedente y las demás de 
esta sección se aplican a la quiebra de empresas que 
explotan servicios públicos imprescindibles con las si- 
guientes normas particulares: 


I) Debe comunicarse la sentencia de quiebra a la 
autoridad que ha otorgado la concesión o a la que sea 
pertinente. l 


2) Si el juez decide en los términos del art. 191 
que la continuación de la explotación de la empresa 
no es posible, debe comunicarlo a la autoridad perti- 
nente. 


3) La autoridad competente puede disponer lo 
que estime conveniente para asegurar la prestación 
del servicio; las obligaciones que resulten de esa pres- 
tación son ajenas a la quiebra. 


4) La cesación efectiva de la explotación no pue- 
de producirse antes de pasados treinta días de la co- 
municación prevista en el inc. 2. 


Continuación “inmediata” de la explotación empresarial, En 
los procesos falenciales, es regla el cese de la actividad empresarial 
de la fallida y el cierre del establecimiento, con incautación de los 
bienes y toma de posesión de ellos por el síndico, aplicándose de 
ahí en adelante y hasta la realización de la liquidación el régimen 
de actos conservatorios y administrativos de los arts. 177 a 188 de 
la LCQ. 

Sin embargo, el síndico puede de inmediato continuar la explo- 
tación empresarial (o la de alguno de los establecimientos) cuando 
en un caso concreto estuviera presente alguna de las circunstancias 
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establecidas en el art. 189, a saber: a) si de la interrupción de la ex-* 


plotación pudiera resultar un daño grave al interés de los acreedores 
y a la conservación del patrimonio (que es, prácticamente, lo mismo, 
puesto que el interés de los acreedores es cobrar y sus expectativas 
de cobro se centran en la conservación del activo liquidable); b) si 
se interrumpiera un ciclo de producción que puede concluirse, o c) 
si el emprendimiento resulta económicamente viable. 

Dentro de las veinticuatro horas de haberse dispuesto la conti- 
nuación empresarial, el síndico debe comunicarlo al juez de la quie- 
bra, quien puede adoptar las medidas que estime apropiadas e, inclu- 
so, ordenar el cese de la explotación. Esta decisión judicial es 
inapelable (art. 273, inc. 3, LCQ). 

También el síndico, o el juez, pueden disponer la continuación 
inmediata de la explotación de la empresa o de alguno de sus esta- 
blecimientos, cuando así lo soliciten las dos terceras partes del per- 
sonal en actividad o de los acreedores laborales, organizados en coo- 
perativa (aunque ésta se encuentre aún en formación). 


Empresas que prestan servicios públicos. En el caso de falli- 
das que prestan servicios públicos, independientemente de que se 
trate de sociedades del Estado o de capital privado, la continuación 
inmediata de su actividad empresarial posquiebra es la regla. Ello 
se explica porque el cese abrupto de la prestación de un servicio pú- 
blico produce, con evidencia, un daño grave a sectores generalmen- 
te importantes de la comunidad. Sólo por excepción podría no dis- 
ponerse la continuación inmediata, cuando el servicio público cuya 
prestación cesara no fuese imprescindible. La noción de prescindi- 
bilidad depende de la posibilidad de prestación sustitutiva inmediata 
del mismo servicio por otro prestador, o de otras circunstancias apre- 
ciables en cada caso, 


Art. 190.- Trámite común para todos los proce- 
sos. En toda quiebra, aun las comprendidas en el ar- 
tículo precedente, el síndico debe informar al juez 
dentro de los veinte días corridos contados a partir de 
la aceptación del cargo, sobre la posibilidad de con- 
tinuar con la explotación de la empresa del fallido o 
de alguno de sus establecimientos y la conveniencia de 
enajenarlos en marcha. En la continuidad de la em- 
presa se tomará en consideración el pedido formal de 
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los trabajadores en relación de dependencia que re- 
presenten las dos terceras partes del personal en acti- 
vidad o de los acreedores laborales quienes deberán 
actuar en el período de continuidad bajo la forma de 
una cooperativa de trabajo. 

A tales fines deberá presentar en el plazo de vein- 
te días, a partir del pedido formal, un proyecto de ex- 
plotación conteniendo las proyecciones referentes a la 
actividad económica que desarrollará, del que se dará 
traslado al síndico para que en plazo de cinco días 
emita opinión al respecto. 

El término de la continuidad de la empresa, cual- 
quiera sea su causa, no hace nacer el derecho a nue- 
vas indemnizaciones laborales. El informe del, síndi- 
co debe expedirse concretamente sobre los siguientes 
aspectos: 


1) La posibilidad de mantener la explotación sin 
contraer nuevos pasivos, salvo los mínimos necesarios 
para el giro de la explotación de la empresa o estable- 
cimiento. 


2) La ventaja que resultaría para los acreedores 
de la enajenación de la empresa en marcha. 

3) La ventaja que pudiere resultar para terceros 
del mantenimiento de la actividad. 

4) El plan de explotación, acompañado de un pre- 
supuesto de recursos, debidamente fundado. 

5) Los contratos en curso de ejecución que deben 
mantenerse. 

6) En su caso, las reorganizaciones o modifica- 
ciones que deben realizarse en la empresa para hacer 
económicamente viable su explotación. 

7) Los colaboradores que necesitará para la ad- 
ministración de la explotación. 

8) Explicar el modo en que se pretende cancelar 
el pasivo preexistente. 
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En caso de disidencias o duda respecto de la con- 
tinvación de la explotación por parte de los trabaja- 
dores, el juez, si lo estima necesario, puede convocar a 
una audiencia a los intervinientes en la articulación y 
al síndico, para que compatezcan a ella, con toda la 
prueba, de que intenten valerse, 


El juez a los efectos del presente artículo y en el 
marco de las facultades del art. 274, podrá de manera 
fundada extender los plazos que se prevén en la ley 
para la continuidad de la empresa, en la medida que 
ello fuere razonable para garantizar la liquidación de 
cada establecimiento como unidad de negocio y con 
la explotación en marcha. [Sustituido por ley 26.684, 
art. 17] | 


Continuación “ulterior” de la lploración empresarial. En to- 
das las quiebras (correspondientes a fallidos que hubieran desempe- 
ñado actividad empresarial, obviamente), se hubiese o no dispuesto 
la continuación inmediata de la explotación de la empresa (art. 189, 
LCQ), el síndico debe présentar al juez concursal un informe opi- 
nando si es posible y conveniente la continuación (de la empresa o 
de la actividad de alguno de los establecimientos) y la venta de los 
activos como empresa en marcha. 


El referido informe debe presentarse antes de transcurridos vein- 
te días corridos, contados desde la fecha de aceptación del cargo por 
el síndico. El incumplimiento importa la transgresión de un deber 
funcional cuya gravedad será apreciada por el juez, según las cir- 
cunstancias del caso, a los fines disciplinarios respectivos (art. 255, 
LCQ). Sin perjuicio de ello, el juez puede ordenar la presentación 
del informe, aun tardíamente si lo estima conveniente, al mismo sín- 
dico o a quien lo reemplazara en caso de remoción. 

Aunque el síndico desaconsejara la continuación de la explota- 
ción, igual debe informar la existencia de contratos con prestacio- 
nes recíprocas pendientes, y dar su opinión sobre la conveniencia de 
continuarlos o resolverlos (art. 144, inc. 2, LCQ). 

Si la cooperativa integrada por la mayoría de trabajadores con- 
templada en este artículo y en el art. 189 solicitara tomar a su cargo 
la continuidad de la explotación, deberá presentar en el plazo de 
veinte días (desde que el pedido respectivo fue formulado) un pro- 


329 LEY 24.522 Art. 191 


yecto de explotación que contenga las proyecciones referentes a la 
actividad económica que se desarrollará. El síndico debe emitir su 
opinión sobre el proyecto dentro del plazo de cinco días. 

Cuando el síndico aconsejara la continuación, esta opinión debe 
estar fundada consistentemente y ser acompañada de un plan de ex- 
plotación y un presupuesto de recursos. Los ocho incisos del art. 
190 son exhaustivos al efecto. De toda suerte, ha de tenerse pre- 
sente que el plazo de explotación previsto no debe exceder el tiempo 
necesario para la liquidación de los bienes (como empresa en mar- 
cha, en el caso —arts. 191, inc. 2, y 217, LCQ-). 

El párr. último del art. 190 —introducido por la ley 25,589-- no 
empece a lo expuesto ni a lo que disponen las normas precitadas. 
Sólo da algo más de precisión a la circunscripta posibilidad de pró- 
rroga “por una sola vez por resolución fundada” (art. 191, inc. 2), al 
ponerse de relieve que esa (única) extensión de plazo debe ser “razo- 
nable para garantizar la liquidación de cada establecimiento como 
unidad de negocio y con la explotación en marcha”. Dicho párrafo 
final del art. 190 no justifica en modo alguno evitar la liquidación ni 
demorarla más allá de lo razonable. Tampoco permite habilitar una 
prórroga si la continuación de la explotación resultare deficitaria o 
de cualquier otro modo produjese perjuicio a los acreedores (art. 192 
in fine). 

La explotación de la empresa después de la quiebra tiene como 
presupuesto que la continuación sea posible si los pasivos que ella 
ocasione son “los mínimos necesarios para el giro de la explotación 
de la empresa o establecimiento”, más allá de lo cual no pueden 
contraerse nuevos pasivos (art. 190, inc. 2). 


Art. 191.- La autorización para continuar con la 
actividad de la empresa del fallido o de alguno de 
sus establecimientos será dada por el juez en caso 
de que de su interrupción pudiera emanar una grave 
disminución del valor de realización, se interrumpiera 
un ciclo de producción que puede concluirse, en aque- 
llos casos que lo estime viable económicamente o en 
resguardo de la conservación de la fuente laboral de 
los trabajadores de la empresa declarada en quiebra. 

En su autorización el juez debe pronunciarse ex- 
plícitamente por lo menos sobre: 
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D) El plan de la explotación, para lo cual podrá 
hacerse asesorar por expertos o entidades especiali- 
zadas. 

2) El plazo por el que continuará, la explotación; 
a estos fines se tomará en cuenta el ciclo y el tiempo 
necesario para la enajenación de la empresa; este pla- 
zo podrá ser prorrogado por una sola vez por resolu- 
ción fundada. 

3) La cantidad y calificación profesional del per- 
sonal que continuará afectado a la explotación. 


4) Los bienes que pueden emplearse. 


5) La designación o no de uno o más coadminis- 
tradores; y la autorización al síndico para contratar 
colaboradores de la administración. | 

6) Los contratos en curso de ejécución que se 
mantendrán; los demás quedarán resueltos. 
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7) El tipo y periodicidad de la información que 
deberá suministrar el síndico y, en su caso, el coadmi- 
nistrador o la cooperativa de trabajo. 


Esta resolución deberá ser dictada dentro de los 
diez días posteriores a la presentación del informe de 
la sindicatura previsto en el art. 190. La resolución 
que rechace la continuación de la explotación es ape- 
lable por el síndico y la cooperativa de trabajo. [Sus- 
tituido por ley 26.684, art. 18] 


Resolución judicial. El juez de la quiebra debe pronunciarse so- 
bre la propuesta o dictamen que el síndico hiciera en favor de la con- 
tinuación de la explotación empresarial hasta la enajenación de la 
empresa en marcha, formulada en el informe del art. 190 de la LCQ. 

La decisión judicial que rechaza la continuación de la explota- 
ción, es apelable por el síndico y la cooperativa de trabajo con efec- 
to suspensivo (art. 273, inc. 4, LCQ). 

La decisión favorable a la continuación empresarial debe pro- 
nunciarse cuando estuviesen reunidos los presupuestos de excepciona- 
lidad previstos en los artículos anteriores; y fundarse en la aprecia- 
ción de las circunstancias del caso, si: a) de la interrupción pudiera 


- 
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emanar una grave disminución del valor de realización; o, b) se inte- 
rrumpiría un ciclo de producción que puede concluirse; o, c) la empre- 
sa fuera viable económicamente; O, d) en resguardo de la conserva- 
ción de la fuente laboral de los trabajadores de la empresa declarada 
en quiebra. 


Art. 191 bis. — En toda quiebra que se haya dis- 
puesto la continuidad de la explotación de la empresa 
o de alguno de sus establecimientos por parte de las dos 
terceras partes del personal en actividad o de los acree- 
dores laborales, organizados en cooperativas, incluso 
en formación, el Estado deberá brindarle la asistencia 
técnica necesaria para seguir adelante con el giro de 
los negocios. [Incorporado por ley 26.684, art. 19] 


Este artículo, incorporado por la ley 26,684, carece de connota- 
ción y de efectos concursales. Sólo expresa un deber que el propio 
Estado ha de satisfacer. 


Art. 192. - Régimen aplicable. De acuerdo a lo 
que haya resuelto el juez, el síndico, el coadministra- 
dor, o la cooperativa de trabajo, según fuera el caso, 
actuarán de acuerdo al siguiente régimen: 

1) Se consideran autorizados para realizar todos 
los actos de administración ordinaria que correspon- 
dan a la continuación de la explotación. 

2) Para los actos que excedan dicha administra- 
ción, necesitan autorización judicial; la que sólo será 
otorgada en caso de necesidad y urgencia evidentes. 

En dicho caso el juez puede autorizar la constitu- 
ción de garantías especiales cuando resulte indispen- 
sable para asegurar la continuidad de la explotación. 

3) Las obligaciones legalmente contraídas por el 
responsable de la explotación gozan de la preferencia 
de los acreedores del concurso. 

4) En caso de revocación o extinción de la quie- 
bra, el deudor asume de pleno derecho las obligacio- 
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nes contraídas legalmente por el responsable de la ex- 
plotación. 


5) Sólo podrá disponerse de los bienes afectados 
con privilegio especial desinteresando al acreedor pre- 
ferente o sustituyendo dichos bienes por otros de va- 
lor equivalente, 

En caso que la explotación de la empresa o de al- 
guno de los establecimientos se encuentre a cargo de 
la cooperativa de trabajo será aplicable el presente ar- 
tículo, con excepción del inc. 3. 


Conclusión anticipada. El juez puede poner fin 
a la continuación de la explotación antes del venci- 
miento del plazo fijado, por resolución fundada, si 
ella resultare deficitaria o de cualquier otro modo 
ocasionare perjuicio para los acreedores. [Sustituido 
por ley 26.684, art. 20] 


Régimen aplicable a la continuación de la actividad empresa- 
rial posquiebra. En principio ha de estarse a la resolución judicial 
de autorización de la continuación (art. 191, LCQ), donde pueden 
hallarse directivas y límites relacionados con el régimen de adminis- 
tración. Salvo restricciones expresamente dispuestas por el juez de 
la quiebra, el síndico, el coadministrador o la cooperativa de traba- 
jo tienen facultades para realizar, sin autorización judicial, todos 
los actos ordinarios de administración (o actos de la administración 
ordinaria) que correspondan a la continuación de la explotación. Al 
contrario, los actos que excedan la administración ordinaria no pue- 
den ser llevados a cabo libremente. Si el síndico, el coadministra- 
dor o la cooperativa de trabajo consideran imprescindible tener que 
efectuar un acto de esa categoría, deben requerir autorización judi- 
cial, sólo otorgable en caso de necesidad y urgencia evidentes. El 
otorgamiento de garantías especiales que fueran indispensables para 
asegurar la continuidad de la explotación, es reputado acto extraordi- 
nario de administración. 

El pasivo que se pudiera generar a raíz de la continuación de la 
actividad empresarial posquiebra, siempre y cuando fueran obligacio- 
nes legalmente contraídas por el síndico o el coadministrador (esto 
es, dentro de sus límites y facultades, y con la debida autorización 
judicial si ella correspondiera), tiene carácter de crédito contra el 
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concurso y, por ende, el rango preferencial de los gastos de conser- 
vación y de justicia (art. 240, LCQ), sin perjuicio de las deudas para 
las cuales el juez hubiera autorizado la constitución de una garantía 
especial. | 

Los bienes afectados a privilegios especiales correspondiéntes a 
deudas del fallido (obligaciones anteriores a la quiebra, por ende) no 
pueden disponerse, a menos que, antes, se desinteresara al acreedor 
privilegiado o se sustituyera el asiento del privilegio por bienes de 
valor equivalente. Nos parece imprescindible dar audiencia previa 
a los acreedores que pudieran resultar afectados por la decisión de 
disponer de los bienes sobre los cuales radica su privilegio, aun 
cuando se previera el susodicho reemplazo. 

Cuando la explotación de la empresa o de algún establecimiento 
se encuentre a cargo de la cooperativa de trabajo, las deudas que 
ésta pudiera contraer en ejercicio de la explotación no serán conside- 
radas como créditos del concurso (art. 240, LCQ) ni, obviamente 
tampoco, como créditos de la fallida. 

Conclusión anticipada de la explotación empresarial posquie- 
bra. Cuando la continuación de la explotación empresarial es de- 
ficitaria, el pasivo falencial aumenta (muchas veces con deudas de 
rango preferencial, art. 240, LCQ), lo que ha de redundar en el casi 
seguro incremento de la habitual insuficiencia de activo de las quie- 
bras liquidativas. Esto es evidentemente perjudicial para los acree- 
dores (sin privilegio especial) del fallido, pues han de ver reducido 
el porcentaje usualmente pobre de su cuota de distribución. En tal 
caso, así como cuando de cualquier otro modo se ocasionare perjui- 
cio a los acreedores, el juez debe poner fin a la explotación, de in- 
mediato y sin esperar el vencimiento del plazo que pudiera haberse 
fijado al efecto. La resolución judicial de hacer cesar la explota- 
ción empresarial es inapelable (art. 273, inc. 3, LCQ). 


Art. 193.- Contratos de locación. En los casos 
de continuación de la empresa y en los que el síndico 
exprese dentro de los treinta días de la quiebra la con- 
veniencia de la realización en bloque de los bienes, se 
mantienen los contratos de locación en las condicio- 
nes preexistentes y el concurso responde directamente 
por los arrendamientos y demás consecuencias futu- 
ras. Son nulos los pactos que establezcan la resolu- 
ción del contrato por la declaración de quiebra. 
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Las reglas generales aplicables a la locación de inmuebles en 
caso de quiebra están previstas en el art. 157 de la LCQ. En este 
artículo, así como en el siguiente, se establece una regla excepcionai 
y específica para cualquier contrato de locación (en que el fallido 
hubiese sido locatario) de bienes relacionados con el establecimien- 
to, de tal manera que la continuación del contrato fuera imprescindi- 
ble para la liquidación del establecimiento como unidad o de la 
empresa en funcionamiento. Dicha tegla (imperativa) hace prevale- 
cer la continuación contractual por sobre los pactos en contrario, 
asignando al crédito del locador el rango preferencial de gasto de 
conservación y justicia (art. 240, LCQ). La continuación contrac- 
tual apuntada no puede exceder el plazo legal indicado a la liquida- 
ción del activo falencial (art. 217, LCQ). 


Art. 194. - Cuestiones sobre locación. Las cues- 
tiones que respecto de la locación promueva el loca- 
dor, no impiden el curso de la explotación de la empre- 
sa del fallido o la enajenación prevista por el art. 205, 
debiéndose considerar esas circunstancias en las bases 
pertinentes. 


Ver comentario al artículo anterior. 


Art, 195. - Hipoteca y prenda en la continuación 
de empresa. En caso de continuación de la empresa, 
los acreedores hipotecarios o prendarios no pueden uti- 
lizar el derecho a que se refieren los arts. 126, segun- 
da parte, y 209, sobre los bienes necesarios para la 
explotación, en los siguientes casos: 

1) Cuando los créditos no se hallen vencidos a la 
fecha de la declaración y el síndico satisfaga las obli- 
gaciones posteriores en tiempo debido. 

2) Cuando los créditos se hallen vencidos a la fe- 
cha de la declaración, mientras no cuenten con reso- 
lución firme que acredite su calidad de acreedor hipo- 
tecario o prendario. 

3) Cuando exista conformidad del acreedor hipo- 
tecario o prendario para la suspensión de la ejecución. 
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Son nulos los pactos contrarios a las disposicio- 
nes de los incs. 1 y 2. 


Por decisión fundada y a pedido de la cooperati- 
va de trabajadores, el juez de la quiebra podrá sus- 
pender las ejecuciones hipotecarias y/o prendarias 
por un plazo de hasta dos años. [Sustituido por ley 
26.684, art. 21] 


En materia concursal es regla el vencimiento anticipado de las 
obligaciones del fallido pendientes de plazo, las cuales se consideran 
vencidas en la fecha de la sentencia de quiebra (art. 128, párr. 1% 
LCQ). La disposición comprende también a los créditos con garan- 
tías reales, cuyos titulares pueden pedir la realización anticipada del 
bien gravado, en virtud del concurso especial, el cual puede promo- 
verse sin necesidad de que el crédito y la garantía estén definitiva- 
mente reconocidos por sentencia judicial firme (arts. 126, párr. 2, y 
209, LCQ). 

El art. 195 consagra varias excepciones a la regla precedente- 
mente explicada, que sólo son aplicables en caso de (y durante la) 
continuación de la empresa, a saber: 


a) En el curso de ese lapso de continuación de la actividad em- 
presarial posquiebra, no se puede ejecutar anticipadamente por me- 
dio de concurso especial los créditos hipotecarios o prendarios que 
tenían plazo pendiente a la fecha de la declaración de quiebra. Pa- 
rece obvio que la regla se aplique sólo a los bienes gravados que 
estén vinculados a la continuación de la actividad de la empresa del 
fallido. En tal caso, los acreedores hipotecarios o prendarios tienen 
los derechos siguientes. 


1) Derecho a percibir, del síndico, los importes de las obliga- 
ciones que fueren venciendo después de la quiebra (intereses y/o 
amortización de capital). 


2) Si no se les paga lo adeudado o si se dispone el cese de la 
continuidad de la explotación, pueden promover el concurso es- 
pecial. 

b) Los créditos hipotecarios o prendarios que se hallaban venci- 
dos a la fecha de la declaración de quiebra, no pueden ejecutarse an- 
ticipadamente mediante concurso especial mientras no cuenten con 
resolución judicial firme que reconozca el crédito y la respectiva ga- 
rantía real. 
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c) En todo caso, el acreedor hipotecario o prendario puede pres- 
tar conformidad a la suspensión de la ejecución anticipada de su 
crédito. 

Las disposiciones de los dos primeros incisos del art. 195 de la 
LCQ, tienen carácter imperativo, prevaleciendo sobre cualquier pacto 
en contrario. Este, en su caso, ha reputarse nulo. 

Sólo cuando la cooperativa de trabajadores está a cargo de la 
continuidad de la explotación, y a pedido de ella, el juez de la quie- 
bra puede suspender una o varias ejecuciones de créditos con ga- 
rantía hipotecaria o prendaría por un plazo de hasta dos años. Este 
plazo debería contarse a partir de la fecha en que el respectivo 
acreedor quedó habilitado, en el caso, para requerir la ejecución de 
su crédito con garantía hipotecaria o prendaria. 


Sección HI 


EFECTOS DE LA QUIEBRA 
SOBRE EL CONTRATO DE TRABAJO 


Art. 196. - Contrato de trabajo. La quiebra no 
produce la disolución del contrato de trabajo, sino su 
suspensión de pleno derecho por el término de sesenta 
días corridos. 

Vencido ese plazo sin que se hubiera decidido la 
continuación de la empresa, el contrato queda disuelto 
a la fecha de declaración en quiebra y los créditos 
que deriven de él se pueden verificar conforme con lo 
dispuesto en los arts. 241, inc. 2 y 246, inc. 1. 

Si dentro de ese término se decide la continua- 
ción de la explotación, se considerará que se recon- 
duce parcialmente el contrato de trabajo con derecho 
por parte del trabajador de solicitar verificación de 
los rubros indemnizatorios devengados. Los que se 
devenguen durante el período de continuación de la 
explotación se adicionarán a éstos. Aun cuando no 
se reinicie efectivamente la labor, los dependientes tie- 
nen derecho a percibir sus haberes. 
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No será de aplicación el párrafo anterior para el 
caso de que la continuidad de la explotación sea a 
cargo de una cooperativa de trabajadores o coopera- 
tiva de trabajo. [Párrafo incorporado por ley 26.684, 
art. 22] 


El efecto inmediato e ipso iure de la declaración de quiebra 
es la suspensión de los contratos de trabajo, sin derecho a percep- 
ción de haberes durante el ínterin, salvo que se prestasen servicios 
efectivos. 

Después de transcurridos sesenta días corridos, contados desde 
la fecha de la sentencia de quiebra, debe decidirse la situación fa- 
lencial. 

a) Si se decide la continuación de la empresa (art. 191, LCQ), 
el contrato de trabajo se reconduce parcialmente, teniendo el trabaja- 
dor derecho a requerir el pago de lós rubros indemnizatorios deven- 
gados (art. 183, párr. 2% 16, párr. 2, y 21, inc. 5, LCQ), y los que 
se devengaren en lo sucesivo (sin necesidad de verificación credi- 
toria al ser gastos de conservación y de justicia; art. 240, LCQ). 
Esta regla sólo se aplica si la continuidad de la explotación estuviera 
a cargo de un síndico o coadministrador, siendo inaplicable cuando 
la continuidad la lleva a cabo una cooperativa de trabajadores o coo- 
perativa de trabajo. 

b) Si no se decide expresamente la continuación de la empresa, 
el contrato de trabajo se considera (retroactivamente) disuelto a la 
fecha de la declaración de quiebra, teniendo el trabajador derecho a 
requerir el pago de lo que se le adeudare, con el rango preferencial 
que correspondiese (arts. 241, inc. 2, y 246, inc. 1, LCQ) y a través 
de los mecanismos pertinentes (arts. 183, párr. 2% 16, párr. 2%, y 21, 
inc. 5, LCQ). 


Art. 197. — Elección del personal. Resuelta la con- 
tinuación de la empresa, el síndico debe decidir, den- 
tro de los diez días corridos a partir de la resolución 
respectiva, qué dependientes deben cesar definitiva- 
mente ante la reorganización de las tareas. 

En ese caso se deben respetar las normas comu- 
nes y los dependientes despedidos tienen derecho a 
verificación en la quiebra. Los que continúan en sus 


22. TLA, Concursos y quiebras. 
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funciones también pueden solicitar verificación de 
sus acreencias. Para todos los efectos legales se con- 
sidera que la cesación de la relación laboral se ha pro- 
ducido por quiebra. 

No será de aplicación el presente artículo en los 
casos de continuidad de la explotación a cargo de una 
cooperativa de trabajadores o sujeto de derecho cons- 
tituido por trabajadores de la fallida. [Párrafo ineor- 
porado por ley 26.684, art. 23] 


Cuando se resuelve la continuación de la empresa (arts. 190 y 
191, LCQ), y ella está a cargo del síndico, éste dentro de los si- 
guientes diez días corridos, decide qué trabajadores han de cesar de- 
finitivamente en su relación de dependencia. Este cese de relación 
laboral se considera producido por la quiebra, a los fines de la apli- 
cación de las respectivas reglas de la legislación laboral. 

El art. 197 sólo se aplica si la continuidad de la explotación es- 
tuviera a cargo de un síndico o coadministrador, siendo inaplicable 
cuando la continuidad la lleva a cabo una cooperativa de trabajado- 
res O cooperativa de trabajo. 


Art. 198. - Responsabilidad por prestaciones futu- 
ras. Los sueldos, jornales y demás retribuciones que 
en lo futuro se devenguen con motivo del contrato de 
trabajo, deben ser pagados por el concurso en los pla- 
zos legales y se entiende que son gastos del juicio, con 
la preferencia del art. 240, 


Extinción del contrato de trabajo. En los supues- 
tos de despido del dependiente por el síndico, cierre 
de la empresa, o adquisición por un tercero de ella 
o de la unidad productiva en la cual el dependiente 
cumple su prestación, el contrato de trabajo se resuelve 
definitivamente. El incremento de las indemnizacio- 
nes que pudieren corresponder por despido o preaviso 
por el trabajo durante la continuación de la empresa, 
gozan de la preferencia del art. 240, sin perjuicio de 
la verificación pertinente por los conceptos devenga- 
dos hasta la quiebra. 
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Los convenios colectivos de trabajo relativos al per- 
sonal que se desempeñe en el establecimiento o empre- 
sa del fallido, se extinguen de pleno derecho respecto 
del adquirente, quedando las partes habilitadas a re- 
negociarlos. 


El síndico debe pagar, en tiempo y forma, las retribuciones la- 
borales que se fueren devengando durante el lapso de continuación 
de la actividad empresarial posquiebra. Si no se pagasen, el acree- 
dor laboral no tiene necesidad de requerir verificación de su crédito, 
puesto que éste tiene el rango preferencial y las condiciones de exi- 
gibilidad inmediata propios de los gastos de conservación y de justi- 
cia (art. 240, LCQ). 

El contrato de trabajo proseguido a raíz de la continuación de la 
actividad empresarial, o iniciado ex novo por el síndico durante esd 
período, se extingue definitivamente por despido del dependiente] 
cierre de la empresa y adquisición, por un tercero, de la empresa d 
del establecimiento respectivo. En estos supuestos, los créditos la- 
borales de causa anterior a la quiebra tienen, en su caso, los privile- 
gios especial o general de los arts. 241, inc. 2, y 246, inc. 1, de la 
LCQ: y los de causa posterior (correspondientes al período de conti- 
nuación empresarial posquiebra) tienen el rango preferente de los 
gastos de conservación y de justicia (art. 240, LCQ). 

En caso de venta de la empresa en funcionamiento o de enaje- 
nación del establecimiento como unidad, los convenios colectivos de 
trabajo (de la actividad o de la empresa) se extinguen de pleno dere- 
cho respecto del adquirente. Surge entonces, ipso jure, la posibili- 
dad de negociación de nuevos convenios. 


Art. 199.— Obligaciones laborales del adquirente 
de la empresa. El adquirente de la empresa cuya ex- 
plotación haya continuado sólo será considerado suce- 
sor del concurso con respecto a los derechos laborales 
de los trabajadores cuya relación se mantuvo en este 
período. En consecuencia, no es sucesor del fallido 
sino en ese concepto y los importes adeudados con an- 
terioridad a la quiebra serán objeto de verificación o 
pago en el concurso. 
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En caso de que la adquirente sea la cooperativa 
de trabajo deberá estarse al régimen de la ley 20.337. 
[Sustituido por ley 26,684, art. 24] 


La norma contempla los derechos de jos trabajadores cuya rela- 
ción laboral se mantuvo vigente, después We la quiebra, durante el 
período continuación de la explotación de la empresa. 


El adquirente de la empresa quebrada cuya explotación continuó 
después de la quiebra es considerado “sucesor del concurso”, y sólo 
responderá eventualmente por las acreencias laborales que sean de 
cansa posterior a la quiebra y cuya titularidad corresponda exclusiva- 
mente a los trabajadores cuya relación laboral prosiguió durante la 
continuidad de la explotación posterior a la quiebra. 

Las acreencias laborales preexistentes a la declaración de quie- 
bra sólo pueden percibirse, en la quiebra sobre el activo falencial 
liquidado (integrado, también, por el precio de enajenación de la 
empresa o establecimiento enajenados). 'El adquirente de un esta- 
blecimiento o de una empresa, en el respectivo procedimiento de li- 
quidación falencial, no asume esas obligaciones, de manera principal 
ni subsidiaria, puesto que no es sucesor de la fallida. 


Caríturo V 


PERÍODO INFORMATIVO EN LA QUIEBRA 


Art. 200. - Período informatrivo. Individualiza- 
ción. Todos los acreedores por causa o título ante- 
rior a la declaración de quiebra y sus garantes, deben 
formular al síndico el pedido de verificación de sus 
créditos, indicando monto, causa y privilegios. - La pe- 
tición debe hacerse por escrito, en duplicado, acompa- 
fiando los títulos justificativos con dos copias firma- 
das; debe expresar el domicilio, que constituya a to- 
dos los efectos del juicio. El síndico devuelve los 
títulos originales dejando en ellos constancia del pedido 
de verificación y su fecha. Puede requerir la presen- 
tación de los originales cuando lo estime conveniente. 
La omisión de presentarlos obsta a la verificación. 
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Efectos. El pedido de verificación produce los 
efectos de la demanda judicial, interrumpe la pres- 
cripción e impide la caducidad dei derecho y de la 
instancia. 

Por cada solicitud de verificación de crédito que 
se presente, el acreedor, sea tempestivo, incidental o 
tardío, pagará al síndico.un arancel equivalente al 10% 
del salario mínimo vital y móvil que se sumará a di- 
cho crédito. El síndico afectará la suma recibida a 
los gastos que le demande el proceso de verificación 
y confección de los informes, con cargo de oportuna 
rendición de cuentas al juzgado, quedando el rema- 
nente como suma a cuenta de los honorarios a regu- 
larse por. su actuación. Exclúyese del arancel a los 
créditos de causa laboral, y a los equivalentes a menos 
de tres salarios mínimos vitales y móviles, sin necesi- 
dad de declaración judicial. 


Facultades de información. El síndico debe rea- 
lizar todas las compulsas necesarias en los libros y 
documentos del fallido y, en cuanto corresponda, en 
los del acreedor. Puede asimismo valerse de todos los 
elementos de juicio que estime útiles y, en caso de ne- 
gativa a suministrarlos, solicitar del juez de la causa 
las medidas pertinentes. 

Debe formar y conservar los legajos correspon- 
dientes a los acreedores que soliciten la verificación de 
sus créditos. En dichos legajos el síndico deberá de- 
jar la constancia de las medidas realizadas. 


Período de observación de créditos. Vencido el 
plazo para solicitar la verificación de los créditos ante 
el síndico por parte de los acreedores, durante el pla- 
zo de diez días, contados a partir de la fecha de ven- 
cimiento, el deudor y los acreedores que hubieren soli- 
citado verificación podrán concurrir al domicilio del 
síndico a efectos de revisar los legajos y formular por 
escrito las impugnaciones y observaciones respecto de 


Art. 201 RÉGIMEN DE CONCURSOS Y QUIEBRAS 342 


las solicitudes formuladas, bajo el régimen previsto en 
el art. 35. Dichas impugnaciones deberán ser acom- 
pañadas de dos copias y se agregarán al legajo corres- 
pondiente, entregando el síndico al interesado cons- 
tancia que acredite la recepción, indicando día y hora 
de la presentación. 

Dentro de las cuarenta y ocho horas de vencido 
el plazo previsto en el párrafo anterior, el síndico pre- 
sentará al juzgado un juego de copias de las impugna- 
ciones recibidas para su incorporación al legajo pre- 
visto por el art. 279. 

El síndico debe presentar los informes a que se 
refieren los arts. 35 y 39 en forma separada respecto 
de cada uno de los quebrados. 


| 
Resultan aplicables al presente capítulo las dispo- 
siciones contenidas en los arts. 36, 37, 38 y 40. [Mo- 
dificado por ley 27.170, art. 2%] 


Para la verificación tempestiva de créditos, en los casos de quie- 
bras que no provienen del fracaso de un concurso preventivo prece- 
dente, se reitera el esquema procedimental de los arts. 32 a 40 de la 
LCQ, a cuyos comentarios remitimos. 

Además, al dictarse la resolución judicial sobre las solicitudes 
de verificación formuladas por los acreedores (art. 35, LCQ), en los 
casos de quiebras de fallidos que tuviesen personal en relación de 
dependencia cuyos contratos de trabajo se extinguieran a raíz de la 
falencia, el juez concursal debe determinar las circunstancias referi- 
das en el art. 251 de la ley 20,744 (t.o. decr. 390/76), según texto in- 
troducido por el art. 294 de la LCQ. 

Ver la jurisprudencia plenaria extractada al comentar el art. 56. 


Art. 201. - Comité de control. Dentro de los diez 
días contados a partir de la resolución del art. 36, 
el síndico debe promover la constitución del comité 
de control que actuará como controlador de la etapa 
liquidatoria. A tal efecto cursará comunicación es- 
crita a la totalidad de los trabajadores que integren la 
planta de personal de la empresa y a los acreedores 
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verificados y declarados admisibles, con el objeto que, 
por mayoría de capital designen los integrantes del 
comité. ¡Modificado por ley 26.684, art. 25/ 


El síndico es quien desempeña el rol de liquidador en la quie- 
bra, pero su labor está sujeta al control del comité que establece el 
art. 201, cuyas funciones están desarrolladas en el art. 260 de la 
LCQ. No se aplica en las pequeñas quiebras (ver art. 289, LCQ). 


Art. 202. - Quiebra indirecta. En los casos de 
quiebra declarada por aplicación del art. 81, inc. 1*, 
los acreedores posteriores a la presentación pueden 
requerir la verificación por vía incidental, en la que 
no se aplican costas sino en casos de pedido u oposi- 
ción manifiestamente improcedente. 


Los acreedores que hubieran obtenido verificación 
de sus créditos en el concurso preventivo no tendrán 
necesidad de verificar nuevamente. El síndico proce- 
derá a recalcular los créditos según su estado. 


Verificación de los créditos posteriores a la presentación del 
concurso preventivo fracasado. En las quiebras indirectas (las que 
derivan de determinadas causas de fracaso de un concurso preventi- 
vo: art. 77, inc. 1, LCQ) concurren acreedores anteriores a la pre- 
sentación del concurso preventivo fracasado, con acreedores poste- 
riores a éste. 

Los acreedores anteriores pudieron y debieron pedir la verifica- 
ción de sus créditos en el concurso preventivo, en tanto los posterio- 
res no debían, ni habrían podido, concurrir en aquél, 

En consecuencia, con relación a los acreedores cuya causa fuese 
anterior a la presentación del deudor en concurso preventivo, si no 
pidieron verificación de sus créditos en ese proceso, cualquier soli- 
citud en tal sentido en la quiebra indirecta debe juzgarse como ve- 
rificación tardía. Si dichos acreedores, en cambio, solicitaron su 
verificación en el concurso preventivo, no tienen necesidad (ni posi- 
bilidad, agregamos) de verificar nuevamente en la quiebra indirecta, 
y el síndico los recalculará según explicamos más adelante. 


* Debería decir “art. 77, inc. 1%. 
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Los acreedores posteriores al concurso preventivo deben reque- * 


rir la verificación de sus créditos en la quiebra indirecta. 

El interrogante que al respecto surge es cómo o, mejor, por cuál 
carril o mecanismo procesal, han de insinuarse. El párr. 1? del art. 
202 de la LCQ establece que “pueden requerir la verificación por vía 
incidental, en la que no se aplican costas sino en casos de pedido u 
oposicion manifiestamente improcedente”. La inteligencia del pre- 
cepto no es sencilla. 

Una primera aproximación a él podría llevar a concluir que en 
las quiebras indirectas no hay período informativo normal, con lo 
cual quedaría excluida la posibilidad de pedir verificación de crédi- 
tos al síndico (arts. 32 y ss., y 200, LCQ) y, así, el único carril 
para la solicitud de reconocimiento de los créditos posteriores sería 
el incidente. Esta interpretación, que sostuvimos en la 6* edición 
de este libro, no pensamos que sea la más apropiada, y por eso cam- 
biamos ahora de opinión. En efecto, ella es difícilmente compatible 
con la regla del párr. último del art. 88 de la LCQ; no es acorde con 
la expresión legal “pueden” del párr. 1” del art. 202 de la LCQ: y 
tampoco es una buena solución, ya que en muchos casos puede 
ocurrir que existan más acreedores posteriores que anteriores en la 
quiebra indirecta, y que ello justifique y haga conveniente la apertu- 
ra de un procedimiento normal de verificación de los créditos. 

Por consiguiente, y apoyados en la literalidad de la norma en 
análisis —“pueden”--, sostenemos que ella consagra una mera posibi- 
lidad, una opción para que el juez, según las circunstancias del caso, 
prescinda de la apertura del procedimiento de verificación común 
(arts. 32 y ss., y 200, LCQ), en las quiebras indirectas en las que es- 
time que resulta innecesario y, en consecuencia, decida el ingreso de 
los (presuntamente) escasos acreedores posteriores por la vía inci- 
dental, sin que ésta les acarree carga en costas. 

Tal posibilidad, empero. no existe en las quiebras indirectas de- 
rivadas del incumplimiento o de la nulidad del acuerdo preventivo, 
en las que siempre debe abrirse un período informativo normal (ver 
art. 88, párr. último, LCQ, y su comentario). 


El recálculo, en la quiebra indirecta, de los créditos verificados 
en el concurso preventivo fracasado. Los acreedores que ya hubie- 
sen verificado sus créditos en el precedente concurso preventivo, no 
deben reiterar su insinuación, Sin necesidad de petición expresa, el 
síndico debe recalcular dichos créditos. A tales efectos, es menester 
tener en consideración diversas pautas (novación o no de la acreen- 
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cia, existencia eventual de pagos concordatarios parciales, intereses 
hasta la apertura de la quiebra). Distinguiremos a continuación los 
diferentes casos. 


a) Concurso preventivo fracasado antes de la homologación ldel 
acuerdo preventivo, En este caso, no se ha producido la novación 
prevista en el art. 55 de la LCQ, ni —obviamente— han existido pagos 
concordatarios. En consecuencia, lo único que debe recalcular el 
síndico son los intereses (suspendidos por efecto del art. 19, LCQ), 
correspondientes a los créditos verificados en el concurso preventivo, 
por el lapso comprendido entre la presentación de dicho concurso y 
la apertura de la quiebra (art. 129, LCQ). La tasa de los réditos ha 
de ser la que corresponda a cada acreencia según sus títulos, régi- 
men legal específico o sentencia judicial aplicables y, en defecto de 
ellos, la tasa genéricamente calculable a los réditos moratorios sin 
previsión específica. | 


b) Concurso preventivo fracasado después de la donalacadión 
del acuerdo preventivo, pero crédito no incluido en tal acuerdo. En 
este supuesto, tampoco puede haber habido novación ni pagos con- 
cordatarios. La solución es idéntica a la explicada precedentemen- 
te, aungue debería corroborarse que no hubiese habido algún pago 
parcial de la acreencia en cuestión. Si hubo pago parcial del crédi- 
to, el recálculo importará determinar el importe restante del capital, 
al cual se agregarán los intereses correspondientes de la manera ex- 
plicada en el punto anterior. 


c) Crédito incluido en un acuerdo preventivo homologado y, lue- 
go, declarada la nulidad del acuerdo (art. 61, LCQ). El caso se 
rige por el inc. 2 del art. 62 de la LCQ. Los acreedores recuperan 
los derechos que tenían antes de la apertura del concurso, como re- 
gla general. El efecto novatorio concursal, en consecuencia, tam- 
bién se anula (ver art. 55, LCQ, y su comentario). La existencia de 
pagos concordatarios tiene, sin embargo, incidencia sobre el importe 
del capital del crédito por el cual se concurre en la quiebra. Así: 1) 
si el acreedor nada cobró, concurre por el monto íntegro del capital 
verificado en el concurso preventivo, sin las quitas u otras modifica- 
ciones establecidas en el concordato anulado; más los intereses sus- 
pendidos durante el proceso preventivo, calculados de la manera ex- 
plicada en los puntos precedentes; 2) si el acreedor cobró la totalidad 
de la prestación concordataria que le correspondía según el acuerdo 
preventivo anulado, pese a la anulación de éste, se entiende extingui- 
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da la acreencia, y el acreedor en cuestión queda excluido de la quie- 
bra, y 3) si el acreedor hubiese percibido algún pago concordatario 
parcial, tiene derecho a participar en la quiebra “en proporción igual 
a la parte no cumplida”. Esto último quiere decir que el pago con- 
cordatario parcial extingue la proporción del crédito total que dicho 
pago significaba sobre la acreencia concordataria, y que el capital 
remanente es la proporción no extinguida del crédito verificado (ver 
ejemplo en el comentario al art. 62 de la LCQ). También deben 
calcularse los intereses suspendidos durante el concurso preventivo, 
lo que se hace del modo explicado en los puntos precedentes. 


d) Crédito incluido en un acuerdo preventivo y. luego, declara- 
da la quiebra indirecta por incumplimiento del acuerdo. En esta 
hipótesis el efecto novatorio concursal (ver art. 55, LCQ y su co- 
mentario) es irreversible, y el acreedor no recupera los derechos que 
tenía antes del concurso preventivo (art. 64, LCQ). La concurrencia 
en la quiebra indirecta es con el crédito novado (el crédito emergen- 
te del acuerdo preventivo incumplido), por su monto, descontados 
los eventuales pagos percibidos. Los únicos intereses que pueden 
llegar a corresponder son los devengados a partir de la mora en el 
pago de las prestaciones concordatarias incumplidas, hasta la apertu- 
ra de la quiebra. La tasa de los créditos ha de ser la prevista en el 
concordato o, en su defecto, la tasa judicialmente aplicable a intere- 
ses moratorios en ausencia de previsión específica. La solución es 
igual en caso de quiebra directa, cuando ella es declarada estando 
pendiente de cumplimiento un acuerdo preventivo. 


CarítuLo VÍ 


LIQUIDACIÓN Y DISTRIBUCIÓN 


SECCIÓN I 
REALIZACIÓN DE BIENES 
Art. 203. - Oportunidad. La realización de los bie- 


nes se hace por el síndico y debe comenzar de inme- 
diato salvo que se haya interpuesto recurso de reposi- 
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ción contra la sentencia de quiebra, haya sido admitida 
por el juez la conversión en los términos del art. 90, o 
se haya resuelto la continuación de la explotación se- 
gún lo normado por los arts. 189, 190 y 191. [Modi- 
ficado por ley 26.684, art. 26] 


El propósito de la quiebra es la satisfacción de los créditos de 
los acreedores del fallido, para lo cual es menester liquidar los bie- 
nes sujetos a desapoderamiento (art. 107 y ss., LCQ) y distribuir el 
producto entre aquéllos. 

La realización de los bienes se ordena en la misma sentencia de 
quiebra (art. 88, inc. 9, LCQ), y debe comenzar de inmediato al dic- 
tado de ésta, salvo que haya: 

a) Admisión de la conversión de la quiebra (art. 90 y ss., LCO). 

b) Recurso de reposición pendiente contra la sentencia de quie- 
bra dictada a solicitud de acreedor (art. 94 y ss., LCQ). 

c) Recurso de apelación pendiente contra la sentencia de quie- 
bra indirecta cuando ésta fuese apelable (p.ej., los casos de los arts. 
61 y 63, LCQ). 

d) Recurso de apelación pendiente contra la sentencia de quie- 
bra por extensión (ver comentario al art. 165, LCQ). 

e) Continuación de la explotación posterior a la quiebra (arts. 
189, 190 y 191, LCQ). 

El síndico es, en la quiebra, el liquidador. Para desempeñar 
este rol tiene una serie de deberes funcionales que cumplir, regula- 
dos en diversos artículos del texto legal. Básicamente aconseja el 
modo más conveniente de liquidación, interviene en la enajenación 
de los bienes preparando o actuando en dicha liquidación como lo 
señale o autorice el juez, debiendo practicar (o, en su caso, colaborar 
con) las tareas tendientes a la conversión en dinero de los bienes del 
fallido para su ulterior distribución. También tiene participación en 
la liquidación el comité de control, con las funciones reguladas en el 
art. 260 de la LCQ. 


Art. 203 bis. —- Los trabajadores reunidos en coo- 
perativa de trabajo están habilitados para solicitar la 
adquisición de conformidad con el art. 205, incs. 1 y 
2, y podrán hacer valer en ese procedimiento la com- 
pensación con los créditos que le asisten a los trabaja- 
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dores de la fallida, de conformidad a los arts. 241, 
inc. 2, y 246, inc. 1, de la ley concursal, no siendo 
aplicable en este caso la prohibición del art. 211. El 
monto de las indemnizaciones será eplculado, a los 
fines de la compensación, de conformidad con el 
art. 245 de la ley 20.744 (t.o. 1976), los estatutos es- 
peciales, convenios colectivos o contratos individuales, 
según el que resultare más favorable a los trabajado- 
res. A tal efecto, podrán utilizarse total o parcial- 
mente los créditos laborales de los que resulten titula- 
res trabajadores que voluntariamente los cedan a la 
cooperativa. La cesión se materializará en audiencia 
a celebrarse ante el juez de la quiebra con intervención 
de la asociación sindical legitimada. El plazo del pago 
del precio podrá estipularse al moments de efectuarse 
la venta. [Incorporado por ley 26.684; art. 27] 


El art. 203 bis, introducido por la ley 26.684, establece un su- 
puesto de compensación admisible en la quiebra. A tal efecto, per- 
mite a los acreedores laborales que integran la cooperativa de trabajo 
ceder a ésta sus créditos privilegiados (arts. 241, inc. 2, y 246, inc. 
1, LCQ), a fin de que la cooperativa cesionaria —ahora acreedora de 
la fallida- pueda compensar el monto de los créditos cedidos con el 
precio de adquisición de la empresa o alguno de sus establecimien- 
tos (art. 205, LCQ). 

Como regla, cuando un acreedor adquiere bienes enajenados en 
la liquidación concursal, no puede compensar el monto de su crédito 
con el precio de adquisición del bien (art. 211, LCQ). La prohibi- 
ción de la compensación se funda en la necesidad de preservar la 
igualdad entre acreedores de igual clase y la jerarquía o rango de las 
diversas clases (según el régimen legal de privilegios). La igualdad, 
reflejada en la regla de la prorrata que obliga a cobrar en igual pro- 
porción a los acreedores de igual clase y rango (y, por ende, a sopor- 
tar iguales porcentuales de pérdidas, en su Caso), se vería seriamente 
comprometida si algún acreedor pudiera percibir por vía de compen- 
sación de su crédito en la quiebra un importe mayor al que le corres- 
pondería a sus pares en la distribución del dividendo falencial. A 
su vez, la jerarquía de los privilegios podría alterarse si, por vía de 
compensación, un acreedor de inferior rango pudiera obtener una sa- 
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tisfacción de su acreencia eventualmente mejor que la que consegui- 
rían acreedores de rango superior en moneda de quiebra. 

Para evitar ese resultado posiblemente inconstitucional y a todas 
luces injusto (violatorio de la igualdad entre acreedores de igual ran- 
go, y potencialmente destructor de la jerarquía de los créditos que la 
propia legislación concursal establece), es preciso esclarecer cómo 
se calculará el monte que la cooperativa podrá efectivamente com- 
persar con el precio de adquisición de la empresa o establecimiento. 
Es que, si bien el acreedor laboral cede su crédito privilegiado a la 
cooperativa por el importe nominal que aquél tiene reconocido en 
la quiebra, no es menos cierto que ese importe es referencial (en bue- 
na medida, virtual o aparente) pues, como el crédito de todos los 
acreedores de un fallido, está sujeto a las resultas de la distribu- 
ción prorrateada en función del producto de la liquidación sujeto 
a reparto. En otras palabras, el valor real de todo crédito recono- 
cido en una quiebra puede diferir del importe nominal verificado; de 
hecho, usualmente aquél es menor a éste debido a la recurrente esca- 
sez de los activos de los quebrados (ver nuestro comentario al art. 
218, LCQ). En consecuencia, pensamos que, a los efectos de la 
compensación, la cooperativa no podrá esgrimir el valor puramente 
virtual resultante de sumar la expresión nominal de las acreencias 
que le fueron cedidas, sino, en todo caso, el valor más aproximado a 
la realidad que resultará de estimar cuánto habrían percibido cada 
uno de los acreedores cedentes en caso de que hubieran debido parti- 
cipar en un proyecto de distribución falencial en el cual la empresa o 
el establecimiento se vendiesen efectivamente a un tercero por el 
precio de tasación (art. 205 inc. 1, LCQ). 


Art. 204. - Formas de realización. Prioridad. La 
realización de los bienes debe hacerse en la forma más 
conveniente al concurso, dispuesta por el juez según 
este orden preferente: 

a) Enajenación de la empresa, como unidad. 

b) Enajenación en conjunto de los bienes que 
integren el establecimiento del fallido, en caso de 
no haberse continuado con la explotación de la em- 
presa. 

c) Enajenación singular de todos o parte de los 
bienes. 
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Cuando lo requiera el interés del concurso o cir- 
cunstancias especiales, puede recurrirse en el mismo 
proceso a más de una de las formas de realización. 


Ver comentario que precede al art. 189 de la LCQ. 

Luego de señalar un orden preferente de medios para réalizar la 
liquidación de bienes —la adopción de uno u otro, o la combinación 
de varios, dependerá de cada caso—, los artículos que siguen detallan 
minuciosamente, aunque con exceso de reglamentarismo, la manera 
de instrumentar los medios liquidatorios. 


Art. 205. - Enajenación de la empresa. La venta 
de la empresa o de uno o más establecimientos, se 
efectúa según el siguiente procedimiento: 


D) El designado para la enajenación, tasa aque- 
llo que se proyecta vender en función de su valor 
probable de realización en el mercado; de esa tasa- 
ción se corre vista a la cooperativa de trabajadores en 
caso de que éste se hubiera formado y al síndico quien, 
además, informará el valor a que hace referencia el 
art. 206. 


2) En todos los casos comprendidos en el presen- 
te artículo la cooperativa de trabajo podrá realizar 
oferta y requerir la adjudicación de la empresa al va- 
lor de tasación de acuerdo al inciso anterior. 


3) La venta debe ser ordenada por el juez y pue- 
de ser efectuada en subasta pública. En ese caso de- 
ben cumplirse las formalidades del art. 206 y las esta- 
blecidas en los incs. 4, 5 y 6 del presente artículo, en 
lo pertinente. 

4) Si el juez ordena la venta, sin recurrir a subas- 
ta pública, corresponde al síndico, con asistencia de 
quien haya sido designado para la enajenación, pro- 
yectar un pliego de condiciones en el que debe expre- 
sar la base del precio, que será la de la tasación efec- 
tuada o la que surja del art. 206, la que sea mayor, 
descripción sucinta de los bienes, circunstancias refe- 
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ridas a la locación en el caso en que el fallido fuere 
locataric, y las demás que considere de interés. 

La base propuesta no puede ser inferior a la tasa- 
ción prevista en el inc. 1. Pueden incluirse los crédi- 
tos pendientes de realización, vinculados con la em- 
presa o establecimiento a venderse, en cuyo caso debe 
incrementarse prudencialmente la base. La condición 
de venta debe ser al contado, y el precio deberá ser ín- 
tegramente pagado con anterioridad a la toma de po- 
sesión, la que no podrá exceder de veinte días desde 
la notificación de la resolución que apruebe la adjudi- 
cación. 

El juez debe decidir el contenido definitivo del 
pliego, mediante resolución fundada. A tal efecto pue- 
de requerir el asesoramiento de especialistas, ban- 
cos de inversión, firmas consultoras, u otras entidades 
calificadas en aspectos técnicos, económicos, financie- 
ros y del mercado. 

Esta resolución debe ser dictada dentro de los vein- 
te días posteriores a la presentación del proyecto del 
síndico. 

5) Una vez redactado el pliego, se deben publicar 
edictos por dos días, en el diario de publicaciones le- 
gales y en otro de gran circulación en jurisdicción del 
tribunal y, además, en su caso, en el que tenga iguales 
características en los lugares donde se encuentren ubi- 
cados los establecimientos. 

Los edictos deben indicar sucintamente la ubica- 
ción y destino del establecimiento, base de venta y de- 
más condiciones de la operación; debe expresarse el 
plazo dentro del cual pueden formularse ofertas diri- 
gidas en sobre cerrado al tribunal y el día y hora en 
que se procederá a su apertura. El juez puede dispo- 
ner una mayor publicidad, en el país o en el extranje- 
ro, si lo estima conveniente. 


6) Las ofertas deben presentarse en sobre cerra- 
do, y contener el nombre, domicilio real y especial cons- 
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tituido dentro de la jurisdicción del tribunal, profe- 
sión, edad y estado civil Deben expresar el precio 
ofrecido. Tratándose de sociedades, debe acompañar- 
se copia auténtica de su contrato social y de los docu- 
mentos que acrediten la personería del firmante. 

El oferente debe acompañar garantía de manteni- 
miento de oferta equivalente al 10% del precio ofreci- 
do, en efectivo, en títulos públicos, o fianza bancaria 
exigible a primera demanda. 


7) Los sobres conteniendo las ofertas deben ser 
abiertos por el juez, en la oportunidad fijada, en pre- 
sencia del síndico, oferentes y acreedores que concu- 
rran. Cada oferta debe ser firmada por el secretario, 
para su individualización, labrándose acta. En caso 
de empate el juez puede llamar a mejorar ofertas. 

Las diligencias indicadas en los incs. 1 a 7 de este 
artículo deben ser cumplidas dentro de los cuatro me- 
ses de la fecha de la quiebra, o desde que ella quede 
firme, si se interpuso recurso de reposición o desde 
que haya finalizado la continuación según correspon- 
de para cada caso. El juez puede, por resolución fun- 
dada, ampliar el plazo en noventa días. 


8) A los fines de la adjudicación el juez pondera- 
rá especialmente el aseguramiento de la continuidad 
de la explotación empresaria, mediante el plan de em- 
presa pertinente y la magnitud de la planta de perso- 
nal que se mantiene en actividad como tutela efectiva 
de la fuente de trabajo. El plazo para el pago del 
precio podrá estipularse en el pliego de licitación. 


9) Dentro del plazo de veinte días, desde la noti- 
ficación de la resolución definitiva que apruebe la ad- 
judicación, el oferente debe pagar el precio, deposi- 
tando el importe. Cumplida esta exigencia, el juez 
debe ordenar que se practiquen las inscripciones perti- 
nentes, y que se otorgue la posesión de lo vendido. 
Si vencido el plazo el adjudicatario no deposita el pre- 
cio, pierde su derecho y la garantía de mantenimiento 
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de oferta. En ese caso el juez adjudica a la segunda 
mejor oferta que supere la base. 


10) Fracasada la primera licitación, en el mismo 
acto el juez convocará.a una segunda licitación, la 
que se llamará sin-base. [Sustituido por ley 26.684, 
art. 28] 


La enajenación de la empresa en marcha, o la de uno o más es- 
tablecimientos. exige la tasación a valor probable de realización en 
el mercado. Esa estimación de valor corresponde hacerla al enaje- 
nador (ver art. 261, LCQ). 

El juez debe decidir el procedimiento de enajenación, según es- 
tas variantes: 

a) Subasta pública, en este caso se deben cumplir las formali- 
dades del art. 206 de la LCQ, y las establecidas en los incs. 4 y 5 
del art. 205, en cuanto fueren pertinentes. 

b) Licitación que se efectúa mediante el procedimiento detalla- 
damente regulado en el art. 205 de la LCQ. Es de destacar que 
cuando fracasa una licitación, en el mismo acto puede el juez con- 
vocar a una segunda licitación sin base (art. 205, inc. 10). Este 
caso es particularmente significativo para los acreedores con hi- 
poteca, prenda u otro privilegio especial, dado que pueden verse 
afectados sensiblemente en el importe a percibir a raíz de la regla 
de concurrencia proporcional establecida en el art. 206, párr. 2”, de 
la LCQ. 


Art. 206. - Bienes gravados. Si en la enajenación 
a que se refiere el artículo anterior, se incluyen bienes 
afectados a hipoteca, prenda o privilegio especial, es- 
tas preferencias se trasladan de pleno derecho al pre- 
cio obtenido, el que, en ese caso, no puede ser inferior 
a la suma de los mencionados créditos, que el síndi- 
co debe hacer constar en planilla especial. El acree- 
dor preferente omitido que no requiera su inclusión den- 
tro de los diez días de publicado el primer edicto, no 
tiene preferencia sino después de los mencionados en 
la planilla, y hasta el producido líquido de la enaje- 
nación. 


23. TLA, Concursos y quiebras. 
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Si la enajenación a que se refiere el artículo ante- 
rior se realizara en los términos del art. 205, inc. 9%, 
el síndico practicará un informe haciendo constar la 
participación proporcional que cada uno de los bienes 
con privilegio especial han tenido en relación con el 
precio obtenido, y el valor probable de realización 
de los mismos en forma individual en condiciones de 
mercado. De dicho informe se correrá vista a los in- 
teresados por el término de cinco días a fin de que 
formulen las oposiciones u observaciones que éste le 
merezca, pudiendo ofrecer prueba documental, peri- 
cial y de informes respecto del valor de realización de 
los bienes asiento de la hipoteca, prenda o privilegio 
especial. Vencido dicho plazo y sustanciada la prue- 
ba si la hubiere el juez resolverá asignando valor a la 
participación de los bienes asiento del privilegio en el 
precio obtenido. La resolución es apelable; el recurso 
en ningún caso obstará a la adjudicación y entrega de 
los bienes vendidos. 


Los bienes afectados a hipoteca o a prenda pueden, en princi- 
pio, ser ejecutados separadamente de la liquidación general del acti- 
vo falencial, mediante el concurso especial (ver arts. 126, párr. 22, y 
209, LCQ). En algunos casos, sin embargo, el acreedor hipotecario 
o prendario no postula la realización del concurso especial (por ig- 
norancia, negligencia o cualquier otra razón), O está impedido legal- 
mente de hacerlo (ver art. 195), debiendo someterse a la liquidación 
general o común. Los restantes acreedores con privilegio especial 
(art. 241, LCQ) carecen de la ejecución preferencial separada reco- 
nocida a los titulares de prenda o hipoteca. 

El art. 206 se refiere a los casos en los cuales se venden bienes en 
conjunto formando una unidad (enajenación de la empresa en marcha 
o enajenación de un establecimiento del fallido), dentro de la cual se 
incluyen bienes afectados a hipoteca, prenda o privilegio especial. 

El art. 206, párr. 1%, de la LCQ repite una regla ya existente en 
la anterior ley 19.551, que establece una suerte de base no inferior 


* A raíz de la reforma introducida por la ley 26.684 al art. 205, ahora debe en- 
tenderse que la remisión es al inc. 10 del artículo. 
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a la suma de los créditos con privilegio especial, debajo de la cual 
no puede enajenarse la empresa o el establecimiento. Si esa suma 
se obtiene, a ella se traslada el ejercicio de los susodichos privile- 
gios (subrogación real; art. 245, LCQ), que quedan íntegramente 
cubiertos. Para obtener la protección que esa base asigna, el 
acreedor privilegiado especial eventualmente omitido de la plani- 
lla de créditos de tal rango, debe cumplir la carga de solicitar su 
inclusión dentro del plazo de diez días que indica el texto legal; 
caso contrario, resulta postergado respecto de los mencionados en la 
planilla. 

El párr. 2” del art. 206 es una novedad de la ley 24.522, particu- 
larmente delicada para la integridad de cobro de los créditos con 
privilegio especial. Para el ya comentado caso de venta de bienes 
integrando un conjunto o unidad (empresa en marcha o estableci- 
miento), comprensivo de algunos afectados a privilegios especiales, 
prenda o hipoteca, el fracaso de la licitación con base autoriza a or- 
denar otra sin base. Esto, obviamente, hace posible que se obtenga 
un precio inferior a la suma de las acreencias con privilegio especial. 
El reparto, en tal caso, se hace siguiendo las reglas propias de la 
concurrencia de los acreedores privilegiados especiales (ver intro- 
ducción al cap. I del tít. IV). Sin embargo, al venderse los bienes 
en conjunto, resulta problemático esclarecer sobre cuál cantidad de 
dinero ha de ejercerse la subrogación real de cada acreedor privile- 
giado especial. A fin de salvar esta dificultad, antes de la venta por 
licitación sin base, se debe establecer la proporción que ha de ser 
asignada a cada bien afectado a privilegio especial, sobre el precio 
total que se obtuyiese. 


Art. 207. - Ejecución separada y subrogación. En 
caso que resulte conveniente para la mejor realización 
de los bienes, el síndico puede proponer que los grava- 
dos u otros que determine, se vendan en subasta, se- 
paradamente del conjunto. 

El juez decide por resolución fundada. 

Igualmente, puede optar por desinteresar a los 
acreedores privilegiados con fondos del concurso o 
con los que se obtengan de quien desee subrogarse al 
acreedor, y prestar su conformidad con la transferen- 
cia, con autorización judicial. 
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La po idad de separar ciertos bienes, para su enajenación in- 
dividual, refiere el caso en que se ha decidido la venta de la empresa 
en marcha o de algún establecimiento como unidad (art. 205, LCO), 
a pesar de lo cual se advierte la conveniencia de dicha separación. 
El último pí n tiende a facilitar las enajenaciones cfnjun- 
tas en las cuales 1 acia de bienes afectados a privilegiosjespe- 
ciales pudiera compli su resultado. 


Art. 208. - Venta singular. La venta singular de 
bienes se practica por subasta. El juez debe mandar 
publicar edictos en el diario de publicaciones legales, y 
otro de gran circulación, durante el lapso de dos a cin- 
co días, si se trata de muebles, y por cinco a diez días, 
si son inmuebles. Puede ordenar publicidad comple- 
mentaria, si la estima necesaria. La venta se ordena 
sin tasación previa y sin base. 

El juez puede disponer la aplicación del procedi- 
miento previsto en el art. 205, en lo que resulte perti- 
nente. 


Conforme al art. 261 de la LCQ, el martillero es designado por 
el juez y debe reunir las condiciones mencionadas en esa disposición 
legal. Sobre la manera como el juez debe proceder a la designa- 
ción, nada dice la legislación concursal, de donde resulta aplicable el 
art. 278 de la misma ley, que remite a las disposiciones locales co- 
rrespondientes al lugar del juicio. Lo mismo cabe para todas las al- 
ternativas de la subasta que no están previstas en la ley concursal y, 
estando reguladas por leyes procesales locales, fueren compatibles 
con la rapidez y economía del trámite concursal. 


Art. 209, - Concurso especial. Los acreedores ti- 
tulares de créditos con garantía real pueden requerir 
la venta a que se refiere el art. 126, segunda parte, 
mediante petición en el concurso, que tramita por ex- 
pediente separado. 

Con vista al síndico se examina el instrumento 
con que se deduce la petición, y se ordena la subasta 
de los bienes objeto de la garantía. Reservadas las 
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sumas necesarias para atender a los acreedores prefe- 
rentes al peticionario, se líquida y paga el crédito has- 
ta donde concurren el privilegio y remanente líquido, 
previa fianza, en su Caso. 

Los acreedores cuyos créditos estuvieren asegurados con £ 
tías reales (prendas con o sin desplazamiento, hipote tc.), más 
de la preferencia que les reporta su garantía real en cuanto al or- 
den de cobro (privilegio especial: art. 241, inc. 4, LCOQ), tienen la 
preferencia en el tiempo de percepción de sus créditos que consagra 
este art. 209, al permitirles promover una liquidación anticipada y 
separada de la liquidación general de bienes. Para ello se les per- 
mite la solicitud de concurso especial, que supone un método rápi- 
do de liquidación del bien gravado, sin necesidad de esperar la liqui- 
dación común al resto de los bienes. Ello, empero, es facultativo 
para el acreedor, quien puede optar por someterse a esa última liqui- 
dación, haciendo valer allí su privilegio. 

Para la procedencia del concurso especial, y consecuente ejecu- 
ción que sigue a su requerimiento, basta un control formal externo 
de regularidad del instrumento constitutivo de la garantía real. 

Sobre la manera de satisfacer el crédito con privilegio especial, 
una vez realizado el bien asiento de la garantía, ver arts. 242 a 245 
de la LCQ. 


Art. 210.- Ejecución por remate no judicial: re- 
misión. En los juicios de quiebra es aplicable el 
art. 24%, 


Art. 211. — Precio: compensación. No puede ale- 
gar compensación el adquirente que sea acreedor, sal- 
vo que su crédito tenga garantía real sobre el bien 
que adquiere. En este caso, debe prestar fianza de 
acreedor de mejor derecho, antes de la transferencia 
de propiedad. 


Como regla, ningún acreedor del fallido que sea adquirente de 
los bienes enajenados en la liquidación concursal puede compensar 


* Debería decir “art. 23%, 
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el monto de su crédito con el precio de adquisición (hasta el límite 
de aquél), como ordinariamente se autoriza en las ejecuciones indivi- 
duales, porque en el proceso universal ello importaría violar la pars 
condicio creditorum. 

Este art. 211 contempla una excepción a esa regla, respecto del 
acreedor con garantía real, en primer grado, sobre el mismo bien que 
adquiriese. En tal caso, puede invocar compensación después de 
pagados los gastos y costas de la ejecución del precio de adquisi- 
ción hasta el límite de su acreencia; y prestar fianza, antes de la 
transferencia de propiedad, por los créditos de mejor derecho que 
pudieren resultar. 

Otra excepción a la prohibición de compensar se halla estableci- 
da en el art. 203 bis de la LCO. 


Art. 212. - Ofertas bajo sobre. Se pueden admi- 
tir ofertas bajo sobre, las que se deben presentar al 
juzgado, por lo menos dos días antes de la fecha de la 
subasta. Son abiertas al iniciarse el acto del remate, 
para lo cual el secretario las entrega al martillero el 
día anterior, bajo recibo. 

En el caso del art. 205, las ofertas recibidas son 
consideradas posturas bajo sobre en la subasta, si se 
optare por esta forma de enajenación. 


Si se presentan ofertas bajo sobre, abiertas las mismas antes del 
remate -como indica el texto legal- la puja en la subasta debe hacer- 
se a partir de la mejor oferta presentada en sobre, Ésta cumple, 
así, la función de una verdadera base y, si nadie la mejora, debe ad- 
judicarse el bien a su presentante. 


Art. 213. - Venta directa. El juez puede dispo- 
ner la venta directa de bienes, previa vista al síndico, 
a la cooperativa de trabajo para el caso de que ésta 
sea continuadora de la explotación, cuando, por su 
naturaleza, su escaso valor o el fracaso de otra forma 
de enajenación resultare de utilidad evidente para el 
concurso. 

En ese caso, determina la forma de enajenación, 
que puede confiar al síndico o a un intermediario, ins- 
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titución o mercado especializado. 
cen requiere aprobación judicial posterior. 
do por ley 26.684, art. 29] 


La venta que reali- 
[Sustitui- 


Por venta directa ha de entenderse cualquier procedimiento de 
enajenación que no sea la licitación ni la subasta. Ello es proce- 
dente, por excepción, en tres supuestos: a) naturaleza del bien a 
vender, que hiciera manifiesta la inconveniencia de intentar su enaje- 
nación, mediante subasta o licitación: b) escaso valor del bien en 
cuestión, que no justificara incurrir en los gastos propios de los me- 
canismos de venta, por medio de licitación o subasta, y c) el fracaso 
anterior de estas últimas formas de enajenación, lo cual haría previ- 
sible la falta de éxito de futuros intentos iguales. 

La enajenación puede encargarse a intermediario, institución O 
mercado especializado, en las condiciones de plaza. También 
puede confiarse al síndico, en su carácter de liquidador, sin que esta 
tarea de enajenador directo genere derecho a comisión o a retribu- 
ción más allá de la que establece —para toda su labor— el art. 267 de 
la LCQ. : 

En cualquier supuesto, la enajenación directa se entiende sujeta 
a la condición suspensiva de su aprobación judicial posterior. 


Art. 214.- Bienes invendibles. El juez puede dis- 
poner, con vista al síndico y al deudor, la entrega a 
asociaciones de bien público, de los bienes que no 
puedan ser vendidos, o cuya realización resulta in- 
fructuosa. El auto es apelable por el síndico y el 
deudor, si hubieren manifestado oposición expresa y 
fundada. 


El desapoderamiento propio de la quiebra no es expropiación 
de los bienes del deudor, que sigue siendo su propietario (aunque 
aquéllos estén destinados prioritariamente a satisfacer el pasivo 
falencial; ver art. 107, LCQ). De tal modo, los bienes que no 
pueden realizarse y convertirse en dinero, no cumplen el destino li- 
quidativo propio de la quiebra y deben devolverse a su dueño (el 
fallido). Sólo con su consentimiento expreso, o con su falta de ob- 
jeción, podrían entregarse a asociaciones de bien público. Es incons- 
titucional cualquier otra interpretación que pudiera hacerse de este 
art. 214. 
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Art. 215, - Títulos y otros bienes cotizables. Los 
títulos cotizables en mercados de valores y los bienes 
cuya venta puede efectuarse por precio determinado 
por oferta pública en mercados q o estén su- 
jetos a precios mínimos de sosiénlo máximos fijados 
oficialmente, deben ser vendidos én las instituciones 
correspondientes, que el juez determina previa vista al 
síndico. 


La transparencia de los mercados que menciona el art. 215 de la 
LCQ, hace imperativa la venta de los títulos y de los demás bienes 
que se negocian en aquéllos. No se trata de una forma de enajena- 
ción residual. Para estos bienes, es ésta la manera prioritaria de li- 
quidación. 


Art. 216. - Créditos. Los créditos deben ser reali- 
zados en la forma prevista por el art. 182. 

El síndico puede encomendar a bancos oficiales o 
privados de primera línea, la gestión de cobro o, con 
autorización judicial, recurrir a otra forma que sea 
costumbre en la plaza y brinde suficiente garantía. 

Sin embargo, cuando circunstancias especiales lo 
hagan aconsejable, el juez puede autorizar la subasta 
de créditos o su enajenación privada, en forma indivi- 
dual o por cartera, previa conformidad del síndico y 
vista al deudor, pudiendo utilizar el procedimiento del 
art. 205, inclusive, en lo pertinente. 


En principio, el síndico puede y debe cobrar los créditos del fa- 
llido (art. 182, LCQ). Sin autorización judicial, el síndico puede 
llevar a efecto la cobranza directamente, o encomendándola a bancos 
oficiales o privados de primera línea. Para otros sistemas de co- 
branza, usuales y seguros, se necesita no obstante la autorización ju- 
dicial. 


En circunstancias especia el juez puede disponer la enajena- 
ción de créditos, en forma individual o como cartera crediticia, pri- 
vadamente de manera directa, por licitación o por subasta. Debe 
darse audiencia al deudor y vista al síndico. 
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Art. 217.-—Plazos. Las enajenaciones previstas en 
los arts. 205 a 213 y 214, parte final, deben ser efec- 
tuadas dentro de los cuatro meses contados desde la 
fecha de la quiebra, o desde que ella queda firme, si 
se interpuso recurso de reposición, El juez puede 
ampliar ese plazo en noventa días, por resolución fun- 
dada. En caso de continuación se aplicará el plazo 
establecido en el art. 191, inc. 2. [Sustituido por ley 
26.684, art. 30] 


La finalidad liquidativa del proceso de quiebra y el principio de 
economía y celeridad que inspira los procesos concursales, explican 
la brevedad de los plazos señalados para liquidar el activo falencial. 


Sección H 


INFORME FINAL Y DISTRIBUCIÓN 


Art. 218, — Informe final. Diez días después de 
aprobada la última enajenación, el síndico debe pre- 
sentar un informe en dos ejemplares, que contenga: 

1) Rendición de cuenta de las operaciones efec- 
tuadas, acompañando los comprobantes. 

2) Resultado de la realización de los bienes, con 
detalle del producido de cada uno. 

3) Enumeración de los bienes que no se hayan 
podido enajenar, de los créditos no cobrados y de los 
que se encuentran pendientes de demanda judicial, 
con explicación sucinta de sus causas. 

4) El proyecto de distribución final, con arreglo a 
la verificación y graduación de los créditos, previendo 
las reservas necesarias. 


Honorarios. Presentado el informe, el juez regu- 
la los honorarios, de conformidad con lo dispuesto 
por los arts. 265 a 272. 
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Publicidad. Se publican edictos por dos días, en 
el diario de publicaciones legales, haciendo conocer la 
presentación del informe, el proyecto de distribución 
final, y la regulación de honorarios de primera ins- 
tancia. Si se estima conveniente, y el haber de la 
causa lo permite, puede ordenarse la publicación en 
otro diario. 


Observaciones. El fallido y los acreedores pue- 
den formular observaciones dentro de los diez días 
siguientes, debiendo acompañar tres ejemplares. Son 
admisibles solamente aquellas que se refieran a omi- 
siones, errores o falsedades del informe, en cualquiera 
de sus puntos. 

Si el juez lo estima necesario, puede convocar a 
audiencia a los intervinientes en la articulación y al 
síndico, para que comparezcan a ella, con toda la 
prueba de que intenten valerse. 

Formuladas las observaciones o realizada la au- 
diencia, en su caso, el juez resolverá en un plazo má- 
ximo de diez días contados a partir de que queden 
firmes las regulaciones de honorarios. La resolución 
que se dicte causa ejecutoria, salvo que se refiera a la 
preferencia que se asigne al impugnante, o a errores 
materiales de cálculo. 

La distribución final se modificará proporcional- 
mente y a prorrata de las acreencias, incorporando el 
incremento registrado en los fondos en concepto de 
acrecidos, y deduciendo proporcionalmente y a pro- 
rrata el importe correspondiente a las regulaciones de 
honorarios firmes. 


Informe final. Concluida la liquidación de los bienes del acti- 
vo falencial, corresponde la distribución del producto obtenido, 

Esta etapa distributiva comienza con el informe final, prolija- 
mente detallado en su contenido por este art. 218. 

Un aspecto de dicho informe concierne a la tarea cumplida por 
el síndico como liquidador, lo cual permite apreciar su resultado y 
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juzgar la eficiencia de la labor desarrollada, tomar conocimiento del 
monto distribuible y de la cuantía computable para regular los hono- 
rarios (ines. 1 a 3). 

El otro aspecto fundamental es el proyecto de distribución del 
producto de la liquidación entre los acreedores (inc. 4). 


Proyecto de distribución. El trámite de verificación de créditos 
ne sólo está concebido para reconocer judicialmente la existencia y 
extensión de cada acreencia concurrente, sino también para graduar- 
las según su rango preferencial o quirografario. Así, pues, en la ve- 
rificación —y graduación de los créditos, la concurrencia propia de 
los procesos concursales se manifiesta en el control recíproco y mul- 
tidireccional de los acreedores entre sí, dado que el resultado de la 
pretensión esgrimida por cada uno no sólo tiene incidencia en las re- 
laciones bilaterales acreedor-deudor, sino también en las relacio- 
nes acreedor-acreedor. Es obvio que, resultando normalmente insufi- 
cientes los bienes del fallido para cubrir la totalidad de sus acreencias, 
cada acreedor es interesado directo en el control del reconocimiento 
de un coacreedor y en el rango que se le asigne, pues de ello de- 
pende la medida de su satisfacción y, a veces, la posibilidad misma 
de cobro, así sea en mínima parte, de su crédito. También resulta 
casi obvio destacar que, si al tiempo de la distribución se advierte 
que la liquidación falencial ha arrojado un resultado suficiente como 
para cubrir la totalidad de las acreencias verificadas, el orden o 
rango para el cobro que emerge del régimen de los privilegios pier- 
de toda relevancia; las preferencias importan al acreedor cuando los 
bienes -o su producido— sobre los cuales concurre para el cobro con 
otros coacreedores son insuficientes. 

Pero así como el rango de cada crédito viene determinado por la 
resolución recaída en la pretensión de reconocimiento transitada por 
los carriles del trámite verificatorio, en esta etapa distributiva se 
ordenan los diferentes créditos adecuando sus montos verificados a 
las posibilidades de cobro que marca el producto de la liquidación 
concursal. Es la hora de la verdad, en la cual cada acreedor, según 
el rango reconocido y el monto verificado, ve convertida la aspira- 
ción predeterminada por la sentencia verificatoria en la realidad de 
la moneda de quiebra. 

Las reservas son las referidas en el art. 220 de la LCQ. 

Las eventuales observaciones apuntarán, de ordinario, al proyecto 
de distribución más que a los restantes puntos del informe general, 
puesto que es de aquél de donde emergen las posibilidades de cobro, 
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Debe tenerse en cuenta que el producto de la liquidación puede 
llegar a cubrir las reservas legales, la totalidad de las acreencias del 
concurso y de los créditos verificados, y aun existir remanente. 

En el caso, no frecuente pero posible, de existencia de remanen- 
te, su destino y mecanismo de distribución están contemplados en el 
art. 228, párr. 2%, de la LCO. 


Honorarios. En las quiebras con liquidación de bienes, el mo- 
mento u oportunidad legales para regular los honorarios cuya satis- 
facción se hará con fondos obtenidos de la liquidación surge de este 
art. 218, concordante con el art. 265, inc. 4, de la LCO. La regula- 
ción debe hacerla el juez concursal, a renglón seguido de la presen- 
tación del informe final y sin necesidad de petición de interesado. 
Resulta importante destacar que, aunque nadie recurriera los honora- 
rios regulados, igualmente deben ser elevados en consulta al tribunal 
de alzada, el cual podrá confirmarlos o reducirlos (art. 272, LCO). 


Art. 219. - Notificaciones. Las publicaciones or- 
denadas en el art. 218 pueden ser sustituidas por noti- 
ficación personal o por cédula a los acreedores, cuan- 
do el número de éstos o la economía de gastos así lo 
aconseje. 


Más que por economía de gastos (los edictos en el diario de pu- 
blicaciones legales no tienen costo en caso de quiebra y la publicación 
en otro diario no es imperativa; ver art. 218, LCQ), la notificación per- 
sonal o por cédula, cuando hay pocos acreedores, puede ser justifica- 
da por el ahorro de tiempo que podría implicar. 


Art. 220.- Reservas. En todos los casos, deben 
efectuarse las siguientes reservas: 


1) Para los acreedores cuyos créditos están suje- 
tos a condición suspensiva. 


2) Para los pendientes de resolución judicial o 
administrativa. 


Las reservas deben practicarse para cubrir, en su caso, el impor- 
te de los créditos ya verificados, pero sujetos a alguna eventualidad 
que los torne —aún— inexigibles (inc. 1), o aquellas pretensiones cre- 
ditorias sometidas a procesos de verificación tardía, recursos de re- 
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visión o de apelación. o a cualquier otra decisión judicial (intra o 
extraconcursal) o administrativa previas indispensables para poder 
exigir su cumplimiento (inc. 2). 


Art. 221.- Pago de dividendo concursal. Apro- 
bado el estado de distribución, se procede al pago del 
dividendo que corresponda a cada acreedor. 


El juez puede ordenar que los pagos se efectúen di- 
rectamente por el banco de depósitos judiciales, median- 
te planilla que debe remitir con los datos pertinentes. 


También puede disponer que se realicen mediante 
transferencias a cuentas bancarias que indiquen los 
acreedores, con gastos a costa de éstos. 


Si el crédito constara en títulos-valores, el acree- 
dor debe presentar el documento en el cual el secreta- 
rio anota el pago. 


El proyecto de distribución debe ser controlado por el juez, 
quien debe pronunciarse sobre su aprobación, medien o no observa- 
ciones formuladas conforme al art. 218 de la LCQ. Si el proyecto 
de distribución no se ajusta a la verificación y graduación de crédi- 
tos decidida en la quiebra, o no contempla las reservas necesarias, 
no se adecua al resultado obtenido de la liquidación de bienes, con- 
tiene errores simplemente numéricos o de cualquier otro tipo, el juez 
debe desaprobarlo, pudiendo adecuarlo a las exigencias fácticas y 
jurídicas del caso —oficiosamente- o, también, ordenar al síndico la 
confección de un nuevo proyecto de acuerdo con lo resuelto. Re- 
cién después de decidida la aprobación del proyecto de distri- 
bución —por resolución firme-- se puede proceder al pago del divi- 
dendo emergente de aquél a los acreedores. 

El pago puede hacerse mediante el libramiento de órdenes de 
pago judiciales sobre la cuenta bancaria abierta para el juicio, por 
transferencias a cuentas bancarias de los acreedores, o remitiendo al 
banco de depósitos judiciales la planilla discriminada de acreedores 
y montos respectivos para que dicho banco proceda a pagarles direc- 
tamente. 


Art. 222. - Distribuciones complementarias. El 
producto de bienes no realizados, a la fecha de pre- 
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sentación del informe final, como también los prove- 
nientes de desafectación de reservas o de los ingresa- 
dos con posterioridad al activo del concurso debe 
distribuirse, directamente, sin necesidad de trámite 
previo, según propuesta del síndico, aprobada por el 
juez. 


Estas distribuciones son posteriores a la distribución final (art. 
218), y presuponen también una regulación de honorarios comple- 
mentaria (art. 265, inc. 3, LCQ). La innecesariedad de trámite pre- 
vio, que menciona el art. 222, no excluye la posibilidad de observa- 
ciones espontáneas ni la desaprobación oficiosa de un proyecto no 
ajustado a derecho o a la verificación y graduación de créditos deci- 
dida en la causa (ver comentario al art. 221). 


Art. 223.- Presentación tardía de acreedores. 
Los acreedores que comparezcan en el concurso, re- 
clamando verificación de créditos o preferencias, des- 
pués de haberse presentado el proyecto de distribución 
final, sólo tienen derecho a participar de los divi- 
dendos de las futuras distribuciones complementarias, 
en la proporción que corresponda al crédito total no 
percibido. 


Se establece una severa sanción para el acreedor negligente en 
su carga verificatoria. Cuando la verificación se pide después de 
haberse efectuado alguna distribución, caduca el derecho de quien 
pretende ser reconocido como acreedor para cobrar el dividendo ya 
distribuido, Debe advertirse que el texto en comentario refiere a 
quien solicita ser reconocido como acreedor después de la presenta- 
ción de un proyecto de distribución, no a quien ha solicitado verifi- 
cación (aunque tardía) anterior a la presentación del proyecto de 
distribución y carece de resolución firme sobre su pretensión verifica- 
toria, pues a este último debe considerárselo comprendido dentro del 
art. 220, inc. 2, de la LCQ, y reservársele, por ende, el importe sufi- 
ciente para atender su crédito, si resultare ulteriormente reconocido. 


Art. 224. - Dividendo concursal. Caducidad. El 
derecho de los acreedores a percibir los importes que 
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les correspondan en la distribución caduca al año con- 
tado desde la fecha de su aprobación. 


La caducidad se produce de pleno derecho, y es 
declarada de oficio, destinándose los importes no co- 
brados al patrimonio estatal, para el fomento de la 
educación común. 


Los acreedores incluidos en un proyecto de distribución tienen 
la carga de presentarse a cobrar, según el procedimiento dispuesto 
para el pago del dividendo (art. 221, LCQ). Si no cumplen esa 
carga dentro del año contado a partir de la aprobación del proyecto 
de distribución, caduca el derecho a percibir el dividendo y se ex- 
tingue el crédito consiguiente. No es necesario que medie intima- 
ción previa porque el efecto se produce de pleno derecho y se pro- 
nuncia judicialmente sin necesidad de requerimiento alguno (de 
oficio). 

La señalada caducidad deja ociosos recursos del activo falencial 
originariamente destinados a satisfacer una parte del pasivo falen- 
cial renunciado —implícitamente— por el acreedor negligente. Ello, 
en puridad, impondría formular una nueva distribución entre los res- 
tantes acreedores, O la restitución al deudor si aquéllos estuviesen 
íntegramente satisfechos. 

La solución legal (destinar los importes no cobrados al patri- 
monio estatal para el fomento de la educación común), de dudosa 
constitucionalidad, se explica que no hubiera merecido cuestionamien- 
tos jurisprudenciales en el pasado (ante idéntica norma en el art. 221, 
ley 19.551), debido a lo infrecuente del caso y a los efectos licuato- 
rios que la inflación producía sobre las sumas de dinero inmoviliza- 
das durante plazos largos. 


Caríruro VH 


CONCLUSIÓN DE LA QUIEBRA 


La conclusión de la quiebra debe distinguirse de la clausura del 
procedimiento (capítulos VII y VII, respectivamente. LCQ). 

El procedimiento de quiebra se clausura cuando no existen bie- 
nes para liquidar, o cuando se han liquidado ya todos los bienes sin 
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haber podido satisfacer —con su producto- el ciento por ciento de los 
créditos concursales y concurrentes. En cualquiera de los dos su- 
puestos, al no haber (por el momento) más bienes para realizar, lo 
que se clausura es el procedimiento de la liquidación, a la espera 
de que se identifiquen nuevos bienes, se recuperen otros, el fallido 
ueda adquirir más bienes antes de la rehabilitación, etcétera. En 
estos casos de aparición de bienes después de la clausura del proce- 
dimiento, si no hubieran transcurrido dos años desde que ella se dis- 
usiera, corresponde la reapertura de la etapa liquidativa-distributiva. 
Se advierte así que, a pesar de la clausura del procedimiento, al limi- 
tarse ella a la faz liquidativa, no cesa el estado de quiebra hasta la 
oportunidad regulada por el art. 231 in fine de la LCQ. 

A diferencia de lo señalado, la conclusión de la quiebra acarrea 
a cesación del estado de fallido y la cesación definitiva (sin posibi- 
lidad de reapertura) de todo procedimiento liquidatorio. En todos 
sus aspectos, efectos y sentidos, la quiebra termina (sin perjuicio de 
a eventual continuación de algunas inhabilitaciones en ciertos Su- 
puestos, p.ej., arts. 236 y 237, LCQ). 

Las quiebras pueden concluir por: 

a) Conversión de la quiebra en concurso preventivo (art. 90 y 
ss., LCQ). 

b) Reposición de la sentencia de quiebra dictada a solicitud de 
acreedor (art. 94 y ss., LCQ). 

c) Desistimiento formulado por el deudor en la quiebra volunta- 
ria declarada a solicitud de él (art. 87, párr. 3%, LCQ). 

d) Avenimiento de la unanimidad de los acreedores (art. 225 y 
ss,, LCQ). 

e) Cartas de pago otorgadas por todos los acreedores (art. 229, 
párr. 1”, LCQ). 

f) Inexistencia de acreedores concurrentes (art. 229, párr. 2”, 
ECO). 

2) Liquidación de bienes con pago total (art. 228, LCQ). 

h) Liquidación de bienes sin pago total, después de transcurri- 
dos dos años de la clausura del procedimiento sin su reapertura (arts, 
230 y 231, LCQ). 

i) Inexistencia de bienes o insuficiencia de éstos para cubrir si- 
quiera los gastos y honorarios, después de transcurridos dos años de 
la clausura por falta de activo sin su reapertura (arts. 232 y 233, 
LCQ). 


369 LEY 24.522 Art, 225 


SECCIÓN I 


AVENIMIENTO | 


Art. 225. - Presupuesto y petición. El deudor pue- 
de solicitar la conclusión de su quiebra, cuando con- 
sientan en ello todos los acreedores verificados, ex- 
presándolo mediante escrito cuyas firmas deben ser 
autenticadas por notario o ratificadas ante el secre- 
tario. 


La petición puede ser formulada en cualquier mo- 
mento, después de la verificación, y hasta que se reali- 
ce la última enajenación de los bienes del activo, exi 
ceptuados los créditos. | 


El avenimiento es un modo de conclusión de la quiebra de ma- 
nera concertada, acordada, entre el fallido y sus acreedores. 


Sus principales características son: 


a) Exige unanimidad de acreedores, quirografarios y privile- 
giados. 

b) La conformidad de los acreedores debe ser expresa, escrita, 
formalizada en instrumento público o privado, con firma autenticada 
por notario o ratificada ante el secretario. 

c) No es menester el otorgamiento de las conformidades por acto 
simultáneo ni su instrumentación en documento único. En reali- 
dad, se trata de pluralidad de acuerdos entre el fallido y cada uno 
de sus acreedores, con efectos conclusivos de la quiebra en la medida 
en que estén conformes todos ellos. 

d) No es menester respetar condiciones ni cláusulas iguales ni 
paritarias entre acreedores, ni entre clases o categorías de éstos. 
Pueden convenirse condiciones desiguales, e incluso no darse a 
conocer las condiciones acordadas. Lo único que debe constar 
inexcusablemente en los instrumentos del avenimiento es la confor- 
midad del acreedor para la conclusión de la quiebra. 


e) La oportunidad para concertar avenimientos es el lapso com- 
prendido entre la resolución judicial sobre verificación de los crédi- 
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tos y la última enajenación de bienes (que no sean créditos del fa- 
llido a cobrar). No hay obstáculo para intentar la conclusión por 
avenimiento más de una vez en la misma quiebra, si hay fracasos de 
intentos previos. 

f) Es admisible el avenimiento sín unanimidad expresa, cuando 
se garantizan —a satisfacción del juez- los créditos pendientes de re- 
solución judicial (en trámite de verificación, sujetos a recursos, 
etc.), y los créditos ya verificados o admitidos cuyos titulares no pu- 
dieran razonablemente ser encontrados para obtener de ellos la con- 
formidad. 


Art. 226.- Efectos del pedido. La petición sólo 
interrumpe el trámite del concurso, cuando se cum- 
plen los requisitos exigidos. El juez puede requerir el 
depósito de una suma para satisfacer el crédito de los 
acreedores verificados que, razonablemente, no pue- 
dan ser hallados, y de los pendientes de resolución ju- 
dicial. 

Al disponer la conclusión de la quiebra, el juez 
determina la garantía que debe otorgar el deudor para 
asegurar los gastos y costas del juicio, fijando el plazo 
pertinente. Vencido éste, siguen sin más los trámites 
del concurso. 


La solicitud formal de conclusión por avenimiento, solamente 
interrumpe el proceso falencial cuando el juez entienda prima facie 
cumplidos los requisitos de oportunidad, forma y unanimidad, 

La aprobación definitiva del avenimiento la presta el juez, des- 
pués de haber verificado el cumplimiento total.de los requisitos se- 
ñalados en el ítem precedente, y luego de que el deudor satisfaga las 
garantías del art. 226 de la LCOQ. 


Art. 227.- Efectos del avenimiento. El aveni- 
miento hace cesar todos los efectos patrimoniales de 
la quiebra. No obstante, mantienen su validez los 
actos cumplidos hasta entonces por el síndico o 
los coadministradores. 
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La falta de cumplimiento de los acuerdos que el 
deudor haya realizado para obtener las conformida- 
des, no autoriza la reapertura del concurso, sin perjui- 
cio de que el interesado pueda requerir la formación 
de uno nuevo. 


El avenimiento aprobado por el juez concluye la quiebra, sin 
que ésta pueda reabrirse ulteriormente. El avenimiento también pone 
fin a la disolución de la persona jurídica quebrada (ver art. 237, 
LCQ). Si a.raíz del avenimiento se pactaron prestaciones luego 
incumplidas, sus acreedores pueden pedir una nueva quiebra di- 
recta, pero no reabrir la que dio lugar a esos acuerdos insatisfe- 
chos. 


Sección HU 


PAGO TOTAL 


Art. 228. - Requisitos. Alcanzando los bienes para 
el pago a los acreedores verificados, los pendientes de 
resolución y los gastos y costas del concurso, debe 
declararse la conclusión de la quiebra por pago to- 
tal, una vez aprobado el estado de distribución defi- 
nitiva. 

Remanente. Si existe remanente, deben pagarse 
los intereses suspendidos a raíz de la declaración de 
quiebra, considerando los privilegios. El síndico pro- 
pone esta distribución, la que el juez considerará, pre- 
via vista al deudor, debiendo pronunciarse dentro de 
los diez días. 

El saldo debe entregarse al deudor. 


El producto de la liquidación de los bienes del fallido se destina 
a pagar los gastos y honorarios del concurso más los créditos verifi- 
cados y admitidos, debiéndose formular reservas para los créditos 
condicionales y los pendientes de resolución (ver arts, 218 y 220, 
LCQ). j 
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Después de la aplicación del producto a la distribución y reser- 
vas preexplicadas, puede ocurrir lo siguiente. 

a) Queden rubros sin satisfacer, total o parcialmente. En este 
caso se dispone la clausura por distribución final, y la quiebra re- 
cién concluye luego de dos años sin reapertura (art. 231 in fine, 
LCQ). 

b) Se pague el ciento por ciento de todos los créditos a los va- 
lores de verificación o admisión, los gastos y honorarios concursa- 
les, y se pueda resguardar el ciento por ciento de los importes des- 
tinados a reservas, y con ello se agote el producto repartible. En 
este supuesto, la quiebra concluye por pago total (art. 228, párr. 1”, 
LCQ). 

c) Igual supuesto al anterior, pero después de atendido el ciento 
por ciento de los créditos concursales y concurrentes, y las reservas, 
queda todavía producto para repartir. Este último es el remanente 
(activo) que debe destinarse a atender los intereses suspendidos por 
la quiebra (ver art. 129, LCQ). El caso exige una distribución ad 
hoc, con consideración de los privilegios de los créditos concursales 
y concurrentes para la asignación de dicho remanente, y aprobación 
judicial previa vista al deudor (art. 228, párr. 2”, LCQ). Luego de 
esta distribución (y aunque ella no alcanzare a satisfacer Íntegramen- 
te los intereses devengados después de la quiebra) de todos los cré- 
ditos, igualmente la quiebra concluye por pago total. 

d) Después de distribuido el remanente (según la explicación 
precedente), si él alcanza para satisfacer el ciento por ciento de los 
intereses posteriores a la quiebra de todos y cada uno de los créditos 
de las diferentes categorías y clases, y todavía sigue sobrando pro- 
ducto (activo), éste es el saldo que debe devolverse al deudor (art. 
228 in fine, LCQ). La quiebra concluye por pago total. 


Art. 229, - Carta de pago. El artículo preceden- 
te se aplica cuando se agregue al expediente carta de 
pago de todos los acreedores, debidamente autentica- 
da, y se satisfagan los gastos íntegros del concurso. 

También se aplica cuando, a la época en que el 
juez debe decidir sobre la verificación o admisibili- 
dad de los créditos, no exista presentación de ningún 
acreedor, y se satisfagan los gastos íntegros del con- 
Curso. 
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También se consideran casos de conclusión asimilados al pago 
total, los siguientes. 

a) El otorgamiento al fallido de cartas de pago autenticadas, 
por la unanimidad de acreedores de todas las clases y categorías, más 
la satisfacción de los gastos y honorarios del concurso, en cualquier 
oportunidad posterior a la verificación de los créditos (antes de ella 
es imposible saber quiénes son los acreedores y, mucho menos, si to- 
dos han sido satisfechos; art. 229, párr. 1%, LCOQ). 

b) La inexistencia de solicitudes de verificación de créditos, 
comprobada a la fecha en que el juez habría debido resolver las que 
podrían haberse presentado. Si, además, el fallido satisface los 
gastos y honorarios del concurso, la quiebra concluye (art. 229, párr. 
2”, LCQ). 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


En una quiebra declarada a pedido del acreedor y concluida por 
inexistencia de acreedores verificados, las costas causídicas deben 
ser impuestas al ex fallido (CNCom, en pleno, 18/12/92, “Datamedi- 
cal SRL”, JA, 1993-11-612). 


CaríruLo VIH 
CLAUSURA DEL PROCEDIMIENTO 


Ver el comentario al inicio del capítulo VI, en el cual se esta- 
blecen las diferencias entre conclusión de la quiebra y clausura del 
procedimiento. Los dos supuestos tienen en común el disponerse 
cuando en la quiebra no hay bienes para liquidar. O porque ya se 
liquidaron los existentes y se distribuyó su producido sin alcanzar al 
pago total (arts. 230 y 231, LCQ); o porque no hubo nunca bienes o 
los existentes ni siquiera alcanzan para satisfacer los gastos del jui- 
cio (arts. 232 y 233, LCQ). 

El art. 231 de la LCO está, sistemáticamente, mal ubicado, ya 
que tanto la reapertura del procedimiento como la conclusión por 
falta de reapertura durante dos años, resultan aplicables en cualquie- 
ra de los dos supuestos de clausura (por distribución final o por falta 
de activo). 
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Sección I 


CLAUSURA POR DISTRIBUCIÓN FINAL 


Art. 230. - Presupuestos. Realizado totalmente 
el activo, y practicada la distribución final, el juez 
resuelve la clausura del procedimiento. 


La resolución no impide que se produzcan todos 
los efectos de la quiebra. 


Cuando después de realizados los bienes el producto distribuido 
no ha alcanzado para el pago total (ver art. 228, LCQ), la quiebra no 
concluye; sin embargo, debe dictarse la resolución judicial de clau- 
sura del procedimiento de liquidación. Ello se explica porque sería 
imposible proseguir un trámite sin objeto (una liquidación sin bienes 
a liquidar). Su importancia radica en que a partir de esta resolución 
comienza a correr el plazo de conclusión de la quiebra regulado 
en el párr. último del art. 231 de la LCQ. 


Art. 231. — Reapertura. El procedimiento puede 
reabrirse cuando se conozca la existencia de bienes 
susceptibles de desapoderamiento. 


Eos acreedores no presentados sólo pueden reque- 
rir la verificación de sus créditos, cuando denuncien 
la existencia de nuevos bienes. 


Conclusión del concurso. Pasados dos años des- 
de la resolución que dispone la clausura del procedi- 
miento, sin que se reabra, el juez puede disponer la 
conclusión del concurso. 


La resolución judicial de clausura del procedimiento es revoca- 
ble, a los efectos de reanudar la liquidación, cuando se pudiese 
disponer de nuevos bienes desapoderables (desconocidos antes o 
“reingresados” luego del ejercicio de alguna de las acciones de re- 
composición o mejora del activo falencial). 

Sobre el producto de la liquidación de los bienes nuevos no 
pueden concurrir aquellos acreedores que no hubieran solicitado ve- 
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rificación antes del dictado de la resolución de clausura del procedi- 
miento, salyo que ellos mismos hubiesen denunciado la existencia de 
los nuevos bienes liquidables. 

La falta, de reapertura, durante dos años seguidos, del procedi- 
miento de he es causa para disponer la conclusión de la 
quiebra, con el consiguiente cese de todos sus efectos patrimonia- 
les y personales (salvo, respecto de estos últimos, las inhabilitaciones 
que pudieran prolongarse con motivo de la existencia de procesos 
penales o de condenas de esta índole; art. 236, LCQ). 


Sección HH 


CLAUSURA POR FALTA DE ACTIVO 


Arf- 232. - Presupuestos. Debe declararse la clau- 
sura del procedimiento por falta de activo, si después 
de realizada la verificación de los créditos, no existe 
activo suficiente para satisfacer los gastos del juicio, 
incluso los honorarios, en la suma que, prudencial- 
mente, aprecie el juez. 


Del pedido de clausura que realice el síndico, 
debe darse vista al fallido; la resolución es apelable. 


También es un caso de clausura (en realidad, no apertura) del 
procedimiento de liquidación, disponible al constatarse la inexisten- 
cia de un mínimo de bienes desapoderables (activo falencial) cuya 
realización pudiera satisfacer —al menos los gastos y honorarios 
concursales. 

No puede resolverse antes del dictado de la sentencia del art. 36 
de la LCQ, ni sin audiencia del fallido, bajo pena de nulidad. Cual- 
quiera que sea el resultado judicial —favorable o desfavorable— de la 
postulación de clausura hecha por el síndico, la resolución es apela- 
ble en relación y con efecto suspensivo (arts. 232, párr. último, y 
273, inc. 3, LCQ). 


Art. 233.- Efectos. La clausura del procedimien- 
to, por falta de activo, importa presunción de fraude. 
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El juez debe comunicarla a la justicia en lo penal, para 
la instrucción del sumario pertinente. 


La ineludible instrucción del sumario penal acarrea, en sede 
concursal y en lo inmediato, la imposibilidad de rehabilitación del 


fallido hasta tanto se dicte sobreseimiento o absolución en sede pe-* 


nal (art. 236, LCQ). 


CapiruLo IX 


INHABILITACIÓN DEL FALLIDO 


Art. 234.— Inhabilitación. El fallido queda in- 
habilitado desde la fecha de la quiebra. 


Las inhabilitaciones propias de la quiebra, establecidas en esta 
ley o en otras disposiciones normativas, se aplican al fallido —perso- 
na de existencia visible o persona jurídica— desde la fecha de la sen- 
tencia de quiebra, y perduran hasta la rehabilitación. El momento de 
ésta es variable y está regulado por los arts. 236 y 237 de la LCQ. 


Art. 235.— Personas jurídicas. En el caso de 
quiebra de personas jurídicas, la inhabilitación se ex- 
tiende a las personas físicas que hubieren integrado 
sus órganos de administración desde la fecha de cesa- 
ción de pagos. A este efecto, no rige el límite tempo- 
ral previsto en el art. 116. 


Comienzo de la inhabilitación. La inhabilitación 
de quienes son integrantes del órgano de administra- 
ción o administradores a la fecha de la quiebra, tiene 
efecto a partir de esa fecha. La de quienes se hubie- 
sen desempeñado como tales desde la fecha de cesa- 
ción de pagos pero no lo hicieron a la fecha de la 
quiebra, comenzará a tener efecto a partir de que que- 
de firme la fecha de cesación de pagos en los términos 
del art. 117. 
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La quiebra de la persona jurídica produce igualmente (a partir 
de la fecha de la sentencia de apertura falencial y sin que sea menes- 
ter otro trámite ni declaración judicial) la inhabilitación de quienes 
fueran integrantes del órgano de administración de la quebrada en 
ese momento. 

Una vez que queda firme la resolución que fija fecha inicial del 
estado de cesación de pagos (art. 117, LCQ), también quedan inhabi- 
litados los integrantes del Órgano de administración de la fallida que 
se hubieran desempeñado como tales a dicha fecha y después de 
ella, cualquiera que fuera el lapso habido entre el inicio de la insol- 
vencia y la sentencia de quiebra; a estos efectos no rige el límite 
máximo de retroacción que se establece para el período de sospecha 
(art. 116, LCQ). 


Art. 236.- Duración de la inhabilitación. La in- 
habilitación del fallido y de los integrantes del órgano 
de administración o administradores de la persona de 
existencia ideal, cesa de pleno derecho, al año de la 
fecha de la sentencia de quiebra, o de que fuere fijada 
la fecha de cesación de pagos conforme lo previsto en 
el art. 235, segundo párrafo, salvo que se dé alguno 
de los supuestos de reducción o prórroga a que aluden 
los párrafos siguientes. 

Ese plazo puede ser reducido o dejado sin efecto 
por el juez, a pedido de parte, y previa vista al síndi- 
co si, verosímilmente, el inhabilitado —a criterio del 
magistrado no estuviere prima facie incurso en delito 
penal. 

La inhabilitación se prorroga o retoma su vigen- 
cia si el inhabilitado es sometido a proceso penal, su- 
puesto en el cual dura hasta el dictado de sobresei- 
miento o absolución. Si mediare condena, dura hasta 
el cumplimiento de la accesoria de inhabilitación que 
imponga el juez penal. 


Las inhabilitaciones, como regla, duran un año contado a partir 
de la entrada en operatividad de éstas según fuera el caso. 

Excepcionalmente, el plazo puede ser considerado de las dos 
maneras siguientes. 
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a) Menor: cuando lo solicitare el interesado y, con vista al sín-" 


dico, así lo decidiere el juez luego de una apreciación de la verosi- 
militud de que la persona inhabilitada no estuviere incursa en delito 
penal. 

b) Mayor: en el caso de procesamiento penal de la persona in- 
habilitada, supuesto en que la inhabilitación se reestablece si hubie- 
ra cesado antes, O se prorroga si no hubiese vencido, y extiéndese 
hasta el sobreseimiento o absolución o, de mediar condena penal, has- 
ta terminar la inhabilitación accesoria impuesta en sede penal. 

El final de la inhabilitación es lo que se conoce tradicionalmen- 
te como rehabilitación, palabra que incomprensiblemente no utiliza 
la ley en este capítulo FX, aunque sí lo hace en el art. 107 para deli- 
mitar temporalmente los bienes que se sujetan a desapoderamiento. 
La rehabilitación produce el cese de las inhabilitaciones personales 
propias de la quiebra, y también impide que los bienes adquiridos 
por el fallido después de ella sean sometidos a desapoderamiento y 
liquidación en el proceso de quiebra en el cual se lo rehabilita (efec- 
to patrimonial de la rehabilitación). 


Art. 237. - Conversión de la inhabilitación. La 
inhabilitación de las personas jurídicas es definitiva, 
salvo que medie conversión en los términos del art. 90 
admitida por el juez, o conclusión de la quiebra. 


El art. 94, inc. 6, de la ley 19.550 establecía el efecto de la di- 
solución de las sociedades por quiebra. Ahora, el art. 163, inc. e, 
del Cód, Civil y Comercial también contempla expresamente este 
efecto en relación con todas las personas jurídicas, y lo hace de ma- 
nera congruente con la redacción actual del art. 94, inc. 6, de la ley 
general de sociedades. 

También se aclara, en ambas normas citadas, que la disolución 
queda sin efecto en casos de avenimiento o conversión de la quiebra 
en concurso preventivo. La anterior redacción del art. 94, inc. 6, de 
la ley 19.550 contemplaba al avenimiento y al acuerdo resolutorio, fi- 
gura ésta que no fue incluida en la ley 24.522, por lo que ha sido ade- 
cuada la eliminación del acuerdo resolutorio en la nueva redacción de 
esa regla societaria y en el art. 163, inc. e, del Cód. Civil y Comercial. 

El actual efecto que esas normas atribuyen a la conversión de 
la quiebra en concurso preventivo (dejar sin efecto la disolución 
por quiebra de la persona jurídica) estaba ya contemplado en el art, 
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237, de la LCQ, aunque con defectuosa terminología: la quiebra en 

realidad no produce la “inhabilitación” de la persona jurídica (que 

cesaría por la conversión), sino la disolución, como bien queda aho- 

ra precisado en el art.¡163, inc. e, del Cód. Civil y Comercial. 
aneniblogel 


las nuevas normas citadas no aclaran el al- 
cance del cese de la “nhabilitación de las personas jurídicas... por 
conclusión de la quiebra” que subsiste en el art. 237 de la LCQ. A 
nuestro entender, esa disposición legal refiere al cese de la disolu- 
ción por quiebra de la persona jurídica cuando, además de los su- 
puestos de avenimiento o conversión, la quiebra concluye de modo 
no liguidativo, en cualquiera de los siguientes supuestos: 4) reposi- 
ción de la sentencia de quiebra dictada a solicitud de acreedor (art. 
94 y ss.); b) desistimiento formulado por el deudor en la quiebra vo- 
luntaria (art. 87, párr. 3%); c) cartas de pago otorgadas por todos los 
acreedores (art. 229, párr. 1%), y d) inexistencia de acreedores concu- 
rrentes (art. 229, párr. 199), 

En caso de conclúsión de quiebra por liquidación del activo fa- 
lencial, la disolución de la persona jurídica es irreversible, por lo 
que no hay rehabilitación posible. 


Art. 238. - Efectos. Además de los efectos pre- 
vistos en esta ley o en leyes especiales, el inhabilitado 
no puede ejercer el comercio por sí o por interpósita 
persona, ser administrador, gerente, síndico, liquidador 
o fundador de sociedades, asociaciones, mutuales y fun- 
daciones. Tampoco podrá integrar sociedades o ser 
factor o apoderado con facultades generales de ellas. 


Los efectos que la inhabilitación falencial acarrea están previs- 
tos en el art. 238 de la LCQ, y en otras numerosas disposiciones le- 
gales nacionales y locales aplicables cada vez que éstas refieren al 


“fallido o quebrado no rehabilitado”. 


TíruLo IV 


CaríruLo I 


PRIVILEGIOS 


Graduación de los créditos. En los concursos, el rango o je- 
rarquía de los créditos se determina según existan (o no) privilegios 
o subordinación. 

El art. 2573 del Cód. Civil y Comercial define al privilegio como 
“la calidad que corresponde a un crédito de ser pagado con prefe- 
rencia a otro”. La ley civil tiene en mira a los privilegios especia- 
les, no a los privilegios generales que “sólo pueden ser invocados en 
los procesos universales” (art. 2580), en los cuales “los privilegios 
se rigen por la ley aplicable a los concursos” (art. 2579). Los pri- 
vilegios generales son propios de los procesos que afectan a todo un 
patrimonio o universalidad de bienes: los procesos concursales O su- 
cesorios. 

La legislación civil de privilegios es aplicable en situaciones 
de concurrencia de acreedores en procesos de ejecución individual de 
ciertos bienes del deudor. En estos procesos, puede ocurrir que los 
bienes a ejecutar sean insuficientes para cubrir los créditos de to- 
dos los acreedores que pretendan cobrarse sobre el producto de la 
venta de los mismos bienes. En tal caso será aplicable, a los efec- 
tos del reparto, la escala jerárquica de privilegios especiales del 
derecho civil para determinar cuáles créditos son “pagados con pre- 
ferencia a otros”. 

En materia civil no se contempla a la prioridad temporal para el 
cobro como un elemento preferencial de ciertos créditos, porque fue- 
ra de los procesos concursales no hay restricciones temporales im- 
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puestas a la posibilidad de ejecutar y cobrar los créditos. En los 
concursos, en cambio, se aplican reglas de suspensión de la ejecu- 
ción de bienes del deudor (ver, al comienzo de este libro, nuestra 
Introducción al estudio del derecho concursal, 2. Ejecución indivi- 
dual: sus reglas y 3. ¡La ejecución colectiva). Los acreedores que 
en los concursos están feximidos de esa suspensión, o ella se les apli- 
ca por lapso más breve que a otros, tienen una ventaja para cobrar 
que no sólo constituye una preferencia temporal sino que, en ciertos 
casos, puede alterar el orden jerárquico y el derecho o la posibilidad 
de satisfacción de otros créditos privilegiados. En los concursos, la 
prioridad temporal tiene significativa relevancia, y, por las ventajas 
que otorga, puede asimilarse a un privilegio en sentido amplio. 


En materia concursal, el privilegio es un derecho que la ley es- 
tablece a favor de determinados créditos para ser pagados antes que 
otros. Esa anterioridad puede traducirse en una prioridad de lugar 
en la escala jerárquical o ranking de los créditos, por la cual ciertos 
créditos cobran antes én el orden del reparto concursal; o, también, 
puede conferir una prioridad de índole temporal, estableciendo cuá- 
les créditos se benefician por cobrar antes en el tiempo. Algunos 
créditos acumulan ambas prioridades en los procesos concursales, 
Por ejemplo, ciertos créditos laborales cuentan con privilegio espe- 
cial (art. 241, inc. 2, LCQ) y general (art. 246, inc. 1), y también tie- 
nen la prioridad temporal del pronto pago (arts. 16 y 183). 

En situaciones de insuficiencia de activos, el privilegio otorga 
mejores condiciones a ciertos créditos respecto de otros. Por lo ge- 
neral, de esa ventaja legal depende la posibilidad de sufrir menores 
pérdidas, o simplemente cobrar o no cobrar, 


Reglas y principios generales. Los principios y reglas impe- 
rantes en materia de privilegios concursales están establecidos por 
los arts. 239 a 250 de la LCQ, y en otras disposiciones del mismo 
texto legal. A ellos pueden agregarse algunos principios comple- 
mentarios, compatibles y congruentes con la legislación concursal, 
establecidos en el art. 2573 y ss., del Cód. Civil y Comercial. 


a) Autosuficiencia. La legislación concursal sobre privilegios 
-aplicables en procesos concursales— es, en principio, autosuficiente 
(art. 239, párr. 1”, LCQ). Las preferencias o privilegios previstos en 
otras leyes se aplican en caso de concurrencia entre acreedores den- 
tro de procesos de ejecución singular, no colectiva, salvo remisión 
expresa de la ley concursal a ordenamientos ajenos a ella (p.ej.. art. 
242 in fine). La ley civil ratifica este principio, al establecer que, 
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en los procesos universales, los privilegios se rigen por la ley aplica- 
ble a los concursos, exista o no cesación de pagos (art, 2579, Cód. 
Civil y Comercial). 


b) Legalidad. En la materia rige el principio de legalidad, se- 
gún el cual los privilegios nacen solamente de la ley y no pueden 
crearse por la autonomía de la voluntad. Sobre esto la jurispru- 
dencia ha sido siempre uniforme, y así lo dispone el art. 2574 del 
Cód. Civil y Comercial. El deudor no puede crear a favor de un 
acreedor un derecho para ser pagado con preferencia a otro, sino del 
modo como la ley lo establece. 


c) Interpretación restrictiva. La interpretación de todo lo con- 
cerniente a privilegios debe ser restrictiva. No pueden reconocerse 
privilegios por analogía; y, en caso de duda, ha de estarse en contra 
de la existencia del privilegio. También en esto la jurisprudencia se 
ha mostrado tradicionalmente concordante, asignando carácter quiro- 
grafario al crédito cuyo encuadre privilegiado fuera razonablemente 
dudoso. Ello se debe a que los privilegios son excepciones al prin- 
cipio concursal de universalidad y al principio general del derecho 
privado que asigna al patrimonio la significación de ser garantía co- 
mún de los acreedores (ver comentario al art. 1%, LCQ). 

Como regla, todos los bienes presentes y futuros del deudor 
constituyen la garantía común de los acreedores, salvo excepciones 
legales (art. 242, Cód. Civil y Comercial). Todos los acredores pue- 
den ejecutar estos bienes en posición igualitaria, excepto que exista 
una causa legal de preferencia (art. 743). 


d) Conservación. El privilegio o la prelación reconocidos en 
el concurso preventivo se conserva con igual rango en la quiebra 
posterior (art. 239, párr. 2, LCQ). 


e) Acumulación. Cuando una quiebra sigue a un concurso pre- 
ventivo, los privilegios y preferencias reconocidos a éste se mantie- 
nen en aquélla (art. 239, párr. 2”, LCQ); y los créditos a los cuales 
se les reconoce privilegio sólo por un período anterior a la apertura 
concursal (p.ej., art. 241, inc. 2) pueden acumular la preferencia por 
ambos períodos anteriores al concurso preventivo y a la quiebra, res- 
pectivamente (art. 239, párr. 3%). Los créditos a los que se les reco- 
noce privilegio por un período anterior al concurso (art. 241, inc. 2) 
pueden acumular la preferencia contando tanto el período anterior al 
concurso preventivo como el correspondiente a la quiebra (art. 239, 
párr. 35). 
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f) Extensión ilimitada. En principio, el privilegio favorece so- 
lamente al capital, no así a los intereses, gastos ni costas, devenga- 
dos; salvo excepciones legalmente determinadas (art. 242, LCO). 
Curiosamente, todos los intereses posfalenciales cobrables, en caso 
de existir remanente en la quiebra liquidativa, tienen la categoría 
preferencial (o quirografaria) del crédito del cual devienen la catego- 
ría preferencial (art. 228, párr. 29). 


g) Indivisibilidad. El privilegio es indivisible en cuanto al 
asiento y al crédito, aunque éstos sean divisibles (art. 2576, Cód. 
Civil y Comercial). La LCQ no contiene una norma similar, pero 
esta regla es aplicable en materia concursal porque complementa sin 
incompatibilidad al régimen concursal de privilegios. 


h) Transmisibilidad. La transmisión del crédito incluye la de 
su privilegio (art, 2576, Cód. Civil y Comercial). Tampoco hay una 
norma similar en la LCQ, pero esta regla es aplicable en materia 
concursal porque complementa sin incompatibilidad al régimen con- 
cursal de privilegios. 


i) Renunciabilidad. Como regla, en materia civil el acreedor 
puede renunciar a su privilegio (art. 2575, Cód. Civil y Comercial). 
No hay norma genérica idéntica en la LCQ, pero sí hay reglas con- 
gruentes con ese principio; en el concurso, la renuncia al privilegio 
debe ser expresa y puede ser parcial, no inferior al 30% del crédito 
(art. 43). 


j) Postergación o subordinación. El acreedor y el deudor pue- 
den convenir la postergación de los derechos del acreedor respecto 
de otras deudas presentes o futuras. Los créditos subordinados se 
rigen por las cláusulas convenidas (art. 250, LCQ), siempre que no 
afecten derechos de terceros (art. 2575, Cód. Civil y Comercial). 


K) Renunciabilidad o postergación del privilegio laboral. Re- 
sultan inadmisibles fuera de los procesos concursales (art. 2575, 
Cód. Civil y Comercial). Excepcionalmente, en el concurso pre- 
ventivo, la renuncia del privilegio laboral es admitida de la manera y 
con el alcance señalado en el art. 43 de la LCQ. 


D) Inoponibilidad de la prioridad cautelar. Las prioridades re- 
sultantes de embargos u otras medidas cautelares que asignan pre- 
ferencia a un crédito no tienen efectividad alguna en los procesos 
concursales. Esa prioridad sólo tiene efecto en los procesos indivi- 
duales, en los cuales el acreedor que obtuvo el embargo de bienes de 
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su deudor tiene derecho a cobrar su crédito, intereses y costas, con 
preferencia a otros acreedores; y si varios acreedores embargan el 
mismo bien, el rango entre ellos se determina por la fecha de la 
traba de la medida cautelar. Esta prioridad sólo es oponiblg a los 
acreedores quirografarios en los procesos individuales (arti 745, 
Cód. Civil y Comercial). 1 


Categorías de acreedores (o de créditos). Según su rango, de- 
terminante de la posición de cobro en caso de insuficiencia de pro- 
ducto distribuible (que es lo que de ordinario ocurre, esto es, la insu- 
ficiencia de activo), tenemos: a) acreedores con privilegio especial; 
b) acreedores por gastos de conservación y de justicia (o “del con- 
curso”); c) acreedores con privilegio general; d) acreedores comunes 
o quirografarios, y e) acreedores subordinados. 

Los privilegios especiales tienen asiento sobre bienes especíti- 
cos; pueden hacerse valer exclusiva y excluyentemente sobre E pro- 
ducto de la liquidación de los bienes afectados, o sobre el ishporte 
que sustituya a éstos (subrogación real, art. 245, LCQ). El por- 
centaje (o la totalidad) del crédito con privilegio especial no per- 
cibido sobre el asiento de éste es considerado común o quirografa- 
rio, salvo ciertos créditos laborales con privilegio general (art. 245 
in fine, LCQ). 

Los acreedores del concurso y los privilegios generales tienen 
rango preferente según el orden que se explica más adelante--, so- 
bre todo el producto de la liquidación que queda después de satisfa- 
cer los créditos con privilegio especial. 

Los acreedores quirografarios (o comunes) cobran sobre lo que 
queda después de las categorías precedentes, y antes que los acree- 
dores subordinados (los quirografarios tienen así mejor rango —pre- 
ferencia- respecto de estos últimos). 

Los elencos legales sobre privilegios generales y privilegios es- 
peciales son taxativos. Sin embargo, es menester advertir que exis- 
ten privilegios concursales más allá del listado de los arts. 241 y 246 
de la LCQ (p.ej., en el art. 120 in fine, LCQ). Éstos son los gastos de 
conservación y de justicia (art. 240, LCQ), y todas las acreencias 
que provinieran de gastos en beneficio común del concurso de los 
acreedores del fallido. 


Concurrencia entre categorías (el “ranking” de las priorida- 
des). El sistema concursal argentino vigente establece un ordena- 
miento. 


25. TLA, Concursos y quiebras. 
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a) En primer lugar, los acreedores con privilegio especial que 
concurren sobre el producto de la venta del bien afectado a su prefe- 
rencia (arts. 241, 247 y concs., LCQ). Algunos créditos de esta ca- 
tegoría tienen también prelación temporal de cobro: los créditos 
con garantías reales, a través del concurso especial (arts. 126 y 209, 
LCO); los créditos laborales del art. 241, inc. 2, de la LCQ, por me- 
dio del pronto pago del art. 183, párr. 2”, de la ley. Sobre el precio 
del bien asiento del privilegio, tienen el máximo rango; sólo poster- 
gado por los gastos “correspondientes a la conservación, custodia, 
administración y realización del mismo, efectuados en el concurso” 
y por una cantidad calculada para atender “los gastos y honorarios 
de los funcionarios del concurso”, correspondientes “exclusivamente 
a diligencias sobre tales bienes” (art. 244, LCQ). 


b) En segundo término, los acreedores del concurso (arts. 240, 
244 a 250, LCQ), sobre el excedente total del activo liquidado, una 
vez descontados los créditos con privilegio especial. Los acree- 
dores con tal rango pueden percibir hasta el cien por ciento de sus 
créditos, sobre el mencionado producto. Tienen también prelación 
temporal de cobro; sin necesidad de verificación, pueden percibirse a 
partir de su exigibilidad no teniendo que esperar al proyecto de dis- 
tribución. 

c) En tercer lugar, los acreedores laborales con privilegio gene- 
ral (art. 246, inc. 1, LCQ) concurren sobre el excedente total del ac- 
tivo liquidado, una vez descontados los créditos con privilegio espe- 
cial y los créditos del concurso. 

Estos acreedores pueden percibir hasta el ciento por ciento de 
sus créditos, sobre el mencionado producto. Tienen también prela- 
ción temporal de cobro, mediante la posibilidad de pronto pago esta- 
blecida en el art. 183, párr. 2%, de la LCQ. 

d) Concurren luego los (restantes) acreedores con privilegio 
general (art. 246, incs. 2 a 4, LCQ), sobre la mitad del excedente del 
activo liquidado, una vez descontada la totalidad de los montos de 
las acreencias de las tres categorías precedentes. La otra mitad 
del producto se reserva para la categoría inmediatamente inferior, 
que se explica a renglón seguido (art. 247, LCQ). 

e) En quinto término, los saldos impagos de los créditos con pri- 
vilegio general de la categoría precedente, sumados pari passu con los 
acreedores comunes o quirografarios (arts. 247, párr. 2%, y 248, LCQ), 
sobre la totalidad del producto restante (según explicación preceden- 
te), hasta cobrar el ciento por ciento de estas acreencias quirografarias. 
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f) Por último concurren los acreedores subordinados generales 
sobre el excedente que pudiere quedar después de atendidas las res- 
tantes categorías precedentes, y según las respectivas condiciones de 
la subordinación (art. 250, LCQ; ver, también, art. 2575, Cód. Civil 
y Comercial). 

8) Si después de pagado el 100% de los créditos de todas las 
categorías aún quedase remanente activo, debe destinarse a atender 
los intereses suspendidos a raíz de la quiebra. El reparto de ese re- 
manente se hará teniendo en consideración los privilegios de los 
créditos a los cuales acceden los respectivos intereses, conforme a 
las categorías arriba analizadas (art. 228, LCQ). 

13) El saldo que pudiera quedar luego de pagados todos los cré- 
ditos e intereses en su caso, conforme a la jerarquía que se describe 
en los precedentes párrafos, debe entregarse al deudor (art. 228 in 
fine, LCQ). Si éste fuera una persona jurídica, al haber quedado di- 
suelta por la quiebra (ver comentario al art. 237), el saldo deberá 
distribuirse entre sus miembros como cuota de liquidación conforme 
a las normas legales y estatutarias que la rijan. 


Concurrencia dentro de las categorías o clases. Se rige por 
las siguientes reglas. 

: a) Los créditos con privilegio especial, entre ellos y sobre el 
mismo bien (en caso de insuficiencia del producto), concurren de la 
manera establecida en el art. 243 de la LCQ. 

b) Los créditos sin privilegio especial (créditos del concurso, 
privilegiados generales laborales, privilegiados generales no labora- 
les, quirografarios) concurren entre ellos, dentro de sus respectivas 
categorías, según la regla del prorrateo (arts. 240 in fine, y 249, 
LCO). Si el producto repartible dentro de la categoría es insufi- 
ciente para pagar la totalidad de los montos concurrentes en la mis- 
ma categoría, el reparto se hace de manera proporcional (prorrata, 
pari passu), para que cada acreedor experimente el mismo porcen- 
taje de pérdida, o cobre igual porcentaje de su crédito que el resto 
de los pares de su categoría. 


Art. 239.- Régimen. Existiendo concurso, sólo 
gozarán de privilegio los créditos enumerados en este 
capítulo, y conforme a sus disposiciones. 


Conservación del privilegio. Los créditos privile- 
giados en el concurso preventivo mantienen su gra- 
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duación en la quiebra que, posteriormente, pudiere 
decretarse. Igual regla se aplica a los créditos pre- 
vistos en el art. 240, ] 


Acumulación. Los créditos a los que sólo se re- 
conoce privilegio por un período anterior a la presen- 
tación en concurso, pueden acumular la preferencia 
por el período correspondiente al concurso preventivo 
y la quiebra. 


Régimen. Los privilegios establecidos por otras leyes rigen en 
los supuestos previstos por ellas, cuando no existe abierto concurso 
del deudor. Por lo contrario, cuando existe concurso y dentro de él, 
los privilegios creados por otras leyes quedan excluidos de toda po- 
sibilidad de hacérselos valer para concurrir en los procesos colecti- 
vos. Son excepciones a esta regla los regímenes a los que expresa- 
mente reenvía la legislación concursal. 


Conservación del privilegio. Cuando un crédito constituye gas- 
to de conservación o de justicia en un concurso preventivo, o tiene 
carácter privilegiado dentro de ese proceso, el acreedor titular tiene el 
derecho de concurrir con igual rango en la quiebra indirecta o en la 
quiebra (directa o autónoma) que se dictare estando en trámite (pen- 
diente) el concurso preventivo en cuestión. 


Acumulación. Los créditos que sólo obtienen privilegio por los 
montos devengados durante determinados lapsos anteriores al concur- 
so preventivo (p.ej., las remuneraciones debidas al trabajador —hasta— 
por seis meses anteriores al concurso preventivo: art. 241, inc. L, 
LCQ) tienen derecho a acumular esa preferencia con otra de igual 
tipo que correspondiera en caso de quiebra (en el ejemplo: remune- 
raciones de seis meses anteriores a la quiebra, que al acumularse con 
el crédito privilegiado anterior al concurso preventivo permitiría con- 
currir en la quiebra con un privilegio que podría extenderse a cubrir 
hasta doce meses de remuneraciones). 


Art. 240.- Gastos de conservación y de justicia. 
Los créditos causados en la conservación, administra- 
ción y liquidación de los bienes del concursado y en el 
trámite del concurso, son pagados con preferencia a 
los créditos contra el deudor salvo que éstos tengan 
privilegio especial, 
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El pago de estos créditos debe hacerse cuando re- 
sulten exigibles y sin necesidad de verificación. 


No alcanzando los fondos para satisfacer estos cré- 
ditos, la distribución se hacé a prorrata entre ellos. 
“Gastos de conservación y de*justicia” es la actual denomina- 
ción de los antes llamados “créditos del concurso” y, mucho antes, 
“acreedores de la masa”. En distintos artículos del texto legal vi- 
gente, sin embargo, continúan las referencias a los créditos a cargo 
del concurso, debiendo entenderse que son resabios de la ley 19.551 
y que, en esos casos, ellos se rigen por el rango preferencial de este 
art. 240 de la LCQ. 


Los créditos a los cuales se otorga la prioridad propia de gastos 
de conservación y de justicia no están mencionados expresa e indivi- 
dualizadamente en el art. 240 de la LCQ. Algunos sí lo están en 
otras disposiciones (ver, entre otro $, los arts. 20, párr. 2%, 24, 138 in 
fine, 154, 182, 192, párr. 3”, 198 y 273, inc. 8”, LCQ). Otros surgi- 
rán del encuadre que los jueces hagan de cada caso en la conceptua- 
lización emergente del texto legal: “créditos causados en la conser- 
vación, administración y liquidación de los bienes del concursado y 
en el trámite del concurso” (p.ej., los honorarios devengados en el 
concurso por los funcionarios de este proceso, los créditos prove- 
nientes de la continuación posconcursal de contratos del fallido o de 
contratos celebrados por el síndico sobre bienes desapoderados o a 
raíz de la continuación de la empresa en quiebra, los créditos por 
costas judiciales impuestas por la actuación del síndico en incidentes 
concursales o en procesos vinculados o donde actuara ejerciendo la 
legitimación procesal perdida por el fallido, los daños y perjuicios 
ocasionados a terceros por bienes o por funcionarios o empleados de 
la quiebra, los tributos posfalenciales sobre bienes desapoderados, la 
contraprestación por servicios públicos brindados después de la de- 
claración de quiebra, etcétera). 

El rango de estos créditos dentro del esquema general de concu- 
rrencia (preferidos a todos los demás, salvo los privilegiados espe- 
ciales), y la regla de concurrencia dentro de su categoría en caso de 
insuficiencia (a prorrata). han sido explicados en el comentario que 
precede al art. 239 de la LCQ. 

La oportunidad de cobro de estos créditos señala una de sus 
más importantes prioridades: no deben esperar a la distribución ge- 
neral del activo liquidado —ni a la oportunidad de vencimiento de las 
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cuotas concordatarias, en su caso, en el concurso preventivo—, al ser” 


exigibles de inmediato a su devengamiento, 

El procedimiento para el cobro también es rasgo fundamental de 
esta prioridad: no tienen la carga de verificación. Basta solicitar su 
pago al síndico, y en su defecto pedir al juez concursal que ordene 
el cumplimiento, Si hubiese controversia sobre su existencia, ex- 
tensión, exigibilidad, etc., la decisión corresponde al juez concursal 
quien, a los efectos de dilucidar las cuestiones litigiosas instramen- 
tará el trámite que considere idóneo. Ñ j 


Art. 241, - Créditos con privilegio especial. Tie- 
nen privilegio especial sobre el producido de los bie- 
nes que en cada caso se indica: 

1) Los gastos hechos para la construcción, mejo- 
ra o conservación de una cosa, sobre ésta, mientras 


exista en poder del concursado por cuya cuenta se hi- 
cieron los gastos. 


2) Los créditos por remuneraciones debidas al 
trabajador por seis meses y los provenientes por in- 
demnizaciones por accidentes de trabajo, antigiiedad 
o despido, falta de preaviso y fondo de desempleo, so- 
bre las mercaderías, materias primas y maquinarias 
que, siendo de propiedad del concursado, se encuen- 
tren en el establecimiento donde haya prestado sus 
servicios o que sirvan para su explotación. 

3) Los impuestos y tasas que se aplican particu- 
larmente a determinados bienes, sobre éstos. 

4) Los créditos garantizados con hipoteca, pren- 
da, warrant y los correspondientes a debentures y 
obligaciones negociables con garantía especial o flo- 
tante. 

5) Lo adeudado al retenedor por razón de la cosa 
retenida a la fecha de la sentencia de quiebra. El 
privilegio se extiende a la garantía establecida en el 
art. 3943 del Cód. Civil 

6) Los créditos indicados en el título TH del capí- 
tulo IV de la ley 20.094, en el título IV del capítulo 
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VII del Cód. Aeronáutico (ley 17.285), los del art. 53 
de la ley 21.526, los de los arts. 118 y 160 de la ley 
17.418. 


Los créditos con privilegio especial son. aquellos cuyo rango 
preferencial se ejerce (sólo) sobre el producto de la liquidación del 
bien o bienes que constituyen el asiento del privilegio. 

Sobre el precio del bien asiento del privilegio, tienen el máximo 
rango; sólo postergado por-los gastos “correspondientes a la con- 
servación, custodia, administración y realización del mismo, efec- 
tuados en el concurso” y por una cantidad calculada para atender 
“los gastos y honorarios de los funcionarios del concurso”, corres- 
pondientes “exclusivamente a diligencias sobre tales bienes” (art. 
244, LCQ). 

La enumeración de privilegios especiales es taxativa y de inter- 
pretación restrictiva. A-los consagrados por los cinco primeros in- 
cisos de este art. 241 de la LCQ se suman —por expreso reenvío de 
su inc. 6- los privilegios especiales establecidos en la ley de la nave- 
gación, en el Código Aeronáutico, en la ley de entidades financieras 
y enla ley de seguros. 

El art. 3943 del Cód. Civil que menciona el inc. 5 del art. 241 
de la LCO no tiene norma equivalente en el Código Civil y Comer- 
cial. No obstante, aún pueden otorgarse cauciones o constituirse 
garantías para liberar la cosa retenida, en cuyo caso el privilegio es- 
tablecido en el inc. 5 se extiende a las susodichas garantías (ver Co- 
mentario al art. 131, LCQ). 

El crédito por expensas comunes en la propiedad horizontal 
debe considerarse incluido entre los que cuentan con el privilegio 
del inc. 1. La interpretación contradictoria de la jurisprudencia al 
respecto debería cesar a partir de la interpretación legal que trae el 
inc. a del art. 2582 del Cód. Civil y Comercial. 

Los privilegios especiales adicionales que consagra el art. 2582 
del Cód. Civil y Comercial, y que no contempla la ley concursal, ri- 
gen en los procesos individuales y no pueden entenderse aplicables 
a los concursos según lo hemos explicado en el comentario que 
precede al art. 329 de la LCQ. Esos privilegios especiales del art. 
2582 del Cód. Civil y Comercial que no tienen aplicación en el con- 
curso son: el privilegio especial laboral sobre inmuebles que co- 
rresponde a los dependientes ocupados por el propietario en la edift- 
cación, reconstrucción o reparación de aquéllos (inc. b), el crédito 
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tributario por contribución de mejoras (inc. c), y el crédito garantiza" 
do con anticresis (inc. e). 

La concurrencia entre privilegios especiales de igual asiento se 
hace según las reglas del art. 243 de la LCQ. 


Art. 242.- Extensión. Los privilegios se extien- 
den exclusivamente al capital del crédito, salvo en los 
casos que a continuación se enumeran en que quedan 
amparados por el privilegio: 

1) Los intereses por dos años contados a partir 
de la mora de los créditos enumerados en el inc. 2 del 
art. 241. 


2) Las costas, todos los intereses por dos años an- 
teriores a la quiebra y los compensatorios posteriores 
a ella hasta el efectivo pago con la limitación estable- 
cida en el art. 126, cuando se trate de los créditos 
enumerados en el inc. 4 del art. 241. En este caso se 
percibirán las costas, los intereses anteriores a la quie- 
bra, el capital y los intereses compensatorios posterio- 
res a la quiebra, en ese orden. 

El privilegio reconocido a los créditos previstos 
en el inc. 6 del art. 241 tienen la extensión prevista en 
los respectivos ordenamientos. 


La regla es que sólo el capital de un crédito privilegiado tiene 
el rango preferente asignado por la ley concursal; no así sus acceso- 
rios: intereses, gastos, multas, costas, etcétera. 

Las excepciones a esa regla deben estar expresamente estableci- 
das por ley, son de interpretación restrictiva y no pueden extenderse 
por analogía. 

A las -escasas- excepciones consagradas en este art. 242 debe 
agregarse: los intereses posquiebra de créditos privilegiados, cuya 
percepción correspondiera en caso de remanente en la quiebra liqui- 
dativa (art. 228, párr. 2”, LCQ). 


Art. 243. - Orden de los privilegios especiales. Los 
privilegios especiales tienen la prelación que resulta 
del orden de sus incisos, salvo: 


393 LEY 24.522 Art. 243 


1) En el caso de los incs. 4 y 6 del art. 241, en 
que rigen los respectivos ordenamientos. 


2) El crédito de quien ejercía derecho de reten- 
ción prevalece sobre los créditos con privilegio espe- 
cial si la retención comenzó a ejercerse antes de nacer 
los créditos privilegiados. 

Si concurren créditos comprendidos e4 un mismo 
inciso y sobre idénticos bienes, se liquidan a prorrata. 


Los privilegios especiales tienen el máximo rango respecto de 
los créditos de otras categorías, salvo los gastos del art. 244 de la 
LCQ. 

Cuando distintos privilegios especiales concurren entre sí --s0- 
bre el precio del mismo bien asiento común de más de un privilegio 
especial el art. 243 de la LCQ establece la manera de resolver las 
prestaciones internas en caso de insuficiencia. 


a) Primera regla. Si se trata de créditos establecidos en un 
mismo inciso del art. 241 de la LCQ, concurren a prorrata. Esta re- 
ela tiene una importante excepción: los créditos privilegiados espe- 
ciales de los incs. 4 y 6 del art. 241, concurren entre ellos, según lo 
establecido en los respectivos ordenamientos (art. 243, inc. 1). Por 
ejemplo, dos o más créditos con hipotecas sobre el mismo inmueble 
concurren según el grado de la hipoteca de cada uno: la hipoteca de 
primer grado tiene preferencia sobre la de segundo grado, y así suce- 
sivamente. 


b) Segunda regla. Si se trata de créditos con privilegio espe- 
cial contemplado en distintos incisos del art. 241 de la LCQ, la pre- 
lación resulta del orden de dichos incisos (art. 243). Esta regla tiene 
también excepciones. 


Primera excepción. El crédito del retenedor prevalece sobre 
otros créditos con privilegio -especial, si la retención comenzó a 
ejercerse antes de nacer esos otros créditos con privilegio especial 
(art. 243, inc. 2, LCQ). 


Segunda excepción. En el caso de los créditos de los incs. 4 
(garantías reales) y 6 (leyes especiales), rigen los respectivos ordena- 
mientos (art. 243, inc. 1, LCO). Para resolver estas cuestiones de 
concurrencia, rige entonces el art. 2586 del Cód. Civil y Comercial 
que regula el rango entre: a) créditos con garantía real versus crédi- 
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tos fis 
b) créditos con garantía real versus créditos laborales (inc. €), y c) 
créditos fiscales y créditos derivados de construcción, mejora O con- 
servación versus créditos laborales (inc. d). En esa concurrencia, la 
prelación se determina según las respectivas fechas de constitución 
de la garantía y del devengamiento de los otros créditos. El que 
fuera anterior en el tiempo tendrá prelación sobre el que fuera tem- 
poralmente posterior. 


Art. 244, - Reserva de gastos. Antes de pagar 
los créditos que tienen privilegios especiales, se debe 
reservar del precio del bien sobre el que recaen, los 
importes correspondientes a la conservación, custodia, 
administración y realización del mismo efectuados en 
el concurso. También se calcula una cantidad para 
atender a los gastos y honorarios de los funcionarios 
del concurso, que correspondan exclusivamente a dili- 
gencias sobre tales bienes. 


Los gastos y honorarios mencionados en ese art. 244 de la LCQ 
tienen el máximo rango concursal posible, puesto que cuando exis- 
ten prevalecen aun por sobre los privilegios especiales con asiento 
sobre el bien liquidado (ver comentario al art. 241, LCQ). 


Art. 245. — Subrogación real. El privilegio espe- 
cial se traslada de pleno derecho sobre los importes 
que sustituyan los bienes sobre los que recaía, sea por 
indemnización, precio o cualquier otro concepto que 
permita la subrogación real. En cuanto exceda de di- 
chos importes los créditos se consideran comunes O 
quirografarios para todos sus efectos, salvo lo dispues- 
to en el art. 246 inc. 1. 


El privilegio especial sólo puede hacerse valer sobre el bien que 
constituye su asiento. Por eso: 

a) Si dicho bien no existe, o no es hallado en el concurso, O 
desaparece sin que pueda considerárselo reemplazado por otro biea 
(precio, indemnización, etc.), el privilegio no puede ejercerse y el 
crédito respectivo se convierte en quirografario. 


ales y gastos de construcción, mejora o conservación (inc. Cc); * 
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b) Si el bien asiento del privilegio es sustituido (por su precio 
de enajenación, una indemnización, etc.), la prelación se ejerce de 
pleno derecho— sobre el sustituto. La subrogación real es el trasla- 
do del asiento del privilegio especial del bien originalmente afectado 
de valor que lo constituye. : 

c) Si el producto de la realización del bien asiento del privile- 
gio (o el respectivo importe sustitutivo) es insuficiente para cubrir 
alguna parte de un crédito privilegiado, la porción insatisfecha con 
preferencia concurrirá como acreencia quirografaria (salvo que fuera 
un crédito laboral con privilegio general; art. 246, inc. 1, LCQ). 


Art. 246. - Créditos con privilegios generales, Son 
créditos con privilegio general: 


D Los créditos por remuneraciones y subsidios 
familiares debidos al trabajador por seis meses y los 
provenientes por indemnizaciones de accidente de tra- 
bajo, por antigiiedad o despido y por falta de preaviso, 
vacaciones y sueldo anual complementario, los impor- 
tes por fondo de desempleo y cualquier otro derivado 
de la relación laboral. Se incluyen los intereses por 
el plazo de dos años contados a partir de la mora, y 
las costas judiciales en su caso. 


2) El capital por prestaciones adeudadas a orga- 
nismos de los sistemas nacional, provincial o munici- 
pal de seguridad social, de subsidios familiares y fon- 
dos de desempleo. 


3) Si el concursado es persona física: 
a) Los gastos funerarios según el uso, 


b) Los gastos de enfermedad durante los últimos 
seis meses de vida. 


Cc) Los gastos de necesidad en alojamiento, alimen- 
tación y vestimenta del deudor y su familia durante los 
seis meses anteriores a la presentación en concurso o 
declaración de quiebras. 


4) El capital por impuestos y tasas adeudados al 
fisco nacional, provincial o municipal. 
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5) El capital por facturas de crédito aceptadas por 
hasta veinte mil pesos por cada vendedor o locador. 
A. los fines del ejercicio de este derecho, sólo lo podrá 
ejercitar el librador de las mismas incluso por reem- 
bolso a terceros, o cesionario de ese derecho del libra- 
dor. [Inciso incorporado por ley 24.760, art. 7%] 


Los créditos con privilegio general no ejercen su preferencia 
sobre el producto de la liquidación de un bien determinado, sino so- 
bre el resto del producto de la liquidación de todo el activo falencial, 
después de satisfechos los privilegios especiales (art. 241, LCQ) y 
los gastos de conservación y de justicia (arts. 240 y 244, LCQ). 

La enumeración de los créditos privilegiados generales, en los 
cinco incisos del art. 246 de la LCQ, es taxativa y de interpretación 
restrictiva; no puede ampliarse ni extenderse por analogía. 

La concurrencia entre privilegios generales se hace según las 
reglas del art. 247 de la LCQ. 


Art. 247. - Extensión de los créditos con privile- 
gio general. Los créditos con privilegio general sólo 
pueden afectar la mitad del producto líquido de los 
bienes, una vez satisfechos los créditos con privilegio 
especial, los créditos del art. 240 y el capital emergen- 
te de sueldos, salarios y remuneraciones mencionados 
en el inc. 1 del art. 246. 

En lo que excedan de esa proporción, los demás 
créditos enumerados en el art. 246 participan a pro- 
rrata con los comunes o quirografarios, por la parte 
que no perciban como privilegiados. 


Dentro de la categoría de los privilegios generales pueden dife- 
renciarse dos clases. 


a) Los acreedores privilegiados generales laborales (art. 246, 
inc. 1, LCQ), tienen mejor rango que los demás privilegiados gene- 
rales (art. 246, incs. 2 a 4, LCQ), dado que cobran con preferencia a 
éstos y, además, sobre todo el monto del producto de la liquida- 
ción del activo falencial (después de satisfechos los créditos prefe- 
rentes de los arts. 244, 241 y 240, LCQ). En caso de insuficiencia, 
concurren entre ellos a prorrata. 
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b) Los acreedores privilegiados generales restantes (art. 246, 
incs. 2 a 4, LCQ), que sólo pueden afectar la mitad del producto que 
queda después de haber pagado los créditos preferentes de los arts. 
240, 241, 244 y 246, inc. 1, de la LCQ; la otra mitad del producto se 
destina a pagar al porcentaje impago de estos créditos privilegios 
generales, en concurrencia parí passu con los acreedorés quirografa- 
rios. En caso de insuficiencia, concurren entre ellos a prorrata. 


Art. 248. - Créditos comunes o quirografarios. 
Los créditos a los que no se reconocen privilegios son 
comunes o quirografarios. 


En materia concursal, la regla es que todo crédito es común o 
quirografario (pars conditio creditorum), a menos que tengan legal- 
mente reconocida una prioridad o un privilegio que dsignen rango 
preferencial. De todos modos, el carácter común o qubografario no 
implica el peor de los grados en el ranking de la concurrencia, pues- 
to que más abajo de ellos se encuentran los créditos que experimen- 
tan algún tipo de subordinación. 


Art. 249, - Prorrateo. No alcanzando los fondos 
correspondientes, a satisfacer íntegramente los crédi- 
tos con privilegio general, la distribución se hace a 
prorrata entre ellos. Igual norma se aplica a los qui- 
rografarios. 


La norma de prorrateo es regla de reparto concursal en los casos 
de insuficiencia de producto distribuible a acreedores de igual rango. 
Sólo se exceptúan ciertos acreedores con privilegio especial (ver co- 
mentario al art. 243, LCQ). 

La distribución a prorrata entre varios créditos quiere decir que 
se paga a cada crédito un porcentaje igual, establecido dividiendo 
el producto repartible por la suma total de los créditos con derecho 
de concurrencia sobre éste, Desde otro ángulo, la distribución pro- 
rrateada importa que cada acreedor sometido a ella pierde un por- 
centaje (no una cantidad) de su crédito igual al porcentaje que 
pierden los restantes acreedores del mismo rango que él (p.ej., pro- 
ducto repartible 1.000, dividido suma de créditos concurrentes 2.000, 
arroja un resultado de 0,5, con lo cual el porcentaje de percepción 
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-y la consiguiente pérdida— de cada crédito será la mitad de los rég- 
pectivos importes de cada uno). 


Art. 250.- Créditos subordinados. Si los acree- 
dores hubiesen convenido con su deudor la posterga- 
ción de sus derechos respecto de otras deudas presen- 
tes o futuras de éste, sus créditos se regirán por las 
condiciones de su subordinación. 


La subordinación significa postergación de rango, esto es, un 
nivel inferior en el ranking de la concurrencia entre acreedores. La 
subordinación siempre debe entenderse en relación a otro acreedor o 
a otra categoría de acreedores, con respecto a quienes viene a colo- 
carse al crédito subordinado en situación de cobro posterior. Esta 
situación puede tener origen legal (p.ej., art. 4%, párr. 2%, LCQ) o 
convencional (p.ej., art. 2575, Cód, Civil y Comercial). 


CaríruLo HH 


FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS 
DE LOS CONCURSOS 


Sección I 


DESIGNACIÓN Y FUNCIONES 


Art. 251. - Enunciación. Son funcionarios del 
concurso el síndico, el coadministrador y los contro- 
ladores del cumplimiento del acuerdo preventivo, y de 
la liquidación en la quiebra. 


Art. 252. — Indelegabilidad de funciones. Las atri- 
buciones conferidas por esta ley a cada funcionario, 
son indelegables, sin perjuicio del desempeño de los 
empleados. 

Además son excluyentes de la actuación del deu- 
dor y de los acreedores, salvo en los casos en que ex- 
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presamente se prevé su participación individual y el 
derecho que éstos tienen de efectuar denuncias sobre 
la actuación de los funcionarios. 


Tanto la Indelegabilidad de funciones, como la imposición de 
desempeño personal (art. 258, LCQ), procuran evitar la corruptela 
de la delegación de la sindicatura o sustituciones de síndicos. Esta 
práctica viciosa conspira contra la formación de síndicos con expe- 
riencia y dedicación, favoreciendo la inscripción en las listas respec- 
tivas de personas sin intención de atender el juicio en el que resulten 
sorteados, y con el solo propósito de participar de la retribución con 
quien —de hecho- efectúa la referida labor delegada. 

El segundo párrafo del artículo consagra la sustitución de los 
acreedores —individualmente considerados-- y del deudor, por los ór- 
ganos concursales, salvo en todo aquello para lo cual la misma ley 
reconoce a éstos posibilidad de actuación personal (p.ej., en la veri- 
ficación de créditos, observaciones al informe general, trámite de de- 
terminación de la fecha inicial de la cesación de pagos, etcétera). 


Art. 253.- Síndico. Designación. La designa- 
ción del síndico se realiza según el siguiente procedi- 
miento: 

1) Podrán inscribirse para aspirar a actuar como 
síndicos concursales los contadores públicos, con una 
antigiiedad mínima en la matrícula de cinco años; y 
estudios de contadores que cuenten entre sus miem- 
bros con mayoría de profesionales con un mínimo de 
cinco años de antigiledad en la matrícula. Los inte- 
grantes de los estudios al tiempo de la inscripción 
no pueden a su vez inscribirse como profesionales in- 
dependientes. Se tomarán en cuenta los antecedentes 
profesionales y académicos, experiencia en el ejerci- 
cio de la sindicatura, y se otorgará preferencia a quie- 
nes posean títulos universitarios de especialización 
en sindicatura concursal, agrupando a los candidatos 
de acuerdo a todos estos antecedentes. 

2) Cada cuatro años la cámara de apelación co- 
rrespondiente forma dos listas, la primera de ellas 
correspondientes a la categoría A, integrada por estu- 
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dios, y la segunda, categoría B, integrada exclusiva. 
mente por profesionales; en conjunto deben contener 
tina cantidad no inferior a quince síndicos por juzga. 
do, con diez suplentes, los que pueden ser reinscriptos 
indefinidamente. Para integrar las categorías se ten- 
drán en cuenta los antecedentes experiencia, otor- 
gando prioridad a quienes acrediten haber cursado 
Carreras universitarias de especialización de posgra- 
do. Para integrar las categorías se tomarán en cuen- 
ta las pautas indicadas en el último párrafo del inciso 
anterior. 


3) La cámara puede prescindir de las categorías 
a que se refiere el inciso anterior en los juzgados con 
competencia sobre territorio cuya población fuere in. 
ferior a doscientos mil habitantes de acuerdo al últi 
mo censo nacional de población y vivienda. También 
puede ampliar o reducir el número de síndicos titula- 
res por juzgado. 


4) Las designaciones a realizar dentro de los cua- 
tro años referidos se efectúan por el juez, por sorteo, 
computándose separadamente los concursos preventi- 
vos y las quiebras. 


5) El sorteo será público y se hará entre los inte- 
grantes de una de las listas, de acuerdo a la compleji- 
dad y magnitud del concurso de que se trate, clasifi- 
cando los procesos en A y B. La decisión la adopta 
el juez en el auto de apertura del concurso o declara- 
ción de quiebra. La decisión es inapelable. 

6) El designado sale de la lista hasta tanto hayan 
actuado todos los candidatos. 

7) El síndico designado en un concurso preventi- 
vo actíáa en la quiebra que se decrete como consecuen- 
cia de la frustración del concurso, pero no en la que 
se decrete como consecuencia del incumplimiento del 
acuerdo preventivo. 

8) Los suplentes se incorporan a la lista de titula- 
res cuando uno de éstos cesa en sus funciones. 
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9) Los suplentes actúan también durante 
5. En este s > É 


cenc . 
cluyen. 


de un síndico cuando lo requiera el ho 
plejidad del proceso, mediante resolu 
que también contenga el régimen de coordinación de 
la sindicatura. Igualmente podrá integrar plural 
mente una sindicatura originariamente individual, 
incorporando síndicos de la misma u otra categoría, 
cuando por el conocimiento posterior relativo a la 
complejidad o magnitud del proceso, advirtiera que el 
mismo debía ser calificado en otra categoría de mayor 
complejidad. 

Síndicos “estudios” y síndicos “individuos”. Para los. juzga 
dos concursales cuya competencia se extienda sobre un territorio po- 
blado por más de doscientos mil habitantes, deben conformarse dos 
clases de listas de síndicos: una -categoría B- integrada por perso- 
nas individuales, y la otra categoría Á- integrada por estudios. En 


c 
los casos de población inferior a ese número. la cámara de apelacio- 
nes que fuera tribunal de alzada del juzgado con competencia (por 
materia) concursal respectivo, puede conformar sólo listas de síndi- 
cos individuos (categoría B), prescindiendo de hacer listas de síndicos 
estudios. 

Solamente pueden ser síndicos individuos. o integrar los esta- 
dios de síndicos, profesionales universitarios con el título de conta 
dor. Para los primeros se exige, además, cinco años de antigiiedad 
en la matrícula; para Jos segundos, sólo la mayoría de los integrantes 
del estudio debe contar con esa antigtiedad mínima. La matrícula 
ho necesariamente ha de ser del lugar del juzgado cuya lista se aspi 
ra a integrar. 

Si bien el título profesional y la antigiiedad son requisitos sufi 
cientes. hay otros elementos que se toman en consideración. No ya 
para aspirar a integrar las listas, sino para asignar preferencia (art. 
253. inc. 1. ECQ) o prioridad (ar , inc. 2, LCOQ) a unos aspiran- 
tes sobre otros, lo cual cobra especial significación cuando el núme- 
ro de postulantes excede la cantidad de síndicos que integrarán Ja 
lista o listas dentro de una misma jurisdicción. Esos elementos son: 


36. TLa, Cencersos $ quicbras 


Art. 253 RÉGIMEN DE CONCURSOS Y QUIEBRAS 402 


a) los antecedentes profesionales; b) los antecedentes académicos; ¿) 
la anterior experiencia en el ejercicio de sindicaturas concursales, y 
d) el título universitario de posgrado de especialización en Sindica- 
tura concursal. De los cuatro elementos señalados, el último es el 
más importante, dado que, para los tres primeros, la ley manda “te- 
nerlos en cuenta”, en tanto afirma que el cuarto es el que “otorga 
prioridad” (art. 253, incs. | y 2, LCQ). 

La manera como juegan esas diferencias y el modo como han 
de agruparse los candidatos de acuerdo a todos estos antecedentes, 
deben ser reglamentados por los tribunales que forman las listas: las 
cámaras de apelaciones que fuesen tribunal de alzada de los juzga- 
dos con competencia en materia concursal. 

Las referidas cámaras de apelaciones deben también interpretar 
qué «significa estudio de contadores a los fines de esta ley, así 
como deben suplir las cuestiones no previstas en el texto jurídi- 
co-positivo, en ejercicio de la superintendencia de los funcionarios 
concursales, la cual les ha sido genéricamente confiada a esos tribu- 
nales por la LCQ. 


Designación de síndico. La designación judicial de síndico en 
cada concurso preventivo o quiebra, se hace previo sorteo público 
dentro de la lista de la categoría A o B (según corresponda) del juz- 
gado respectivo, que estuviera en vigencia. De cada lista se van se- 
parando los ya designados en concursos preventivos o en quiebras 
anteriores, sorteándose cada vez entre los no designados, hasta tanto 
hubieran sido desinsaculados todos y comenzará nuevamente el sor- 
teo entre el número completo de integrantes de la lista. A tales 
efectos, se llevan cómputos separados de concursos preventivos y de 
quiebras. 

En los juzgados que contasen con listas de síndicos de ambas 
categorías (A y B), la designación de síndico de una u otra categoría 
la adopta el juez en el auto de apertura concursal o en la declaración 
de quiebra, y es inapelable. La distinción entre concursos a los que 
corresponde designar síndico de una u otra de las categorías, no pasa 
por el mismo criterio clasificatorio seguido para los “pequeños con- 
cursos y quiebras” (art. 288, LCQ). Las pautas para designar síndi- 
co estudio (A) son la complejidad y magnitud (ambas, no una u otra) 
el concurso en cuestión. Sin embargo, es indudable que la reu- 
nión de esos parámetros ha de ser lo más frecuente (la regla, casi) 
en los concursos no encuadrables en el art. 288 de la LCQ, y que en 
los “pequeños concursos y quiebras”; por lo contrario, la excepción 
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ha de ser que exhiban, a la vez, complejidad y magnitud. Será, 
entonces, usual y frecuente la designación de síndicos individuos 
(B) para estos últimos, y de síndicos estudios (A) para los concursos 
y quiebras no encuadrables en el art. 288 de la LCQ. 


Síndicos suplentes. Los síndicos que integran las teles calidad 
de suplentes son designados para actuar durante las licencias transito- 
riamente concedidas a un titular (art. 255 in fine, LCQ), y en los casos 
de apartamiento del síndico titular respecto de pretensiones formula- 
das por un acreedor con el cual se excusara (art. 256, párr. 1%, LCQ). 
Cuando en la lista de titulares se produce una vacante definitiva, un su- 
plente pasa a convertirse en titular y como tal es reputado hasta el fin 
de vigencia de las listas (cuatro años) para los futuros sorteos. 


Quiebra indirecta y quiebra declarada estando pendiente de 
cumplimiento el acuerdo. Como regla, el síndico del concurso pre- 
ventivo continúa siendo síndico en la quiebra indirecta, din necesi- 
dad de nueva designación ni de confirmación judicialíen dicho 
cargo. Es excepción a tal regla la quiebra indirecta pa por 
incumplimiento del acuerdo preventivo, caso en el cual debe desig- 
narse síndico nuevamente. La armonización del inc. 7 del art. 253 
de la LCQ con el art. 64 ín fine de la misma ley, la hemos analizado 
en el comentario hecho a esta última norma; a él remitimos. 


Sindicatura plural, La posibilidad de designar más de un sín- 
dico para el mismo proceso concursal se vincula a la magnitud y 
complejidad de éste, lo que cabe apreciar al juez según las circuns- 
tancias de cada caso. Es facultad discrecional del magistrado hacer 
o no uso de esta posibilidad y, en su caso, reglamentar el rol que ha 
de tener cada funcionario, sus responsabilidades, retribución, etc. (el 
“régimen de coordinación de la sindicatura” plural). También pue- 
de incorporar ulteriormente a la designación inicial, más síndicos 
BoA. Las resoluciones judiciales sobre estas cuestiones son, en 
principio, inapelables (art. 273, inc. 3, LCQ). 


Art. 254.- Funciones. El síndico tiene las fun- 
ciones indicadas por esta ley en el trámite del concur- 
so preventivo, hasta su finalización y en todo el pro- 
ceso de quiebra, incluso su liquidación. 


En el concurso preventivo, el síndico actúa hasta que se homo- 
loga el acuerdo preventivo y se toman y ejecutan las medidas ten- 
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a) Causal de excusación o recusación con relación al fallido (o 
mejor dicho, concursado, puesto que la regla debe entenderse aplica. 
ble igualmente en el concurso preventivo). 

b) Causal de excusación o recusación con relación a algún 
acreedor (o, mejor, cualquier tercero pretendiente de lderechos en el 
concurso). 

En el primer caso, el síndico resulta desplazado definitivamente 
del concurso de que se trate; y debe designarse un nuevo síndico. 

En el segundo caso, el síndico resulta desplazado sólo para dic- 
taminar sobre pretensiones del acreedor con quien le cabe la causal 
excusatoria; se nombra un síndico ad hoc para reemplazar al síndico 
natural exclusivamente en las intervenciones que a éste corresponde- 
rían relacionadas con la pretensión del acreedor con quien se excusa. 
Este síndico ad hoc se sortea de la lista de suplentes; [actúa como ti- 
tular transitoriamente y en competencia limitada. 


Se le retribuye en oportunidad de regularse honorarios a todos 
los funcionarios concursales (art. 265, LCQ), y en función de la ta- 
rea efectivamente cumplida. 

Las causales de excusación y de recusación de los síndicos con- 
cursales son las mismas que permiten el desplazamiento de los ma- 
gistrados judiciales, para lo cual hay que remitirse a las leyes proce- 
sales del lugar del juicio de concurso (el parentesco, en tal sentido, 
es sólo una de esas causales, pero no la única como parecería sugerir 
el título de este artículo; otras causas comunes de excusación y de 
recusación de jueces suelen ser: amistad íntima, enemistad, prejuzga- 
miento, etcétera). 

La falta grave consistente en omitir excusarse, dentro del térmi- 
no legal, puede dar lugar a las sanciones previstas por el art. 253 de 
la LCOQ. 


Art. 257, — Asesoramiento profesional. El síndi- 
co puede requerir asesoramiento profesional cuando 
la materia exceda de su competencia, y patrocinio le- 
trado. En todos los casos los honorarios de los profe- 
sionales que contrate son a su exclusivo cargo. 


El síndico no necesita autorización judicial previa para: a) con- 
tratar la prestación de asesoramiento profesional en materia que ex- 
ceda su competencia (rectius: su formación e incumbencia profesio- 
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nales), o b) actuar con patrocinio letrado (esto es, con firma de 
abogado en los escritos judiciales). 

En cuanto a la remuneración de los distintos profesionales, este 
art. 257 de la LCQ enuncia la regla general: los honorarios son a cargo 
del:síndico. Dicha regla, empero, no es aplicable en todas las situa- 
ciones, puesto que, en diversos Casos, por aplicación de reglas remu- 
nerativas concursales específicas, se exceptúa dicho principio general, 

a) La remuneración del prestador de servicios profesionales, no 
es a cargo del síndico cuando éste hubiera requerido previa autoriza- 
ción judicial y se le hubiera concedido con imputación de los emolu- 
mentos respectivos a cargo del concurso (arg. arts. 258 in fine, 263 
y 260, párr. 7%, LCQ). 

b) Los honorarios del letrado patrocinante del síndico no son a 
cargo de éste cuando el juez los considerara —al regularlos- “gastos 
de conservación y de justicia” (art. 240, LCQ), en cuyo caso debe 
pagarlos el concursado preventivamente o, en caso de quiebra, satis- 
facerse con el producto de la liquidación de los bienes del activo fa- 
lencial. El encuadre del honorario del letrado patrocinante como 
gasto a cargo del concurso exige apreciar si la actuación profesional 
del abogado fue necesaria y útil para el conjunto de los acreedores. 


Art. 258. — Actuación personal. Alcance. El sín- 
dico debe actuar personalmente. Cuando se trate de 
estudios éstos deberán indicar en cada concurso en 
que actúen cuál o cuáles de sus profesionales inte- 
grantes asume el deber de actuar personalmente. El 
indicado no podrá ser reemplazado salvo causa justi- 
ficada, admitida como tal por el juez. La actuación 
personal se extiende aun cuando deban cumplirse ac- 
tos fuera de la jurisdicción del tribunal. 


Si no existen fondos para atender a los gastos de 
traslado y estadías o si media otra causa justificada, 
se requiere su comisión al agente fiscal de la respecti- 
va jurisdicción, por medio de rogatoria al juez que co- 
rresponda. Sin embargo, el juez puede autorizar al 
síndico para que designe apoderado con cargo a gas- 
tos del concurso, a los fines de su desempeño en ac- 
tuaciones que tramitan fuera de su tribunal. 
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La actuación personal del síndico, así como la indelegabilidad 
de sus funciones (art. 252, LCQ), tienden a evitar cierta COtruptela 
tribunalicia conocida como delegación de la sindicatura, consistente 
en el desempeño efectivo de la función por otros profesionales dis. 
tintos del desigriado, quien sólo presta su nombre y firma, pero, en 
realidad, no actúh. Las reglas de los arts. 252 y 258 de la ECO no 
excluyen la posibilidad de contratar empleados, en los casos y con 
los recaudos del art. 263 de la LCO. 


Cuando la sindicatura es desempeñada por un estudio, es obvio 
que la efectiva actuación la asumen una o varias personas físicas, a 
quienes expresamente se los debe individualizar en cada concurso. 
Sólo el o los individualizados pueden actuar en el concurso en cues- 
tión, y ni siquiera pueden ser reemplazados por otros integrantes del 
estudio sin autorización judicial que se concede si existiera causa 
justificada. Sinlembargo, la torpe actuación de cualesquiera de los 
indicados que púdiese dar lugar a responsabilidades funcionales y 
consecuentes sanciones, alcanza al estudio (esto es, a todos sus inte- 
grantes habilitados a actuar, genéricamente, como síndicos), y no 
sólo al autor del obrar determinante de la sanción o a los profesiona- 
les autorizados para ese concurso en particular, 

El deber de actuación personal no cesa, en principio, cuando el 
síndico debe actuar en territorio distinto del que es asiento del 
juez concursal. Pero, con autorización judicial, puede asumir cier- 
tas atribuciones: 

a) Puede designarse apoderado para actuaciones que tramitan 
fuera del tribunal concursal. No se establecen distinciones entre ac- 
tuaciones judiciales, administrativas o relativas a otros trámites. Tam- 
poco se exige que radiquen en distinta jurisdicción territorial, con lo 
Cual podría designarse —excepcionalmente— apoderado, aun para trá- 
mites dentro del mismo ámbito de competencia territorial del juez 
del concurso, siempre y cuando no se tratase de actuar ante el propio 
tribunal concursal (la supresión, en la ley vigente, de la anteriormente 
reconocida excepción al fuero de atracción falencial de los juicios la- 
borales, hará poco frecuente el uso de la comentada designación de 
apoderado). En caso de designarse apoderado, puede el juez hacerlo 
con cargo a gastos del concurso; esto significa que la retribución de 
aquél ha de percibirse con fondos de la liquidación falencial, con el 
rango preferencial de gastos de conservación y de justicia (art. 240). 


b) Así, puede encargar el diligenciamiento de ciertas actuacio- 
nes, fuera de la jurisdicción del tribunal concursal, al agente fiscal 


asma 
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que corresponda, Para ello, debe mediar causa justificada como, 
por ejemplo, inexistencia de fondos suficientes para afrontar los gas- 
tos de traslado. y estadías. La realización del encargo requerido al 
agente fiscal de otra jurisdicción la solicita el juez del concurso 
—mediante rogatoria: oficio o exhorto— al juez competente en el te- 
rritorio donde debe llevarse a cabo la respectiva diligencia. 


Art. 259. - Coadministradores. Los coadministra- 
dores pueden actuar en los casos señalados por los 
arts. 192 a 199*, Su designación debe recaer en per- 
sonas especializadas en el ramo respectivo o gradua- 
dos universitarios en administración de empresas. 


Su remoción se rige por lo dispuesto en el art. 255, 


El coadministrador es funcionario de la quiebra, que puede ser 
designado para actuar juntamente con el síndico cuando se dispone 
la continuación de la explotación empresarial posquiebra (art. 189 y 
ss., LCQ). La designación la hace el juez de la quiebra, en la reso- 
lución de autorización para continuar la actividad de la empresa del 
fallido o alguno de sus establecimientos (art. 191, inc. 5). El rol de 
coadministrador debe ser desempeñado por graduado universitario 
en administración de empresas O por persona especializada en el 
ramo del establecimiento o de la empresa cuya continuación pos- 
quiebra se dispusiera. Uno u otro pueden ser designados al efecto. 


Art. 260. - Controlador. Comité de control. El 
comité provisorio de control en el concurso es un ór- 
gano de información y consejo. El comité definiti- 
vo es el controlador necesario en la etapa del cumpli- 
miento del acuerdo preventivo, y en la liquidación 
en la quiebra. Sus integrantes son elegidos por los 
acreedores por mayoría de capital, y el comité debe 
ser integrado por un número mínimo de tres acreedo- 
res. Asimismo debe ser integrado por los represen- 
tantes de los trabajadores, elegidos por los traba- 
jadores de la concursada o fallida. La propuesta de 


* Debería decir “arts. 189 a 195”, 
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acuerdo preventivo debe incluir la conformación y" 
constitución del comité definitivo de control. El co- 
mité constituido para controlar el cumplimiento del 
acuerdo mantiene sus funciones en caso de declara- 
ción de quiebra como consecuencia de incumplimiento 
del acuerdo. 


El comité, provisorio o definitivo, en el concurso 
tiene amplias facultades de información y consejo. 
Puede requerir información al síndico y al concursa- 
do; exigir la exhibición de libros; registros legales y 
contables; proponer planes de custodia y conservación 
del patrimonio del concursado; solicitar audiencias, 
ante el juez interviniente, y cuanta otra medida con- 
sidere conveniente en la etapa procesal de su actua- 
ción. En la etapa de liquidación en la quiebra el co- 
mité puede proponer medidas, sugerir a quien debe 
designarse para efectuar la enajenación de los activos 
o parte de ellos, fundando su proposición en razones 
de conveniencia para la mejor realización de los bie- 
nes; exigir información a los funcionarios del concur- 
so; solicitar audiencias al juez interviniente y cuanta 
otra medida considere conveniente en la etapa proce- 
sal de su actuación. 


Debe informar de su gestión a los acreedores y a 
los trabajadores de la concursada o fallida con la pe- 
riodicidad que se indique en el acuerdo, la que no de- 
berá ser inferior a cuatro meses, y mensualmente en 
la quiebra, confeccionando y colocando a disposición 
de los mismos el informe en el domicilio que a tal 
efecto constituyan en el expediente. 


El comité deberá emitir opinión para el levanta- 
miento de la inhibición de quien estuviere en etapa 
de cumplimiento del acuerdo preventivo, en los ca- 
sos en que ello fuere necesario en los términos del 
art. 60%. 


* Debería decir “art. 59”. 
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La remuneración del comité, si se previera ésta, 
estará regulada en el acuerdo. En caso de quiebra, 
será fijada por el juez teniendo en cuenta la naturale- 
za y extensión de las funciones cumplidas. 

El comité provisorio, previsto en el art. 14, inc. 
11, cumplirá funciones informativas y de control en 
el trámite de acuerdo preventivo hasta su sustitución 
por el comité de control conformado en el acuerdo. 
Durante su desempeño tendrá las facultades previstas 
en el párr. 2”, primera parte del presente artículo. 


Contratación de asesores profesionales. El comité 
de control podrá contratar profesionales abogados, 
contadores, auditores, evaluadores, estimadores, ta- 
sadores y cualquier otro que considere conveniente, 
para que lo asista en su tarea con cargo a los gastos 
del concurso. La remuneración de dichos profesiona- 
les será fijada por el juez al momento de homologa- 
ción del acuerdo, del cumplimiento del acuerdo pre- 
ventivo, o de la finalización de la liquidación -según 
haya sido el caso de la actuación de dichos profesio- 
nales— en relación con el desempeño cumplido y la 
labor realizada, no pudiendo resultar dicha remunera- 
ción, en su conjunto para todos los intervinientes, su- 
perior al medio por ciento del monto de los créditos 
de los que resulten titulares los miembros del comité, 
ni inferior a un sueldo de secretario de primera ins- 
tancia de la jurisdicción en que tramite el concurso o 
quiebra. 


Remoción. Sustitución. La remoción de los in- 
tegrantes del comité de control se rige por lo dispues- 
to en el art. 255. Sin perjuicio de ello, sus integrantes 
podrán ser sustituidos en cualquier oportunidad por 
los acreedores, bajo el mismo régimen de mayorías 
de su designación, excepto los representantes de los 
trabajadores, que podrán ser sustituidos en cualquier 
oportunidad por el mismo procedimiento por el que 
fueron electos. [Modificado por ley 26.684, art. 31] 
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Controladores. Comités de control. La ley concursal 19.55 
en vigor hasta 1995 cuando fue reemplazada por la vigente e 
24.522, contemplaba la posibilidad de designación de controlad .l 
del acuerdo preventivo o resolutorio, elegidas por mayoría de as mos 
dores (art. 284, ley 19.551). En la práctica fue excepcional el cs 
bramiento de esos controladores, y se dejá al síndico la a 
supervisión del cumplimiento del acuerdo en la mayoría de los a Sa 
cursos. La ley 24.522 amplió notablemente la injerencia de . 
acreedores agrupados en comités en los diversos procesos concu Es 
les. La ley 26.684 amplió la composición de los comités pcia 
llamados “de control”-, imponiendo su integración con pe 
En los pequeños concursos y quiebras, la constitución de los co! A 
tés de acreedores es opcional (art. 289, LCQ); en los demás e 
e td concursos y quiebras) es imperativo constituir comités 


Clases de comités de c ) ¡ 
: s de control. Designación. Podemos disti 
guir al efecto los siguientes. ii 


| a) En el concurso preventivo se suceden: 1) el comité proviso- 
rio, Órgano de información y consejo, designado por el juez pep 
sentencia de apertura (art. 14, inc. 11, LCQ); 2) el segundo a 
provisorio, que reemplaza al anterior, pero con sus mismas funcio- 
nes, es igualmente designado por el juez en oportunidad de dictar la 
resolución sobre categorización de los acreedores (art. 42 párr. 2 
ECO), y 3) el comité definitivo, para controlar el cumplimiénto. del 
acuerdo preventivo, cuya integración debe lograr la conformidad de 
acreedores que representen la mayoría del capital permaneciendo en 
su cargo los representantes de los trabajadores (art. 45, LOCO). 


! b) En la quiebra sólo actúa un comité definitivo.con el rol esen- 
cial de controlador de la liquidación falencial (art. 201 LCQ) Bn 
la quiebra indirecta por incumplimiento del acuerdo, este comité es 
el mismo que fue designado como comité definitivo en el concurso 
preventivo fracasado (art. 260, párr. 1% in fine, LCO). En cualquier 
otra quiebra, el comité definitivo lo designan los acreedores ES 1 
oportunidad y de la manera señaladas en el art. 201 de la LCO. 
Los comités de control en la quiebra deben integrarse también con 
representantes de los trabajadores elegidos por éstos. 


Remoción y reemplazos. Está is icació 
mgEcioS ZOS. prevista la aplicación del régi- 
men disciplinario de los síndicos (art. 255, LCO), y la posibilidad en 
que los acreedores reemplacen a todo el comité o a parte de sus 
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miembros, haciéndolo con iguales mayorías que las exigidas para la 
designación de los comités definitivos (art. 260 in fine, LCQ). 


Funciones. Las funciones de los distintos comités son, genéri- 
camente, informar y aconsejar (los. comités provisorios del concurso 
preventivo), O controlar el cumplimiento del acuerdo preventivo y, 
en su caso, la liquidación (los comités definitivos del concurso pre- 
ventivo o de la quiebra). - Para levar a cabo esas Funciones cuentan 
con las atribuciones enunciadas en el art. 260 de la LCQ, debiendo 
entenderse implícitamente atribuidas también cualesquiera otras 
que -razonablemente— pudiesen considerarse imprescindibles para el 
cumplimiento de dichos roles. Entre ellas se destaca la posibilidad 
de contratar asesores profesionales. 


Deber de información. Los comités definitivos deben cumplir 
con el deber de enviar un informe a cada acreedor, sobre el cum- 
plimiento del acuerdo (con la periodicidad —no inferior a cuatro 
meses- establecida en él) o sobre la liquidación falencial (men- 
sualmente), sin necesidad de requerimiento expreso. El incumpli- 
miento puede dar lugar a las sanciones del art. 255 de la LCQ 
(art. 260 in fine, LCQ). 

Remuneraciones. Es preciso señalar los sistemas de retribu- 
ción acordes con las funciones a desempeñar. 

a) La de los comités (provisorios y definitivo) en el concurso 
preventivo debe estar prevista en el acuerdo; en su defecto, no hay 
derecho a retribución alguna por parte (a cargo) del concursado pre- 
ventivo. El importe se fija por las partes intervinientes en el acuer- 
do preventivo y su monto es discrecional. No hay pautas legales de 
regulación, puesto que no corresponde que el juez la determine en 


caso alguno. 

b) La del comité en Ja quiebra liquidativa se fija por el juez, sin 
relación de proporcionalidad o porcentualidad alguna con el monto 
del activo liquidado. Esta retribución debe atender a la naturaleza y 
extensión de las funciones cumplidas. Sin embargo, su importe debe 
ser tenido en cuenta a fin de no afectar el máximo que puede desti- 
narse a los funcionarios y profesionales en la quiebra liquidativa 
(arts. 251 y 267, LCQ). La remuneración del comité de control de 
la liquidación es gasto de conservación y de justicia (art. 240, 
LCQ). 

e) La de los asesores profesionales de los comités de control se 
fija por el juez, atendiendo al desempeño cumplido y la labor reali- 
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zada por cada uno de los asesores. El conjunto de las retribuciones 
reguladas a ellos tiene un techo o tope: el 0,5% de la suma de los 
créditos (verificados o admitidos) de los miembros del comité; el 
piso 0 mínimo, de su lado, es un Ísueldo del secretario del juzgado 
concursal. Estas remuneraciones tienen el rango de gasto de con- 
servación y de justicia, cuando el juez los considerase encuadrables 
en el art. 240 de la LCQ, lo que acarrea ponerlos a cargo del concur- 
sado preventivamente o, en la quiebra, a cargo del concurso (rec. 
fius: pagaderos con fondos de la liquidación y con rango preferen- 
cial). Si el juez no los hubiese autorizado o, ulteriormente, no los 
considerase gastos de conservación y de Justicia, la remuneración de 
los asesores contratados será a cargo de los integrantes del comité 
respectivo. 


Art. 261.- Enajenadores. La tarea de enajena- 
ción de los activos de la quiebra puede recaer en mar- 
tilleros, bancos comerciales o de inversión, interme- 
diarios profesionales en la enajenación de empresas, o 
cualquier otro experto o entidad especializada. 


El martillero es designado por el juez, debe tener 
casa abierta al público y seis años de antigiiedad en la 
matrícula. Cobra comisión solamente del comprador 
y puede realizar los gastos impuestos por esta ley, los 
que sean de costumbre y los demás expresamente au- 
torizados por el juez antes de la enajenación. 


Cuando la tarea de enajenación de los activos de 
la quiebra recaiga en bancos, intermediarios profesio- 
nales en la enajenación de empresas, o cualquier otro 
experto o entidad especializada, su retribución se rige 
por lo establecido en el párrafo anterior. 


Enajenadores. Si bien la liquidación de los bienes desapodera- 
dos en la quiebra está a cargo del síndico, bajo el control del comité 
de acreedores (en ciertas quiebras: ver comentario al art. 260, LCO), 
la tarea de su efectiva enajenación se encarga a otro funcionario: el 
enajenador. 


E El enajenador es designado por el juez, teniendo en considera- 
ción la índole de los bienes a realizar y el modo elegido para enaje- 
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narlos. Según se decida acudir a licitación (art. 205), a subasta (arts. 
205 y 208), a venta directa (art. 213), a venta en mercados de valo- 
res (art. 215), etc., se decidirá el enajenador apropiado, que puede 
ser martillero, banco comercial, banco de inversión, intermediario 
profesional en la enajenación de empresas, o “cualquier otro experto 
o entidad especializada” (art. 261, párr. 1”, LCQ). 

Respecto de los martilleros habilitados para actuar como enaje- 
nadores en la quiebra, la legislación concursal establece: a) su de- 
signación por el juez del proceso falencial; b) deben tener seis años 
de antigiiedad en la matrícula, y c) deben tener casa abierta al 
público. La interpretación sobre aspectos dudosos de esos recau- 
dos, así como la posible reglamentación del mecanismo de selección 
previo a la designación por el juez (p.ej., sorteo), corresponden a 
la autoridad que tiene la genérica superintendencia de los funciona- 
rios concursales: la cámara de apelaciones local, con competencia 
funcional por ser tribunal de alzada de los jueces competentes en 
la materia concursal. 


Remuneración. Ningún enajenador puede cobrar comisión al 
concurso. Esto es, los honorarios de los enajenadores son perci- 
bidos (o a cargo) del adquirente (de los bienes enajenados); no hay 
derecho a honorario alguno que pudiera incidir en la disminución del 
activo repartible entre los acreedores concurrentes en la quiebra. 


Gastos de la enajenación. Los gastos efectuados que no en- 
cuadrasen dentro de los mencionados en el art. 261, párr. 2%, de la 
LCQ (“los gastos impuestos por esta ley, los que sean de costum- 
bre y los demás expresamente autorizados por el juez antes de la 
enajenación”) serán a cargo del enajenador. Los subsumibles den- 
tro de las categorías referidas precedentemente, en cambio, serán a 
cargo del adquirente (de los bienes enajenados), cuando así lo dis- 
pusiera el juez y se publicitaran expresa y adecuadamente como con- 
dición de la enajenación falencial; en caso contrario, serán a cargo 
del concurso como gastos de conservación y de justicia (art. 240, 
ECQ). 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


El art. 261 de la ley 24.522 ha de interpretarse en el sentido si- 
guiente: a) si en la quiebra fracasa la subasta por causa no imputa- 
ble al martillero, éste no tiene derecho a percibir honorarios del con- 
curso, y b) esa regla no se aplica en caso de subasta suspendida a 
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instancia del fallido cuya quiebra finaliza de modo no liquidativo 
(CCivCom Rosario, en pleno, 13/11/97, JA, 1998-11-112). 


Art. 262. - Evaluadores. La valuación de las ae- 
ciones o cuotas representativas del capital en el caso 
del art. 48, estará a cargo de bancos de inversión, en- 
tidades financieras autorizadas por el Banco Central 
de la República Argentina, o estudios de auditoría 
con más de diez años de antigiiedad. 

Cada cuatro años la cámara de apelaciones for- 
mará una lista de evaluadores. : 


De la mencionada lista, el comité de control pro- 
pondrá una terna de evaluadores, sobre la cual elegirá 
el juez. 


Si no existiese tal lista por falta de inscriptos, el 
comité de control sugerirá al juez, dos o más evalua- 
dores, que reúnan similares requisitos a los estable- 
cidos en el párrafo primero de este artículo, corres- 
pondiendo al juez efectuar la designación sobre dicha 
propuesta. 


La remuneración del evaluador la fijará el juez 
en la misma oportunidad en que regule los honorarios 
de los demás funcionarios y abogados, y se hará sobre 
la base del trabajo efectivamente realizado, sin consi- 
deración del monto de la valuación. [Modificado por 
ley 26.684, art. 32] 


Evaluadores. Se los designa en los concursos preventivos en 
los cuales se abra el período de concurrencia regulado en el art. 48. 
Su función primera es asignar un valor a las acciones o cuotas repre- 
sentativas del capital social de la concursada (art. 48, inc. 3), a fin 
de que el juez decida al respecto. Luego, en caso de que el tercero 
oferente hubiera obtenido el acuerdo de los acreedores, el evaluador 
debe dictaminar sobre el valor presente del pasivo quirografario te- 
niendo en cuenta los términos de aquel acuerdo y las demás pautas 
mencionadas por el art. 48, inc. 7. 

La cámara de apelaciones respectiva lleva un registro o lista, re- 
novable cada cuatro años, en la que pueden inscribirse para ser de- 
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signados y actuar como evaluadores: a) bancos de inversión; b) enti- 
dades financieras autorizadas por el Banco Central de la República 
Argentina, y c) estudios de auditoría con más de diez años de anti- 
giedad. Los recaudos que deben presentarse para la inscripción a 
la respectiva lista, demostración de la necesaria idoneidad profesio- 
nal y Otros requisitos para la admisión por parte de la cámara de 
apelaciones son aspectos que quedan sujetos a la eventual reglamen- 
tación que dicten esos tribunales. 

Designación. El sistema de designación establecido por la ver- 
sión actual del art. 262, luego de su modificación por ley 25.589, 
asigna injerencia al comité de control en la selección del evaluador 
que ha de nombrarse en cada caso, Así, es menester distinguir: 

a) Si hay lista de evaluadores confeccionada por la respectiva 
cámara de apelaciones, el juez elige, no entre todos los inscriptos en 
la lista, sino entre tres evaluadores propuestos por el comité de con- 
trol. No se impone el método del sorteo, ni para extraer un nombre 
de la lista completa, ni para elegir entre los tres que el comité de 
control debe proponer al juez. En defecto de propuesta del referi- 
do comité, o en ausencia de ese cuerpo en un caso determinado, el 
juez elegirá un evaluador de entre todos los inscriptos en la lista. 
En esta hipótesis, o aun cuando el comité de control formulase la 
propuesta de la terna que menciona la ley, nada impide que el juez 
utilice el mecanismo del sorteo para seleccionar a quien finalmente 
ha de elegir (recrius: designar) para el cargo. 

b) Si no hay lista de evaluadores, por no haberse inscripto na- 
die o por no haberse confeccionado ella luego de la entrada en vigor 
de la ley 25.589, el juez designa evaluador seleccionando entre los 
(al menos dos) sujetos que deberá proponer el comité de control. A 
estos efectos, los propuestos deben reunir iguales requisitos que los 
exigidos para ser incorporados a la lista que cada cuatro años debe- 
ría confeccionar la cámara de apelaciones. 


Remoción. La reforma introducida por la ley 25.589 ha elimi- 
nado toda mención a la remoción de los evaluadores. No obstante 
ello, pensamos que es igualmente aplicable el régimen disciplinario 
de los síndicos regulado en el art. 255. 


Remuneración. Se regula por el juez del concurso, en oportu- 
nidad de determinarse los honorarios de los demás funcionarios y 
abogados; esto es, al homologar el acuerdo preventivo logrado en el 
período de concurrencia del art. 48 (art. 265, inc. 1). En tal caso, 


los honorarios del evaluador son a cargo de la sociedad concursada. 
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Si el acuerdo no se logra dentro del período de concurrencia, y 
no se homologa judicialmente, se desemboca en la quiebra indirecta 
de la sociedad concursada, En tal caso, los honorarios del evaluador 
se regularán en las oportunidades en que se regulen honorarios en la 
quiebra (art. 265, incs. 2 a 5). A los efectos de su pago ha de con- 
siderárselos gastos de justicia (art. 240). 

Los honorarios del evaluador en ningún caso se justipreciarán 
teniendo en cuenta el monto de la valuación ni los valores en juego 
en la causa. La pauta regulatoria es el trabajo efectivamente reali- 
zado por el evaluador, a cuyo efecto ha de considerarse el tiempo 
empleado (horas, días) y la retribución de uso en la plaza para pagar 
(por hora o por día) un servicio profesional análogo desempeñado 
extrajudicalmente. 


Art. 263. - Empleados. El síndico puede pedir al 
juez autorización para contratar empleados en el nú- 
mero y por el tiempo que sean requeridos para la efi- 
caz y económica realización de sus tareas. 


La decisión debe determinar, en su caso, el tiem- 
po y emolumentos que se autorice. 


Si bien el síndico debe desempeñar sus funciones personalmente 
y sin delegarlas (yer comentario a los arts. 252 y 258, LCQ), cuando 
las circunstancias del caso lo justificasen, el juez puede autorizarle a 
contratar empleados. 

La autorización debe ser fundada, con mención expresa de: a) 
tiempo de desempeño (que se ajustará al estrictamente necesario, pu- 
diendo revocarse en cualquier momento cuando se advirtiera la inne- 
cesariedad del empleado, así como prolongarse en caso contrario); b) 
número de empleados a contratar (ampliable o reducible ulteriormen- 
te según la necesidad concreta), y c) retribuciones que se autoriza a 
pagar con cargo al concurso (en cuanto no estuviesen autorizados 
emolumentos, o excedieren del monto permitido por el juez, serán a 
cargo de la sindicatura). 


Art. 264. — Pago de servicios: reglas. Salvo los ca- 
sos de servicios que deban retribuirse mensualmente o 
de operaciones contratadas por una cantidad determi- 
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nada, no puede autorizarse la extracción de suma al- 
guna de los fondos del concurso, con destino a pagos 
a cuenta por servicios continuados cuya remuneración 
dependa de estimación judicial. 

Las disposiciones de este artículo y del preceden- 
te han de entenderse sin perjuicio de las facultades 
del síndico de disponer de las sumas recibidas en con- 
cepto de arancel conforme lo previsto en el art. 32, 
párr. 3%, y de sus facultades en caso de continuación 
de la explotación y lo dispuesto por los arts. 269 y 270. 


Pagos “a cuenta”. En principio, están prohibidos los pagos a 
cuenta de “servicios continuados cuya remuneración dependa de esti- 
mación judicial”. La regla prohíbe, básicamente, la percepción con 
fondos del concurso de adelantos de honorarios por parte de los 
funcionarios concursales. La determinación o estimación de sus es- 
tipendios corresponde hacerla al juez en oportunidades legalmente fi- 
jadas por la ley, y sólo después de firme la regulación judicial puede 
aspirarse al cobro de estas remuneraciones. 

Son excepciones a esa regla: a) los pagos mensuales de servicios 
prestados por terceros, contratados legalmente con tal frecuencia retri- 
butiva; b) los pagos de operaciones legalmente contratadas, por can- 
tidad determinada pagadera en oportunidad desu exigibilidad con- 
vencionalmente acordada; c) los pagos efectuados por el síndico a 
terceros, durante la continuación de la explotación de la empresa pos- 
quiebra; d) los pagos al síndico o al coadministrador, durante la conti- 
nuación de la empresa en quiebra, en los supuestos excepcionales del 
art. 270, inc. 2, de la LCQ, y e) las sumas percibidas como arancel por 
verificación de créditos (arts. 32, párr. 3”, y 200, párr. 3%, LCQ), que 
pueden ser dispuestas por el síndico de inmediato, sin perjuicio de la 
oportuna rendición de cuentas (si en oportunidad de ésta se comprue- 
ba la existencia de remanente —no gastado— favorable al síndico, se lo 
resta del honorario a percibir por el concurso preventivo o la quiebra). 


SECCIÓN HU 


REGULACIÓN DE HONORARIOS 


El régimen de regulación de honorarios concursales tiene algu- 
nas particularidades, entre las que cabe señalar las siguientes. 
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aj Existe una oportunidad para la justipreciación de honorarios, 
fuera de la cual no pueden efectuarse regulaciones parciales o frag- 
mentarias. Ello por dos motivos principales: porque fuera de las 
oportunidades señaladas resulta difícil valorar el quantum base sobre 
el que se aplican los porcentuales y, además, para evitar que por la 
segmentación retributiva puedan llegar a alterarse, a la postre, los to- 
pes arancelarios máximos. 

b) Los porcentuales para fijar las retribuciones son máximos y 
en conjunto. Esto es, no puede la suma de las retribuciones concur- 
sales superar el porcentaje máximo aplicable y, a la vez, el porcenta- 
je total debe distribuirse entre los distintos acreedores del estipendio, 

c) No existen normas expresas sobre la proporción que a los 
funcionarios y letrados corresponde dentro del bloque total de hono- 
rarios. La jurisprudencia ha elaborado pautas en base a la efectiva 
labor desplegada y su incidencia en beneficio del conjunto de los 
acreedores. 


Art. 265. - Oportunidad. Los honorarios de los 
funcionarios deben ser regulados por el juez en las si- 
guientes oportunidades: 

1) Al homologar el acuerdo preventivo. 

2) Al sobreseer los procedimientos por aveni- 
miento. 

3) Al aprobar cada estado de distribución com- 
plementaria por el monto que corresponda a lo liqui- 
dado en ella. 

4) Al finalizar la realización de bienes en la opor- 
tunidad del art. 218. 

3) Al concluir por cualquier causa el procedi- 
miento del concurso preventivo o de la quiebra. 


Concurso preventivo, En el proceso preventivo concursal, los 
honorarios de los funcionarios y de los letrados (del síndico y del 
concursado) se regulan, para quienes correspondiera percibir los esti- 
pendios según el caso, en las siguientes oportunidades. 

a) Al desistir el deudor de la solicitud concursal (antes de la 
apertura), al rechazarse liminarmente dicha solicitud, o al dictarse 
resolución desestimatoria de la apertura concursal (art. 13, LCQ). 
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b) Al darse por concluido el concurso preventivo, por desisti- 
miento voluntario o sancionatorio (arts. 30 y 31, LCQ). 


c) Al homologarse el acuerdo preventivo (arts. 52 y 54, LCQ). 

d) Al dictarse la resolución judicial de cumplimiento de acuer- 
do preventivo (art. 59, párr. 6”, LCOQ), en los casos del art. 289 de la 
LCOQ. 

e) Al concluir por cualquier otra causa el concurso preventivo. 


Quiebra. Las oportunidades respectivas para las pertinentes re- 
gulaciones de honorarios son las que señalamos seguidamente. 

a) Al desestimarse cualquier solicitud de declaración de quiebra, 

b) Al concluir la quiebra por alguno de los modos no liquidati- 
vos: desistimiento en la quiebra voluntaria (art. 87, párr. 3%), reposi- 
ción de la sentencia de quiebra dictada a solicitud de acreedor 
(art. 94 y ss.), avenimiento de la unanimidad de acreedores (art. 225 
y Ss.), cartas de pago otorgadas por todos los acreedores (art. 229, 
párr. 19), inexistencia de acreedores concurrentes (art. 229, párr. 29, 
transcurso de dos años de la clausura por falta de activo sin reaper- 
tura (arts. 232 y 233, LCQ). 

c) Al finalizar la realización de los bienes en la quiebra liquida- 
tiva (art. 218, LCQ) o al aprobarse cada estado de distribución com- 
plementaria por liquidaciones de bienes ulteriores (art. 222, LCQ). 

d) Al concluir la quiebra por cualquier otra causa. 


Art. 266. - Cómputo en caso de acuerdo. En caso 
de acuerdo preventivo, los honorarios totales de los 
funcionarios y de los letrados del síndico y del deudor 
son regulados sobre el monto del activo prudencial- 
mente estimado por el juez o tribunal, en proporción 
no inferior al uno por ciento ni superior al cuatro por 
ciento, teniendo en cuenta los trabajos realizados y el 
tiempo de desempeño. 

Las regulaciones no pueden exceder el cuatro por 
ciento del pasivo verificado ni ser inferiores a dos 
sueldos del secretario de primera instancia de la juris- 
dicción donde tramita el concurso. 


Para el caso que el monto del activo prudencial- 
mente estimado supere la suma de cien millones de 
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pesos, los honorarios previstos en este artículo no po- * 
drán exceder el uno por ciento del activo estimado. 
[Párrafo incorporado por ley 25.563, art. 14] 


Regulación de honorarios en el concurso preventivo concluido 
por acuerdo preventivo homologado. Corresponde determinarlos al 
juez, en la oportunidad del art. 52 (art. 265, inc. 1, LCQ), siendo su 
pago a cargo del concursado, observando las modalidades señaladas 
en el art. 54 de la LCOQ. 

El total de honorarios que corresponda, de acuerdo al tope legal, 
lo debe asignar el juez: a) al síndico; b) al letrado de éste, y c) al le- 
trado del deudor. 

La suma de las retribuciones de ellos no puede exceder el aludi- 
do tope. El importe de cada retribución, o la proporción que a cada 
uno de los acreedores del estipendio correspondiera dentro del má- 
ximo referido, han de ser determinados por el juez atendiendo a la 
naturaleza, importancia y extensión de las funciones efectivamente 
cumplidas por cada uno. 


Alícuotas y bases de cálculo; máximos y mínimos. Para esta- 
blecer el monto del paquete (o conjunto) de honorarios deben efec- 
tuarse los siguientes cálculos: a) 1% sobre activo prudencialmente 
estimado por el juez o tribunal (al que llamamos X); b) 4% sobre el 
mismo quantum base (al cual identificamos como X), y c) 4% sobre 
pasivo verificado (al que nos referimos como Y). 

Luego, pueden configurarse tres situaciones diferentes. 

a) Si el 4% sobre el activo estimado es menor al 4% sobre el 
pasivo verificado (X, < Y), el monto total de la regulación debe osci- 
lar entre el 1% y el 4% sobre el activo estimado (entre X y X). 

b) Si el 1% sobre el activo estimado es mayor al 4% sobre el 
pasivo verificado (X >Y), el monto total de la regulación debe osci- 
lar entre uno y otro resultado (entre X e Y). 

c) Si el 4% sobre pasivo verificado es aún inferior al 1% sobre 
activo estimado (Y < X), el monto total de la regulación es el (resul- 
tado del) 4% sobre pasivo verificado (Y). 


“Retribución sostén” e “inexistencia de piso”. Además de las 
expuestas, deben tenerse en consideración otras dos reglas retributi- 
vas, eventualmente aplicables. 

a) La que establece un piso mínimo o “sostén”, aplicable cuan- 
do, luego de realizados los cálculos precedentes, el resultado arro- 
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jase un importe inferior a dos sueldos del secretario del juzgado con- 
cursal; en tal caso en el monto de las regulaciones totales y en 
conjunto no puede ser menor a esos dos sueldos. 

b) La que obliga a perforar hacia abajo cuales importe que 
pudiera corresponder —y aun los mínimos O pisos despectivos= en los 
casos que ellos resultasen desproporcionados en relación a la impor- 
tancia del trabajo realizado (art. 271, párr. 2%, LCO). 


Caso de activo superior a cien millones de pesos. El último 
párrafo del art. 266 —agregado por ley 25.563- establece otro tope o 
“techo” a la regulación de honorarios en la cual el activo prudencial- 
mente estimado sea superior a los $ 100.000.000. En este supuesto, 
los honorarios no pueden jamás exceder el 1% de dicho activo. Sin 
embargo, también en esta hipótesis de activo cuantioso, los honora- 
rios pueden (deben) ser inferiores al 1% sobre él chando el 4% sobre 
el pasivo verificado es inferior al 1% sobre velado, 


Art. 267.- Monto en caso de quiebra liquidada 
En los casos de los incs. 3 y 4 del art. 265, la regula- 
ción de honorarios de los funcionarios y profesionales, 
se efectúa sobre el activo realizado, no pudiendo en su 
totalidad ser inferior al cuatro por ciento, ni a tres 
sueldos del secretario de primera instancia de la juris- 
dicción en que tramita el concurso, el que sea mayor, 
ni superior al doce por ciento del activo realizado. 


Esta proporción se aplica en el caso del art. 265, 
inc. 2, calculándose prudencialmente el valor del acti- 
vo hasta entonces no realizado, para adicionarlo al ya 
realizado, y teniendo en consideración la proporción 
de tareas efectivamente cumplida. 


Regulación de honorarios en la quiebra liquidativa. Corres- 
ponde efectuar la regulación al juez, en las oportunidades señaladas 
al efecto por el art. 265, incs. 3 y 4, de la LCO. El pago es a cargo 
del concurso; esto es, se satisface con el producto de la liquida- 
ción del activo falencial y con el rango preferencial de los gastos de 
conservación y de justicia (art. 240, LCQ). 

El total de honorarios que corresponda, de acuerdo al tope legal, 
lo debe asignar el juez: a) al síndico; b) al letrado del acreedor peti- 
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cionario de la quiebra directa necesaria; c) al letrado del deudor en 
caso de quiebra voluntaria; d) al coadministrador (art. 259, LCQ); e) 
al comité definitivo de acreedores, controlador de la liquidación fa. 
lencial (arts. 201 y 260, LCQ), y f) al letrado del síndico, cuando el 
patrocinio fuese considerado gasto de conservación y de justicia 
(ver comentario al art. 257, LCQ). El importe de cada retribución, 
o la proporción que a cada uno de los acreedores del estipendio co- 
rrespondiera dentro del máximo legal conjunto, han de ser determi- 
nados por el juez atendiendo a la naturaleza, importancia y extensión 
de las funciones efectivamente cumplidas por cada uno. 


Alícuotas y base de cálculo; máximo y mínimo. El monto con- 
junto de los honorarios (paquete) puede oscilar entre el 4% y el 12% 
del activo realizado, Esto último es el producto bruto de la liquida- 
ción de los bienes del activo, excluidos los bienes realizados median- 
te concurso especial (art. 209, LCQ) de cuyo producido sólo pueden 
detraerse los gastos y honorarios que señala el art. 244 de la LCQ. 

La fijación de un porcentaje más alto o más bajo —dentro del 
4% y el 12%- depende de distintas circunstancias del caso que debe 
apreciar el juez: monto del activo realizado (a mayor monto es usual 
que el porcentaje sea menor), cantidad de funcionarios y profesiona- 
les entre los cuales distribuir el importe total, extensión del trabajo 
realizado, eficacia de las tareas cumplidas, etcétera. 


“Retribución sostén” e inexistencia de “piso”. Otras dos re- 
glas retributivas, eventualmente aplicables, se deben tener en cuenta. 


a) La que establece un piso mínimo o “sostén”, cuando aun el 
máximo de los porcentajes (12%) sobre el activo realizado arrojare 
un resultado inferior a tres sueldos del secretario del juzgado con- 
cursal; en tal caso, el conjunto de honorarios aludidos no puede ser 
inferior a esos tres sueldos. Esta regla se aplica aun cuando la re- 
tribución resultante de ella agotara la totalidad del activo distribuible 
entre acreedores de rango inferior a los gastos de conservación y de 
justicia (art. 240, LCQ). 

b) La que obliga a perforar hacia abajo cualquier importe míni- 
mo que pudiera corresponder —aun el resultante de los tres sueldos 
preanalizados—, cuando se produjere desproporción entre la retribu- 
ción (que correspondería) y la importancia del trabajo realizado (art. 
271, párr. 2%, LCQ). 


Quiebra concluida por avenimiento (art. 225 y ss., LCQ) o por 
pago total (art. 229, párr. 1, LCQ). Se aplican las mismas reglas 


« 
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y porcentualidades de la quiebra liquidativa, con dos variaciones po- 
sibles. 

a) La base de aplicación de los porcentajes es el valor pruden- 
cial del activo no realizado, sumado al activo realizado (si existieran 
ambos; en caso contrario, se toma en consideración uno u otro). 

b) La proporción de tareas efectivamente cumplidas —al momen- 
to de darse por concluida la quiebra— es pauta específica de fijación 
del porcentaje aplicable (dentro del máximo y mínimo respectivos), 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


En la quiebra liquidativa, si los tres sueldos del secretario de 
primera instancia de la jurisdicción en que tramita el concurso, pre- 
vistos como mínimo a los fines de regular honorarios, implican un 
monto superipr al 12% del activo realizado, la pauta a aplicar es la 
del mínimo de tres sueldos de secretario (CCivCom Rosario, en ple- 
no, 5/8/98, LLLitoral, 1998-1358). 


Art. 268. - Monto en caso de extinción o clausura. 
En los casos del inc. 5 del art. 265, las regulaciones se 
calculan: 


1) Cuando concluya la quiebra por pago total se 
aplica el art. 267. 


2) Cuando se clausure el procedimiento por fal- 
ta de activo, o se concluya la quiebra por no existir 
acreedores verificados, se regulan los honorarios de 
los funcionarios y profesionales teniendo en conside- 
ración la labor realizada. Cuando sea necesario para 
una justa retribución, pueden consumir la totalidad 
de los fondos existentes en autos, luego de atendidos 
los privilegios especiales, en su caso, y demás gastos 
del concurso. 


Quiebra concluida por pago total, voluntariamente efectuado 
por el deudor (art. 229, párr. 1, LCO). Se aplican las reglas referj- 
das en la parte última del comentario al art. 267 de la LCOQ. 

Quiebra concluida por no reapertura del procedimiento clausu- 
rado por falta de activo (arts. 232 y 233, LCO), y quiebra conclui- 
da por inexistencia de acreedores concurrentes (art. 229, párr. 2% 
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LCQ). No hay porcentualidades ni base de cálculo. Las remú- 
neraciones de profesionales y funcionarios se regulan judicialmente 
atendiendo a la labor realizada. Pueden consumir la totalidad de 
los fondos existentes, después de atendidos los créditos con privile- 
gio especial y los demás gastos del concurso. 


Art. 269. - Continuación de la empresa. En los 
casos de continuación de la empresa, además de 
los honorarios que pueden corresponder según los ar- 
tículos precedentes, se regulan en total para síndico y 
coadministrador, hasta el diez por ciento del resultado 
neto obtenido de esa explotación, no pudiendo compu- 
tarse el precio de venta de los bienes del inventario. 


La actividad de administración de la empresa continuada pos- 
quiebra puede devengar una retribución adicional para el síndico y el 
coadministrador, condicionada a la existencia de resultado positivo 
de esa explotación. Sólo en tal supuesto (y no, obviamente, cuando 
se incrementó el déficit), se regula judicialmente un honorario total 
(adicional del que corresponda por el resto de la actuación falencial; 
art. 267, LCQ) que puede alcanzar hasta un 10% del resultado neto 
de la explotación, sin computar el precio de venta de los bienes del 
inventario. 

Excepcionalmente, se contemplan en el art. 270 de la LCQ, las 
siguientes posibilidades de pago. 

a) Una cantidad determinada al coadministrador, sin depender 
del resultado neto o con posibilidad de superar la suma que resulta- 
ría de aplicar el porcentaje del art. 269 de la LCQ sobre ese resultado. 


b) Periódicamente, a cuenta de lo que correspondería como re- 


tribución total por continuación de la empresa en quiebra, al síndico 
y al coadministrador. 


Art. 270. - Continuación de la empresa: otras al- 
ternativas. Por autó fundado puede resolverse, en los 
casos del artículo anterior: 

1) El pago de una cantidad determinada al coad- 
ministrador, sin depender del resultado neto o concu- 
rriendo con éste luego de superada la suma fijada. 
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2) El pago por períodos de la retribución del sín- 
dico y coadministrador, según las pautas de este pre- 
cepto. El coadministrador sólo tiene derecho a hono- 
rarios de conformidad con este artículo y el precedente, 
sin participar del producto de los bienes, 


El comentario de estas alternativas excepcionales de remunera- 
ción por la actividad de continuación de la empresa en quiebra, ha 
sido hecho al analizar el anterior art. 269 de la LCQ. 


Art. 271.— Leyes locales. Para el cálculo de las 
regulaciones previstas en esta sección no se aplican 
| las disposiciones de leyes locales. 
| Los jueces deberán regular honorarios sin atender 
a los mínimos fijados en esta ley, cuando la naturale- 
za, alcance, calidad o resultado de la labor profesio- 
nal o el valor de los bienes que se consideren indica- 
ren que la aplicación lisa y llana de aquéllos conduce 
a una desproporción entre la importancia del trabajo 
realizado y la retribución resultante. En este caso, 
el pronunciamiento judicial deberá contener funda- 
mento explícito de las razones que justifican esa deci- 
sión, bajo pena de nulidad. 


Leyes arancelarias locales. No pueden aplicarse para regular 
honorarios cuya determinación estuviese prevista por la ley concur- 
sal. Ésta, por su especificidad y jerarquía nacional, prevalece sobre 
cualquier disposición local. 

Los casos no previstos por la ley concursal deben ser resueltos 
acudiendo, en primer lugar, a la aplicación analógica de sus disposi- 
ciones para casos similares y, solamente luego, a la supletoria apli- 
cación de leyes locales cuando fuesen compatibles con los principios 
que rigen el proceso colectivo, en especial, el de economía del trá- 
mite concursal (arg. art. 278, LCQ). 


Regulación inferior a cualquier mínimo (“perforación del piso 
o sostén”). Cualquier honorario regulado por el juez del concurso 
puede (en realidad, debe) ser inferior a cualquiera de los mínimos 
que pudiesen corresponder, cuando se configurase desproporción en- 
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tre la regulación que resultaría y la importancia del trabajo realizado 
por el acreedor del estipendio (funcionario o profesional). La nor. 
ma es excepcional, pues, en los hechos implica regular sobre el tra- 
bajo efectivamente realizado, desatendiendo lás bases de cálculo de 
índole patrimonial (activo estimado, activo realizado, pasivo verifi- 
cado, etcétera). Su aplicación corresponde eri casos en que la des- 
proporción aludida fuese manifiesta e injusta, lo que debe explicitar- 
se en la respectiva resolución judicial, so pena de su nulidad. 


Art. 272.- Apelación. Las regulaciones de ho- 
norarios son apelables por el titular de cada una de 
ellas y por el síndico. En los supuestos del art. 265, 
incs. 1, 2, y, según el caso, el inc. 5, también son ape- 
lables por el deudor. En los restantés, sin perjuicio 
de la apelación por los titulares, el juez debe remitir 
los autos a la alzada, la que puede reducir las regula- 
ciones aunque el síndico no haya apelado. 


En los casos en que los honorarios se pagan con fondos obteni- 
dos por la liquidación de bienes del fallido (art. 265, incs. 3 y 4, LCQ), 
además de la apelación que puede interponer cada acreedor del esti- 
pendio, y el síndico, la alzada tiene potestad revisora de las regulacio- 
nes, pudiendo reducirlas o confirmarlas (no elevarlas si no ha media- 
do agravio de interesado), para lo cual debe remitirse el expediente en 
consulta, aunque nadie haya apelado (ver comentario al art. 218, LCQ). 


Cartruro MI 


REGLAS PROCESALES 


SECCIÓN 1 
NORMAS GENÉRICAS 
Art. 273.-— Principios comunes. Salvo disposición 


expresa contraria de esta ley, se aplican los siguientes 
principios procesales: 
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1) Todos los términos son perentorios y se consi- 
deran de cinco días en caso de no haberse fijado uno 
especial, 


2) En los plazos se computan los días hábiles ju- 
diciales, salvo disposición expresa en contrario. 


3) Las resoluciones son inapelables. 


4) Cuando se admite la apelación, se concede en 
relación y con efecto suspensivo. 


5) La citación a las partes se efectúa por cédula; 
por nota o tácitamente las restantes notificaciones. 


6) El domicilio constituido subsiste hasta que 
constituya otro o por resolución firme quede conclui- 
do el concurso. 

Cuando el domicilio se constituye en edificio ine- 
xistente o que desapareciere después, o, en caso de 
incumplimiento por el fallido o administradores de la 
sociedad concursada de la obligación impuesta por el 
art. 88, inc. 7, se tiene por constituido el domicilio en 
los estrados judiciales, sin necesidad de declaración 
ni intimación previa. 

7) No se debe remitir el expediente del concurso 
a juzgado distinto del de su tramitación. En caso de 
ser imprescindible para la dilucidación de una causa 
penal, puede remitirse por un término no superior a 
cinco días, quedando a cargo del juzgado que lo re- 
quirió la obtención de testimonios y otras constancias 
que permitan su devolución en término. 


8) Todas las transcripciones y anotaciones regis- 
trales y de otro carácter que resulten imprescindibles 
para la protección de la integridad del patrimonio del 
deudor, deben ser efectuadas sin necesidad del previo 
pago de aranceles, tasas y otros gastos, sin perjuicio 
de su oportuna consideración dentro de los créditos a 
que se refiere el art. 240, Igual norma se aplica a los 
informes necesarios para la determinación del activo 
o el pasivo. 
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eN 9) La carga de la prueba en cuestiones contradice 
Orlas, se rige por las normas comunes a la naturalez, 
de la relación de que se trate. x 


Es responsabilidad del juez hacer cumplir estric- 
Se Ness los plazos de la ley. La prolongación 
injustificada del trámite, puede ser consi 
desempeño del cargo. di 


de Eat idas características y vastas repercusiones del estado 
minan la e O ecad El pa ed rán 
0 rmativa específica, dad i 
creo os O no dan persa o 
S ados de aquel estado. Y el ordenami jurídico positivo 
e contiene disposiciones de fondo a as 
a ade de la insolvencia resulta inconcebi- 
dd entación de un proceso de ribetes muy especiales, 
Pa cterlsticas apuntadas del ordenamiento concursal tienden a 
ES da e sea, en principio, autosuficiente, Por ello se consagran 
os aplicables en los concursos que, muchas veces, son 
E A que rigen iguales temas en las leyes de 
ei es nos mínimos, inapelabilidad como regla y apelabi- 
As pción, notificación tácita como regla, etcétera). 
de EY SAC ii en el proceso concursal deben aplicarse, 
fte za de LO y Eon ines excluyente, las reglas procesales pre- 
ea: a an JerEio de norma expresa -y es obvio que 
ae Pei ho previstas— debe acudirse a la aplica- 
Aa o E 5 ra norma procesal concursal, si existiera. Y, en 
pe » S1 la Cuestión no puede solucionarse dentro del orde- 
namiento concursal, ha de acudirse a las leyes procesales del lugar del 
Juicio, en la medida de su compatibilidad, con la rapidez econ Í: 
del trámite concursal (art. 278, LCQ). $ da 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


1. Es aplicable el plazo de i Í 
ñ apl y gracia previsto en el art. 70 del 
a Proc. Civil y Comercial (ley 5531 de la provincia de Santa Fe) 0 
al operada en juicio de concurso y de ejecución 
pren: e Rosario, en pleno, 1/10/82, JA, 1982-IV-562) 
ñ s apelable la sentencia desestimatoria de 1 lead: 
LS S a solicitud 
quiebra formulada por acreedor (CCivCom Rosario, en len, e 
Cereales Fighiera SRL”, RDCO, 1987-1019). : 


LEY 24.522 Art. 274 


3. Es inapelable la resolución de impugnación al informe indi- 
vidual del síndico, y la cuestión de costas impuestas (CCivCom Ro- 
sario, en pleno, 27/12/91, “Méndez:SA c/Álvarez SRL, Raúl”, LL, 
1992-D-93). | 

4. Es procedente el recurso de apelación interpuesto contra la 
resolución que pone fin a la revisión prevista por el art. 38 de la ley 
19.551 (CCivCom Rosario, en pleno, 22/3/83, “Bertrán s/quiebra”, 
JA, 1984-11-153). 

5. Es necesaria la notificación por cédula de la sentencia 
que recaiga en incidente concursal, a los efectos de lograr su fir- 
meza y ejecutoriedad (CCivCom Rosario, en pleno, 18/3/81, JA, 1983- 
1-576). 

6. La intimación al cumplimiento de presentación del formu- 
lario sobre juicios uniyersales (art. 2%, decr. ley 3003/56) deberá 
notificarse mediante cédula (CNCom, en pleno, 11/12/01, “Rovarrella 
Hnos. SA”, DJ, 27/2/02, p. 454). 


Art. 274. - Facultades del juez. El juez tiene la 
dirección del proceso, pudiendo dictar todas las medi- 
das de impulso de la causa y de investigación que re- 
sulten necesarias. A tales fines puede disponer, entre 
otras cosas: 

ID) La comparencia del concursado en los casos 
de los arts. 17 y 102 y de las demás personas que pue- 
dan contribuir a los fines señalados. Puede ordenar 
el auxilio de la fuerza pública en caso de ausencia in- 


justificada. 

2) La presentación de documentos que el concur- 
sado o terceros tengan en su poder, los que deben de- 
volverse cuando no se vinculan a hechos controverti- 
dos respecto de los cuales sean parte litigante. 


El proceso concursal tiene matices fuertemente inquisitivos, apa- 
reciendo disminuido el poder de disposición de los diversos sujetos 
intervinientes y, paralelamente, acrecentados los poderes del juez. 
Este artículo enuncia el principio de las amplias facultades judicia- 
les en materia de impulso procesal y de iniciativa probatoria. En 
otras numerosas disposiciones del texto legal pueden hallarse facul- 
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tades atribuidas al juez concursal que perfilan la inquisitoriedad 
señalada (p.ej., en la verificación de créditos, el juez —aun en de- 
fecto de impugnaciones verifica “si lo estima procedente”; art. 
36, LCQ). 


7) Durante el período de verificación de créditos 
y hasta la presentación del informe individual, debe 
tener oficina abierta al público en los horarios que 
determine la reglamentación que al efecto dictará la 
cámara de apelaciones respectiva. 


Art. 275.- Deberes y facultades del síndico. 


Compete al síndico efectuar las peticiones necesarias 
para la rápida tramitación de la causa, la averigua- 
ción de la situación patrimonial del concursado, los 
hechos que puedan haber incidido en ella y la deter- 
minación de sus responsables. 

A tal fin tiene, entre otras, las siguientes faculta- 
des: 


1) Librar toda cédula y oficios ordenados, excep- 
to los que se dirijan al presidente de la Nación, gober- 
nadores, ministros y secretarios de Estado, funciona- 
rios de análoga jerarquía y magistrados judiciales. 

2) Solicitar directamente informes a entidades 
públicas y privadas. En caso que el requerido en- 
tienda improcedente la solicitud, debe pedir al juez 
se la deje sin efecto, dentro del quinto día de reci- 
bida. 

3) Requerir del concursado o terceros las expli- 
caciones que estime pertinentes. En caso de negativa 
o resistencia de los interpelados, puede solicitar al juez 
la aplicación de los arts. 17, 103 y 274, inc. 1. 


4) Examinar, sin necesidad de autorización judi- 
cial alguna, los expedientes judiciales o extrajudiciales 
donde se ventile una cuestión patrimonial del concur- 
sado o vinculada directamente con ella. 


5) Expedir certificados de prestación de servicios 
de los dependientes, destinados a la presentación ante 
los organismos de seguridad social, según constancias 
de la contabilidad. 

6) En general, solicitar todas las medidas dis- 
puestas por esta ley y otras que sean procedentes a 
los fines indicados. 


8) El síndico debe dar recibo con fecha y hora 
bajo su firma o de la persona autorizada expresamen- 
te en el expediente, de todo escrito que le sea presen- 
tado en su oficina durante el período de verificación 
de créditos y hasta la presentación del informe indi- 
vidual, el que se extenderá en una copia del mismo 
escrito. 

El síndico es parte en el proceso principal, en to- 
dos sus incidentes y en los demás juicios de carácter 
patrimonial en los que sea parte el concursado, salvo 
los que deriven de relaciones de familia en la médida 
dispuesta por esta ley. 


El síndico concursal tiene numerosas y diferentes funciones en 
el concurso preventivo y en la quiebra, y en las distintas etapas de 
dichos procesos colectivos. Para el desempeño de esas funciones, 
está investido de ciertas facultades y tiene que cumplir ciertos debe- 
res. A través de toda la ley concursal es posible hallar expresiones 
concretas de facultades y deberes de la sindicatura concursal; en este 
art. 275 de la LCQ sólo se enumeran algunos ejemplos de unas y 
otros, sin pretensión de agotar las respectivas listas. El incumpli- 
miento o el defectuoso cumplimiento de los deberes funcionales hace 
incurrir al síndico en responsabilidad, y puede dar lugar a sanciones 
según el régimen del art. 255 de la LCQ (ver comentario al art. 254, 
LCO). 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


No es procedente el arraigo en los juicios seguidos contra un 
tercero por el síndico del concurso (CCivCom Rosario, en pleno, 
24/6/85, “Manto Negro SA y otros quiebra c/Banco de las Comuni- 
dades s/acción revocatoria concursal”, LL, 1985-E-307; reiterado por 
el mismo tribunal, 23/2/95, “Marcolini, José - quiebra c/Collel, Mi- 
guel y otro s/cumplimiento de contrato”, ac. n* 3/95, protocolo de la 
Sala TID. 


28. TLA, Concursos y quiebras. 
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Art. 276.- Ministerio Público: actuación. El mi- 
nisterio fiscal es parte en la alzada en los supuestos 
del art. 51. En la alzada deberá dársele vista en las 
quiebras cuando se hubiere concedido recurso en que 
sea¡parte el síndico. 


En el concurso preventivo, la intervención del ministerio fiscal 
es excepcional. Sólo se le corre vista, en la alzada, en el trámite 
del recurso de apelación que versará sobre la resolución dictada en 
el incidente de impugnación al acuerdo preventivo aprobado por los 
acreedores, cualquiera que fuese el resultado de la susodicha impug- 
nación (art. 51, LCQ). 

En las quiebras también es muy limitada la participación del 
ministerio fiscal. No tiene intervención en ningún trámite desarro- 
lado ante el juez; en la alzada, empero, se le da vista en todos los 
recursos, en los cuales tiene participación el síndico. 

El deber funcional del ministerio fiscal es dictaminar fundada- 
mente sobre la procedencia o improcedencia de los recursos de los 
cuales se le corre vista; haciéndolo dentro del término que se le fija- 
re o, en su defecto, dentro de cinco días hábiles judiciales (art. 273, 
inc. l, LCQ). El dictamen, obviamente, puede (o no) ser seguido 
por el tribunal que debe resolver. 


Art. 277. - Perención de instancia. No perime la 
instancia en el concurso. En todas las demás actua- 
ciones, y en cualquier instancia, la perención se opera 
a los tres meses. 


En materia de caducidad procesal, es preciso distinguir lo si- 
guiente: 


a) No caducan los procesos concursales en sí, después de abier- 
tos. El concurso preventivo y la quiebra, dictadas las respectivas 
sentencias de apertura, pueden concluir por diversos modos previs- 
tos en la LCQ, pero no por caducidad procesal o perención de ins- 
tancia. 


' b) Los procedimientos previos a la apertura concursal (p.ej., pe- 
dido de quiebra formulado por acreedor), según opinión jurispruden- 
cial prevaleciente hasta ahora, son susceptibles de concluir por cadu- 
cidad preconcursal. 
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c) Todas las demás actuaciones (incidentes, recursos, eto.) que 
no sean estadios procedimentales del concurso en sí, caducan a los 
tres meses, o en el plazo específico que al respecto establezca la le- 
gislación concursal (p.ej., arts. 119, 164 y 174, LCQ). Consecuen- 
temente, es indiferente —a los efectos de la posibilidad de perimir— 
quién hubiese promovido dichas actuaciones o quién tuviera la carga 
de impulsarlas (síndico, concursado, acreedores o terceros). 

d) El cómputo de los plazos de caducidad se hace conforme las 
leyes procesales del lugar del concurso (art. 278, LCOQ) o, en defecto 
de solución, en el respectivo código ritual, según las normas de con- 
tar los plazos en meses establecidos por el art. 6 del Cód. Civil y 
Comercial; esto es, de fecha a fecha. 

Art. 278.- Leyes procesales locales. En cuanto 

no esté expresamente dispuesto por esta ley, se apli- 

can las normas procesales de la ley del lugar del jui- 

cio que sean compatibles con la rapidez y economía 

del trámite concursal. 


Ver comentario al art. 273 de la LCQ. 


e 
Art. 279.-— Legajo de copias. Con copia de todas 


las actuaciones fundamentales del juicio y las previs- 
tas especialmente por esta ley, se forma un legajo que 
debe estar permanentemente a disposición de los inte- 
resados en secretaría. Constituye falta grave del se- 
cretario la omisión de mantenerlo actualizado. 

Todas las copias glosadas en él deben llevar la 
firma de las personas que intervinieron. Cuando se 
trate de actuaciones judiciales, consisten en testimo- 
nios extendidos por el secretario. Las citas, remisio- 
nes y constancias que deban hacerse de piezas del jui- 
cio, deben corresponder siempre a las del original. 


El legajo de copias es un verdadero expediente paralelo, o du- 
plicado del principal, destinado a ser utilizado para las consultas 
públicas, con el fin de salvaguardar las actuaciones judiciales origi- 
nales. 
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Sección IU 


INCIDENTES 


Art. 280.- Casos. Toda cuestión que tenga rela- 
ción con el objeto principal del concurso y no se halle 
sometida a un procedimiento especial, debe tramitar 
en pieza separada, en la forma prevista por las dispo- 
siciones de este capítulo. 


El procedimiento especial previsto en esta sección bajo el título 
de “incidentes” es un proceso abreviado, con posibilidades de au- 
diencia y prueba, adaptable a todas las cuestiones relacionadas con 
el objeto principal del concurso y que no tengan un trámite específi- 
co distinto regulado en la misma ley concursal. 

No se debe confundir el título —incidente-- para querer hallar 
una identidad inexistente con la figura del mismo nombre regulada 
en los códigos de rito. En materia concursal, bajo el rubro incidente 
se comprende un tipo de procedimiento o, mejor, un procedimiento 
tipo, previsto para servir de marco ritual dentro del que deben en- 
carrilarse todas las pretensiones que se susciten entre el concursado, 
el síndico y los acreedores (o aspirantes a serlo). Si la cuestión a 
ventilar tiene ya un trámite diferenciado (p.ej., la verificación tem- 
pestiva de créditos; art. 32 y ss., LCQ), o si no guarda relación con 
el objeto principal del concurso, este procedimiento abreviado resul- 
ta inaplicable. 


Art. 281. — Trámite. En el escrito en el que se 
plantee el incidente debe ofrecerse toda la prueba y 
agregarse la documental. 

Si el juez estima manifiestamente improcedente 
la petición, debe rechazarla sin más trámite. La re- 
solución es apelable al solo efecto devolutivo. 

Si admite formalmente el incidente, corre trasla- 
do por diez días, el que se notifica por cédula. Con 
la contestación se debe ofrecer también la prueba y 
agregarse los documentos. 
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Demanda incidental. Con la demanda debe ofrecerse toda la 

Es E ; 
prueba, y acompañarse los documentos de los que quisiera servirse 
el incidentista y tuviese a su disposición al momento de demandar, 


Análisis liminar de admisibilidad formal. El juez debe realizar 
un juicio preliminar de admisibilidad formal de la pretensión de 
sustanciar incidente concursal. Si estima que la petición es mani- 
fiestamente improcedente, no debe sustanciarla y ha de rechazarla 
sin más trámite (in limine). Esta resolución es apelable al solo efec- 
to devolutivo. 

Este recurso debe fundamentarse en el error en el cual habría 
incurrido el juez al desestimar la sustanciación del incidente y, en 
caso de prosperar este medio procedimental, el tribunal de alzada 
debe limitar su pronunciamiento a ordenar la sustanciación inciden- 
tal (sin decidir sobre la procedencia sustantiva de la pretensión inci- 
dental formulada en la demanda). 


Sustanciación del incidente. Cuando el juez admite formalmente 
la demanda incidental, o cuando lo hace la cámara de apelación en 
caso de progreso del recurso contra la desestimación liminar de la 
susodicha demanda, el trámite prosigue con el traslado a la parte 
contraria del incidentista, para que conteste la demanda. El plazo, 
aunque no se mencionara en el decreto que ordena correr el trasla- 
do, es de diez días hábiles judiciales (art. 281, párr. 3%, LCQ). La 
notificación del traslado de la demanda siempre debe hacerse por 
cédula. 

Al igual que la demanda, la contestación a ésta debe hacerse 
ofreciendo toda prueba de la que intente valerse el demandado, 
quien también debe acompañar los documentos probatorios ofreci- 
dos que estuviesen a su disposición a la época del responde. 


Art. 282. - Prueba. La prueba debe diligenciarse 
en el término que el juez señale, dentro del máximo 
de veinte días. Si fuere necesario fijar audiencia, se la 
designa dentro del término indicado, para que se pro- 
duzca toda la prueba que la exija. 

Corresponde a las partes urgir para que la prueba 

_se reciba en los términos fijados; el juez puede de- 
clarar de oficio la negligencia producida y también 
dictar resolución una vez vencido el plazo, aun cuan- 
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do la prueba no esté totalmente diligenciada, si estima - 
que no es necesaria su producción. 


La producción de las pruebas ofrecidas debe hacerse dentro del 
plazo máximo de veinte días hábiles judiciales, contados a partir 
del momento que el juez señale. | 

Las partes tienen la carga de impulsar la producción de las 
pruebas ofrecidas. 

. El juez tiene amplias facultades: a) puede establecer un plazo 
más breve al período probatorio; b) puede dictar resolución antes de 
vencido el plazo de prueba, aun cuando ella no estuviese diligencia- 
da en su totalidad, si estima que no es necesaria la producción de la 
faltante, y c) puede declarar de oficio (sin petición de parte) la negli- 
gencia de la prueba no producida en tiempo, lo que implica la pérdi- 
da de la posibilidad de producirla. Estas amplias y discrecionales 
facultades judiciales deben ejercerse dentro del marco de la razona- 
bilidad, para evitar afectar el derecho de defensa y el debido proce- 
so, garantías constitucionalmente protegidas. 


Art. 283. — Prueba pericial. La prueba pericial se 
practica por un solo perito designado de oficio, salvo 
que por la naturaleza del asunto el juez estime perti- 
nente designar tres. En este último caso, dentro de 
los dos días posteriores a la designación, las partes 
pueden proponer en escrito conjunto dos peritos. 
Estos actúan con el primero de los designados por 
el juez, quedando sin efecto la designación de los res- 
tantes. 


El número de peritos debe ser uno o tres, según las diversas cir- 
cunstancias. 

a) Si el juez designa uno, y las partes lo consienten, la prueba 
pericial será practicada por un solo perito. 

b) En cambio, la pericia será llevada a cabo por tres peritos 
cuando así los designara el juez, y las partes los aceptaran, o cuando 
el juez designara tres y las partes hicieran uso del derecho de susti- 
tuir a dos de ellos con otros dos propuestos conjuntamente dentro 
de los dos días posteriores a la designación de los primeros. Para 
posibilitar el uso de esta facultad reconocida a las partes, el juez 
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que designa de oficio tres peritos debe aclarar cuál es el prímero de 
ellos, en el sentido de que los reemplazables son los dos restantes. 


Art. 284. — Testigos. No se admiten más de cin- 
co testigos por cada parte. 

Cuando por la complejidad de la causa o de los 
hechos controvertidos resulte necesario mayor núme- 
ro, se deben proponer con la restante prueba. Si no 
se admite la ampliación comparecen solamente los cin- 
co ofrecidos en primer término. 


La restricción del número de testigos se explica por razones de 
economía y celeridad procesales. Para excepcionar una regla sus- 
tentada en tales principios inspiradores del proceso concursal, debe 
justificarse prima facie la necesidad del mayor número por la com- 
plejidad de la causa o de los hechos controvertidos. La ampliación 
es facultad discrecional del juez; su denegatoria es irrecurrible en lo 
inmediato, aunque puede servir para fundar el recurso previsto en 
el artículo siguiente. 


Art. 285.- Apelación. Sólo es apelable la reso- 
lución que pone fin al incidente. 

Respecto de las resoluciones que deciden artículo 
o que niegan alguna medida de prueba, la parte inte- 
resada puede solicitar al tribunal de alzada su revoca- 
ción cuando lo solicite fundadamente en el recurso pre- 
visto en el párrafo precedente. 


La resolución judicial que pone fin al incidente (sustanciado) es 
apelable, en relación y efecto suspensivo (arts. 285, párr. 1%, y 273, 
inc. 4, LCQ). La apelación es admisible cualquiera que fuese el 
sentido de la sentencia incidental (favorable o desfavorable a la pre- 
tensión del incidentista). La legitimación activa para interponer el 
recurso corresponde a quienes hubiesen sido partes en el incidente. 

La resolución judicial de rechazo liminar de la pretensión de 
formar incidente concursal (no sustanciado, por ende) es apelable al 
solo efecto devolutivo (ver comentario al art. 281, LCQ). 

Cualquier otra resolución, dictada durante el trámite incidental, 
es inapelable. Sin embargo, la parte agraviada puede solicitar al tri- 
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bunal de alzada que la revoque, postulando ello dentro del recurso 
de apelación contra la sentencia que pone fin al incidente respectivo. 


Art. 286. — Simultaneidad de incidentes. Todas 
las cuestiones incidentales cuyas causas existieran si- 
multáneamente y sean conocidas por quien los pro- 
mueve deben ser planteadas conjuntamente. 


Se deben desestimar sin más trámite las que se 
entablen con posterioridad. 


La acumulación de planteamientos incidentales de causa común 
y conocimiento contemporáneo, y la consiguiente decisión judicial 
única que derivará de ella, tienden a realizar los principios de econo- 
mía y celeridad propios de los procesos concursales. Éstos expli- 
can, igualmente, la caducidad de las pretensiones similares ulterio- 
res, establecida en el art. 286, párr. 2%, de la LCQ. 


Art. 287. - Honorarios en incidentes. En los pro- 
cesos de revisión de verificaciones de créditos y en 

los de verificación tardía, se regularán honorarios de 

acuerdo a lo previsto para los incidentes en las leyes 

arancelarias locales, tomándose como monto del pro- 
ceso principal el del propio crédito insinuado y verifi- 
cado. 

En las verificaciones tardías de créditos (que deben tramitar 
como incidente, según lo establece el art. 56, párr. 6”, LCQ), y en el 
recurso de revisión contra las resoluciones de admisibilidad o inad- 
misibilidad de verificaciones tempestivas (que tiene igual trámite 
ante la falta de uno específico; ver comentario al art. 37, párr. 2, 
LCQ), la regulación judicial de los honorarios se hace aplicando la 
alícuota prevista en las leyes arancelarias locales para incidentes. 
Esta es, por lo general, un porcentaje de la totalidad que se regula 
por el juicio principal en los procesos comunes (no concursales). 
Dicha alícuota se aplica sobre la cuantía del crédito insinuado y ve- 
rificado en el respectivo incidente de verificación tardía o en el re- 
curso de revisión. : 

En los demás incidentes concursales —a los que parecería referir 
el título del art. 287, LCQ, pero no ciertamente su contenido norma- 
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tivo— la alícuota aplicable sería la misma, por analogía (ver comen- 
tario al art. 271, LCQ). La base de cálculo, empero, dependerá de 
las circunstancias de cada caso incidental, apreciables por el juez al 
regular los honorarios respectivos. Por lo demás, no cabe excluir la 
existencia de incidentes concursales sin cuantía económica propia o 
no susceptibles de apreciación pecuniaria, en los cuales la regulación 
de los honorarios deberá hacerse aplicando las leyes arancelarias lo- 
cales que prevén este tipo de situaciones. 


JURISPRUDENCIA PLENARIA 


1. a) Para obtener la regulación de honorarios del recurso de 
revisión (arts. 37 y 200 in fine, ley 24.522) y de la verificación 
tardía de créditos (art. 56, párr. 5” y ss., ley 24,522), sobre el mon- 
to del crédito insinuado y verificado se aplica la pertinente alícuota 
del art. 6? de la ley arancelaria local 6767, luego de lo cual, confor- 
me al art. 287 de la ley 24.522, el resultado se reduce al 30% (art. 
15, ley 6767). El monto a tener en cuenta, como base, para regular 
estos honorarios, si hay divergencia entre el crédito insinuado y el 
importe verificado, ha de ser este último, salvo cuando él fuese in- 
ferior a la mitad del monto insinuado, caso en el que ha de tomar- 
se como quantum para aplicación de la escala arancelaria a dicha 
mitad. 

by La etapa extrajudicial de la verificación tempestiva de crédi- 
tos (arts. 32 a 36, ley 24.522) carece de previsión normativa en la 
ley concursal acerca de la regulación de honorarios que pudiera co- 
rresponder a los letrados intervinientes; de tal suerte, la procedencia 
o improcedencia de esta regulación, así como, en su caso, la cuanti- 
ficación del estipendio, están regidas por el derecho común, y 
particularmente por las disposiciones legales arancelarias que ri- 
gen las tareas extrajudiciales, en defecto de convención expresa de 
las partes. 


2. No corresponde regular honorarios al síndico ni a su letrado 
patrocinante por la labor desempeñada en la verificación tempestiva 
de créditos, en la verificación tardía de créditos o en los juicios de 
conocimiento proseguidos a opción del actor conforme al art. 21, 
inc. 1, segunda parte, de la ley 24.522, ni tampoco por las etapas re- 
cursivas de ninguno de esos trámites, ya fuera que las costas se im- 
pusiesen o no al verificante (CCivCom Rosario, en pleno, 27/12/99, 
acuerdo 3/99, protocolo de Secretaría de Presidencia). 
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CaríruLo IV 


DE LOS PEQUEÑOS CONCURSOS 
Y QUIEBRAS 


Art. 288.- Concepto. A los efectos de esta ley 
se consideran pequeños concursos y quiebras aque- 
llos en los cuales se presente, en forma indistinta 
cualquiera de estas circunstancias: 


1) Que el pasivo denunciado no alcance el equi- 
valente a trescientos salarios mínimos vitales y mó- 
viles. 


2) Que el proceso no presente más de veinte acree- 
dores quirografarios. 


3) Que el deudor no posea más de veinte traba- 
jadores en relación de dependencia sin necesidad 
de declaración judicial. [Modificado por ley 27.170, 
art. 3%. 


La reunión de sólo una de las circunstancias mencionadas en 
los tres incisos de este art. 288 es suficiente para considerar pequeño 
al concurso o a la quiebra en cuestión, y aplicarle las reglas específi- 
cas del art. 289 de la LCQ. 


La decisión judicial de encuadramiento del proceso respectivo 
entre los pequeños concursos ha de hacerse en oportunidad de la 
apertura concursal respectiva (arts. 14 y 88, LCQ), siendo recurrible 
O irrecurrible según lo sea la sentencia dentro de la cual estuviese 
contenido el respectivo pronunciamiento. Tal decisión, empero, será 
modificable ulteriormente si se advirtiera el error o la defectuosa 
información en que se sustenta, o nuevos elementos de juicio reuni- 
dos después de abierto el proceso concursal demostraran que, en reali- 
dad, no se trata de un pequeño concurso (es posible que ello acaezca 
cuando se ha encuadrado el caso en el art. 288, incs. 2 6 3, LCQ, y se 
comprueba luego el error). El juez, entonces, adecuará el proceso a 
las reglas que rigen los grandes concursos, para su aplicación en lo 
sucesivo. 


LEY 24.522 Aris. 289 y 290 


Art. 289. — Régimen aplicable. En los presentes 
procesos no serán necesarios los dictámenes previstos 
en el art. 11, incs. 3 y 5, la constitución de los comi- 
tés de acreedores y no regirá el régimen de supuestos 
especiales previstos en el art. 48 de la presente ley. El 
contralor del cumplimiento del acuerdo estará a cargo 
del síndico en caso de no haberse constituido comité de 
acreedores. Los honorarios por su labor en esta etapa 
serán del uno por ciento de lo pagado a los acreedores. 


Las únicas normas particulares de los pequeños concursos y 
quiebras, diferenciadoras del régimen aplicable a los restantes con- 
cursos (grandes), son las siguientes. 

a) La presentación en concurso preventivo es más simple (y más 
barata), al no ser obligatorios los dictámenes de contador previstos 
en el art. 11, ines. 3 y 5, de la LCQ. 

b) Los diversos comités de acreedores (ver art. 260, LCQ) tam- 
poco son imperativos; su constitución se torna optativa. 

c) No es aplicable el período de salvataje o de propuestas de acuer- 
do preventivo por terceros, aunque la concursada fuera persona jurí- 
dica de alguno de los tipos previstos al efecto por el art. 48 de la LCQ. 

d) El síndico no cesa al homologarse el acuerdo preventivo (art. 
59, LCQ) continuando en funciones para vigilar el cumplimiento de 
dicho acuerdo, salvo que los acreedores hubiesen designado un co- 
mité de controladores a esos fines. 

e) Si el síndico continúa como controlador del acuerdo, se contem- 
pla la remuneración de su actuación, por esta etapa, con el 1% de lo 
que se hubiese pagado efectivamente a los acreedores incluidos en el 
acuerdo vigilado por aquél. Esta regulación se practica al dictarse la 
resolución judicial de cumplimiento del acuerdo (art. 59, párr. 6%, LCQ). 


CarítuLo V 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
Y COMPLEMENTARIAS 


Art. 290.-— Fecha de vigencia. La presente ley en- 
trará en vigencia a partir de los noventa días contados 
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desde la fecha de su publicación en el Boletín Oficial y 
se aplicará solamente a los concursos presentados o 
quiebras declaradas con posterioridad a partir de dicha 
entrada en vigencia. Sin perjuicio de ello en los proce- 
sos en trámite en los cuales no hubiere! promovido inci- 
dente de calificación de conducta, o habiéndose promovido 
no se contare con sentencia firme, dichos incidentes ca- 
ducarán de pleno derecho y resultará aplicable el régimen 
de inhabilitación previsto en la presente ley. [Artículo 
vetado por decr. 267/95, art. 1% 


Este artículo fue vetado por el decr. 267/95 (ver Apéndice), por 
lo que la entrada en vigencia y la aplicatoriedad de la ley 24.522 se 
rige por la normativa genérica de los arts. 2% y 3% del Cód. Civil. 

Al haberse publicado la ley 24.522 en él Boletín Oficial del 
miércoles 9 de agosto de 1995, la entrada en vigencia se produjo 
ocho días después de esa fecha (art. 2%, Cód. Civil). No hay duda 
de que las presentaciones de concursos preventivos posteriores, así 
como la quiebra (directa, indirecta o por extensión), cuya sentencia 
fuera declarada después, se rigen por la ley 24.522. 

Con respecto a los procesos anteriores a la fecha señalada —que 
se seguirían rigiendo por la ley 19.551, de no haber existido el veto 
aludido— nos encontramos en difícil situación: la anterior ley de con- 
cursos, bajo la cual aquéllos fueron presentados o abiertos, ha sido 
derogada expresamente por el art. 293 de la LCQ. La expresión de 
éste, referida a que tal derogación es “con el alcance previsto en el 
art. 288”, carece de significación alguna al estar vetada la norma 
moderadora de la aludida derogación (el art. 290, LCQ, pues la refe- 
rencia al art. 288 es un obvio error material proveniente de no haber 
adecuado el art. 293 a la modificación hecha en el Senado de la Na- 
ción, cuando se agregaron los dos artículos sobre “pequeños concur- 
sos y quiebras”). 


No queda entonces otro camino —y advertidos, claro está, de las 
enormes dificultades a suscitarse— que acudir a la regla del art. 3% 
del Cód. Civil, para solucionar cada problema de derecho transitorio 
que se presentare en los concursos y quiebras viejos, esto es, abier- 
tos bajo la vigencia de la derogada (sin atenuantes) ley 19.551. 

Al respecto, cabe recordar las dos directivas básicas de la norma 
referida: 
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a) La nueva ley no tiene efecto retroactivo. 


b) La nueva ley se aplica de inmediato aun a las consecuencias 
de las relaciones y situaciones jurídicas existentes. 

Por aplicación de la primera de esas directivas (irretroactivi- 
dad), no puede pretenderse la asignación de efectos reglados por la 
nueva ley a hechos o actos del pasado que agotaron la virtualidad 
que les es propia bajo la vigencia de la ley antigua; ellos, jurídica- 
mente, están consumados o consolidados. Así, por ejemplo, en un 
proceso de quiebra viejo, pero todavía en trámite, en el cual oportu- 
namente se declaró ineficaz de pleno derecho a un pago por entrega 
de bienes, por resolución ya firme, no podría revisarse ésta invo- 
cando que bajo la nueva ley ese tipo de acto no es “inefi de 
pleno derecho”. La única excepción clara a esta directiva de irre- 
troactividad la constituye la nueva normativa sobre inhabilitaciones y 
calificación de conducta, por tratarse de reglas más benignas sobre 
los aspectos represivos de la concursalidad; corresponde, entonces 
(como se interpretó después de la sanción de la ley 22.917), aplicar 
retroactivamente las nuevas disposiciones en este tema. 

Por aplicación de la segunda de las directivas en análisis (apli- 
cación inmediata de ley nueva), los tramos aún no cumplidos o no 
consolidados de las relaciones o situaciones jurídicas anteriores a la 
ley 24.522, se rigen por ésta, permaneciendo inalterados los tramos 
ya cumplidos (consumados o consolidados) bajo la vigencia de la 
ley que regía antes. Por ejemplo, si en una quiebra declarada antes 
de la ley 24.522 está todavía pendiente de decisión judicial sobre la 
ineficacia de pleno derecho de un pago por entrega de bienes, las 
nuevas reglas del art, 118 de la ley 24.522 se aplican como lus su- 
perveniens, y esa ineficacia —oficiosa y sin trámite no podría ya de- 
clararse. 


Adviértase, por fin, que la legislación concursal contiene dispo- 
siciones de derecho sustantivo y de derecho procesal. Las directi- 
vas del art. 3 del Cód. Civil —en especial, la de aplicación inmediata 
de la ley nueva a las relaciones o situaciones jurídicas existentes 
parecerían estar concebidas para una nueva norma sustantiva. 


En los aspectos procesales, la aplicación inmediata de una nue- 
va ley a la secuencia procedimental de un proceso en curso es mu- 
chísimo más compleja y debiera ser excepcional. En principio, la 
apertura de un proceso bajo un régimen legal determinado presupone 
la consolidación del derecho a que éste se desarrolle bajo el mismo 
régimen en todas sus etapas ulteriores. Las muevas leyes procesales 
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no son, de ordinario, retroactivas, y tampoco lo es esta nueva ley de 
concursos. De todas maneras, como es imposible prever la cantidad 
de situaciones procesales de derecho transitorio que pueden presen- 
tarse en los concursos viejos, cabría tener en cuenta la conveniencia 
de desestimación in limine de planteos infundados; el carácter ex- 
cepcional de la eventual aplicación de las novedades procesales a los 
concursos viejos (y su restrictiva interpretación, por ende); y para 
el caso que fuera inevitable o aconsejable hacer ese tipo de injerto 
procesal, los jueces deberán llevar a cabo una labor de prudente 
apreciación de las consecuencias que pueda traer aparejado el tener 
que proseguir un proceso concursal viejo con tramos futuros de una 
legislación procesal concursal diferente y, en su caso, dictar claras 
resoluciones ordenatorias de adaptación futura del proceso concursal 
viejo al nuevo régimen. 


Art. 291. - Apertura de registros. Dentro del pla- 
zo de treinta días contado a partir de la publicación 
de la presente ley, las cámaras de apelaciones con 
competencia en la materia procederán a la apertura 
de los registros previstos en los arts. 253, 261 y 262. 


Por aplicación de esta disposición que da operatividad inmedia- 
ta al nuevo régimen de sindicatura y otros funcionarios concursales, 
no debe esperarse el agotamiento del plazo de vigencia de las listas 
formadas bajo el anterior régimen legal. La convocatoria para el 
proceso de conformación de las nuevas listas ha de hacerse dentro 
de los treinta días hábiles judiciales: art. 273, inc. 2, LCQ- conta- 
dos a partir del 9 de agosto de 1995, Hasta tanto estuviera finali- 
zado el referido proceso de integración de listas, en los concursos en 
los que fuera menester designar síndico, habrá que acudir a las listas 
anteriores que estuviesen todavía vigentes (a esos efectos, y hasta la 
integración definitiva de las que han de reemplazarlas). 


Art. 292. - Honorarios en concursos y quiebras en 
trámite. A partir de la entrada en vigor de la presen- 
te ley se aplicarán las normas que en materia de re- 
gulación de honorarios ella prevé a los concursos y 
quiebras en trámite, salvo en lo que se refiere a los 
honorarios contemplados en el art. 291, inc. 1, de la 
ley 19,551, 
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Es una norma de retroactividad expresa. Ver, a su vez, comen- 
tario al art. 290 de la LCQ. 


Art. 293. — Disposiciones complementarias. La 
presente ley se incorpora como Libro IV del Cód. de 
Comercio y, con el alcance previsto en el art. 288*, se 
derogan los arts. 264, 265 y 266 de la ley 20.744, los 
arts. 313 y 314 de la ley 19.550, la ley 19.551, sus mo- 
dificatorias y toda otra disposición legal o reglamen- 
taria que se oponga a la presente. 


La mención que se hace al “alcance previsto en el art. 288”, de- 
bería leerse —por ser un obvio error numérico como “art. 290 de la 
ley 24.522”. Era la derogación de la anterior legislación concur- 
sal 19.551 y sus modificatorias, sólo para los concursos presenta- 
dos y quiebras abiertas después de la entrada en vigencia de la ley 
24.522. Sin embargo, como el art. 290 de la LCQ ha sido vetado, 
la derogación de la anterior ley de concursos se produce sin ate- 
nuantes (remitimos al comentario del art. 290, LCQ, sobre los pro- 
blemas de derecho transitorio de la nueva legislación de concursos 
y quiebras). 

El Código de Comercio ha sido derogado por el art. 4* de la ley 
26.994, cuyo art. 5% establece que las leyes que actualmente inte- 
gran, complementan o se encuentran incorporadas al Código Civil o 
al Código de Comercio, excepto lo establecido en el art. 3% de dicha 
ley, mantienen su vigencia como leyes que complementan al Código 
Civil y Comercial de la Nación. En consecuencia, actualmente la 
ley de concursos y quiebras 24.522 se encuentra incoroporada a este 
último Código. 


Art. 294. — Sustitúyese el art. 251 de la ley 20.744 
(t.o. por decr. 390/76 y sus modificaciones) por el si- 
guiente: 


“Art. 251. — [CALIFICACIÓN DE LA CONDUCTA DEL EM- 
PLEADOR. MONTO DE LA INDEMNIZACIÓN] Si la quiebra 
del empleador motivara la extinción del contrato de 


* Debería decir “art. 290”, 
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formación, como así también las modificaciones 
relevantes que se produjeran con posterioridad, 
conforme las especificaciones que requiera la regla- 
mentación. 


trabajo y aquélla fuera debida a causas no imputa- 
bles al mismo, la indemnización correspondiente al 
trabajador será la prevista en el art. 247. En cual 
quier otro supuesto dicha indemnización se calcula- 
rá conforme a los previstos en el art. 245. La deter- 
minación de las circunstancias a que se refiere este 
artículo será efectuada por el juez de la quiebra al 
momento de dictar la resolución sobre la proceden- 


Ver art. 3? del decr. 367/96, en el Apéndice. 


Art. 296. — Facúltase al Poder Ejecutivo nacional 


cia y alcances de las solicitudes de verificación for- j a reglamentar el funcionamiento y organización del 
muladas por los acreedores”. : : Registro Nacional de Concursos y Quiebras. 
El concepto de imputabilidad no es equivalente a (ni debe con- Ver art. 3* del decr. 367/96, en el Apéndice. 
fundirse con) la noción de culpabilidad. En el contexto del art. 251 
de la ley de contrato de trabajo, según versión del art. 294 de la ley . 
24,522, imputabilidad refiere a la relación de hecho por la cual el ] ii O 


estado de cesación de pagos (o quiebra, en sentido económico) es 
atribuible al titular o responsable del patrimonio que lo padece. 
En tal sentido, imputabilidad es una noción o requisito previo de 
la culpabilidad, de lo que síguese que así como no puede existir 
ésta sin aquélla es, en cambio, perfectamente posible que la ce- 
sión de pagos sea imputable al fallido (o a los administradores de 
la fallida) aunque no hubiera culpabilidad en el actuar de éstos. 
La imputabilidad de la quiebra se presume; es la inimputabili- 
dad la que debe probarse para desvirtuar esa presunción ¿uris 
tantum. No es el dependiente quien debe probar que el estado 
de cesación de pagos (o quiebra, en sentido económico) obedece 
al actuar del empleador —pues esto se presume, y al respecto es indi- 
ferente la diligencia en su obrar—, sino que es a éste, ahora fallido, o 
en su caso al síndico o a cualquier otro interesado, a quienes corres- 
ponde acreditar la existencia de causales por las cuales la insolven- 
cia no puede atribuirse al actuar del quebrado o de los administra- ] 
dores de la fallida. i 


Art. 295.- Créase el Registro Nacional de Con- 
cursos y Quiebras, a fin de tomar nota de los pro- 
cedimientos reglados por la presente ley que tra- 
miten ante los magistrados de cualquier jurisdicción, 
nacional o provincial, los cuales remitirán a éste 
dentro de los cinco días de conocida la causa la in- 
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APÉNDICE 


A) ANTECEDENTES DE LA LEY 24.522 
B) LeEGISLACIÓN NACIONAL COMPLEMENTARIA 
C) TRATADOS INTERNACIONALES 


D) AcorDADAS 


A) ANTECEDENTES DE LA LEY 24.522 


NOTA AL PODER EJECUTIVO 


SEÑOR PRESIDENTE: 


Elevamos a su consideración el proyecto de ley de concursos, destinado a reempla- 
zar a la actual ley 19.551, con las modificaciones de las leyes 22.917 y 22.985, como Li- 
bro IV del Código de Comercio. 

El proyecto ha procedido a efectuar una revisión integral de la normativa legal vigen- 
te, sobre la base de los antecedentes existentes en materia de proyectos de reforma de la 
ley 19.551, en especial el proyecto elaborado por la Comisión creada por el Ministerio de 
Justicia de la Nación, con las modificaciones propuestas por el Ministerio de Economía y 
Obras y Servicios Públicos. 

También el proyecto ha tomado en consideración los antecedentes doctrinarios y ju- 
risprudenciales derivados de la aplicación concreta de la normativa legal durante su vigen- 
cia, receptando criterios pacíficos o prevalecientes, y del derecho comparado, con el fin de 
realizar trascendentes modificaciones al sistema para el tratamiento de la insolvencia, ca- 
paces de brindar soluciones idóneas y eficaces que compatibilicen el régimen falencial con 
la nueva realidad económica y social que vive la República Argentina a partir del proceso 
de transformación encarado por el Gobierno nacional. 

Las instituciones y esquemas contenidos en la ley 19.551, modificada por la ley 22.917, 
que se han considerado útiles y de eficiencia probada, se mantienen como la piedra angu- 
lar en Ja estructura del proyecto de ley. 

Dios guarde al señor Presidente. 


Domingo F. CavALLo 
JoroÉ L. MalorANo 


MENSAJE DE ELEVACIÓN 
Buenos Aires, 12 de mayo de 1994. 


At HonoraBte CONGRESO DE LA Nación: 


Tengo el honor de dirigirme a Vuestra Honorabilidad a fin de elevar a su conside- 
ración el proyecto de ley de concursos, destinado a reemplazar a la actual ley 19.551, con 
las modificaciones de las leyes 22.917 y 22.985, como Libro IV del Código de Comercio. 
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El proyecto ha procedido a efectuar una revisión integral de la normativa legal yi- 
gente, sobre la base de los antecedentes existentes en materia de proyectos de reforma de 
la ley 19 351, en especial el proyecto elaborado por la Comisión creada por el Ministerio 
de Justicia, y las propuestas de transformación económica elaboradas por el Ministerio de 
Economía y Obras y Servicios Públicos, con intervención de la Secretaría de Programa- 
ción Económica y la Secretáría de Coordinación Legal Técnica y Administrativa. 

, También el proyecto ha tomado en consideración los antecedentes doctrinarios y ju- 
risprudenciales derivados de la aplicación conereta de la normativa legal durante su vigen- 
cia, receptando criterios pacíficos o prevalecientes, y del derecho comparado, con el fin de 
realizar trascendentes modificaciones al sistema para el tratamiento de la insolvencia, ca- 
paces de brindar soluciones idóneas y eficaces que compatibilicen el régimen falencial con 
la nueva realidad económica y social que vive la República Argentina a partir del proceso 
de transformación encarado por el Gobierno nacional. 

Las instituciones y esquemas contenidos en la ley 19,551, modificada por la ley 22.917 
que se han considerado útiles y de eficiencia probada, se mantienen como la piedra angu- 
lar en la estructura del proyecto de ley. á 


| 
E CONSIDERACIONES GENERALES 


La reforma que se propicia persigue diversos objetivos claramente identificables: 


] 1 Flexibilización del procedimiento del concurso preventivo, con el objeto de permi- 
tir una amplía gama de soluciones para la superación de la crisis de la empresa. 


2 Incorporación de los acreedores, a través de un rol más activo, en la búsqueda de 
soluciones para la crisis falencial, 


] 3) Régimen de amplitud en la formulación de propuestas de acuerdo preventivo, con 

a inclusión de previsiones en materia de categorización de acreedores y de ofrecimiento 

le opciones, dentro de cada situación particular, a las cuales pueden acceder los acreedo- 
res por su sola voluntad. 


4) Incorporación de una instancia ulterior —para ciertos supuestos especiales frente 
al fracaso del deudor en la posibilidad de superación de la crisis, permitiendo que acree- 
dores o terceros interesados puedan acceder a un salvataje de la empresa, asumiendo el 
riesgo empresario y pagando un precio real por el valor de la empresa. 


. 5) Tratamiento particular de las relaciones laborales, simplificando trámites en mate- 
ria de verificación, incorporando normas en materia de fuero de atracción, y brindando 
una mayor elasticidad en la negociación de la relación laboral, en los casos de las empre- 
s que atraviesen por la crisis concursal. 


6) Acotamiento de los poderes decisorios del juez, en cuanto a la posibilidad de eva- 


Ivar en orden de mérito o conveniencia, las soluciones concursales acordadas entre acree- 
dores y deudores. 


7 Reconocimiento de fenómenos de la realidad económica, no contemplados anterior- 
mente por la legislación, incorporando prescripciones legales expresas que coadyuvan a la 
superación de la crisis de los agrupamientos de sociedades. 


, e Disminución de los plazos y simplificación y reorganización de los procedimien- 
tos del régimen de liquidación en la quiebra, con el objeto de permitir una pronta realiza- 


ción de los bienes, evitando el deterioro y la pérdida de valor de los bienes de la empresa 
o de la empresa en marcha. 


. 9) Otorgamiento de una mayor estabilidad de los actos del deudor, con el objeto de 
brindar una mayor seguridad jurídica a los acreedores. ls 
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10) Reformulación del régimen sancionatorio previsto por la ley, previendo la elimi- 
nación de determinados institutos, en cumplimiento de un requerimiento largamente pro- 
curado por parte de la doctrina y la jurisprudencia. 

11) Disminución de los costos en los procesos concursales y en las quiebras. 


12) Reformulación de la función sindical y establecimiento de un nuevo régimen de 
postulación y ejercicio de la sindicatura concursal. 

13) La incorporación de profesionales de diversas áreas, con un papel activo y nece- 
sario, dentro de los procesos falencial: 

Para el cumplimiento de los objetivos propuestos, se ha recurrido, en buena medida, a 
la experiencia del derecho comparado, habiendo atendido a la importancia que se ha otor- 
gado al régimen de falencia en la legislación norteamericana —algunos de cuyos institutos 
principales han sido receptados en los últimos años por la legislación de diversos países 
de derecho continental-, aunque también se han tenido en cuenta las experiencias france- 
sa, alemana y japonesa, entre otras. Pero, en puridad de verdad, fundamentalmente, lo 
que ha tenido en consideración el proyecto, es una realidad palpable que emerge de un 
sinmúmero de concursos y quiebras que tramitan en la República Argentina, y cuya expe- 
riencia viva en el proceso económico y social en el cual se ha desenvuelto el instítuto, 
permite recoger antecedentes, sugerencias y realidades que no pueden ser desconocidas ni 
ignoradas por toda aquella persona que pretenda introducir alguna modificación o trans- 
formación en el régimen legal vigente. 

Por ello, se ha considerado vital seguir en muchos pasajes del proyecto, normas de 
estructura básica e institutos ya contemplados en la legislación vigente, e incorporar algu- 
nas modificaciones propiciadas por la Comisión designada por el Ministerio de Justicia, 
para la reforma del régimen concursal, y otras modificaciones elaboradas por el Ministe- 
rio de Economía y Obras y Servicios Públicos, en orden a receptar soluciones que tienen 
su fundamento en la consideración de una realidad fáctica nacional que revela un pleno 
proceso de transformación económica. 

Sin embargo, debemos destacar que otro aspecto que ha sido de especial relevancia 
para la elaboración del proyecto, y que ha motivado el hecho de soslayar algunos aspec- 
de antecedentes de la legislación comparada, es la circunstancia de que en nuestro 
país el derecho concursal es derecho común, aplicado por innumerable cantidad de jue- 
ces, en todo el país, y donde la diversidad de envergadura de los problemas emprosa- 
rios impone soluciones que requieren de una gran flexibilidad y entidad práctica, que per- 
mitan adaptar las diversas realidades que, en la mayoría de los casos, resultan diferentes 
entre sí. 

A continuación, enumeraremos brevemente las mod 
obtener los objetivos expuestos. 


aciones que se propician para 


IL. Mobiricacio! 


L. FLEXIBILIZACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS. Se han respetado los presupuestos de 
fondo del concurso preventivo, contenidos en la legislación vigente y, en particular, la ce- 
sación de pagos y la iniciativa exclusiva a cargo del deudor, Se ha considerado que el 
concepto de cesación de pagos y los alcances amplios otorgados al instituto en forma uná- 
nime por la jurisprudencia y la doctrina, hacen acon: ejable mantener este presupuesto 
como puerta de acceso ineludíble a un proceso de características universales, complejo y 
de consecuencias trascendentes, como es el del régimen falencial. En lo que se refiere a 
la inciativa exclusiva a cargo del deudor. también se ha considerado la inconvenjencia 
de permitir que, por voluntad de terceros ajenos, el deudor se encuentre obligado a ingre- 
sar a un proceso de características universales, donde deberá continuar manteniendo la ad- 
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ministración normal de sus bienes, aunque con las restricciones previstas en las normas 
pertinentes. 

Sin embargo, se ha ampliado el espectro de los sujetos que pueden peticionar la for- 
mación de concurso preventivo, al agregarse a ellos a las sociedades en que el Estado na- 
cional, provincial o municipal sea parte, salvo en aquellos casos que tengan vedado tal 
recurso por la ley a la cual están sometidos. Esta solución resulta saludable en Ja medida 
que con ello se persigue coadyuvar a un proceso de transformación del Estado nacional, 
donde la insolvencia no quede ignorada, frente a realidades que imponen, o bien la rees 
tructuración empresaria, o bien la liquidación de los bienes, por un proyecto económica. 
mente inviable. Realidades a las que el Estado nacional, en sus diversas formas societa- 
rías, no puede quedar ajeno. 

Por lo demás, se ha incorporado la posibilidad de recurrir al procedimiento preventi- 
vo, luego de la declaración de quiebra, a través de la conversión de dicho procedimiento, 
eliminando correlativamente de la ley el acuerdo resolutorio, el cual la experiencia ha de- 
mostrado suele Negar muy tarde para las necesidades del empresario, sus acreedores y tra- 
bajadores, máxime si se cuenta con la posibilidad de conversión, y que obraba como factor 
de dilación para la eficaz y rápida venta de los activos de la empresa fallida. La conver- 
sión del procedimiento ha quedado dentro de la órbita exclusiva del deudor, quien puede 
recurrir en un breve plazo, a dicha conversión, descartando la posibilidad de que la con- 
versión sea promovida por los acreedores, en la medida en que ello significaría volver a 
colocar al deudor, aun en contra de su voluntad, en la administración de sus bienes, o bien 
sustituirlo mediante un régimen de intervención que se asimila más al despoderamiento en 
la quiebra, que a lo que ha dado en entenderse como proceso preventivo. Por otra parte, la 
experiencia ha indicado que en aquellos casos donde terceros ajenos a la empresa asumen 
la administración en forma temporaria y abrupta, los resultados, generalmente, en proce- 
sos tan complejos y de profunda crisis, solamente derivan en mayores costos y una pér- 
dida de rentabilidad, a más de demorar, innecesariamente, la conclusión del proceso. 

En lo referente a los recaudos formales exigidos para el acceso al concurso preventi- 
vo, se ha eliminado el relativo a la acreditación del cumplimiento del pago de salarios y 
leyes sociales que tanto debate ha originado en el derecho argentino, inclusive, en lo que 
hace a la consideración de su constitucionalidad. La generalidad de la doctrina ha consi- 
derado esta exigencia como obstáculo difícilmente justificable para acceder a una solución 
preventiva, y la jurisprudencia, en general, ha resultado benévola a la hora de tener que 
evaluar el cumplimiento de los recaudos formales en el punto bajo consideración. 

Sin embargo, se incluyen otros recaudos consistentes en certificaciones contables y 
acreditación de determinada información, que pesan como cargas del deudor, en orden a 
comprender que quien desez acceder a una solución preventiva para la superación de la 
$ empresaria, debe cargar con una serie de obligaciones que apunten a la exactitud de 
la información suministrada y a la exposición de su realidad patrimonial y obligacional. 
Ello, por otra parte, es un elemento altamente positivo para evaluar la comprobación de la 
situación denunciada, y para facilitar la futura labor del síndico y la negociación con los 
acreedores. 

Finalmente, se propician otras reformas tendientes a dar una mayor agilidad al trámi- 
te, en la apertura del concurso: 

a) Se reduce a diez días el plazo para completar los recaudos formales. 

b) Se autoriza al desistimiento, aun después de abierto el concurso, con una mayoría 
calificada. 

<) La insinuación de los créditos se realiza ante el síndico, quien tramita las observá- 
ciones de los acreedores, descargando de esta forma parte de la tarea que actualmente tie- 
nen a su cargo los juzgados, en un concepto de privatización del proceso en algunos as- 
pectos vinculados a discusiones previas a la intervención del magistrado. 

d) Se fija un plazo relativamente breve para que el juez resuelva la composición del 
pasivo, con lo cual el deudor puede encontrarse, con anticipación suficiente, con la infor- 
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mación definitiva a los efectos de su negociación de la solución preventiva, respecto de 
quiénes son los acreedores que se computarán a efectos de las mayorías exigidas, para te- 
ner por aprobado el acuerdo preventivo. 

e) Se flexibiliza el régimen de interdicción de salida del país que afecta al concursa- 
do, y a los administradores en los casos en que éste sea una persona jurídica. 


2. ROL MÁS ACTIVO DE LOS ACREEDOR Se ha considerado que los acreedores son 
una pieza fundamental en el proceso de crisis empresaria, por lo que el proyecto prevé la 
constitución de un comité de acreedores que, en el caso del concurso preventivo, adquiere 
carácter provisorio, en una primera etapa, para quedar posteriormente conformado definiti- 
vamente, una vez determinadas y verificadas las acreenci: 


Las funciones del comité aparecen delimitadas con la mayor precisión posible, encon- 
trándose constituido por los principales acreedores denunciados, en un principio, y poste- 
riormente con un representante, como mínimo, de cada una de las categorías en las cuales 
el deudor ha clasificado a sus acreedores. 

Amén de ello, en la propuesta de acuerdo preventivo se exige, en la normativa que se 
proyecta, la constitución de un comité de controladores integrado por los acreedores, a 
cuyo cargo está la comprobación del control del acuerdo, siendo obligatoria su consulta, 
además, en la autorización de actos de disposición y en la comprobación del cumplimiento 
de las obligaciones asumidas por el deudor. 

Finalmente, y como se expondrá en otro punto en particular, se contempla la posibili- 
dad -en ciertos supuestos especiales- de que los acreedores y los terceros puedan presen- 
tar propuestas de acuerdo preventivo, cuando el deudor haya fracasado en obtener las ma- 
yorías exigidas por la ley, en el período de exclusividad en el cual podía formular] 


3. AMPLITUD L IMEN DE PROPUESTAS PARA ACUERDO PREVENTIVO. guiendo el 
ejemplo de otros países, se admiten las propuestas por categorías de acreedores y las pro- 
puestas diferenciadas para cada una de ellas, conteniendo la normativa, inclusive, la posibi- 
lidad de otorgar opciones dentro de la misma categoría, a las cuales puedan adherir los 
acreedores, según su conveniencia, y la capitalización de créditos laborales en acciones o 
programas de propiedad participada. 

Con ello se pretende recoger normativamente la realidad de que la pars condicio cre- 
ditorum es un concepto genérico, en una situación ideal que debe limitarse en cuanto a su 
aplicación efectiva, toda vez que en la realidad del desenvolvimiento dinámico, económico 
y financiero de la empresa, dicha igualdad en el fondo del crédito sufre distorsiones en el 
aspecto funcional, ya que no gravitan del mismo modo en la posibilidad de una solución, 
proveedores, acreedores financieros, trabajadores o acreedores de pequeño o gran mon- 
to, que representan especies diferenciadas que justifican, en cierta forma, la posibilidad de 
un tratamiento también diferenciado en el acuerdo que el deudor ofrezca para superar la 
CIISts. 


De igual modo, la libertad de elección entre ua menú de opciones para los acreedores 
de una misma categoría, a más de no vulnerar el concepto de igualdad permite armonizar y 
canalizar preferencias individuales entre aquellos acreedores que prefierán por ejemplo 
una quita en lugar de mayores plazos, o tasa fija en lugar de tasa flotante, conforme se 
utiliza en las reestructuraciones financieras de las empresas y aun de los países. 


Sin perjuicio de ello, en la normativa que se propicia, la propuesta debe ser aprobada 
por todas las categorías, aunque se ha fijado un nivel de mayorías menos exigente que el 
de la ley actual. 

Dentro de la ya señalada orientación de flexibilización y agilización del trámite, se 
elimina la junta de acreedores, la cual, generalmente, ha constituido una mera formalidad 
a la cual el deudor concurre, o bien conociendo de antemano cuál es el resultado de la vo- 
tación, o bien en un iutento desesperado de obtener modificaciones, prórrogas o dilaciones 
que permitan abrir un nuevo período de negoc 
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En este sentido, el proyecto contempla la posibilidad de que el deudor obtenga la 
conformidad de los acreedores, por escrito, con las formalidades necesarias para asegurar 
su autenticidad, y se fija una junta informativa a Uevarse a cabo con cinco días de antici- 
pación al vencimiento del plazo, con el objeto de que puedan intercambiarse informacio- 
nes, ideas o abrir una nueva ronda de negociaciones para la obtención de las conformida- 
des requeridas. 


4. El SALVATAJE DE LA EMPRESA. Un aspecto novedoso de la legislación que se pro- 
mueve es haber incluido entre sus normas que, si venciere el plazo para que el concursado 
obtenga la conformidad de sus acreedores para su propuesta de acuerdo preventivo, y no 
tuviera éxito en su emprendimiento, si el concursado fuere sociedad de responsabilidad Hi- 
mitada, sociedad anómina o sociedad en la cual el Estado nacional, provincial o municipal 
participara --salvo las excluidas por leyes especiales— se abre un período en el cual otras 
personas acreedores o terceros pueden presentar propuestas de acuerdo. 


Esta propuesta de acreedores o terceros supone su derecho a adquirir la totalidad de 
la participación que los socios o accioni poseen en la sociedad deudora, por un valor 
que no puede ser inferior al fijado por el juez, conforme a estimaciones y valuaciones 
practicadas durante el proceso concursal, reducido en la misma proporción en que lo fuere 
el pasivo en su conjunto, considerando su valor presente, a tasas de descuento que tomen 
en cuenta el contexto macroeconómico del país y la tasa de interés vigente y la propia si- 
tuación relativa de riesgo de la empresa concursada. 


Con este procedimiento se procura tutelar a la empresa y a sus acreedores, permitien- 
do la reconversión, reestructuración o salvataje del negocio, y también el patrimonio de 
los accionistas, que recibirá una justa compensación por la participación societaria, de la 
que deben resignar el mismo porcentaje del valor patrimonial que resignan los acreedores. 

Se trata de una reformulación a nuestro sistema legal y al grado de avance en el país 
del análisis de riesgo y financiero en la reestructuración de empresas, del sistema de 
cramdown de la legislación norteamericana, receptado en los últimos años en varios países 
europeos, que tras su utilización del modo que prevé el proyecto durante un cierto lapso 
podrá eventualmente profundizarse, a través de otra forma legislativa, 

El procedimiento resulta consecuente con el criterio de sacrificio compartido, de tal 
modo que si la cesación de pagos de la empresa obliga a esfuerzos por parte de los acree- 
dores, también los accionistas deban realizarlos, y con un concepto dinámico de la activi- 
dad económica de producción de bienes y servicios, que facilite la incorporación de nue- 
vos accionistas e inversores a las empresas en dificultades, aspecto éste indisolublemente 
ligado a ta renovación tecnológica y al incremento de la productividad. 


5. TRATAMIENTO PARTICULAR DE LAS RELACIONES LABORALES. Tal como lo preveía 
ya la ley 19.551, las relaciones laborales, especialmente en un procedimiento de crisis, re- 
quieren un tratamiento particular, ya que en el concurso preventivo y aun en la quiebra, 
resulta conveniente intentar preservar esas relaciones, de modo que [de] no profundizar el 
efecto negativo de las crisis empresaria 


El proyecto elaborado incorpora al ordenamiento concursal la regulación del pronto 
pago en el concurso preventivo y en la quiebra, que proviene de la ley de contrato de traba- 
jo, con lo cual virtualmente excluye a los acreedores laborales de la carga de verificar su 
crédito, simplificando el procedimiento en beneficio de éstos. Sin embargo, se modifica 
también un aspecto importante de la regulación legal: de no resultar admitido el crédito al 
pronto pago, el acreedor laboral sólo puede recurrir al procedimiento de verificación y no 
al juicio laboral. Los juicios laborales en trámite se acumulan al proceso de verificación, 
igualmente. 


Con la reforma que se propicia, se pretende evitar la proliferación de innecesarios jui 
cios laborales llevados a cabo en distintas jurisdicciones que generan un innecesario recar- 
go de trabajo para el síndico concursal (particularmente, en la quiebra) y que. por otra 
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parte, hacen que el acreedor laboral, luego de obtenida la sentencia en el fuero correspon- 
diente, de todas maneras se encuentra obligado a recurrir ante el juez concursal, para ha- 
cer valer su crédito, con lo que, en lugar de resultar un acreedor protegido particularmen- 
te, se transforma en la categoría más perjudicada, pues debe recurrir a procedimientos 
s para la validación de sus acreencias. 

Pero, quizás, el elemento trascendente en materia de reforma en este ecto, es la 
posibilidad que el proyecto propicia de autorizar a renegociar las condiciones del contrato 
de trabajo dentro de la empresa en crisis cesando, a tal efecto, el orden público laboral en 
lo que hace a los aspectos de la relación económica laboral. 


sucesivos y por ende más largos y costos: 


Desde antaño, se ha advertido que resulta sumamente dificultoso obtener el sanea- 
miento de la crisis empresaria, si las partes más directamente interesada del as- 
pecto funcional y dinámico del desenvolvimiento empresario empresario y trabajado- 
res- se hallan limitados por un orden público rígido que les impide toda capacidad de 
movimiento o de renegociación. Numerosas soluciones de crisis, en grandes empre: 
han tenido principio de solución, en otros paí a partir de la posibilidad de renegocía- 
ción de las condiciones laborales, dentro de un amplio margen de libertad que ha previsto 
la legislación aplicable. Por otra parte, la sustitución del concepto en los países con eco- 
nomías emergentes, que apuntan a una integración con los países más desarrollados, me- 
diante procesos de creciente transformación económica, ha hecho prevalecer el principio 
del mantenimiento de la fuente de trabajo y la estabilidad laboral, sobre un utópico princi- 
pio de mantenimiento de las condiciones laborales que, con el transcurso del tiempo y la 
producen mayores perjuicios a los trabajadores, que cualquier otra solución que 
permita la recuperación de la empresa. 

En idéntico sentido, se prevé que respecto del adquirente de una empresa fallida los 
contratos colectivos de trabajo se extinguen de pleno derecho quedando sus partes habili- 
tadas a renegociarlos. 


6. ACOTAMIENTO DE PODERES DECISORIOS DEL MAGISTRADO. Los antecedentes legislati- 
vos en la materia han resultado pendulares, en lo que hace a la participación que en estos 
procesos universales se ha otorgado a los magistrados pues, desde jueces casi espectadores 
de procedimientos, se ha llegado, inclusive, en la ley 19.551, a la consolidación de magis- 
trados con poderes que lo autorizan incluso a negar la homologación del acuerdo votado y 
aprobado por los acreedores, por una extensa serie de razones que se enumeran en el art. 
61 de la actual legislación, bajo pautas de valoración que hacen al orden de mérito o conve- 
niencia. 


Si bien la experiencia indica que normalmente los tribunales han actuado con suma 
prudencia en la aplicación de la normativa, algunos casos notorios de no homologación de 
acuerdos, pese a la obtención de mayorías claras de acreedores, han causado serias dificul- 
tades a las empresas y a sus acreedores, y al sistema productivo del paí 

Por ello se propicia en el nuevo marco regulatorio del proyecto de reforma que, en 
aquellos casos en que se obtengan las mayorías necesarias y se haya cumplido con el pro- 
cedimiento y los requisitos formales. el juez no puede negarse a brindar homologación al 
acuerdo preventivo. 


7. ESTABILIDAD DE LA SITUACIÓN CONCURSAL. Existe una conciencia arraigada en el 
ámbito de la sociedad, respecto de que los procedimientos concursales deben concluir 
rápidamente, y que a fin de otorgar seguridad y estabilidad a las decisiones patrimoniales 
que los acreedores y terceros adopten con relación a la empresa concursada, el pasivo al 
cual se ha dirigido el acuerdo, debe permanecer con la menor cantidad de variantes po- 
sibles. 

Por ello es que el proyecto elaborado propicia que el proceso concursal finalice con 
la homologación del acuerdo. A partir de allí, el control del cumplimiento se efectuará 
por parte del comité de acreedores (bajo la denominación de controladores), reduciendo la 
actividad judicial a la conclusión de los incidentes de revisión, verificación tardía, autori- 
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zaciones para actos que excedan la administración ordinaria y a dar por cumplido, final- 
mente, el acuerdo. 


Pero quizás, el aspecto más novedoso del proyecto de reforma, es la afirmación de 
que la homologación del acuerdo preventivo importa la novación de todas las obligaciones 
del deudor. De este modo, surge con Ja homologación, una nueva y única obligación, y 
esto afectará rambién a los acreedores no verificados, quienes tienen un plazo relativamente 
breve para ocurrir a verificar bajo apercibimiento de extinción de su crédito. 


8. INCORPORACIÓN DE FENÓMENOS DE LA REALIDAD ECONÓMICA. Surge, en forma 
evidente, que ningún proyecto de ley relativo a los fenómenos de crisis empresariales 
puede desprenderse del tratamiento de la realidad económica empresaria, y de cómo los 
particulares afrontan esa situación de crisis. 


Dentro de las realidades empresarias innegables, aparecen en la economía argentina 
de hoy los denominados “agrupamientos”, normalmente constituidos por sociedades que, 
en $u conjunto, constituyen una única empresa o grupo económico de actividad, 

Hasta el momento, esta realidad sólo tiene reflejo en la ley concursal en aspectos vin- 
culados en materia de extensión de quiebra, aunque la jurisprudencia debe reconocerse= 
ha tenido oportunidad de tratar algunos casos con criterio creativo. 

Por ello, el proyecto, siguiendo lo propiciado por la Comisión del Ministerio de Justi- 
cia y la doctrina mayoritaria, incorpora un capítulo destinado al concurso de agrupamien- 
to, de modo de asegurar un régimen de unidad de tratamiento. 

En otros aspectos vinculados también a la forma en la cual los particulares asumen y 
enfrentan los problemas de crisis empresarias, aparecen como un fenómeno evidente de la 
realidad, aquellos acuerdos extraconcursales o preconcursales, en los cuales se persiguen 
soluciones extrajudiciales. 


En la legislación actual, estos acuerdos presentan como grave inconveniente para 
su implementación —lo que de hecho ha descartado su aplicación, en la mayoría de los ca- 
s$0s- su precariedad frente a una posible quiebra posterior del deudor. En este sentido, el 
proyecto que se eleva a consideración propicia la regulación de un régimen de concursos 
extrajudiciales que tiene, en definitiva, la misma finalidad que los actuales acuerdos pre- 
concursales, cual es excluir los actos cumplidos de una futura acción revocatoria. Para 
ello se propone un mecanismo de características más ágiles, que anticipa la existencia de 
interés por parte de deudores y acreedores, para su utilización, previniendo, en cierta for- 
ma, la necesidad de procesos judiciales, mediante soluciones acordadas entre las partes, 
con efectos frente a terceros, evitando la intervención y el mayor recargo de la administra- 
ción de justicia. 


9. ABREVIACIÓN DE LOS PLAZOS Y SIMPLIFICACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS EN EL 
RÉGIMEN DE QUIEBRA. Uno de los fenómenos de la realidad económica y falencial, que 
más preocupa a la sociedad y a los interesados, en particular, es la extensión inusitada 
que tienen los procesos de quiebra. 


Con el objeto de abreviar los plazos y obtener una más efectiva y provta liquidación 
de los bienes, el proyecto propicia la eliminación del acuerdo resolutorio y obliga la dis- 
posición de la venta, de manera inmediata, de los bienes del activo, fijando plazos perento- 
rios para que dicha enajenación se lleve a cabo, y procedimientos más simples, transparentes 
y eficientes, que en algunos casos recogen la positiva experiencia del Gobierno nacional 
en materia de privatización de empresas públic, 


Así por ejemplo, se establece que las enajenaciones se harán siempre al contado, 
puesto que resulta irrazonable que los acreedores del fallido deban además otorgar plazo y 
financiamiento al comprador. Resulta evidente que los inversores serios obtendrán el apo- 
yo normal del sistema financiero para su proyecto, al propio tiempo que se evita la repeti- 
ción de notorios abusos en materia de adquirentes a plazos que sólo abonan unas pocas 
cuotas y compiten entre tanto en forma desleal con la industria del ramo. También se la- 
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troduce la obligatoriedad de la constitución de garantías y de que la adjudicación debe re- 
caer en la oferta económica más alta, tutelando de ese modo los intereses de la masa, 

Del mismo modo, se limita y acota el recurso de continuación de la empresa en quíe- 
bra, advirtiéndose su carácter absolutamente excepcional, toda vez que la experiencia indi- 
ca que dicha continuación de la explotación ha sido un elemento utilizado muchas veces 
sin justificación, provocando un notable alargamiento de los procesos de quiebj a, en direc- 
to detrimento de los derechos de los acreedores en la masa, y también de la cía en 
general, al posibilitar en diversos casos la competencia desleal para la industria del sector 
de explotadores precarios, o bien de locadores de dichos bienes, que no se hacen cargo 
ni del costo de amortización y renta del capital productivo involucrado, y a veces, ni del 
debido cumplimiento de sus obligaciones tributarias y previsionales. 


Las disposiciones relativas a la enajenación de los bienes en la quiebra, al igual que 
las previstas en el acuerdo preventivo procuran facilitar el reemplazo del empresario falli- 
do por un nuevo inversor y administrador que lleve adelante la explotación de la empresa 
viable, y si así no fuera, acelerar su liquidación, posibilitando en ambos casos que los 
acreedores perciban sus créditos con la mayor rapidez posible. 


Con el mismo propósito se eliminan las distribuciones parciales, con el objeto de in- 
centivar a todos los participantes del proceso a que insten a la realización de los activos, y 
se simplifica el régimen de los privilegios, en orden a facilitar la tarea de distribución, 
ccordinándolo por otra parte con los proyectos de reforma y unificación de los|códigos Ci- 
vil y Comercial, en particular en materia de privilegios generales. 


En este sentido, se procura concentrar la regulación en la ley concursal, en la línea 
que marca la doctrína nacional en orden a su unificación, evitando, salvo cuando resulta 
absolutamente imprescindible, la remisión a las legislaciones especiales, y se procura la 
reducción del número de créditos privilegiados, pues la proliferación conduce a desvirtuar 
su esenc 


Igualmente se han ajustado las disposiciones relativas al asiento de los privilegios la- 
borales, con lo cual se atienden las observaciones de la doctrina nacional al respecto. 

Se ha receptado el concepto de “crédito subordinado”, teniendo en cuenta su aplica- 
ción creciente en el derecho comparado, y su utilización contractual en nuestro país, en 
particular en supuestos de complejas transacciones financieras, al igual que al tratar la 
categorización de los acreedores en el concurso preventivo. 


10. MAyOR ESTABILIDAD DE LOS ACTOS DEL DEUDOR. El proyecto propicia mejorar 
el régimen del efecto de la quiebra sobre los actos del deudor, dejando expresamente esta- 
blecido que, para la procedencia de la revocación, los actos deben haber resultado perjudi- 
ciales para los acreedores, al mismo tiempo que se reducen | ctos inoponibles de pleno 
derecho. 


11. ALTERACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS SANCIONATORIOS. En el proyecto se ha bus- 
cado mejorar aspectos de procedimiento en el régimen de extensión de quiebra. De este 
modo, se modifica el régimen de responsabilidad de terceros, adecuándolo a) sistema de 
responsabilidad civil del derecho común. igualmente, se elimina el incidente de califica- 
ción de conducta —como lo han propiciado proyectos anteriores y el régimen de complici- 
dad se subsume en la responsabilidad de terceros. 


Se crea además el Registro Nacional de Concursos y Quiebras, al cual deberán infor- 
mar los magistrados de todas las jurisdicciones, a fin de contar con un registro general de 
los concursados y fallidos, satisfaciendo un requerimiento de larga data de la mejor doctri- 
ña nacional, y proporcionando a la comunidad un elemento indispensable de información 
para la transparencia y seriedad de la actividad comercial en el país en su conjunto. 


12. ECONOMÍA EN LOS COSTOS CONCU 
ban influido en los procesos concursales y 


SAL Otro de los elementos negativos que 
falenciales han sido los elevados costos que, en 
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definitiva, van en detrimento, o bien de la posibilidad de saneamiento de la empresa, o 
bien del crédito que definitivamente percibirán los acreedores. 

Con ese objeto, el proyecto propone una disminución en la escala arancelaria de los 
honorarios en concursos preventivos y quiebras. Si bien la reducción es propiciada, ella 
no debe interpretarse como una afectación de legítimas expectativas de retribución de los 
profesionales que intervienen en este proceso; por el contrario, atendiendo la realidad de 
que muchas veces tales estipendios son insuficientes, aun pata atender los! gastos de la ac- 
tividad, se propicia la percepción de un arancel en el régimen de verificación, en orden a 
la atención de los gastos en que incurre la sindicatura, y se fijan montos de honorarios mí- 
nimos para el síndico y los otros profesionales intervinientes en el concurso. 


13. REESTRUCTURACIÓN DE LA FUNCIÓN SiNpicar. En todo el sistema de crisis em- 
presaria, uno de los aspectos fundamentales para el desenvolvimiento del proceso es el ré- 
gimen de la sindicatura. 


Luego de prolongadas reflexiones, se ha considerado convenjente prescindir de la 
constitución de una sindicatura oficial que, si bien podría funcionar en países donde la ley 
falencial es de carácter federal -como ocurre en los Estados Unidos de América— y es apli- 
cada por jueces federales, o en países de régimen unitario -como la República de Chile—, 
resulta ajena a nuestra previsión jurídica, y por ende a una posibilidad práctica de aplica- 
ción, y aun al concepto de reforma del Estado y de privatizaciones, en el procesa transfor- 
mador que ha encarado en esta etapa el Gobierno nacional. 


Sin embargo, se amplía el espectro de composición de la sindicatura, ya que el pro- 
yecto propicia que pueden inscribirse como aspirantes a síndicos, además de contadores 
públicos, otros profesionales de ciencias económicas, abogados y estudios de abogados, 
contadores y auditores. 

Además, se prevé la formación de varias listas de síndicos, de modo que los concur- 
sos y quiebras puedan resultar adjudicados según su complejidad, a quienes tengan mejo- 
s posibilidades de atenderlos eficientemente. 


14, INTERVENCIÓN DE PROFESIONALES DE DISTINTAS ÁREAS. Finalmente, en otras ac- 
tividades insertas en los procesos concursales, el juez podrá recurrir a otros profesiona 
les, inclusive instituciones tales como bancos de inversión, estudios de auditoría y otras, 
para asesorarse debidamente y contribuir a un mejor resultado de estos procesos. 

A todo lo expuesto se suman algunas otras reformas que, en general, han atendido a 
brindarle coherencia y uniformidad al proyecto, así como a incorporar y reflejar inquietu- 
des presentadas por la doctrina y la jurisprudencia nacionales. 


Dios guarde a Vuestra Honorabilidad. 
Caros S. MENEM 
DomixGo F. CAVALLO 


JorGE L. MAtroRANo 


B) LEGISLACIÓN NACIONAL COMPLEMENTARIA 


LEY 11.672* 


Complementaria permanente de presupuesto 


Artículo 55. - Facúltase a la Secretaría de Hacienda y a la Secretaría de Finanzas am- 
bas del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas para realizar operaciones de admi- 
nistración de pasivos, cualquiera sea el instrumento que las exprese, Estas operaciones 
podrán incluir la reestructuración de la deuda pública en el marco del art. 65 de la ley de 
administración financiera y de los sistemas de control de sector público nacional 24.156 y 
sus modificaciones; la compra, venta y/o canje de instrumentos financieros, tales como bo- 
nos o acciones, pases de monedas, tasas de interés o títulos; la compra y venta de op- 
ciones sobre instrumentos financieros y cualquier otra transacción financiera habitual en 
los mercados de productos derivados. Estas transacciones podrán realizarse a través de 
entidades creadas ad hoc. Las operaciones referidas en el presente artículo no estarán 
alcanzadas por tas disposiciones del decr. 1023 del 13 de agosto de 2001 y sus modifica- 
ciones. Los gastos e intereses relacionados con estas operaciones deberán ser registrados 
en la Jurisdicción 90 - Servicio de la Deuda Pública. 

Para la fijación de los precios de las operaciones se deberán tomar en cuenta los valo- 
res existentes en los mercados y/o utilizar los mecanismos usuales específicos para cada 
transacción. 

Los instrumentos que se adquieran mediante estas operaciones o por ventas de activos 
podrán mantenerse en cartera a fin de poder utilizarlos en operaciones de pase, opciones, 
conversiones y cualquier otro tipo de operación habitual en los mercados. 


Cuando en alguna de dichas operaciones la contraparte de la Secretaría de Hacienda y 
la Secretaría de Finanzas se encontrare sujeta a cualquiera de los procedimientos regi- 
dos por la ley 24.522 de concursos y quiebras, o los previstos en los arts. 34, 35 bi 
48, 50 y ss., de la ley 21.526 de entidades financieras y sus modificaciones y al cual fue- 
ran aplicables las disposiciones de la ley 24.522 de concursos y quiebras, no serán de 
aplicación: 

a) El art. 118, inc. 3 de la ley 24.522 de concursos y quiebras, respecto y en la medi- 
da de garantías adicionales constituidas por la contraparte del Estado con posterioridad a 
la celebración de una o más operaciones debido a la variación del valor de mercado del o 
los activos a los cuales se refieren tales operaciones si la obligación de constituir las ga- 


* Texto ordenado por decr. 740 del 21/5/14 (BO, 23/5/14). Sólo se transcribe la parte pertinente. 
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rantías adicionales mencionadas hubiera sido acordada antes o en oportunidad de la cele: 
bración de la o las operaciones respectivas. 


b) Los arts. 20, 130, 144 y 145 de la ley 24.522 de concursos y quiebras, permitien- 
do el ejercicio por parte del Estado de sus derechos contractuales a rescindir anticipada- 
mente tales operaciones, a efectuar compensaciones de créditos y débitos recíprocos a los 
valores acordados contr actualmente por las partes y a ejecutar las garantías carrespon- 
dientes 


Asimismo, dentro de lás facultades otorgadas por el presente artículo, la Secretaría de 
Hacienda y la Secretaría de Finanzas, podrán realizar operaciones de ión y/o disposi- 
ción de créditos contra particulares provenientes de créditos devengados o facilidades de 
pago de deuda: sionales mediante cualquier modalidad aceptada en los 
mercados financieros del país o del exterior. 

Estas operaciones no se considerarán operaciones de crédito público y por lo tanto no 
se hallan sujetas a los límites impuestos por el art. 60 de la ley de administración finan- 
ciera y de los sistemas de control del sector público nacional 24.156 y sus modificaciones. 
[Sustituido por art. 61, ley 26,422 


LEY 20.091* 


Ejercicio de la actividad aseguradora 


SeEcciÓN X 
LIQUIDACIÓN 


Artículo 50, — [DISOLUCIÓN VOLUNTARIA] Cuando el asegurador resuelva voluntaria- 
mente su disolución, la liquidación se hará por sus órganos estatutarios, sin perjuicio de 
la fiscalización de la autoridad de control. 


[LIQUIDADOR JUDICIAL] Si el asegurador no procediera a su inmediata liquidación o 
si la protección de los intereses de los asegurados lo requiere, la autoridad de control po- 
drá solicitar del juez ordinario competente su designación como liquidadora. La decisión 
será dictada con citación del asegurador, en juicio verbal convocado a ese fin, y sólo será 
apelable en efecto devolutivo. 


DISOLUCIÓN FORZOSA 


Art. 51. - [Li0uipapor] Cuando la liquidación sea consecuencia de la revocación 
dispuesta por la autoridad de control, ésta la asumirá por medio de quien designe con in- 
tervención del juez ordinario competente. 


[ProcEDIMIENTO SUSTITUTIVO DE LA QUIEBRA] Los aseguradores no pueden recurrir al 
concurso preventivo ni son susceptibles de ser declarados en quiebra. 


Si no se hubiese iniciado la liquidación forzosa del párr. 1 y estuviesen reunidos los 
requisitos para la declaración de quiebra, el juez ordinario competente dispondrá la disolu- 
ción de la sociedad y su liquidación por la autoridad de control. 


* Sancionada y promulgada el 11/1/73 (BO, 7/2/73). Sólo se transcriben las partes pertinentes 
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Art. 532. —- [APLICACIÓN SUPLETORIA DE LOS CONCU 
los aris. 50 y 51, la autoridad de control ajustará la liquidación a las disposiciones de los 
concursos comerciales para las quiebras, y tendrá todas las atribuciones del síndico en 
aquéllas. 

Podrá rescindir los contratos de seguro con un preaviso de quince días, notificando a 
los asegurados por carta certificada con aviso de retorno u otro medio suficientemente idó- 
neo. El asegurador responde por los siniestros ocurridos en el ínterin salvo que el asegu- 
rado celebre en reemplazo otro contrato de seguro. En los seguros de la rama vida dis- 
pondrá previamente la cesión de la cartera por licitación de acuerdo con las bases que fije. 
Si la cesión, no fuera posible se estará a lo dispuesto en el párrafo anterior. 


Art. 53.- [Sanciones] La autoridad de control elevará al juez que conoció en la 
causa todos los antecedentes del asegurador para hacer efectivas respecto de sus adminis- 
tradores, directores, consejeros, síndicos, integrantes del consejo de vigilancia y gerentes, 
las medidas previstas en la ley de concursos para el fallido en el supuesto de culpa o frau- 
de, y en su caso les serán aplicadas las penas previstas en el Código Penal para el quebra- 
do fraudulento o culpable. 


Art. 54, [Privriecios] Gozan del privilegio general establecido en el art. 270% 
de la ley de concurso: 

ay La egurados o sus beneficiarios en la rama vida, por el capital o renta debidos 
o por las reservas matemáticas, en el mismo grado de los créditos mencionados en el inc. 
1? del citado artículo y con igual extensión, a la que el art. 271** de dicha ley otorga al 
capital emergente de sueldos, salarios y remuneraciones. 

b) Los créditos por los siniestros producidos en los otros seguros. 

Los gastos de liquidación, incluidos los devengados por la autoridad de control, go- 
zan del privilegio establecido en el art. 264 de la mencionada ley. 


LEY 20.321*** 


Asociaciones mutuales 


DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 34. - Queda terminantemente prohibido el uso de las expresiones socorros 
mutuos, mutualidad, protección recíproca, previsión social y cualquier otro aditamento si- 
milar en el nombre de las sociedades o empresas que no estén constituidas de acuerdo con 
las disposiciones de la presente. 

La violación de esta prohibición será penada con las multas prev 
siguiente y la clausura de sus instalaciones. 


en el artículo 


Art. 35.- Las infracciones a cualquiera de las disposiciones de la presente ley o a 
las normas y resoluciones complementarias, son pasibles en forma aislada o conjunta de: 

«) Multas de mil australes a diez mil australes. Los montos establecidos en este in- 
ciso se actualizarán semestralmente, de acuerdo al índice de precios mayoristas no agro- 


+ Actualmente, art. 246 de la ley 24,5 
++ Actualmente, art. 247 de la ley 24. 522. 
*>= Sancionada y promulgada el 27/4/73 (BO, 10/5/73). Sólo se transcriben las partes pertinentes. 


30. TLA, Concursos y quiebras 
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pecuarios, nivel general, que publique el Instituto Nacional de Estadística y Censos o el 

organismo que lo sustituya. La primera actualización será efectuada a los seis me- 

ses de la publicación de la presente ley en el Boletín Oficial. [Sustituido por ley 23.566 

art. 1%, inc. b] Ml 
b) Inhabilitación temporal o permanente, para desempeñars 

dos por los estatutos, a las personas responsables de las in 
c) [Derogado por ley 25,374, art, 1%, inc. b] 


en los órganos estableci- 


ciones. 


SS d) Retiro de la autorización para funcionar como mutual y liquidación de la asocia- 
ción infractora. 

_ El procedimiento para el cobro compulsivo de las multas será el establecido para las 
ejecuciones fiscales en el Libro JIE, Título II, Capítulo H, Sección 4* del Código Proce- 
sal, Civil y Comercial de la Nación y el que establece la ley 18.695 en cuanto sean de 
aplicación. 


Art. 35 bis. - La autoridad de aplicación podrá solicitar al juez competente: 

1) La nulidad de las resoluciones de los órganos sociales cuando fueran contrarias a 
la ley, el estatuto o los reglamentos. 

2) La intervención de los órganos de administración y fiscalización de la mutual 
cuando realicen actos o incurran en omisiones que importen grave riesgo para su existen- 
cia. [Agregado por ley 25.374, art. 1%, inc. cl] 


ñ Art. 36. — Las sanciones a que se refiere el artículo anterior y liquidación judicial o ex- 
trajudicial de las asociaciones mutualistas, estará a cargo del Instituto Nacional de Acción Mu- 
tal, en todo el territorio de la República. El retiro de la autorización para funcionar como 
mutual leva implícita la liquidación de la entidad de que se trate. De tales decisiones podrá 
recurrirse por ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Capital Federal. 


Art. 37. - Las mutuales quedan comprendidas en el régimen de la ley 24.522.  [Tex- 
to según ley 25.374, art. 1%, inc. d] $ AS 


LEY 21.526* 


Entidades financieras 


Tírvio HH 


CaríruLo IV 


REESTRUCTURACIÓN DE LA ENTIDAD EN RESGUARDO 
DEL CREDITO Y LOS DEPÓSITOS BANCARIOS 


Artículo 35 bis. - Cuando a juicio exclusivo del Banco Central de la República 
Argentina, adoptado por la mayoría absoluta de su directorio, una entidad financiera se 
encontrara en cualquiera de las situaciones previstas por el art. 44, aquél podrá autorizar 
su reestructuración en defensa de los depositantes, con carácter previo a la revocación de 
la autorización para funcionar. A tal fin, podrá adoptar cualquiera de las siguientes deter- 


* Sancionada y promulgada el 14/2/77 (BO, 21/2/77). Sólo se transcriben las partes pertinentes. 
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minaciones, o una combinación de ellas, aplicándolas en forma secuencial, escalonada o 
directa, seleccionando la alternativa más adecuada según juicios de oportunidad, mérito 
o conveniencia, en aplicación de los principios, propósitos y objetivos derivados de las 
normas concordantes de su carta orgánica, de la presente ley y de sus reglamentaciones, 
[Párrafo sustituido por decr. 214/02, art. 13] 


I) Reducción, aumento y enajenación del capital social. 


a) Disponer que la entidad registre contablemente pérdidas contra el previsionamien- 
to parcial o total de activos cuyo estado de cobrabilidad, realización o liquidez así lo re- 
quiera, a solo juicio del Banco Central, y la reducción de su capital y/o afectación de 
reservas contra ellas. 


b) Otorgar un plazo para que la entidad resuelva un aumento de capital social y re- 
servas para cumplir con los requisitos establecidos por las normas aplicables, el que debe- 
rá ser suscripto e integrado dentro de dicho plazo. Los accionistas que suscriban dicho 
aumento de capital o integren nuevo capital deberán ser autorizados de conformidad con 
lo previsto en el art. 15, 


El Banco Central fijará el plazo en caso del inc. a y de este inciso teniendo en cuenta 
los plazos mínimos legales para el otorgamiento de los actos societarios del representante 
legal, del órgano de administración, y del órgano asambleario necesarios para su imple- 
mentación. 


e) Revocar la aprobación para que todos o algunos accionistas de una entidad finan- 
ciera continúen como tales, otorgando un plazo para la transferencia de dichas acciones, 
que no podrá ser inferior a diez días. 


d) Realizar o encomendar la venta de capital de una entidad financiera y del derecho 
de suscripción de aumento de capital. A este efecto, la entidad y los socios prestarán 
su conformidad y depositarán los títulos representativos de sus participaciones, si ello no 
hubiera ocurrido hasta ese momento. 


ID) Exclusión de activos y pasivos y transferencia. [Sustituido por art. 1* de la ley 
25.780]. 


a) Disponer la exclusión de activos a su elección, valuados de conformidad a las nor- 
mas contables aplicables a los balances de las entidades financieras, por un importe 
equivalente al de los distintos rubros del pasivo mencionados en el inc. b, 

Podrán excluirse activos sujetos a gravamen real de prenda e hipoteca por el valor 
neto que resulte de restar al valor del bien, estimado según precios de mercado, el va- 
lor nomina! del crédito, asumiendo quien llegara a tener la disposición del bien gravado 
la obligación de satisfacer los derechos del acreedor hipotecario o prendario, hasta el 
producido neto de su venta. Los bienes sujetos a embargo judicial podrán excluirse sin 
limitación de ninguna especie. 

El Banco Central de ja República Argentina dictará, con carácter general, las normas 
de valuación de activos pertinentes. 

A los fines del presente inciso y cuando el Banco Central de la República Argentina 
lo considere conveniente, podrán constituirse fideicomisos financieros con todos o parte 
de los activos de la entidad, emitiéndose uno o más certificados de participación por valo- 
res nominales equivalentes a los pasivos que se excluyan. 


La entidad, en su caso, asumirá el carácter de beneficiaria o fideicomisaria. 


b) El Banco Central de la República Argentina podrá excluir total o parcialmente los 
pasivos referidos en el art. 49, inc. e, así como, en su caso, los créditos del Banco Central 
de ja República Argentina definidos en el art. 53, respetando el orden de prelación en- 
tre estos acreedores. En la exclusión parcial se deberá respetar el orden de prelación 
contenido en el inc. e del art. 49 sin que, en ningún caso, se asigne tratamiento diferencia- 
do a pasivos del mismo grado. 
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<) Autorizar y encoraendar la transferencia de los activos y pasivos excluidos confor 
me a los incs. a y h, a favor de entidades financieras. También se podrán transferir acti- 
vos en propiedad fiduciaria a fideicomisos financieros en los términos de la ley 24,441, 
cuándo sea necesario para alcanzar el propósito de este artículo. 

II) Intervención judicial. [Sustituido por art. 21 de la ley 25.780] 

De ser necesario, a fín de implementar las alternativas previstas en este artículo, el 
Banco Central de la República Argentina deberá solicitar al juez de comercio, la interven- 
ción judicial de la entidad, con desplazamiento de las autoridades estatutarias de admin 
tración, y determinar las facultades que estime necesarias a fin del cumplimiento de la 
función que le sea asignada. 

Ante esa solicitud, el magistrado deberá decretar de inmediato y sin sustanciación, la 
intervención judicial de la entidad financiera, teniendo a las personas des ¡gnadas por el 
Banco Central de la República Argentina como interventores judiciales, con todas las fa- 
cultades determinadas por el Banco Central de la República Argentina, manteniéndolos en 
sus respectivos cargos hasta tanto se verifique el cumplimiento total del cometido enco- 
mendado. 


La intervención judicial de una entidad sujeta al procedimiento establecido en el ap. 
JI producirá ta radicación, ante el juez que intervenga, de todos los juicios de contenido 
patrimonial que afectaren a los activos excluidos o se refieran a los pasivos excluidos. 


TV) Responsabilidad.  [Sustituido por art. 3* de la ley 25.780] 


En los casos previstos en este artículo se aplicará lo dispuesto por el art. 49, segundo 
párrafo in fine, de la carta orgánica del Banco Central de la República Argentina. aproba- 
da por el art. 1* de la ley 24.144 y sus modificaciones, respecto de éste, los fideicomisos 
referidos en el art. 18, inc. b, de dicho ordenamiento, y los terceros que hubieran real 
do los actos en cuestión, salvo la existencia de dolo. La falta de derecho al reclamo de 
daños y perjuicios y consecuente ausencia de legitimación alcanza a la misma entidad, y 
sus acreedores, asociados, accionistas, administradores y representantes. 


V) Transferencias de activos y pasivos excluidos. [Sustituido por art. 4% de la key 
25.780] 


a) Las transferencias de activos y pasivos de entidades financieras autorizadas, enco- 
mendadas o dispuestas por el Banco Central de la República Argentina, así como cual- 
quier otro acto que complemente a los anteriores o resulte necesario para concretar la 
reestructuración de una entidad financiera, se rigen exclusivamente por lo dispuesto en 
esta ley, siendo inaplicable a estos casos la ley 11.867. 


b) No podrán iniciarse o proseguirse actos de ejecución forzada sobre los activos ex- 
cluidos cuya transferencia hubiere autorizado, encomendado o dispuesto el Banco Cen- 
tral de la República Argentina en el marco de este artículo, salvo que tuvieren por objeto 
el cobro de un crédito hipotecario, prendario o derivado de una relación laboral. Tampo- 
co podrán trabarse medidas cautelares sobre los activos excluidos. El juez actuante a los 
fines de la intervención prevista en el ap. II ordenará de oficio o a pedido de los interven- 
tores o de quienes adquieran activos en propiedad plena o fiduciaria, sin sustanciación, el 
inmediato levantamiento de los embargos y/o inhibiciones generales trabados, los que no 
podrán impedir la realización o transferencia de los activos excluidos, debiendo recaer las 
medidas cautelares derivadas de créditos laborales sobre el producido de su realización. 


c) Los actos autorizados, encomendados o dispuestos por el Banco Central de la Re- 
pública Argentina en el marco de este artículo que importen la transferencia de activos y 
pasivos o la complementen o resulten necesarios para concretar la reestructuración de una 
entidad financiera, así como los relativos a la reducción, aumento y enajenación del capi- 
tal social, no están sujetos a autorización judicial alguna ni pueden ser reputados inefica- 
ces respecto de los acreedores de la entidad financiera que fuera la propietaria de los acti- 
vos excluidos, aun cuando su insolvencia fuere anterior a cualquiera de dichos actos. 
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d) Los acreedores de la entidad financiera enajenante de los activos excluidos no ten- 
drán acción o derecho alguno contra los adquirentes de dichos activos, salvo que tuvieren 
privilegios especiales que recaigan sobre bienes determinados. 

€) El adquirente en propiedad plena o fiduciaria a quien se le transfiera un activo ex- 
cluido por aplicación de esta norma, podrá intervenir en todo proceso judicial en el cual el 
anterior titular actíe como parte o tercero y que involucre los activos excluidos, en igual 
calidad que éste, sustituyéndolo aun como parte principal, sin que se requiera la conformi- 
dad expresa de la parte contraria. 


Tíruio VU 


CarítuLo 1 


REVOCACIÓN DE LA AUTORIZACIÓN 
PARA FUNCIONAR, DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN 
DE LAS ENTIDADES FINANCIERAS 


Art. 43. — Cualquiera sea la causa de la disolución de una entidad comprendida en la 
presente ley, las autoridades legales o estatutarias deberán comunicarlo al Banco Central 
de la República Argentina, en un plazo no mayor a los dos días hábiles de tomado conoci- 
miento de la misma. Igual procedimiento deberá observarse en el caso de decisión de 


cambio del objeto social. 


Art. 44. — El Banco Central de la República Argentina podrá resolver la revocación 
de la autorización para funcionar de las entidades financieras: 

a) A pedido de las autoridades legales o estatutarias de la entidad. 

b) En los casos de disolución previstos en el Código de Comercio o en las leyes que 
rijan su existencia como persona jurídica. 

c) Por afectación de la solvencia y/o liquidez de la entidad que, a juicio del Banco 
Central de la República Argentina, no pudiera resolverse por medio de un plan de regula- 
rización y saneamiento. 

d) En los demás casos previstos en la presente ley. 

Al resolver la revocación de la autorización para funcionar o durante el período de 
suspensión transitoria de una entidad financiera, el Banco Central de la República Argen- 
tina podrá ordenar que se efectivice el pago a los acreedores laborales previstos en el 
inc. h del art. 53, y a los depositantes del privilegio especial previsto en los aps. 1 y U 
del inc. e del art. 49 o del privilegio general previsto en el inc. e del mismo artículo, 
respetando el orden de prelación respectivo y distribuyendo los fondos de que disponga ta 
entidad a prorrata, entre los acreedores de igual rango, cuando fueren insuficientes.  [Pá- 
rrafo agregado por ley 25.780, art, 6% 


Art. 45. — El Banco Central de la República Argentina deberá notificar de inmediato 
y de manera fehaciente la resolución adoptada a las autoridades legales o estatutarias de la 
ex entidad y el juzgado comercial competente, en su caso. 

En los casos previstos en los incs. a y b del art. 44 de la presente ley, si las autorida- 
des legales o estatutarias de la entidad lo solicitaren al juez de la causa, y éste considerare 
que existen garantías suficientes podrá, previa conformidad del Banco Central de la Repú- 
blica Argentina, el que deberá expedirse en el plazo de cinco días autorizarlas O disponer 
a que ellas mismas administren el proceso de cese de la actividad reglada o de liquida- 
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ción de la entidad. En cualquier estado d i 
c $ el proceso de autoliquidación de la entidá 
A da E Z iS 
o de la persona jurídica, el juez podrá disponer la continuidad de las mismas por pda 


judicial si se dieran los presupuestos di istació jetari 
el s de la legislació: É a 
tal detemmiñación: 8; in societaria o concursal para adoptar 


e se ls causal prevista en el inc. c del art. 44 de la presente ley, 
concurra con cualquier otra, o cuando r i 1 
Ñ a, se trate del supuesto pr i 
Pri ar : Ñ a bando se tra puesto previsto en el inc. 
ismo artículo, sólo procederá la liquidación judicial de la ex entidad, salvo e 


correspondiere su quiebra y sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 35 bis e la p . 
s Ñ de a 5 
p cio lo disp o en el art. 35 bis d resen: 


roda autoridades legales o estatutarias de una entidad soliciten su liqui- 
irectamente al juez, previo a todo trámite éste notificará al Banco Central de 


epúbli rgentina para que e intervenció ue le corresponde contorm 
la República A £ ara que tome la r i S 
AE p la intervención que le correspond: forme a 


el ii de con de la autorización para funcionar dispusiere el pedido 
a entidad, el juez interviniente deberá expedirs i i 

dea E idad, J á expedirse de inmediato. No 

diando petición de quiebra por el Banco Central de la República Argentina el juez po- 


drá decretarla en cualquier es 
quier estado del proceso cuando estime É z É 
A uneclos Dicc stime que se hayan configurado los 


Eos loe A eri ¡li ; 
as o de los peritos o auxiliares que el juez interviniente designare a los fi- 
s presente ley, deberán fijarse en función de la tarea efectivamente realizada por 


aquéllos, con absoluta independencia de la cua i 
¿ tí i atrimoni 
la entidad. [Texto según ley 24.627, art. J, o ida 


Pa e o la nación de la resolución que dispone la revocación de la 
:1ó nar y hasta tanto el juez competente resuelva el modo d 
; E asta tan s el 
de la actividad reglada o de la liquidación de la ex entidad, serán nulos cualquier tipo de 


compromiso que aumenten los pasivos de la misma y cesará su exigíbilida y el devenga- 
5 pasivos de la m: 
¡ ma y cesará su exigibilidad d ES 


La autoliquidación, la liquidación judici i 
1 » ida judicial y/o la quiebra de las entidades financieras 
quedarán sometidas a lo prescripto por las leyes 19.550 y 24.522 en todo a: uelO ale na 
se oponga a lo dispuesto en la presente ley. Ñ dd 


En los CAPA o 
e a o la liquidación judicial o quiebra al requerimiento 
2 , anco Central de la República Argentina deberá i 
prestar asistencia técnica sobre los asu imi a Pp 
: E $ asuntos de su conocimiento en virtud del ejercici 

za : a hi 1 ¡ lel ejercicio de 
o de superintendencia cumplidas con anterioridad a la revocación de la autori- 
“ación para funcionar. [Incorporado por ley 24.627, art. 1, apdo. 6] 


Art. 47. solució is j 
m5 cido de disponga la revocación de la autorización para funcionar 
s » eiecto devolutivo, por ante la Cámara Nacional de Apelací 
: z PO ñ ! SS 
Contenciosoadministrativo Federal de la Capital Federal. El recurso deberá peonictad 


y fundarse ante el Banco Centra a ública Ar: i ¡ 
biles sievientes: htral de la República Argentina dentro de los quince días há- 


CaríruLo HI 
LIQUIDACIÓN JUDICIAL 


me a a Liquidador judicial deberá ser designado por el juez competente, confor- 

ps ao y quiebras para los síndicos, En el supuesto de 
' 4 4 de la entidad, el liquidador designad: inuará ñá 

dose como síndico. [Párrafo modificado por ley 24.485, ar 3 panes eii 
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Desde la resolución de revocación de la autorización para funcionar y hasta tanto el 
juez competente resuelva el modo de la liquidación de la actividad y/o de la ex entidad, 
serán nulos cualquier tipo de compromisos que aumenten los pasivos de las ex entidades y 
cesará la exigibilidad y devengamiento de sus intereses. 

El liguidador judicial podrá solicitar orden de allanamiento y el auxilio de la fuerza 
pública para asegurar el cumplimiento de la decisión del juez. 

Los honorarios del tiquidador judi arán también en función de la efectiva ta- 
rea realizada, con absoluta independencia de la cuantía de los activos, pasivos y/o patri- 
monio de la entidad. 

Estando la ex entidad en proceso de liquidación judicial, el liquidador presentará den- 
tro del plazo de cuarenta y cinco días hábiles contados a partir de la aceptación del cargo, 
un informe que permita al juez conocer el patrimonio de la ex entidad financiera y deberá 
solicitar de inmediato la declaración de quiebra si advirtiera la cesación de pagos por sí 
mismo, o en virtud de pedidos de quiebra iniciados por terceros. El juez deberá dispo- 
nerla si advirtiera la existencia de presupuestos falenciales. Será removido el liquidador 
que no presentara dicho informe en el plazo establecido, sin que sea necesaria intimación 
previa. [Párrafo incorporado por ley 25,780, art. 7% 


Art. 49.- La liquidación judicial se realizará de acuerdo a las siguientes dispdsicio- 
nes y con aplicación de las normas sobre liquidación de sociedades, en lo que no pisan 
expresamente contemplado a continuación: p 

a) Desde la resolución de revocación de la autorización para funcionar, ningún acree- 
dor por causa o título anterior a la revocación podrá iniciar o proseguir actos de ejecución 
forzada sobre los bienes de la ex entidad, salvo que tuvieren por objeto el cobro de un 
crédito hipotecario, prendario o derivado de una relación laboral. 

Los embargos y/o inhibiciones generales trabados, no podrán impedir la realización 
de los bienes de la ex entidad y deberán recaer sobre el producido de su realización, por 
hasta los montos originalmente constituidos. 

b) La resolución que disponga la liquidación judicial tendrá la misma publicidad que 
la establecida por la ley de concursos para la declaración de quiebra, aplicándose de igual 
modo, en forma analógica, la publicidad y procedimiento para la insinuación y verificar 
ción de los créditos que componen el pasivo. Los pagos a los acreedores deberán efec- 
tuarse con la previa conformidad del juez interviniente, en concordancia con el inc. g, y 
aplicándose igualmente en forma analógica lo dispuesto por la ley de concursos y quiebras 
para la liquidación de los bienes y proyecto de distribución y pago a los acreedores. 
[Inciso sustituido por ley 24.485, art. 3, apdo. 7) 

e) El liquidador judicial determinará la totalidad de obligaciones exigibles provenien- 
tes de depósitos de sumas de dinero, estableciendo Ja procedencia del pago y genuinidad 
de los instrumentos. 

d) [Derogado por ley 25.780, art. 89] 

e) Con el orden de prelación que resulta de los apartados siguientes tendrán privile- 
gio genera] para el cobro de sus acreencias por sobre todos los demás créditos, con excep- 
ción de los créditos con privilegio especial de prenda e hipoteca y los acreedores laborales 
enunciados en los ines. a y b del art. 53, los siguientes: 

1) Los depósitos de las personas físicas y/o jurídicas hasta la suma de cincuenta mil 
pesos, o su equivalente en moneda extranjera, gozando de este privilegio una sola perso- 
na por depósito. Habiendo más de un titular la suma se prorrateará entre los titulares de la 
imposición privilegiada. A los fines de la determinación del privilegio, se computará 
la totalidad de los depósitos que una misma persona registre en la entidad. 

ii) Los depósitos constituidos por importes mayores, por las sumas que excedan la 
indicada en el apartado anterior. 
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iti) Los pasivos originados en líneas comerciales otorgadas a la entidad y que afecten 
directamente al comercio internacional. Ñ 

Los privilegios establecidos en los apdos. ie dí precedentes no alcanzarán a los depó- 
sitos constituidos por las personas vinculadas, directa o indirectamente, a la entidad, según 
las pautas establecidas o que establezca en el futuro el Banco Central de la República 
Argentina.  [Sustituido por ley 25.780, art, 9%] 


J) El liquidador judicial realizará informes mensuales a partir del previsto en el 
párr. 5* del art. 48 sobre el estado de la liquidación, los que permanecerán a disposición 
de los interesados en el juzgado interviniente en la liquidación. [Sustituido por ley 
25.780, art. 10] - 
g) Concluidas las operaciones de liquidación judicial, el liquidador presentará al 
juez interviniente el balance final con una memoria explicativa de sus resultados y con 
un proyecto de distribución de fondos, previa deducción de los importes necesarios para 
cancelar las deudas que no hubieren podido ser satisfechas. 


De la presentación se dará cuenta por edictos publicados por tres días, en dos diarios 
del lugar en que la ex entidad haya tenido su sede social, uno de los cuales será el de 
anuncios legales. 

Los socios y acreedores reconocidos sólo podrán formular impugnaciones al balance 
final de la liquidación y al proyecto de distribución de fondos dentro de los treinta días 
hábiles siguientes al de la última publicación y ellas serán resueltas por el juez en el expe- 
diente de la liquidación, donde los impugnantes tendrán derecho a intervenir en calidad de 
parte. La sentencia que se dicte tendrá efecto aun con respecto a quienes no hubieran 
formulado impugnaciones. Transcurrido el plazo de treinta días hábiles sin que se hubie- 
ran producido impugnaciones, o resueltas éstas judicialmente, tanto el balance como el 
proyecto de distribución se tendrán por aprobados con las modificaciones que puedan re- 
sultar de la sentencia y se procederá a la distribución. 

h) Las sumas de dinero no reclamadas por sus titulares serán depositadas en el juzga- 
do interviniente por el plazo de un año, a contar de la publicación de la declaración judi- 
cial de finalización de la liquidación. Dichos fondos podrán ser invertidos a propuesta 
del liguidador judicial. 


El derecho de los acreedores a percibir los importes que les correspondiere en la dis- 
tribución prescribirá en el plazo indicado. La prescripción operará de pleno derecho. 
destinándose los importes no cobrados al Instituto Nacional de Previsión Social para Jubi- 
lados y Pensionados. 


3) Distribuidos tos fondos o, en su caso, efectuada la entrega indicada precedente 
mente, el juez, mediante resolución que será publicada por un día en dos diarios del lugar 
en que la entidad haya tenido su sede social, uno de los cuales será el de anuncios legales. 
declarará finalizada la liquidación. 


Los acreedores de la ex entidad sólo podrán accionar contra ella en tanto no haya sido 
pronunciada la declaración de finalización de la liquidación y únicamente hasta la con- 
currencia de Jos bienes no realizados, fondos no distribuidos o importes no depositados, 
E asno de las acciones que les correspondiere contra los socios en forma indiv 

val. 


)) Los libros y documentación de la entidad liquidada serán depositados en el lu- 
gar que el juez designe, por el plazo de diez años, a contar de la fecha de publicación 
de declaración judicial de finalización de la líguidación, a cuyo vencimiento serán des- 
truidos. 


A) Todos los juicios de contenido patrimonial iniciados o a iniciarse en contra de la 
ex entidad o que afectaren sus activos tramitarán ante el juez que entienda en la liquida 
ción judicial, sin perjuicio de lo establecido en el primer párrafo del art. 56 de la presente 
ley. [Inciso agregado por ley 24.627, art. 1%, apdo. 9] 
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Caríruto HE 
QUIEBRAS 


Art. 50.--Las entidades financieras no podrán solicitar la formación de concurso 
preventivo ni su propia quiebra. yn podrá decretarse la quiebra de las entidades fi- 
nancieras hasta tanto sea revocada fa autorización para funcionar por el Banco Central de 
la República Argentina. A partir de reve 
presente Jey. 

Cuando la quiebra sea pedida por cireunstancias que la harían procedente según la le- 
gistación común, los jueces rechazarán de oficio el pedido y darán interveoción al Banco 
Central de la República Argentina para que, si así correspondiere, se formalice la petición 
de quiebra. 

Si la resolución del Banco Central de la República Argentina que dispone la revocación 
de la autorización para funcionar, comprendiere la decisión de peticionar la quiebra de la 
ex entidad, dicho pedido deberá formalizarse inmediatamente ante el juez competente. 

Ante un pedido de quiebra formulado por el liquidador judicial el juez podrá dictarla 
sin más trámite, conforme lo establecido en el párrafo anterior o de considerarlo necesa- 
rio, emplazar a) deudor en Jos términos y plazos que la ley de concursos y quiebras esta- 
blece, para que invoque y pruebe [cuanto estime conveniente a su derecho,  [Sustituido 
por ley 25.780, art. 11] 


Ón regirá lo dispuesto en el art. 52 de la 


Art. 51.- Una vez que el juez interviniente declare la quiebra, ésta quedará sometida 
a las prescripciones de esta ley y de la ley de concursos y quiebras, salvo en lo concer- 
niente a las siguientes disposiciones: 

«) No serán reputados ineficaces ni susceptibles de revocación, de conformidad con 
las normas de la ley de concursos y quiebras, los actos realizados o autorizados por el 
Banco Central por los supuestos previstos en la ley vigente hasta la sanción de la ley 
24.144, ni los actos realizados o autorizados a realizar a entidades o terceros de acuerdo a 
las disposiciones del art. 35 bis de la presente ley y el art. 17, incs. b, e y e. de la carta 
orgánica del Banco Central, ni los créditos del Banco Central con el privilegio absoluto 
del art. 53 ni sus garantí: 

b) En ningún caso serán aplicables las normas sobre continuación de la explotación 
de la empresa. 

c) Lo dispuesto por los incs. d y e del art. 49 será igualmente aplicable en caso de 
quiebra. 

d) La verificación de crédito del Banco Central de la República Argentina se formali- 
zará sin necesidad de cumplir con el recaudo de acompañar los títulos justificativos de los 
mismos, a los que se refiere el art. 32 de la ley 24.522, bastando a tales efectos la certifi- 
cación de los saldos contables emitidos por el Banco Central de la República Argentina. 
Esta disposición será de aplicación al caso previsto en el art. 49, inc. b. [Inciso agregado 
por ley 24.627, art. 1”, apdo. 11: texto según ley 24.485, art. 3%, apdo. 10] 


Art. 52. - Habiéndose dispuesto las exclusiones previstas en el apdo, II del art. 35 
bis de la presente ley ningún acreedor, con excepción del Banco Central de la República 
Argentina. podrá solicitar la quiebra de la ex entidad sino cuando hubieren transcurrido 
sesenta días corridos contados a partir de la revocación de la autorización para funcionar. 
Transcurrido dicho plazo la quiebra podrá ser declarada a pedido de cualquier acreedor 
pero en ningún caso afectará los actos de transferencia de los activos excluidos realizados 
o autorizados de acuerdo a las disposiciones del mencionado artículo, aun cuando éstos es- 
tuvieren en trámite de instrumentación y perfeccionamiento. [Texto según ley 24.627, 
art. 1, apdo. 12] 
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Art. 33, - Los fondos asignados por el Banco Central de la República Argentina 
y los pagos efectuados en virtud de convenios de créditos recíprocos o por cualquier 
DE ao Y sus intereses, le serán satisfechos a éste con privilegio absoluto por so- 
re todos los demás créditos, con las siguientes excepciones ió 
hs , sS ciones en el orden de prel 
pd p prelación que 
a) Los créditos con privilegio especial por causa de hipoteca, prenda, y los créditos 
otorgados conforme a lo previsto por el art. 17, ines. b, c y f, de la carta orgánica del Ban- 
co Central, en la extensión de sus respectivos ordenamientos. Los créditos otorgados 
porel conto do Ide bancaria (FLB) creado por el decr. 32 del 26 de diciembre de 
, Sarantizados por prenda o hipoteca, gozarán de idéntico privilegi ú 
_ a, z ilegio. [Texto s 
ley 25.562, art. 15] Ñ as ls a 
ALCÓN créditos privilegiados emergentes de las relaciones laborales, comprendidos en 
el art, 268 de la ley 20.744 y sus modificatori Gozarán del mismo privilegio los inte- 


Ped que se devenguen por las acreencias precedentemente expuestas, hasta la cancelación 
otal. 


e) Los créditos de los depositantes de acuerdo a lo previsto en el art. 49, incs. d y e 
de la presente ley. [Texto según ley 24.627, art. 1”, apdo. 13] 4 


ve Art. 56, - El Juez que previno en el trámite de intervención judicial conocerá tam- 
bién en el trámite de los procesos de antoliquidación, liquidación judicial o quiebra, sin per- 
juicio de las disposiciones específicas sobre competencia materia] que contengan los res- 
pectivos códigos procesales. o 
Toda cuestión relacionada con la competencia del juzgado se resolverá por vía inci- 
dental, continuándose el trámite principal ante el de su radicación, hasta que exista una 
sentencia firme que decrete la incompetencia, en cuyo caso se ordenará el paso del expe- 
diente al que corresponda, siendo válidas todas las actuaciones que se hubieren cumplido 
hasta entonces. [Artículo agregado por ley 24.627, art. 1, apdo. 14] 


LEY 24.241* 


Sistema integrado de jubilaciones 
y pensiones 


LIQUIDACIÓN DE UNA ADMINISTRADORA 


A alo 71 qa Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y 
'ensiones procederá a la liquidación de una administradora de fondos de jubilaciones y pen- 
siones cuando se verifique cualquiera de los siguientes supuestos: 
4) El capital de la administradora se redujere a un importe inferior al mínimo esta- 
blecido en el art. 63, y no se hubiere reintegrado totalmente el mismo dentro del plazo es- 
tablecido. 
¿a b) Se verifique, dentro de un año calendario, déficit de encaje en más de dos aportu- 
mi ades. A los fines de este cómputo no se tendrá en cuenta la generación de déficit 
como consecuencia del proceso establecido por el art. 90. 

c) No hubiere cubierto la rentabilidad mínima establecida en el art. 86 o rTecompuesto 
el encaje afectado dentro de los plazos fijados en el art. 90. 


* Sancionada el 23/9/93 y promulgada el 13/10/93 (BO, 18/10/93; fe ; 2 ó 
se transcriben las partes pertinentes ER A 
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d) La Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones 
hubiera verificado cualquier otro hecho de los que tengan previsto como sanción tal con- 
secuencia. 


e) Hubiera entrado la administradora en estado de cesación de pagos, cualquiera sea 
la causa y la naturaleza de las obligaciones que afecte. 

El Estado concurrirá como acreedor en el proceso de liquidación de una administra- 
dora, por los pagos qué hubiere realizado en virtud del cumplimiento de la garantía de 
rentabilidad mínima establecida en el art. 90. 


PROCEDIMIENTO DE LIQUIDACIÓN 


Art. 72, - Dentro de las setenta y dos horas hábiles de llegado a conocimiento de la 
Superintendencia de Administradoras de Jubilaciones y Pensiones cualquiera de los he- 
chos enunciados en el artículo precedente que afecten a una administradora, el superinten- 
dente deberá: 


a) Dictar resolución revocando la autorización para operar en la administración de un 
fondo de jubilaciones y pensiones a la administradora incursa en los supuestos indicados en 
el artículo anterior. Esta resolución implicará la disolución, por pérdida de objeto de la 
administradora, y conlleva la caducidad de todos los derechos de la administradora de fon- 
dos de jubilaciones y pensiones, de sus directores, representantes, gerentes y síndicos, y 
restantes organismos de dirección, administración y fiscalización, a administrar el fondo. 
La resolución será comunicada fehacientemente a la administradora y a todas las entidades 
bancarias autorizadas por la ley 21.526 y cajas de valores donde estuvieren depositados el 
fondo de jubilaciones y pensiones y el fondo transitorio, debiéndose requerir a tal fin la 
colaboración a que estarán obligados el Banco Central de la República Argentina y la Co- 
misión Nacional de Valores. 


b) Sustituirla en la administración del fondo de jubilaciones y pensiones que admi- 
nistra, de su fondo transitorio y de cualquier otro bien que perteneciera al fondo, para lo 
cual designará a los funcionarios de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de 
Jubilaciones y Pensiones que transitoriamente ejercerán la administración, tomando pose- 
sión de las dependencias de la administradora, y comunicando su designación conforme a 
lo establecido en el inciso anterior y al director, representante, síndico, gerente o cualquier 
miembro de los organismos de dirección, administración y control que fuere hallado. Si 
al personal designado por la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilacio- 
nes y Pensiones se le negare el ingreso y el cumplimiento de sus funciones, podrá solicitar 
el inmediato y debido auxilio de la fuerza pública a fin de garantizar que no se sustraiga O 
destruya documentación o información de la administradora, requiriendo la pertinente orden 
de allanamiento al juez competente, si por cuestiones de celeridad no lo hubiera podido ha- 
cer con anterioridad a la diligencia. 


e) Poner en conocimiento todo lo actuado al juez nacional en lo comercial, o juez fe- 
deral con competencia en lo comercial, según la jurisdicción correspondiente al domicilio 
de la administradora, solicitándole: 

1) Decrete la liquidación de la administradora y la designación de un interventor li- 
guidador de la misma. 

2) Trabe embargo sobre todos los bienes de la administradora. 

3) Si se diera el supuesto indicado en el apartado siguiente deberá solicitar también 
se decrete la inhibición general de los bienes de los directores, representantes, síndicos, 
gerentes y de todo otro integrante de los organismos de dirección, administración y con- 
trol de la administradora. 

d) Si hubiere indicios de haberse cometido un ilícito deberá denunciarlo ante el juez 
federal con competencia en lo penal de la jurisdicción del domicilio de la administradora. 
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e) En los cuarenta y cinco días hábiles siguientes, prorrogables por resolución funda. 


da por otros cuarenta y cinco días más, la Superintendencia de Administradoras de Fon= 
dos de Jubilaciones y Pensiones continuará administrando el fondo de jubilaciones y pensio- 
nes, pudiendo contratar, para colaborar en la administración, personal temporario, inclusive 
de la propia administradora liquidada. Asimismo deberá: 


1) Determinar el importe que sea neces 
en el capítulo XI de este título. 


rio para efectivizar las garantías establecidas 

2) Las comisiones que perciba en este período serán aplicables a la recomposi- 
ción del fondo y al pago de los insumos indispensables para la administración del 
fondo. 


3) Si efectuado el procedimiento indicado en los apartados anteriores y no se 
hubiera recompuesto el fondo, la Superintendencia solicitará a la Secretaría de Hacienda 
que, en mérito a la garantía prevista en el capitulo XI, remita el importe faltante para cu- 
brir estos objetivos, el que deberá ser enviado dentro de los cinco días. 

4) Efectivizada la garantía, la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubi- 
laciones y Pensiones intimará a todos los afiliados incorporados a la administradora en 
liquidación para que pasen a otra en el término de noventa días, bajo apercibimiento de 
proceder en la forma indicada en el segundo párrafo del art. 43, notificando tal resolución 
al empleador de cada afiliado. El derecho de traspaso de los afiliados quedará suspendí- 
do hasta la recomposición del fondo al nivel de rentabilidad mínima. El decreto regla- 
mentario de la presente ley fijará el procedimiento de traspaso de los afiliados autónomos. 

Vencido el plazo establecido en el inc, e de este artículo, cesa la intervención de la 
Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones salvo para 
garantizar el traspaso efectivo de las cuentas de los afiliados a la nueva administradora que 
hayan elegido y para representar al Estado nacional en el proceso de liquidación de la ad- 
ministradora, 


El Estado nacional, por los aportes efectuados en virtud de la garantía efectivizada, 
tendrá en la liquidación de la administradora igual preferencia que los acreedores del con- 
curso. 


Las resoluciones que durante este proceso dicte la Superintendencia de Administradoras 
de Fondos de Jubilaciones y Pensiones serán recurribles, con efecto devolutivo, ante la 
Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial o la cámara federal de apelaciones con 
competencia en lo comercial, según sea el domicilio de la administradora en Capital Fede- 
ral o en provincias, respectivamente, 

Si la liquidación de una administradora se debiera a hechos ilícitos cometidos por sus 
directivos, representantes, gerentes, síndicos, y en general los integrantes de los organis- 
mos de dirección, administración y fiscalización, quienes lo hayan cometido o consentido 
responderán por las deudas de la administradora con sus bienes personales. 


Capíruzo VI 
FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES 


Art. 82. - El fondo de jubilaciones y pensiones es un patrimonio independiente y dis- 
tinto del patrimonio de la administradora y que pertenece a los afiliados. La administrado- 
ra no tiene derecho de propiedad alguno sobre él. Los bienes y derechos gue componen el 
patrimonio del fondo de jubilaciones y pensiones serán inembargables y estarán sólo desti- 
nados a generar las prestaciones de acuerdo con las disposiciones de la presente ley. 
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LEY 24.318* 


Banco Central 
de la República Argentina 


Artículo 1" - La sindicatura de los procesos de quiebra de entidades financieras liqui- 
dadas con anterioridad a la vigencia de la ley 24.144, será desempeñada en forma exclusi- 
va y excluyente por el Banco Central de la República Argentina. Se deberán dejar sín 
efecto las designaciones de síndicos ad hoc que se hubieren efectuado hasta la vigencia de 
la presente. 


Art. 2”- La remuneración de los síndicos ad hoc que hubieran desempeñado funcio- 
nes hasta la vigencia de esta ley, será equivalente a la suma que resulte de multiplicar el 
número de meses efectivamente afectado al desempeño de la función por el sueldo corres- 
pondiente al delegado liquidador de la fallida, designado por el Banco Central de la Repú- 
blica Argentina al momento de efectuarse el cálculo, como máximo. En consecuencia, 
los honora; que se hubieran regulado judicialmente sólo podrán percibirse hasta la con- 
Currencia del quántum determinado precedentemente. Esta disposición es de aplicación a 
todos los casos en que se halle pendiente de pago la remuneración del síndico ad hoc. 
Los honorarios del letrado patrocinante de este funcionario serán regulados tomando 
como base la remuneración que conforme las pautas precedentemente descriptas le co- 
rresponda al síndico ad hoc, con exclusión de cualquier otro parámetro y como retri- 
bución total del trabajo profesional, y los que se le hubieran regulado judicialmente 
hasta la vigencia de la presente ley sólo podrán ser percibidos hasta la concurrencia del 
quántum determinado precedentemente. Las pautas de la regulación de los honorarios 
de todo otro funcionario judicial que tuviere intervención en el proceso concursal serán 
idénticas a las establecidas respecto del síndico ad hoc, sin distinguir en cuanto a la fun- 
ción que llegara a cumplir como funcionario judicial y/o apoderado y/o letrado y/o ex- 
perto y/o consultor técnico. En el caso que un funcionario concursal y/o cualquier in- 
terviniente en el proceso concursal actúe a la vez con patrocinio Jetrado, a este último 
se le regularán sus honorarios tomando como base la regulación de quien patrocine. 
Todos los honorarios regulados judicialmente respecto de estos funcionarios judiciales 
y/o apoderados y/o letrados y/o expertos y/o peritos y/o consultores técnicos y/o patroci- 
nantes, sólo podrán percibirse hasta la concurrencia del quántum determinado preceden- 
temente. 


Art. 3— El Banco Central de la República Argentina, efectuará la correspondiente li- 
quidación. conforme lo dispuesto en el párrafo precedente, a requerimiento del juez de la 
causa en el plazo de treinta días, pudiendo adelantar fondos a la entidad fallida, para el 
pago de la remuneración así calculada siendo la oportunidad pertinente, la prevista en los 
arts. 214 y ss. de la ley 19.551, 


Art. 4”— Las normas incluidas en el texto de la ley son aplicables a los procesos en 
trámite. 


Art. 5” [De forma] 


% Sancionada el 4/5/94 y promulgada el 18/5/94 (BO, 30/5/94). 
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LEY 25.113* 


Contrato de maquila | 


Artículo 1*- Habrá contrato de maquila o de depósito de maquila cuando el produc- 
tor agropecuario se obligue a suministrar al procesador o industrial materia prima con el 
derecho de participar, en las proporciones que convengan, sobre el o los productos finales 
resultantes, los que deberán ser de idénticas calidades a los que el industrial o procesador 
retengan para sí. 


El productor agropecuario mantiene en todo el proceso de transformación la Ppropie- 
dad sobre la materia prima y luego sobre la porción de producto final que le corresponde, 

El procesador o industria) asume la condición de depositario de los productos finales 
de propiedad del productor agropecuario debiéndose identificar adecuadamente; estos pro- 
ductos estarán a disposición plena de sus titulares. 

En ningún caso esta relación constituirá actividad o hecho económico imponible. 


Art. 2”-- El contrato del artículo anterior además de los elementos expresados en el 
mismo deberá contener con carácter esencial los siguientes: ¡ 

a) Nombres y domicilios de las partes. 

b) Cantidad de la materia prima contratada. 

c) Lugar de procesamiento. 

d) Lugar en que se depositarán los productos elaborados que correspondan al produc- 
tor agropecuario. 

e) Facultades de control establecidas a favor del productor agropecuario. 

f) Fecha y lugar de entrega del producto elaborado. 

8) Lugar de celebración y firma de las partes. 


Art. 3" Serán nulas las cláusulas incluidas en el contrato que impongan al produc- 
tor agropecuario la obligación de vender parte o la totalidad de los productos finales de su 
propiedad al industrial elaborador o que traben la libre comercialización del mismo por 
cuenta exclusiva del propietario. 


Art. 4” - Los contratos establecerán sistemas y procedimientos de control del proce- 
samiento del producto, que podrá ejercer el productor agropecuario contratante, que le 
permitan verificar las calidades y cantidades de lo pactado y lo entregado al finalizar el 


contrato, y asimismo las condiciones de procesamiento y rendimiento de la materia pri- 
ma conforme pautas objetivas de manufacturación durante su realización. 


Art, 5*- La acciones derivadas de la presente ley tramitarán por juicio sumarísimo, o 
por el trámite abreviado equivalente. La prueba pericial, en caso de no haberse ofreci- 
do por las partes, podrá disponerse de oficio por el juez interviniente. Las partes quedan 
facultadas para designar consultores técnicos que las representen en la producción de la 
prueba pericial. 


Art. 6*-- Las disposiciones de la presente ley serán de aplicación también a todos los 


contratos que téngan por objeto la provisión de materia prima de naturaleza agropecuaria 
para su procesamiento, industrialización y/o transformación. 


* Sancionada el 23/6/99 y promulgada el 8/7/99 (BO, 21/7/99). 
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Art. 7"-—Los contratos agroindustriales referidos en la presente ley deberán inscribir- 
se a pedido de parte en los registros públicos que se crearen en la jurisdicción de cada 
provincia. Las provincias establecerán las disposiciones necesarias para los procedimien- 
tos y aseguramiento según la naturaleza u objeto de cada actividad asignándoseles las con- 
diciones de autoridad de aplicación local. E 

Se registrarán ante la misma autoridad todas las medidas cautelares que afecten los 
productos de propiedad de los productores agropecuarios elaborados con motivo de 
los contratos mencionados en el art. 1” de la presente ley. 


Árt. 8”- Agrégase al primer párrafo del art. 138 de la ley 24.522: 


“Se incluyen en esta norma Jos bienes obtenidos de la transformación de produc- 
tos elaborados por los sistemas denominados “a maquila”, cuando la contratación 
conste en registros públicos”. 


Art. 9%-—Los contratos de elaboración de vinos previstos en la ley 18.600 se regirán 
por sus normas y supletoriamente por la presente. 


Art. 10. [De formal 


LEY 25.284* 
Entidades deportivas 


Artículo 1" -— [SUJETOS COMPRENDIDOS] Quedan sujetas a las disposiciones de la pre- 
sente ley, las asociaciones civiles de primer grado con personería jurídica, cualquiera sea 
la denominación que adopten, cuyo objeto sea el desarrollo de la práctica deportiva en 
cualquiera de sus modalidades, con quiebras decretadas y no mediando el supuesto pre- 
visto en el título TIL, capítulo VHI, sección H de la ley 24.522. 


Art. 2*-[Opsetivos DE La LEY] Esta ley tiene como objetivos: 
a) Proteger al deporte como derecho social. 


b) Continvar las actividades que desarrollan las entidades referidas en el artículo pre- 
cedente, a los efectos de generar ingresos genuinos en beneficio de los acreedores y traba- 
jadores de las mismas, mediante un accionar prudente y económicamente sustentable, 


€) Sanear el pasivo mediante una administración fiduciaria proba, idónea, profesional 
y controlada judicialmente. 

d) Garantizar los derechos de los acreedores a la percepción de sus créditos. 

e) Superar el estado de insolvencia, 

f) Recobrar el normal desempeño institucional de la entidad. 


Art. 3"—[Ámeiro DE apLicacióN] Esta normativa producirá efectos sobre la totali- 
dad de los bienes que integran el patrimonio de los deudores, salvo las exclusiones legal- 
mente establecidas respecto de bienes determinados. 


Art. 4"- [Juez comrerente] El juez que entienda en los casos de quiebras decreta- 
das o aperturas de concursos a las entidades mencionadas en el art. 1%, será competente 
para la aplicación de la presente ley. 


* Sancionada el 6/7/00 y promulgada el 25/7/00 (BO, 2/8/00). 
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Art. 5% - [QUIEBRAS DECRETADAS: APLICACIÓN DE OFICIO] los supuestos de entida. 
des deportivas con quiebras decretadas, encuadradas en el art. 1% las disposiciones de 
la presente ley, se aplicarán de oficio, cualquiera sea el estado del proceso, siempre y 
cuando la autoridad judicial merituare prima facie la existencia de patrimonio suficiente 
para la continuación de la explotación, 


Art. 6% - [CONCURSOS PREVENTIVOS: OPCIÓN. LEGITIMACIÓN. EFECTOS] Tratándose de 
entidades deportivas en cortursos preventivos, comprendi en el art. 1% las autoridades 
de las mismas estarán Jegitimadas para ejercer la opción de continuar el trámite bajo las 
disposiciones de la presente ley. Dentro de los sesenta días deberán presentar, ante el 
juzgado interviniente, la ratificación por la asamblea de asociados. 


Art. 7% - [DESPLAZAMIENTO DE FUNCIONARIOS Y ÓRG. 
La designación del órgano fiduciario desplaz 
título PV, capítulo 11, sección E de la ley 2. y a los órganos institucionales y estatuta- 
rios que estuvieren actuando. Asimismo, dicho de: plazamiento se hace extensivo a todos 
aquellos que no tengan designación expresa por parte de dicho órgano. 

Dentro de las veinticuatro horas de dictado el auto, por secretaría se procederá ; pu- 
blicar edictos durante cinco días, sin necesidad de previo pago, en el diario de publicacio- 
nes legales de la jurisdicción de la entidad y en otro diario de amplia circulación, den- 
tro del radio del domicilio de la entidad involucrada. Los mismos deberán contener 
todos los datos del deudor, y del órgano fiduciario, conforme las pautas establecidas en 
los arts, 27 y 28 de la ley 24,522. 


OS. PUBLICACIÓN DE EDICTOS] 
a todos los funcionarios mencionados en el 


Art. 8" - [FIDEICOMISO DE ADMINISTRACIÓN CON CONTROL JUDICIAL]  Institúyese el fi- 
deicomiso de administración, a los efectos de administrar a las entidades referidas en el 
art. 1”. Estará a cargo de un órgano fiduciario, conformado por tres miembros. Sus in- 
tegrantes, actuarán en forma conjunta y controlados judicialmente. 

Dicho órgano deberá estar integrado por un abogado, un contador y un experto en ad- 
ministración deportiva. 

Las decisiones se tomarán por mayoría simple, con opiniones fundadas y circunstan- 
ciadas que constarán en actas suscritas por los mismos integrantes y sujetas a la aproba- 
ción judicial. El magistrado interviniente podrá apartarse de las decisiones del órgano 
fiduciario, siendo ta misma apelable al sólo efecto devolutivo. 


Art. 9% - [COMITÉ ASESOR HONORARIO] El órgano fiduciario estará facultado para con- 
formar un comité asesor honorario, constituido por asociados de las entidades, de no más 
de cinco miembros, a quienes podrán solicitarse opiniones fundadas y por escrito, cuando 
aquél Jo estimare oportuno. 

Dichos miembros no deberán haber integrado las última 
de la entidad. 


tres comisiones directivas 


Art. 10. - [DesiGnación. Reguisiros] La designación de quienes compongan el ór 
gano fiduciario, la realizará el magistrado que entienda en los respectivos procesos con- 
cursales. La misma se realizará por sorteo, conforme nómina de postulantes inscriptos en 
registros especiales, llevados a cabo, a tales efectos, por la Secretaría de Deportes y Re- 
creación de la Nación o autoridades competentes en cada jurisdicción. 


En cada registro se inscribirán los profesionales e idóneos que acrediten los requisitos 
que abajo se determinan: 

a) Ser abogado o contador con diez años como mínimo de antigiedad en la matrícula 
o estar espe: zado en forma reconocida en organización, administración y gestión de- 
portiva. 


b) Tener ejercicio activo de la profesión. 


ES 


$ 


> 
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c) Acreditar buena conducta con informes del Registro Nacional de Reincidencia y 
del Registro de la Propiedad Inmueble. 


d) No haber integrado el gobierno de la entidad involucrada en las tres últimas admi- 
nistraciones, ni haber sido candidato. 

e) No tener intereses económicos que puedan incidir en la toma de decisiones, en 
perjuicio de los acreedores y asociados. 

/) Ser preferentemente asociado de la entidad, con una antigúedad mínima de diez 
años. 


Art. 11. — [ALCANCES DE La GESTIÓN. REmocióN] El juez determinará los alcances 
de la gestión del órgano fiduciario. Asimismo, dicho magistrado podrá remover de st 
funciones, a cualquiera de los integrantes del órgano, por resolución fundada y aplicar, en 
su caso las sanciones legales que pudieran corresponder. Esta resolución será apelable al 
solo efecto devolutivo. 


Art. 12. — [RESPONSABILIDAD PERSONAL DE LOS FIDUCIARIOS] Los fiduciarios deberán 
cumplir sus funciones con la prudencia y diligencia de un buen hombre de negocios, res- 
ponderán ilimitada y solidariamente por los daños y perjuicios que causaren por su culpa 
grave y/o dolo. En todos los casos, el juez dispondrá como medio cautelar, la separación 
del cargo del o de los fiduciarios. La resolución será apelable con efecto devolutivo. 


Art. 13. - [CONSOLIDACIÓN DEL Pasivo] A los fines determinados en esta ley, el juez 
dispondrá la consolidación del pasivo de conformidad con la determinación que lMevará a 
cabo el órgano fiduciario, según lo dispone el inc. d del art. 15, Para esta determina- 
ción se deberá tener en cuenta a los acreedores con pronunciamiento judicial firme, veri- 
ficados y declarados admisibles, con o sin privilegios y a todos aquellos que pudieran resul- 
tar de las verificaciones sustanciadas por la vía incidental. Asimismo, quedan incluidas 
todas las deudas que existan con los funcionarios y empleados de la quiebra, aun los que 
actuaron en concursos preventivos precedentes, como así también los honorarios deven- 
gados o a devengarse de todos los letrados y de los peritos de parte o judiciales de las 
entidades involucradas. Las resoluciones oportunamente dictadas producirán los efectos 
del art. 37 de la ley 24.522 

Todas las acciones iniciadas o a iniciarse, en contra de las entidades mencionadas en 
el art. 1” serán atraídas por el juzgado interviniente cualquiera sea el fuero o jurisdic- 
ción donde tramiten, para continuar ante aquél, las diligencias procesales que corres- 
pondieren. 


Art. 14. - [ANOTACIÓN DE LA CONSTITUCIÓN DEI. FIDEICOMISO EN LOS REGISTROS RES- 
1vos. NortricacióN] A los fines del cumplimiento de los objetivos de esta ley, el 
juez ordenará la anotación de la constitución del fideicomiso de administración, en todos 
los registros donde deba inscríbirse la titularidad de los bienes muebles, inmuebles y 
derechos correspondientes a la entidades mencionadas en el art. 1” de esta ley. 

Dicho patrimonio será administrado a favor de los acreedores de las entidades para la 
cancelación de las deudas. 

Asimismo, ordenará notificar la aplicación de la presente ley, al organismo estata) 
competente, encargado del control y fiscalización de las entidades involucradas. 


Art. 15. - [OBticacio: 
las siguientes obligacion 

a) Respetar en todas las gestiones los principios de prudencia, austeridad y racionali- 
dad en los gastos conforme a los especiales intereses que les fueran delegados, sobre la 
base de la confianza y la buena fe. 

b) Adoptar durante la gestión todas las medidas pertinentes, a fin de no generar nue- 
vos pasivos, procediendo con la prudencia y diligencia de un buen hombre de negocios. 


S DEL ÓRGANO FIDUCIARIO] Las personas designadas tendrán 


31. TLA. Concursos y quiebras. 


DICE. Li 
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c) Prestar la dedicación necesaria y proceder, con conducta irreprochable en la repíe- 
sentación de la entidad. 


d) Determinar las deudas que existan contra las entidades mencionadas en el art. 19 
de conformidad con el procedimiento establecido en las disposiciones del título IE, capítulo 
If, sección MI de la ley 24,522. 


e) Dictaminar respecto de todas las solicitudes de verificación de los créditos y priyi- 
legios contra las entidades sobre las que haya recaído sentencia de quiebra posterior a la 
sanción de la presente ley y continuar las actuaciones incidentales y/o cualquier proceso 
en trámite. En todos los caso: aplicarán las disposiciones del título 1, capítulo 1H, 
sección III de la ley 24.522. 


£) individualizar cada uno de los bienes fideicomitidos y determinar el valor realiza 
ble de los mismos en oportunidad de cada distribución. 


8) Elaborar el presupuesto anual de ingresos y egresos, no pudiendo apartarse del 
mismo, salvo que por razones de fuerza mayor o caso fortuito, el juez determinara hacer- 
lo, a fin de no agravar la situación de los acreedores ni de la institución comprometida, 

h) Designar al personal técnico y administrativo necesario para el funcionamiento 
institucional. 


i) Realizar mediante licitación, toda contratación de servicio que supere el giro ordi- 
nario de la administración para el normal funcionamiento de la entidad. 


J) Presentar al juez un informe trimestral sobre los avances de la gestión, bajo aperci- 
bimiento de ser considerado su incumplimiento, causal de mal desempeño del cargo. En 
el primer informe que se presente, deberán expedirse con respecto a todos los contratos 
pendientes, debiendo opinar sobre su continuación, resolución o renegociación. 


k) Rendir cuenta al juez sobre el estado del patrimonio fiduciario, con la periodicidad 


que aquél fije, la que podrá ser también solicitada judicialmente por los acreedores y so- 
cios de la entidad. 


1) Instruir sumarios administrativos, a las tres últimas administraciones de la entidad. 
siempre que existan presunciones de la comisión de actos u omisiones contrarios a las le- 
yes, estatutos y reglamentos, de los cuales puedan derivarse un perjuicio contra la entidad 
involucrada, debiendo garantizarse en todos los casos, el derecho de defensa de los suma- 
riados, conforme las leyes procesales vigentes en cada jurisdicción. 


Dentro del plazo de noventa días deberá: 

L- Dictar una resolución conteniendo los siguientes puntos: 
LL. Existencia o no de la irregularidad, 

LIL Carácter de la misma. 


LIL Identificación de los responsables. 

LIV. Apreciación del monto del perjuicio, 

IL Iniciar las acciones penales y civiles que correspondan. 
La enumeración precedente es meramente enunciativa. 


Art. 16. - [DERECHOS DEL ÓRGANO FIDUCIARIO] Los integrantes del órgano fiduciario 
recibirán en concepto de honorarios, aquellos que regule el juez teniendo en consideración 
la índole de la labor encomendada y la importancia de las obligaciones a cumplir, confor- 
me criterio de la ley 24.522, con exclusión de cualquier otro régimen legal. 


Art. 17. - [BENEFICIO DEL PRONTO PAGO] Será aplicable el procedimiento de pronto 
pago para los créditos laborales previsto por el art. 16 de la ley 24.522. A tales efectos, 
el juez autorizará el pago de los sueldos, con exclusión de las primas y premios, y demás 
rubros contemplados en la ley de contrato de trabajo. 
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Art. 18. — [DISTRIBUCIÓN DEL ACTIVO. (CANCELACIÓN DE DEUDAS] La distribución del 
producido por la realización de los bienes fideicomitidos, como así también del porcentaje 
de los ingresos generados a favor de los acreedores, podrá realizarse hasta dos veces en el 
transcurso de cada ejercicio. 


Las sumas parciales a distribuir las determinará el juez, previo informe de los fiducia- 
ios y de los peritos judiciales, de acuerdo a los bienes existentes y recursos percibidos 
durante la gestión. 

Cada distribución tendrá efecto cancelatorio en la misma proporción que la relación 
existente entre monto a distribuir y el activo realizable. El efecto cancelatorio no podrá 
superar el 60% del valor nominal del pasivo. 


Los beneficios del pronto pago, no se encuentran sujetos al presente régimen. 


Art. 19. — [EMISIÓN DE 
cados representativos del pa 
clarados como tales, 

Los certificados deberán ser nominativos y podrán negociarse por vía de endoso. En 
ningún caso devengarán intereses. 

Se deberá dejar constancia en los respectivos títulos, del régimen cancelatorio previs- 
to en la presente ley. 

La reglamentación establecerá las condiciones de emisión de los certificados y las 
enunciaciones necesarias para identificar el fideicomiso al que pertenecen, con breve des- 
cripción de los derechos que confiere. 


LOS CERTIFICADOS] La administración fiduciaria emitirá certifi- 
so consolidado, a favor de los acreedores definitivamente de- 


Art. 20. -[ACros DE DISPOSICIÓN. AUTORIZACIÓN JUDICIAL] Los actos de disposi- 
ción del órgano fiduciario deberán ser autorizados por el juez interviniente, quien se expe- 
dirá dentro de los cinco días de formulado el requerimiento. Las transferencias de los 
derechos federativos quedan comprendidas en dichos actos. 


Art. 21. — [PERITOS JUDICIALES. INFORMES] El juez nombrará a los peritos necesa- 
rios, conforme a las circunstancias del caso, pertenecientes a la oficina de peritos judicia- 
les, a fin de que emitan a su requerimiento, informes periódicos sobre la marcha de la ges- 
tión administrativa, económica y patrimonial. 

Deberán opinar, especialmente, sobre los resultados de las enajenaciones y otros actos 
de disposición concluidos y sobre el origen y aplicación de los fondos percibidos. 


Art. 22.—[PLazO DEL FIDEICOMISO DE ADMINISTRACIÓN CON CONTROL JUDICIAL] El f- 
deicomiso tendrá una duración de tres años, renovables por resolución judicial, hasta el 
máximo de nueve años. 


Art. 23. — [LIQUIDACIÓN DE La ENTIDAD] Cumplido el plazo de tres años, el juez ana- 
lizará la continuidad del fideicomiso o su liquidación. Decidida esta última, determina- 
rá la forma de llevarla a cabo y designará a los encargados de dicha misión, que podrán 
ser los mismos fiduciarios. 


Serán causales de liquidación, la no generación de recursos para atender el giro ordi- 
nario de la entidad o para conformar la masa a distribuir a favor de Jos beneficiarios. 


Art. 24. — [EXTINCIÓN DEL FIDEICOMISO ADMINISTRATIVO CON CONTROL JUDICIAL] Son 
causales de extinción del fideicomiso: 

a) El cumplimiento de los objetivos propuestos en el art. 2% 

b) La imposibilidad de generar los recursos previstos en el párr. 2” del artículo ante- 
rior o el cumplimiento del plazo legal. 


Art. 25. — [EFECTOS DE LA EXTINCIÓN] Los efectos de la extinción son: 
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a) En el supuesto del inc. a del art. 24 la autoridad jurisdiccional por medio de los 
fiduciarios dispondrá la elección de nuevas autoridades, en un plazo que no podrá exceder 
a los noventa dí 

b) En los supuestos del in 
men de la ley 24.522, 


. b del art. 23, se continuará el proceso, conforme al régi- 


4 


Art. 26. — [DISPOSICIONES APLICABLES] Se aplicarán, en todo lo due no se oponga a 
la presente ley, las disposiciones del Código Civil, de las leyes 22.315, 24.441 y 24.522, las 
de todas las leyes y decretos provinciales de policía en materia asociativa y las de Jos 
códigos procesales vigentes en cada jurisdicción. 


Art. 27. [LEY DE ORDEN púsLicO. Vigencia] Esta ley es de orden público y su 
entrada en vigencia será conforme a la normativa genérica de los arts. 2% y 3% del Cód, 
Civil. La aplicación será inmediata aun respecto a las consecuencias y situaciones jurídi- 
cas preexistentes. 


Art. 26. [De forma] 


LEY 25.563* | 


Emergencia productiva y crediticia 


CarítuLo 1 
DE LA EMERGENCIA 


Artículo 1”-- Declárase la emergencia productiva y crediticia originada en la situa- 
ción de crisis por la que atraviesa el país, hasta el 10 de diciembre de 2003. Las modi- 
ficaciones que por la presente se introducen a las leyes que aquí se mencionan, regirán 
mientras dure la emergencia salvo que se establezca un plazo menor, sin perjuicio de cum- 
plirse y mantenerse hacia el futuro los efectos correspondientes de los actos perfecciona- 
dos al amparo de su vigencia. 


Carítuo HI 
DE LOS DEUDORES EN CONCURSO PREVENTIVO 


Art, 2% -- Modifícase el art. 43 de la ley 24.522 el que queda redactado de la siguiente 
forma 


- [Pertono pe excurstvibaD. PROPUESTAS DE ACUERDO] Dentro de los ciento 
desde que quede notificada por ministerio de la ley la resolución prevista en 
el articulo anterior, o dentro del mayor plazo que el juez determine en función al número de 
acreedores 0 categorías el que no podrá exceder los cienio ochenta días del plazo ordinario 
establecido, el deudor gozará de un período de exclusividad para formular propuestas de 
acuerdo preventivo por categorías a sus acreedores y obtener de éstos la conformidad según 
el régimen previsto en el art. 45. Las propuestas pueden consistir en guita o espera 0 am- 
bas; entrega de bienes a los acreedores: constitución de sociedad con los acreedores quiro- 


+ Sancionada el 30/1/02; promulgada parcialmente el 14/2/02 (BO, 15/2/02). El texto sangrado y en 
cuerpo menor fue derogado por ley 25.589, 
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grafarios, en las que éstos ¡engan calidad de socios; reorganización de la sociedad deudora; 
administración de todos o parte de los bienes en interés de los acreedores; emisión de obliga- 
ciones negociables o debentures; emisión de bonos convertibles en accion ó 
garantías sobre bienes de terceros; cesión de acciones de otras sociedades; capitalización 
de créditos, inclusive de acreedores laborales, en acciones o en un programa de propiedad 
participada, o en cualquier otro acuerdo que se obienga con conformidad suficiente dentro de 
cada categoría, y en relación con el total de los acreedores a los cuales se les formulara la 
propuesta. 


Las propuestas deben contener cláusulas iguales para los acreedores dentro de coda 
categoría, pudiendo diferir entre ellas. El deudor puede efectuar más de una propuesta res 
pecto de cada categoría, entre las que podrán optar los acreedores comprendidos en ellas 
El acreedor deberá optar en el momento de dar su adhesión a la propuesta. 


Las propuestas no pueden consistir en prestación que dependa de la voluntad del den 
dor. 


Cuando no consista en una quita o espera, deberá expresar la forma y tiempo en que 
serán definitivamente calculadas las deudas en moneda extranjera que existiesen, con rela- 
ción a las prestaciones que se estipulen. 

Los acreedores privilegiados que renuncien expresamente al privilegio, deben quedar 
comprendidos dentro de alguna categoría de acreedores quirografarios. La renuncia no 
puede ser inferior al treinta por ciento de su crédito. A estos efectos, el privilegio que pro- 
viene de la relación laboral es renunciable, debiendo ser ratificada en audiencia ante el 
juez del concurso, con citación a la asociación gremial legitimada, Si el trabajador no se 
encontrare alcanzado por el régimen de convenio colectivo, no será necesaria la citación 
de la asociación gremial. La renuncia del privilegio laboral no podrá ser inferior al veinte 
por ciento del crédito, y los acreedores laborales que hubieran renunciado a su privilegio se 
incorporarán a la categoría de quirografarios laborales por el mono del crédito a cuyo privi- 
legio hubieran renunciado. El privilegio a que hubiera renunciado el trabajador que haya 
votado favorablemente el acuerdo renace en caso de quiebra posterior con origen en la 
fala de existencia de acuerdo preventivo, o en el caso de no homologarse el acuerdo. 


El deudor deberá hacer pública su propuesta presentando la misma en el expediente 
con una anticipación no menor a veinte días del vencimiento del plazo de exclusividad. Si 
no lo hiciere será declarado en quiebra. 

El deudor podrá presentar modificaciones a su propuesta original hasta el momento 
de celebrarse la junta informativa prevista en el art. 45 penúltimo párrafo. 


Art. 3? — Modifícase el art. 49 de la ley 24.522 el que queda redactado de la siguiente 


forma: 


Art. 49. - [Existencia o acuerno] Dentro de los tres días de presentadas las confor- 
midades correspondientes, por parte del deudor, dentro del período de exclusividad, el juez 
dictará resolución, haciendo saber la existencia de acuerdo preventivo. 


Art. 4? - Modifícase el inc. 5 del art. 50 de la ley 24.522, el que queda redactado de la si 


guiente forma: 


Inobservancia de formas esenciales para la celebración del acuerdo. Esta causal sólo 
puede invocarse por parte de acreedores que no hubieran presentado conformidad a las pro- 
puestas del deudor. 


Art. 5 - Modifícase el art. 51 de la ley 24,522 el que queda redactado de la siguiente 


forma: 


Art. 51. -[ResoLución] Tramitada la impugnación, si el juez la estima procedente, 
en la resolución que dicte debe declarar la quiebra. 


Si la juzga improcedente, debe proceder a la homologación del acuerdo preventivo. 


Ambas decisiones sen apelables, al solo efecto devolutivo, en el primer caso por el 
concursado y en el segundo por el acreedor impugnante. 


An, 6” — Modifícase el art. $3 de la ley 24.522, el que queda redactado de la siguiente forma: 


Art. 53. — [MepiDAS para La EECUCióN] La resolución que homologue el acuerdo debe 
disponer las medidas judiciales necesarias para su cumplimiento. Si consistiese en la reor- 
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gonizac ión de la sociedad deudora, o la constitución de sociedades con los acreedores, 
con alguno de ellos, el juez debe disponer las medidas conducentes a su formalización y fi. 
Jar plazo para su ejecución, salvo lo dispuesto en el acuerdo. 


Art. 7" - Modifíc El 5. É 7 
a odifícase el art. 35 de la ley 24.522, el que queda redactado de la siguiente 


is nod y cial: En sodos los casos, el acuepdo homologado importa la novación 

does ol leaciones con origen 0 causa anterior al concurso. Esta novación no causa 

deneenación de las obligaciones del fiador ni de los codendores solidarios, los que quedarán 
¡gados solamente en la extensión de la nueva obligación nacida del acuerdo homologado, 


Art. 8%A partir de la vigenci 
conc 84 partir de la vigencia de la presente ley se prorrogará en todos los procesos 
E les presentados con anterioridad y regidos por la ley 24.522 el vencimiento del deno. 
lo rlusi a s 
. ra eríodo de exc lusividad, por un plazo no menor a ciento ochenta días contados desde 
ncimiento prevista o desde la última prórroga otorgada por el juez del concurso. 


a Sespéndesa desde la vigencia de la presente y por el plazo previsto en el art. 1* de esta ley, 
pa lauier Ko de garanrias de obligaciones financieras que de cualquier modo permitan la trans- 
cia de control de las sociedades concursadas o sus subsidiarias. 


Art. 99 — Suspéndese por el plaz ci o fo 
plazo de ciento ochenta días contados a partir de la vigencia 
si 5 e 5 ' a 

E dada pos cole ursos preventivos, la totalidad de las ejecuciones judiciales y alud 
ciales, s las hipotecarias y prendarias de cualquier origen que éstas sean, así c 

Ñ das | sean, omo tam- 
ES previstas en la ley 24.441, en el art. 39 del decr. de 15.348, en la ley 9643 modificado 
por la ley 24,486 y las previstas en el art. 23 de la ley 24.522. 


Art. 10%. — En los casos de acuerdos e judici j 
Ñ n los sd > os concursales judiciales o extrajudiciales homolo- 
e E Dread de la ley 24.522, el plazo para el cumplimiento de las obligaciones 
ea por e PE y sin perjuicio de lo dispuesto en el Capítulo HI se ampliará por 
a contar desde que las obligaciones homologadas en el concordato sean exigibles. 


Art. 11. — Suspéndese por el plaz 7 ¿mi 
n vor el plazo de ciento ochenta días el trámite de los pedide ie- 
bra, dejando a salvo la posibilidad de aplicar las medidas del art. 85 de la ds 04.522. ne 


deta e e = pacas AL CrébITO] El Banco Central de la República Argentina proce- 
á a reglamentar la eliminación de toda restricción que de cualquier modo impida, obs- 
O E el aceeso al crédito de las personas físicas y/o jurídicas concursadas. 
AENA a nd la República Argentina instrumentará una línea de redescuentos 

a las entidades financieras que asistan a las empresas concursadas que se en- 
EE en la etapa prevista en el art. 43 de la Jey 24.522 que tenga por efecto asegu- 
y os 5 aecESO a crédito y avales suficientes para formular una propuesta 
le. Sus acreedores que sea considerada razonable y viable por la entidad banca- 
Ha a cuyo cargo se encuentre la asistencia crediticia, 


as Y 5 i 
Las empresas concursadas y aquellas en quiebra con continuidad empresaria, podrán 


contratar libremente con el Estado nacional siempre el o ¡ones exigidas 
s ional siemp ue ri 
q únan las condicí xig: 


Art. 13, - Incorpóranse € álti A a 
guientes: heorpóranse como últimos párrafos del art. 3% de la ley 23.898, los si- 


dd a roll En los procesos concursales, la tasa aplicable será del 0,75% 
Sa pericias Enados los créditos verificados comprendidos en el acuerdo preventivo. 
S iS bargo, cuando dicho importe supere la suma de pesos cien millones la tasa 
aplicable será del 0,25% sobre el excedente. 


La inistració úbli 
ía ción Federal de Ingresos Públicos concederá a los procesos con- 
Re $, Con carácter general, planes de pago de la tasa de justicia determinada en 
esta ley por un plazo de hasta diez años. 


* Ver ley 25.589, art. 9%, 
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Invítase a las provincias a establecer una disminución en Sus respectivos re- 
gímenes fiscales en punto a las tasas judiciales en el mismo sentido aquí normado, 


Art. 14. — Incorpórase como último párrafo del art. 266 de la ley 24.522 el siguiente: 


Para el caso que el monto del activo prudencialmente estimado supere la suma 
de cien millones de pesos, los honorarios previstos en este artículo no podrán exce- 
der el 1% del activo estimado, 


CaríruLo ll 
DE LA DEUDA DEI SECTOR PRIVADO E HIPOTECARIO 


Art. 15.— Las entidades financieras regidas por la ley 21.526 y complementarias gozarán de 
un plazo de noventa días para proceder a la reprogramación de las acreencias existentes al 30 
de noviembre de 2001 que mantengan con los deudores del ema a través de un acuerdo con 
cada uno de ellos, celebrado en el marco de las previsiones de la ley 25.561. 

La reestructuración deberá contemplar los términos de quita, espera, tasa y demás condicio 
nes que resulten razonables a las nuevas condiciones cambiarias y de flujo de fondos de las per: 
sonas físicas o jurídicas. 

Si al término de dicho plazo no se ha acordado la reprogramación indicada, la entidad 
financiera deberá previsionar el 100% del crédito del deudor. [Párrafo observado por decr, 
318/02, art. 19] 

En cuanto a las garantías otorgadas por las sociedades de garantía recíproca (ley 24.467) 
y/0 fondos de garantías, no podrán ser ejecutadas mientras dure la emergencia. 

Para el supuesto de mediar acuerdo, las sociedades de garantía reciproca y/o fondos de ga- 
rantía reasumen sus obligaciones de manera subsidiaria y en los mismos términos del acuerdo a 
que el deudor hubiera arribado. 


Art. 16. - Se suspenden por el plazo de ciento ochenta días corridos* contados a par- 
tit de la vigencia de la presente: 

a) Los actos de subasta de inmuebles en los que se encuentre la vivienda del deudor 
o sobre bienes afectados por él a la producción, comercio o prestación de servicios, decre- 
tadas en juicios ejecutivos, ejecuciones de sentencias o en ejecuciones extrajudiciales. 
Exceptúanse de esta disposición los créditos de naturaleza alimentaria, los derivados de la 
responsabilidad por la comisión de delitos penales, los laborales, los causados en la res- 
ponsabilidad civil y contra las empresas aseguradoras que hayan asegurado la responsa- 
bilidad civil, los de causa posterior a la entrada en vigencia de esta ley y la liquidación 
de bienes en la quiebra. 

b) La ejecución de medidas cautelares que importen el desapoderamiento de bienes 
afectados a la actividad de establecimientos comerciales, fabriles o afines, que los necesi- 
ten para su funcionamiento. [Texto modificado por ley 25.589, art. 12] 


Art. 16 (texto original). — Suspéndese por el plazo de ciento ochenta días contados a partir 
de la vigencia de la presente, la totalidad de las ejecuciones judiciales o extrajudiciales, inclui. 
das las hipotecarias y prendarias de cualquier origen que éstas sean, incluso las previstas en la 
ley 24.44] y en el art. 39 del decr. ley 15.348 y las comprendidas en la ley 9643 modificada por 
la ley 24.486. Exceptúense de esta disposición los créditos de naturaleza alimensaria y los deri- 
vados de la responsabilidad de la comisión de delitos penales, los créditos laborales, los que no 
recaigan sobre la vivienda del deudor o sobre otros bienes afectados por el mismo a producción, 
comercio o prestación de servicios, los derivados de la responsabilidad civil y contra las empresas 
aseguradoras, las obligaciones surgidas con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley y 


= Por ley 25.737 (BO, 3/6/03) se prorrogó este término por noventa días. 
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los casos en que hubiera comenzado « cumplirse la sentencia de quiebra, con lo correspondiénte 
liquidación de bienes. 

Suspéndese por el plazo de ciento ochenta días las medidas cautelares trabadas y prohibese 
por el mismo plazo las nuevas medidas comtelares sobre aquellos bienes que resulten indispensa. 
bles para la continuidad de las actividades relacionadas con el giro habitual del deudor. Sus 
péndese asimismo por el mismo plazo las ejecuciones y medidas cautelares a que se refiere el ar 
92 de la ley 11.683 incorporado por el art. 18 de la ley 25,239. [Frase observada por decr. 
os. art, 2% 

Serán nulos todos los actos de disposición extraordinaria del deudor sobre sus bienes duran. 
e el período de suspensión previsto en el presente articulo, salvo que contare con acuerdo expre. 
so de las acreedores. 


Art, 17.- 7) Sustitiyense el primero y segundo párrafos del art. 6* de la ley 25.561, los que 
quedarán redactados de la siguiente forma: 


Art 6% - El Poder Ejecutivo nacional dispondrá medidas tendientes a disminuir el im- 
pacto producido por la modificación de la relación de cambio dispuesta en el art. 2” de la 
presente ley, en las deudas nominadas en dólares estadounidenses u otras divisas extranjeras, 
que mantuvieran personas de existencia visible o ideal con el sistema financiero o que man- 
tuviesen personas fisicas o jurídi |, comprendidas en Lo: . 4, b y f del presente 
artículo. Al efecto dispondrá normas necesarias para su adecuación. 


El Poder Ejecutivo nacional reestructurará las deudas con el sector financiero y entre 
personas físicas o jurídicas comprendidas en los incs. a, b y f del presente articulo estable- 
ciendo la relación de cambio un peso > un dólar estadounidense en deudas con el sistema fin 
nanciero y entre personas físicas o jurídicas comprendidas en los ines. a, b y f del presente 
artículo cuyo importe de origen no fuese superior a dólares estadounidenses cien mil con 
relación a: a) créditos hipotecarios destinados a la adquisición de vivienda; b) a la construc- 
ción, refacción y/o ampliación de vivienda; c) créditos personales; «/) créditos prendarios 
para la adquisición de automotores; e) a los créditos de personas físicas o jurídicas que cum- 
plan con los requisitos de micro, pequeña y mediana empresa (MIPyME), y f) las deud 
contraídas por personas fisicas en su carácter de asociados a sociedades cooperativas o aso- 
ciaciones mutuales, que hayan tenido por origen y por fin la adquisición, construcción, re- 
facción y/o ampliación de vivienda única y familiar. 


2) Incorpórase como último párrafo del art. 6” de la ley 25.561, el siguiente: 


Las sociedades cooperativas y asociaciones mutuales que resulten afectadas por lo dis- 
puesto en esta norma podrán recibir del Poder Ejecutivo nacíonal el mismo trato que se con- 
fiera a las entidades financieras a las que se refiere este artículo. [Artículo observado por 
decr. 318/02, art. 3% 


Art. 18, - Agrégase como último párrafo del art. 11 de la ley 25.561 el siguiente texto: 


osiciones de este artículo los casos comprendidos en el 
318/02, art. 3% 


Quedan exceptuados de las dis 
art. 6% — [Artículo observado por deci 


D 


OSICIONES COMPLEMENTARIAS 


Art. 19. -- Derógase el inc. c del art. 28 del decr. 1023/01. 
Art. 20, — Derógase el inc. e del art. 3" de la ley 23.898. 
Art. 21. - Derógase el art. 48 de la ley 24.522. 


Art. 22. — Esta ley es de orden público y entrará en vigencia a partir de su promulga- 
ción. 


Art. 23. [De forma] 
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LEY 25,589* 


Modificación de las leyes 24.522 y 25.563 


Artículo I"-- Derógase el art. 2% de la ley 25.563 y modifícase el texto del art. 43 de 
la ley 24,522, el que queda redactado de la siguiente forma: [incorporado en el articulado 
de la LCQ] 


Art. 2*- Derógase el art. 3% de la ley 25.563 e incorpórase como art. 49 de la ley 
24.522, el siguiente texto: [incorporado en el articulado de la LCQ] 


Art. 3” - Derógase el art. 40 de la ley 25.563 y restablécese el texto del inc. 5 del art. 
50 de la ley 24.522, el que queda redactado de la siguiente forma: [incorporado en el arti- 
culado de la LCQ] 


Art. 4” - Derógase el art. 5? de la ley 25.563 y restablécese el texto del art. 51 de la 
ley 24.522, el que queda redactado de la siguiente forma: [incorporado en el articulado de 
la LCQ] 


Art. 5*- Derógase el art. 6” de la ley 25.563 y restablécese el texto del art. 53 de la 
ley 24.522, el que queda redactado de la siguiente forma: [incorporado en el articulado de 
la LCQ] 


Art. 6”— Derógase el art. 7* de la ley 25.563 y restablécese el texto del art. 535 de la 
ley 24.522, el que queda redactado de la siguiente forma: [incorporado en el articulado de 
la LCQ] 


Art. 7”- Derógase el art. 8 de la ley 25.563, 
Art. 8”- Derógase el art. 9? de la ley 25.563. 


Art. 9- El plazo establecido por el art. 10 de la ley 25.563, concluye el día 30 de 
junio de 2002. A partir de esa fecha se reanudan los plazos que hubieran sido afectados 
por esa norma. 


Art. 10. — Derógase el art. 11 de la ley 2 


63. 
Arf. 11. — Derógase el art. 15 de la ley 25.563. 


Art. 12. — Modifícase el art. 16 de la ley 25,563, el que queda redactado de la si- 
guiente forma: [incorporado en el articulado de la ley 25.563] 


Art. 13. — Derógase el art. 21 de la ley 25.563 e incorpórase como nuevo art. 48 de la 
ley 24.522, el siguiente texto: [incorporado en el articulado de la 1,CQ] 


Art. 14. - Incorpórase como art. 32 bis a la ley 24.522 el siguiente texto: [incorpora- 
do en el articulado de la LCQ] 


Art. 15. - Modifícase el art. 39 de la ley 24.522 el que queda así redactado: [incorpo- 
rado en el articulado de la LCQ] 


Art. 16. — Incorpórase como art. 45 bis a la ley 24.522, el siguiente texto: [incorpora 
do en el articulado de la LCQ] 


= Sancionada y promulgada el 15/5/02 (BO, 16/5/02). 
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Art. 17. — Modifícase el art. 52 de la ley 24.522 el que quedará así redactado: [incor-” 
porado en el articulado de la 1CQ] 


Art, 18, — Modifícase el Capítulo VI del Título II de la ley 24.522, cuyos artículos 
a así redactados: [incorporado en el articulado de la LCQ] 


1 Art. 19. -- Modifícase el art. 262 de la ley 24,522, el cual quedará redactado de la si- 
guiente forma: [incorporado en el articulado de la LCQ] 


Art. 20. — Esta ley entra a regir el día de su publicación y se aplica a los concursos 
en trámite, La aplicación de esta ley no modifica los plazos o fechas establecidos en 
cada caso por el juez, pero queda derogada expresamente la previsión contenida en el 
primer párrato del art. 43 de la ley 24.522, texto según ley 25.563 que autorizaba a 
extender el período de exclusividad. En función de ello, el juez no podrá por ninguna 
razón ampliar o prorrogar el período de exclusividad ya establecido, ni suspender, pos- 
tergar o modificar la fecha de la audiencia informativa prevista por el art. 45, quinto pá- 
trafo, ley 24.522, 


Art. 21. - Modifícase el art. 190 de la ley 24.522 que queda redactado de la siguiente 
Manera: incorporado en el articulado de la LCQ] 


Art. 22. [De forma] 


LEY 25.750* 


Preservación de bienes 
y patrimonios culturales 


Artículo 1- En orden a resguardar su importancia vital para el desarrollo, la innova- 
ción tecnológica y científica, la defensa nacional y el acervo cultural; y sin perjuicio de lo 
dispuesto por leyes especiales destinadas a tutelar los intereses estratégicos de la Nación, 
la política del Estado nacional preservará especialmente: 

a) El patrimonio antropológico, histórico, artístico y cultural. 

b) Las empresas dedicadas a la ciencia, tecnología e investigación avanzada que 
resulten fundamentales para el desarrollo del país. 

c) Actividades e industrias de relevante importancia para la defensa nacional. 


dl) El espectro radioeléctrico y los medios de comunicación. 


Art. 2*- Establécese, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, que la pro- 
piedad de los medios de comunicación, que se definen en el art. 3% de la misma, deberá 
ser de empresas nacionales, permitiéndose la participación de empresas extranjeras hasta 
un máximo del 30% del capital accionario y que otorgue derecho a voto hasta por el mis- 
mo porcentaje del 30%. 


Dicho porcentaje podrá ser ampliado en reciprocidad con los países que contem- 
plan inversiones extranjeras en sus medios de comunicación, hasta el porcentaje en 
que ellos lo permiten. 


No se encuentran alcanzados por las dispo: 


jones de la presente norma: 


a) Los medios de comunicación que a la fecha de entrada en vigencia de la pre- 
sento ley sean de titularidad o control de personas físicas o jurídicas extranjeras. 


* Sancionada el 18/6/03 y promulgada de hecho el 4/7/03 (BO, 7/1/03). 
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b) Los contratos de cesión de acciones, cuotas o de transferencia de la titulari- 
dad de la licencia celebrados con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la 
presente ley, y que aún no hayan sido aprobados por los organismos competentes, 


Las empresas culturales no podrán ceder el control sobre los contenidos de su 
producción. 


Art. 3"- A los efectos de la presente ley, son considerados medios de comunicación 
los siguientes: 

a) Diarios, revistas, periódicos y empresas editoriales en general. 

b) Servicios de radiodifusión y servicios complementarios de radiodifusión compren- 
didos en la ley 22.285. 

e) Productoras de contenidos audiovisuales y digitales. 

d) Proveedoras de acceso a Internet. 

e) Empresas de difusión en vía pública. 


Art. 4”- A los fines de esta ley se entenderá por empresa nacional: 

a) Personas físicas de nacionalidad argentina, y jurídicas constituidas, domiciliadas 
en el país e integradas mayoritariamente por ciudadanos argentinos. 

b) Personas jurídicas constituidas en el país o en el exterior, controladas directa o in- 
directamente por personas físicas de nacionalidad argentina y domiciliadas en el país. 

A los efectos de esta ley se entenderá por empresa extranjera: 

a) Personas físicas de nacionalidad extranjera 0, 


b) Personas jurídicas constituidas en el país o en el exterior controladas directa o in- 
directamente por personas físicas de nacionalidad extranjera. 


Art. 5" - Establécese que el procedimiento y las disposiciones reguladas por el art. 
48 de la ley 24.522 en la redacción establecida por el art. 13 de la ley 25,589, no regirán 
para tos medios de comunicación enumerados en el art. 3* de la presente ley en tanto éstos 
sean de propiedad nacional, tanto como se define en el art, 2? de la presente. En caso de 
no alcanzarse acuerdo en los procedimientos concursales, a solicitud de la concursada la 
propuesta de participación directa o indirecta de empresas extranjeras en la propiedad de 
los medios de comunicación de empresas nacionales, deberá ser previamente autorizada 
por el Poder Ejecutivo nacional. 


Art. 6” [De forma] 


LEY 26.994* 


Aprobación del Código Civil 
y Comercial de la Nación 


Artículo 1” — Apruébase el Código Civil y Comercial de la Nación que como Anexo 1 
integra la presente ley. 


Art. 2”— Apruébase el Anexo ll que integra la presente ley, y dispónese la sus 
ción de los artículos de las leyes indicadas en el mismo, por los textos que para cada caso 
se expresan, 


+ Sancionada el 1/10/14, promulgada el 7/10/14 (BO 8/10/14). Fe de erratas BO, el 10/10/14. 
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Art. 3”- Deróganse las siguientes normas: 
a) Las leyes 11.357, 13.512, 14,394, 18.248, 19,724, 19.836, 20.276, 21.342 -con eX- 
cepción de su art. 6%, 23.091, 25.509 y 26.005, 


b) La Sección IX del Capítulo II —arts. 361 a 366- y el Capítulo II de la ley 19.550, 
to. 1984, 


c) Los arts. 36, 37 y 38 de la ley 20.266 y sus modificatorias, 
d) El art. 37 del decr. 1798 del 13 de octubre de 1994. 
e) Los arts. 1% a 26 de la ley 24,441. 


1 s Capítulos 1 con excepción del segundo y tercer párrafos del art. 1L- y In 
-con excepción de los párrafos segundo y tercero del art. 28-- de la ley 25.248; 


£) Los Capítulos IM, 1V, Y y IX de la ley 26.356. 


Art. 4*- Deróganse el Código Civil, aprobado por la ley 340, y el Código de Co- 
mercio, aprobado por las leyes 15 y 2637, excepto los arts. 891, 892, 907, 919, 926, 984 
a 996, 999 a 1003 y 1006 a 1017/5, que se incorporan como arts. 631 a 678 de la ley 
20.094, facultándose al Poder Ejecutivo nacional a renumerar los artículos de la citada 
ley en virtud de la incorporación de las normas precedentes. 


Art. 3" Las leyes que actualmente integran, complementan o se encuentran incorpo- 
radas al Código Civíl o al Código de Comercio, excepto lo establecido en el art. 3? de la 
presente ley, mantienen su vigencia como leyes que complementan al Código Civil y Co- 
mercial de la Nación aprobado por el art. ” de la presente. 


Art. 6”- Toda referencia al Código Civil o al Código de Comercio contenida en la 
legislación vigente debe entenderse remitida al Código Civil y Comercial de la Nación 
que por la presente se aprueba, 


Art. 7% La presente ley entrará en vigencia el 1% de agosto de 2015, [Texto según 
ley 27.077, art. 19 


Art. 8”- Dispónense como normas complementarias de aplicación del Código Civil y 
Comercial de la Nación, las siguientes: 

Primera. “En Jos supuestos en los que al momento de entrada en vigencia de 
esta ley se hubiese decretado la separación personal, cualquiera de los que fueron 
cónyuges puede solicitar la conversión de la sentencia de separación personal en divorcio 
vincular. 

Si la conversión se solicita de común acuerdo, es competente el juez que intervino en 
la separación o el del domicilio de cualquiera de los que peticionan, a su opción; se re- 
suelve, sin trámite alguno, con la homologación de la petición. 

Sí se solicita unilateralmente, es competente el juez que intervino en la separ: 
el del domicilio del ex cónyuge que no peticiona la conversión; el juez decide prev! 
por tres días. 

La resolución de conversión debe anotarse en el registro que tomó nota de la separa- 
ción”. 


Segunda. “Se consideran justos motivos y no requieren intervención judicial para el 
cambio de prenombre y apellido, los casos en que existe una sentencia de adopción sim- 
ple o plena y aun sí la misma no hubiera sido anulada, siempre que se acredite que la 
adopción tiene como antecedente la separación del adoptado de su familia biológica por 
medio del terrorismo de Estado” (Corresponde al art. 69 del Cód. Civil y Comercial de 
la Nación). 


Art. 9” -- Dispónense como normas transitorias de aplicación del Código Civil y Co- 


mercial de la Nación, las siguientes: 
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Primera. “Los derechos de los pueblos indígenas, en particular la propiedad comuni- 
taria de las tierras que tradicionalmente ocupan y de aquellas otras aptas y suficientes para 
el desarrollo humano, serán objeto de una ley especial” (Corresponde al art. 18 del Cód. 
Civil y Comercial de la Nación). 

Segunda, “La protección del embrión no implantado será objeto de una ley espe- 
cial” (Corresponde al art. 19 del Cód. Civil y Comercial de la Nación). 

Tercera. “Los nacidos antes de la entrada en vigencia del Código Civil y Comercial 
de la Nación por técnicas de reproducción humana asistida son hijos de quien dio a luz y 
del hombre o la mujer que también ha prestado su consentimiento previo, informado y li- 
bre a la reali 5n del procedimiento que dio origen al nacido, debiéndose completar el 
acta de nacimiento por ante el Registro Civil y Capacidad de las Personas cuando sólo 
constara vínculo filial con quien dio a luz y siempre con el consentimiento de la otra ma- 
dre o del padre que no figura en dicha acta” (Corresponde al Capítulo 2 del Título V 
del Libro Segundo del Código Civil y Comercial de la Nación). 

Cuarta. “La responsabilidad del Estado nacional y de sus funcionarios por los he- 
chos y omisiones cometidos en el ejercicio de sus funciones será objeto de una ley es- 
pecial” (Corresponde a los arts. 1764, 1765 y 1766 del Cód. Civil y Comercial de la 
Nación). 


Art. 10. [De forma] 


DECRETO 267/95* 
Promulgación de la ley 24.522 


Visto el proyecto de ley 24.522, sancionado por el Honorable Congreso de la Nación 
el 20 de julio de 1995, y 

CONSIDERANDO: 

Que las reformas a la ley de concursos y quiebras sancionadas por el mencionado 
proyecto de ley introducen modificaciones trascendentes de gran relevancia para las políti- 
cas de reestructuración y salvataje de empresas en dificultades y la renegociación de sus 
convenios colectivos de trabajo, como así también para la transferencia a nuevos empresa- 
rios de las plantas fabriles en liquidación, con el impacto consiguiente en las políticas de 
producción y empleo. 

Que tales reformas contribuirán también a la solución eficaz de las situaciones de en- 
tidades financieras que no hayan podido encararse mediante los procedimientos previstos 
por el art. 35 bis de la ley de entidades financieras, al acelerar el plazo para el cobro de 
los depositantes y demás acreedores mediante la realización de los activos, contribuyendo 
a la restauración plena de la cadena de pago y el reforzamiento del crédito y la confianza 
pública en la solvencia del sistema financiero. 


Que desde la remisión del proyecto por el Poder Ejecutivo nacional en el mes de 
mayo de 1994 éste ha tenido conocimiento público, difusión a través de su debate en las 
comisiones y en ambas cámaras del Honorable Congreso de la Nación. como así también 
en congresos, conferencias, reuniones de trabajo, organizadas por diversas entidades em- 
presarias, gremiales y financieras, colegios profesionales. universidades, etc., y los medios 
de difusión y publicaciones especializadas. 


* Dictado el 7/8/95 (BO, 9/8/95). 
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Que en virtud de las razones expuestas resulta conveniente y necesario establecer su 
vigencia y aplicación en los tiempos y con los alcances previstos para las leyes por los 
arts. 2* y 3% del Cód. Civil, después de los ocho días siguientes al de su publicación en ej 
Boletín Oficial. 

Que las facultades para el dictado del presente surgen del art. 80 de la Const. nacional, 

Por ello, 


EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA 
EN ACUERDO GENERAL DE MINISTROS DECRETA: 


Artículo 1”- Obsérvase el art. 290 del proyecto de ley registrado bajo el n* 24.522, 


Art. 2”--Con la salvedad establecida en el artículo precedente, promúlgase y téngase 
por ley de la Nación el proyecto de ley registrado con el n* 24,522, 


Art. 3”- Dése cuenta al Honorable Congreso de la Nación a los efectos previstos en 
el art. 99, inc. 3, de la Const. nacional. 


Art. 4% [De forma] 


DECRETO 367/96* 


Obligación de los Funcionarios del Ministerio de Economía 
y Obras y Servicios Públicos 


Visto la Jey 24.522 de concursos y quiebras, el decr. 1164/93 texto ordenado por res. 
DGI 710/94 y el decr. 866 de fecha 11 de diciembre de 1995, y 


CONSIDERANDO: 


Que mediante el decr. 866 del Jl de diciembre de 1995 se aprobó la organización 
funcional provisoria y los objetivos de las secretarías y subsecretarías del Ministerio de 
Economía y Obras y Servicios Públicos. 

Que la Secretaría de Coordinación de dicho Ministerio fue designada como responsa- 
ble para llevar a cabo la coordinación y dirección de la actividad de los organismos y em- 
presas, centralizados y descentralizados, del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Pú- 
blicos en los procesos concursales, a los fines de una más adecuada defensa de sus créditos. 

Que, sin perjuicio de ello, deviene necesario establecer las obligaciones de los funcio- 
harios competentes a cargo de los organismos y empresas aludidos en el considerando pre- 
cedente. 


Que el ejercicio de tales facultades permitirá, además de una mejor defensa de los in- 
tereses y acreencias del Estado, intensificar políticas prioritarias para el Gobierno nacional, 
tales como la preservación de unidades económicas viables y el empleo a ellas asociado. 

Que el art. 295 de la ley 24.522 crea el Registro Nacional de Concursos y Quiebras, a 
fin de tomar nota de los procedimientos reglados por dicha ley que tramiten ante Jos ma- 
gistados de cualquier jurisdicción nacional o provincial. 

Que la organización y puesta en funciones de dicho Registro a nivel nacional deman- 
dará un tiempo que no condice con ta perentoriedad de la ya vigente ley 24.522, 


* Dictado el 3/4/96 (BO, 11/4/96). 
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Que hasta que el mencionado Registro se organice, y a los efectos de no obstaculizar 
la aplicación de la nueva normativa concursal, deviene pertinente brindar una alternativa 
procesal que permita la registración de los procedimientos concursales. 

Que el presente decreto se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el art, 99, 
incs. 1? y 2”, de la Const. nacional. 


Por ello, 1 


EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA DECRETA: 


Artículo 1”- En los procedimientos previstos en la ley 24,522, los funcionarios com- 
petentes de los organismos y empresas centralizados o descentralizados que funcionan en 
el ámbito del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos, deberán acatar las 
instrucciones que dicte al respecto la Secretaría de Coordinación del citado Ministerio, y 
realizar todos los actos necesarios o convenientes, judiciales o extrajudiciales, tendientes a 
la efectiva defensa del crédito del Estado. 


Art. 2*- Sustitúyese el art. 17 del decr. 1164/93, texto ordenado por res. DGI 710/94, 
el que quedará redactado de la siguiente forma. 


“Art. 17. — Será autoridad de aplicación a los efectos del régimen de pepita: 


ción de deudas establecido por las disposiciones precedentes, la Secretaría de Coor- 


dinación del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos”. 4 


Art. 3”- Hasta tanto se reglamente el funcionamiento y organización del Registro 
Nacional de Concursos y Quiebras, de conformidad con lo previsto por el art. 296 de la 
ley 24.522, los magistrados cumplimentarán lo dispuesto por los arts. 295; 14, inc. 6, y 
88, inc. 2, de la ley citada, mediante la orden de anotación de los procedimientos de 
acuerdo a las normas locales vigentes. 


Art. 4” [De forma] 


RESOLUCIÓN GENERAL AFIP 745/99* 


Procedimientos fiscales. 
Síndicos de concursos y quiebras 


A) SÍNDICOS, LIQUIDADORES. OBLIGACIONES 


Artículo 1?- Los síndicos designados en los concursos preventivos o quiebras y los 
liquidadores de entidades financieras regidas por la ley 21.526 y sus modificaciones, o 
de otros entes cuyos regímenes legales prevean similar procedimiento, deberán requerir, 
dentro de los diez días hábiles [según res. gral. AFIP 982/01] de haber aceptado el car- 
go, las constancias de las deudas que mantiene el fallido, concursado o entidad liquidada 
por los tributos y gravámenes cuya aplicación, percepción y fiscalización se halla a car- 
go de este organismo. Dicho requerimiento se formalizará mediante la presentación del 
formulario de declaración jurada 735, completando la totalidad de la información que el 
mismo prevé. A tal efecto y a fin de identificar los juzgados y secretarías donde tramita 


+ Dictada el 20/12/99 (BO, 22/52/99). 
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el proceso concursal, los obligados deberán utilizar el código identificatorio que surge de la> 
tabla de juzgados y secretarías que como Ánexo se agrega a la presente resolución general, 

Cuando la información a consignar supere el espacio disponible en el formulario de- 
berán presentarse tantos ejemplares como resulten necesarios para completar la totalidad 
de la información. 


Art. 2*- La presentación del formulario de declaración jurada, citado en el artículo 
anterior, se efectuará en las dependencias de esta Administración Federal de Ingresos Pú- 
blicos-Dirección General Impositiva que, para cada caso, se detallan a continuación: 

a) Contribuyentes inscriptos: en la que efectúa el control de las obligaciones fiscales del 
concursado, fallido o entidad en liquidación, excepto cuando la dependencia que realiza di- 
cho control se encuentre ubicada fuera de la jurisdicción territorial del juzgado interviniente. 
este caso la presentación se efectuará ante la dependencia que corresponda al 
domicilio —legal o real- que determina la competencia del juzgado. Dicho domicilio de- 
berá denunciarse en el rubro 1 - apdo. Á —personas físicas- o apdo. B personas jurídi- 
cas-, según corresponda, del mencionado formulario. 

b) Contribuyentes no inscriptos: en la que corresponda al domicilio de la persona fí- 
sica O jurídica de que se trate. 

A efectos de identificar la dependencia podrá consultarse la página “web” (http:// 
www.afip.gov.ar).  [Sustituido por res. gral. AFIP 982/01] 


Art. 3%- Los síndicos designados en los concursos preventivos o quiebras y los liqui- 
dadores de entidades financieras regidas por la ley 21.526 y sus modificaciones, o de 
otros entes cuyos regímenes legales prevean similar procedimiento deberán prestar la co- 
laboración que le requieran los funcionarios autorizados de este organismo y realizar 
todas las gestiones necesarias para la determinación y ulterior ingreso de los tributos 
adeudados por los responsables de que se trata. 


B) PenLIcACIÓN DE EDICTOS. FORMALIDADES 


Art. 4 -- En todo edicto mediante el cual se publique la apertura de concursos 
preventivos, declaraciones de quiebras, liquidaciones administrativas, transferencias 
de fondos de comercio y remates comerciales o judiciales, se deberá consignar obligato- 
riamente la clave única de identificación tributaria (CUIT) o en su defecto, el tipo y nú- 
mero de documento de identidad del concursado, fallido o liquidado administrativamente, y 
del transmitente, deudor, martillero o corredor interviniente, según el caso. 


C) SANCIONES 


Art. 5%- La falta de cumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente re- 
solución general, dará lugar a la aplicación de las sanciones previstas en el art. 39 de la ley 
11.683, to. en 1998 y sus modificaciones, y, en su caso. de la responsabilidad solidaria es- 
tablecida en el art, 8%, inc. b, de la misma ley. 


D) Vicencia 


Art. 6”- Lo dispuesto.e€n la presente resolución general deberá ser cumplido por 
los sujetos indicados en el art. 1% que acepten el cargó a partir del primer día hábil, ín- 
clusive, del segundo mes siguiente al de la publicación de esta resolución general en el 
Boletín Oficial, y respecto de los edictos que se publiquen a partir de dicha fecha, siempre 
que la misma no se hubiera iniciado con anterioridad. 


Art, 7"=Apruébanse al Anexo y el formulario de declaración jurada 735, que for- 
man parte de Ja presente. 


Art. 8” (De forma] 
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4 
Obligaciones impositivas 
y de los recursos de la seguridad social 


Tíruto 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1” Los contribuyentes y responsables y/o sus representantes legales que 
obtuviesen la homologación de acuerdos preventivos, originados en la tramitación de con- 
cursos preventivos, podrán ingresar las deudas relativas a determinadas obligaciones impo- 
sitivas y a recursos de la seguridad social, devengadas con anterioridad a la fecha de pre- 
sentación en concurso preventivo, y los accesorios de dichas deudas devengados á partir de 
la homologación del acuerdo hasta la consolidación, conforme al régimen especial de faci- 
lidades de pago que se establecé en la presente resolución general. 

Podrá acogerse el contribuyente concursado a los planes de facilidades de pago regu- 
lados en el título IE del presente régimen, en caso de que la homologación del acuerdo 
preventivo hubiese sido acordada a un tercero, conforme al procedimiento y limitacio- 
nes previstos en el art. 48 y concs. de la ley 24.522, y su modificatoria, y en la presente 
resolución general. (1.1). 


Asimismo, los contribuyentes y responsables en estado falencial, que soliciten por sí 
o mediante sus representantes legales, la conclusión de la quiebra contando con el aveni- 
miento de-todos los acreedores, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 225 de la ley 
24.522, y su modificatoria, podrán —a los efectos de obtener el consentimiento de este or- 
ganismo- acordar un plan de facilidades de pago, con arreglo al régimen arriba mencio- 
nado, para ingresar las deudas relativas a sus obligaciones impositivas y de los recursos 
de la seguridad social, devengadas con anterioridad a la fecha de declaración de la quie- 
bra, con más los intereses resarcitorios y/o punitorios que correspondan. 

Los términos “contribuyente” y “responsable” son comprensivos de los conceptos 
“empleador” o “agente de retención”, en lo atinente a los recursos de la seguridad social. 


Art. 2*— Deberán incluirse en el plan de facilidades de pago los créditos que reúnan 
las siguientes condiciones: 


a) Verificados. 

h) Declarados admisibles o en trámite de revisión. 

c) En trámite de veriftcación por incidente. 

«) No reclamados en la demanda de verificación (no insinuados). 


En este último supuesto podrán incluirse las siguientes obligaciones: 
1. Deudas resultantes de declaraciones juradas no presentadas. 

2. Deudas que denuncie el contribuyente. 

3. Deudas resultantes de determinaciones de oficio en trámite. 


4. Obligaciones en curso de discusión administrativa, contencioso-administrativa o 
judicial. 


% Dictada el 2/2/01 (BO, 14/2/01). 


32. TLA, Concursos y quiebras. 
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3. Saldos deudores provenientes de planes de facilidades de pago caducos. 
6. Intereses resarcitorios, punitorios, actualizaciones y multas que correspondan. 


En los casos citados en el presente inciso deberá previamente solicitarse la verifica. 


ción del crédito, quedando a cargo del deudor las costas que eventualmente pudieran co- 
rresponder. 


, Art. 3” - Quedan excluidos de los planes de facilidades de pago comprendidos en los 
títulos 1 y del presente régimen, los importes adeudados por las obligaciones que se- 
guidamente se indican: j 


a) Aportes personales al sistema integrado de jubilaciones y pensiones de los trabaja 
dores en relación de dependencia. j 


b) Aportes y contribuciones destinados al régimen nacional de obras sociales. 
€) Cuotas destinadas a las aseguradoras de riesgos del trabajo. 
d) Retenciones y/o percepciones practicadas y no ingresadas. 


e) El impuesto integrado y los aportes y contribuciones de la seguridad social del ré- 
gimen simplificado para pequeños contribuyentes (monotributo), establecidos por el Ane- 
xo a la ley 24.977 y sus modificaciones. 

, $) Los aportes y contribuciones con destino al régimen especial de seguridad so- 
cial para empleados del servicio doméstico o cuatquier otra obligación que tenga origen 
en una relación de empleo de servicio doméstico. > 

19) Tributos y multas cuya percepción estuviere encomendada al servicio aduanero. 
así como los importes que debieron ser restituidos al fisco por haber sido pagados indebi- 
damente por éste, en virtud de los regímenes de estímulo a la exportación regidos por la 
legislación aduanera con más los accesorios que correspondieren. 


h) Importes que deben ser restítuidos al fisco por haber sido reintegrados indebida- 
mente por éste en el marco del régimen de devolución del impuesto al valor agregado por 
exportación. 

0) Las deudas incluidas en concurso preventivo que se hubiesen incorporado a planes 
de facilidades de pago establecidos en la res. gral. DGI 4241, y sus modificaciones. 


Jj) Intereses resarcitorios o punitorios, multas firmes, actualizaciones y actualizacio- 
nes de éstas, aplicables a los conceptos precedentes. 


Tíruio II 


PLAN DE FACILIDADES DE PAGO 
PARA CONTRIBUYENTES FALLIDOS 


CarítuLO A 
CONDICIONES 


Art. 4? - De tratarse de contribuyentes fallidos, deberá formalizarse un plan de facili- 
dades de pago por la totalidad de las deudas impositivas y/o de los recursos de la seguri- 
dad social indicadas en el art. 1%, que los contribuyentes y responsables mantengan con 
este organismo. No resultará procedente la solicitud de facilidades de pagos parciales. 

Quedan excluidas de lo dispuesto en el párrafo anterior, únicamente las deudas que se 
hailaren en discusión administrativa, contencioso-administrativa o judicial, y no se cumpla 
con relación a etlas lo requerido en el segundo párrafo del art. 6% 
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Art. 5" Los planes deberán ajustarse a las condiciones que se establecen en el apdo. 
B del Anexo ll de la res. gral. 896, su modificatoria y complementaria, a cuyo efecto 
deberá optarse por las de alguno de los dos tipos de planes (regular o irregular). No se 
aceptarán solicitudes en las que se combinen condiciones de distintos tipos de planes. 


Art. 6” — Cuad se trate de deudas que se encuentren en curso de discusión admi- 
nistrativa, contencioso-administrativa o judicial, los responsables deberán, en el momento 
gue resulte procedente, allanarse o desistir y renunciar a toda acción y derecho, incluso al 
de repetición, y hacerse cargo de las costas que pudieran corresponder, 

A tales efectos, se presentará el formulario de declaración jurada 408 en la depen- 
dencia de este organismo que produjo la última notificación, en el Tribunal Fiscal de la 
Nación o en el juzgado o tribunal donde se sustancia la causa, según sea el ámbito en que 
se encuentre radicada la actuación. 


Art. 7” - Las deudas incluidas en los planes de facilidades de pago de este título de- 
terminan la obligación de incorporar los intereses resarcitorios y/o punitorios, según corres- 
ponda, devengados con anterioridad a la fecha del auto declarativo de quiebra y hasta la fe- 
cha de consolidación que tendrá lugar con la presentación de los elementos que dispone el 
art. 10, en los puntos 1 y 2, de su inc. a. 


CarítuLo B 
GARANTÍAS 


Art. 8” - A petición de los subdirectores generales mencionados en el art. 11, la tota- 
lidad de las deudas comprendidas en los planes de facilidades de pago propuestos por el 
fallido, de las deudas enunciadas en el art. 3% y las que se excluyen en el segundo párrafo 
del art. 4%, podrán ser garantizadas por un tercero, quien revestirá el carácter de fiador so- 
lidario y principal pagador sín beneficio de excusión y división, a cuyo efecto deberá 
constituirse, a satisfacción de esta Administración Federal, además de la fianza, una o más 
de las garantías que se señalan a continuación: 

a) Aval bancario. 

b) Caución de títulos públicos. 

c) Prenda con registro. 

d) Hipoteca. 


Respecto de la fianza y las demás garantías a que se refiere el párrafo anterior serán 
de aplicación las normas que se incluyen en los Anexos lla VII de la presente resolución 
general. 

Sin perjuicio de lo indicado en el presente artículo, el contribuyente o responsable 
podrá ofrecer las citadas garantías mediante la nota, cuyas formalidades se disponen en 
los incs. a y b del artículo siguiente, en oportunidad de efectuarse la solicitud de aveni- 
miento. 


CaríruLo € 
FORMALIDADES 


Art. 9” — Los sujetos en estado falencial comprendidos en el art. 1%, para acogerse al 
presente régimen, deberán: 

a) Presentar una nota de solicitud de avenimiento y/o de compromiso de constitución 
de garantías, indicando: 
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1. Apellido y nombres, denominación o razón social y clave única de identifica 
ción tributaria (CUIT), del deudor. 


2, Datos de la quiebra: 


2.1. Identificación del juzgado y de la secretaría de radicación, mediante los códi- 
gos respectivos que establece la res. gral. 745 y sus modificatorias. 


2,2. Número de expediente y fecha del auto declarativo de falencia. 
2.3. Datos identificatorios del síndico: 


1. Apellido y nombres. 


3.2. Clave única de identificación tributaria (CUFT). 
2.3.3. Domicilio constituido, 


3. Domicilio fiscal del contribuyente, actualizado de conformidad con lo dispuesto 
en la res. gral. 301, su modificatoria y complementaria. 


4. Firma del fallido, precedida de la fórmula prevista en el art. 28 in fine del decr. 
1397, de fecha 12 de junio de 1979 y sus modificaciones. 


b) Cuando corresponda el ofrecimiento de garantías, además de los datos indicados 
en el inc. a, la nota allí mencionada deberá contener los siguientes requisitos: 

1. Apellido y nombres, denominación o razón social y clave única de identifi- 
cación tributaria (CUIT), del garante. De no poseerla, por no existir razones de índole 
fiscal para tenerla, deberá indicar código único de identificación laboral (CUIL), y de no 
contar con esta última, clave de identificación (CDI. 


2. Declaración del garante, asumiendo el compromiso ante esta Administración 
Federal de constituir en tiempo y forma las garantías ofrecidas. 


3. Domicilio fiscal del garante, actualizado de conformidad con lo dispuesto en la 
res. gral, 301, su modificatoria y su complementaria. Cuando no se cuente con domicilio 
fiscal, por no existir razones de índole fiscal que obliguen a declararlo, deberá indicar el 
domicilio legal o real, según corresponda. 

4, Detalle de la o las garantías ofrecidas. 


5. Firma del garante, precedidas de la fórmula prevista en el art. 28 in fine del decr. 
1397, de fecha 12 de junio de 1979 y sus modificaciones. 


c) Presentar una nota con arreglo a lo dispuesto en el Anexo VIII de la presente reso- 
lución general. 


Art, 10. - Dentro de los treinta días corridos, contados a partir del día posterior al 
día hábil judicial de nota siguiente al de la conclusión de la quiebra por avenimiento, los 
responsables deberán: 


a) Presentar, de conformidad con lo dispuesto en el capítulo A del título TV: 

1. Un disquete, que contendrá los conceptos y montos de cada una de las obligacio- 
nes adeudadas, consolidadas a la fecha de su presentación, así como el plan de pagos soli- 
citado. 

2. La declaración jurada, que se formalizará en el formulario que generará el pro- 
grama aplicativo. 


3. Las declaraciones juradas determinativas de las obligaciones no exteriorizadas 
por las que se solicita su cancelación financiada, a cuyo efecto deberán tenerse en cuenta 
las modalidades de determinación dispuestas por las respectivas normas. 

b) Efectuar el ingreso del pago a cuenta por el plan que se solicite, el cual deberá 
ajustarse a lo establecido en el último párrafo del apdo. B del Anexo II de la res. gral. 
896, su modificatoria y complementaria. 
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CarítuLo D 
OLICITUD DE AVENIMIENTO. PROCEDIMIENTO 


Art. 11. — La solicitud de acogimiento al presente régimen de facilidades de pago, 
dentro de'los treinta días hábiles administrativos de presentados los elementos que se de- 


tallan en el art. 9%, será resuelta por los subdirectores generales de las subdirecciones 
generales de operaciones impositivas L, Ilo HI, según corresponda, previo informe elabo- 
rado por: 

a) la región respectiva, O 

b) la Dirección de Operaciones de Grandes Contribuyentes Nacionales, o 

e) la División Grandes Contribuyentes Individuales. 


Dicha resolución será notificada por la dependencia que corresponda, con arreglo a 
alguno de los medios previstos en el art. 100 de la ley 11.683, Lo. en 1998 y sus modi- 
ficaciones. 


Art. 12. — Para resolver sobre las solicitudes presentadas se considerarán, res- 
pecto de cada contribuyente o responsable, las siguientes pautas de evaluación: 

a) Comportamiento fiscal del deudor. 

b) Posibilidad de continuación de la explotación con relación al pasivo oportu- 
namente verificado en el expediente. 

e) Informes individuales, general y cualquier otro producidos por el síndico de la 
quiebra sobre la evaluación de la empresa, etcétera. 

Asimismo, el funcionario interviniente podrá requerir otros elementos de juicio com- 
plementarios que estime necesarios, a fin de considerar la viabilidad de la aceptación del 
plan de facilidades de pago propuesto por el contribuyente o responsable, En tal caso 
o, de haberle sido requerido al contribuyente el ofrecimiento de garantías, el plazo refe- 
rido en el primer párrafo del artículo anterior quedará suspendido hasta e] momento del 
efectivo cumplimiento de las presentaciones solicitadas, por parte del responsable. 

De no cumplirse los requerimientos a que se refiere el párrafo anterior dentro del 
plazo que el juez administrativo determine, guedarán sin efecto las presentaciones efectua- 
das en el marco de la presente resolución general. 

El control del cumplimiento de los requisitos formales de admisibilidad del plan, es- 
tará a cargo del área jurídica de la región o de la División Cobranzas Judiciales y suma- 
rios de la Dirección de Operaciones Grandes Contribuyentes Nacionales, debiendo la mis- 
ma emitir un dictamen, previo al dictado de la resolución de otorgamiento o rechazo. 


Art. 13. — La resolución que apruebe el plan propuesto comprenderá también la 
aprobación de las garantías ofrecidas, y deberá indicar, indefectiblemente, el plazo para 
la constitución de ellas. Esta resolución será notificada al contribuyente y al garante, 
con arreglo a uno de los medios previstos en el art. 100 de la ley 11.683, to. en 1998 y 
sus modificaciones. 

La resolución de aprobación o, en su caso, de rechazo del plan propuesto, así como la 
efectiva constitución de las garantías, serán notificadas al síndico interviniente en la forma 
indicada en el primer párrafo, dentro de los cinco días hábiles administrativos contados 
desde e] momento en el que este organismo tome conocimiento de la constitución de las 
garantías aprobadas, o cuando no corresponda su constitución, desde la emisión del acto 
administrativo de aprobación o rechazo del plan. 

La resolución a que se refiere el primer párrafo, la constitución efectiva de las garan- 
tías a que allí se alude, de corresponder, y las notificaciones indicadas en el párrafo ante- 
rior, son requisitos necesarios para el avenimiento por parte de este organismo en el res- 
pectivo expediente judicial. 
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Art. 14 - La eficacia del plan aprobado estará sujeta a la efectiva conclusión del 
proceso falencial por avenimiento y en tanto esta última se produzca dentro de los nov S 
días corridos de otorgado el plan, qe 

En el supuesto de no reunirse las condiciones previstas en el párrafo anterior dentr 
del plazo allí establecido, el consentimiento prestado quedará sin efecto y el deudor pod > 
solicitar un nuevo plan a los efectos del avenimiento de este organismo. ds 


TíruLo UI 


PLANES DE FACILIDADES DE PAGO 
PARA CONTRIBUYENTES EN CONCURSO PREVENTIVO. 
CREDITOS PRIVILEGIADOS 


CarítuLo A 
CONDICIONES 


Art. 15. - Cuando se trate de pl ili 5 ¿di ivi 
h ; planes de facilidades de pago por créditos privilegia 
dos, solicitados por contribuyentes que hubieran obtenido la homologación de un deuerdo 


preventivo, los mismos podrán ajustarse a las pautas que se fij S Í 
» stars S se fijan en el presente títul - 
tículos concordantes. > j P e 


Art. 16. = El acogimiento al presente régimen deberá formalizarse por la totalidad de 
las deudas indicadas en el art. 1? que los contribuyentes y responsables mantengan con 
este organismo, tanto en lo atinente a obligaciones impositivas como a los recursos de la 
seguridad social, no resultando procedente la petición de facilidades de pagos parciales. 

Quedan excluidas de lo dispuesto en el párrafo anterior, únicamente las deudas que se 
hallaren en discusión administrativa, contencioso-administrativa o judicial, y no se cum la 
con relación a ellas lo requerido en el inc. b del art. 20. ' : á 


Art. 17. — La deuda por la que se solicita el ili 
E e S plan de facilidades de pago no devenga- 
rá intereses Entre la fecha de presentación en concurso y la homologación del acuerdo pre- 
o pad mismos con posterioridad a tal instancia y hasta la fecha de con- 
S 1ón que tendrá lugar con la presentación de los elementos que se dis; 
puntos 1 y 2 del inc. a del art. 21. tas 


o Art. 18. - El plan de facilidades de pago que se proponga comprenderá a las deudas 
impositivas y de los recursos de la seguridad social, y se formulará respetando las condi- 
ciones que se disponen en el apdo. B del Anexo H de la res. gral, 896, su modificatoria y 
complementaria, a cuyo efecto deberá optarse por fas condiciones de alguno de los dos ti- 


pos de planes (regular o irregular), no pudiendo combinarse condiciones de distintos pla- 
nes en la propuesta presentada. 


me Art. 19. — De tratarse de empresas adquiridas en el marco del procedimiento estable- 
cido en el art. 48 (19.1) y concs. de la ley 24,522 y su modificatoria, sólo podrán acogerse 
al régimen de facilidades de pago del presente título, en tanto se concluya la operación de 
compra de la entidad concursada en el plazo que establece la mencionada ley. 


e Art. 20. - A fin de formalizar su acogimiento al régimen del presente título, los con- 
tribuyentes y responsables además de los formularios previstos en el art. 21, deberán cum- 
plir con los siguientes requisitos: 

a) Proponer un plan de facilidades de pago que se ajuste a lo dispuesto en el art. 18 
por tos créditos indicados en el art. 2*. j 
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b) Allanarse o desistir y renunciar a toda acción y derecho, incluso el de repetición, 
cuando se tratare de deudas que se encuentren en curso de discusión administrativa, 
contencioso-administrativa o judicial y hacerse cargo de las costas que pudieran corres- 
ponder. 

A tales efectos, se presentará el formulario de declaración jurada 408, en la depen- 
dencia de este organismo que produjo la última notificación, en el Tribunal Fiscal de la 
Nación o en el juzgado donde se sustancia la causa, según sea el ámbito en que se en- 
cuentre radicada la discusión administrativa, contencioso-administrativa o judicial. 


Caríruno B 
ADHESIÓN. FORMALIDADES 


Art. 21. — Los sujetos en concursos preventivos, indicados en el art. 1% que se 
encuentren en las instancias judiciales en €l mencionadas, para acogerse al presente ré- 
gimen deberán, dentro de los treiata días corridos, contados a partir del día posterior al 
día hábil judicial de nota siguiente al de la homologación del acuerdo, observar los si- 
guientes requisitos: 

a) Presentar: 

1. Un disquete, que contendrá los conceptos y montos de cada una de las obligacio- 
nes adeudadas, así como el plan de pagos solicitado. 

2. La declaración jurada que generará el programa aplicativo a que se refiere el 
art. 23. 

b) Presentar el formulario de declaración jurada 379, informando las condiciones y 
forma de pago resultantes de la aprobación y homologación del acuerdo propuesto, con re- 
Jación a los créditos quirografarios. 

c) Acompañar a los formularios mencionados, la documentación a que se refiere 
el punto 3 del inc. a del art, 10, en el caso que allí se dispone. 

d) Efectuar el ingreso del pago a cuenta, el cual deberá ajustarse a lo establecido en 
el último párrafo del apdo. B del Anexo II de la res. gral. 896, su modificatoria y comple- 
mentaria. 


CaríruLo € 
APROBACIÓN DEL PLAN 


Art. 22. — Los funcionarios facultados para autorizar la presente modalidad de cance- 
lación. solicitada de conformidad con el art. 21, son los subdirectores generales de las 
subdirecciones generales de operaciones impositivas 1, o IL, según corresponda, previo 
informe elaborado por: 

a) la región respectiva, O 

b) la Dirección de Operaciones de Grandes Contribuyentes Nacionales, o 

e) la División Grandes Contribuyentes Individuales. 

Dicha resolución será notificada por la dependencia que corresponda, con arreglo a 
alguno de los medios previstos en el art. 100 de la ley 11.683, to. en 1998 y sus modifi- 
caciones. 

Los jueces administrativos intervinientes podrán rechazar los planes de facilidades de 
pago, cuando la propuesta del acuerdo preventivo obtenido de conformidad con el régi- 
men previsto en el art. 48 y concs. de la ley 24.522 y su modificatoria, hubiese sido ges- 
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tionado por un tercero distinto de aquel que hubiere suscripto la petición a que se refiera 
el azt. 40, segundo párrafo, de la presente norma y en tanto dicha medida tenga por objeto 
resguardar el crédito fiscal, . 

Hasta tanto se disponga la aceptación del plan, el responsable deberá ingresar las 
cuotas de conformidad al plan propuesto. 

En todos los casos, los mencionados funcionarios podrán solicitar la constitución de 
garantías, a entera s ción de este organismo, dentro de los plazos que determinen en 
la resolución de aprobación respectiva y de conformidad con las normas establecidas a 
tal efecto en la res. gral. 896, su modificatoria y complementaria. 


Tíruo IV 
DISPOSICIONES COMUNES A LOS TÍTULOS H Y 1 


Caríturo A 
PRESENTACIÓN DE DISQUETES 


Art. 23. — A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en los puntos | y 2 del inc. a de 
los arts, 10 y 21, deberá utilizarse el programa aplicativo que aprobará este organismo. 


Art. 24. - La presentación de los elementos indicados en los puntos 1 y 2 del inc. 
a de los arts. 10 y 21, deberá efectuarse en el puesto sistema de atención al contribuyen- 
te (SAC) de la dependencia de este organismo en la que el responsable se encuentre ins- 
cripto. 

No serán admitidas las presentaciones que se realicen mediante envío postal. 

. En el momento de la presentación se procederá a la lectura, validación y grabación de 
la información contenida en el archivo magnético, y se verificará si ella responde a los da- 
tos contenidos en el respectivo formulario de declaración jurada. 

De comprobarse errores, inconsistencias, utilización de un programa diferente del 
provisto o presencia de archivos defectuosos, la presentación será rechazada. generándose 
una constancia de tal situación. 


De resultar aceptada la información, se entregará un acuse de recibo. 


CarítuLo B 
INGRESO DE LAS CUOTAS 


Art. 25. — El ingreso de la primera cuota de los planes de facilidades de pago regula- 
dos en los títulos II y 1 deberá efectuarse hasta el día veintidós, inclusive, del mes 
guiente al de la presentación de los elementos que se disponen en los puntos 1 y 2 del 
inc. a de los arts. 10 6 21, según el caso, debiéndose ingresar las siguientes hasta el día 


veintidós, inclusive, del mes en que se produzca el vencimiento de cada una de las res- 
pectivas cuotas. 


Art. 26. - El ingreso del pago a cuenta y de la primera cuota se efecuará en la for- 
ma y condiciones que se indican a continuación: 
k «4) Responsables que se encuentren dentro de la jurisdicción de la Dirección de Ope- 
raciones Grandes Contribuyentes Nacionales: en el Anexo Operativo del Banco de la Na- 
ción Argentina, habilitado a tal efecto en esa Dirección. 
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b) Demás responsables: en la institución bancaria habilitada en la respectiva 
agencia. 

Como constancia de pago, los responsables recibirán un comprobante FE. 107 emitido 
por el sistema o, en su caso, el que éste imprima conforme a lo dispuesto por la res. gral. 
DGI 3886., 

Las cuotas segunda y siguientes, se ingresarán según el procedimiento de débito di- 
recto aprobado por este organismo, 

Los sujetos que no tengan cuenta corriente y les hubiera sido denegada su apertura 
por su condición de concursados o fallidos, ingresarán las cuotas respectivas de acuerdo 
con lo dispuesto en el primer párrafo de este artículo. 


Art. 27. — Para el débito directo previsto en el tercer párrafo del artículo anterior, el 
importe de cada una de las cuotas será debitado conforme a la modalidad operativa que se 
establece en el Anexo II de la res. gral. 923. 

A tal efecto, el deudor dejará constancia que dicho débito será aplicado a la cancelación 
del plan de facilidades de pago dispuesto por la “res. gral. 970”. 

El débito comprenderá exclusivamente a las cuotas con vencimiento en el mes y el 
importe respectivo deberá estar disponible en la mencionada cuenta bancaria, el día veinti- 
dós de cada mes. 

Cuando la fecha de vencimiento general dispuesta en el art. 25 in fine coincida con 
día feriado o inhábil, la misma se trasladará al día hábil inmediato siguiente. 

Las cuotas que no se hubieran podido debitar al momento del mencionado proceso de 
débito, sólo podrán ser canceladas -con más sus intereses- en la forma y condiciones es- 
tablecidas en el primero y segundo párrafos del artículo precedente. 

En casos excepcionales, en los que esta Administración Federal se encuentre imposi- 
bilitada de habilitar el débito directo de las cuotas, se autoriza su ingreso en la forma y 
condiciones aludidas en el párrafo anterior dentro del plazo de tres días contados a partir 
de la fecha de notificación de esa imposibilidad por parte de este organismo. 


Art. 28. — El ingreso de cualquier cuota del plan de facilidades de pago efectuado 
fuera de término, que no implique la caducidad prevista en los incs. c, d o e del art. 29, 
devengará los intereses resarcitorios previstos en el art. 37 de la ley 11.683, t.o. en 1998 y 
sus modificaciones. 


CapíruLo € 
CADUCIDAD DE LOS PLANES 


Art. 29. — La caducidad operará de pleno derecho y sin necesidad de que medie in- 
tervención alguna por parte de este organismo, cuando: 

a) No se cumpla con lo establecido en el primer párrafo del art. 6% a la fecha de pre- 
sentación de los elementos mencionados en los puntos 1 y 2 del inc. a del art. 10. 

b) No se dé cumplimiento a lo dispuesto en el art. 10, dentro del plazo que el mismo 
prevé. 

c) Se produzca la falta de pago total o parcial de cinco cuotas consecutivas a la fecha 
de vencimiento de la quinta de ellas, respecto de los planes de cuotas mensuales. A los 
efectos señalados, encontrándose impaga alguna cuota los pagos realizados con posteriori- 
dad se imputarán a la cuota impaga más antigua. 

d) Se verifique la falta de pago total o parcial de cualquiera de las cuotas a los ciento 
veinte días corridos contados desde sus respectivos vencimientos generales, en el supues- 
to de planes de cuotas que no sean mensuales. 
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e) Se produzca la falta de pago total o parcial de las cuatro últimas cuotas del plan 
acordado o de algunas de ellas, a los ciento veinte días corridos contados desde la fecha 
de vencimiento de la última, 


£) No se mantengan las garantías a entera satisfacción de e 
en su caso, las complementaciones o sustituciones necesarias, así como las comunicacio- 
nes pertinentes en los plazos fijados a tal efecto en los Anexos Il a VII de la presente re- 
solución general, O no se constituyan, dentro de los plazos otorgados por el juez admin 
trativo de conformidad con lo normado en el último párrafo del art. 22. 

g) Se declare la quiebra, sobreviniente por incumplimiento de los acuerdos para el 
avenimiento y otr: E IS, 


te organismo, efectuando 


Art, 30. — De producirse la caducidad prevista en el artículo anterior, este organismo 
denunc ará en el expediente el incumplimiento del plan de pagos y podrá requerir la de- 
claración de la quiebra o, en su caso, la formación de un nuevo proceso falencial, contor- 
me a lo dispuesto en el art, 227 de la ley 24.522 y su modificatoria, iniciar y/o proseguir 
las acciones judiciales tendientes al cobro del total adendado, así como efectuar la ejecu- 
ción de las garantías constituidas. 


Art. 31.— A los fines de la determinación de la deuda en concepto de impuestos o 
de los recursos de la seguridad social, la imputación de los pagos realizados se efectua- 
rá de acuerdo con el procedimiento establecido en la res. gral. 643. 

En los casos de propuestas que resulten rechazadas, respecto de los planes de facili- 
dades de pago solicitados con arreglo al título EI, los ingresos efectuados de confor- 
midad con el presente régimen de facilidades de pago serán considerados imputados a las 
deudas incluidas en el plan propuesto. 


Caríruro D 
ACTUALIZACIONES E INTERESES 


Art. 32. - La determinación de las actualizaciones por deudas impositivas, se 
efectuará -excepto de tratarse de regímenes de actualización específicos- mediante la 
aplicación de los coeficientes que correspondan, de acuerdo con las disposiciones del 
art. 129 de la ley 11.683, to. en 1998 y sus modificaciones. 


Art. 33. — La deuda correspandiente a los recursos de la seguridad social, se actuali- 
zará y devengará los intereses pertinentes (33.1). 


Caríruo E 
INGRESO DE LAS COSTAS 


. Art. 34. - A los efectos de cumplir con el ingreso de las costas a que se refieren el 
primer párrafo del art. 6” y el inc. b del art. 20 y las originadas en juicios de ejecución 
fiscal, los deudores procederán de la siguiente manera: 


a) Costas, excluidos los honorarios correspondientes a los apoderados y representan- 
tes del fisco: 


1. De tratarse de planes del título 1: 
s Li. Si existiera liquidación firme de costas a la fecha de notificación de la conclu- 
sión de la quiebra por avenimiento, su ingreso deberá efectuarse dentro de los diez días 
posteriores al día hábil de nota siguiente al de la precitada fecha. 
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1.2. Si no existiera liquidación firme de costas, su ingreso deberá realizarse dentro 
de los diez días contados desde la fecha en que quede firme la liquidación judicial o con- 
tencioso-administrativa. 

2. De tratarse de planes del título TI: 

2.1. Si existiera liquidación firme de costas a la fecha de la resolución por la cual 
se aprueba el plan de facilidades de pago, su ingreso deberá ser efectuado dentro de los 
diez días posteriores al día hábil siguiente al de la precitada fecha. 

2.2. Si no existiera liquidación firme de costas, su ingreso deberá ser reali 
dentro de los diez días contados desde la fecha en que quede firme la liquidación judi 
o contencioso-administrativa. 

EJ ingreso aludido en los puntos 1 y 2 deberá informarse dentro del plazo de cinco 
días de haberse efectuado el mismo, mediante la presentación de una nota en la dependen» 
cia de este organismo que ejerza su representación en el juicio respectivo. 


b) Honorarios de los apoderados, representantes del fisco y letrados patrocinan- 
tes: 

El monto de los honorarios correspondientes a los apoderados, representantes del fis- 
co y letrados patrocinantes, deberá ingresarse en el mismo número de cuotas, acorde con 
lo aprobado para el plan de facilidades de pago de obligaciones impositivas y de los recur- 
sos de la seguridad social, no pudiendo el importe de cada cuota ser inferior a ciento cin- 
cuenta pesos y devengará un interés del 0,50% mensual. 

En el supuesto de que la suma adeudada fuera inferior al duplo del importe señalado, 
el ingreso de la misma corresponderá ser realizado mediante un único pago. 

Las costas y honorarios de juicios se ingresarán atendiendo a la forma y modalidades 
que resulten aplicables a dicha finalidad. 


Art. 35. - El ingreso total, o en su caso, el de la primera cuota de los honorarios a 
que se refiere el artículo anterior, deberá efectuarse: 

a) En el caso de los planes del título Il: 

l. Si existiera estimación administrativa o regulación judicial firmes de bonorarios a 
la fecha de la conclusión de la quiebra por avenimiento: deberá ser efectuado dentro de 
los diez días posteriores al día hábil de nota siguiente al de la precitada fecha. 

2. Si no existiera estimación administrativa o regulación judicial firmes de honora- 
rios: dentro de los diez días contados desde la fecha en que quede firme la liquidación ju- 
dicial o contencioso-administrativa. 

b) Con relación a los planes regulados en el título TIL: 

L. Sia la fecha de notificación de la resolución por la cual se aprueba el plan de 
facilidades de pago, existiera en las cau estimación administrativa o regulación judi- 
cial firmes de honorarios: dentro de los diez días hábiles de la mencionada notifica- 
ción. 

2. Si no existiera a la fecha de notificación de la resolución por la cual se aprueba 
el plan de facilidades de pago estimación administrativa o regulación judicial firmes de 
honorarios en alguna causa: dentro de los diez días hábiles siguientes contados a partir 
de aquél en que quede firme la liquidación judicial o contencioso-administrativa. 


Art. 36. — La caducidad del plan de facilidades de pago por los honorarios operará 
de pleno derecho, y sin necesidad de que medie intervención alguna por parte de este or- 
ganismo, cuando se produzca: 

a) La falta de pago total o parcial de cinco cuotas consecutivas a la fecha de vencimien- 
to de la quinta de ellas, respecto de los planes de cuotas mensuales. A los efectos señala- 
dos, encontrándose impaga alguna cuota los pagos realizados con posterioridad se imputarán 
a la cuota impaga más antigua. 
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b) La falta de pago total o parcial de cualquiera de las cuotas a los ciento veinte días 
corridos contados desde sus respectivos vencimientos generales, en el supuesto de planes 
de cuotas que no sean mensuales. 


€) La falta de pago total o parcial de las cuatro últimas cuotas del plan acordado o de 
algunas de ellas, a los ciento veinte días corridos contados desde la fecha de vencimiento 
de la última, 1 


Cavíruo F 


PROCEDIMIENTO TRANSITORIO 
DE PRESENTACIÓN DE DECLARACIONES JURADAS 
Y PAGO A CUENTA 


Art. 37.— A los fines de las formalidades dispuestas en los puntos | y 2 del inc. a de 
los arts. 10 y 21, los contribuyentes y responsables deberán cumplir con carácter de ex- 
cepción, a partir del día 12 de febrero de 2001 y hasta el 28 de febrero de 2001, ambas fe- 
chas inclusive, los requisitos y condiciones que se disponen a continuación: 


a) Presentar una nota, con carácter de declaración jurada en Ja que: 
1. Formule manifestación expresa de la adhesión al presente régimen, de tratarse de 
planes del título HL. 


2, Detalle el concepto y el monto de cada una de las obligaciones adeudadas, con 
sus actualizaciones e intereses resarcitorios y/o punitorios, discriminando aquéllas que se 
encuentren en gestión judicial. 

3. Exponga el plan de pagos a ser considerado por este organismo, atendiendo a lo 
establecido en el art, 5” o 18, de corresponder. 


La mencionada nota deberá estar firmada por el presidente, responsable titular, u otra 
persona debidamente autorizada, precedida la firma de la fórmula prevista en el art. 28 in 
fine del decr. 1397 de fecha 12 de junio de 1979 y sus modificaciones. 

£) Cumplir con los requisitos a que se refieren el inc. a punto 3 y el inc. b del art. 10 
O, en su caso, incs. b, e y d del art. 21. 

La deuda base sobre la cual se determinará el pago a cuenta a que se refieren el inc. 
b del art. 10 y el inc. d del art. 21, comprenderá además de las obligaciones de base y/o 
multas, sus actualizaciones e intereses resarcitorios y/o punitorios calculados a la fecha de 


presentación de los elementos a que se refieren los puntos 1 y 2 del inc. a de los arts. 10 
ó 21, según corresponda, 


Los sujetos que efectúen la presentación dispuesta en este artículo, deberán presentar 
el disquete y la declaración jurada a que alude el segundo párrafo del inc. b de este artícu- 
lo, a partir del día 1 de marzo de 2001, hasta el día 22 de marzo de 2001, ambas fechas 
inclusive, 

El incumplimiento de las disposiciones del párrafo anterior será considerado, res- 
pecto de los planes del título H, como causal de caducidad con los efectos establecidos en 
el art. 30, 


No se admitirán presentaciones ni pagos hechos con anterioridad a las fechas estable- 
cidas a tal efecto en el presente artículo, 


Art. 38. — El pago a cuenta establecido en el inc. b del art. 10 y en el inc. d del 
art, 2] se efectuará de acuerdo con las condiciones y formas dispuestas en el primer pá- 
rrafo del art. 26. 
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TíruLo V 
TRATAMIENTO DE LOS CRÉDITOS QUIROGRAFARIOS 


CaríruLo A 
CONDICIONES PARA EL ACUERDO PREVENTIVO 


Art. 39. — En el caso en que se ofrezca un acuerdo preventivo para créditos quirogra- 
farios, entre los que se encuentre el de este organismo, y a los efectos de considerar la 
posibilidad de prestar conformidad al mismo, la propuesta deberá observar los siguientes 
requisitos: 

a) No contener quita alguna. 

b) Aplicar, como mínimo, un interés del 0,50% mensual. 

€) No exceder, para su cumplimiento, el término de noventa y seis meses. 

d) El pago de tres cuotas al año, como mínimo y Ja amortización del capital de la 
deuda no inferior al 10% anual, La cancelación de la cuota operará sólo con la amortiza- 
ción del capital acordado a ella y el ingreso de su respectivo interés. 


CarítuLo B 
FORMULACIÓN DE LA SOLICITUD 


Art. 40, — La petición respectiva deberá formalizarse mediante la presentación de 
una nota, en carácter de declaración jurada, ante la dependencia que tenga a su cargo la 
representación legal de este organismo, con exclusión de cualquier otra, y con una antela- 
ción no inferior a veinte días corridos a la fecha de vencimiento del período de exclusivi- 
dad. 

De tratarse de entidades cuyos patrimonios sean adquiridos en el marco del procedi 
miento establecido en el art. 48 y concs. de la ley 24.522 y su modificatoria, la nota pre- 
cedentemente mencionada deberá estar suscripta por el tercero interesado y deberá ser 
presentada dentro de los plazos procesales previstos en el inc. 3 de dicho artículo. 


Art. 41. — En el supuesto contemplado en el artículo anterior, el tercero interesado 
o, en su caso, los sujetos indicados en el art. 1%, deberán informar: 

a) Las condiciones ofrecidas como base del acuerdo. 

b) Las condiciones de pago que ofrecerán por los créditos con privilegio, una vez ho- 
mologado el acuerdo preventivo. 

c) El compromiso asumido de cumplir los requisitos, formalidades y demás condi- 
ciones establecidas en el art. 20 y cones., respecto de los créditos con privilegio y qui- 
rografarios (en lo pertinente, de conformidad con lo dispuesto en el art. 16, segundo 
párrafo). 

Art. 42. — La presentación que no se ajuste a lo establecido en el artículo prece- 
dente, será rechazada sin sustanciación alguna por los funcionarios mencionados en el 
art. 22, en cuanto a su conformidad para aprobar el acuerdo preventivo propuesto, no 
invalidando la petición que pudiera efectuarse de acuerdo con lo normado en el inc. a 
del art. 20. 


Art. 43. — En caso de no obtenerse la conformidad del resto de los acreedores para el 
acuerdo preventivo, los terceros interesados en la adquisición de la empresa, en virtud del 
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art. 48 de la ley 24.522 y su modificatoria, no quedan exceptuados del trámite previsto 
en el presente título para la obtención de dicho acuerdo. 


TíruLo VI 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 


Art. 44, -- Una vez aprobado el plan de facilidades de pago por este organismo, en el 
marco del régimen previsto en esta resolución general, la inclusión de la totalidad de la 
deuda del contribuyente en aquél, así como, de corresponder, en el acuerdo preventivo, y 
en tanto se dé cumplimiento a la totalidad, sin excepción, de los requisitos y condiciones 
establecidos para producir y/o mantener la vigencia de los mencionados planes, permite a 
los contribuyentes o responsables beneficiarse con la reducción de contribuciones al régi- 
men nacional de la seguridad social según Jo dispuesto en el art. 21 de la res. gral. DGI 
41358 y su modificatoria, y/o contratar con el Estado nacional en los términos de la res. 
gral, 135 y su modificatoria. 


Art. 43. — La cancelación de las cuotas y pagos párciales se efectuará mediante el 
sistema integrado de control especial en cuyo ámbito se verificará el cumplimiento del plan 
de facilidades aprobado, expresa o tácitamente. 


Art, 46.- Las presentaciones previstas en esta resolución general se efectuarán ante 
la dependencia de este organismo en la que el contribuyente o responsable se encuentre 
inscripto, salvo las situaciones especiales que contempla la presente. 


Art. 47. - El ofrecimiento de un acuerdo preventivo para créditos quirografarios con 
arreglo al art. 39 importa el compromiso, por parte del contribuyente o responsable con- 
cursado, de presentar el programa aplicativo y la declaración jurada que genere el mismo, 
de conformidad con el procedimiento que este organismo dispondrá. 


Art. 48. — Apruébanse los Anexos 1 a VII que forman parte de la presente resolu- 
ción general. 


Art. 49. — Derógase la res. gral. DGI 4241 y sus modificaciones, excepto con rela- 
ción a las solicitudes de acuerdo preventivo presentadas con anterioridad a la publicación 
de la presente en el Boletín Oficial, en cuyo caso, los contribuyentes y responsables podrán 
acogerse al régimen de facilidades de pago para créditos privilegiados aprobados por dicha 
norma, en tanto el acogimiento tenga lugar dentro del plazo establecido en la misma. 

Consecuentemente, los planes de facilidades de pago para créditos privilegiados acor- 
dados por este organismo al amparo de la res. gral. DGI 424] y sus modificaciones, con- 
tinuarán vigentes, en tanto se mantengan las condiciones para su vigencia de conformi- 
dad con dicha norma. 

Asimismo, el formulario de declaración jurada 379 continuará vigente a los fines es- 
tablecidos en esta resolución general. 


Art. 50. [De forma] 


C) TRATADOS INTERNACIONALES 


TRATADO DE DERECHO COMERCIAL 
INTERNACIONAL* 


Tíruto X 
DE LAS FALENCIAS 


Artículo 35. Son jueces competentes para conocer de los juicios de quiebra, los del 
domicilio comercial del fallido, aun cuando la persona declarada en quiebra practique ac- 
cidentalmente actos de comercio en otra nación, o mantenga en ella agencias o sucursales 
que obren por cuenta y responsabilidad de la casa principal. 


Art. 36. - Si el fallido tiene dos o más casas comerciales independientes en distintos 
territorios, serán competentes para conocer del juicio de quiebra de cada una de etlas, Jos 
tribunales de sus respectivos domicilios. 


Art. 37. Declarada la quiebra en un pais, en el caso del artículo anterior, las medi- 
das preventivas dictadas en ese juicio, se harán también efectivas sobre los bienes que el 
fallido tenga en otros Estados, sin perjuicio del derecho que los artículos siguientes conce- 
den a los acreedores locales. 


Art. 38. Una vez cumplidas las medidas preventivas por medio de las respectivas 
cartas rogatorias, el juez exhortado hará publicar por el término de sesenta días avisos en 
que dé a conocer el hecho de la declaración de quiebra y las medidas preventivas que se 
han dictado. 


Art. 39.— Los acreedores locales podrán, dentro del plazo fijado en el artículo ante- 
rior, a contar desde el día siguiente a la publicación de los avisos, promover un nuevo Jui- 
cio de quiebra contra el fallido en otro Estado, o concursarlo civilmente, si no procediese 
la declaración de quiebra. MN 

En tal caso, los diversos juicios de quiebra se seguirán con entera separación y Se 
aplicarán respectivamente en cada uno de ellos las leyes del país en que radican. 


+ Firmado en Montevideo el 12/2/1889 por los plenipotenciacios de Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Pa- 
raguay, Perú y Uruguay. Ratificado por Argentina, Bolivia, Colombia, Paraguay, Perú y Uruguay. — Ápro- 
bado por ley 3192. Sólo se transcriben las partes pertinentes. 


APÉNDICE. TRATADOS INTERNACIONALES 512 


Art. 40. -- Entiéndase por acreedores locales, que corresponden al concurso abierto 
en un país, aquellos cuyos créditos deben satisfacerse en el mismo, 


Art. 41.— Cuando proceda la pluralidad de juicios de quiebras o concursos, según lo 
establecido en este título, el sobrante que resultare a favor del fallido en un Estado será 
puesto a dispo: n de los acreedores del otro, debiendo entenderse con tal objeto los 
jueces respectivos. 


Art, 42. En el caso en que siga un solo juicio de quiebra, porque así corresponda, 
según lo dispuesto en el art. 33, o porque los dueños de los créditos locales no hayan hecho 
uso del derecho que les concede el art. 39, todos los acreedores del fallido presentarán sus 
títulos y harán uso de sus derechos ante el juez o tribunal que ha declarado la quiebra. 


Art. 43. Aun cuando exista un solo juicio de quiebra, los acreedores hipotecarios 
anteriores a la declaración de la misma, podrán ejercer sus derechos ante los tribunales del 
país en que están radicados los bienes hipotecados o dados en prenda. 


Art. 44.— Los privilegios de los créditos localizados en el país de la quiebra y adqui- 
ridos antes de la declaración de ésta, se respetarán, aun en el caso en que los bienes sobre 
que recaiga el privilegio se transporten a otro territorio y exista en él, contra el mismo fa- 
llido, un juicio de quiebra o formación de concurso civil. 

Lo dispuesto en el inciso anterior sólo tendrá efecto cuando la traslación de los bie- 
nes se haya realizado dentro del plazo de la retroacción de la quiebra. 


Ark. 45. -- La autoridad de los síndicos o representantes legales de la quiebra será re- 
conocida en todos los Estados, si lo fuese por la ley del país en cuyo territorio radica el con- 
curso al cual representan, debiendo ser admitidos en todas partes a ejercer las funciones 
que les sean concedidas por dicha ley y por el presente tratado. 


Art. 46.— En el caso de pluralidad de concursos, el tribunal en cuya jurisdicci 
side el fallido será competente para dictar todas las medidas de carácter civil que lo afec- 
ten personalmente. 

Art. 47. - La rehabilitación del fallido sólo tendrá lugar cuando haya sido pronuncia 
da, en todos los concursos que se le sigan, 

Art. 48. — Las estipulaciones de este tratado en materia de quiebras se aplicarán a las 
sociedades anónimas, cualquiera que sea la forma de liquidación que para dichas sociedas 
des establezcan los Estados contratantes, en el caso de suspensión de pagos. 


TRATADO DE DERECHO COMERCIAL 
TERRESTRE INTERNACIONAL* 


Tíruo VIE 
DE-LAS QUIEBRAS 


Artículo 40. — Son jueces competentes para declarar la quiebra, los del domicilio 
del comerciante o de la sociedad mercantil, aun cuando practiquen accidentalmente actos 


* Suscripto en Montevideo el 19/3/40 por los delegados de Uruguay, Brasil, Colombia. Bolivia, 
Argentina, Perú y Paraguay. Ratificado por Argentina, Paraguay y Uruguay. La República Argentina lo 
raulicó por decr. ley 7771/56; sancionado y promulgado el 27/4/56 (BO, 8/5/56). Sólo se transcriben las 
partes pertinentes. 
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de comercio en otro u otros Estados, o tengan en alguno o algunos de ellos, agencias o su= 
cursales que obren por cuenta y responsabilidad del establecimiento principal. 


Art. 41. — Si el fallido tiene dos o más casas comerciales independientes en distintos te- 
rritorios, serán competentes para conocer del juicio de quiebra de cada una de ellas, los jue- 
ces o tribunales de sus respectivos domicilios. 


Art. 42.— La declaración de quiebra y demás actos concernientes a ella cuya publica- 
ción esté prescripta por las leyes del Estado en donde la quiebra ha sido declarada, se pu- 
blicarán en los Estados en donde existan agencias, suctrsales o establecimientos del falli- 
do, sujetándose a las formalidades establecidas por las leyes locales. 


Art. 43. — Declarada la quiebra en un Estado, las medidas preventiv 
conservación dictadas en el respectivo juicio, se harán también efecti 
que el fallido tenga en los otros Estados, con arreglo a las leyes locales. 


de seguridad y 
bre los bienes 


Art. 44, - Una.vez cumplidas las medidas preventivas por medio de las respectivas 
rogatorias, el juez exhortado hará publicar durante treinta días en los lugares donde 
el fallido posea bienes, avisos en los cuales se dé a conocer el hecho de la declaración de 
quiebra y las medidas que se hubieran dictado. 


Art. 45.— Los acreedores locales podrán, dentro del término de sesenta días, contados 
a partir de la última publicación a que se refiere el artículo anterior, promover en el res- 
pectivo Estado un nuevo juicio de quiebra contra el fallido, o concursado civilmente si no 
procediese la declaración de quiebra. En tal caso, los diversos juicios de quiebra se se- 
guirán con entera separación y serán aplicadas, respectivamente, en cada uno de ellos, las 
leyes del Estado en donde el procedimiento se radica. Asimismo, se aplicarán las leyes 
correspondientes a cada juicio distinto y separado para todo lo concerniente a la celebra 
ción de concordatos preventivos y otras instituciones análogas. Todo ello sin perjuicio 
del cumplimiento de las medidas a que se refiere el art. 43, de lo dispuesto en el art. 47, 
de este título y de las oposiciones que puedan formular los síndicos o representantes de 
la masa de acreedores de los otros juicios. 


Art. 46. - Entiéndase por acreedores locales que corresponden a la quiebra en un Es 
do, aquellos cuyos créditos deben satisfacerse en dicho Estado. 


Art. 47.— Cuando proceda la pluralidad de los juicios de quiebra, según lo estableci- 
do en este título, el sobrante que resultare en un Estado a favor del fallido, quedará a dis- 
posición del juez que conoce de la quiebra en el otro, debiendo entenderse con tal objeto 
los jueces respectivos. 


Art. 48. - En el caso de que se un solo juicio de quiebra, porque asi corresponda 
según lo dispuesto en el art, 40, o porque los titulares de los créditos locales no hayan he- 
cho uso del derecho que les concede el art. 45, todos los acreedores del fallido presenta- 
rán sus títulos y harán uso de sus derechos de conformidad con la ley y ante el juez o tri- 
bunal del Estado que ha declarado la quiebra. 

En este caso, los créditos localizados en un Estado tienen preferencia con respecto 
a los de los otros, sobre la masa de bienes correspondientes al Estado de su loca- 
lización. 


Art. 49. - La autoridad de los síndicos o administradores de la quiebra única, cual 
quiera que sea su denominación o la de sus representantes, será reconocida en todos los 
Estados contratantes. 

Podrán tomar medidas conservativas o de administración, comparecer en juicio y ejer- 
cer las funciones y derechos que les acuerdan las leyes del ado en donde fue declarada 
la quiebra: pero la ejecución de los bienes fuera de la jurisdicción del juez que entiende 
en el juicio, deberá ajustarse a la ley de la situación. 


33. TLA, Concursos y quiebras. 
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Art. 50.— Aun cuando exista un solo juicio de quiebra, los acreedores hipotecarios o 
prendarios, anteriores a la fecha de la definitiva cesación de pagos, podrán ejercer sus de- 
rechos ante los jueces del Estado en donde están radicados los bienes hipotecados o dados 
en prenda. 


Art. 51, - Cuando exista pluralidad de juicios de quiebra, los bienes del deudor situa- 
dos en el territorio de otro Estado en el cual no se promueva juicio de quiebra, concurso 
civil u otro procedimiento análogo, concurrirán a la formación del activo de la quiebra 
cuyo juez hubiese prevenido. 


Art. 52. - En el caso de pluralidad de quiebras, el juez o tribunal en cuya jurisdic- 
ción esté domiciliado el fallido será competente para dictar todas las medidas de carácter 
civil que le conciernan personalmente. 


Art. 53. - Las reglas referentes a la quiebra serán aplicables en cuanto corresponda, a 


las liquidaciones judiciales, concordatos preventivos, suspensión de pagos u otras institu- 
ciones análogas contenidas en las leyes de los Estados contratantes. 


TRATADO DE DERECHO PROCESAL 
INTERNACIONAL* 


TíruLo IV 


DEL CON SO CIVIL DE ACREEDORES 


Artículo 16. — El concurso civil de acreedores 
ante los jueces del país del domicilio del deudor. 


rige y se tramita por las leyes y 


Art. 17, - Si hubiere bienes ubicados en uno o más Estados signatarios, distintos de 
los del domicilio del deudor, podrá promoverse, a pedido de los acreedores, concursos in- 
dependientes en cada uno de ellos. 


Art. 18, - Declarado el concurso, y sin perjuicio del derecho a que se refiere el ar- 
tículo anterior, el juez respectivo tomará las medidas preventivas pertinentes respecto de 
los bienes situados en otros países, y, al efecto, procederá en la forma establecida para esos 
casos en los artículos anteriores. 


Art. 19, - Cumplidas las medidas preventivas, los jueces a quienes se libran los exhor- 
tos harán conocer, por edictos publicados durante treinta días, la declaración del concurso, 
la designación de síndicos y de su domicilio, el plazo para presentar los títulos creditorios 
y las medidas preventivas que se hubieren tomado. 


Art, 20.- En el caso del art. 17, los acreedores locales, dentro de los sesenta días 
subsiguientes a la última publicación prevista en el artículo anterior, podrán promover 


* Suscripta en Montevideo el 19/3/40 por los delegados de Uruguay, Brasil, Colombia, Bolivia, 
ntina, Perú y Paraguay. Ratíficado por Argentina, Paraguay y Uruguay. La República Argentina lo 
por decr. ley 7771/56; sancionado y promulgado el 27/4/56 (BO, 8/5/56). Sólo se transcriben las 
partes pertinentes. 


515 TRATADO DE DERECHO COMERCIAL PROCESAL INTERNACIONAL 


el concurso del deudor respecto de los bienes ubicados en ese país. Para este caso, 
como para el juicio único de concurso, que se siga ante los tribunales y de acuerdo con 
las leyes del país del domicilio del deudor, los acreedores locales tendrán derecho de pre- 
ferencia sobre los bienes ubicados en el territorio en donde sus créditos deben ser satisfe- 


chos. 


D) ACorDADAS 


ACUERDO GENERAL DE LA CÁMARA NACIONAL 
DE APELACIONES EN LO COMERCIAL 
DE LA CAPITAL FEDERAL CELEBRADO EL 27/9/95 


Y. S. Peirano, Enrique M. Butty y Felipe M. Cuartero en las actuaciones "Apertura de r 
gístros para inscripción de funcionarios concursales arts. 253, 261 y 262, ley 24,522” $, 
1161/95, aprobar el “Reglamento para la inscripción de síndicos, enajenadores y estima- 
dores en procesos concursales”, el que textualmente dice: 


V.1. Conforme el dictamen de la Comisión ad hoc integrada por los doctores a 


REGLAMENTO PARA LA INSCRIPCIÓN Y FORMACIÓN 
DE LISTAS DE SÍNDICOS, ENAJENADORES Y ESTIMADORES 
EN PROCESOS CONCURSALES 


Cartruto PRIMERO 
DE LOS SÍNDICOS 


Sección PRIMERA 
DE LA APERTURA DE LA INSCRIPCIÓN 


Artículo 1”— Cada cuatro años, durante junio y julio, se recibirán en el Consejo Pro- 
fesioval de Ciencias Económicas de esta Capital, con otorgamiento del recibo pertinente, 
las solicitudes de inscripción que presenten los contadores interesados en integrar las lis- 
tas de síndicos para actuar en concursos preventivos y quiebras. 


Sección SEGUNDA 
DE LA INSCRIPCIÓN DE CONTADORES 


Art. 2*— Podrán inscribirse para formar las listas de esta categoría los contadores 
públicos con una antigiedad mínima en la matrícula de cinco años al tiempo de la soli- 
citud. 


Art. 3"— Las solicitudes deberán ser firmadas por sus presentantes, el Consejo legali- 
zará sin cargo las firmas y verificará los datos personales de los solicitantes y el cumpli- 
miento de los requisitos de la solicitud, que podrá hacerse en formularios impresos por el 
Consejo. 
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A neta z os es A 
y Art. 4" La solicitud deberá contener la siguiente información, que será expuesta 
bajo juramento o promesa de decir verdad: 


E 2 Datos personales, con indicación del domicilio real y del domicilio especial del 
me. de 


b) Datos correspondientes a su matriculación profesional, con el arancel al día. 


a) Manifestación expresa de poseer antecedentes de índole personal y profesional inta- 
chables. Asimismo, mencionarán los títulos que posean, cargos que desempeñen o que ha- 
yan desermpeñado en la actividad pública o privada -particularmente, con expresión del lap- 
so durante el cual lo han hecho y juzgado ante los que han actuado-, indicando también 
los trabajos de su especialidad de que sean autores o coautores, y todo otro antecedente 
relativo a su idoneidad profesional, : 


o d) Declaración de tener escritorio dentro de la jurisdicción al momento de la inscrip- 
ción, adecuado para atender en forma personal, tal como lo requiere la ley; dicho lugar 
constituirá domicilio especial desde el momento de la inscripción para todos los efecto s 
de su actuación como síndico, y sólo podrá ser cambiado con autorización de esta Cáma- 
ra, mediando justa causa debidamente acreditada. El escritorio deberá estar abierto para 
la atención del público cuanto menos los días hábiles judiciales de 12 a 18 horas, a los fe 
nes del art. 275, inc. 7, de la ley 24.522. o : 


' e) Declaración sobre relación de dependencia o vinculación con otras personas o en- 
tidades que no sean profesionales. En caso de hallarse vinculado a otro profesional: a) 
se precisará la índole de la relación, identificando a la persona en cuestión y b) se decla- 
rará que no constituye estudio de contadores inscripto o por inscribir para el mismo perío- 
do en la lista categoría A (sección tercera de este capítulo). á 


£) Declaración a) de no estar concursado, indicando en caso contrario juzgado y se- 
cretaría y fecha de apertura, así como de rehabilitación si se hubiese operado; b) de no ha- 
ber tenido O tener procesos, indicando en caso contrario su naturaleza y estado; y c) de no 
estar inhabilitado y de no haber presentado renuncia a la designación que como síndico le 
hubiera correspondido, y en caso de así haberlo hecho, las causas que la motivaron. 


SeEccIÓN TERCERA 
DE LA INSCRIPCIÓN DE ESTUDIOS CONTABLES 


a epa on inscribirse en esta categoría los estudios de contadores registrados 
el Consejo rofesional, que cuenten entre sus integrantes con mayoría de profesionales 
con un mínimo de cinco años de antigiiedad en la matrícula. 


Art. 6% La inscripción se realizará mediante la presentación de dos tipos de formu- 
larios, uno denominado “Estudio” y otro denominado “Integrante del estudio”. Respecto 
de ambos, el Consejo atenderá lo dispuesto en el art. 3" respecto de la legali ación de las 
firmas, la verificación de los datos personales de los firmantes y el cumplimiento de los 
requisitos de la solicitud, que podrá ser hecha en formularios impresos por el Consejo. á 


Art. 7*- El formulario “Estudio”. 5 so ¡ 
. + QUe será presenta a e a de 
decir verdad, deberá contener: p do bajo juramento o promesa de 


, 2 El nombre o designación del estudio, la indicación de su domicilio o sede, la nó- 
taa a sus integrantes con los datos de la matriculación de cada uno de ellos en el Con- 
sejo, y los datos de inscripción del estudio en el mismo Consejo Profesional. El formula- 


o ser firmado por todos los integrantes del estudio, con sus firmas debidamente 
e as. 


] ed Declaración de que ese domicilio o sede del estudio es adecuado para que el o los 
contadores indicados por el estudio para actuar en un concurso, puedan atender al público. 
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Dicho domicilio o sede del estudio, no podrá ser cambiado sin autorización de esta Cáma- 
ra, que se otorgará en caso de causa justificada, debidamente acreditada. 

<) Declaración de asumir todos los integrantes del estudio responsabilidad solidaria 
por la gestión del o de los contadores indicados por el estudio para actuar en un concur- 
so. Tal responsabilidad alcanzará a todos los profesionales que integren ¡el estudio al 
tiempo de su inscripción en esta Cámara, Se mantendrá respecto de cadajuno de ellos 
por todos los actos cumplidos por el o los contadores indicados para actuar en un con- 
curso, durante el tiempo en gue aquéllos integren el estudio, y hasta que comuniquen 
fehacientemente a esta Cámara su desvinculación y la inscripción de tal acto en el Con- 
sejo. 


Art. 8*- El formulario “Integrante del estudio” será presentado por cada uno de los 
integrantes del estudio que haya presentado el formulario “Estudio”, con la firma del pre- 
sentante y juramento o promesa de decir verdad, y deberá contener: 

a) Datos personales, con indicación del domicilio real y especial, Este domicilio 
especial será el de la sede del estudio, y sólo podrá ser cambiado cuando esta Cámara lo 
autorice, en cuyo caso cambiará también el del profesional. 

b) Los datos y manifestaciones indicados en el art, 4%, ines. b, e y £ 

c) Declaración sobre relación de dependencia o vinculación con otras personas o en- 
tidades que no sean profesionales. En caso de hallarse vinculado con ou profesional 
que no sea integrante del estudio, se precisará la índole de la relación identificando a la 
persona de que se trate. il 


Sección CUARTA 
DE LA CONFECCIÓN DE LISTAS 


Art. 9”- Dentro de veinte días de cerrada la inscripción, el Consejo remitirá a esta 
Cámara, para su consideración, a) las solicitudes presentadas, b) una nómina de los profe- 
sionales y de los estudios de los contadores -con indicación de sus integrantes— que hayan 
presentado solicitud de inscripción, y c) todo otro dato que surja de sus registros respecto 
de los solicitantes. 


Art. 10. — La Cámara formará veintiséis listas de síndicos titulares para los “B”, que 
serán asignadas por sorteo a cada juzgado. Además, confeccionará veintiséis listas de 
síndicos suplentes de cada categoría. Esas lista rán para las designaciones a 
realizar desde el 1” de enero del año siguiente. 


Art. 11,- Cada una de las listas de síndicos titulares para procesos “A” estará inte- 
grada por no más de tres estudios, y las de suplentes por no más de dos. Dichas listas 
serán formadas mediante el siguiente procedimiento: a) se seleccionará para síndico títular 
hasta un estudio en tanto esté integrado por mayoría de contadores que se hayan d. ado 
para su actuación anterior como funcionarios concursales; hb) se seleccionará para síndico 
titular hasta un estudio en tanto esté integrado por mayoría: de contadores que posean los 
títulos universitarios de especialización concursal a que hace referencia [el] art. inc. 
1, de la ley 24.522; c) las vacantes subsistentes para síndicos titulares y suplentes se inte- 
grarán por sorteo; de entre los desinsaculados, serán preferidos como titulares los estu- 
dios que cuenten con mayoría de integrantes que hayan obtenido calificaciones distingui- 
das en los estudios universitarios de especialización concursal. 


Art. 12, - Cada una de las listas de síndicos titulares para procesos “B” estará inte- 
grada por no menos de doce contadores, y las de suplentes por no menos de ocho. Di- 
chas listas serán formadas mediante el siguiente procedimiento: a) se seleccionará para 
síndico titular no menos de cuatro contadores que solicitaran reinscripción y se hayan des- 
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tacado por su actuación anterior como funcionarios concursales; bh) se seleccionará para 
síndico titular hasta cuatro contadores que posean los títulos universitarios de especiali- 
zación concursal a que hace referencia el art. 253, inc. 1, de la ley 24.522; c) las vacantes 
subsistentes para síndicos titulares y suplenu integrarán por sorteo; de entre los desin- 
saculados, serán preferidos como titulares los contadores que hayan obtenido calificacio- 
nes distinguidas en los estudios universitarios de especialización concursal. 


Caeítuto 11 


DE LOS E 


A, 


'ADORES 


Sección PriMERA 


DE LOS MARTILLEROS Y OTROS ENAJENADORES 
INCUMBENCIAS 


Art. 13, - Al decretar la quiebra, el juez dispondrá ta forma de realización de los bie 
nes e indicará el funcionario que la llevará a cabo. dicho funcionario fuera un marti- 
llero, su designación se hará mediante sorteo que se efectuará con arreglo al art. 104.3 del 
reglamento para el fuero comercial, cuya fecha se señalará en la misma sentencia de quie- 
bra; si se tratase de otro enajenador (no martillero), éste será des gnado en la sentencia de 
quiebra, seleccionado por el juez de la lista a que se refiere el art. 20. 

Cuando se disponga la realización de bienes por su a pública, deberá nombrar uno 
o varios martilleros, o un banco autorizado para realizar subastas públicas, Cuando se dis- 
ponga la realización de bienes por actos distintos de la subasta pública, deberá nombrar algu- 
no de los otros enajenadores. 


SECCIÓN SEGUNDA 
DE LOS MARTILLEROS 


Art. 14. - A los efectos de lo dispuesto en el art. 261, párr. 2”, de la ley 24.522, cada 
juez de primera instancia confeccionará anualmente una lista de no menos de quince mar- 
tilleros que intervendrán en las subastas ordenadas en juicios concursales. 


Art. 15, - Los jueces, al confeccionar la lista, comprobarán que Jos postulantes cum- 
plan los recaudos exigidos por la ley y este reglamento. 


Art. 16. - Los martilleros postulantes deberán acreditar al solicitar su inscripción: a) 
estar matriculados; h) estar inscriptos en los organismos fiscales y previsionales corres- 
pondientes y tener al día sus aportes; c) no haber sido sancionados en los últimos cinco 
años, a cuyo efecto expedirá el correspondiente certificado la Superintendencia de esta 
Cámara; d) declarar, bajo juramento, no haber incurrido en causas de inhabilitación e in- 
formar sobre la existencia de causas penales en las que hayan sido procesados: e) acredi- 
tar que llevan los libros dispuestos en el art. 17 de la ley 20.266. 


Art. 17. — Asimismo, declararán bajo juramento contar con salón de ventas personal 
necesario para la realización de subas Los gastos ocasionados por la insuficiencia del 
local de ventas o del personal estarán a cargo exclusivo de los martilleros. Igualmente, 
dispondrán de depósitos y personal de vigilancia para la custodia de los bienes a subastar. 
Todo ello sin perjuicio de los gastos extraordinarios que pueda autorizar fundadamente el 
Juez de Ja quiebra en los términos del art. 261, párr. 2%, de la ley 24.522. 

Las listas que confeccionen los magistrados se exhibirán por diez días hábiles en lu- 
gar adecuado para el conocimiento del público y se comunicarán a Superintendencia antes 
del último día hábil del mes de noviembre de cada año, para su utilización durante el año 
siguiente; en caso de omisión de presentación de la lista, se utilizará la bista anterior. 
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Art. 18.—La Oficina de Superintendencia de esta Cámara mantendrá las nóminas a 
disposición del público, ordenadas y actualizada: 


Art. 19.—El juez podrá prescindir de la nómina: 

a) Cuando el rematador sea un banco oficial autorizado para efectuar subastas. 

b) Cuando se trate de bienes cuya enajenación corresponda legalmente a agentes 
predeterminados. El rsptador deberá ser escogido de las listas oficiales de esos 
agentes. 

c) Cuando la especialidad del objeto por subastar exigiera comisionar a un profe- 
sional de particular idoneidad, cuyo supuesto resultará de una decisión fundada; en tal 
caso se designará a un martillero de los previstos en el art. 20, inc. c. 


SecciÓN TERCERA 
DE OTROS ENAJENADORES 


Art. 20.- Anualmente, durante octubre y noviembre, la Cámara abrirá el registro 
para la inscripción de los enajenadores, los cuales al inscribirse deberán cumplir los re- 
caudos que en cada caso se mencionarán. 

«) Bancos comerciales y de inversión. Son tales los autorizados para operar en ese 
carácter por el Banco Central de la República Argentina. La solicitud de inscril ción será 
presentada y firmada por persona con representación suficiente del banco, con indicación 
del domicilio o sede legal de la entidad. El solicitante constituirá domicilio especial, 
que no podrá ser cambiado sin autorización de esta Cámara; deberá acompañar el estatuto 
de la sociedad, y constancia de la autorización para funcionar dada por el Banco Cen- 
tral de la República Argentina. 

b) Intermediarios profesionales de la enajenación de empresas. Son tales los cotre- 

dores matriculados, quienes al inscribirse deberán indicar sus datos personales, domicilio 
real y domicilio especial, el cual no podrá ser cambiado sin autorización de esta Cámara, 
y acompañar constancia de su matrícula. 
Expertos y entidades especializadas en la enajenación de empresas. Las perso- 
s que se inscriban en esta categoría -que podrán ser martilleros, que podrán actuar 
en los supuestos del art. 18, inc. c— deberán denunciar sus datos personales, domicilio real 
y especial, que no podrá ser cambiado sin autorización de la Cámara. Las sociedades 
deberán presentar un contrato constitutivo, informar sobre su integración —cuya modifi- 
cación será informada a la Cámara dentro del décimo día de ocurrida--, denunciar su do- 
micilio social inscripto —y sus modificaciones ulteriores, luego del décimo día de ocurri- 
das—, que será tenido como especial a todos los efectos de su actuación. Las personas y 
entidades deberán informar y acreditar los actos de los que resulte su experiencia o espe- 
cialización en la enajenación de empresas —sea de empresas en general, sea de empresas de 
determinada actividad— o en la enajenación de determinadas cosas obras de arte, maqui- 
narias, semovientes, etc.—, así como su habitual práctica, durante un período no menor de 
seis años, en dicha especialización. 

A] confeccionar la lista de estos enajenadores, la Cámara indicará el ramo en que 
ellos tienen experiencia o especialidad. 


CarítuLo VE 
DE LOS ESTIMADORES 
Art. 21. —- Cada cuatro años, en octubre y noviembre, la Cámara abrirá un registro de 


estimadores que actuarán en el cuatrienio siguiente. Formará una lista de dichos funcio- 
narios, de la cua) el juez seleccionará al que actuará en los supuestos del art. 48 de la ley 
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24.522. Podrán inscribirse los siguientes, quienes al hacerlo cumplirán los recaudos que 
se indican. 

a) Bancos comerciales, bancos de inversión y entidades financieras. Son tales los 
autorizados para operar en ese carácter por el Banco Central de la República Argentina, 
La solicitud de inscripción se adecuará a lo dispuesto por el art. 20, inc. a, del presente 
reglamento. 

: b) Expertos en materia financiera. Son tales los profesionales universitarios en cien- 
cias económicas con incumbencia en finanzas. Al inscribirse deberán denunciar sus da- 
tos personales, su domicilio real y especial -que no podrá ser cambiado sin autorización 
de esta Cámara- y sus datos de inscripción en la matrícula. 


Cavíruto IV 
DE LAS NORMAS COMPLEMENTARIAS Y TRANSITORIAS 


Ñ Art. 22, - Producida la designación de un funcionario por sorteo o por selección del 
juez, el designado será excluido de la nómina pertinente del juzgado en que haya sido nom- 
brado y las sucesivas designaciones se realizarán con los que se mantengan en la lista has- 
ta su agotamiento. Ocurrido éste se recomenzará a efectuar los sorteos seleccionados con 
la lista completa. 


La designación de dos o más funcionarios por sorteo (supuestos de sindicatura con- 
cursal plural y de designación colectiva de martilleros) se resolverá en la providencia que 
fije la fecha de sorteo, y se publicará al anunciarlo. Todos los designados por sorteo o 
por selección serán excluidos de la nómina pertinente, conforme a lo dispuesto en el pá- 
rrafo anterior. 


En el supuesto de conversión (arts. 90 y ss. de la ley 24.522), el síndico designado en 
la quiebra continuará actuando en el concurso preventivo. 


Art. 23. — Hasta tanto estén formadas y distribuidas las nuevas listas adecuadas a la 
presente reglamentación, las designaciones de síndicos y de enajenadores se harán sobre 
las actuales nóminas de síndicos y de martilleros; las de estimadores se harán conforme 
a lo dispuesto por el art. 262, párr. 1 ín fine, de la ley 24.522. 


Art. 24. -- Deróganse los arts. 104.1, 104.1.1, 104.1,2, 104.13, 104.2, 179, 180, y 
181 del reglamento de la justicia en lo comercial de la Capital Federal. 

V.2. Encomendar a la Comisión de Reglamento la inclusión de las normas en el 
punto anterior, en el reglamento de la justicia en lo comercial de la Capital Federal, y la 
confección de un texto ordenado de éste. 

V.3. Disponer, por esta única vez, la apertura del registro de estudios de conta- 
dores durante noviembre y diciembre de 1995; el Consejo Profesional de Ciencias Económi- 
cas remitirá las constancias previstas en el art. 9” antes del 15 de febrero de 1996. La 
Cámara formará las listas antes del 31 de mayo de 1996, 


_ ACUERDO 6 DE LA CÁMARA DE APELACIÓN 
EN LO CIVIL Y COMERCIAL DE ROSARIO DEL 20/81 


En la ciudad de Rosario, a los 20 días del mes de agosto del año 2003, se reunieron 
en acuerdo los señores jueces integrantes de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comer- 
cial de Rosario bajo la presidencia de su titular, el doctor Avelino J. Rodil, y con la pre- 
sencia de los doctores María del Carmen Álvarez, Edgard J. Baracat, Mario Chaumet, 
Alicia García, Jorge W. Peyrano, Néstor P. Sagúés, José María Serralunga y Ricardo Á. 
Silvestri para tratar los siguientes temas. 
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Punto 1: Tratamiento definitivo del Proyecto de Comisión designada por acuerdo 
3/03 (pto. 2) en relación a la presentación efectuada por el Consejo Profesional de Cien- 
cias Económicas (ref. ac. 8/93). Luego de un intercambio de opiniones, la Cámara de 
Apelación Civil y Comercial de Rosario, Resuelve: Aprobar Jas modificaciones al “Regla- 
mento para formación de listas de síndicos y otros funcionarios concursales y de aspectos 
conexos al ejercicio de la Superintendencia Concursal” (ley 24.522), el que quedará redac- 
tado de la siguiente manera: 


Artículo 1”-- Cada cuatro años, durante los meses de octubre y noviembre, se reciben 
consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Provincia de Santa Fe (Rosario), 
tudes de inscripción que presenten los interesados en integrar las listas de sindi- 
cos para actuar en concursos preventivos y quiebras en los juzgados de la Circunscripción 
Judicial n* 2 (art. 6%, LOP). Las respectivas solicitudes deben ser firmadas ante el Conse- 
jo Profesional de Ciencias Económicas de la Provincia de Santa Fe (Rosario); bajo jura- 
mento deben contener los datos siguientes: 

a) Datos personales, con indicación del domicilio real y domicilio especial del inc. d. 


b) Datos correspondientes a la inscripción profesional, constancia de estar inscripto 
en el Consejo Profesional de Ciencias Económicas, con la matrícula al día, debiendo tener 
cumplidos los cinco años de antigiedad en la matrícula antes del 31 de diciembre del año 
en que se abren los registros de postulantes. 

c) Manifestación expresa de poseer antecedentes de índole personal y profesional in- 
tachables; declaración de no estar inhabilitado por quiebra, de no estar sometido a proceso 
penal (indicando, si fuera el caso, causa, radicación y estado de la misma), de no estar 
inhabilitado específicamente para el ejercicio de la sindicatura, y de no haber presentado 
renuncia a designaciones que como síndico le hubiesen correspondido (en caso de así ha- 
berlo hecho, indicará las causas que la motivaron y datos para la individualización del ex- 
pediente). 

d) Indicar el o los distritos judiciales de esta circunscripción en los cuales no preten- 
de actuar (Distrito Judicial n* 2 —Rosario-; Distrito Judicial n* 6 -Cañada de Gómez»; 
Distrito Judicial n* 7 -Casilda-; Distrito Judicial n* 12 -San Lorenzo-; Distrito Judicial n* 
14 -Villa Constitución). Declaración de tener oficina dentro de la localidad sede de res- 
pectivo distrito judicial cuya lista aspira a integrar; y de que ella es adecuada para atender 
en forma pública, personal e indelegable. Debe individualizarse el domicilio (calle, nú- 
mero, piso, oficina), teléfono/s, fax, correo electrónico y/o cualquier otro medio para co- 
municarse. Desde el momento de la solicitud de inscripción, dicho domicilio se tiene 
como domicilio especial a todos los efectos relacionados con la actuación como síndico, y 
sólo se tendrá por cambiado después de haberse notificado a esta Cámara y haberse acep- 
tado dicho cambio por este tribunal. 

e) Aclaración sobre si tiene relación de dependencia o vinculación con otras personas 
o entidades profesionales o no; en su caso, índole de la relación e identificación de las 
personas o entidades. 


f) Individualización de antecedentes en la 


siguientes Áreas: 


1) Títulos universitarios. 

2) Experiencia en el ejercicio de la sindicatura concursal (nombre de la causa, juzga- 
do y año; carácter de titular o suplente; sanciones, en su caso), 
jonal. 


3) Antecedentes en el ejercicio profe 

4) Antecedentes académicos (cátedras universitarias; cursos, seminarios, conferencias O 
congresos, indicando carácier de asistente, disertante, etc.; trabajos de investigación, ar- 
tículos y libros, con datos de publicación; pertenencia a entidades científicas). 

5) Título universitario de posgrado de especialización en sindicatura concursal. De- 
berá al respecto indicar concretamente: a) denominación del título o grado obtenido; h) fe- 
cha de expedición del mismo; c) universidad que lo confiere. No deberá incluirse en este 
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rubro 5 cursos de especialización que no impliquen el otorgamiento de un título o grado a 
quien los haya aprobado. 


6) Otros títulos universitarios de posgrado. Todos los títulos precedentes a que hace 
mención este artículo, deben ser anteriores al cierre de la presentación de las solicitudes, y 
deberán acreditarse mediante fotocopia certificada. 


Art. 2*- En casos de estudios de contadores que se presenten como aspirantes a inte- 
grar las listas como tales, se deben consignar todos los datos enumerados en el artículo 
primero respecto de cada uno de los integrantes del estudio, por separado. 


Art. 3%- El Consejo Profesional de Ciencias Económicas debe presentar todas las so- 
licitudes que hubiera recibido, en la Secretaría de Presidencia de esta Cámara de Apela- 
ción, antes del 15 de febrero del año inmediato siguiente, con las observaciones o infor- 
mes sobre cada una que se estimen pertinentes a fin de alcanzar la más adecuada integración 
de las listas. 


Art. 4% -- Teniendo en cuenta los elementos de juicio aportados por los interesados, y 
los demás que se pudieren reunir a través de los informes de las entidades profesionales o 
por iniciativa del tribunal, éste confeccionará —antes del 15 de abril— un listado general 
de todos los candidatos (estudios e individuos) habilitados para integrar las pertinentes 
listas. Para ello se tendrán en cuentas las directivas legales que mandan tener en conside- 
ración los antecedentes profesionales y académicos así como asignar preferencia a los tí- 
tulos universitarios de especialización en sindicatura concursal. 


Art. 5”- La Cámara de Apelación confeccionará las listas previstas por el art. 253 de 
la ley de concursos conforme las pautas señaladas por los íncs. 1 y 2 de tal norma. 

En el caso de que el número de postulantes con título universitario de posgrado de es- 
pecialización en sindicatura concursal resultare insuficiente o excesivo con relación al nú- 
mero que fijare la Cámara para las listas, ésta procederá a una selección conforme las s 
guientes directri 

1) Setenta puntos por la posesión del referido título. 

2) Treinta puntos en razón de los demás antecedentes mencionados por la norma le- 
gal citada. 

La Cámara de Apelación podrá delegar la evaluación de antecedentes a un jurado ad hoc 
y ad honorem de tres miembros titulares y tres suplentes cuyos nombres se publicitarán 
adecuadamente con anterioridad al 15 de febrero. 


Art. 6%- El JS de abril se publicarán en los estrados del tribunal (Secretaría de Presi- 
dencia de la Cámara) los nombres de todos los postulantes (estudios o individuos) acepta- 
dos para integrar las listas, previo a lo cual, la Cámara determinará su número de acuerdo 
a las pautas de art. 7%, Esta publicación servirá de suficiente notificación a los interesa- 
dos, a todos los efectos que correspondieren. Cualquier observación podrá formularse 
dentro de los tres días hábiles siguientes a la publicación mencionada; su resolución será 
irrecurrible. 


Art. 7”- En la Circunscripción Judicial n* 2, teniendo en cuenta las cantidades a que 
alude el art. 253, inc. 2 de la ley de concursos, se confeccionará una lista general de síndi- 
cos categoria “A” (estudios) integrada como mínimo por setenta estudios, y una lista gene- 
ral categoría “B” (individuos) formada al menos por doscientos ochenta profesionales, 
cantidades que podrán ser ampliadas por la Cámara por razones de servicio. 

Las listas mencionadas también servirán como listas de suplentes y el designado en tal 
carácter saldrá de la lista como suplente hasta tanto hubieran actuado los otros en la misma 
forma. La designación como suplente se computará independientemente a los fines del art. 
253, inc. 6 de la ley de concursos. 
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Para el sorteo se tendrá en cuenta lo indicado al tiempo de la inscripción en relación 
de lo dispuesto por el art. 1”, inc. d de este reglamento. 


Art. 8”—Se entiende por “estudio de contadores” —a los fines del art. 253, LCO-— a la 
agrupación de al menos tres contadores públicos cuya mayoría esté en condiciones lega- 
les de ejercer la sindicatura concursal, organizados profesionalmente para ello, de manera 
permanente, objetivamente comprobable y con el mismo domicilio] (art. 1%, . d de 
este reglamento). Salvo discriminación expresa al momento de laj inscripció e en- 
tenderá —a los fines del art. 256, LC-— que todos los integrantes del estudio son “princi- 
pales”. 


Art. 9”-- La Secretaría de Presidencia llevará un legajo personal por cada síndico (in- 
dividuo y estudio), donde se registrarán los concursos en que resultaren sorteados y de- 
signados, licencias concedidas, sanciones impuestas y todo otro dato que se considere 
pertinente para evaluar el desenvolvimiento profesional. 


Art. 10,-- Los jueces designarán, en cada proceso concursal, la fecha de la audiencia 
para sorteo de síndico. Esas audiencias se llevarán a cabo, exclusivamente, en la Secreta- 
ría de la Presidencia de la Cámara, todos los días miércoles o el inmediato hábil sí éste 
fuese feriado, a partir de las diez de la mañana. El acto de sorteo será público y realiza- 
do de acuerdo a lo resuelto por acuerdo 7 del 12/12/01 (sorteo informático). El actuario 
realizará el sorteo anunciando de viva voz los autos y el juzgado correspondiente a cada 
sorteo; deberá labrar un acta -que podrá ser firmada por los asistentes que quisieren ha- 
cerlo— en el libro especial con los sorteos de cada día, y dejará constancia del nombre y 
domicilio del sorteado para el expediente concursal respectivo a fin de que en el juzgado 
correspondiente se efectúe la designación en legal forma (art. 253, inc. 4, LC). 


Art. 11.-A los efectos del sorteo, los juzgados comunicarán a la Secretaría de la 
Presidencia el nombre de los autos para los cuales se requiere síndico, con aclaración so- 
bre el tipo de sindicatura (unipersonal o plural; estudio o individuo) y de juicio concursal 
(concurso preventivo o quiebra); esto último a fin de sortear separadamente los concursos 
preventivos y las quiebras (art. 253, inc. 4, LC). La comunicación se hará por escrito 
y deberá haberse recibido sin observaciones en la mesa de entradas de Presidencia el 
día anterior al señalado para los sorteos a fin de poder ser incluido en el inmediato o, en 
su defecto, en el siguiente. 


Art. 12. — Durante el periodo de verificación tempestiva de los créditos y hasta la 
presentación del informe individual, los síndicos (individuos o estudios) deberán tener 
abierta su oficina para atención al público todos los días hábiles judiciales, durante por 
lo menos seis horas por día, en el horario comprendido entre las ocho y las veinte horas. 
En cada caso, al aceptar el cargo el síndico establecerá el horario de “atención al públi- 
co conforme a las pautas señaladas, el que se publicitará en los edictos (art. 275, inc. 
TLC): 


Art. 13. - Las nuevas listas de sindicos se utilizarán a partir del primer sorteo inme- 
diato posterior al vencimiento del plazo de cuatro años de comenzada la utilización de las 
listas anteriores. 


Art. 14. - Cada cuatro años durante noventa días corridos a partir del 25 de septiem- 
bre, se reciben en la Secretaría de Presidencia de esta Cámara de Apelación, las solicitu- 
des de inscripción de aspirantes a integrar las listas de evaluadores (art. 262, LC), enajena- 
dores (art. 261, LC) y coadministradores ( 17 y 259, LC). Deben ser firmadas ante el 
tribunal, y con carácter de declaración jurada individualizarán los datos referidos en el art. 
1 en lo que fueren pertinentes respecto de cada lista y profesión, y los datos especifica- 
mente exigidos, en su caso, por la ley 24.522. En el caso de los martilleros, las solicitudes 
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deberán ser presentadas —dentro del mismo período— en el Colegio de Martilleros de Rosa- 
rio, entidad que deberá elevar las solicitudes de quienes estuviesen legal y reglamentaria 
mente habilitados para conformar las listas concursales, a la Secretaría de Presidencia de 
esta Cámara de Apelación, antes del 15 de febrero inmediato siguiente. 


Art. 15. -- El 15 de marzo del año inmediato siguiente se publicarán en los estrados 
del tribunal (Secretaría de Presidencia de la Cámara de Apelación Civil y Comercial de 
Rosario) los nombres de los aspirantes aceptados y de los rechazados u observados; ello 
servirá de única y suficiente notificación a todos los efectos. 


Art. 16.- Antes del 15 de abril siguiente en fecha que se publicitará de igual modo 
al señalado en el artículo anterior, en acto público ante el presidente de la Cámara, se 
confeccionarán las listas de los funcionarios mencionados en el art. 14, para lo zgados 
con competencia concursal del Distrito Judicial n” 2 (Rosario) y de los demás distritos de 
la segunda Circunscripción Judicial. En el caso de los enajenadores se harán listas sepa- 
radas de “enajenadores martilleros” y “enajenadores bancos comerciales o de inversión, 
intermediarios profesionales en la enajenación de empresas, o cualquier otro experto o 
entidad especializada” (art. 261, LC). En el caso de los coadministradores, se hará una 
lista con “graduados universitarios en administración de empresas” y otra con “perso- 
nas especializadas en el ramo respectivo” (art. 259, LC), individualizándose dicho ramo 
y especialización. Se labrará acta refrendada por el actuario. Las nuevas listas emtra- 
rán en vigencia para ser utilizadas a partir del primer sorteo posterior a su confección de- 
finitiva. 


Art. 17. + La designación de coadministradores o enajenadores se hará por el juez en 
cada concurso donde fuere menester, por sorteo que se llevará a cabo exclusivamente 
en la Secretaría de Presidencia de esta Cámara de Apelación, los días jueves o el inme- 
diato hábil en su caso, a partir de las diez de la mañana, en acto público en la manera 
preseripta en el art, 10. El designado sale de la lista hasta tanto hubiesen sido desin- 
saculados todos los otros integrantes de ella. A los efectos del sorteo, los juzgados 
harán la comunicación a la Secretaría de Presidencia de la manera señalada en el art. 11, 
indicando qué funcionario debe sortearse y, en su caso, de cuál lista cuando se tratare de 
enajenadores o coadministradores. 


Art. 18. — Cada cuatro años, durante todo el mes de octubre se recibirán en el Cole- 
gio de Escribanos de la segunda Circunscripción Judicial, las solicitudes de los notarios 
postulantes a integrar listas de incautadores en quiebras (arts. 88, inc, 10, y 177, LC) que 
tramiten ante los juzgados con competencia concursal de los distritos de la segunda Cir- 
cunscripción Judi Antes del siguiente 15 de noviembre, el Colegio de Escribanos elevará 
a la Secretaría de Presidencia el listado de los profesionales que se hubieran presentado y 
estuviesen habilitados legal y reglamentariamente, con discriminación de los juzgados 
para cuyas listas postulan (Rosario, Cañada de Gómez, Casilda, San Lorenzo y Villa 
Constitución). Antes del 30 de noviembre, en la Secretaría de Presidencia y en acto pú- 
blico, se confeccionarán las respectivas listas, para los diferentes juzgados. En caso de 
ser necesario se estará a lo resuelto por acuerdo 3/01, pto. 2. Las mismas se remitirán a 
los juzgados respectivos, donde se realizarán las designaciones, en los casos que fuere me- 
nester, previo sorteo por el actuario del juzgado, el cual podrá llevarse a cabo “inmediata- 
mente de dictada la sentencia de quiebra” (art. 177, LC). La designación podrá notificar- 
se al incautador por escrito o verbalmente, por el medio que el actuario considerase más 
eficaz según las circunstancias del caso. 


Art. 19. -- Hágase saber a las entidades profesionales correspondientes, a los juzga- 
dos con competencia concursal de la segunda Circunscripción Judicial y a la Excma. Cor- 
te Suprema de Justicia de la Provincia de Santa Fe. Exhíbase copia de la presente en los 
estrados del tribunal (Secretaría de la Presidencia de la Cámara de Apelación en lo Civil y 
Comercial), dése difusión a la apertura de los registros de postulantes en los tableros exhibi- 
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dores de los juzgados con competencia concursal y de las salas de esta Cámara de Apela- 
ción. Publíquese en el Boletín Oficial; dése noticia a los medios de prensa. 


Art. 20. -— Este reglamento comenzará a regir para la confección de las nuevas lístas, 
a partir de la publicación en los estrados de la Presidencia, de la Cámara de Apelaciones. 

Con lo que termina el acto, firmando el señor presidente y los señores jueces de Cá- 
mara por ante mí que certifico. Avelino J. Rodil, Edgar J. Baracat, María del Carmen 
Álvarez, Mario E. Chaumet, Alicia Garcia, Jorge W. Peyrano, Néstor P. Sagúés, José Ma- 
ría Serralunga, Ricardo A, Silvestri, y Perla S. Frontini (secretaria). 


cm 
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Los múmeros corresponden a los artículos de la ley de concursos y quiebras 


A 


Abogado del síndico 
honorarios; 240, 257 y 265. 
Absolución de posiciones: 110. 

Accidentes del trabajo: 18. 
Acción 
de desheredación: 108. 
de nulidad de testamento: 108. 
de simul 
pauliana: 120. 
penal 
avenimiento: 227. 
clausura del procedimiento: 232. 
pago total: 228 y 229, 
reivindicatoria: 138. 


Acciones 
de responsabilidad: 175 y 176. 
número: 73 
representativas de capital: 48. 
Acreedores 


actuación en la quiebra: 252. 
carta del síndico: 29. 
categorización: 42. 
agrupamiento por categorias: 41 y 42. 
comité: 42. 
condicionales: 220. 
efectos del acuerdo: 53. 
ejercicio de acciones de responsabilidad: 
176. 
ejercicio de la revocatoria concursal: 120. 
laborales: 189. 
posteriores al concurso preventivo: 203. 
privilegiados 
acuerdo preventivo: 57. 
propuesta de acuerdo que los afecte: 44 y 
47 
quirografarios: 43. 
registro: 48. 


34. TLA, Concursos y quiebras. 


Acreencias laborales: 19. 
Actos ineficaces 
convocatoria de acreedores: 17. 
de pleno derecho: 118. 
limitaciones: 45. 
prohibidos: 16. 
Actividad aseguradora: ver Apéndice, ley 
20.091. 
Acuerdo preventivo 
acreedores 
privilegiados: 44, 47 y 57. 
quirografarios: 45, 
aplicación del homologado a todos los acree- 
dores: 56. 
causales de impugnación: $0, 
codeudores solidarios del convocatario: 56. 
deudas en moneda extranjera: 43. 
efectos: 55 a 59. 
ejecución del acuerdo: 53. 
existencia: 49, 
extrajudicial: 69 a 76. 
facultades del juez: 52. 
falta de pago de los honorarios: 54. 
fiadores del convocatario: 56. 
garantias: 53. 
homologaci. 52 a 54. 
efectos: 53 a 59. 
impugnación por el síndico: 50 y 51. 
incumplimiento del acuerdo homologado: 


ón de conformidad: 46, 

para acreedores quirografarios: 45. 

plazo y mayorías: 43. 

propuestas: 43. 

quiebra pendiente: 64. 

quita o espera: 43. 

rechazo y quiebra: 13. 

reclamación contra créditos admitidos: 
cramdown: 39, 48, 53, 189 a 199, 
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socios solidarios: 56. 

títulos emitidos en serie, voto: 45 bis. 

ver Apéndice, Tratado de Derecho Comer- 

cial de Montevideo de 1940, 

Acreedores quirografarios: 45. 
Adjudk 
Administración de la masa 

facultades del síndico: 185. 
Administrador judicial: 6* y 19. 

adquisición de empresa en marcha: 48. 


ción por la base: 217. 


Administradora de fondos de jubilaciones 
y pensiones (AFIP): 2%, ver Apéndice, ley 
24,241. 


Administradores del fallido: 173 y 174. 
Adquirente de la empresa: 199, 
Agrupamiento 


Alimentos: 156. 

Alquileres: 157 y 240, 

Antecedentes de la ley 24.522: 383, 
Antequiebra: 84, 

Anticresis: 242. 

Aseguradores: ver Apéndice, ley 20.091, 
Asesor de menores: 7”. 

Asignaciones familiares: 246. 


Asociaciones mutuales: 2% ver Apéndice, ley 
20.321. 


Atribuciones del fiduciario, del legitimado y 
del representante: 32 bis. 


Audiencia informativa: 14 y 45. 
Auditorías: 261, 

Ausencia de pasivo verificado: 229. 
Autor fallido: 159. 


Autorización para continuar la explotación 
informe del síndico: 190. 
judicial: 26. 
Auxiliares autónomos de comercio: 2%. 
Avenimiento: 225 a 227. 


B 


Banco Central de la República Argentina: 
ver Apéndice, ley 24.318. 
Bancos 
compensación de créditos y débitos bancarios: 
130. 
de inversión: 261. 
enajenadores: 261. 
ver Apéndice, ley 21.526. 


Bienes 

de terceros 
acción reivindicatoria: 138. 
cesión o privilegio: 141, 
devolución de un depósito: 141. 
ejercicio del derecho del remitente: 137, 
indemnizaciones: 141, 
medidas de conservación: 138. 
readquisición de la posesión: 139. 
realización: 203. 
seguros: 141. 
trámite de restitución: 188. 

en el extranjero: 2. 

fideicomitidos: 2. 

gananciales: 107 y 108, 

imprescindibles: 177. 

preservación: ver Apéndice, ley 25.750, 

realización: 203. 


Boletos de compraventa: 146. 
Bonos convertibles: 32 bis y 45 bis. 


Cc 


Caducidad de la instancia: 278. 
fuero de atracción: 132. 
invocación por el fallido: 110. 
Categorías de acreedores: 41 y 42. 
Certificación contable: 11 
Cesación de pagos: |”. 
cheque: 78. 
convenio de pago escalonado incumplido: 
79. 
cosa juzgada: 115 y 116. 
depósito a embargo de la deuda: 79. 
derecho de receso: 150. 
en caso de agrupamiento: 66. 
errónea apreciación de la prueba: 78. 
facturas de crédito: 79. 
falta de prueba de la fecha: 116. 
fecha: 115. 
hechos reveladores: 79. 
indemnización a los trabajadores: 294, 
informe general del síndic 9. 
legitimados para impugnar la fecha: 117. 
hberación del deudor por un tercero: 79. 
medidas precautorias: 79. 
modificación de la fecha, de oficio: 116. 
mora en el cumplimiento de una obligación: 
79. 
negativa a devolver depósitos: 79. 
obligación prescripta: 79. 
observación de su fecha inicial: 117. 
pagarés: 79. 
pago de la deuda: 79. 
prueba: 78 y 119. 
refinanciación de la deuda: 79. 
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retroacción: 116. 
subsistencia al pedirse la quiebra: 78. 


Cesión de créditos laborales: 48 bis. 


Cheque 
cesación de paz 78. 
convocatoria de acreedores: 21. 
desapoderamiento: 107. 
endosado por socio solidario: 56. 
verificación de créditos: 32, 


Clasificación de acreedores: 41, 


Clausura 

del procedimiento: 230 y 231. 

por falta de activo: 232. 
calificación de conducta: 233, 
detención del fallido: 233. 
legitimación: 232. 
presunción de fraude: 233, 
procedencia: 232. 
revocación del auto de clausura: 232, 
socios ilimitadamente responsables: 232. 
tramitación: 232. 


Clubes de fútbol: art. 2% ver Apéndice, ley 
25.284. 


Coadministradores: 259 y 270. 
Colectividad de acreedores: 32 bis. 


Comerciantes 
cesación en el ejercicio del comercio: 2". 
concordato incumplido: 2%. 
concurso: 2? y 5% 
construcción y enajenación de edificios: 20. 
domiciliado en el extranjero: 3% 
fallecido: 2? y 8%. 
incapac; 
menores: 
ocultos: 2 


Comisión: 148. 
Comité de control: 14, 201, 206 y 260. 
asesores profesionales: 260. 
carta del síndico: 29. 
constitución: 42 y 201. 
protagonismo de los trabajadores: 43, 
provisorio: 14 y 260. 
Compensación: 130, 131 y 211. 
Competencia: 3? y 67. 


Compra de empresas 
registro de interesados: 48. 


Compraventa 
revocatoria concursal: 119 


Comunicaciones: 114. 
: 65. 
Conclusión del concurso: 231 y 233. 


Concentración económic 


Concurso 
acuerdo preventivo; ver esta voz. 
civil: 2% 
comercial 
acreedores extranjeros: 4% 
comerciantes: 2% 
competencia: 3%, 
créditos pagaderos en el extranjero: 4%. 
efectos: 4% 
sociedades cuyas acciones fueron expro- 
piadas por el Estado: 2%. 
sujetos comprendidos: 2". 
universalidad: 1. 
conformidad de los acreedores: 46, 
convenio colectivo de crisis, supresión: 20. 
en caso de agrupamiento 
cesación de pagos: 66. 
competencia: 67. 
créditos entre concursados: 67. 
garantes: 68, 
petición: 65, 
propuestas y trámite: 67. 
sindicatura: 67. 
especial 
costas: 209, 
ejecución hipotecaria: 120, 
estipulaciones contractuales: 126, 
hipoteca naval: 209, 
intereses: 126. 
procedimiento: 209. 
trámite: 126. 
y los demás privilegios: 209. 
pequeño: 288 y 289. 
preventivo: 5% 
acreedores posteriores: 56. 
actos: 16 y 17. 
acumulación de concursos: 12. 
administración: 6%, 15 y 17 
apertura: 1% 
cartas a los acreedores: 29, 
causales de impugnación: 50. 
cheques: 21. 
coadministración: 37. 
comerciante fallecido: 8". 
comparecencia a secretaria los días de 
notificaciones: 26. 
conclusión: 39. 
contratos en curso de ejecución: 20. 
cónyuge: 8% 
copías de balances: 1L. 
correspondencia epistolar y telegrá 
15 
cuestión de competencia por inhibitoria: 
13. 
cumplimiento de leyes sociales: 11. 
decisión judicial: 13. 
declaración de cumplimiento: $9. 
deficiencia en la contabilidad: 13, 
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denominación: 5% 

denuncia: 11, 

designación y funciones del administra- 
dor: 17 

desistimiento voluntario: 31, 

deudas: 19, 

días de notificaciones: 26. 

diligencia del deudor: 13. 

domicilio; 12 y 26. 

edictos: 27 y 28. 

estado detallado del activo y del pasivo: 
ll 

estipulaciones nulas: 22. 

finalidad: 5% 


hipoteca: 19, 
homalogación del acuerdo: 51 a 53. 
imputabilidad: 294. 
inadmisibilidad: 31. 
incapaces: 7% 
indemnización por accidentes del trabajo: 
16. 
individualización de Jos acreedores: 11. 
inhabilitados: 7% 
inhibición peneral de bienes: 14, 
inscripción en el Registro Público de Co- 
mercio: 11. 
intereses: 19, 
interventor controlador; 17. 
juicios contra el concursado: 21. 
legatario: 8% 
libros de comercio: 11. 
limitación de la administración: 17, 
mandatarios: 9% 
medidas conservatorias o precautorias: 21. 
notificación de las providencias: 26. 
hueva presentación: 31. 
oportunidad de presentación: 10, 
órgano que decide la continuación del 
trámite: 6% 
pago de salarios: 16. 
prenda: 19. 
prescripción, interrupción: 14. 
presentación 
de los libros: 33 
incompleta: 11 
ratificación: 6%. 
incapaces: 7% 
perentoriedad del término: 6%. 
plazo y forma de acreditarlo: 6. 
prueba: 6% 
rechazo: 13, 
recurso de apelación: 13. 
reducción de los intereses: 20. 
Registro Nacional: 295; ver Apéndice, decr. 
367/96. 
regulación de honorari: 
remuneración del personal: 


54, 
11 y 294, 


requisitos del pedido: 11 y 13. 
rescisión de contrato: 56, 
resolución 

de contratos: 148 y 187, 

de apertura: 14, 
sanción: 30. Ñ 
separación de la administración: 18. 
síndico, sorteo: 14 
sociedad 

anónima: 5% y 6% 

cooperativa: 6%. 

de interés: 6% y 18. 

de responsabilidad limitad: 

en estado de liquidación: 

irregular: 6% 

representación: 6%, 
suspensión de los pagos: 21. 
tasa judicial: Ll, 


término para el pronunciamiento del juez: 


3. 
veedor: 17, 


Confesión: 110, 


Conservación 
de la empresa: 204 
de los bienes, facultades del síndico: 185. 


Construcción 
privilegio: 241. 


Contenido del acuerdo extra judicial: 71. 


Continuación de la empresa 
actividades: 189. 
apelación y nulidad: 189. 
autorización: 191. 
calidades del administrador: 184. 
cese de la explotación: 189. 
conclusión anticipada: 192. 
continuación defínit 190. 
funciones del síndico y del administrador 
nombrado por el P.E.: 190. 
por decisión del P.E.: 186. 
recurso de apelación: 190. 
sujetos pasivos de la norma: 190. 
continuación provisoria: 189. 
contratos 
de locación: 193 y 194. 
de trabajo: 196. 
laborales vigentes: 200. 
cooperativas de trabajo: 190 y 191 bis. 
de interés público: 190. 
elección del personal: 197. 
explotación deficitaria: 189 y 190. 
fundamento: 188. 
gestión de la empr 
hipotecas: 195, 
honorarios 
del administrador: 269, 
del síndico: 269 y 270. 


189, 
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indemnizaciones laborales: 190, 

informes del síndico: 190. 

inmediata: 189. 

obligaciones laborales del continuador de la 
empresa: 199. 

perjuicio de los acreedores: 190. 

personal en actividad: 190. 

posibilidad de prórroga: 190. 

prendas: 195. 

procesos contenciosos con terceros: 190. 

regimen aplicable: 192. 

responsabilidad por prestaciones futuras: 198. 

trámites procesales: 190. 


Contracautela 


revocatoria concursal: 120. 


Contrato 


de maquila: 138; ver Apéndice, ley 25.113. 
de trabajo, continuación de la empresa: 196 


y 197 
en curso de ejecución: 143 y 144, 


Contratos 


a término: 153. 

comisión de venta: 148. 

con prestación recíproca pendiente: 20. 

de agencia, concesión y distribución: 147. 

de bienes desapoderados, propuesta y con- 
diciones: 187. 

de leasing: 143 y 144; ver Apéndice, ley 25.248. 

de locación: 193 y 194 

de obra pública: 147. 

de seguro: ver Seguro. 

intuitu persone: 147. 

laborales: 199. 

no contemplados: 159. 

normativos: 147. 

resolución por incumplimiento: 145 y 187. 

sobre bienes desapoderados: 186. 


Control de cumplimiento del acuerdo: 43 y 
187. 


Controladores: 260. 
Conversión: 90 a 93. 
Convenio colectivo de cris! 


20. 


Convocatoria de acreedores: ver Concurso 
preventivo. 

Cónyuge 
desapoderamiento: 108. 
petición de la quiebra por el otro cónyuge: 

8l. 

Coobligado garantido: 137. 

Cooperativas de trabajo 
activos desapoderados: 187. 
adquisición de bienes: 205 y 203 bis. 
aptitud para inscribirse: 48 bis. 
asistencia tecnica: 191 
cesión de créditos laborales: 48 bis. 
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como “craradistas”: 48 bis, 

compensación de créditos: 203 bis. 

continuación inmediata de la explotación: 
189. 

disidencia o duda en la continuación de la 
explotación: 190. 

entes de control: 48 bis. 

excepciones: 48 bis, 

hipotecas y prendas: 193 a 197, 

informe del síndico: 190. 

inscripción: 48 bis. 

obligaciones asumidas: 192. 

propuesta de contrato: 187. 

proyecto de explotación: 190, 

registro: 48. 

relaciones laborales preexistentes: 189, 

salvataje por terceros: 48 bis. 

trámite común para todos los procesos: 
190. 

utilización de las indemnizaciones: 48 bis. 


Copias de los escritos: 273. 
Corredores, quiebra: 2%. 
Correspondencia: 114, 


Cosa juzgada 
cesación de pagos: 37 y 115. 
Costas 
aplicación del art. 1185 bis del Cód. Civil: 
146. 
consignación de alquileres: 157, 
depósito de la deuda a embargo: 79. 
ejecución hipotecaria: 126. 
impugnación a la verificación de créditos: 
36. 
levantamiento de la quiebra por pago: 96, 
privilegios: 239. 
reposición del auto de quiebra: 94. 
revisión de la sentencia de verificación: 37. 
verificación de créditos: 32. 
tardía: S6. 
Cramdown: 39, 48, 48 bis, 53 y 189 a 199. 
Créditos 
beneficiados: 16, 
del deudor: 39. 
del failido: 182. 
entre concursados: 67. 
evaluadores: 262. 
insinuados: 34. 
laborales: 14, 16, 19, 129 y 217. 
pagaderos en el extranjero: 4%. 
período de observación: 34. 
subordinados: 41 y 250. 
verificación: 11 y 195. 


Cristalización del pasivo: 129. 


Cuenta corriente: 147. 
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D 


Daños y perjuicios 


incumplimiento del boleto de compraventa; 


146. 

originados por la quiebra: 142. 

revocación del auto de quiebra: 99. 
Debeantures: 152. 

acuerdo preventivo: 45 bis, 

privilegio especial: 242, 

quiebra: 77. 

sin garantía: 152, 
Declaración de quiebra: ver Quiebra. 
Derecho 

de autor, desapoderamiento: 109. 

de receso: 149, 


de retención: 13 
privilegio: 241 
Desalojo 
convocatoria de acreedores: 21, 
Desapoderamiento: 107 y 108, 


Despido y preaviso: 43. 
Deuda laboral y con organismos de seguri- 
dad social: 11, 
Deudas no dinerarias: 19, 
Deudor: 43, 
administración: 45, 
domiciliado en el extranjero; 22, 
Distribución ? 
complementaria; 222, 
créditos condicionales: 219. 
resolución judicial o administrativa: 220. 
inipuestos: 223 
notificaciones: 219. 
observaciones al proyecto: 218, 
pago del dividendo concursal: 221. 
parcial: 218 y 219. 
presentación tardía: 223. 
provisoria: 218 y 219. 
reservas: 220. 
Dividendo concursal: 224, 
Documentos 
presentación: 274, 
Dolo 
verificación de crédit 
Domicilio procesal: 12. 
Donación: 113. 
Duración de la inhabilitación: 236 y 237. 


E 
Emergencia productiva y crediticia: ver Apén- 
dice, ley 25.563. 
Empleador: 294, 


Empleados: 263. 
nómina detallada: 11. 
Empresas 
enajenación: 205. 
en marcha: 48, 
que presten servicios públicos: 189. 
Enajenaciones de empresa; 190, 205, 217 y 
261. 
Enfermedad 
privilegios generales: 246. 
Entidades 
aseguradoras: 2% ver Apéndice, ley 20.091. 
deportivas: 2%; ver Apéndice, ley 25.284. 
financieras: 2% y 261; ver Apéndice, ley 
21.526. 
Estado nacional, provincial o municipal: 48. 
Estimadores: ver Evaluadores. 
Evaluadores: 261. 
Excepción le arraigo 
quiebra a pedido del acreedor: 84. 
Exclusividad, período: 43 y 45. 
Expensas de la ley 13,512 
privilegios: 241. 
Explotación de la empresa: 189 y 190. 
Extensión de la quiebra: 160 a 171. 
actuación en interés personal: 161. 
cesación de pagos: 169, 
coexistencia con otros trámites: 165. 
competencia: 162. 
coordinación de procedimientos: 166. 
créditos entre fallidos: 170. 
efectos: 171. 
fecha de cesación de pagos: 169. 
grupos económicos: 172. 
masa única: 167, 
masas separadas: 168, 
medidas precautorias: 164, 
socios de responsabilidad limitada: 160. 


F 


Factura de crédito: 246. 
Facultades 
de información: 33 y 200. 
del juez: 274. 
para conservación y administración de bie- 
nes: 185, 
sobre bienes desapoderados: 186. 
Fallido, inhabilitación: 234 a 238. 
Fecha 
cierta 
de cesación de pagos: 115 a 117. 
verificación de créditos: 32. 
de vigencia de la ley de concursos: 290 y 
decr. 267/95. 
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Fiador 
del acuerdo cumplido: 63. 
del convocatario: 56, 
del cumplimiento del acuerdo preventivo: 62. 
del fallido: 135. 
garantido: 137. 
Fianza 
otorgada por el fallido: 128. 
Fideicomiso: ver 4péndice, ley 24.441. 
Fiduciario, atribuciones: 32 bis. 
Fiscal de cámara 
actuación: 276. 
Fisco, intereses: 129. 
Fondo de jubilaciones y pensiones: ver Apén- 
dice, ley 24.241. 
Fondos 
cambio en la proporcionalidad: 16, 
de comercio; desapoderamiento: 107. 
del concurso: 183. 
Forma del acuerdo extrajudicial: 70. 
Fuero de atracción: 132 y 133. 
Funcionarios 
del concurso: 231 y 262. 
del Ministerio de Economía: ver Apéndice, 
decr. 267/95. 


G 


Garantes: 68. 
Gastos 
de conservación y de justicia: 240. 
funerarios: 246. 
Gestor 
acreedor peticionante de la quiebra: 80. 
concurso preventivo: 9%. 
de negocios del fallido 
responsabilidad: 173 y 174. 


Grupos económicos: 172. 


H 


Hecho nueva: 95. 

Hechos 
ilícitos; responsabilidad del fallido: 304. 
reveladores: 79. 

Herencia y legados: 112. 

Hipoteca 
aeronáutica; privilegio: 242. 
alcance del privilegio: 209. 
compensación: 211. 
continuación de la empresa: 195. 
costas: 126. 
enajenación de la empresa: 206. 


estipulaciones contractuales; 126. 

inoponibilidad: 123. 

intereses: 126 y 129. 

naval: 209 y 242. 

privilegio especial: 241 

prosecución de los juicios: 21. 

revocatoria concursal: 119, 

suspensión de remates: 24. 

ver Apéndice, Tratado de Derecho Comer- 
cial Internacional. 


Homologación del acuerdo: 51 a 54. 
efectos: 55 a 59 y 76. 
extrajudicial: 72 a 75. 
Honorarios 
de abogados y procuradores 
concursos especiales: 126. 
juicios en trámite: 292, 
privilegios: 240. 
de los funcionarios de la quiebra 
acuerdo preventivo: 54. 
continuación de la empresa: 269 y 270. 
insuficiencia de los fondos: 268. 
privilegio: 244, 
regulación 
abogado del deudor: 265 y 267. 
apelación: 272. 
caso de activo superior a cien millones 
de pesos: 266. 
cómputo en caso de acuerdo: 266. 
del síndico, habiendo homologación del 
acuerdo: 265. 
estimación del activo: 265. 
excediendo el máximo legal: 265, 
honorarios del letrado del síndico: 267. 
inaplicabilidad de los aranceles Jocales: 
265 y 271. 
monto 
de la quiebra liquidada: 267. 
en caso de extinción o clausura: 268. 
oportunidad: 218 y 265, 


t 


Impuesto o tasa de justicia: 77. 
concurso preventivo: 11. 
informe final: 218. 
Impuestos 
deberes del síndico: 273. 
facilidades de pago: ver Apéndice, res. gral. 
DGI 745/99 y 970/01. 
privilegio general: 246. 
privilegios: 240. 
Impugnación del acuerdo preventivo: 50 y 
Ss 
Inadmisibilidad del desistimiento: 31. 
Inapelabilidad de resoluciones: 273. 
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Incapaces 

concurso preventivo: 7. 

petición de su propia quiebra: 82. 
Incapacidad del fallido: 105. 
Incautación: 177. 

administración de los bienes: 179, 

aurencia del síndi 178. 
imprescindibles: 177. 

cotiservación de bienes: 179. 

de los libros y documentos: 180, 

desapoderamiento: 177. 

medidas urgentes de seguridad: 181. 
Incidentes 

apelación: 285, 

casos: 280, 

celebración de audiencia: 282. 


hechos controvertidos y prueba ofrecida: 282. 


prueba: 282. 


perdida por denegación o negligencia: 285, 


pericial: 283. 
recurso extraordinario: 280, 
simultaneidad: 286. 
tenbzos 284, 
trámite: 281. 


Incompetencia del juzgado: 100. 


Incumplimiento del acuerdo homologatorío: 


63 y 64 
Indelegabilidad de funciones: 252, 


Indemnización de los trabajadores: 190 y 294. 


Indemnizaciones: 141. 
como aportes: 48 bis. 
Ineficacia: 17 y 118. 
Información sobre la relación laboral: 11. 
Informe 
al deudor: 39. 
final: 218, 
general del síndico: 39 y 40. 
individual: 35, 
quiebra: 200. 
por incumplimiento del acuerdo: 64. 
regularización de los aportes: 39, 
sabre créditos laborales: 14. 
sobre evolución de la empresa: 14, 
trámites procesales: 190. 
Inhabilitación: 105. 
del fallido: 234 a 238, 
Inhabilitados 
concurso preventivo: 7%. 
pedido de su propia quiebra: 77. 


Inhibición general de bienes 
concurso preventivo: 13. 
petición de quiebra: 85. 
sentencia de quiebra: 88. 


Inoponibilidad: 123 y 124. 


Insituto Nacional de Acción Mutual: ver 
Apéndice, ley 20.321. 
Interesados en la compra 
registro: 48. 
Intereses 
acreencias laborales: 19. 
anticre: 266. 
concurso preventivo: 19. 
coobligados del fallido: 135. 


créditos 
del fisco: 129, 
hipotee y prendarios: 126 y 129, 


de acreencias laborales: 19. 
de los créditos laboral 129, 
descuento en obligaciones a plazo: 128. 
pago total: 228, 
prestaciones recíprocas pendientes: 20. 
privilegios: 239. 
suspensión: 129. 
de remate: 130. 
Intermediarios profesionales: 26], 


Interventor controlador 
convocatoria de acreedores: 17. 


Inventario 
incautación: 179. 

Invocación del dolo: 

Irrenunciabilidad: 2 


J 


Jubilaciones y pensiones: ver Apéndice, ley 
24.241. 


Juez 

competente: 3%. 

facultades de dirección del proceso: 274. 
Juicios 

arbitral: 142, 

contra el concursado: 21. 

contra el fallido: 110. 

de conocimiento ante el fuero laboral: 11. 
Jurisdicción: 28. 
Justificación de la publicidad: 28. 


L 


Leasing: 143 y 144; ver Apéndice, ley 25.248. 
Legado: 112 y 113 
Legajo de copias: 279. 
Legatario: 8”. 
Legitimación 
acuerdos y homologación: 69. 
de obra 


procesal: 110. 
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Legitimados: 69. 
Levantamiento sin trámite: 96. 
Ley 
complementaria permanente de presupuesto: 
ver Apéndice, ley 11.672. 
de contrato de trabajo: 294. 
Leyes: 271 y 278. 
Libertad de contenido: 71. 
Libros de comercio: 11. 
Limitación de la legitimación de obrar: 
17 
Liquidación 
bienes invendibles: 214, 
conservación de la empresa: 204. 
créditos: 216. 
ejecución separada de los bienes: 207. 
enajenación de la empresa: 205 y 206, 
forma de realización: 204. 
indemnización laboral: 294. 
realización de Jos bien 205. 
rendición de cuentas: 205. 
del martillero: 196, 
subrogación real: 195. 
supeditación a la falta de acuerdo resoluto- 
rio: 203. 
títulos y otros bienes cotizables: 215. 
venta 
directa: 213 


singular: 208. 
Litisconsorcio: 133. 
Locación 

alquileres: 157 y 240. 


compensación de alquileres con depósito de 
garantía: 130. 
continuación de la empresa: 193 y 194. 
de bienes desapoderados: 186. 
de inmuebles: 157. 
explotación comercial: 157. 
fallido 
cesionario o sublocatario: 157. 
tocador o sublocador: 157. 
locación mixta: 157. 
vivienda del fallido: 157. 


M 


Mandatario del fallido: 116 y 167. 
Martillero: 261 y 285. 
quiebra: 2”. 
rendición de cuenta 
Masa 
separada: 168. 
única: 41, 161 y 167. 


Mayorías: 73. 


: 202. 


Medidas 

cautelares 
acciones de responsabilidad: 176. 
petición de quiebra: 85. 
revocatoria concursal: 120. 
ver Apéndice, Tratado de Derecho Comer- 

cial Internacional. 
para la ejecución: 53. 


Modificaciones de las leyes 24.522 y 25,563: 
ver Apéndice, ley 25.589. 


Moneda extranjera 

concurso preventivo: 19, 

verificación de créditos: 90 y 127. 
Muerte del fallido: 105, 
Mutuales: 2% ver Apéndice, ley 20.321. 


N 


Nómina de empleados: 11. 

No obtención de conformidad de los acree- 
dores: 46. 

Normas procesales: ver Reglas procesales. 


Notificaciones: 218 y 219. 
de conciencia informativa: 11. 
Noyación: $5. 
Nulidad 
de actos 
prescripción: 124, 
procesales: 273. 
del acuerdo homologado: 60 a 62. 


9) 
Obligaciones 
contractuales: 187. 
impositivas: ver Apéndice, res. AFIP 745/99 


y 970101. 
laborales del adquirente: 199, 
negociables: 32 bis y 45 bis. 
pendientes de plazo: 128, 
solidarias: 135. 

Obligados solidarios: 135. 


Observaciones 
al informe: 40 y 218 
de créditos: 34. 
Ofertas 
bajo sobre: 212. 
de compra: 48, 
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Oportunidad 
de la liquidació 
de la presentación: 10. 
de la regulación de honorarios: 265. 
y contenido del informe: 39, 
Oposición a la homologación: 75. 
Orden de los privilegios especiales: 243. 
Órgano de administración: 6. 


E 


Pagarés 
cesación de pagos: 79. 
quiebra a pedido de acreedor; 84, 
verificación de créditos: 32. 
Pago 
carta: 229, 
de créditos laborales: 16. 
de dividendo concursal: 221. 
de servicios: 264, 
derecho de los acreedores a los intereses: 
228. 
en el expediente: 229. 
liquidación de los bienes: 228, 
por un tercero: 228. 
presunción: 122, 
remanente: 228, 
requisitos: 229, 
Parentesco inhabilitante: 256. 
Paridad en los dividendos: 4”. 
Partes 
acuerdo extrajudicial: 69. 
recursos: 95, 
Participación estatal y quiebra; 48. 
Pasivos 
composición: 14 y 39, 
eristalización: 129. 
Patrimonios culturales: ver Apéndice, ley 
25.750. 
Pedido 
de acreedores: 
del deudor: 86. 
en trámite: 96. 
y trámite: 63. 


83. 


Perención de instancia: 277. 
Período 
de exclusividad: 43 y 45. 
de observación de créditos: 34 y 200, 
de sospecha: 114 y 116. 
Personas 
de existencia ideal: 2% 
de existencia real: 6% 
fallecida; 
jurídicas: 2% y 235. 


Petición 
de agrupamiento: 65, 
de extensión: 163. 
del acreedor: 80. 
del deudor: 82. 
y admisión: 10L 


Plazos 
de ejercicio: 124. 
de la audiencia informativa: 11. 
de las enajenaciones: 217. 
de pago a terceros: 53 
para las enajenaciones: 217. 
y mayorí 5 

Pluralidad 
de acreedores: 78. 
de concursos: 4%, 


Poderes: 32 bis. 
Precio, compensación: 211 y 217. 
Preclusión: 273. 


Prenda 
alcance del privilegio: 209. 
compensación: 211. 
concurso especial: 209. 
concurso preventivo: 19. 
continuación de la empresa: 195. 
costas a la verificación tardía: $6, 
inoponibilidad: 123. 
intereses: 129, 
privilegio especial; 242. 
prosecución de los 5: 
revocatoria concursal: 319. 
suspensión de remates: 24, 


Prescripción 
acción de restitución de pagos: 122. 
cesación de pagos: 79. 
daños y perjuicios contra el peticionante de 
la quiebra: 99. 
interrupción por apertura del concurso: 14. 
quiebra por acreedor: 80. 
responsabilidad de terceros: 174. 
verificación 
de créditos: 36. 
tardía de créditos: 56. 
Presentación tardía: 223. 


Preservación de bienes y patrimonios cultu- 

rales: ver Apéndice, ley 25,750. 
Prestaciones 

del deudor: 43. 

no dinerarias: 127. 

recíprocas: 20 y 144. 
Presupuesto nacional: ver Apéndice, ley 11.672. 
Presupuestos 

clausura del procedimiento: 230 y 232. 

y petición: 226. 
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Previsión social: 246. 
Privilegios 
acreedores del concurso: 240. 
costas: 239, 
del Código Civil y otras leyes: 239. 
241 a 243, 


247. 
general: 246. 
interes: 39. 


interpretación restrictiva: 239. 

ley aplicable: 239. 

orden: 239 y 247. 

prorrateo: 249, 

relación laboral: 43 y 241. 

renuncia: 43. 
Procedimiento: ver Reglas procesales. 
Procedimientos 

de salvatajes: 48 bis. 

fiscales: ver Apéndice, res. AFIP 745/ 99 y 

970/01. 

Procesos, trámites comunes: 190. 
Procurador 

demanda de verificación de crédito: 32. 
Promesa de contrato: 146. 
Promulgación y observaciones a la ley 24.522: 

ver Apéndice, decr. 267/95 
Pronto pago laboral: 16 y 19. 
Proporcionalidad, cambio: 16. 
Propuestas de acuerdo: 43, 45 y 67. 

y condiciones contractuales: 187. 
Protesto 

coobligado y deudor del fallido: 135. 

de títulos: 155. 

revocatoria concursal: 155. 
Publicidad 

de la homologación: 74. 

edictos: 89. 

informe final: 218. 
Prueba 

de la cesación de pagos: 78. 

incidentes: 282. 

pericial: 283. 


Q 


Quiebra 

a petición de acreedor: 80. 
acreedores excluidos: 81. 
antequiebra: 84. 
ascendientes y descendientes: 81. 
citación del deudor: 84, 
concurso preventivo en trámite: 80, 
desistimiento: 87. 
excepción de arraigo: 84. 


forma de notificación al deudor: 84. 
legitimación del acreedor: 80. 
medidas 
de oficio: 83, 
precautorias: 85, 
parientes de socios solidariamente respon- 
sables: 81. 
procedimiento: 84. 
prueba y recaudos: 83. 
representación por gestor: 80, 
restitución de pagos hechos a acreedores: 
80. 
sociedades de hecho: 80, 
traslado al acreedor: 84. 
a petición del deudor: 82. 
desistimiento: 87, 
empresas en marcha: 48, 
inhabilitados: 82. 
interrupción de la prescripción: 80, 
prueba: 83. 
sociedad de hecho intervenida: 82, 
sociedad en liquidación: 82. 
sociedades: 86. 
acción de simulación: 120, 
acciones que podrá ejercitar el síndico: 11). 
aceptación de herencias y legados: 111. 
acreedor singular: 85, 
acreedores condicionales: 125, 
actos de disposición: 109. 
administración: 109 y 121. 
administrador designado en sede penal: 
109. 
auto denegatorio 
apelabilidad: 273. 
caducidad de la inoponibilidad: 124. 
capacidad del fallido: 104. 
casos en que procede: 77. 
cesación de pagos 
concepto: 78. 
cláusulas compromisorias: 134, 
compensación: 130, 
competencia: 77, 
constitución de domicilio procesal: 88. 
cooperación del fallido: 102 
daños y perjuicios que origina: 142. 
declaración: 46, 48 y 77. 
desempeño por el fallido de empleo, profe- 
sión u oficio: 104. 
deudas posteriores a la declaración de quie- 
bra: 104. 
directa: 77. 
edictos: 89. 
efectos: 101. 
respecto de los acreedores: 125, 
ejercicio de las acciones por el síndico: 142. 
extensión a los socios de responsabilidad 
ilimitada: 160. 
extensión a otra empresa: 280, 
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fallido que no opta entre la aceptación y la 
renuncia de la herencia: 111. 
homologación, efectos; 76. 
impuesto de justicia: 77. 
incapacidad del fallido: 105. 
incompetencia: 100 y 101. 
indirecta: 202. 
en razón del turno: 100, 
fundamento: 100, 
petición: 101, 
remisión al juzgado competente: 101. 
sociedad: 100. 
ingresos del fallido: 104 
inhabilitación del fallido: 105. 
intervención del acreedor en el procedimien- 
to: 88, 
legitimación procesal del fallido: 110. 
levantamiento sin trámite: 96. 
matriculación del abogado del fallido: 104. 
muerte del fallido: 105, 
nuevo concurso: 104, 
obligaciones pendientes del plazo: 128, 
pago al acreedor peticionante de la quie- 
bra; 122, 
pendiente del cumplimiento del acuerdo: 
64, 
pequeña: 288 y 289, 
período informativo: 200, 
pluralidad 
de acreedores: 78, 
de quiebras: 4% 
procedimiento sucesorio y de quiebra: 105. 
prohibición de ejercer el comercio: 104, 
prueba de la cesación de pagos: 78. 
publicidad: 89. 
Registro Nacional: 295; ver Apéndice, decr. 
367/96. 
reintegro de lo pagado a acreedor; 122. 
caducidad: 124, 
remate no judicial: 210, 
renuncia del crédito: 87. 
repetición entre concursos: 136. 
dividendos que exceden el total de la deu- 


repudiación de herencia y legados: 111. 
resolución por incumplimiento legal o con- 


responsabilidad de terceros: 173. 

extensión: 174, 

responsabilidad por hechos ilícitos del falli- 
do: 104, 

sociedades emisoras de debentures de segu- 
ridad social: 77, 

socios de responsabilidad Jimitada: 160. 

sucesores del fallido: 105. 

suspensión de intereses: 129, 

viajes al exterior: 10 


R 


Readguisición de la posesión: 139, 
Reapertura dei procedimiento: 230. 
Reaseguro: 154. 

Rechazo de la petición: 13, 

Reciprocidad, acreedor extranjero: 4% 

Reclamación contra créditos admitidos: 58. 

Recurso 
de apelación 

concurso preventivo: 13. 
extraordinario 
di imiento del concurso preventivo como 
sanción: 30, 
reposición del auto de quiebra: 95, 
revocatoria del auto de quiebra: 95, 

Recusación sin expresión de causa: 273. 

Régimen 
de continuación de la explotación: 192. 
de los pequeños concursos y quiebras: 288. 
de los privilegios: 239. 

Registro Nacional de Concursos y Quie- 
bras: 295; ver Apéndice, decr. 367/96. 
organización: 296. 

Registros: 253, 261, 262 y 291. 

Regla general del acuerdo: 26. 

Reglas procesales: 293, 
aplicabilidad del art. 124 del Cód. Procesal: 

273, 
aplicación de las leyes locales: 278- 


Regulación de honorarios: ver Honorarios. 
Rehabilitación 

fuero desatracción: 132. 
Reintegro por parte del acreedor: 122. 
Relaciones laborales: 294. 
Remanente después del pago total: 228. 


Remoción de los integrantes del comité 
acreedores: 260. 


Remuneración última: 11. 
Renta vitalicia: 158. 
Repetición entre concursos: 136. 


Reposición del auto de quiebra: 93. 
causal y co: 58 
daños y perjuicios contra el peticionario: 99. 
efectos: 97y 98. 
escrito de interposición: 95. 
Innovación terminológica: 94. 
invocación del hecho nuevo: 95. 
legitimación pasiva: 95. 
ofrecimiento de prueba: 95. 
partes que intervienen en el incidente: 95. 
procedimiento: 103. 
recurso y prueba: 95. 
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Representación voluntaria: 8”. 


Representantes del fallido 
responsabilidad: 112 y 113. 
Requisitos 
del pago total: 228. 
del pedido: 11. 
para la homologación: 72. 
para la reconvención: 92. 


Reserva 

distribución final: 220, 

antes del pago: 244. 
Resolución 

de apertura: 14. 

de categorización: 42. 

judicial: 36 y 121. 

por incumplimiento: 145. 

tramitada la impugnación: 51. 
Responsabilidad 

de representantes: 173, 

de terceros: 173. 

por prestaciones futuras: 198. 


Revocatoria concursal: 118. 
acción: 120, 
actos ineficaces por la cesación de pagos: 
119, 
carga de la-prueba: 119, 
clausura del procedimiento: 230, 
competencia: 119. 
concurso preventivo y quiebra posterior: 121. 
contracautela: 120. 
enajenación del síndico: 121. 


extinción 

hipoteca: 118. 

ineficacia: 118. 

informe general del síndico: 39. 

juicio ordinario: 119. 

legitimación: 119 y 120. 

legitimados para promoverla: 120. 

litisconsorcio pasivo necesario; 119, 

medidas precautorias: 120. 

naturaleza: 118. 

notificación de la demanda: 

plazo de caducidad de la acc 

prenda: 118, 

restitución del precio abonado en la com- 
praventa: 119. 

subsistencia de la quiebra: 120. 


S 
Salvataje de empresa: 189 a 195. 


Sanción 
por desistimiento: 30. 
por incumplimiento de plazos: 217. 


Seguridad social, obligaciones: ver Apén- 
dice, res. AFIP 970/01, 
Seguro 
bienes de terceros: 141. 
compensación: 130. 
efectos de la quiebra: 154, 
ejercicio de la actividad: ver apéndica ley 
20.091. 
por.cuénta ajena: 154, 
subsistencia del seguro: 154. 


Sellado o impuesto de justicia: 32, 
Sentencia de quiebra: 61 y 62. 
Separación de la administración: 17. 
Servicios públicos: 20 y 189. 
Simultaneidad de incidentes: 286, 
Simulación: 124. 
Sindicatos: 5". 
Sindicatura: 67. 
plural: 253. H 
Síndico 
acciones de responsabilidad contra los so- 
ios ilimitadamente responsables y terce- 
s: 175. 
aceptación del cargo: 14 y 190. 
actos irregulares: 254, 
actuación personal y apoderados: 258, 
administración de la masa: 185. 
apercibimiento o multa A 
asesoramiento letrado: 257, 
autoridad: ver Apéndice, Tratado de Dere- 
cho Comercial internacional. 
carta a los acreedores e integrantes del co- 
mité de control: 29, 
conducta fraudulenta: 239. 
conservación de los bienes: 183. 
créditos insinuados, información: 34, 
deberes impositivos: 275. 
designación: 233. 
ejercicio de las acciones: 142. 
empleados: 263. 
enfermedad: 
facultades: 275, 
falta grave: 25 
funciones: 254. 
indelegabilidad: 
informe: 14 y 190 
irrenunciabilida. 
certificaci 
negligencia: 
pago de servicio: 
parentesco: 256. 
procedimientos fiscales: ver Apéndice, res. 
AFIP 745/99. 
pronunciamiento: 14, 
quiebra de un conjunto de sociedades: 253. 
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recurribilidad: 255. 
remoción y renunci 
rendición de cuent: 
responsabilidad por el nombramiento de em- 
pleados: 263, ¿ 

sorteo: 14. E 
suspensión: 255. 
trámites para todos los procesos: 190. 
viajes al exterior: 103. 

Sistema Integrado de Jubilaciones y Pen- 
siones: ver 4péndice, ley 24,241. 


Sociedad 
accidental: 151, 
aparente: 161. 


aportes: 150. 
derecho de receso: 149, 
desapoderamiento: 107. 
ibilidad de los aportes: 150. 
incompetencia: 100. 
petición de su propia quiebra: 82. 
quiebra: 160 y 161. 
requisitos de la petición de quiebra: 86. 
Sociedades l 
accidentales 
quiebra del socio gestor: 151. 
anónimas 
concurso preventivo: 5% 
directores: 160, 
participación estatal; 48. 
propiedad unipersonal: 5”, 
colectivas 
herederos del socio colectivo: 160. 
con participación estatal: 2% 
cooperativas: 2% 
cesación de pagos: 79. 
concurso preventivo: 6", 
participación estatal: 48. 
de capital e industria o habilitaciones 
calificación de conducta; 238, 
de hecho 
petición 
de quiebra por acreedor: 80. 
de su propia quiebra: 82. 
de responsabilidad limitada; participación es- 
tatal: 48, 
domiciliadas en el extranjero: 2", 
en comandita por acciones: 5”. 


Socios 

acreencias contra la sociedad fallida: 150, 

acuerdo preventivo homologado: 56. 

clausura por falta de activo: 232. 

con responsabilidad ilimitada: 18 y 160. 

desapoderamiento: 107. 

extensión de la quiebra: 160, 

fuero de atracción: 132. 

legitimación del síndico, en las acciones de 
responsabilidad: 175. 
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sentencia de quiebra: 88. 
solidarios: 56, 
valor de la participación: 53. 
y Otros responsables: 175. 
Solicitud de verificación: 32, 
Subasta: 212, 
Subrogación real: 245. 
Sujetos: 2%. 
del concurso preventivo: 5%. 
nulidad del acuerdo: 60. 
48. 
172. 


Supuestos especiale: 
grupos económicos: 
sentencia: 88. 


Suspensión 
de intereses: 129. 
de remates y medidas precautorias: 24, 
del juicio: 72. 


T 


Trabajadores no verificantes, derechos: 34. 
Tasas judiciales 
ver Impuesto o tasa de justicia. 
Tercería 
fuero de atracción: 136 
Terceros interesados: 48 bis, 
Término 
resolución judicial: 13. 
Términos judiciales: 273. 


Títulos y otros bienes cotizables: 45 bis y 215. 
nominatividad: ver Apéndice, ley 24.587. 


Tramitación 
común: 190. 
en caso de agrupamiento: 67. 
incidentes: 281. 
medidas precautorias: 164. 
restitución de bienes de terceros: 188. 


Trámite común para todos los procesos: 190. 
Trabajadores: 294. 
Transferencia a terceros: 141, 


10 
Unificación concursal: 2”. 
Universalidad de los concursos: 1% 
Uso y habitación: 108. 


V 


Valor patrimonial 48. 
Veedor 
concurso preventivo: 17, 
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Vencimiento de plazos: 128. 


Venta 
directa de bienes: 203 a 214, 217 y 271. 
singular: 208, 


Verificación de créditos 
acreedores 
del concursado: 32. 
hipotecarios: 134. 
particulares del socio: 201. 
posteriores al concurso preventivo: 201. 
prendarios: 126. 
atribuciones del fiduciario, del legitimado y 
del representante: 32 bis. 
bonos convertible: 
carga de la prueba: 32 y 33. 
cheques: 32. 
colectividad de acreedores: 32 bis. 
contrato de trabajo: 200. 
coobligados solidarios: 199, 
demanda de verificación; efectos: 32 y 33. 
descuento de intereses: 128 
dolo: 38. 
edictos, omisión de publicación: 27. 
efectos de la resolución de verificación: 27. 
emisión de debentures: 32 bis. 
en la quiebra: 126, 
eventual: 32, 
fecha cierta: 32, 
fiador del fallido: 135. 


impugnación de la verificación: 202. 
resolución judicial: 36, 

informe individual sobre créditos: 35. 

moneda extranjera: 127. 

monto verificable: 32. 

nulidad del acuerdo homologado: 62. 

obligaciones negociables: 32 bis. 

obligatoriedad: 126, 


prescripción: 3 
prestaciones dinerarias; 127. 
preventiva: 32 
publicación de edictos: 27. 
quiebra: 200. 
recaudo: 95 
revisión de le verificación: 37. 
sentencia 

arbitral: 134. 

definitiva de primera instancia: 32, 
tardía: 16 y 56. 


Viajes al exterior: 25 y 103. 


Voto en caso de títulos emitidos en serie: 45 
bis. 


w 


Warrants 
privilegio especial: 242. 


